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Atenta  invitación 

A  fin  de  que  en  la  Gaceta  de  los  Tribunales  se  publique 
además  de  las  resoluciones,  trabajos  pertenecientes  a  otras 
ramas  del  derecho,  se  abre  una  nueva  e  interesante  sección; 
la  de  colaboraciones  de  los  señores  abogados  y  personas  ver- 
sadas en  la  materia,  a  quienes  hacemos  un  llamamiento  para 
que  envíen  a  la  Dirección  de  esta  revista  sus  estudios  sobre 
temas  jurídicos  o  sociales. 

Aún  cuando  la  responsabilidad  de  las  ideas  emitidas  en 
los  artículos  que  se  publiquen,  pertenezca  exclusivamente  a  sus 
autores,  la  Dirección  se  reserva,  como  es  de  rigor,  el  derecho 
de  no  publicar  aquellos  que  así  lo  estime  pertinente,  sin  que 
por  este  motivo  devuelva  los  originales  que  se  le  hubieren 
entregado. 

Invitamos,  pues,  atentamente  a  los  intelectuales  del  país 
a  que  colabore^  en  la  Gaceta  de  los  Tribunales,  cuyas  páginas 
quedan  abiertas  a  los  que  con  alteza  de  miras,  sana  crítica, 
y  amplitud  de  espíritu,  deseen  aportar  el  valioso  concurso  de 
sus  estudios  o  experiencias  a  los  múltiples  problemas  que  pre- 
sentan las  ciencias  jurídico-sociales. 
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PALACIO  DE  JUSTICIA 

El  señor  General  don  Jorge  Ubico,  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, ha  dotado  a  diversas  instituciones  de  edificios  que  a  la  vez 
que  constituyen  un  alto  exponente  ornamental  en  el  país,  llenan 
una  necesidad  para  el  servicio  público. 

El  catorce  de  febrero  del  año  en  curso  tocóle  al  Poder  Judi- 
cial recibir  un  íiermoso  edificio  — el  Palacio  de  Justicia —  que  el 
señor  Presidente  de  la  República  le  destinara  y  que  el  señor  Se- 
cretario de  Estado  en  el  Despacfio  de  Gobernación  y  Justicia 
inauguró  e  hizo  entrega  al  Poder  Judicial,  acto  al  que  asistieron 
los  señores  Presidentes  del  Poder  Legislativo  y  Judicial,  honora- 
ble Cuerpo  Diplomático  acreditado  en  la  República  y  demás  fun- 
cionarios y  empleados  públicos  y  personas  invitadas.  En  aquel 
acto,  el  Presidente  de  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, Licenciado  don  Octavio  Aguilor,  por  comisión  del  Presiden- 
te del  Poder  Judicial,  expresó  los  agradecimientos  de  los  miem- 
bros del  Poder  Judicial  para  el  primer  Mandatario  de  la  Nación 
por  el  suntuoso  edificio  que  ha  destinado  a  los  Tribunales. 

En  tal  ocasión  y  por  tal  motivo,  se  dió  lectura  al  Acuerdo 
dictado  para  perpetuar  tan  fausto  acontecimiento  y  que  dice: 

"EL  PRESIDENTE  DEL  PODER  JUDICIAL, 

CONSIDERANDO: 

que  es  un  deber  hacer  patente  la  gratitud  del  Poder  Judicial,  ha- 
cia aquellas  personas  que  han  procurado  su  mejoramiento;  que 
el  General  don  Justo  Rufino  Barrios  dió  nueva  orientación  a  la  ad- 
ministración de  justicia,  y  emitió  los  Códigos  que  entrañaron  una 
nueva  vido  jurídica  para  el  PaíS;  que  el  General  don  Jorge  Ubi- 
co ha  continuado  el  mejoramiento  de  las  Leyes  y  Tribunales,  pa- 
ra que  la  Justicia  sea  efectiva  y  responda  a  los  Altos  Ideales  de 
su  Gobierno,  y  por  otra  parte,  ha  dotado  a  este  Poder  de  un 
suntuoso  Palacio  para  los  Tribunales,  y  que  hoy  se  inaugura. 


POR  TANTO: 


como  un  octo  de  reconocimiento  o  fon  ¡lustres  personalidades, 

ACUERDA: 

Que  los  retratos  de  los  Generales  don  Justo  Rufino  Barrios  y  don 
Jorge  Ubico,  sean  colocados  en  lugar  de  honor  en  el  Salón  de 
Vistas  Públicas  del  Polacio  de  Justicia. 

Transcríbase, 

Raf.  Ordóñez  Solís. 

El  Secretario:  Max.  García  R." 

El  diez  de  noviembre,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
si  Acuerdo  anterior  y  como  un  ¡usto  homenaje  al  señor  General 
don  Jorge  Ubico,  Presidente  de  la  República,  con  motivo  de  su 
onomástico,  se  efectuó  la  solemne  inauguración  de  la  Sala  de 
Vistas  Públicas  con  presencia  de  los  altos  funcionarios  y  demos 
personas  invitadas,  y  fueron  colocados  los  retratos  de  los  seno- 
res  Generales  Justo  Rufino  Borrios  y  Jorge  Ubico,  y  descubierta 
una  placo  de  bronce  que  contiene  el  Acuerdo  transcrito. 

Los  asistentes  a  este  acto,  visitaron  los  despachos  de  la  Pre- 
sidencia del  Ramo,  Corte  Suprema  de  Justica,  Salas  Primera, 
Segunda  y  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Archivo  Gene- 
ral de  Protocolos,  Tesorería  de  Fondos  de  Justicia,  Estadística 
Judicial,  Archivo  General  de  Tribunales  y  Biblioteca  del  Poder 
Judicial,  que  se  encuentran  instalados  en  el  edificio,  del  cual  se 
publican  varios  fotograbados  que  dan  un  concepto  de  su  mag- 
nificencia. 

En  Guatemala,  se  hacía  sentir  lo  urgencia  de  que  o  los  Tri- 
bunales se  les  proporcionara  edificios  apropiados  a  su  catego- 
ría. El  Palacio  de  Justicia  satisface  en  su  plenitud  aquella  ne- 
cesidad. 

Los  demás  despachos  judiciales,  tanto  de  la  ciudad  capi- 
tal como  de  los  departamentos  de  la  República,  han  sido  objeto 
de  mejoras,  de  manera  especial  en  su  mobiliario. 


h; 


HOMENAJE  AL  GENERAL  JORGE  UBICO 

■Ar     10  DE  NOVIEMBRE  DE  1938  if 

EL  PRESIDENTE  DEL  PODER  JUDICIAL 

CONSIDERANDO.QUE  ES  UN  DEBER  HACER  PATENTE  LA  GRATITUD  DEL  PODER 
JUDICIAL  HACIA  AQUELLAS  PERSONAS  QUE  HAN  PROCURADO  SU  MEJORA- 
MIENTO; QUE  EL  GENERAL  DON  JUSTO  RUFINO  BARRIOS  DIO  NUEVA  ORIENTA- 
CION A  LA  ADMINISTRACION  DE  JUSTICIA  Y  EMITIO  LOS  CODICOS,QUE  ENTRA- 
ÑARON UNA  NUEVA  VIDA  JURÍDICA  PARA  EL  PAISIQUE  EL  GENERAL  DON 
JORGE  UBICO  HA  CONTINUADO  EL  MEJORAMIENTO  DE  LAS  LEYES  Y  TRIBUNA- 
LES.PARA  QUE  LA  JUSTICIA  SEA  EFECTIVA  Y  RESPONDA  A  LOS  ALTOS  IDEA- 
LES DE  SU  GOBIERNO,Y  POR  OTRA  PARTE, HA  DOTADO  A  ESTE  PODER  DE  UN 
SUNTUOSO  PALACIO  PARA  LOS  TRIBUNALES.  QUE  HOY  SE  INAUGURA.' 

POR  tanto: 

COMO  UN  ACTO  DE  RECONOCIMIENTO  A  TAN  ILUSTRES  PERSONALIDADES, 

acuerda: 

QUE  LOS  RETRATOS  DE  LOS  GENERALES  DON  JUSTO  RUFINO  BARRIOS 
Y  DON  JORGE  UBICO.SEAN  COLOCADOS  EN  LUGAR  DE  HONOR  EN  EL 
SALON  DE  VISTAS  DEL  PALACIO  DE  JUSTICIA.-  TRANSCRIBASE.- 
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SECCION  JUDICIAL 

RESOLUCIONES  DE  LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

QUIEBRA  de  la  mortual  de  don  Manuel  de 
Coto  Peláez. 

DOCTRINA:  La  varíe  que  promueve  una 
ejecución,  debe  responder  por  los  gastón 
judiciales  que  se  causen  en  la  m'sma, 
antes  de  la  declaración  de  quiebra. 

La  masa  responde  por  los  gastos  de  con- 
servación de  lo'3  bienes  de  la  quiebra  y  de 
rigurosa  administración  de  los  m'smos, 
desde  que  se  declara  la  quiebra. 

Para  que  pueda  clasificarse  un  crédito 
como  escriturario  es  indispensable  que  se 
acredite  el  documento  en  que  consta. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  G-uatemala, 
dieciséis  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

En  casación,  con  sus  respectivos  antece- 
dentes, se  examinan  los  autos  dictados  por 
la  Sa'a  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  dieciséis  de  noviembre  del  año  próximo 
pasado  y  veintidós  de  enero  de  este  año, 
en  la  quiebra  de  la  mortual  de  don  Manuel 
de  Coto  Peláez. 

El  veintisiete  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco,  Elvira  de  Coto  Peláez 
de  Orantes,  en  concepto  de  apoderada  de 
su  padre  don  Manuel  de  Coto  Peláez,  se 
presentó  al  Juez  Tercero  de  Primera  Ins- 
tancia e  inició  un  concurso  voluntario  de 
bienes,  en  el  que  fueron  nombrados  la  co- 
misión revisora  y  el  depositario  interven- 
tor respectivos,  recayendo  este  nombra- 
miento primero  en  don  Guillermo  García 
y  después  en  don  Alfredo  M.  García,  a 
quien  le  fué  discernido  el  cargo  el  diecíG- 
cho  de  septiembre  del  citado  año.  El  cua- 
tro de  noviembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cinco  el  notario  Rafael  Antonio  Cues- 
tas practicó  los  inventarios  de  los  bienes 
del  concurso,  los  que  arrojaron  un  total  de 
quince  mil  ochenta  y  cuatro  quetzales, 
cuarenta  y  seis  centavos  de  quetzal 
(Q.15.084.46). 

El  once  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  el  Juez  Segundo  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento,  a  solici- 
tud de  doña  María  Leonor  Alplrez  Arévalo 


viuda  de  Gutiérrez  y  de  don  Justo  Ugarte, 
en  representación  de  don  José  Tárano,  de- 
claró la  quiebra  de  la  mortual  del  comer- 
ciante don  Manuel  de  Coto  Peláez  en  vir- 
tud de  que  el  deudor  dejó  de  promover  en 
las  diligencias  de  convenio  voluntario  de 
acreedores;  designó  provisionalmente  sin- 
dico de  la  quiebra  al  licenciado  don  Emi- 
lio Barros  Pedroza  y  depositario  de  la  mis- 
ma a  don  Alfredo  M.  García;  se  fijó  pro- 
visionalmente el  día  veintisiete  de  mayo 
de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  como 
la  fecha  de  cesación  de  pagos;  y  se  mandó 
citar  a  los  acreedores. 

El  diez  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis  se  celebró  junta  general  de 
acreedores,  pues  la  señalada  para  fecha 
anterior,  no  pudo  llevarse  a  cabo  por  fal- 
ta de  quórum;  en  ella  se  acordó:  a)  apro- 
bar los  inventarios  practicados  por  el  no- 
tario Cuestas;  pero  su  monto  total  se  re- 
dujo a  la  suma  de  cinco  mil  quetzales;  b) 
aceptar  la  propuesta  de  don  Mario  Granai, 
relativa  a  comprar  a  puerta  cerrada,  to- 
das las  existencias  de  mercadería  por  la 
suma  de  cinco  mil  quetzales;  c)  se  dispu- 
so que  todas  ¡a  personas  que  tuvieran  de- 
recho a  honorarios  por  concepto  de  la 
quiebra,  cobraran  en  proporción  al  monto 
de  cinco  mil  quetzales  asignado  a  lo  inven- 
tariado; pero  si  por  cualquier  motivo  la 
negociación  propuesta  por  don  Mario  Gra- 
nai no  se  realizara,  quedaría  sin  valor  ese 
acuerdo  sobre  la  cantidad  fijada  a  lo  in- 
ventariado; d)  confirmar,  con  carácter  de 
definitivos,  los  nombramientos  de  sindico  y 
depositario  de  la  quiebra,  que  recayeron 
en  el  licenciado  Bamos  Pedroza  y  don  Al- 
fredo García,  respectivamente. 

El  Juez  aprobó  los  inventarios  con  la  sal- 
vedad hecha  en  la  junta,  relativa  a  que  el 
avalúo  correspondiente  se  sustituye  por 
una  estimación  global  de  las  existencias  en 
un  monto  de  cinco  mil  quetzales.  La  li- 
quidación de  los  honorarios  de  don  Alfre- 
do M.  García  como  depositario  provisio- 
nal y  definitivo  de  los  bienes  de  la  quiebra 
de  la  mortual  del  señor  de  Coto  Peláez,  as- 
cendieron a  cien  quetzales,  que  ya  fueron 
pagados. 
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El  veintidós  de  febrero  del  año  próximo 
pasado,  se  celebró  otra  junta  general  de 
acreedores,  concurriendo  doce  de  éstos  que 
representaban  créditos  por  valor  de  vein- 
tiún mil  quinientos  noventa  quetzales,  no- 
venta y  ocho  centavos.  El  sindico  presen- 
tó su  memoria  y  en  ella  propuso,  entre 
otras  cosas,  la  clasificación  y  graduación 
de  créditos,  asi:  Acreedores  de  primera  cla- 
se: lo.,  honorarios  del  notario  Inventarian- 
te  licenciado  Rafael  Antonio  Cuestas,  del 
depositario  de  los  bienes  de  la  quiebra  don 
Alfredo  Monzón  García  y  del  sindico  de  la 
misma.  2o.,  Gastos  de  funerales  de  don 
Manuel  de  Coto  Peláez.  3o.,  Honorarios  a 
favor  de  los  doctores  don  Arturo  Lazo  Mi- 
dence  y  don  Antonio  Sardá  García,  por 
servicios  médicos  prestados  al  señor  de  Co- 
to Peláez  durante  su  última  enfermedad. 
4o.  Arrendamiento  del  local  en  donde  es- 
tuvo depositada  la  mercadería  y  mobila- 
rio  pertenecientes  al  concurso,  que  corres- 
ponde a  don  Anís  A.  Blanco.  Honorarios 
a  favor  de  don  Alfredo  Monzón  García  co- 
mo depositario  de  los  bienes  de  don  Manuel 
de  Coto  Peláez,  durante  el  concurso  volun- 
tario. 5o.  Sueldo  corespondiente  a  la  se- 
ñorita Sofía  García,  como  empleada  del 
almacén  de  don  Manuel  de  Coto  Peláez. 
Acreedores  de  segunda  clase:  Don  José 
Ruíz  Angulo,  propietario  del  edificio  nú- 
mero quince  de  la  novena  calle  oriente  de 
esta  ciudad,  donde  estuvo  el  almacén  de 
don  Manuel  de  Coto  Peláez,  varios  meses 
de  arrendamiento. — Acreedores  de  tercera 
clase:  María  Leonor  Alpirez  viuda  de  Gu- 
tiérrez, por  depósito  constituido,  según  es- 
critura pública  que  autorizó  el  notario  Gre- 
gorio Aguilar  Fuentes,  el  once  de  abril  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco. — Acreedo- 
res de  cuarta  clase:  lo.,  "Castillo  Herma- 
nos" según  escritura  que  autorizó  el  nota- 
rio Ernesto  Viteri  el  veinticinco  de  abril 
de  mil  novecientos  treinta.  Don  Eugenio 
Mendoza,  según  escritura  que  autorizó  el 
notario  don  Joaquín  Flores  Barrios,  el  vein- 
ticuatro de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta.  Don  Manuel  de  Coto  Peláez  se 
constituyó  fiador  mancomunado  y  solida- 
tío  de  don  Antonio  Díaz  Villaverde,  inqui- 
lino é.?te  últmo  del  señor  Mendoza.  Don 
Jesús  Fernández,  según  escritura  que  au- 
torizó el  notario  don  Federico  Carbonell  el 
veintiuno  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  tres.  Don  José  Tárano,  se- 
gún escritura  que  autorizó  el  notario  don 
Francisco  Villagrán  el  cinco  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro.  The  An- 
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Dardón  el  cinco  de  enero  de  mil  novientos 
treinta  y  cinco.  2o.,  Don  Claudio  López, 
sentencia  dictada  por  el  Juzgado  Primero 
de  Primera  Instancia  de  este  departamen- 
to, el  tres  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco,  en  que  condena  al  señor 
Coto  Peláez  al  pago  de  ciento  cuarenta  y 
dos  mil  ochocientos  setenta  pesetas,  seten- 
ticinco  centésimos  de  peseta  (142.870.75). 
Cubiertos  los  créditos  anteriores,  por  su  or- 
den, serán  pagados  a  prorrata  las  acree- 
durias  siguientes:  don  Alberto  Silva  La- 
ra,  sus  honorarios  como  depositario  en  los 
.iuicíos  ejecutivos  seguidos  contra  el  señor 
Coto  Peláez  por  los  señores  "Castillo  Her- 
manos" y  doña  Leonor  viuda  de  Gutiérrez. 
Licenciado  don  Francisco  M.  Rodas:  sus 
honorarios  como  abogado  de  don  Manuel 
de  Coto  Peláez  en  los  juicios  que  contra  di- 
cho señor  siguieron  don  Claudio  López  y 
don  José  Tárano  y  por  la  iniciación  del 
concurso  voluntario,  según  liquidaciones 
judiciales,  debidamente  aprobadas;  y  don 
Max  Paetau:  letra  de  cambio  girada  por 
"Kamper  y  Weber"  de  Berlín,  Alemania, 
contra  don  Manuel  de  Coto  Peláez  y  a  fa- 
vor de  The  Anglo  South  American  Bank  Li- 
mited de  quien  es  cesionario.  La  memo- 
ria presentada  por  el  síndico  obtuvo  la 
aprobación  de  la  junta,  excepto  la  parte 
que  contiene  el  proyecto  de  graduación  de 
créditos.  Formularon  oposición  contra  éste 
el  Licenciado  Francisco  M.  Rodas,  Alberto 
Silva,  Rodolfo  Castilo  Azmitía  en  su  carác- 
ter de  fjerente  de  la  firma  "Castillo  Her- 
manos". Kl  primero  expresa  que  su  acree- 
duría  es  de  primera  clase,  porque  sus  ho- 
norarios corresponden  a  los  gastos  judicia- 
les comunes;  el  segundo,  que  su  crédito  de- 
be pagarse  de  preferencia  entre  los  gastos 
de  conservación  de  los  bienes;  y  el  terce- 
ro que  se  opone  al  proyecto,  especialmente 
en  lo  que  se  refiere  al  orden  en  que  fueron 
colocados  los  créditos  de  Alfredo  Monzón 
García  como  depositario  de  los  bienes  de 
don  Manuel  de  Coto  Peláez  durante  el  con- 
curso voluntario  y  de  doña  María  Leonor 
Alpírez  viuda  de  Gutiérrez:  y  pidió  que  en 
definitiva  se  declarara  que  los  créditos  a 
favor  del  señor  Monzón  García  y  de  la  se- 
ñora viuda  de  Gutiérrez  no  tienen  prefe- 
rencia alguna  y  deben  quedar  relegados  a 
la  categoría  inferior  que  les  corresponde 
después  de  que  sea  integramente  cubierto 
el  crédito  a  favor  de  los  señores  "Castillo 
Hermanos".  Presentó  las  pruebas  siguien- 
tes: a)  Testimonio  del  acta  de  protocola- 
ción  dni  protesto  levantado  por  el  notario 

Clon  Eduardo  R.  CAceres  Lenhoff.  el  cuti- 
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ta  y  tres  y  el  original  de  la  letra  que  mo- 
tivó el  protesto  y  traducción  de  la  misma, 
b)  Certificación  del  acta  de  quince  de  abril 
del  año  próximo  pasado,  de  la  diligencia 
de  exhibición  de  libros  de  la  contabilidad 
del  señor  de  Coto  Peláez,  que  solicitó  don 
Jesús  Fernández  en  el  incidente  contra 
doña  Leonor  Alpírez  viuda  de  Gutiérrez  y 
el  sindico,  c)  Certificación  de  la  escritura 
de  once  de  abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cinco,  autorizada  por  el  notario  licen- 
ciado don  Gregorio  Aguilar  Fuentes;  y  de 
la  liquidación  de  honorarios  de  don  Alfre- 
do Monzón  García  durante  el  concurso  vo- 
luntario de  Coto  Peláez. 

El  abogado  Federico  Carbonell  Rodas,  co- 
mo apoderado  del  acreedor  don  Jesús  Fer- 
nández, objetó  la  graduación  hecha  por  el 
sindico,  porque  éste  le  dió  preferencia  al 
crédito  de  doña  Maria  Leonor  Alpirez  viu- 
da de  Gutiérrez  sobre  el  de  su  poderdan- 
te, pues  el  negocio  que  acredita  la  escritu- 
ra hecha  a  favor  de  la  expresada  señora, 
no  es  de  depósito,  sino  simplemente  de  mu- 
tuo en  cuenta  corriente ;  concluyó  pidiendo 
que  se  declare  como  simplemente  escritu- 
rario el  crédito  de  la  señora  viuda  de  Gu- 
tiérrez; es  decir,  de  cuarta  clase  y  se  colo- 
que en  el  lugar  que  amerita  su  fecha  o  sea 
con  posterioridad  al  de  su  poderdante.  En 
el  término  de  prueba,  obtuvo  el  examen  de 
la  contabilidad  del  quebrado.  Se  tuvieron 
a  la  vista  dos  libros  de  cuentas  corrientes, 
que  no  están  habilitados  ni  autorizados,  en 
los  que  se  encuentran,  una  cuenta  a  nom- 
bre de:  "L.  Maria  B.  de  Gutiérrez",  abierta 
el  tres  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veintinueve;  dicha  cuenta  tiene  un  movi- 
miento de  entradas  y  salidas  con  abono  de 
intereses,  comprobándose  que  el  saldo  a  fa- 
vor de  la  señora  viuda  de  Gutiérrez  con  fe- 
cha seis  de  diciembre  de  mil  novecientos 
veintinueve,  era  de  seis  mil  quinientos  cin- 
cuenta y  cinco  quetzales,  cincuenta  centa- 
vos de  quetzal  y  el  del  treinta  y  uno  de 
marzo  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro 
de  dos  mil  cuatrocientos  siete  quetzales  y 
cincuenta  y  siete  centavos  de  la  misma  cla- 
se de  moneda.  El  movimiento  de  esta  cuen- 
ta está  de  acuerdo  con  los  libros  principa- 
les de  la  contabilidad  del  señor  de  Coto 
Peláez,  debidamente  autorizados  y  habili- 
tados. Se  tuvieron  a  la  vista  los  libros  de 
balances  y  el  mayor;  en  el  primero  apare- 
cen los  nombres  de  todas  las  personas  que 
tuvieron  relaciones  comerciales  con  el  que- 
brado; pero  no  figura  el  nombre  de  doña 
María  Leonor  Alpirez  viuda  de  Gutiérrez, 

como  tampoco  figura  en  el  libro  mayor  a 


treinta  de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintinueve,  tampoco  figura  en  la  lista  el 
nombre  de  la  señora  viuda  de  Gutiérrez, 
por  encontrarse  incluido  en  las  cuentas  co- 
rrientes. Alberto  Silva  Lara,  propuso  como 
pi  uebas  las  que  enumera  en  un  escrito  del 
folio  trece  de  la  pieza  respectiva  y  que  el 
Juez  para  mejor  resolver  mandó  tener  a  la 
Vista  y  entre  las  que  figura  el  expediente 
de  liquidación  de  sus  honorarios,  donde  es- 
tá la  resolución  de  la  Sala  Segunda  de  Ape- 
laciones que  fija  el  monto  de  los  mismos. 

En  veintitrés  de  julio  del  año  próximo 
pasado,  el  juez  resolvió  los  incidentes  de 
oposición  a  la  memoria  del  sindico  y  de- 
clara: lo.,  que  ha  lugar  a  la  oposición)  he- 
cha por  los  señores  "Castillo  Hermanos" 
y  Jesús  F'ernández,  en  lo  que  se  refiere  a 
la  colocación  del  crédito  de  la  señora  Ma- 
ria Leonor  Alpirez  viuda  de  Gutiérrez,  el 
que  deberá  ocupar  el  lugar  que  le  corres- 
ponde como  acreedor  de  cuarta  clase,  des- 
pués del  de  The  Anglo  South  American 
Bank  Limited,  que  le  antecede  en  fecha. 
2o.  que  ha  lugar  a  la  oposición  de  "Castillo 
Hermanos"  en  lo  que  se  refiere  al  crédito 
de  Dn.  Alfredo  Monzón  García,  como  depo- 
sitario del  concurso  voluntario,  el  que  de- 
berá ocupar  el  lugar  que  le  corresponde  en- 
tre el  grupo  de  acreedores  de  su  clase,  de- 
biendo ser  pagado  a  prorrata  con  ellos.  3o., 
Sin  lugar  la  oposición  presentada  por  el  li- 
cenciado Francisco  Mardoqueo  Rodas.  4o., 
Sin  lugar  también  la  oposición  del  señor 
Alberto  Silva,  y  5o.,  que  no  hay  especial 
condenación  en  costas.  Esta  resolución  fué 
ampliada  sobre  estos  puntos;  lo.,  que  el  día 
cuatro  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  tres,  es  la  fecha  definitiva  de  la 
cesación  de  pagos  de  don  Manuel  de  Coto 
Peláez;  2o.,  que  se  aprueba  el  proyecto  de 
graduación  presentado  por  el  síndico,  con 
las  modificaciones  de  la  parte  dispositiva 
del  auto  de  fecha  veintitrés  de  julio  antes 
citado  y  3o.,  declara  sin  lugar  la  inclusión 
Solicitada  por  don  Julio  de  Prado. 

En  la  segunda  instancia  Julio  de  Prado, 
apoderado  de  Magdalena  Salazar  Arroyo 
viuda  de  don  Pelayo  de  Prado  y  de  don 
César  Hernández  Diez,  manifestó  que  el 
Juez  no  había  tenido  a  la  vista  cuando  re- 
solvió la  ampliación,  por  no  aparecer  en  el 
incidente,  las  escrituras  que  amparan  los 
derechos  de  sus  mandantes  para  figurar 
como  acreedores  en  la  quiebra.  En  vista 
de  esto,  a  su  solicitud,  la  Sala  dirigió  oficio 
al  Juez  y  fueron  obtenidos  esos  documen- 
tos que  están  agregados  a  la  pieza  de  se- 
gunda instancia  y  consisten;  a)  segundo 
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de  pago  y  cancelación  de  hipoteca  otorga- 
da por  Manuel  de  Coto  Peláez  como  apo- 
derado de  Pelayo  de  Prado  a  favor  de  los 
herederos  de  don  Salvador  Herrera  por  la 
suma  de  diecisiete  mil  pesos  oro  america- 
no, autorizada  el  siete  de  diciembre  de  mil 
novecientos  veintisiete  ante  los  oficios  del 
notario  Federico  Salazar.  b)  Certificación 
extendida  por  el  secretario  del  juzgado  se- 
gundo de  primera  instancia,  del  poder  otor- 
gado por  Magdalena  Salazar  por  si,  como 
heredera  de  su  esposo  don  Pelayo  de  Pra- 
do y  don  César  Hernández  Diez,  a  favor  de 
Julio  Prado  Salazar  y  que  comprende,  ade- 
más, el  testamento  de  don  Pelayo  de  Pra- 
do Antolinez,  otorgado  el  quince  de  enero 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis;  y  del  tes- 
tomonio  de  escritura  de  cancelación  del 
crédito  y  la  hipoteca  otorgada  por  el  se- 
ñor de  Coto  Peláez  a  favor  de  don  Francis- 
co Valdés  por  seis  mil  quetzales,  fechada 
a  los  treinta  y  un  diad  del  mes  de  diciem- 
bre de  mil  novecientos  veinticinco  ante  el 
notario  Salvador  Villanueva  G. 

La  Sala  confirmó  esos  autos  en  lo  que 
concierne  a  lo  resuelto  respecto  a  las  pre- 
tensiones de  la  señora  Alpírez  viuda  de  Gu- 
tiérrez y  del  licenciado  Rodas;  los  revocó 
en  cuanto  afectan  a  los  intereses  de  los 
señores  Silva,  Monzón  Garda  y  herederos 
de  don  Pelayo  de  Prado  y  resuelve  que  los 
créditos  de  dichos  señores  deben  incluirse, 
respectivamente,  entre  los  de  primera  y 
cuarta  clase.  Se  funda  en  que,  de  las  cons- 
tancias de  autos  se  desprende  la  evidencia 
de  que  el  adeudo  de  la  señora  Alpirez  viu- 
da de  Gutiérrez,  al  cual  atribuyó  el  fallido 
el  carácter  de  depósito  mediante  el  otorga- 
miento de  una  escritura  pública,  procede 
de  una  cuenta  corriente  cuyo  saldo  por  el 
mal  estado  de  sus  negocios,  estuvo  en  la  im- 
posibilidad de  haber  tenido  en  efectivo  en 
!a  fecha  en  que  hizo  el  susodicho  otorga- 
miento; de  tal  manera  que  no  habiendo  po- 
dido tener  lugar  la  tradición  que  era  de  ri- 
gor ineludible  al  efecto  de  que  se  produjera 
la  transformación  de  la  obligación  pre- 
existente en  depósito,  el  titulO' relativo  a  la 
acreeduria  de  dicha  señora,  debe  incluirse 
entre  los  de  la  cuarta  clase  en  la  gradua- 
ción respectiva.  Atendiendo  al  tiempo  y 
modo  en  que  el  licenciado  Rodas  prestó  sus 
servicios  profesionales  al  fallido,  en  re- 
lación con  la  fecha  que  se  determinó  como 
definitiva  para  la  cesación  de  pagos,  el 
crédito  concerniente  a  sus  honorarios  no 
puede  figurar  entre  los  del  concurso.  To- 
mando en  cuenta  el  hecho  de  que  los  se- 
ñores Silva  y  Monzón  García  fueron  depo- 
sitarios sucesivamente  de  la  totalidad  de 


los  bienes  correspondientes  a  la  masa  du- 
rante las  dos  etapas  que  precedieron  inme- 
diatamente a  la  declaración  de  quiebra,  es 
de  elemental  equidad  incluir  sus  acreedu- 
rias  entre  los  gastos  de  rigurosa  conserva- 
ción y  de  administración  de  los  bienes  de 
la  quiebra,  al  efecto  de  clasificarlas  entre 
las  de  primera  clase;  y  que  en  conformi- 
dad con  las  constancias  de  autos  y  en  par- 
ticular con  el  hecho  relativo  a  que  su  cré- 
dito no  fué  objeto  de  impugnación  alguna 
de  parte  de  los  demás  acreedores,  es  de  ri- 
gor reconocer  como  incluido  entre  los  del 
concurso,  el  que  reclaman  los  herederos  del 
señor  Pelayo  de  Prado,  que  debe  figm-ar  en- 
tre los  de  cuarta  clase.  El  señor  Castillo 
Azmitia  pidió  ampliación  de  ese  auto  por- 
que el  crédito  de  don  Pelayo  de  Prado  fué 
clasificado  en  la  cuarta  clase,  pero  se  omi- 
tió resolver  el  lugar  que  en  dicha  clase  de- 
berá ocupar  y  que  no  puede  ser  otro  sino  el 
señalado  en  el  artículo  1277  del  Código  de 
Comercio.  Dice  que  la  acreeduria  a  favor 
de  Pelayo  de  Prado,  no  consta  en  escritura 
pública  ni  tiene  su  sucesión  el  carácter  de 
escrituraria,  pues  no  existe  instrumento 
público  alguno  en  que  el  señor  de  Coto  Pe- 
láez haya  reconocido  deber  al  señor  de  Pra- 
do ninguna  cantidad;  que  de  las  escrituras 
de  carta  de  pago,  no  puede  originarse  un 
crédito  escriturario;  el  crédito  de  origen 
no  tiene  fecha,  pues  no  consta  que  el  se- 
ñor de  Coto  Peláez  haya  rendido  cuentas 
al  señor  de  Prado  y  éstas  hayan  sido  apro- 
badas; la  obligación  de  rendir  cuentas 
arranca  desde  el  dia  que  el  obligado  termi- 
ne su  administración  y  mientras  el  apode- 
rado no  haya  rendido  cuentas  y  éstas  no 
hayan  sido  debidamente  aprobadas,  no 
puede  existir  saldo  cierto  a  su  cargo.  Julio 
de  Prado,  expuso:  que  la  Sala  dijo  que  el 
crédito  de  los  herederos  de  Pelayo  de  Pra- 
do, debe  incluirse  entre  los  de  la  cuarta 
clase;  por  lo  que  no  hay  omisión  e  indica 
también  que  si  puede  originarse  un  cré- 
dito escriturario  de  una  carta  de  pago,  me- 
diante la  cual  el  otorgante  confiesa  ■  que 
recibe  dinero  para  su  poderdante  o  para 
un  tercero;  la  fecha  de  origen  del  crédito 
es  la  de  la  escritura  y  cuando  la  confesión 
es  paladina  y  el  reconocimiento  claro  y 
concreto  como  el  hecho  por  Coto  Peláez  en 
Jas  escrituras,  no  es  necesario  el  juicio  de 
rendición  de  cuentas.  El  veintidós  de  ene- 
ro de  este  año,  la  Sala  deniega  la  amplia- 
ción pedida. 

El  licenciado  Federico  Carbonell  Rodas, 
como  apoderado  de  don  Jesús  Fernández, 
interpuso  recurso  de  casación  por  violación 
de  ley  contra  esos  autos  y  cita  como  in- 
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fringidos  los  artículos  siguientes:  17  pá- 
rrafo primero  Constitución  de  la  Repúbli- 
ca; 1270  incisos  lo.  y  4o.,  1224,  1226,  1272, 
127&  incisos  2o.  y  4o.,  1277,  1286  Código  de 
Comercio;  156,  160,  691,  717,  718,  722,  663, 
667  inciso  3o.  y  677  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil;  2298  inciso  lo.  del 
Código  Civil;  XV  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial.  También  don  Rodolfo  Casti- 
llo Azmitia,  en  representación  de  la  socie- 
dad "Castillo  Hermanos",  presentó  igual 
recurso  y  cita  como  violados  los  artículos 
siguientes  1270  incisos  lo.  y  4o.,  1276  inci- 
soso  2o.  y  4o.,  1272,  1277,  1224,  1226,  128G 
del  Código  de  Comercio;  156,  160.  663,  in- 
ciso 3o.  del  667,  677,  691,  710,  717,  718,  722 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til; 17  de  la  Constitución  de  la  República; 
XV  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial  in- 
ciso lo.  del  articulo  2298  del  Código  Civil. 
Pedidos  los  antecedentes  se  sañaló  día  para 
la  vista. 

El  licenciado  Carbonell,  en  el  concepto 
antes  indicado,  alegó  que  este  recurso  obe- 
dece a  la  inconformidad  de  su  representa- 
do con  la  clasificación  que  hizo  el  tribu- 
nal de  segunda  instancia,  de  las  acreedu- 
rías  de  los  herederos  de  don  Pelayo  de  Pra- 
do, don  Alberto  Silva  Lara  y  don  Alfredo 
Monzón  García;  que  el  documento  otorga- 
do a  favor  de  don  JuUo  de  Prado  sería  baus- 
tante  a  establecer  la  personalidad  de  los 
reclamantes  si  se  hubiera  acompafiado  cer- 
tificación del  auto  en  que  el  testamento 
de  don  Pelayo  de  Prado  se  declarara  legiti- 
mo, pero  como  no  se  hizo,  la  representa- 
ción no  está  suficientemente  acreditada. 
Además  de  lo  anterior,  los  testimonios  de 
las  cartas  de  pago  sólo,  acreditan  el  hecho 
de  que  el  señor  Pelayo  de  Prado  por  medio 
de  su  personero,  canceló  las  obligaciones 
de  don  Francisco  Valdés  y  don  Salvador 
Herrera;  pero  no  constituye  un  título  bas- 
tante para  exigir  de  don  Manuel  de  Coto 
Peláez,  pago  de  cantidad  ninguna.  El  cré- 
dito de  Pelayo  de  Prado  no  fué  excluido  de 
las  juntas  de  acreedores,  pero  él  a  su  vez 
estaba  obligado  a  presentar  el  documento 
que  de  modo  directo  justificara  ese  crédi- 
to para  que  la  junta  de  acreedores  resol- 
viera si  lo  reconocía  o  nó;  la  Sala  clasifi- 
có esa  acreeduiia  como  de  cuarta  clase, 
fundándose  simplemente  en  que  no  había 
sido  impugnada,  lo  que  constituye  un  error 
legal  porque  dicho  crédito  no  reúne  nin- 
guna de  las  condiciones  que  señala  el  ar- 
tículo 1276  Código  de  Comercio.  Si  Pela- 
yo de  Prado  es  acreedor  pero  no  de  los  com- 
prendidos en  la  cuarta  clase,  hay  que  ad- 
mitir que  es  de  aquellos  a  que  se  refiere  el 


articulo  1277  como  sostuvo  "Castillo  Her- 
manos" en  su  recurso  de  ampliación.  Con 
respecto  al  caso  de  Alberto  Silva  Lara  ale- 
ga que  en  virtud  de  ejecuciones  entabladas 
por  doña  Leonor  Alpírez  viuda  de  Gutié- 
rrez y  "Castillo  Hermanos",  se  ordenó  el 
embargo  de  bienes,  el  que  se  hizo  efectivo 
sobre  el  almacén  que  el  ejcutado  tenia  en 
esta  capital  y  se  nombró  depositario  al  ex- 
presado Silva.  Que  los  honorarios  de  un 
depositario  en  juicio  ejecutivo  que  según  la 
ley  es  propuesto  por  el  ejecutante,  no  pue- 
den estimarse  como  gastos  de  la  quiebra, 
porque  en  ese  momento  no  existe  ésta.  Son 
simplemente  gastos  judiciales  de  las  eje- 
cuciones en  que  se  causaron  y  de  los  que 
responde  la  parte  que  las  promovió.  Res- 
pecto a  ellas  hay  que  atenerse  a  lo  prescri- 
to en  el  artículo  1272  del  Código  de  Co- 
mercio. En  cuanto  al  crédito  de  don  Alfre- 
do Monzón  García,  analiza  la  situación  ju- 
rídica del  depositario  en  el  concurso  volun- 
tario cuando  es  aceptado  el  convenio  y  los 
efectos  de  éste  con  respecto  aquél.  Des- 
pués indica  que  en  el  caso  presente,  no  lle- 
gó a  resolverse  ni  siquiera  a  conocerse  el 
convenio  propuesto  en  el  concurso  volun- 
tario, sino  que  habiéndose  dejado  de  pro- 
mover se  declaró  la  quietara  y  quedó  fene- 
cido el  procedimiento  preventivo  del  con- 
venio; que  la  fijación  de  la  retribución  del 
depositario  del  concurso  voluntario  hecha 
por  los  tribunales  no  tiene  validez  porque 
es  facultad  privativa  de  la  junta  de  acree- 
dores; que  en  el  acta  de  fecha  diez  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  que 
también  suscribió  don  Alfredo  Monzón 
García,  se  dispuso  que  los  cobros  de  hono- 
rarios fueran  sobre  la  base  de  la  expresada 
suma  de  cinco  mil  quetzales  que  vino  a  sus- 
tituir el  activo  de  la  quiebra;  sobre  esa  ba- 
se fué  liquidado  el  dos  por  ciento  que  como 
depositario  de  los  bienes  de  la  quiebra  co- 
rrespondía al  señor  Monzón  García  y  le  fué 
pagado;  sin  embargo  el  sindico  puso  los 
honorarios  del  señor  Monzón  García  en  el 
concurso  voluntario  como  créditos  de  pri- 
mera clase.  El  juez  categóricamente  dijo 
que  el  concurso  voluntario  que  promovió 
el  propio  deudor,  es  un  hecho  distinto  de 
la  quiebra;  y  la  sala  de  Apelaciones  expre- 
sa que;  es  solamente  una  etapa  que  prece- 
dió a  la  declaración  de  quiebra.  Para  el 
juez  se  trata  de  hechos  distintos  mientras 
que  para  al  Sala  de  hechos  de  un  conti- 
nuismo tal  que  viene  a  ser  uno  solo.  Nues- 
tra ley  le  llama  al  concurso  voluntario 
"procedimiento  preventivo  de  convenio"  y 
dispone  que  éste  queda  terminado  al  de- 
clararse la  quiebra.  Para  la  contemplación 
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del  caso  de  don  Alfredo  Monzón  García,  no 
existe  más  que  una  disyuntiva  o  el  concur- 
so voluntario,  el  forzoso  y  la  quiebra  no  son 
sino  simples  etapas  del  procedimiento  a  se- 
guirse cuando  se  presenta  el  estado  de  ce- 
sación de  pagos  o  son  situaciones  jurídi- 
cas independientes  la  una  de  la  otra.  Si  son 
un  todo  no  podrían  señalarse  al  depositario 
dos  retribuciones  por  el  trabajo  hecho  en 
Un  solo  concurso  y  por  lo  tanto  pagado  co- 
mo está  el  señor  García  de  su  dos  por  cien- 
to, nada  se  le  debe.  Si  son  hechos  diferen- 
tes no  puede  atribuirse  al  trabajo  del  depo- 
sitario hecho  en  un  estado  de  antelación 
de  la  quiebra,  la  misma  preferencia  en  el 
pago  que  el  trabajo  hecho  con  posteriori- 
dad a  la  declaración,  de  quiebra.  Los  ho- 
norarios que  pagaron  al  señor  Monzón  Gar- 
cía como  depositario  de  los  bienes  del  con- 
curso después  de  la  declaración  de  quiebra, 
son  los  que  tenían  preferencia,  pero  no  los 
que  fueron  indebidamente  liquidados  por 
trabajos  anteriores  a  la  misma;  siendo  de 
notar  que  el  activo  de  la  quiebra  se  realizo 
por  cinco  mil  quetzales,  lo  que  hace  osten- 
sible que  el  manejo  de  tan  reducido  mon- 
to no  podría  retribuirse  con  cien  quetzales 
de  administración  por  una  parte  y  sete- 
cientos veinte  quetzales  a  la  misma  perso- 
na por  otra,  pues  si  ambas  sumas  se  toma- 
ran como  créditos  preferentes,  resultaría 
pagado  el  señor  Monzón  García  no  con  el 
dos  por  ciento,  sino  casi  con  un  veinte  por 
ciento,  lo  que  sería  fuera  de  toda  equidad 
y  justicia  y  aun  a  esto  podría  llegar  a  su- 
marse lo  que  pretende  el  otro  depositario 
señor  Silva  Lara  que  son  cuatrocientos  se- 
senta y  cinco  quetzales.  El  apoderado  de 
los  herederos  de  don  Pelayo  de  Prado  ale- 
gó que  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  "Castillo  Hermanos"  y  señor  Fernán- 
dez, debe  desestimarse  porque  no  tienen 
personería  ya  que  es  el  sindico  el  que  tiene 
la  representación  de  los  acreedores  y  la 
tramitación  del  juicio  de  quiebra  y  es  el 
único  llamado  a  interponer  el  recurso  de 
casación  En  cuanto  a  Fernández  hace  ver 
que  al  notificársele  el  traslado  del  recurso 
de  ampliación  promovido  por  Castillo  hu- 
bo de  acusársele  rebeldía,  y  el  efecto  de  és- 
ta es  que  los  términos  corren  y  se  tiene  co- 
mo negativa  la  contestación  del  rebelde 
Que  transcurrieron  para  él  los  diez  días 
que  la  ley  concede  para  la  interposición  del 
recurso  desde  la  fecha  en  que  fué  notifi- 
cado del  primer  auto  de  la  Sala  que  acep- 
tó tácitamente  al  no  oponerse  a  la  aclara- 
ción y  ampliación  y  por  eso  no  le  beneficia 
el  término  que  la  ley  concede  a  Castillo  Az- 
mitia.  En  cuanto  a  los  motivos  del  señor 


Castillo  dice  que  si  es  una  escritura  públi- 
ca una  carta  de  pago,  que  tiene  fuerza  co- 
mo contrato  entre  los  contratantes;  que 
ninguna  ley  se  ha  violado  al  encua- 
drar entre  los  acreedores  de  cuarta  cla- 
se a  la  familia  Prado  Salazar;  se  res- 
petó con  toda  justicia  y  equidad  el  orden 
a  que  se  refiere  la  ley.  Concluyó  diciendo 
que  Fernández  aceptó  el  auto  de  la  Sala 
al  oponerse  tácitamente  a  la  aclaración  y 
ampliación  pedida  por  Castillo,  por  lo  que 
es  extemporáneo  su  recurso;  que  Castillo 
cita  leyes  incongruentes  y  que  el  inciso 
2o.  del  artículo  1276  fué  bien  aplicado  por 
la  Sala.  Alberto  Silva  Lara,  alegó  que  si  el 
tribunal  de  segundo  grado  lo  colocó  entre 
los  acreedores  de  primera  clase,  fué  por- 
que estimó  que  con  su  trabajo  contribuyó 
a  la  conservación  de  los  bienes  de  la  quie- 
bra, pues  cuidó  de  éstos  y  los  hizo  produ- 
cir. Alfredo  Monzón  García  dice  que  la 
ley  dispone  que  la  quiebra  produce  efectos 
en  virtud  del  auto  que  la  declara  y  que  la 
fecha  de  cesación  de  pagos  fija  irrevoca- 
blemente los  derechos  de  todos  los  acree- 
dores en  el  estado  que  tengan  el  día  ante- 
rior al  pronunciamiento;  pero  como  él  no 
es  acreedor  sino  que  se  le  debe  pagar  por- 
que trabajó  en  la  conservación  de  los  bie- 
nes, nada  tiene  que  ver  con  la  quiebra,  por 
más  que  en  ésta  haya  trabajado. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  crédito  de  don  Alberto  Silva  Lara 
es  por  los  honorarios  que  le  corresponden 
como  depositario  que  fué  de  los  bienes  del 
señor  de  Coto  Peláez,  en  las  ejecuciones 
que  contra  dicho  señor  siguieron  "Castillo 
Hermanos"  y  Leonor  Alpírez  viuda  de  Gu- 
tiérrez y  el  de  don  Alfredo  García  procede 
de  igual  cargo  que  tuvo  éste  en  el  concurso 
voluntario  promovido  por  la  apoderada  del 
expresado  señor  de  Coto  Peláez,  (ya  que  el 
crédito  que  el  señor  García  tuvo  en  la 
quiebra  por  el  desempeño  del  cargo  de  de- 
positario de  los  bienes  ésta  ya  le  fué  pa- 
gada) ;  que  tanto  esas  ejecuciones  como  el 
concurso  voluntario  son  procedimientos 
distintos  de  la  quiebra,  pues  si  en  este  caso 
la  precedieron,  inmediatamente,  ello  no  sig- 
nifica que  formen  parte  de  la  misma;  má- 
xime que  la  quiebra  no  puede  producir 
efectos  sino  desde  el  auto  que  declara  su 
existencia,  el  que  también  fija  los  dere- 
chos de  los  acreedores  en  el  estado  que  te- 
nían el  día  anterior  al  pronunciamiento. 
De  donde  se  desprende  que  si  los  señores 
Silva  y  García  el  día  anterior  a  dicho  pro- 
nunciamiento, tenían  el  carácter  de  aeree- 
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dores  como  depositarios,  uno  en  el  con- 
curso y  otro  en  las  ejecuciones,  noi  pueden 
sus  acreedurias  transformarse  en  gastos 
de  conservación  de  los  bienes  de  la  quiebra 
y  de  rigurosa  administración  de  los  mis- 
mos, sino  que,  su  situación  jtiridica  es  la 
fijada  al  declararse  ese  estado.  De  tal 
manera  que  la  Sala  al  clasificar  esos  cré- 
ditos en  la  primera  clase,  incluyéndolos 
entre  los  gastos  de  rigurosa  conservación 
de  los  bienes  de  la  quiebra,  infringió  el  in- 
ciso 4o.  del  articulo  1270  del  Código  de  Co- 
mercio y  violó  también  los  números  1224 
y  1226  del  mismo  Código,  citados  por  los 
recurrentes.  Que  al  clasificar  el  crédito 
que  reclaman  los  herederos  de  don  Pelayo 
de  Prado  entre  las  acreedurias  de  cuarta 
clase,  expresa  la  Sala  que  lo  hace  "en  con- 
formidad con  las  constancias  de  autos,  y 
en  particular  con  el  hecho  relativo  a  que 
su  crédito  no  fué  objeto  de  impugnación 
alguna  de  parte  de  los  demás  acreedores". 
Si  tales  elementos  son  determinantes  del 
reconocimiento  del  crédito  entre  los  de  la 
quiebra,  no  puede  admitirse  que  determi- 
nen también  su  inclusión  entre  los  de  cuar- 
ta clase,  por  no  reunir  ninguna  de  las  con- 
diciones que  la  ley  exige  para  ese  efecto. 
Si  con  la  expresión  constancias  de  autos 
el  tribunal  de  segundo  grado  se  refiere  a 
los  testimonios  de  las  escrituras  públicas 
de  las  cartas  de  pago,  antes  referidas,  en 
éstas  no  consta  el  crédito  reclamado  sino 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  par- 
te de  los  deudores  del  señor  Pelayo  de  Pra- 
do, señores  Herrera  y  Valdés.  Además  esas 
cartas  se  refieren:  una,  a  cantidad  mayor 
que  el  crédito  reclamado  y  otra  a  una  su- 
ma inferior;  luego  el  expresado  crédito  no 
consta  en  esas  cartas  de  pago,  pero  si  sir- 
ven para  que  unidas  al  hecho  de  la  no  im- 
pugnación, se  reconozca  el  expresado  cré- 
dito dentro  de  la  quiebra.  La  acreeduria, 
pues,  es  común  y  debe  incluirse  entre  aque- 
llas a  que  se  refiere  el  artículo  1277  del  Có- 
digo de  Comercio,  y  al  estimar  lo  contrario 
el  tribunal  de  apelación,  infringió  tam- 
bién este  articulo.  Por  las  razones  expre- 
sadas procede  casar  y  anular  los  autos  re- 
curridos en  lo  que  concierne  a  \o  resuelto 
respecto  a  esos  créditos. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  crédito  del  señor  Silva  Lara  co- 
rresponde a  los  de  cuarta  clase,  porque  en 
ésta  figura  el  crédito  de  los  señores  "Cas- 
tillo Hermanos"  y  debe  tenerse  como  gas- 
to judicial  que  se  ocasionó  con  motivo  del 


cobro  del  crédito  de  éstos;  habiendo  sido 
el  nombramiento  de  depositario  en  esa  eje- 
cución anterior  al  que  se  hizo  en  la  pro- 
movida por  la  señora  Alpii'ez  viuda  de  Gu- 
tiérrez. Articulo  1272  Código  de  Comer- 
cio. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  créditos  de  los  señores  García  y 
herederos  de  don  Pelayo  de  Prado,  procede 
incluirlos  entre  los  créditos  comunes  a  que 
£e  reiiere  el  articulo  1277  del  Código  de 
comercio  o  sea  ei  úitimo  grupo,  porque  no 
están  comprenaiaos  en  ninguna  de  las 
cuatro  Ciares  antenoies. 

POR  TANTO: 

jja  uorce  auprema  de  Justicia,  con  apo- 
ye en  laü  le^ea  ciiauas  y  ue  lO  aii>pueaco 
en  loa  aioiuuios  ouo,  oio,  o:át,  uouigo  ae 
uiCiaiiueAito  olvii  y  iviercaiitii,  Zoo  Liey 
>^uiii>un,ui,iva  ufci  rouer  juuiciai,  uaíjA  x' 
/UNUJ-iA  IOS  autos  recurríaos  en  lo  que  se 
leiieie  a  las  acreeaunaü  ae  ios  señores  Al- 
ucino Oíiva  iiaia,  ivireuo  ivionzun  oaicia  y 
iieicueius  ue  aun  í-eiayo  ae  ñauo  a  que 
ütí  reiieien  ia;s  mipugnucioiies  manteiiiaas 
ante  esta  uone,  y  lesueive:  lo.,  ciasuica 
ei  cieoito  ae  aon  Alberto  anva,  entre  ios 
ae  cuarta  ciajse  en  ei  lugar  en  que  también 
esta  coiocaao  el  crédito  ae  ios  señores  "Cas- 
tillo Hermanos"  y  2o.,  los  créditos  de  don 
Aiireao  Monzón  García,  como  depo;>itario 
de  los  bienes  del  señor  de  Coto  Peiáez  du- 
rante el  concurso  voluntario  y  el  de  los  he- 
rederos de  don  Pelayo  de  Prado  los  clasi- 
fica entre  créditos  comunes  a  que  se  re- 
fiere el  articulo  1277  del  Código  de  Comer- 
cio. No  hay  condenación  en  costas.  No- 
tifiquese,  con  certificación  de  lo  resuelto 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen;  y  repóngase  el  papel  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  por  el  articulo 
27  de  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Felipa  Cas- 
tillo Marroquin  contra  José  María,  Jor- 
ge y  Emilio  Ortiz  Valencia. 

DOCTRINA:  So?i  requisitos  esenciales  para 
la  prescripción:  a)  la  existencia  de  un 
derecho  que  podia  ejercitarse;  b)  la  fal- 
ta de  ejercicio  de  parte  del  titular;  y  c) 
el  transcurso  del  tiempo  señalado  por  la 
ley,  el  cual  varia  según  los  diversos  casos. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veinticuatro  de  fe- 
brero del  año  en  curso,  en  el  juicio  ordi- 
nario seguido  por  Felipa  Castillo  Marroquin 
■contra  José  María,  Jorge  y  Emilio  Ortiz 
Valencia,  y  en  la  cual  se  confirma  la 
proferida  por  el  Juez  Tercero  de  Primera 
Instancia  Departamental,  con  la  modifica- 
ción de  que  deja  sin  efecto  el  punto  terce- 
ro de  la  parte  declaratoria  de  la  sentencia 
de  primer  grado.  Dirige  a  la  parte  deman- 
dante el  Licenciado  don  Adalberto  Agui- 
lar  Fuentes  y  a  los  demandados,  el  de  igual 
título,  don  Rufino  Adolfo  Pardo. 

RESULTANDO: 

Que  el  ocho  de  marzo  del  año  próximo 
pasado,  se  presentó  ante  el  Juez  Tercero 
de  Primera  Instancia  de  éste  Departamen- 
to, doña  Felipa  Castillo  Marroquin,  expo- 
niendo: ser  dueña  de  un  lote  de  terreno 
ubicado  en  Villa  Nueva,  lugar  de  su  domi- 
cilio, de  una  manzana  de  extensión,  y  tie- 
ne los  siguientes  linderos;  al  Norte,  con  in- 
mueble de  su  propiedad;  al  Sur,  con  José 
María  Marroquin;  al  Oriente  con  Antonio 
López  y  Lorenzo  Marroquin;  y  al  Poniente, 
con  Rafael  Samayoa,  el  cual  está  inscrito  a 
su  nombre  bajo  el  número  mil  trescientos 
sesenta  y  cinco  (1365),  folio  ciento  cuaren- 
ta y  dos  (142),  del  Libro  treinta  y  nueve 
(39).  de  Amatitlán,  y  que  dicho  terreno  lo 
hubo  así:  la  mitad  por  herencia  y  la  otra 
mitad  por  compra  que  le  hizo  a  su  hermana 
Julia,  el  veinticinco  de  abril  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cuatro,  según  escritura 
que  autorizó  el  Notario  Salvador  M.  Saravia 
Estrada;  que  el  referido  inmueble  lo  están 
fjoseyendo  indebidamente  los  señores  José 
María,  Jorge  y  Emilio  Ortiz,  también  ve- 
cinos de  Villa  Nueva,  por  cuyo  motivo 
Comparecía  a  entablar  la  consiguiente  de- 


manda ordinaria  contra  dichos  señores,  a 
efecto  de  que  en  sentencia  se  haga  la  de- 
claración siguiente:  primero,  que  el  lote  de 
terreno  en  referencia  le  corresponde  en 
propiedad,  como  única  dueña  de  él;  segun- 
do, que  por  consiguiente  también  puede 
disfrutar  de  la  posesión  efectiva  del  mis- 
mo; tercero,  que  los  señores  Ortiz  deben 
pagarle  la  suma  que  se  fije  en  su  oportu- 
nidad por  arrendamiento  del  terreno,  du- 
rante todo  el  tiempo  que  lo  han  detenta- 
do; y  cuarto,  que  son  a  cargo  de  dichos 
señores  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  han 
ocasionado  y  los  que  se  les  sigan  ocasio- 
nando con  motivo  de  los  hechos  apunta- 
dos, dejando  a  salvo  sus  derechos  para 
acusar  a  dichas  personas  por  los  delitos 
que  resulten  de  su  manera  de  proceder 
Ofreció  rendir  prueba  documental,  de  tes- 
tigos, inspección  ocular  y  confesión  de  los 
demandados.  Acompañó  una  certificación 
del  Registro  de  la  Propiedad,  para  justifi- 
car su  derecho  sobre  la  finca  cuestionada. 

RESULTANDO: 

Que  tramitada  la  demanda,  fué  contes- 
tada en  sentido  negativo  por  José  María  y 
Emilio  Ortiz  Valencia,  quienes  alegaron 
que  dicho  lote  lo  hubieron  por  compra  a 
Cornelio  Castillo,  en  veintitrés  de  febrero 
de  mil  novecientos  trece,  en  documento 
privado  y  por  la  suma  de  un  mil  pesos  mo- 
neda nacional  de  los  antiguos  Bancos  de 
Emisión,  y  que  desde  esa  fecha  han  esta- 
do en  posesión  pacífica,  pública  y  sin  clan- 
destinidad del  referido  lote,  interponiendo 
la  excepción  de  prescripción  positiva,  y  so- 
licitando que  en  definitiva  se  declarara: 
primero,  que  se  tuviera  por  interpuesta  la 
excepción  de  prescripción;  segundo,  que  se 
declare  que  les  corresponde  el  dominio  y 
propiedad  de  dicho  lote;  y  tercero,  que  la 
demandante  les  otorgue  la  escritura  tras- 
lativa de  dominio.  Manifestaron  por  úl- 
timo, que  comprobarían  les  extremos  afir- 
mados mediante  el  documento  que  se  les 
dió,  y  que  está  agregado  al  juicio  seguido 
en  el  Juzgado  de  Paz  de  Villa  Nueva,  con 
examen  del  único  testigo  que  vive  aún  y 
que  suscribió  el  documento;  con  documen- 
tos auténticos,  certificación  de  defunción, 
juicio  o  prueba  de  expertos  para  los  fines 
del  reconocimiento  judicial  del  documento 
ya  referido,  en  lo  que  respecta  a  la  firma, 
inspección  ocular,  examen  de  los  testigos 
Ladislao  Chigüichón,  Lorenzo  Marroquin, 
Alberto  Santos.  Francisco  y  Jesús  Mush, 
confesión  judicial,  certificación  de  la  Di- 
rección General  de  Rentas  y  los  otros  me- 
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dios  que  se  desprendan  de  tal  prueba  pro- 
puesta. Finalmente,  que  se  tuviera  por 
contestada  la  demanda  en  sentido  negati- 
vo, por  interpuesta  la  excepción  de  pres- 
cripción, y  que  cuando  se  dictara  senten- 
cia, se  declarara:  primero,  que  les  corres- 
ponde el  domonio  y  propiedad  del  lote  des- 
crito; y  segundo,  que  la  demandante  debe 
proceder  a  otorgarles  en  forma  la  escritu- 
ra de  dominio,  protestando  a  su  vez  las 
costas  judiciales.  Se  tuvo  por  contestada 
la  demanda  en  sentido  negativo,  y  por  ha- 
ber fallecido  Jorge  Adalberto  Ortíz,  la  de- 
mandante concretó  su  acción,  contra  los 
supervivientes,  señores  José  Maria  y  Emi- 
lio Ortíz. 

RESULTANDOi: 

Que  abierto  a  prueba  por  treinta  días 
la  litis,  la  parte  actora  rindió  las  siguien- 
tes: posiciones  articuladas  a  los  demanda- 
dos y  de  cuyo  contenido  fué  declarado  con- 
fesó Eta.ilio  Ortíz  Valencia,  por  no  haber 
comparecido  a  la  audiencia  señalada;  de- 
claraciones de  los  testigos  Román  Coc  y 
Tranquilino  García  Jiménez,  quienes  dije- 
ren: conocer  a  las  partes  con  quienes  son 
sin  generales  de  ley;  que  don  Cornelío  Cas- 
tillo nunca  fuá  dueño  del  lote  de  terreno 
en  litigio;  que  dicho  lote  fué  de  doña  Vic- 
toriana  Marroquín  de  Castillo,  madre  de  la 
presentada  (Felipa  Castillo  Marroquín) ; 
que  a  la  muerte  de  doña  Victoriana,  ese 
terreno  pasó  a  hacer  propiedad  de  doña  Fe- 
lipa y  de  su  hermana  Julia;  que  el  lote  es- 
tá poseído  indebidamente  por  los  herma- 
nos Ortíz,  desde  hace  varios  años,  quienes 
se  han  aprovechado  de  los  productos  del 
referido  lote.  Repreguntados  que  fueron 
estos  testigos,  Román  Coc,  las  negó,  excep- 
tuando lo  relativo  a  que  tanto  Felipa  como 
Julia  Castillo  Marroquín,  han  vivido  en  Vi- 
lla Nueva,  sobre  todo  Felipa.  El  testigo 
Tranquilino  García  Jiménez,  manifestó: 
que  era  público  que  los  Ortíz  poseen  el  te- 
rreno cuestionado;  que  tanto  Julia  como 
Felipa  Castillo  Marroquín  los  han  reputa- 
do a  ellos  (a  los  Ortíz)  como  dueños  del 
terreno;  que  era  cierto  que  los  Ortíz  po- 
seen el  terreno  desde  el  año  de  mil  nove- 
cientos trece;  que  las  hermanas  Castillo 
Marroquín,  sobre  todo  Felipa,  han  vivido  y 
viven  habitualmente  en  Villa  Nueva  y  poi 
último,  acompañó  una  certificación  del  Re- 
gistro de  la  Propiedad  y  otra  de  nacimien- 
to de  la  demandante.  Por  parte  de  los  de- 
mandados se  rindieron  las  siguientes :  exa- 
men del  testigo  Vicente  Ambrosio,  sobre  el 
reconocimiento  de  su  firma  y  contenido  del 


documento,  por  el  cual  don  Cornelío  Cas- 
tillo, vendió  el  terreno  cuestionado  a  los 
hermanos  Ortíz,  el  cual  obra  a  folio  seis 
del  juicio  verbal  seguido  ante  el  Juez  de 
Paz  del  Municipio  de  Villa  Nueva;  confe- 
sión ficta  de  la  demandante  y  declaracio- 
nes de  los  testigos  Ladislao  Chigüichón,  Al- 
berto Santos,  Lorenzo  Marroquín,  Francis- 
co y  Jesús  Mush,  quienes  declararon  ser 
sin  generales  con  las  partes;  ser  cierto  que 
leconocen  a  los  hermanos  Ortíz  como  due- 
ños del  terreno  cuestionado;  que  compra- 
ron ese  terreno  desde  hace  veinticuatro 
años;  que  desde  entonces  han  poseído  has- 
ta la  fecha  ese  terreno  como  dueños;  que 
les  consta  lo  dicho  por  ser  vecinos  de  la 
aldea  San  José,  y  conocer  el  terreno  en  re- 
ferencia y  que  durante  todo  ese  tiempo,  ha 
vivido  en  la  mencionada  aldea  doña  Felipa 
Castillo  Marroquín.  Repreguntados  que 
fueron  estos  testigos,  todos  dijeron  cono- 
cer el  documento  por  el  cual  adquirieron 
el  terreno  los  Ortíz.  Ladislao  Chigüichón, 
que  el  terreno  cuestionado  fué  de  la  madre 
de  la  demandante;  que  al  morir  ella  lo  he- 
redaron Julia  y  Felipa  Castillo  Marroquín, 
que  es  cierto  que  el  señor  Cornelío  Casti- 
llo jamás  fué  propietario  del  terreno;  que 
los  Ortiz  poseen  dicho  inmueble  desde  mil 
novecientos  trece.  En  iguales  términos  de- 
claró Alberto  Santos,  y  que  los  Ortíz  hace 
veintidós  o  veinticuatro  años  que  poseen  el 
terreno.  Lorenzo  Marroquín  manifestó  ser 
cierto  que  el  terreno  fué  de  la  madre  de  la 
demandante,  que  al  morir  ella  pasó  a  ser 
propiedad  de  Julia  y  Felipa  Castillo  y  que 
no  era  cierto  que  el  terreno  no  haya  sido 
de  don  Cornelío  Castillo,  pues  sí  fué  de  él, 
y  que  los  Ortíz  poseen  el  terreno  desde  ha- 
ce veinticuatro  años.  En  igual  sentido  de- 
clararon Francisco  y  Jesús  Mush.  Los  de- 
mandados pidieron  que  se  tuviera  a  la  vis- 
ta el  juicio  sumario  seguido  contra  ellos 
por  Felipa  Castillo  Marroquín,  ante  el  Juez 
M^unícípal  de  Villa  Nueva.  En  dicho  juicio 
obra  el  documento  otorgado  por  don  Cor- 
nelío Castillo  a  favor  de  Estéfana  Valen- 
cia madre  de  los  hermanos  Ortíz  y  la  es- 
critura otorgada  por  Julia  Castillo  Marro- 
quín, a  favor  de  Felipa  de  los  mismos  ape- 
llidos. 

El  Juez  Tercero  de  Primera  Instancia  con 
fecha  veinticinco  de  septiembre  del  año 
próximo  pasado,  dictó  sentencia  declaran- 
do: primero,  procedente  la  excepción  pe- 
rentoria de  prescripción  que  oportunamen- 
te se  íntei-puso:  segaindo.  absuelto  de  la  de- 
manda a  los  hermanos  José  Maria  y  Emi- 
lio Ortiz  Valencia;  tercero,  que  deja  a  sal- 
vo el  derecho  de  las  personas  antes  man- 
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Cionadas  para  demandar  en  nuevo  juicio, 
la  propiedad  del  terreno  a  que  se  contrae 
esta  litis;  y  cuarto,  que  no  hay  especial 
condenación  en  costas. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, tuvo  como  base  para  confirmar  la 
sentencia  del  Juez  las  razones  consigna- 
das en  el  siguiente  considerando:  "que  del 
estudio  de  la  presente  litis  se  desprende  que 
¡os  demandados  José  Maria  y  Emilio  Ortiz 
Valencia  en  defensa  de  sus  derechos,  al 
contestar  Ja  demanda  que  les  instaurara 
Felipa  Castillo  Marroquin  reclamando  la 
propiedad  que  en  la  misma  se  especifica 
interpusieron  la  excepción  perentoria  de 
prescripción;  debiendo  analizarse  antes  di- 
cha excepción,  para  que  su  procedencia  o 
improcedencia,  imponga  la  declaración  de 
los  derechos  que  las  partes  tengan  respec- 
to a  dicha  propiedad.  En  efecto:  el  justo 
titulo,  la  posesión  legitima  y  la  buena  fé, 
requisitos  necesarios  para  la  adquisición  de 
la  propiedad  por  medio  de  prescripción  po- 
sitiva, a  juicio  del  Tribunal  se  encuentran 
establecidos,  por  las  razones  siguientes:  e! 
lo.  definido  en  el  Art.  1053  del  Decreto  Le- 
gislativo número  1932,  como  el  que  "sien- 
do traslativo  de  dominio  tiene  alguna  cir- 
cunstancia que  lo  hace  ineficaz,  para  ve- 
rificar por  si  solo  la  enagenación",  está 
justificado  con  el  documento  glosado  a  fo- 
lios seis  de  ¡os  autos,  documento  que  acre- 
dita; que  Cornelio  Castillo,  con  el  pleno 
consentimiento  de  sus  hijas  Felipa  y  Julia 
del  mismo  apellido,  vendió  a  Estéfana  Va- 
lencia, madre  de  los  demandados,  una 
manzana  de  terreno,  ubicada  en  la  aldea 
"San  José",  del  extinguido  Departamento 
de  Amatitlán;  ahora  bien,  si  ese  documen- 
to adolece  de  algún  defecto  que  produzca 
la  nulidad  del  contrato.  Felipa  Castillo  o 
sus  causahabientes,  debieron  haber  enta- 
blado la  acción  respectiva,  dentro  del  tér- 
mino de  cuatro  años  a  que  se  contrae  el 
articulo  2369  del  Código  Civil  de  1877.  tér- 
mino contado  desde  el  veintitrés  de  febre- 
ro de  mil  novecientos  trece,  fecha  del  do- 
cumento, lo  que  no  hicieron,  y  por  el  con- 
trario dejaron  transcurrir  mucho  más 
tiempo,  entablando  su  demanda  de  propie- 
dad, como  aparece  de  autos,  hasta  el  ocho 
de  marzo  del  año  próximo  pasado. 

"El  segundo,  — la  buena  fé —  se  presume 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  y  en 
el  juicio  no  exLste  prueba  que  contradiga 
dicho  extremo. 

"El  tercer  requisito,  posesión  legitima,  es- 
tá demostrando  con  la  prueba  testifical 
rendida  en  el  juicio  en  el  sentido  de  que 
los  demandados,  han  poseído  el  terreno 


cuestionado,  en  forma  continua,  pacifica 
y  pública  a  titulo  de  propietarios,  repu- 
tándoseles en  la  aldea  donde  viven,  como 
dueños  de  dicho  terreno.  Ai"ticulos  341,  380, 
247,  430  y  431  Cod.  de  E.  C.  y  M. 

"Que  de  conformidad  con  la  exposición 
anterior,  en  que  se  estima  por  bien  pro- 
bada la  excepción  de  prescripción  que  se 
alega,  y  la  cual  es  un  medio  de  adquirir  la 
propiedad,  es  obvio  que  no  procede  dejar  a 
salvo  los  derechos  de  cualquiera  de  las 
partes  contendientes  en  la  litis,  fenecida, 
para  que  promueva  nuevo  juicio  sobre  el 
mismo  asunto,  como  lo  hace  el  Juez  de  la 
causa,  por  lo  cual  debe  modificarse  el  fa- 
llo en  lo  que  a  este  punto  respecta.  Articu- 
lo 227  L.  C.  del  P.  J.". 

Contra  la  sentencia  de  la  Sala  Tercera 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  Felipa  Casti- 
llo Marroquin  con  auxilio  del  Abogado 
Adalberto  Aguilar  Fuentes,  introdujo  re- 
curso de  casación,  citando  como  infringi- 
dos los  artículos  siguientes:  231  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  480,  484, 
1052,  1053  y  1054  del  Código  Civil. 

Pedidos  los  antecedentes  se  señaló  dia 
para  la  vista.  Doña  Felipa  Castillo  Ma- 
rroquin alegó  entre  otras  cosas:  que  ha  sos- 
tenido que  la  ley  exige  para  la  posesión 
pacífica  el  justo  titulo  y  ha  demostrado  que 
este  justo  titulo  no  lo  tienen  ni  lo  han  te- 
nido sus  demandados;  que  también  para 
la  prescripción  se  requiera  el  titulo  legal, 
cuyo  titulo  tampoco  poseen  los  demanda- 
dos com.o  se  podía  comprobar  con  la  sim- 
ple lectura  del  juicio.  Don  José  Maria  y 
don  Emilio  Ortiz  Valencia  alegaron  tam- 
bién, haber  probado  los  extremos  necesa- 
rios con  respecto  a  la  excepción  de  pres- 
cripción interpuesta,  mediante  la  confe- 
sión ficta  de  la  demandante,  mediante  la 
prueba  testimonial  y  documental  rendidos; 
que  la  demandante  tuvo  el  conocimiento 
pleno  y  perfecto  de  todos  los  hechos  que 
dieron  lugar  a  la  prescripción  y  por  consi- 
guiente pudo  haber  tachado  de  nulo  el  do- 
cumento y  discutir  la  nulidad  en  la  forma 
correspondiente,  y  al  no  hacerlo,  aceptó 
en  todas  sus  partes  su  contenido,  máxime 
que  la  diligencia  de  confesión  judicial  de 
folios  cincuenta  y  seis  y  cincuenta  y  siete 
claramente  lo  reconoce  como  válido  y  per- 
fecto. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  sala  sentenciadora  estima  per 
bien  probada  la  excepción  de  prescripción 
alegada.  Ahora  bien,  para  que  la  posesión 
de  una  cosa  sirva  de  fundamento  adquisi- 
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tívo  de  la  misma,  como  base  para  la  pres- 
cripción positiva,  es  necesario  que  esté  apo- 
yada en  justo  titulo;  y  se  llama  asi  el  que, 
siendo  traslativo  de  dominio,  tiene  alguna 
circunstancia  que  lo  hace  ineficaz  para  ve- 
rificar por  si  solo  la  enajenación;  de  tal 
manera  que  si  aquél  de  quien  dimana  el  ti- 
tulo hubiera  sido  dueño  y  capaz  por  con- 
siguiente de  enajenar  la  propiedad,  ésta 
pudo  haber  sido  trasmitida,  lo  que  no  pue- 
de ocurrir  en  este  caso,  pues  el  documento 
simple  por  medio  del  cual  Cornelio  Castillo 
■vendió  el  iote  de  terreno  tantas  veces  men- 
cionaao,  carece  de  esta  condición  indispen- 
saDie  y  además,  para  la  prescripción  se  re- 
quiBie,  en  pnnier  lugar:  que  ei  que  posee 
la  coaa  la  Lenga  a  virtud  de  un  tiiuio  le- 
gui,  y  .begunuo,  que  ei  que  oücieiie  la  cosa 
iiu^iiia,  ticiiga  jia  cunciejiicia  ue  nacería  da- 
quiiiuo  ue  cu.  veiuauero  uueno.  nii  uiuio 
pur  ei  Cual  po^seen  loa  ueinanuauüs  no  es  ae 
lüs  que  la  ley  aeteiiruna  como  vaiiuos  para 
esue  eiecio,  porque  ai  veriiicaise  la  compra 
venia,  :5e  lenia  la  certeza  ae  que  uorneiio 
i;a,&oiiio  como  veuaeaor  no  era  el  dueño  del 
inmueble,  lo  que  se  deduce  ae  la  maniies- 
tacion  teiniinante  que  hace  en  ei  aocu- 
menio  ei  piopio  castuio,  aiciendo  que  po- 
see en  propieaad  ae  sus  hijas  lí'eupa  y  Ju- 
lia ei  terreno  que  dijo  venaer,  circunstan- 
cia penectamente  conocida  de  ios  compra- 
aoies.  tn  consecuencia,  al  apreciar  la  Sa- 
la sentenciaaora  lo  contrario  de  lo  que  se 
deja  relacionado,  violó  las  disposiciones  le- 
gales contemdas  en  los  artículos  1053  y 
1054  del  Código  Civil,  siendo  por  este  mo- 
tivo procedente  la  casación,  en  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  el  articulo 
518  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  conformidad  con  la  certificación 
de  folios  dos  y  tres  que  corre  agregada  al 
juicio  ordinario,  la  actora  probó  ser  dueña 
de  una  manzana  de  terreno  ubicada  en  Vi- 
lla Nueva  del  extinguido  departamento  de 
Amatitlán,  la  cual  hubo  la  mitad  per  he- 
rencia y  la  otra  mitad  por  compra  que  hi- 
zo a  su  hermana  Julia  Castillo  Marroqum, 
según  escritura  que  pasó  ante  los  oficios 
del  Notario  Salvador  M.  Saravia  Estrada, 
el  veinticinco  de  abril  de  mil  novecientos 


treinta  y  cuatro,  o  sea  la  finca  inscrita  a 
su  nombre  bajo  el  número  mil  trescientos 
sesenta  y  cinco,  (1365),  folio  ciento  cua- 
renta y  dos  (142)  del  libro  treinta  y  nueve 
(39)  de  Amatitlán;  que  por  otra  parte  los 
demandados  están  perfectamente  de  acuer- 
ao  en  que  el  terreno  en  el  cual  sostienen 
su  posición,  es  el  mismo  a  que  se  refiere 
Felipa  Castillo  Marroquin  en  su  demanda 
y,  por  consiguiente  no  cabe  duda  acerca  de 
la  identificación  del  mismo  predio. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  habiéndose  establecido  en  autos 
que  existiera  algún  contrato  de  arrenda- 
miento del  terreno,  es  improcedente  la  ac- 
ción intentada  respecto  al  pago  de  la  renta. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  la  ley  citada  y  en  lo  precep- 
tuado en  los  artículos  156,  505,  5C6  y  524 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil; 233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, CASA  Y  ANULA  la  sentencia  recu- 
rrida y  resolviendo  sobre  lo  principal  de- 
clara: lo.,  que  no  es  procedente  la  excep- 
ción de  prescripción  interpuesta  por  los  de- 
mandados José  María  y  Emilio  Ortiz  Va- 
lencia, al  contestar  la  demanda  que  les  in- 
terpuso la  señora  Castillo  Marroquin;  2o., 
que  doña  Felipa  Castillo  Marroquin  es  due- 
ña del  lote  de  terreno  ya  descrito  en  la 
consideración  penúltima,  debiendo  como 
consecuencia  inmediata  disfrutar  de  la  po- 
sesión efectiva  del  mismo;  3o.,  absuelve  a 
José  Maria  y  Emilio  Ortiz  Valencia  de  los 
demás  puntos  demandados;  y  4o.,  no  hay 
especial  condenación  en  costas.  Notifi- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen  y  repóngase  el  papel  en  la  for- 
ma que  determina  el  articulo  27  del  Decre- 
to Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
flas. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Juan  Isidro 
Imeri  Mayorga  contra  doña  Elena  Qur- 
ñónez  de  Bolaños. 

DOCTRINA:  La  prescripción  positiva  una 
vez  perfeccionada,  produce  el  dominio  de 
la  cosa  y  puede  utilizarla  como  excep- 
ción perentoria  el  poseedor  del  iJimue- 
ble;  siendo  su  efecto  el  de  destruir  la  ac- 
ciÓJi  intentada  contra  éste. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
doce  de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  veintiocho  de  febrero 
próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Primera  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  juicio  ordi- 
nario seguido  por  Juan  Isidro  Imeri  Ma- 
yorga contra  doña  Elena  Quiñónez  de  Bo- 
laños. 

El  diecisiete  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete,  el  señor  Imeri  Ma- 
yorga se  presentó  ante  el  Juez  primero  dt 
primera  instancia  de  este  departamento  y 
expuso:  que  por  escritura  que  autorizó  ei 
notario  don  Antonio  Florián  Aguirre  el  ca- 
torce de  agosto  de  ese  año,  doña  Olivia 
García  Arrivillaga  vuida  de  Wer  le  vendió 
la  finca  rústica  inscrita  en  el  Registro  de 
lo  Propiedad  Inmueble  con  el  número  tres 
mil  seiscientos  cincuenta  y  siete  (3657), 
folio  ciento  noventa  y  tres  (193)  del  libro 
cincuenta  y  seis  (56)  de  Santa  Rosa,  con- 
sistente en  un  lote  de  terreno  situado  en 
jurisdicción  de  Mataquescuintla.  Que  co- 
m.o  doña  Elena  Quiñónez  de  Bolaños  esta- 
ba en  posesión  del  inmueble  descrito,  la 
demandaba  para  que  se  declarara  que  él 
era  el  dueño  de  la  finca  mencionda  y  que 
se  le  pusiera  en  posesión  inmediatamente. 

Mariano  Micheo  Bolaños,  como  apode- 
rado de  doña  Elena  Quiñónez  Sologaistoa 
de  Bolaños,  contestó  la  demanda  en  los 
términos  siguientes:  que  por  escritura  pú- 
blica que  autorizó  el  notario  don  Felipe  Lu- 
na el  tres  de  enero  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno, don  José  Wer  permutó  con  el  licen- 
ciado don  José  Luis  Quiñónez  la  finca  de 
su  propiedad  llamada  "San  Antonio  Ixpa- 
cagua",  ubicada  en  el  municipio  de  Mata- 
quescuintla, por  la  finca  "El  Pino",  situada 
en  Santa  Inés  Petapa,  propiedad  del  se- 
gundo de  los  nombrados;  la  finca  prime- 
ramente mencionada  está  formada  de  va- 
rias inscripciones  de  dominio  citadas  en  la 
escritura  de  permuta  en  la  que  especificó 


don  José  Wer  que  vendía  también  la  fin- 
ca número  tres  mil  seiscientos  cincuenta 
y  siete  (3657),  folio  ciento  noventa  y  tres 
(193),  libro  cincuenta  y  seis  (56)  de  Santa 
Rosa,  que  había  donado  a  su  hijo  don  Gui- 
llermo Wer  y  se  obligó  a  otorgar  la  escritura 
traslativa  de  dominio  al  recibir  el  poder 
respectivo  de  su  citado  hijo;  los  permutan- 
tes manifestaron  que  estando  ambos  en  po- 
sesión de  las  fincas  desde  ese  día  del  otor- 
gamiento de  la  escritura  se  daban  y  trans- 
ferían la  posesión  de  los  inmuebles;  que  el 
licenciado  José  Luis  Quiñónez  vendió  a  su 
mandante  varías  fincas,  entre  eaas  la  lla- 
mada "El  Cordoncillo",  inscrita  bijo  el  nú- 
mero tres  mil  seiscientos  cincuenta  y  siete 
(3657),  folio  ciento  noventa  y  tres  i  l93), 
libro  cincuenta  y  seis  (56)  de  Santa  Rosa 
por  escritura  públic^i  que  autorizó  el  nota- 
río  don  Felipe  Luna  el  ocho  de  diciembre 
de  mil  novecientos  veintíclrico.  La  venta 
se  hizo  ad-corpus.  Indico  el  licenciado 
Quiñónez  que  todas  las  fincas  vendidas 
formaban  parte  de  "San  Antonio  Ixpaca- 
gua";  desde  aquella  fecha  ha  estado  su 
mandante  en  posesión  quieta,  pacifica  y 
pública,  sin  que  ninguna  persona  le  hubie- 
re inquietado  o  reclamado  la  posesión  de 
la  finca  relacionada.  Que  como  don  José 
Wer  le  dió  posesión  de  la  finca  reclamada 
al  licenciado  José  Luis  Quiñónez,  vendedor 
de  su  mandante,  el  tres  de  enero  de  mil 
novecientos  veintiuno,  ha  prescrito  total- 
mente el  derecho  que  pudiera  asistir  al  de- 
mandante, por  haber  transcurrido  más  del 
término,  de  diez  años  señalados  por  la  ley. 
Interpuso  la  excepción  de  prescripción  por 
haber  poseído  su  mandante  más  del  tér- 
mino señalado  por  la  ley  y  pidió  que  en  su 
oportunidad  se  declarara  prescrita  la  ac- 
ción, condenando  en  costas  al  actor. 

Por  parte  del  actor  se  presentó  como 
prueba  primer  testimonio  de  la  escritura 
pública,  que  está  certificado  en  autos,  en 
el  que  aparece  que  doña  Olivia  García  Arri- 
villaga viuda  de  Wer,  el  catorce  de  Agesto 
de  mil  novecientos  treinta  y  siete,  ante  los 
oficios  del  notario  Antonio  Florián  Agui- 
rre, vendió  a  don  Juan  Isidro  Imeri  Ma- 
yorga, en  su  calidad  de  dueña,  la  finca 
rústica  número  tres  mil  seiscientos  cin- 
cuenta y  siete  (3657),  folio  ciento  noven- 
ta y  tres  (193),  libro  cincuenta  y  seis  (.56) 
de  Santa  Rosa,  en  la  suma  de  trescientos 
quetzales  (Q.300.00).  El  apoderado  de  la 
demandada  rindió  las  pruebas  siguientes: 
a)  declaraciones  de  los  testigos  Gregorio 
Toledo  Reínoso,  Sebastián  Monterroso  Pi- 
neda y  José  Aguilar,  quienes  contestaron 
afirmativamente  el  interrogatorio  relati- 
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vo  a  que  conocen  personalmente  la  finca 
"San  Antonio  Ixpacagua",  la  que  se  for- 
mó de  varios  lotes  y  tiene  una  extensión 
aproximada  de  veinte  caballerías;  que  don 
José  Wer  poseyó  esa  finca  como  legitimo 
propietario  durante  mucho  tiempo;  don 
José  Luis  Quiñónez  compró  esa  finca  al 
íeñor  Wer  y  la  poseyó  desde  el  año  de  mil 
novecientos  veintiuno  hasta  mil  novecien- 
tos veinticinco;  que  el  lote  llamado  "Rin- 
cón de  la  Paz"  o  "Cordoncillo"  formaba  y 
forma  parte  de  la  finca  "San  Antonio  Ix- 
pacagua", finca  escrita  en  el  Registro  con 
el  número,  folio  y  libro  antes  citados;  la 
finca  "El  Rincón  de  la  Paz  o  "Cordoncillo" 
perteneció  a  don  Justo  Montúfar;  que  por 
compra  que  hizo  doña  Elena  Quiñónez  So- 
logaistoa  de  Bolaños  a  su  hermano  José 
luis,  ha  poseído  dicha  señora  como  legí- 
tima propietaria  el  citado  lote;  posesión 
que  la  ha  tenido  desde  el  mes  de  diciem- 
bre de  mil  novecientos  veinticinco,  sin  vio- 
lencia ni  clandestinidad,  públicamente,  sin 
interrupción  de  ninguna  clase  y  de  mane- 
ra pacifica;  que  doña  Olivia  García  Arri- 
villaga  de  Wer  y  don  Guillermo  Wer  nun- 
ca poseyeron  ese  inmueble  después  de  la 
venta  que  don  José  Wer  le  hizo  al  licencia- 
do Quiñónez;  b)  testimonio  de  la  escri- 
tura de  permuta  de  varias  fincas  celebra- 
da por  don  José  Wer  con  el  licenciado  José 
Luis  Quiñónez,  ante  los  oficios  del  notario 
Felipe  Luna  el  tres  de  enero  de  mil  nove- 
cientos veintiuno  y  en  la  que  aparece  entre 
otras  la  finca  que  se  cuestiona;  c)  testi- 
monio de  la  escritura  de  compra-venta, 
celebrada  por  don  Guillermo  Wer  a  favor 
del  licenciado  José  Luis  Quiñónez,  el  die- 
ciséis de  octubre  de  mil  novecientos  vein- 
ticuatro, ante  los  oficios  del  notario  Felipe 
Luna  E.,  de  la  finca  número  tres  mil  seis- 
cientos cincuenta  y  siete  (  3657) ,  folio  cien- 
to noventa  y  tres  (193),  libro  cincuenta  y 
seis  (56)  de  Santa  Rosa;  d)  testimonio  de 
la  escritura  de  ampliación  de  la  anterior, 
otorgada  por  el  licenciado  José  Luis  Qui- 
ñónez el  veintiuno  de  octubre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  siete,  ante  los  oficios 
del  notario  Gregorio  Aguilar  Fuentes;  e) 
testimonio  de  la  escritura  de  compra-ven- 
ta, autorizada  por  el  notario  don  Felipe 
Luna  el  dieciocho  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos veinticinco,  otorgada  por  el  li- 
cenciado José  Luis  Quiñónez  a  favor  de 
doña  Elena  Quiñónez  de  Bolaños,  de  la 
finca  rústica  cuyo  registro  se  acaba  de 
mencionar  y  otras;  f)  certificación  de  la 
Dirección  General  de  Rentas  de  la  matri- 
cula de  los  bienes  de  doña  Elena  Quiñónez 
de  Bolaños;  g)  certificación  del  Registro 


en  que  constan  las  inscripciones  de  la  fin- 
ca rústica  tres  mil  seiscientos  ciscuenta  y 
siete  (3657),  folio  ciento  noventa  y  tres 
(193),  libro  cincuenta  y  seis  (56)  de  San- 
ta Rosa,  siendo  la  última  inscripción  a  fa- 
vor del  señor  Juan  Isidro  Imeri  Mayorga; 
h)  testimonio  del  testamento  otorgado  por 
José  Guillermo  Wer  García  a  favor 
de  Olivia  García  de  Wer,  el  dos  de  ju- 
nio de  mil  novecientos  treinta  y  tres,  ante 
el  notario  Aiigel  Cuevas.  En  este  docu- 
mento consta  que  los  bieses  del  testador 
consistían  en  los  derechos  pro-indivisos  a 
ia  mitad  de  una  fracción  del  terreno  llam.a- 
do  "Villa  Jacinto"  y  sobre  un  terreno  en 
el  cementerio  general. 

El  juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: procedente  la  excepción  perentoria  de 
prescripción  que  interpuso  la  demandada 
y  absuelve  a  ésta  de  la  acción  ordinaria  de 
propiedad  que  le  entabló  el  señor  Imeri 
Mayorga  y  que  no  hay  condenación  en 
costas. 

La  Sala  al  conocer  en  apelación,  confir- 
mó en  todas  sus  partes  la  resolución  de 
primer  grado.  Se  funda  en  que  con  la  docu- 
mentación antes  relacionada,  se  probó  que 
el  licenciado  José  Luis  Quiñónez,  desde  el 
tres  de  enero  de  mil  novecientos  veintiuno, 
obtuvo  el  inmueble  disputado  en  virtud  de 
permuta  que  celebró  con  don  José  Wer,  y 
desde  entonces  entró  en  posesión  del  cita- 
do inmueble,  que  don  Guillermo  Wer  con- 
firmó de  hecho  el  negocio  celebrado  por 
su  señor  padre  don  José  Wer,  razón  poi 
la  cual  otorgó  el  contrato  de  compra-ven- 
ta antes  indicado  y  que  doña  Elena  de  Bo- 
laños compró  la  misma  finca  a  su  herma- 
no don  José  Luis.  Todo  justifica  que  en- 
tre las  personas  mencionadas  se  han  re- 
conocido sus  respectivos  derechos  de  pro- 
piedad en  la  finca  demandada;  que  la  po- 
sesión quieta,  pública  y  pacífica  de  ese  in- 
mueble la  han  tenido  la  señora  de  Bola- 
ño?,  y  antes  de  ella  el  licenciado  Quiñónez 
desde  el  tres  de  enero  de  mil  novecientos 
veintiuno;  extremo  que  está  robustecido 
por  las  declaraciones  de  tres  testigos;  la 
posesión  no  ha  sido  interrumpida  en  ma- 
nera alguna,  pues  no  hay  constancia  en 
el  juicio.  Se  llega  a  la  conclusión  de  que 
el  derecho  reivindicaitorio  ya  prescribió, 
por  haber  transcurrido  más  del  tiempo  .se- 
ñalado por  la  ley.  para  ese  efecto.  Además 
con  el  testimonio  del  testamento  de  don 
Guillermo  Wer  se  establece  que  éste  no  te- 
nia a  la  fecha  del  otorgamiento  más  bie- 
nes que  la  mitad  de  un  terreno  llamado 
"Villa  Jacinto"  y  la  mitad  de  otro  en  ei 
cementerio  general. 
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Juan  Isidro  Imeri  Mayorga,  con  auxilio 
del  abogado  Antonio  F.  Aguirre,  intei-pu- 
Sü  contra  ese  pronunciamiento  recurso  ae 
casación  por  violación  de  ley,  y  citó  como 
infringidos  los  artículos:  1425,  1426,  1406 
del  Código  Civil  antiguo;  1033  decreto  1932; 
387,  388  de  este  mismo  decreto;  233  del 
decreto  272;  281  y  282  del  decerto  2009.  Pe- 
didos los  antecedentes  se  señaló  dia  para 
la  vista;  y,  entonces,  el  recurrente  expre- 
só que  ratificaba  el  alegato  que  había 
presentado  en  primera  instancia  el  nue- 
ve de  noviembre  de  año  próximo  pasadr., 
para  que  se  tuviera  presente  al  fallar.  Ade- 
más dijo  que  la  demanda  se  basa  sobre 
derechos  de  propiedad  debidamente  ins- 
critos a  su  favor  y  que  como  consecuen- 
cia le  pertenece  la  posesión  del  inmueble; 
que  la  parte  reo  al  contestar  la  demanda 
sólo  se  refirió  a  la  posesión  e  interpuso 
prescripción;  no  hubo  contrademanda,  que 
era  lo  esencial  en  este  caso;  que  la  infor- 
mación testimonial  propuesta  por  la  otra 
parte,  además  de  que  no  dice  la  verdad,  es 
inconducente  porque  en  contra  hay  prue- 
ba documental;  que  para  los  efectos  de  ly. 
prescripción  se  necesita  el  justo  título  a 
que  se  refiere  la  ley;  y  éste  no  lo  tiene  la 
demandada  porque  los  títulos  que  presen- 
tó y  que  obran  en  autos  fueron  rechaza- 
dos en  el  Registro  de  la  Propiedad  y  natu- 
ralmente sin  el  requisito  de  la  inscripción 
respectiva  no  hacen  fé  en  juicio;  en  cam- 
bio el  titulo  presentado  por  él  (el  recu- 
rrente) se  encuentra  debidamente  inscri- 
to, por  lo  que  es  el  único  dueño  del  bien 
raíz  cuestionado.  También  el  apoderado 
de  la  parte  demandada  alegó  extensamen- 
te haciendo  ver  que  el  tribunal  de  segun- 
do grado  no  violó  los  artículos  citados  por 
el  recurrente;  y  concluyó  pidiendo  que  se 
desestimara  el  recurso  interpuesto. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  caso  sub-júdice,  los  hechos 
invocados  por  el  recurrente  como  funda- 
mento de  su  acción  de  propiedad,  carecen 
en  absoluto  de  eficacia  contra  los  que 
constituyen  la  base  de  la  excepción  de 
prescripción  interpuesta  por  la  demanda- 
da. En  efecto:  si  bien  es  cierto  que  se 
omitió  en  su  oportunidad  el  registro  del  ti- 
tulo traslativo  de  dominio  otorgado  por 
don  Guillermo  Wer  después  de  la  permu- 
ta que  celebró  don  José  del  mismo  apelli- 
do con  el  licenciado  don  José  Luis  Quiñó- 
nez,  y  que  ello  dió  lugar  a  que  pudiera 

Inscribirse  el  nuevo  traspalo  de  dominio 
dldrftftáo  á  ffvvor  del  íecurfente  por  áaña 


Olivia  de  Wer,  en  concepto  de  heredera 
del  susodicho  don  Guillermo,  también  lo 
es  que  antes  de  que  se  hiciera  esa  inscrip- 
ción y  se  entablara  la  demanda,  median- 
te la  concurrencia  de  todos  y  cada  uno  de 
¡os  elementos  determinados  por  la  ley,  la 
señora  Quiñónez  de  Bolaños  ya  tenia  ad- 
quirido, por  virtud  de  la  prescripción  de 
que  .se  hizo  mérito,  respecto  de  la  finca  de 
que  se  trata,  el  derecho  de  enervar  la  ac- 
ción entablada  por  el  señor  Imeri  Mayor- 
ga. En  esa  virtud,  la  Sala  sentenciadora 
procedió  conforme  a  derecho  al  declarar 
la  procedencia  de  la  excepción  referida  y 
no  infringió,  por  inaplicación,  como  pre- 
tente  el  recurrente,  los  artículos  1425,  1426, 
1406  del  Código  Civil  (1877);  1033,  387,  388 
Decreto  Legislativo  1932;  233  Decreto  Gu- 
bernativo 272;  y  er  cuanto  a  los  artículos 
281  y  282  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  tampoco  fueron  infrin- 
gidos, porque  al  documento  acompañado  a 
la  demanda,  se  le  dió  el  valor  probatorio 
que  la  ley  asigna,  aunque  como  ya  se  dijo 
el  contrato  que  contiene  no  afecta  en  este 
caso  a  la  prescripción  ya  perfecionada. 

POR  TANTO; 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  apli- 
cación de  lo  dispuesto  en  los  artículos  521 
y  524  Código  de  Enjuiciamiento  Civi!  y 
Mercantil  y  233  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  de 
casación  interpuesto;  condena  al  recu- 
rrente al  pago  de  las  costas  del  mismo  y 
a  una  multa  de  veinticinco  quetzales,  que 
en  caso  de  insolvencia  cumplirá  a  razón 
de  un  dia  de  prisión  simple  por  cada  quet- 
zal. Notifiquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  procedencia. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Oct. 
Aguilar.  —  Francisco  Menéndez  B.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  Agosto  de  mil  noveciento.s 
treinta  y  ocho. 

Vistos  y  Considerando:  que  en  el  fallo 
dictado  por  este  tribunal  el  doce  de  los 
corrientes,  desestimando  el  recurso  de  «ca- 
sación que  don  Juan  Isidro  Imeri  Mayor- 
ga Interpuso  contra  la  ücntenciA  que  prc^ 

liuneió  la  i9»i(i  Primera  de   corte  de  AP«* 
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laciones,  en  el  juicio  ordinario  que  dicho 
¡señor  sguió  contra  doña  Elena  Quiñónea 
de  Bolaños,  no  se  dejó  de  resolver  ningu- 
no de  los  puntos  sometidos  al  conocimien- 
to de  esta  Corte;  y,  además,  el  expresado 
fallo  no  está  concebido  en  términos  obs- 
curos, ambiguos  ni  contradictorios;  por  lo 
que  los  recursos  de  aclaración  y  amplia- 
ción presentados  por  el  señor  Imeri  Ma- 
yorga  contra  la  sentencia  que  desestimó  el 
recurso  de  casación,  son  improcedentes. 
Artículos  455  y  456  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, en  aplicación  de  las  leyes  citadas  y 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  457  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  asi 
lo  declara.  Notifiquese  y  como  está  man- 
dado, devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  procedencia. 

Ordóñes  SoUs.  —  Argueta  S.  —  Hernán- 
dez Polanco.  —  Aguilar  —  Menéndez  B.  — i 
Max.  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  de  menor  cuantía,  se- 
guido por  Anastasia  Peinado  contra  Es- 
tanislao López  y  Alberto  Añádelo  Ló- 
pez Monterroso. 

DOCTRINA :  En  los  juicios  de  menor  cuan- 
tía no  es  admisible  el  recurso  de  ca- 
sación. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

Vistos  y  Considerando:  que  el  recurso 
de  casación  sólo  procede  contra  los  autos 
y  sentencias  definitivos  que  terminen  los 
juicios  de  mayor  cuantía;  que  en  el  caso 
presente  el  reciu'so  interpuesto  es  contra 
la  sentencia  dictada  por  el  juez  de  prime- 
ra instancia  de  Escuintla,  que  confirmó  la 
pronunciada  por  el  juez  menor  del  mismo 
lugar,  en  el  juicio  ordinario  de  menor  cuan- 
tía, seguido  por  Anastasia  Peinado  contra 
Estanislao  López  y  Alberto  Anacleto  López 
Monterroso;  por  lo  que  en  este  asunto  por 
ia  cuantía  del  mismo  no  es  admisible  el 
recurso  de  casación.  Artículo  506  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Por  Tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, en  aplicación  de  esa  ley  y  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  224  y  13  inciso  bt 
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rechaza  el  recurso  interpuesto.  Notifique- 
se, como  corresponde  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  tribunal  de  su  origen;  y  re- 
póngase el  papel  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  27  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  — Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polan- 
co. —  Max  García  R.  — •  Secretare. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Abel  Pérez 
Contreras  contra  Luis  René  Moiitene- 
gro  Carrera. 

DOCTRINA:  Es  válida  como  documento 
privado  la  escritura  pública  en  la  que 
no  se  hayan  observado  todos  los  requi- 
sitos que  señalan  las  leyes;  siempre  que 
no  contenga  un  acto  contrario  a  termi- 
nantes disposiciones  de  las  mismas. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  en  virtud  de  recurso  de  casación 
y  con  sus  respectivos  antecedentes,  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veinte  de  mayo 
retropróximo  en  el  juicio  ordinario  segui- 
do por  Abel  Pérez  Contreras  contra  Luis 
René  Montenegro  Carerra. 

I 

El  cinco  de  junio  del  año  próximo  pa- 
sado (1937),  Pérez  Contreras  se  presentó 
ante  el  Juzgado  Primero  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento,  manifestan- 
do: que  con  fecha  once  de  agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro,  ante  el  No- 
tario don  Juventino  Sánchez,  se  otorgó 
una  escritura  de  mutuo  con  hipoteca,  por 
Ja  cantidad  de  ochocientos  setenta  y  cinco 
quetzales,  entre  el  compareciente  y  don 
Guillermo  Montenegro  Wolters,  con  plazo 
y  condiciones  establecidos  en  ese  instru- 
mento; escritura  que  no  fué  autorizada 
por  el  Notario  Sánchez.  Que  el  dos  de  fe- 
brero del  año  de  la  demanda.  Montenegro 
Wolters,  sabiendo  que  la  escritura  origi- 
nal no  estaba  autorizada,  como  debía  es- 
tar de  conformidad  con  Ja  ley.  vendió  o 
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n&n  Hernández,  inscribiéndose  en  el  Re- 
gistro de  Inmuebles  la  quinta  inscripción 
hipotecaria  sobre  la  finca  urbana  dada  en 
garantía,  número  diez  y  siete  mi  nueve 
(17009),  folio  ochenta  y  uno  (81),  del 
libro  ciento  sesenta  y  nueve  (169)  de  Gua- 
temala. Que  la  cesión  autorizada  por  el 
notario  Hernández  fué  hecha  conociendo 
el  cedente  y  cesionario,  que  la  escritura 
otorgada  ante  el  notario  Sánchez  no  es- 
taba autorizada  por  éste  y  por  lo  tanto 
son  nulas  ambas  escrituras.  Que  los  ar- 
tículos 283,  284,  285  y  286  del  Decreto  2009, 
establecen  las  condiciones  y  requisitos  que 
deben  contener  los  instrumentos  públicos, 
pero  como  el  once  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cuatro,  se  encontraba 
aún  en  vigor  el  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  también  se  acoge  a  los  artículos 
162,  163,  164,  165  y  718  de  dicho  cuerpo 
de  leyes  y  que  a  la  vez  exigían  la  suscrip- 
ción de  todas  las  personas  que  intervie- 
nen en  una  escritura  pública,  y  no  ha- 
biendo sido  autorizada  por  el  notario  Sán- 
chez la  indicada  escritura,  es  nula  inme- 
diatamente y  nula  también  la  escritura  de 
ceción  a  favor  de  Montenegro  Carrera  del 
dos  de  febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete,  en  virtud  de  que  ambos  tenían  co  - 
nocimiento de  la  falta  de  ese  requisito  le- 
gal y  de  consiguiente,  tiene  asimismo  que 
ser  nulo  el  juicio  ejecutivo  que  en  ese  des- 
pacho le  siguió  el  mismo  Montenegro  Ca- 
rrera. Asegura  que  ambos  tenían  conoci- 
miento de  no  estar  autorizada  la  escritu- 
ra de  fecha  once  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cuatro,  pasada  ante  el 
notario  Sánchez,  porque  el  cedente  soli- 
citó y  se  le  extendió  testimonio  en  esta 
Corte  Suprema  el  veintiocho  de  enero 
(1937),  y  la  cesión  se  hizo  el  dos  de  fe- 
brero siguiente,  ante  el  notario  Hernán- 
dez; de  modo  que  el  cesionario  en  ningún 
caso  podrá  afirmar  que  compró  con  regis- 
tro limpio;  pues  el  que  cede  un  derecho 
lo  hace  con  las  limitaciones  que  ese  mismo 
derecho  tiene.  Que  el  articu  o  1636  del 
Código  Civil  antiguo,  exige  el  saneamien- 
to en  la  venta  o  cesión  de  todo  crédito,  y 
el  artículo  882  del  Decreto  2009  le  dá  de- 
recho para  iniciar  la  demanda  ordinaria 
en  virtud  de  que  la  sentencia  en  el  jui- 
cio ejecutivo  no  produce  excepción  de  cosa 
juzgada,  y  aún  no  han  transcurrido  tres 
meses  desde  la  fecha  en  que  la  Sala  apro- 
bó la  sentencia  de  primera  instancia. 
Ofreció  la  prueba  respectiva  y  en  definiti- 
va pidió:  la  nulidad  de  la  escritura  fecha 
once  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  cuatro,  pasada  ante  el  notario  Sánchez; 


nulidad  del  juicio  ejecutivo  seguido  por 
Luis  René  Montenegro  Carrera  que  ya  se 
mencionó;  nulidad  de  la  escritura  de  ce- 
sión del  crédito  fecha  dos  de  fetorero  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete,  ante  el 
notario  Hernández;  nulidad  de  la  cuarta 
y  quinta  inscripciones  hipotecarias  de  la 
finca  número  diez  y  siete  mil  nueve 
(17009),  folio  ochenta  y  uno  (81),  del  li- 
bro ciento  sesenta  y  nueve  (169)  de  Gua- 
temala, y  las  anteriores  que  provengan  del 
mismo  negocio.  Que  se  tramite  la  de- 
manda y  declare  en  su  oportunidad  la 
nulidad  pedida,  mandando  cancelar  en  el 
Registi'o  las  inscripciones  hipotecarias  de 
mérito  y  que  se  anote  la  acción. 

Abierto  el  juicio  a  prueba,  se  rindieron 
y  se  tuvieron  como  tales  las  siguientes: 
por  parte  del  demandante:  a)  testimonio 
de  la  escritura  pública  pasada  ante  el  no- 
tario Sánchez  el  once  de  agosto  (1934), 
extendida  por  el  Archivero  General  de 
Protocolos,  haciéndose  constar  que  no  tie- 
ne la  firma  del  notario;  b)  diligencias  de 
posiciones  articuladas  por  Pérez  Contre- 
ras  a  Montenegro  Wolters  y  Montenegro 
Carrera,  quienes  negaron  tener  conoci- 
miento del  defecto  de  la  escritura  ante- 
lior  al  celebrarse  el  contrato  de  cesión; 
c)  contra  posiciones  articuladas  por  el  ab- 
.í'olvente  Montenegro  al  solicitante  Pérez 
Contreras,  en  las  que  éste  reconoce  la 
efectividad  de  un  crédito  por  quinientos 
ochenta  quetzales  (Q.580),  pero  niega  la 
de  otro  suplementario  de  doscientos  no- 
venta y  cinco  quetzales  (Q.295)  con  el  cual 
se  completó  la  suma  de  ochocientos  se- 
tenta y  cinco  quetzales  (Q.875),  y  a  pe- 
sar de  esa  negativa  se  le  declaró  confeso 
en  que  consignó  cierta  suma  como  inte- 
reses de  toda  la  cantidad.  Por  parte  del 
demandado:  a)  testimonio  de  la  escritu- 
ra pública  de  cesión,  pasada  ante  el  nota- 
rio Hernán  Hernández,  fecha  dos  de  fe- 
brero (1937);  b)  certificación  del  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble  en  donde  se 
hace  constar  la  cuarta  inscripción  hipo- 
tecaria de  la  finca  número  diez  y  siete  mil 
nueve  (17009),  folio  ochenta  y  uno  (8n 
del  libro  ciento  sesenta  y  nueve  (169)  de 
Guatemala,  por  valor  de  ochocientos  se- 
tenta y  cinco  quetzales  a  favor  de  Monte- 
negro Wolters,  según  escritura  fecha  once 
de  agosto  (1934)  pasada  ante  el  notario 
Sánchez;  inscripción  hecha  el  veintiuno 
de  loñ  mismos;  y  la  quinta  inscripción  hi- 
potecaria sobre  la  misma  finca  a  favor  de 
Montenegro  Carrera,  por  compra  del  cré- 
dito anterior;  escritura  pasada  ante  el  no- 
tario Hernández  y  registrada  el  cuatro  de 
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febrero  (1937);  c)  ratificación  de  la  de- 
manda inicial;  d)  reconocimiento  judicial- 
mente declarado  por  parte  del  deman- 
dante de  la  escritura  pasada  ante  el  nota- 
rio Sánchez  de  la  fecha  que  tantas  veces 
se  ha  dicho. 

Para  mejor  fallar  se  practicó  inspección 
ocular  en  el  protocolo  del  notario  Sánchez 
en  el  Archivo  respectivo,  y  se  hizo  cons- 
tar: que  la  escritura  fecha  once  de  agosto 
(1934)  na  está  autorizada  por  dicho  nota- 
rio; y  que  se  han  dado  testimonios  a  fa- 
vor de  Guillermo  Montenegro  Wolters  y 
a  Abel  Pérez  Contreras. 

II 

Con  estos  antecedentes  el  Juez  Primero 
de  Primera  Instancia  de  este  departamen- 
to, dictó  sentencia  el  veintiuno  de  febrero 
de  este  año  (1938),  en  la  que  declara  pro- 
cedente la  excepción  de  falta  de  acción 
interpuesta  por  el  demandado,  absuelve 
de  la  demanda  a  Montenegro  Carrera  y 
declara  que  no  hay  especial  condenación 
en  costas.  La  Sala  Primera  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  veinte  de  mayo  último, 
confirma  la  sentencia  de  mérito  y  se  fun- 
da: en  que  según  consta  en  la  escritura 
pasada  ante  los  oficios  del  notario  Sán- 
chez el  once  de  agosto  (1934),  Pérez  Con- 
treras se  reconoció  deudor  de  Montenegro 
Wolters  por  la  suma  de  ochocientos  se- 
tenta y  cinco  quetzales,  crédito  que  cedió 
a  Luis  René  Montenegro  Carrera,  según 
escritura  pasada  ante  el  notario  Hernán 
Hernández  el  dos  de  febrero  (1937),  y  con 
base  en  ese  contrato  Montenegro  Carrera, 
entabló  la  acción  ejecutiva  contra  Pérez 
Contreras.  Que  este  último  demanda  la 
nulidad  dé  la  escritura  constitutiva  del  cré- 
dito, como  de  la  escritura  de  cesión;  del  jui- 
cio ejecutivo  y  de  la  cuarta  y  quinta  ins- 
cripciones hipotecarias  de  la  finca  garan- 
te de  la  obligación  contraída  y  de  las  an- 
teriores inscripciones  que  provengan  del 
mismo  negocio,  fundando  su  pretención 
en  que  la  escritura  pasada  ante  el  notario 
Sánchez  y  por  la  que  se  constituyó  deudor 
de  Montenegro  Wolters,  no  fué  suscrita 
por  dicho  notario,  lo  que  acreditó  con  la 
certificación  expedida  por  el  Archivero 
General  de  Protocolos  y  con  la  inspección 
ocular  practicada  por  el  Juez  a-quo  en  el 
protocolo  del  notario  Sánchez.  Pero  to- 
mando en  consideración  que  la  existencia 
del  crédito  en  el  Registro  de  Inmuebles, 
fué  debidamente  acreditada  con  la  certi- 
ficación respectiva,  y  que  la  falta  de  au- 
torización por  el  notario  de  la  escritura 


mencionada,  no  puede  perjudicar  al  de- 
mandado Montenegro  Carrera,  ya  que  no 
se  estableció  que  tuviera  conocimiento 
previo  de  que  el  instrumento  constitutivo 
de  la  obligación,  adoleciera  de  ese  defecto, 
por  una.  parte,  y  por  otra,  siendo  la  causa 
motivo  de  la  demanda  de  aquellas  que  no 
aparecen  en  el  Registro,  el  contrato  no 
podría  invalidarse  en  lo  que  al  tercero 
Montenegro  Carrera  se  refiere,  en  conse- 
cuencia la  excepción  de  falta  de  acción 
—dice  la  Sala —  es  procedente. 

Contra  e.ste  último  pronunciamiento,  el 
demandante,  con  auxilio  del  abogado  don 
J,  Ernesto  Andrade  Z.,  interpuso  recurso 
de  casación,  citando  como  violados  los  ar- 
tículos 165.  718  y  719  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles  antiguo;  259,  169  incisos 
5o.  y  8o.,  283,  284,  285,  286,  292  inciso  3o., 
374  del  Decreto  2009  y  1120  del  Código  Ci- 
vil. 

Pedidos  los  antecedentes  respectivos  y 
señalado  dia  para  la  vista  y  habiendo  te- 
nido lugar  ésta,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  escritura  fecha  once  de  agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  pasa- 
da ante  los  oficios  del  notario  don  Juven- 
tino  Sánchez,  por  medio  de  la  cual  el  ac- 
tor don  Abel  Pérez  Contreras  se  declara 
deudor  de  don  Guillermo  Montenegro 
Wolters  por  la  suma  de  ochocientos  seten- 
ta y  cinco  quetzales,  con  garantía  hipote- 
caria de  la  finca  urbana  número  diez  y 
siete  mil  nueve  (17009),  folio  ochenta  y 
uno  (81),  del  libro  ciento  sesenta  y  nueve 
(169)  de  Guatemala,  aunque  adolece  del 
defecto  capital  de  no  haber  sido  autoriza- 
da por  el  notario  mencionado,  ha  quedado 
reducida  a  un  documento  privado  y  como 
tal  fué  declarado  por  reconocido  judicial- 
mente. Y  en  esta  forma  hace  plena  prue- 
ba de  la  condición  de  deudor  que  tiene  el 
otorgante  y  de  las  obligaciones  que  con- 
trajo respecto  de  su  acreedor,  tanto  más 
cuanto  que  ni  en  su  demanda  ni  en  nin- 
gún pasaje  de  autos  ha  negado  la  existen- 
cia total  del  contrato  de  mutuo  contenido 
en  ese  documento,  o  no  haber  recibido 
prestada  la  cantidad  a  que  el  mismo  se  re- 
fiere, pues  en  la  contra  pregunta  séptima 
se  le  declaró  confeso  de  haber  pagado  in- 
tereses sobre  los  ochocientos  setenta  .y 
cinco  quetzales,  sin  que  rindiera  prueba  en 
contrario.  Ahora,  en  cuanto  a  la  autori- 
zada por  el  notario  don  Hernán  Hernán- 
dez con  fecha  dos  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  siete,  por  medio  de  la 
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cual  el  acreedor  cede  dicho  crédito  a  fa- 
vor de  don  Luis  Ptené  Montenegro  Carrera, 
si  se  observaron  en  ella  los  requisitos  que 
para  el  caso  determina  la  ley,  habiéndose 
tenido  a  la  vista  al  otorgarla,  certificación 
del  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble, 
donde  consta  la  inscripción  hipotecaria  a 
favor  del  cedente;  sirviendo  dicha  escri- 
tura de  base  al  procedimiento  ejecutivo 
seguido  contra  el  actor;  y  por  ende,  Mbn- 
tenegro  Carrera  celebró  el  contrato  de  ce- 
sión del  crédito  con  una  persona  que  en 
el  Registro  aparecía  con  derecho  a  él,  sin 
que  conste  en  autos  porque  no  se  llegó  a 
demostrar,  que  el  cesionario  tuviera  cono- 
cimiento previo  del  defecto  de  la  primera 
escritura  mencionada;  por  lo  que  la  Sala 
sentenciadora  no  violó  el  articulo  1120  del 
Código  Civil. 

CONSIDERANDO: 
Que  según  se  desprende  de  la  redacción 
de  la  sentencia  recurrida,  la  Sala  senten- 
ciadora tuvo  en  cuenta  la  inspección  ocu- 
lar practicada  por  el  Juez  en  el  protocolo 
del  notario  Sánchez;  pero  la  base  de  su 
fallo  para  declarar  procedente  la  excep- 
ción perentoria  de  falta  de  acción  del  ac- 
tor, consiste  en  que  no  se  estableció  que  el 
demandado  Montenegro  Carrera  tuviera  co- 
nocimiento previo  de  que  el  instrumento 
constitutivo  de  la  obligación  adoleciera  del 
defecto  de  falta  de  autorización,  y  en  que  la 
causa  motivo  de  la  demanda,  es  de  aquellas 
que  por  no  aparecer  del  mismo  Registro, 
no  pueden  surtir  efecto  contra  terceros. 
Que  además,  a  dicha  escritura  no  le  dió 
el  valor  de  plena  prueba,  puesto  que  como 
sp  ha  dicho,  no  es  ésta  la  que  le  sirvió  de 
base  para  su  fallo,  siendo  de  advertir  que 
no  se  pidió  su  nulidad  porque  estuviera 
roto,  raído,  con  borrones  o  testaduras  no 
salvadas  en  su  parte  esencial  sino  por  la 
falta  de  suscripción  del  notario;  por  lo 
que  la  Sala  no  violó  los  artículos  374  y  292 
inciso  3o.  del  Decreto  2009. 

CONSIDERANDO: 
Que  los  artículos  283  y  285  del  mismo 
Decreto  2009,  se  refieren:  a  la  enumera- 
ción de  las  partes  de  que  deben  constar 
los  documentos  públicos;  y  lo  que  debe 
comprender  el  cuerpo  del  documento;  dis- 
posiciones que  no  han  podido  ser  infringi- 
das y  que  además  la  Sala  ha  tenido  en 
cuenta  al  examinar  los  testimonios  de  las 
dos  escrituras  pasadas  ante  los  notarios 
Sánchez  y  Hernández,  respectivamente, 
y  como  su  contenido  fué  observado  eu 
ellas,  no   fueron   violados   los  artículos 

mencionados. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  tuvo  en  cuenta  que  el  actor 
no  probó  su  acción  al  afirmar  que  el  ce- 
sionario tenia  conocimiento  de  que  la  es- 
critura fecha  once  de  agosto  (1934),  ca- 
recía de  la  autorización  del  notario,  pues 
a  este  respecto  carecen  de  valor  los  docu- 
mentos presentados,  ya  que  en  ninguno  de 
ellos  se  ve  tal  conocimiento;  por  lo  que 
lejos  de  violar  el  artículo  259  del  Decreto 
2009,  hizo  recta  aplicación  de  él. 

CONSIDERANDO: 

Que  como  se  ha  dicho,  la  escritura  fe- 
cha once  de  agosto  (1934),  no  es  nula  ni 
falsa  por  el  tenor  mismo  que  resulte  del 
injstrumento,  sino  inconclusa  y  sin  valor 
como  documento  público,  por  no  haberse 
llenado  todos  los  requisitos  necesarios  pa- 
ra su  validez,  y  la  Sala,  al  tomar  en  cuenta, 
ésto,  no  violó  el  articulo  719  Procedimien- 
tos Civiles  citado  por  el  recurrente. 

CONSIDERANDO:  • 

Que  los  artículos  165,  718  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  antiguo,  284  y  286 
Decreto  2009,  tienen  varios  incisos,  y  el  169 
no  tiene  los  incisos  5o.  y  8o.  y  el  recurren- 
te no  se  cuidó  de  citar  a  cuál  o  cuáles  de 
ellos  quiso  referirse,  por  lo  que  a  esta  Cor- 
te no  le  es  dable  entrar  a  su  examen,  fue- 
ra de  que  los  dos  primeros  han  quedado 
comprendidos  en  nuevas  leyes  vigentes 
que  han  sido  examinadas. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  los  artículos  521  Decreto 
2009,  232  y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder 
J.udicial,  DESESTIMA  el  recurso  de  casa- 
ción de  que  se  ha  hecho  mérito  y  condena 
al  recurrente  al  pago  de  las  costas  del  mis- 
mo y  a  una  multa  de  veinticinco  quetzales, 
que  en  caso  de  insolvencia  se  computará 
con  prisión  simple,  a  razón  de  un  quetzal 
diario.  Notifiquese,  con  certifcacón  de  lo 
resuelto  devuélvanse  los  antecedentes  al 
tribunal  de  su  origen;  y  repóngase  el  pa- 
pel de  conformidad  con  lo  dispuesto  por 
el  artículo  27  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
AWerto  Argueta  S.  —  Aljonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  AguUar.  —  Max  Oarclci 
R,  —  Secretarlo. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Elvira  Mon- 
Toy  Tánchez  contra  Ignacio  Barillas. 

DOCTRINA:  El  interesado  que  pretenda  te- 
ner un  pagaré  originado  de  un  acto  mer- 
cantil, debe  probarlo,  pues  la  doctrina 
contenida  en  el  inciso  3o.  del  artículo 
3o.  del  Código  de  Comercio,  no  ha  sido 
modificado  por  el  reglamento  uniforme 
de  La  Haya  sobre  la  letra  de  cambio  y 
el  pagaré. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
trece  de  septierribre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  veinticinco  de  mayo  pró- 
ximo pagado,  dictó  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  el  juicio  ordinario 
seguido  por  Elvira  Monroy  Tánchez  contra 
Ignacio  Barillas. 

El  veinticuatro  de  septiembre  del  año 
próximo  pasado,  la  expresada  señorita  se 
presentó  al  Juez  Tercero  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento  y  expuso:  que 
por  endoso  hecho  a  su  favor,  debidamente 
legalizado,  era  dueña  del  crédito  de  qui- 
nientos pesos  oro  americano,  contraído  por 
don  Ignacio  Barillas  a  favor  del  endosan- 
te del  documento  simple,  suscrito  en  mar- 
zo de  mil  novecientos  veintinueve,  recono- 
cido judicialmente  ante  el  juez  primero  de 
primera  instancia  de  este  departamento. 
El  deudor  reconoció  el  interés  del  uno  por 
ciento  mensual  y  se  obligó  a  pagar  el  día 
último  de  abril  del  citado  año;  pero  a  la 
fecha  (de  la  demanda,  dos  de  septiembre 
de  mil  novecientos  treintisiete) ,  no  ha  pa- 
gado ni  capital  ni  intereses,  por  lo  que  de- 
mandaba al  señor  Barillas  por  la  suma  to- 
tal de  setecientos  cuarentisiete  dólares, 
cincuenta  centavos,  por  capital  más  dos- 
cientos cuarenta  y  siete  dólares,  cincuen- 
ta centavos  por  intereses,  correspondientes 
a  ocho  años  tres  meses  vencidos  el  treinta 
de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y  siete, 
computados  al  tipo  legal  de  seis  por  ciento 
anual;  y  concluyó  pidiendo  que  se  declare 
que  don  Ignacio  Barillas  es  en  deberle  la 
expresada  cantidad  de  setecientos  cuaren- 
ta y  siete  dólares,  cincuenta  centavos  por 
capital  e  intereses  caídos  hasta  la  fecha  in- 
dicada, más  los  que  se  sigan  causando  y  las 
costas  judiciales;  y  que  el  pago  de  esa  can- 
tidad debe  ser  dentro  del  tercero  día. 
Acompafió  a  la  demanda  certificación  ex- 
tendida por  el  secretarlo  del  juzgado  pri- 


mero de  primera  instancia  de  este  depar- 
tamento, de  las  diligencias  de  reconoci- 
miento del  pagaré,  suscrito  por  don  Igna- 
cio Barillas  en  marzo  de  mil  novecientos 
veintinueve,  a  la  orden  o  endoso  del  doc- 
tor don  José  Manuel  Arias  y  por  la  suma 
de  quinientos  pesos  oro  americano;  reco- 
nociendo el  interés  del  uno  por  ciento  men- 
sual 

Don  Ignacio  Barillas  contestó  negativa- 
mente la  demanda  e  interpuso  la  excep- 
ción de  prescripción. 

Durante  el  término  respectivo  se  tuvo 
como  prueba  la  certificación  antes  indi- 
cada. 

El  juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: lo.,  procedente  la  excepción  perento- 
ria de  prescripción  interpuesta,  y  por  con- 
siguiente extinguida  la  obligación  que  se 
contrajo;  y  2o.,  absuelto  de  la  demanda  al 
señor  don  Ignacio  Barillas. 

La  Sala  al  conocer  en  apelación,  revocó 
el  expresado  fallo  y  declara:  lo.,  que  Ig- 
nacio Barillas  es  en  deber  a  Elvira  Monroy 
'a  cantidad  de  setencientos  cuarenta  y  sie- 
te dólares  y  cincuenta  centavos  de  la  mis- 
ma moneda,  en  concepto  de  capital  e  inte- 
reses caídos  hasta  la  fecha  de  la  demanda, 
más  los  que  se  hayan  causado  desde  este 
día;  2o.,  improcedente  la  excepción  peren- 
toria de  prescripción  interpuesta  y  3o.,  que 
no  hay  especial  condenación  en  costas. 
Considera  que  el  documento  en  que  se  fun- 
da la  acción  contiene  un  contrato  de  mxi- 
tuo  con  interés;  que  no  se  trata  de  un  do- 
cumento mercantil,  pues  ni  el  primitivo 
acreedor  doctor  José  Manuel  Arias  ni  el  se- 
ñor Barillas  pueden  ser  reputados  como 
comerciantes,  ni  el  documento  fué  motiva- 
do por  un  acto  de  comercio:  el  endoso  es 
una  circunstancia  secundaria  que  no  le  dá 
carácter  comercial  al  pagaré,  pues  el  con- 
trato de  mutuo  está  caracterizado;  que 
por  tales  motivos  no  puede  regirse  de  con- 
formidad con  las  estipulaciones  consigna- 
das en  la  segunda  conferencia  internacio- 
nal de  La  Haya,  sino  por  la  doctrina  del 
Código  Civil;  y  por  consiguiente  no  se  ha 
consumado  la  prescripción  negativa  que 
para  esos  casos  señala  esta  ley. 

Don  Ignacio  Barillas  con  auxilio  del  abo- 
gado Luis  Valladares  y  Aycinena.  interpu- 
so contra  ese  pronunciamiento  recurso  ex- 
traordinario de  casación  por  violación  de 
ley,  y  cita  como  infringidos  los  artículos 
1060,  1061,  1062  en  ambos  párrafos,  1902  y 
1921  del  Código  Civil;  lo.  y  3o.  en  sus  cua- 
tro incisos  del  Código  de  Comercio;  70  y  79 
en  los  tres  incisos  de  cada  uno  del  regla- 
mento y  convenciones  de  La  Haya  aproba- 
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dos  por  decreto  legislativo  874;  77  y  78  del 
mismo  reglamento  en  todos  sus  incisos  y 
párrafos;  259,  260,  261  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil.  Pedidos  los  an- 
tecedentes, se  señaló  día  para  la  vista;  y, 
entonces,  el  recurrente  alegó  que  el  docu- 
mento que  sirvió  de  base  a  la  acción  es  un 
pagaré,  pues  reúne  todos  los  requisitos  que 
exige  el  reglamento  uniforme  sobre  la  le- 
tra de  cambio  y  el  pagaré;  por  lo  que  de 
conformidad  con  el  artículo  79  citado,  le 
Bon  aplicables  todas  las  disposiciones  re- 
lativas a  la  letra  de  cambio;  que  el  expre- 
sado reglamento  derogó  las  anteriores  le- 
yes sobre  la  materia,  y  de  allí  que  la  Sala 
al  fundar  su  resolución  en  que  el  pagaré 
debió  ser  celebrado  entre  comerciantes  u 
originarse  de  un  acto  mercantil,  para  que 
pudiera  ser  reconocido  como  tal,  infringió 
las  leyes  que  cita  al  respecto  (el  recurren- 
te), las  que  no  exigen  esas  condiciones  pa- 
ra darle  validez  como  pagaré  y  aplicó  in- 
debidamente los  artículos  del  Código  de 
Comercio  y  del  Código  Civil  citados  en  el 
fallo;  aun  suponiendo  que  para  que  el  do- 
cumento mencionado  pudiera  reputarse 
como  pagaré,  fueran  necesarias  las  condi- 
ciones a  que  se  refiere  la  Sala,  no  hay  prue- 
ba de  que  éste  no  fué  originado  por  un  ac- 
to mercantil  y  que  las  partes  no  tuvieran 
la  calidad  de  comerciantes  cuando  se  otor- 
gó, pues  el  expresado  tribunal  dá  por  esta- 
blecidas estas  circunstancias  ateniéndose 
al  contenido  del  mismo  pagaré,  sin  que 
exista  ley  que  repute  como  no  comercian- 
tes a  las  partes  de  ese  documento;  sólo  en 
el  articulo  649  del  Código  de  Comercio,  que 
hace  tiempo  fué  derogado,  hallábase  la 
doctrina  sustentada  por  la  Sala,  de  que  los 
pagarés  que  no  procedieron  de  operaciones 
mercantiles,  serian  considerados  respecto 
de  toda  clase  de  personas,  como  documen- 
tos probatorios  de  obligaciones  sujetas  al 
derecho  civil.  Conforme  al  reglamento  ci- 
tado, las  disposiciones  relativas  a  la  letra 
de  cambio  en  materia  de  prescripción,  son 
aplicables  al  pagaré;  por  lo  que  las  accio- 
nes que  resultaran  de  éste  contra  el  recu- 
rrente, ya  prescribieron  en  el  plazo  de  tres 
años  a  contar  del  vencimiento  del  pagaré; 
que  la  estipulación  de  intereses  no  es  con- 
traria a  la  naturaleza  de  éste  y  no  lo  con- 
vierte en  mutuo  con  interés. 

CONSroERANDO: 

Que  los  pagarés  son  actos  mercantiles  si 
proceden  o  emanan  de  un  negocio  mercan- 
til; condición  que  se  presume  cuando  los 
interesados  en  el  mismo  son  comerciantes, 


y  aun  entonces  si  se  establece  que  los  do- 
cumentos expresados  proceden  de  un  ne- 
gocio distinto  de  aquél,  dejan  de  regirse 
por  las  leyes  mercantiles.  Esta  doctrina 
contenida  en  el  inciso  3o.  del  articulo  3o. 
del  Código  de  Comercio,  no  ha  sido  modi- 
ficada por  el  reglamento  uniforme  de  La 
Haya  sobre  la  letra  de  cambio  y  el  pagaré, 
pues  este  reglamento  regula  relaciones  co- 
merciales cuando  se  trata  de  pagarés;  pero 
no  afecta  en  este  caso,  las  bases  generales 
del  Código  de  Comercio  para  diferenciar 
los  actos  mercantiles  de  otros  y  determinar 
su  naturaleza.  De  tal  modo  que  la  Sala 
sentenciadora  al  considerar  que  el  negocio 
no  reúne  los  caracteres  mercantiles  seña- 
lados en  aquella  disposición  para  que  pu- 
dieran ser  aplicables  los  artículos  del  re- 
glamento citado  y,  en  consecuencia,  aplicar 
la  legislación  civil  al  caso,  no  infringió  los 
artículos  lo.  y  3o.,  en  sus  cuatro  incisos  del 
Código  de  Comercio,  70.  79,  78,  77  del  Re- 
glamento y  Convenciones  de  La  Haya  apro- 
bados por  el  Decreto  Legislativo  874;  1060, 
1061,  1062  en  ambos  párrafos,  1902  y  1921 
del  Código  Civil.  Por  otra  parte  si  la  ac- 
tora  ejercitó  su  acción  concretándola  a  pe- 
dir que  se  declarara  que  se  le  debe  la  suma 
antes  relacionada  y  apoyó  su  demanda  en 
el  documento  simple  reconocido,  en  que 
consta  la  obligación,  consistente  es  la  pro- 
mesa de  pagar  la  suma  de  mérito,  carece 
de  fundamento  la  alegación  relativa  a  que 
aquella  no  probó  que  el  documento  no  fué 
originado  por  un  acto  mercantil  y  que  los 
interesados  no  eran  comerciantes.  De  tal 
manera  que  ejercitada  la  acción  en  esa  for- 
ma, correspondía  al  demandado  demostrar 
que  la  excepción  de  prescripción  invocada, 
reunía  todos  los  caracteres  del  caso;  inclu- 
sive el  de  que  el  documento  procedía  de 
una  operación  mercantil;  pero  no  lo  hizo. 
En  consecuencia,  tampoco  fueron  infringi- 
dos los  artículos  259,  260  y  261  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  521  y  524  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, DESESTIMA  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto; condena  al  recurrente  al  pago 
de  las  costas  del  mismo  y  a  una  multa  de 
veinticinco  quetzales;  que  en  caso  de  insol- 
vencia cumplirá  a  razón  de  un  día  de  pri- 
sión simple  por  cada  quetzal.  Notifíquese, 
con  certificación  de  lo  resuelto  devuélvanse 
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los  antecedentes  al  tribunal  de  su  origen; 
y  repóngase  el  papel  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  por  el  artículo  27  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  — ■  Alfonso  Herjiández 
Polanco.  —  Oct.  Aguílar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  don  Antonio 
Valladares  y  Aycinena  como  liquidador 
de  la  casa  bancaria  "Rosenthal  e  hijos" 
contra  los  señores  Felipe  Weller,  Erwin 
Balbczinsky  y  Augusto  Medina  Bosque. 

DOCTRINA:  Declarada  prescrita  la  ac- 
ción^ los  puntos  objeto  de  la  litis,  que- 
dan resueltos  en  forma  adversa  al  de- 
clararse absuelto  al  demandado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  se  examina  la  sen- 
tencia yi  auto  quei  con  fechas  once  y  vein- 
te de  junio  próximo  pasado,  respectiva- 
mente, dictó  la  Sala  Tercera  de  la  Corte 
de  Apelaciones  en  el  juicio  ordinario  segui- 
do por  don  Antonio  Valladares  y  Aycine- 
na, como  liquidador  de  la  casa  bancaria 
"Rosenthal  e  Hijos",  contra  los  señores  F'e- 
lipe  Weller,  Erwin  Babczinsky  y  Augusto 
Medina  Bosque,  para  obtener  las  declara- 
ciones que  más  adelante  se  indicarán. 

El  trece  de  septiembre  del  año  próximo 
pasado,  don  Antonio  Valladares  y  Aycine- 
na, en  el  concepto  antes  indicado,  se  pre- 
sentó ante  el  Juez  Tercero  de  primera 
instancia  de  e.ste  departamento  y  expuse 
que  con  motivo  de  la  liquidación  de  la  casa 
bancaria  "Rosenthal  e  hijos",  se  expidie- 
ron a  favor  de  don  Felipe  Weller,  gerente 
de  la  misma,  los  certificados  de  depósito, 
números  de  registro  cero  trescientos  cua- 
renta y  ocho  y  cero  doscientos  veinticua- 
tro (0348  y  0224),  respectivamente;  tam- 
bién se  expidió  a  favor  del  empleado  do 
la  casa,  don  Augusto  Medina,  el  certifi- 
cado número  de  registro  cero  ciento  trein- 
ta y  cinco  (0135);  se  expidió  asimismo  a 
favor  del  empleado  de  la  casa,  don  Erwin 
Babczinsky,  el  certificado  número  de  re- 
gistro cero  cero  diez  y  siete  (0017).  Que 
el  señor  don  Felipe  Weller  fué  durante 
mucho  tiempo  gerente  de  la  casa  bancaria 


"Rosenthal  e  hijos"  y  luego  liquidador  de 
la  misma  hasta  el  siete  de  agosto  (1937), 
cuando  fueron  revocados  los  poderes  con 
que  actuaba  y  llegó  el  actor  a  sucederle  y 
sustituirle.  Los  señores  Medina  y  Babc- 
zinsky, fueron  también  empleados  impor- 
tantes de  la  casa  bancaria  durante  varios 
años,  antes  de  entrar  en  liquidación  y  con- 
tinuaron con  igual  carácter  durante  ésta 
hasta  el  treinta  y  uno  de  agosto  del  año 
citado.  Durante  todo  el  tiempo  de  su  ge- 
rencia, el  señor  Weller  tuvo  el  control  de 
los  negocios  de  la  casa  y  de  los  libros  do 
contabilidad  y  auxiliares.  Los  señores 
Medina  y  Sabczinsky  tuvieron  control  par- 
cial o  cuando  menos  acceso  a  los  libros 
antedichos,  ya  que  el  primero  era  cajero  y 
el  segundo  empleado  de  confianza. 

Que  la  ley  de  instituciones  de  crédito, 
en  defensa  de  los  intereses  del  público  y 
particularmente  de  los  depositantes,  con- 
tiene disposiciones  prohibitivas  para  las 
personas  que  por  uno  u  otro  concepto  in- 
tervienen en  los  negocios  de  la  misma  de 
celebrar  con  ellas  contratos  o  negocios  de 
los  cuales  pudieran  reportar  algún  lucro 
indebido.  Cita  en  su  apoyo  el  articulo  173 
ael  decreto  legislativo  1406  y  el  IX  de  los 
Preceptos  Fundamentales  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial.  Que  no  era 
posible  que  el  señor  Weller  y  los  emplea- 
dos ignoraran  una  disposición  de  interés 
público  dada  para  todos  los  bancos  y  ca- 
sas bancarias,  por  lo  que  su  proceder  es  de 
un  todo  injustificable;  que  estándoles 
prohibido  tener  negocios  con  la  casa  ban- 
caria "Rosenthal  e  hijos",  no  podían  ser 
depositantes  de  la  misma,  y  por  lo  tanto, 
al  expedirse  o  hacerse  expedir  certificados 
de  depósito  para  obtener  preferencias,  han 
incurrido  en  fraude  de  acreedores.  Con- 
cluyó manifestando  C[ue  demandaba  en  la 
vía  ordinaria  a  los  señores  Weller.  Medina 
y  Babczinsky  a  fin  de  que  se  declare:  lo., 
que  de  los  depósitos  ilegales  a  que  se  re- 
fieren los  certificados  fraudulentos,  alu- 
didos, no  pudieron  jamás  ni  pueden  ahora 
obtener  los  señores  Weller,  Medina  y  Bab- 
czinsky, titulo  alguno  de  acreedores  pre- 
ferentes de  "Rosenthal  e  hijos"  en  liqui- 
dación, ni  ejercitar  los  derechos  de  tales; 
2o.,  que  son  nulos  y  carecen  de  valor  legal 
los  certificados  de  depósito  cuyos  núme- 
ros se  mencionaron  anteriormente,  exten- 
didos a  favor  de  Weller,  Medina  y  Babc- 
zinsky, respectivamente. 

Firme  el  auto  que  declaró  sin  lugar  la 
excepción  de  falta  de  personería  en  el  ac- 
tor, el  apoderado  de  los  demandados,  Li- 
cenciado don  Miguel  Prado,  contestó  ne- 
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gativamente  la  demanda  e  interpuso  la.s 
excepciones  de  cosa  juzgada  y  prescrip- 
ción. 

Durante  el  término  respectivo  se  reci- 
bieron por  parte  del  demandado,  las  prue- 
bas siguientes:  lo.,  Inspección  de  la  con- 
tabilidad de  "Rosenthal  e  hijos"  en  liqui- 
dación, en  la  que  se  hizo  constar  que  fue- 
ron examinados  los  libros  de  cuentas  co- 
rrientes de  la  expresada  casa  y  que  no  fué 
posible  comprobar  con  exactitud  la  fecha 
en  que  comenzaron  los  depósitos  de  los 
demandados;  pero  si  se  comprobó,  tenien- 
do a  la  vista  los  libros  expresados,  que  el 
treinta  de  junio  de  mil  novecientos  vein- 
ticuatro, había  un  saldo  a  favor  de  don 
Felipe  Weller,  de  once  mil  novecientos  un 
quetzal  ochenta  y  dos  centavos  de  la  mis- 
ma moneda;  que  el  señor  Medina  tenía 
un  saldo  a  su  favor  el  once  de  noviembre 
del  mismo  año,  de  doscientos  cinco  dóla- 
res cincuenta  centavos;  el  señor  Babczin- 
sky,  el  treinta  y  uno  de  mayo  del  mismo 
año,  tenia  un  saldo  a  su  favor  de  setenta 
y  cinco  quetzales.  Teniendo  a  la  vista  los 
libros  de  cuentas  corrientes,  de  deptósitos 
a  la  vista  y  a  plazos,  se  comprobó  que  °1 
día  tres  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  uno,  el  señor  Weller  tenia  un 
saldo  de  cuatro  mil  trescientos  quince 
quetzales  ochenta  y  nueve  centavos  a  su 
favor,  en  depósito  a  la  vista;  y  de  vein- 
tiocho mil  catorce  quetzales  a  su  favor  en 
depósito  a  plazo.  El  tres  de  octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y  uno,  los  depósitos  a 
favor  de  don  Erwin  Babczinsky,  ascendían 
a  la  suma  de  ocho  mil  ochocientos  trein- 
ta y  un  quetzales  sesenta  y  cinco  centa- 
vos. En  la  misma  fecha,  mes  y  año,  el  se- 
ñor Medina  tenia  un  saldo  a  su  favor  de 
eeis  mil  veintitrés  quetzales  treinta  y  cin- 
co centavos.  A  solicitud  del  licenciado 
Prado  se  hizo  constar:  que  el  treinta  de 
septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  la  cantidad  de  veintiocho  mil  quet- 
zales, perteneciente  al  señor  Weller  fué 
trasladada  a  la  cuenta  de  depósitos  a  pla- 
zo, cantidad  que  figuraba  anteriormente 
en  la  cuenta  de  depósitos  a  la  vista.  Este 
dato  se  obtuvo  del  libro  auxiliar  de  cuen- 
tas de  depósitos  a  la  vista.  También  se 
hizo  constar  por  haberlo  pedido  el  señor 
Valladares,  que  el  dia  primero  de  enero  de 
mil  novecientos  treinta  y  uno,  el  señor 
Weller  tenia  un  saldo  a  su  favor  de  dieci- 
ocho mil  cuatrocientos  cuatro  quetzales 
ochenta  y  siete  centavo?;  el  señor  Babczin- 
sky de  ochocientos  ochenta  y  siete  quetza- 
les setenta  y  ocho  centavos;  y  el  señor 
Medina,  quinientos  cuarenta  y  un  quetza- 


les quince  centavos.  A  solicitud  del  señor 
Babczincky,  se  hizo  constar:  que  el  prime- 
ro de  julio  de  mil  novecientos  veintinueve, 
el  saldo  a  su  favor  era  de  seis  mil  nove- 
cientos treinta  quetzales  noventa  centa- 
vos, lo  que  se  comprobó  con  el  libro  res- 
pectivo. 2a.,  Cuatro  copias  fotostáticas  de 
los  certificados  de  depósito,  el  primero  nú- 
mero cero  trescientos  cuarenta  y  ocho 
(0348),  por  veintiocho  mil  catorce  dóla- 
res, perteneciente  al  señor  Felipe  Weller, 
fecha  trece  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  uno.  El  segundo,  número  cero 
doscientos  veintiuno  (0221),  por  cuatro 
mil  trescientos  quince  dólares  ochenta  y 
nueve  centavos,  propiedad  de  don  Felipe 
Weller,  de  fecha  trece  de  noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  uno;  el  tercero,  nú- 
mero cero  cero  diez  y  siete  (0017),  por 
ocho  mil  ochocientos  treinta  y  un  dólares 
sesenta  y  cinco  centavas,  propiedad  de  don 
Erwin  Babczinsky,  de  fecha  once  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y  uno; 
y  el  cuarto,  número  cero  ciento  treinta  y 
cinco  (0135),  por  seis  mil  veintitrés  dóla- 
res treinta  y  cinco  centavos,  propiedad  de 
don  Augusto  Medir_a  B.,  de  fecha  once  de 
noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno.  3a.,  Certificación  extendida  por  el 
secretario  del  ju.zgado  tercero  de  primera 
instancia  de  este  departamento,  del  acta 
de  la  junta  general  de  acreedores  de  "Ro- 
senthal e  hijos",  celebrada  el  veinte  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  dos;  y 
del  auto  dictado  por  el  juez  de  primera 
instancia  el  treinta  de  julio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  dos-,  que  aprueba  el  con- 
venio de  liquidación  propuesto  a  la  junta 
general  de  acreedores  de  aquella  casa  ban- 
caxia.  El  actor  pidió  y  obtuvo  que  esas 
mismas  pruebas  se  tuvieran  también  co- 
mo presentadas  por  su  parte. 

El  juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: a)  sin  lugar  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada; b)  procedente  la  excepción  de  pres- 
cripción; c)  absueltos  de  la  demenda  a  los 
señores  Felipe  Weller,  Augusto  Medina 
Bosque  y  don  Erwin  Babczinsky;  y  d)  que 
no  hay  especial  condenación  en  costas. 

La  Sala  al  conocer  en  apelación  de  esa 
sentencia,  la  confirmó  en  todas  sus  par- 
tes; y  declaró  sin  lugar  los  recursos  de 
ampliación  y  aclaración  que  contra  la  mis- 
ma interpviso  el  actor.  La  admisión  de  la 
defensa  perentoria  de  prescripción  la 
funda  en  que  los  certificados  de  depósito, 
aunque  según  sus  características  se  refie- 
ren a  operaciones  bancarias,  se  rigen  por 
la  ley  civil  que  contiene  estipulaciones  al 
lespecto  y  que  son  aplicables  desde  el  mo- 
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mentó  que  no  existen  leyes  especiales  que 
normen  la  presente  situación  jurídica; 
según  el  articulo  2369  del  Código  Civil,  la 
acción  de  nulidad  dura  cuatro  años,  con- 
tados desde  el  dia  que  se  contrajo  la  obli- 
gación, y  haciendo  efectivo  este  precepto, 
necesariamente  se  llega  a  la  conclusión  de 
que  la  execepción  de  prescripción  inter- 
puesta, es  pi-ocedente  porque  con  exceso 
ha  transcurrido  este  tiempo,  sin  que  haya 
sido  interrumpido  de  acuerdo  con  la  ley. 
Que  no  procedía  hacer  ninguna  conside- 
ración del  carácter  que  le  dá  el  deman- 
dante a  la  ley  que  estima  violada,  porque 
muestra  legislación  no  hace  distinción 
entre  nulidades  absolutas  y  relativas,  aun- 
que en  algunos  casos  admita  la  inexisten- 
cia de  los  contratos,  cuestión  que  presen- 
ta con  la  primera  de  las  nulidades  antes 
mencionadas  alguna  diferencia  y  con  la 
segunda  otras  muy  marcadas. 

Don  Antonio  Valladares  y  Aycinena,  li- 
quidador de  "Rosenthal  e  hijos",  con  au- 
xilio del  abogado  Luis  Valladares  y  Ayci- 
nena, interpuso  contra  ese  pronunciamien- 
to y  el  auto  que  deniega  a  aclaración  y 
ampliación  pedidas,  el  recurso  extraordi- 
nario de  casación  y  expone,  que  la  senten- 
cia recurrida  contiene  violación  y  aplica- 
ción indebida  de  la  ley  al  declarar  proce- 
dente la  excepción  de  prescripción  que  los 
demandados  interpusieron  y  cita  como 
infringidos  los  artículos  227,  228,  IX  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial; 
1066  y  1067  del  Código  Civil;  el  párrafo 
segundo  del  articulo  84  y  el  párrafo  pri- 
mero del  articulo  173  del  decreto  legisla- 
tivo 1406;  18  del  decreto  legislativo  181Í? 
y  párrafo  cuarto  del  articulo  10  del  mismo 
decreto,  en  relación  con  el  inciso  7o.  del 
articulo  171  del  decreto  legislativo  1406. 
Que  la  Sala  hizo  aplicación  indebida  de  los 
artículos  173  completo  decreto  legislativo 
1406;  1396,  2366,  2368  y  2369  del  Código 
Civil  de  1877.  Invoca  en  apoyo  de  su  re- 
curso los  artículos  2429,  2430  Código  Ci- 
vil de  1877,  505,  incisos  lo.  y  5o.  del  506. 
Pedidos  los  antecedentes,  se  señaló  día  pa- 
ra la  vista;  y,  entonces,  el  recurrente  ale- 
gó, entre  otras  cosas,  que  en  el  fallo  se  omi- 
tió el  punto  primero  de  su  demanda,  pues 
la  Sala  dijo  que  no  había  que  hacer  distin- 
ción, por  no  hacerla  la  ley,  entre  nulida- 
des absolutas  y  relativas,  aunque  ésta  en 
algunos  casos  si  estime  la  inexistencia  qvis 
tiene  alguna  analogía  con  aquéllas;  lo  que 
no  es  así,  porque  el  articulo  1414  del  Có- 
digo Civil  estatuye  que  el  contrato  hecho 
por  error,  violencia  o  dolo,  "no  es  nulo  ip- 
so-jure,  y  sólo  dá  lugar  a  la  acción  de  nu- 


lidad". En  buena  lógica  y  conforme  las 
reglag  de  interpretación  de  las  leyes,  se  ha 
de  entender,  por  el  artículo  indicado,  que 
nuestra  legislación  sí  distingue  entre  la  nu- 
lidad absoluta  irremediable  y  la  nulidad 
relativa  que  de  no  reclamarse  oportuna- 
mente, queda  subsanada  por  el  transcurso 
del  tiempo,  como  por  la  voluntad  de  las 
partes  agraviadas.  Cuando  por  ministerio 
de  la  propia  ley,  no  se  reconoce  ninguna 
validez  a  los  actos  ejecutados  contra  su 
prohibición,  la  acción  de  nulidad  potesta- 
tiva de  las  partes,  que  se  concede  en  los 
casos  enumerados  en  los  siete  incisos  del 
articulo  2365  del  Código  Civil,  no  es  nece- 
saria para  establecer  la  insubsistencia  de 
tales  actos;  que  no  se  puede  acordar  vali- 
dez al  acto  que  la  propia  ley  se  la  niega. 
Distinta  es  la  situación  en  los  casos  enu- 
m.erados  en  los  siete  incisos  del  articulo 
últimamente  citado,  puesto  que  no  hay 
ninguna  ley  que  prohiba  expresamente  los 
contratos  sobre  hechos  ilícitos  o  imposi- 
bles; los  contratos  que  se  refieren  a  un  ob- 
jeto que  no  está  en  el  comercio  de  los  hom- 
bres y  otros  allí  indicados  ,en  los  que  no  se 
trata  de  actos  prohibidos  por  la  ley,  nulos 
ipso-jure,  tiene  cabida  limitada  la  acción 
de  nulidad  para  que  la  parte  agraviada 
pueda  ejercitándola  en  tiempo,  quedar  ju- 
dicialmente exonerada  de  dar  cumplimien- 
to a  la  obligación  contraída 

Todos  los  actos  prohibidos  por  la  ley  son 
nulos  en  su  incepción  e  invalidables  por  la 
voluntad  de  las  partes  o  por  el  transcurso 
del  tiempo,  lo  son  también  los  actos  con- 
siderados en  este  caso,  porque  fueron  eje- 
cutados contra  el  tenor  de  una  ley  prohi- 
bitiva de  orden  público.  La  nulidad  de  los 
actos  prohibidos  por  la  ley,  entraña  inexis- 
tencia, y  no  queda  ni  puede  quedar  al  ar- 
bitrio de  las  partes,  puesto  que  el  interés 
colectivo  cuya  defensa  se  procura,  se  so- 
brepone al  individual.  Que  el  artículo  173 
del  decreto  legislativo  1406,  tiene  carácter 
prohibitivo,  pues  estatuye  que  los  indivi- 
duos de  la  junta  directiva,  el  gerente  y  las 
sociedades  colectivas  o  en  comandita  de 
que  los  mismos  formen  parte,  no  podrán 
ser  deudores  de  la  institución  ni  tener  ne- 
gocios con  ella;  que  ninguno  de  los  artícu- 
los de  que  consta  el  expresado  decreto  se 
acuerda  la  validez  de  los  actos  ejecutados 
contra  lo  dispuesto  por  el  articulo  273  ci- 
tado, por  lo  que  los  actos  ejecutados  con- 
tra el  te.nor  de  éste  son  nulos  ibso-jure. 
Que  los  certificados  de  autos  son  cons- 
tancias de  que  las  cuentas  de  depósito  de 
los  respectivos  demandados,  arrojaron  a 
su  favor  lo  saldos  allí  consignados,  al  en- 
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Uar  en  liquidación  la  casa  que  manejara 
el  señor  Weller;  por  lo  que  no  tienen  nin- 
guna característica  esencial  como  lo  quiso 
ver  la  Sala  y  no  existe  ninguna  disposi- 
ción del  Código  Civil  aplicable  a  tales  cer- 
tificados. Sólo  en  la  ley  de  institucones 
de  crédito,  está  el  articulo  34,  que  dice  que 
en  caso  de  quiebra  o  liquidación  del  ban- 
co, los  billetes  y  los  depósitos  serán  can- 
jeados por  dos  series  de  certificados.  Que 
aunque  se  diera  a  éstos  el  carácter  de  con- 
tratos, serian  nulos  según  el  artículo  18 
del  decreto  legislativo  1812,  pues  por  me- 
dio de  ellos  se  acuerda  a  los  demandados 
privilegios  o  concesiones  especiales,  al 
equipararlos  en  todo  a  los  demás  deposi- 
tantes que  no  violaron  ninguna  ley  para 
constituir  sus  respectivos  depósitos;  que 
la  Sala  hizo  caso  omiso  de  esa  ley  y  la  vio- 
ló al  fallar.  Que  está  probado  en  autos  que 
fueron  por  muchos  años  gerente  el  señor 
Weller,  cajero  el  señor  Medina  y  emplea- 
do de  categoría  el  señor  Babczinsky,  y  que 
a  excepción  del  primero  que  pasó  a  ser 
liquidador  único,  todos  continuaron  en  sus 
puestos  hasta  agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete;  por  lo  que  les  corresponde 
rendir  cuentas  de  sus  actos;  lo  que  impUca 
que  no  se  les  pueda  permitir  interponer 
con  éxito  la  defensa  que  han  invocado. 
Aun  suponiendo  de  que  no  se  tratara  de 
la  inexistencia  de  los  derechos  que  como 
depositantes  reclaman  de  la  liquidación 
los  demandados,  sino  que  de  nulidad  re- 
lativa de  los  mismos,  es  procedente  la  de- 
claración de  tal  nulidad  a  pesar  del  tiem- 
po transcurrido,  pues  lo  contrario  equival- 
dría a  que  los  representantes  o  adminis- 
tradores de  bienes  ajenos,  pudieran  con- 
ferirse u  obtener  para  sí  mismos  derechos 
contra  sus  poderdantes  o  principales.  Otra 
razón  para  que  no  pueda  prosperar  la  de- 
fensa de  los  demandados,  es  que  la  ley  dis- 
pone que  la  resolución  de  la  junta  o  del 
juez,  acerca  de  la  validez  de  los  créditos 
presentados,  sólo  tiene  valor  a  efecto  de 
con.stituir  la  junta  de  acreedores,  pero  no 
prejuzga  sobre  su  legalidad  ni  impide  la 
reclamación  ulterior  de  los  interesados.  La 
ley  no  fija  en  este  caso  ningún  plazo  den- 
tro del  cual  deba  hacer  la  ulterior  recla- 
mación de  los  interesados. 

También  el  apoderado  de  los  demanda- 
dos alegó:  que  la  sentencia  del  juez  ter- 
cero, confirmada  por  la  Sala,  de  una.  ma- 
nera clara,  dijo:  que  la  acción  entablada 
por  el  liquidador  está  prescrita,  y  que  por 
esta  razón  se  absuelve  a  los  demandados; 
que  el  actor  no  pudo  ni  puede  citar  la  ley 
que  prohibiera  en  el  año  de  mil  novecientos 


veinticuatro  a  los  señores  Weller,  Medina 
y  Rabczinsky  tener  sus  depósitos  donde 
Rosenthal  y  sobre  todo  que  penara  ese  he- 
cho con  la  nulidad  en  la  forma  que  se 
pretende.  Que  si  estuvieran  en  una  litis 
sobre  rendición  de  cuentas,  serian  aplica- 
bles las  leyes  sobre  esta  materia;  pero  la 
disputa  no  es  sobre  esa  cuestión.  Que  los 
expresados  señores  no  han  celebrado  nin- 
gún convenio  privado  con  "Rosenthal  e 
hijos"  en  liquidación,  y,  en  general,  alega 
que  son  improcedentes  las  demás  citas  que 
se  hacen  en  el  escrito  en  que  se  interpone 
el  recurso;  y"  concluyó  pidiendo  que  éste 
fuera  desestimado. 

CONSIDERAlsrDO: 

Que  con  la  acción  ejercitada  se  preten- 
de la  nulidad  de  los  certificados  de  que  se 
trata  y  la  declaración  de  que  de  los  depó- 
sitos de  autos  "no  pudieron  jamás  ni  pue- 
den ahora  obtener  los  señores  Weller,  Me- 
dina y  Babczinsky  titulo  alguno  de  acree- 
dores preferentes  de  Rosenthal  e  hijos  en 
liquidación,  ni  ejercer  losi  derechos  de  ta- 
les", fundándose  en  que  el  artículo  173  del 
decreto  legislativo  número  1406  les  prohi- 
bía hacer  negocios  con  la  casa  bancaria  de 
la  cual  el  primero  de  los  nombrados  era 
gerente  y  empleados  los  otros,  tal  nulidad 
no  puede  admitirse  que  sea  absoluta,  como 
se  alega,  sino  relativa,  por  el  interés  pri- 
vado de  la  acción  y  porque  la  operación  de 
depósito  a  que  se  refieren  los  certificados, 
en  si  no  tiene  vicio  substancial,  pues  el  se-, 
ñalado  por  el  actor  se  refiere  a  una  con- 
dición personal  (calidad  de  gerente,  direc- 
tor o  empleado),  ajena  a  los  elementos 
esenciales  del  depósito;  y  siendo  asi,  los  in- 
teresados en  esas  operaciones,  por  lo  que 
éstas  les  afectaran  en  sus  intereses,  debie- 
ron ejercitar  la  acción  dentro  del  término 
legal,  lo  que  no  hicieron;  por  lo  que  la 
prescripción  está  bien  admitida;  tanto  más 
si  se  toma  en  cuenta  que  fué  don  León  H. 
Rosenthal  el  que,  desde  el  mes  de  noviem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  uno,  ex- 
tendió los  certificados  de  depósito,  los  que 
fueron  reconocidos  y  reaceptados  con  otros 
créditos  por  la  junta  general  de  acreedo- 
res. La  calidad  de  gerente  y  empleados 
que  tuvieron  los  demandados,  no  puede  to- 
marse en  cuenta  para  que  el  término  de 
la  prescripción  comience  a  contarse  desde 
que  concluyó  la  administración,  pues  la  ac- 
ción ejercitada  no  ha  sido  la  de  rendición 
de  cuentas,  ni  la  de  cobro  del  saldo  de  és- 
tas. Por  otra  parte,  no  es  fundada  la  ale- 
gación relativa  a  que  no  podía  prosperar 
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la  defensa  de  los  demandados,  porque  la 
ley  no  fija  plazo  para  la  reclamación  de 
los  interesados  acerca  de  la  validéz  de  los 
créditos  presentados  a  la  junta,  porque  en 
el  presente  caso  el  término  se  cuenta  des- 
de que  SQ  contrajo  la  obligación  respecti- 
va, y  no  como  se  pretende  que  dura  todo 
el  periodo  de  la  liquidación.  Por  las  razo- 
nes indicadas,  la  Sala  sentenciadora  al  ad- 
mitir la  defensa  perentoria  de  prescrip- 
ción, confirmando  la  absolución  de  los  de- 
mandados, no  pudo  infringir,  en  la  parte 
dispositiva  de  su  sentencia  y  auto  que  de- 
negó la  aclaración  y  ampliación  pedidas, 
los  artículos  173  citado,  párrafo  2o.  del  84 
decreto  1406;  IX  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  1396,  2366,  2368,  2369  del  Có- 
digo Civil;  1066  y  1067  Código  Civil;  106u 
digo  Civil;  1066  y  1067  Código  Civil  Decre- 
to 1932);  18  y  párrafo  cuarto  del  articulo 
10  del  decreto  legislativo  número  1312  en 
relación  con  el  inciso  7o.  del  articulo  171 
decreto  legislativi  1406. 

CONSIDERANDO: 

Que  admitida  la  excepción  de  prescrip- 
ción y,  como  consecuencia,  declarada  la 
absolución  de  la  demanda,  ello  implica  la 
resolución  adversa  de  todos  los  puntos  de- 
mandados; por  lo  que  tampoco  fueron  in- 
fringidos los  artículos  227,  y  228  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial. 

POR  TANTO  : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  los  artículos  521,  524,  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil  y  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DESESTI- 
MA el  recurso  de  casación  interpuesto; 
condena  al  recurrente  al  pago  de  las  cos- 
tas del  mismo  y  a  una  multa  de  noventa 
quetzales,  que  en  caso  de  insolvencia,  cum- 
plirá a  razón  de  un  día  de  prisión  simple 
por  cada  tres  quetzales.  Notifiquese  y,  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  Garcia  R. 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  doña  Aman- 
da Bedoya  Hernández,  contra  Carmen 
Deyet  de  Rodríguez  y  hermanos. 

DOCTRINA :  La  institución  de  heredero  que 
una,  persona  hace  en  testamento,  en  na- 
da se  perjudica  ni  se  limita  con  la 
enumeración  de  bienes  que  se  haga 
en  el  propio  testamento,  ni  por  el  hecho 
de  que,  con  posterioridad  a  su  facción  se 
adquieran  otros. 

I 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Se  tiene  a  la  vista  para  resolver  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  abo- 
gado Francisco  Villagrán,  en  concepto  de 
apoderado  de  doña  Amanda  Bedoya  Her- 
nández, contra  la  sentencia  que  adelante 
se  relaciona,  dictada  por  la  Sala  Cuarta  de 
Apelaciones,  en  el  juicio  ordinario  seguido 
por  la  expresada  señora  contra  sus  hijos 
Carmen  Deyet  de  Rodríguez,  Rosaura  De- 
yet de  Gálvez  y  los  menores  Consuelo,  Juan 
Angel  Arturo,  Adela  Argentina,  Lucinda 
Amparo  y  Adriana  Esperanza,  todos  de 
apellido  Deyet  Bedoya,  representados  los 
últimos  por  su  tutor  especifico  el  Licencia- 
do don  Francisco  Castillo  Monterroso. 

La  cuestión  consiste  en  lo  siguiente: 

Don  Juan  Deyet  Maynader,  de  naciona- 
lidad española,  el  seis  de  mayo  de-  mil  no- 
vecientos ventisiete,  otorgó  su  testamento 
en  escritura  pública  que  autorizó  el  Nota- 
rio Francisco  Z.  Mazariegos,  en  el  cual  des- 
pués de  mencionar  a  sus  hijos,  que  son  los 
citados  anteriormente  menos  la  última,  que 
entonces  no  había  nacido,  enumera  cuáles 
son  los  bienes  que  poseía  en  esa  fecha,  e 
instituyó,  en  clásula  separada,  como  su 
única  y  universal  heredera,  a  la  madre  de 
sus  hijos,  doña  Amanda  Bedoya,  a  quien 
encargó,  además,  "que  siguiera  velando 
por  el  bienestar,  educación  de  ellos  como 
también  el  buen  manejo  de  sus  bienes  y 
negocios,  puesto  que  reconoce  que  ella  es 
señora  honrada  y  hacendosa  que  ama  a  sus 
hijos  y  la  virtud  del  trabajo". 

Radicado  el  juicio  testamentario  ante  el 
Juzgado  Segundo  de  Primera  Instancia  de 
Quezaltenango,  se  declaró,  que  la  institu- 
ción de  heredero  hecha  por  el  testador,  no 
es  universal,  sino  reducida  a  los  bienes  enu- 
merados en  el  testamento,  y  que.  en  cuan- 
to a  los  demás  adquiridos  con  posteriori- 
dad, deben  entrar  a  forma  parte  de  heren- 
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cia  intestada,  haciéndose  la  correspondien- 
te declaratoria  de  herederos  en  este  sen- 
tido, en  favor  de  todos  los  hijos  ya  men- 
cionados. 

Como  esta  resolución  fuera  confirmada 
por  la  Sala  de  Apelaciones,  desestimándo- 
se también  por  improcedente  el  recurso  de 
casación  interpuesto,  por  no  tratarse  de 
vna  sentencia  definitiva,  la  señora  Bedo- 
ya, que  se  considera  lastimada  en  sus  de- 
rechos de  única  heredera  instituida,  inter- 
puso demanda  en  vía  ordiranaria  para  que 
se  declarara:  lo.,  que  por  haberla  institui- 
do don  Juan  Deyet  como  su  única  y  uni- 
versal heredera,  tal  institución  excluye  la 
herencia  ab-intestado;  y  2o.,  que  la  here- 
dera instituida,  lo  es  de  todos  los  bienes 
que  poseia  el  causante  al  tiempo  de  su 
muerte. 

El  Juez,  con  los  mismos  fundamentos 
consignados  al  tratarse  del  reconocimien- 
to de  herederos  en  el  respectivo  juicio  de 
sucesión,  sin  que  hubiere  habido  necesidad 
de  término  de  prueba  por  ti-atarse  de  un 
punto  de  derecho,  y  porque  los  demanda- 
dos no  hicieron  uso  de  la  audiencia  que  se 
les  concedió,  resolvió:  Primero.  Que  la 
institución  de  heredera  testamentaria  he- 
cha por  el  señor  don  Juan  Deyet  a  favor 
de  doña  Amanda  Bedoya,  actualmente 
viuda  de  Deyet,  no  excluye  la  herencia  in- 
testada del  señor  Deyet.  Segundo.  Que  la 
heredera  instituida  por  don  Juan  Deyet, 
señora  doña  Amanda  Bedoya  viuda  de  De- 
yet, lo  es  únicamente  de  los  bienes  especi- 
ficados en  el  testamento  otorgado  por  el 
señor  Deyet  y  no  de  todos  los  que  poseia 
dicho  señor  al  tiempo  de  su  muerte. 

Interpuesto  el  recurso  de  apelación,  la 
Sala  Cuarta  confirmó  la  resolución,  absol- 
viendo de  la  demanda  a  los  demandados, 
por  lo  que  la  señora  Bedoya  introdujo  con- 
tra ella  el  recurso  de  casación  fundada  en 
que  se  han  violado  los  artículos  818,  819, 
820,  836,  838,  840  del  Código  Civil;  indebi- 
damente aplicados  el  20  del  Decreto  legis- 
lativo número  2010  y  902  del  mismo  Códi- 
go, erróneamente  interpretados  el  980  inci- 
so lo.  del  propio  Código  Civil. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  disposición  testamentaria  de  una 
persona  no  es  más  que  el  acto  por  medio 
del  cual  se  designa  a  otra  u  otras  que  no 
tengan  impedimento,  para  que  sustituyan 
a  aquella  en  los  bienes,  derechos  y  accio- 
nes que  tengan  al  tiempo  de  su  muerte, 
pues  ningún  efecto  produce  antes  de  este 
acontecimiento,   Esta   designación   es  la 


institución  de  heredero,  y  no  tiene,  para 
hacerla,  ninguna  formalidad  previa,  salvo 
las  relativas  a  los  documentos  en  que  se 
contenga,  de  tal  manera  que  no  es  indis- 
pensable hacer,  en  el  propio  documento, 
la  enumeración  de  los  bienes  a  que  se  ten- 
ga derecho,  pero  si  se  hace,  no  por  eso  la 
institución  ha  de  cambiar  de  naturaleza, 
ni  da  lugar  a  interpretar  la  voluntad  del 
testador  en  forma  distinta  de  la  que  esté 
consignada.  Aplicando  este  principio  al  ca- 
so que  se  estudia,  se  llega  a  la  conclusión 
de  que,  habiendo  sido  instituida  doña 
Amanda  Bedoya  Hernández  como  única  y 
universal  heredera  del  señor  Deyet  May- 
nader,  por  escritura  pública  que  autorizó 
el  notario  Francisco  Z.  Mazariegos,  en 
Quezaltenango,  el  seis  de  Mayo  de  mil  no- 
vecientos veintisiete,  debe  ser  reconocida 
y  tenida  como  tal,  sin  limitación  alguna 
con  respecto  de  los  bienes  enumerados  en 
el  propio  testamento,  porque  esta  enume- 
1  ación  bien  pudo  dejar  de  hacerse,  como 
ya  se  dijo,  y  si  se  hizo,  en  nada  afecta  a 
la  institución  de  heredera  de  que  fué  re- 
vestida la  expresada  señora,  con  má^  el  en- 
cargo que  se  le  hizo  de  seguir  velando  por 
el  bienestar  y  educación  de  sus  hijos,  a 
quienes  el  testador  no  tomó  en  cuenta  al 
hacer  tal  designación  de  herederos,  por  lo 
que  a  los  hijos  ningún  derecho  les  corres- 
ponde en  ese  sentido;  y  al  reconocer  la  Sa- 
la de  Apelaciones  que  sí  lo  tienen  en  cali- 
dad de  herederos  ab-intestato,  respecto  de 
los  bienes  no  mencionados  en  el  testamen- 
to, infringió  los  artículos  819  en  su  frac- 
ción la.,  840,  902,  del  Código  Civil  y  20  dei 
Decreto  legislativo  número  2010,  éste  últi- 
mo por  indebida  aplicación. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  habiéndose  objetado  ni  la  capa- 
cidad que  haya  tenido  el  señor  Deyet  May- 
nader  para  testar,  ni  la  de  la  señora  Bedo- 
ya para  suceder  por  testamento,  y  estando 
clara  y  terminantemente  manifestada  la 
voluntad  de  aquél  para  instituir  a  la  ex- 
presada señora  como  su  única  heredera,  de- 
be estarse  a  esta  designación,  sin  más  li- 
mitaciones que  las  expresadas  en  el  artícu- 
lo 838  del  Código  Civil,  o  sea  el  derecho 
que  tengan  algunas  personas  a  ser  alimen- 
tadas. No  puede  comprenderse  también 
como  limitación  al  derecho  de  libre  testa- 
mentificción  en  este  caso,  la  relativa  a 
hijo  nacido  después  de  otorgado  el  testa- 
manto,  porque,  el  derecho  de  éste,  sola- 
mente tendría  lugar  para  el  caso  de  que 
hubiesen  sido  instituidos  herederos  loá 
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demás  hijos,  o  que  la  herencia  fuese  in- 
testada, pero  como  aquellos  nada  adquie- 
ren por  testamento,  nada  puede  adquirir 
también  el  último,  quedando,  en  conse- 
cuencia, en  igualdad  de  condiciones.  Ar- 
tículos 836,  819,  885  Código  Civil;  20  De- 
creto 2010. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  participación  que  pueden  tener 
en  una  herencia  los  herederos  legales,  por 
cuanto  el  testador  haya  distribuido  sola- 
mente alguna  parte  de  sus  bienes,  dejan- 
do otra  sin  asignación  especial,  no  tiene 
lugar  en  el  presente  caso,  porque  la  situa- 
ción en  que  se  encuentra  la  señora  Bedoya 
es  distinta  de  la  establecida  por  la  ley, 
pues,  lo  que  ésta  determina  se  refiere  a 
cuando  éstos  o  aquellos  bienes  se  han  se- 
ñalado para  que  sean  adjudicados  a  per- 
sonas determinadas  ya  en  su  condición  de 
herederos  o  como  legatarios  y,  quede  algo 
sin  aplicación,  pero  la  simple  enumeración 
de  los  bienes  sin  señalar  a  quien  deben  ad- 
judicarse, pero  sin  omitirse  tampoco  la 
institución,  no  caracteriza  que  el  dominio 
del  heredero  instituido  se  reduzca  a  los 
bienes  enumerados,  sino  que  comprende  la 
universalidad,  porque  tal  ha  sido  la  volun- 
tad del  testador,  como  lo  ha  hecho  el  se- 
ñor Deyet  Maynader  al  señalar  a  la  seño- 
ra Bedoya  como  su  única  heredera,  bien 
sabido  como  estaba  de  que  el  testamento 
produce  efecto  desde  la  muerte  del  testa- 
dor, y  de  que  era  perfectamente  revoca- 
ble en  cualquier  tiempo.  Artículos  885, 
898,  899,  900  y  902  Código  Civil. 

POR  TANTO': 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  lo  que  disponen 
los  artículos  506  inciso  lo.,  518  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  declara 
que  ha  lugar  al  recurso  interpuesto;  CASA 
y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y  resol- 
viendo sobre  lo  principal,  tiene  a  doña 
Amanda  Bedoya  Hernández  como  única  y 
imiversal  heredera  testamentaria  de  todos 
los  bienes,  derechos  y  acciones  que  corres- 
pondían a  don  Juan  Deyet  Maynader,  con- 
forme el  Estamento  otorgado  por  éste  e] 


seis  de  mayo  de  mil  novecientos  veintisie- 
te, autorizado  por  el  notario  Francisco  Z. 
Mazariegos,  y  que  esta  institución  excluye 
la  herencia  intestada  del  expresado  señor 
Deyet.  Notifiquese  y  como  corresponde, 
devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  — •  Max  García  R, 
Secretario. 


JUICIO  ordinario  seguido  por  Mariano  Pi- 
neda Canté  contra  doña  Florencia  Can- 
té en  su  carácter  de  heredera  de  Patro- 
cínia  Canté  y  contra  Martin  Paz  en  su 
carácter  de  actual  tenedor  de  los  bienes 
cuya  reinvindicación  se  trata  de  obtener. 

DOCTRINA:  La  sentencia  pasada  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada  produce,  el  dere- 
cho de  impedir  que  la  controversia  deci- 
dida se  renueve  otra  vez. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  tres  de  junio  del 
año  en  curso,  en  el  juicio  ordinario  segui- 
do por  Mariano  Pineda  Canté  contra  doña 
Florencia  Canté  en  su  carácter  de  here- 
dera de  Patrocinia  Canté  y  contra  Martin 
de  Paz  en  su  carácter  de  actual  tenedor 
de  los  bienes  cuya  reinvindicación  trata  de 
obtener,  y  en  la  cual  se  confirma  la  del 
Juez  lo.  de  la.  Instanca  de  este  Departa- 
mento (Guatemala),  que  declaró  impro- 
cedente la  excepción  de  falta  de  acción 
propuesta  por  el  actor  y  procedente  la  ex- 
cepción de  cosa  juzada  que  interpusieron 
Florencia  Canté  y  Martin  de  Paz  Cifuen- 
tes,  absolviendo  en  consecuencia  a  los  de- 
mandados y  que  las  costas  son  a  cargo  de 
ambas  partes. 

RESULTANDO: 

Jue  el  veinticuatro  de  febrero  del  año 
en  curso,  se  presentó  ante  el  Juez  Prime- 
ro de  Primera  Instancia  de  éste  Depar- 
tamento, Mariano  Pineda  Canté,  exponien- 
do: que  en  el  mes  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis,  doña  Florencia 
Canté  radicó  en  el  Juzgado  lo.  de  la.  Ins- 
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tancia  el  juicio  hereditario  de  doña  Patro- 
cinia  Canté,  tomando  desde  entonces  pose- 
son  de  los  bienes  de  la  mortual,  en  carác- 
ter de  heredera,  nombrándose  como  depo- 
sitario interventor  de  los  bienes  a  don  Mar- 
tin de  Paz,  y,  procediéndose  a  la  facción 
de  inventarios  de  la  mortual,  a  fin  de  en- 
tregarle al  señor  de  Paz  dichos  bienes;  que 
el  notario  inventariante  incluyó  en  los  in- 
ventarios un  macho  tordillo  prieto  como 
de  tres  años  de  edad,  herrado  y  venteado 
en  la  pierna  izquierda,  de  su  legitima  pro- 
piedad y  que  adquirió  por  compra  que  le 
hizo  a  Bernardo  Zacarías,  como  lo  compro- 
baba con  la  carta  de  venta  que  acompa- 
ñó marcada  con  el  número  primero  (lo.). 
Asegura  que  el  mismo  notario  hizo  inclu- 
sión en  los  inventarios  del  terreno  llamado 
"Bordito  de  la  Cruz",  situado  en  Canalitos 
y  el  cual  entregó  al  interventor  Martin  ds 
Paz,  terreno  que  también  era  de  su  exclu- 
siva propiedad,  por  compra  que  hizo  a  do- 
ña Magdalena  Arévalo  de  Ortíz,  como  lo 
comprobaba  con  la  certificación  número 
dos  (2);  y  concluyó  pidiendo  que  en  con- 
formidad con  el  articulo  387  del  Código  Ci- 
vil, tenia  derecho  de  gozar  y  disponer  de 
sus  bienes;  que  la  propiedad  era  inviolable 
y  comprende  los  derechos  de  posesión,  ac- 
cesión, transformación,  enajenación,  rein- 
vindicación  e  indemnización  y  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  articulo  388  del  mismo 
código,  le  asistía  derecho  de  poseer  tales 
bienes  reinvindicándolos  de  quien  los  tu- 
viera pidiendo  también  que  se  le  pagaran 
los  daños  y  perjuicios. 

RESULTANDO: 

Que  los  demandados,  Florencia  Can- 
té y  Martín  de  Paz  Cifuentes  contesta- 
ron la  demanda  en  sentido  negativo, 
y  pidieron  al  Juez  Primero  de  la.  Instan- 
cia que  üor  haber  resuelto  en  otro  juicio 
que  ante  el  mismo  interpuso  Mariano  Pi- 
neda Canté,  sobre  las  mismas  cosas,  per- 
sonas y  hechos,  se  tuviera  por  interpuesta 
y  resolviera  la  excepción  de  falta  de  ac- 
ción y  cosa  juzagada,  protestando  a  su  vez 
por  la  temeridad  de  Canté,  las  costas,  da- 
ños y  perjuicios.  El  señor  de  Paz  Cifuen- 
tes manifestó  en  la  contestación  a  la  de 
manda,  que  nada  tenia  que  ver,  ya  que  el 
mismo  demandante  manifestaba  que  no 
era  más  que  un  simple  depositario,  y  por 
consiguiente  no  estaba  sujeto  mas  que  a 
lo  que  dispusiera  el  Tribunal  en  cuanto  al 
depósito,  ya  que  su  obligación  era  custo- 
diar las  cosas  y  entregarlas  a  quien  el  Juez 


ordenera,  y  como  consecuencia,  interponía 
él  la  excepción  de  falta  de  acción,  protes- 
tando a  su  vez  las  costas,  daños  y  perjui- 
cios que  se  le  ocasionaran  con  motivo  de 
la  demanda. 

RESULTANDO: 

Que  el  demandante  para  justificar 
su  acción  presentó  a  su  demanda  los 
documentos  siguientes:  a)  una  certifi- 
caión  del  Juzgado  Primero  de  la.  Instan- 
cia de  este  departamento,  en  la  que  se  ha- 
ce constar  el  contenido  del  documento 
simple  de  fecha  veinticinco  de  septiem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
por  medio  del  cual  doña  Magdalena  Aré- 
valo de  Ortíz  le  hizo  cesión  de  derechos 
hereditarios  a  don  Mariano  Pineda  Can- 
té. Este  documento  fué  protocolado  en  el 
registro  del  Notario  J.  Ernesto  Zelaya,  y 
corre  agregado  a  folios  cuatro  y  cinco;  y 
b)  una  certificación  del  Juzgado  2o.  de  Paz, 
de  las  diligencias  voluntarias  sobre  el  reco- 
nocimiento de  documentos  pedida  por  don 
Mariano  Pineda  Canté,  a  don  Bernardo  Za- 
carías, y  que  corre  agregada  a  folios  seis 
y  siete.  Con  el  primer  documento  trató  de 
justificar  el  señor  Pineda  la  propiedad  del 
terreno  cuestionado,  y  con  el  segundo  la 
del  macho  tordillo. 

Los-  demandados  para  justificar  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada,  presentaron  una 
certificación  de  la  sentencia  de  primera  y 
segunda  instancia  recaídas  en  el  juicio  que 
don  Mariano  Pineda  Canté,  siguió  con  las 
señoras  Florencia  y  elementa  Canté,  con 
el  fin  de  que  se  excluyeran  de  los  inventa- 
rios de  la  mortual,  los  dos  bienes  relacio- 
nados por  ser  legítimo  propietario  de  ellos. 
Esta  certificación  corre  agregada  a  folios 
doce,  trece,  catorce  y  quince. 

Con  éstos  antecedentes,  el  Juez  lo.  de 
la.  Instancia  de  este  departamento,  con  fe- 
cha trece  de  abril  del  año  en  curso,  dictó 
sentencia,  declarando  lo  que  ya  se  dijo  al 
principio  de  la  historia  de  esta  sentencia. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia, Mariano  Pineda  Canté,  con  auxilio  del 
Abogado  Guillermo  Campos,  introdujo  re- 
curso de  casación  por  violación  de  ley,  y 
citó  como  infringidos  los  artículos  siguien- 
tes: 16  de  la  Constitución  Política;  387, 
388,  389,  391,  396  y  397  del  Código  Civil. 

Pedidos  los  antecedentes  se  señaló  día 
para  la  vista  y  habiendo  tenido  lugar  ésta, 
es  el  caso  de  resolver. 
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CONSIDERANDO: 

Que  taJito  el  Juez  lo.  de  la.  Instancia  de 
este  Departamento  (Guatemala),  como  la 
Gala  jurisdiccional,  al  proferir  sentencia 
en  el  juicio  ordinario  seguido  por  Mariano 
Pineda  Canté  contra  Florencia  Canté  y 
Martín  de  Paz,  aceptando  procedente  la 
excepción  de  cosa  juzgada  interpuesta  por 
los  demandados,  se  fundaron  en  lo  que 
establecen  los  artículos  259,  260,  263,  269, 
246,  247  y  248  del  Código  de  Enjuiciamien. 
to  Civil  y  Mercantil,  y  por  consiguiente  el 
recurrente  debió  haber  señalado  como  mo- 
tivos de  su  recurso  de  casación,  algún  pre- 
cepto legal  de  los  que  sirvieron  de  base  a 
la  sentencia  que  él  impugna,  principalmen- 
te los  que  se  refieren  a  la  cosa  juzgada,  to- 
da vez  que  para  que  ésta  surta  sus  efectos 
en  otro  juicio,  es  necesario  que  entre  el  ca- 
so resuelto  por  la  sentencia  y  aquél  en  que 
sea  invocada,  concurra  la  más  perfecta 
identidad  entre  las  cosas,  las  causas,  las 
personas  de  los  litigantes  y  la  calidad  con 
que  lo  fueron,  pero  a  éste  respecto  ningún 
examen  puede  hacerse  por  la  falta  de  ci- 
tación de  ley  pertinente,  toda  vez  que  el  re. 
curso  de  casación  tiene  lugar  cuando  han 
sido  violadas  o  infringidas  las  disposicio- 
nes legales  aplicables  al  caso  o  se  han  que- 
brantado las  formas  y  trámites  estableci- 
dos al  efecto,  y  por  ésto  son  de  rigor  las  ci- 
tas de  las  leyes  aplicables  y  que  hayan  si- 
do infringidas  en  la  sentencia,  ya  que  no 
puede  servir  de  fundamento  al  recurso,  in- 
vocar solamente  principios  abstractos  de 
derecho  o  disposiciones  legales  que  no  tie- 
nen relación  con  la  forma  particular  en 
que  resolvió  el  Tribunal  respectivo.  Por 
esta  razón,  si  la  excepción  de  cosa  juzgada 
requiere  como  ya  se  dijo,  identidad  de  per- 
sonas, de  cosas  y  acción  entre  el  pleito  que 
se  deduce  y  aquél  en  que  se  utiliza,  y  esa 
fué  la  excepción  que  aceptó  el  Tribunal  de 
segundo  grado  para  destruir  la  acción,  de- 
bió fundarse  el  recurso  en  ese  motivo,  lo 
que  no  se  hizo  como  ya  se  indicó.  En  tal 
concepto,  no  fueron  violados  los  artículos: 
387,  388,  389,  391,  39a  y  397  del  Código  Ci- 
vil, que  se  refieren  al  derecho  de  propie- 
dad, así  como  tampoco  el  articulo  16  de  la 
Constitución  de  la  República,  que  enume- 
ra los  derechos  individuales  y  que  las  au- 
toridades están  instituidas  para  mantener 
a  los  habitantes  en  el  goce  de  ellos. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  artículos  505, 
506,  512,  521  y  524  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil;  233  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  declara  sin  lu- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Mariano  Pineda  Canté,  condenándolo  al 
pago  de  las  cosasi  del  mismo  y  a  una  mul- 
ta de  veinticinco  quetzales,  los  que  en  ca- 
so de  insolvencia  pagará  a  razón  de  un 
quetzal  por  día.  Notifiquese  y  con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes a  donde  corresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  — >  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguílar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Carmen  Abu- 
larach  contra  Salvador  Abularach  David, 
en  concepto  de  fiador  de  Salomón  de  los 
mismos  apellidos. 

DOCTRINA:  El  fiador  solidario  se  obliga 
en  los  mismos  términos  que  el  deudor  y 
responde  de  todas  las  obligaciones. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

En  virtud  de  recurso  de  casación  y  con 
sus  respectivos  antecedentes,  se  tiene  a  la 
vita  la  sentencia  fecha  veintiocho  de  mayo 
del  año  en  curso,  dictada  por  la  Sala  Se- 
gunda de  la  Corte  Apelaciones,  en  el  juicio 
ordinario  seguido  por  Carmen  Abularach, 
Sara  de  Abularach  contra  Salvador  Abula- 
rach David,  en  concepto  de  fiador  de  Sa- 
lomón de  los  mismos  apellidos. 

—  I  — 

El  trece  del  mayo  del  año  próximo  pasa- 
do (1937),  Constantino  Abularach  en  con- 
cepto de  apoderado  de  doña  Carmen  Abu- 
larach Sara  viuda  de  Abularach,  se  pre- 
sentó ante  el  Juzgado  2o.  de  la.  Instancia 
de  este  departamento,  demandando  a  Sal- 
vador Abularach  David  en  concepto  de  fia- 
dor de  Salomón  de  sus  mismos  apellidos, 
el  pago  de  la  suma  de  seis  mil  pesos  oro 
americano,  más  los  intereses  respectivos; 
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manifiesta  entre  otras  cosas,  lo  que  si- 
gne: que  por  escritura  pública  autorizada 
por  el  Notario  Adán  Manrique  Rios,  el 
veintiocho  de  agosto  de  mil  novecientos 
treinta,  Salomón  Abularach  David  recono- 
ció haber  recibido  a  mutuo  de  Gabriel  Abu- 
larach la  cantidad  mencionada,  a  un  año 
de  plazo,  prorrogable  por  medio  de  cartas, 
en  garantía,  el  deudor  constituyó  primera 
hipoteca  sobre  la  finca  urbana  número 
ciento  dos  (102),  folio  seiscientos  setenta 
y  seis  (676)  del  Libro  cinco  (5)  "A"  de 
Guatemala,  y  segunda  hipoteca  sobre  la 
rústica  número  tres  mil  doscientos  cin- 
cuenta y  cuatro  (3254),  folio  ciento  uno 
(101)  del  Libro  treinta  y  ocho  (38)  de  Es- 
cuintla;  y  como  esos  bienes  eran  insufi- 
cientes para  garantizar  )a  suma  mutuada. 
Salvador  Abularach  David,  prestó  en  for- 
ma libre,  espontánea  y  voluntaria,  su  fian- 
za solidaria  y  mancomunada  con  el  deu- 
dor, aceptando  los  términos  y  condiciones 
estipuladas  y  convino  en  que  esa  fianza 
subsistiría  hasta  la  completa  cancelación 
de  la  deuda  y  sus  intereses; que  el  término 
de  la  obligación  venció  el  27  de  agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y  uno,  y  el  deu- 
dor dejó  de  pagar  los  intereses  desde  el 
primero  de  enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  dos;  que  por  ésto,  Gabriel  Abularach 
representado  por  Encarnación  del  mismo 
apellido,  entabló  demanda  ejecutiva  contra 
el  fiador  el  veinticuatro  de  agosto  de  mi] 
novecientos  treinta  y  seis,  ante  el  Juzga- 
do lo.  de  la.  Instancia  de  este  departamen- 
to, interponiendo  el  demandado  las  excep- 
ciones de  falta  de  personería,  personalidad, 
falta  de  acción  y  prescripción  de  la  fuerza 
ejecutiva  del  titulo,  por  haber  transcurri- 
do cinco  años  desde  el  vencimiento  de  la 
obligación;  cuestiones  que  fueron  declara- 
das sin  lugar,  a  excepción  de  la  última.  Que 
don  Gabriel  Abularach  falleció  el  nueve  de 
febrero  de  ese  año  (1937),  habiendo  sido 
declarada  su  única  y  universal  heredera 
doña  Carmen  Abularach  Sara  viuda  de 
Abularach.  Citó  las  leyes  en  que  funda  su 
demanda,  mencionó  las  pruebas  y  en  defi- 
nitiva pidió  que  se  declarara:  que  don  Sal- 
vador Abularach  David,  en  concepto  de  fia- 
dor solidario  y  mancomunado  de  don  Sa- 
lomón de.  esos  apellidos,  está  obligado  a  cu- 
brir a  doña  Carmen  Abularach  Sara  viuda 
ce  Abularach,  heredera  de  don  Gabriel 
Abularach,  la  cantidad  de  seis  mil  dólares 
americanos,  más  los  intereses  y  costas. 

Al  contestar  la  demanda,  el  señor  Abu- 
larach David,  manifestó  entre  otras  cosas; 
que  según  el  punto  e)  de  la  cláusula  pri- 
mera d§  Ift  escritura  autorizada  por  el  No- 


tario Adán  Manrique  Rios,  el  deudor  cons- 
tituyó a  favor  del  acreedor  primera  y  es- 
pecial hipoteca  sobre  la  finca  iu"bana  nú- 
mero ciento  sesenta  y  dos  (162),  folio  seis- 
cientos setenta  y  seis  (676)  del  Libro  cin- 
co (5A)  de  Guatemala  y  segunda  sobre  la 
rústica  número  tres  mil  doscientos  cin- 
cuenta y  cuatro  (3254),  folio  ciento  uno 
(101)  del  Libro  treinta  y  ocho  (38)  de  Es- 
cuintla;  en  el  punto  h)  de  la  propia  cláu- 
sula dice:  "En  caso  de  ejecución,  el  juicio 
principiará  por  el  depósito  efectivo  de  los 
bienes  gravados  en  personas  que  elija  el 
acreedor  sin  necesidad  que  afiancen  su 
manejo,  y  señalamiento  de  día  para  el  re- 
mate, sirviendo  de  base  el  capital,  los  in- 
tereses y  costas. . .";  y  en  la  cláusula  se- 
gunda, se  constituyó  fiador  solidario  y 
mancomunado  de  don  Salomón  Abularach 
por  todas  las  obligaciones  en  los  mismos 
términos  y  condiciones  estipulados;  que  co- 
mo se  veía,  toda  acción  debe  principiar  por 
señalamiento  de  día  para  remate  de  los 
bienes  hipotecados;  lo  que  quiere  decir  en 
este  caso,  que  la  fianza  es  subsidiaria  res- 
pecto de  la  hipoteca;  si  bien  solidaria  por 
lo  que  hace  al  deudor  en  caso,  de  que  des- 
pués del  remate  de  los  bienes  quedara  al- 
gún saldo  insoluto,  y  en  el  supuesto,  de  que 
dicho  saldo  pueda  ser  exigido;  que  en  la 
época  en  que  se  firmó  la  escritura  (28  de 
agosto  de  1930),  regía  el  articulo  926  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  que  en 
lo  conducente  dice;  "Cuando  hubiere  bie- 
nes hipotecados  se  procederá  contra  ellos 
antes  que  contra  los  que  no  lo  estuvie- 
ren..."; que  esa  ley  por  su  índole  substan- 
cial en  lo  que  respecta  a  los  derechos  del 
fiador  se!  entiende  incorparada  al  contrato 
por  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  11 
del  artículo  250  del  Decreto  1862  (Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial) ;  que  ade- 
más de  las  leyes  citadas  reforzaban  su 
oposición  las  contenidas  en  los  artículos 
1425,  1426,  1429  y  2222  del  Código  Civil;  y 
en  esa  virtud  oponía  la  excepción  deriva- 
da de  los  razonamientos  anteriores  y  pe- 
dia se  tuviera  por  contestada  la  demanda 
en  sentido  negativo. 

A  so'icitud  de  la  parte  demandada,  se 
mandó  oír  por  veinticuatro  horas  al  señor 
Salomón  Abularach,  quien  pidió  que  se 
le  tuviera  como  coadyuvante  del  demanda- 
do, y  que,  al  no  obtenerse  un  arreglo  en  la 
junta  conciliatoria,  se  dictara  sentencia 
absolutoria,  condenando  en  las  costas,  da- 
ños y  perjuicios  al  demandante. 
A  solicitud  de  la  parte  demandante,  se  tu- 
vieron como  pruebas  de  su  parte;  a)  testi- 
monio de  la  escritura  coitótltutiya  del  pré- 
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dito;  b)  certificación  que  acredita  la  cali- 
dad de  heredera  de  la  demandante;  c)  cer- 
tificación que  contiene  pasajes  del  procedi- 
miento ejecutivo  promovido  por  don  Ga- 
briel Abularach  contra  Abularach  David, 
en  que  se  declara  sin  lugar  las  excepciones 
de  falta  de  personalidad;  y  que  por  estar 
prescrita  la  acción  ejecutiva,  con  relación 
al  fiador,  declara  que  no  ha  lugar  a  trance 
y  remate  de  los  bienes  embargados;  d)  cer- 
tificación del  Registro  de  Inmuebles  sobre 
la  inscripción  que  se  hizo  a  favor  de  la  ac- 
tora,  de  la  hipoteca  vigente  sobre  la  finca 
urbana  número  ciento  dos  (102),  folio 
seiscientos  setenta  y  seis  (676),  del  Libro 
cinco  (5A)  de  Guatemala;  y  e)  certiflca- 
cación  del  reconocimiento  que  hizo  Abu- 
larach David  de  una  carta,  dirigida  a  don 
Gabriel  Abularach;  en  la  que  refiere  entre 
otras  cosas:  que  el  mes  siguiente  enviaría 
una  cantidad  a  cuenta  de  los  intereses  de 
su  hermano  Salomón  la  carta  es  del  die- 
ciocho de  enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cinco. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juzgado  Se- 
gundo de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento, dictó  sentencia,  en  la  que  de- 
clara: a)  que  don  Salvador  Abularach 
David  en  concepto  de  fiador  solidario  y 
mancomunado,  es  en  deber  a  doña  Car- 
men Abularach,  Sara  viuda  de  Abularach 
como  heredera  de  don  Gabriel  Abularach, 
la  suma  de  seis  mil  pesos  oro  americano, 
más  los  intereses  a  partir  desde  el  prime- 
ro de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
tíos  al  tipo  legal;  b)  que  como  consecuen- 
cia de  lo  declarado  en  el  punto  anterior 
condena  al  señor  Abularach  David  en  su 
concepto  ya  indicado  al  pago  de  la  refe- 
rida cantidad  dentro  de  tercero  día;  c) 
sin  lugar  la  falta  de  acción  que  interpuso 
la  parte  demandada  como  excepción;  y  d) 
que  las  costas  son  a  cargo  de  la  parte  de- 
mandada. 

n 

El  veintiocho  de  mayo  del  año  en  curse 
(1938),  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  confirmó  la  sentencia  rela- 
cionada de  la  que  se  había  alzado  la  par- 
te demandada,  con  la  reforma  que  no  hay 
especial  condenación  en  costas,  y  consi- 
dera: "que  en  virtud  del  contrato  que 
consta  en  la  escritura  pública  autiriza- 
da  en  esta  ciudad  por  el  Notario  Adán 
Manrrique  Ríos,  con  fecha  veintiocho  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta,  además 
&p  la  obligación  que  «orno  deudor  prnci- 


pal  contrajo  don  Salomón  Abularach  Da- 
vid, se  estableció  un  vínculo  jurídico  en- 
tre el  acreedor  señor  Gabriel  Abularach  y 
el  señor  Salvador  Abularach,  en  virtud  del 
cual  éste  último  como  fiador  solidario  y 
mancomunado,  contrajo  la  obligación  per- 
sonal de  cancelar  la  misma  deuda  con- 
traída y  reconocida  por  el  deudor  princi- 
pal, ya  que  tal  obligación  se  deduce  de  la 
naturaleza  de  la  fianza  solidaria  y  man- 
comunada; que  la  circunstancia  de  haber- 
se establecido  en  el  inciso  h)  de  la  cláu- 
sula primera  de  la  mencionada  escritura, 
que  en  caso  de  ejecución  el  juicio  princi- 
piaría por  el  depósito  efectivo  de  los  bie- 
nes gravados,  no  puede  de  modo  alguno 
desvirtuar  la  naturaleza  de  la  fianza  pres- 
tada por  dOn  Salvador  Abularach,  ya  que 
del  contenido  completo  de  tal  inciso  se  in- 
fiere que  ese  procedimiento,  permitido  en 
ese  entonces  y  que  era  cláusula  usual  en 
contratos  de  esa  naturaleza,  era  una  sim- 
ple renuncia  hecha  por  el  deudor  princi- 
pal, constituyendo  un  derecho  facultativo 
para  el  acreedor.  Por  otra  parte,  estable- 
cida tal  renuncia  en  la  cláusula  primera, 
en  la  segunda  el  señor  Abularach  expone 
que  su  fianza  es  solidaria  y  mancomuna- 
da, de  donde  se  deduce  que  la  intención 
de  las  partes  fué  que  la  fianza  tuviera  esa 
naturaleza,  lo  que  excluye  la  posibilidad 
de  admitir  que  se  hubiesen  aceptado  los 
beneficios  de  orden  y  exclusión.  Esta  con- 
sideración se  hace  tomando  en  cuenta  que 
para  interpretar  los  contratos  debe  estarse 
más  a  la  intención  de  las  partes  que  al 
sentido  literal  de  las  palabras  y  en  el  caso 
de  examen  no  puede  estar  más  clara  la 
intención  de  los  contratantes  al  declara: 
el  fiador  que  su  fianza  es  solidaría  y  man- 
comunada: que  de  conformidad  con  lo 
preceptuado  en  el  inciso  12  del  Articulo  250 
del  Decreto  Gubernativo  número  1862.  en 
todo  acto  o  contrato  se  entenderán  incor- 
poradas las  leyes  vigentes  al  tiempo  de  su 
celebración  y  en  esa  virtud  no  puede  ha- 
cerse aplicación,  como  lo  pretende  la  par- 
te demandada,  del  artículo  12  del  Decre- 
to Legislativo  número  2010,  para  limitar 
la  obligación  del  deudor  principal  a  la  hi- 
poteca que  garantiza  dicha  obligación,  ya 
que  tal  decreto  no  se  dió  con  carácter  re- 
troactivo, tal  como  se  había  hecho  con  e! 
Decreto  Gubernativo  número  1807.  que  ya 
fué  derogado.  Además,  aún  en  el  supuesto 
que  en  el  presente  caso  tuviera  aplicación 
el  mencionado  articulo  12  hay  que  hacer 
una  distinción  entre  las  dos  garantías  de 
la  obligación  que  se  demanda;  la  hipoteca 
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y  la  fianza.  Si  respecto  de  la  primera  la 
ley  limita  !a  garantía  de  los  inmuebles  hi- 
potecados, tal  limitación  no  existe  res- 
pecto de  la  fianza,  y  siendo  legalmente 
permitido  la  constitución  simultánea  dt 
ambas  gai'antias.  no  hay  razón  legal  al- 
guna para  aplicar  a  la  fianza  un  precep- 
to legal  establecido  para  la  hipoteca;  y  que 
es  improcedente  condenar  en  las  costas 
a  la  parte  demandada,  por  cuanto  en  e! 
caso  sub-júdice  no  concurre  ninguno  de 
los  extremos  a  que  se  refiere  el  articulo 
158  del  Decreto  2009,  y  tampoco  el  mar- 
cado por  el  inciso  2o.  del  157  del  mismo 
Decreto". 

in 

Don  Salvador  Abularach  David,  con  au- 
xilio del  Abogado  don  Luis  Beltranena,  in- 
terpuso el  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación, contra  el  fallo  de  segunda  instan- 
cia que  se  acaba  de  relacionar,  por  viola- 
ción de  ley,  estimando  que  la  ejecutoria  re- 
currida es  contraria  a  los  artículos  si- 
guientes: V  de  los  Preceptos  Fundamenta- 
les; lo.  y  7o.,  del  Decreto  Gubernativo 
número  1807;  12  del  Decreto  Legislativo 
número  2010;  1399,  2223,  2224,  2231,  2245, 
2246  y  2319  del  Código  Civil  de  1877.  Pe- 
didos los  antecedentes  se  señaló  día  para 
la  vista  la  que  tuvo  lugar  y  en  la  que  las 
partes  presentaron  sus  respectivos  ale- 
gatos. 

CONSIDERANDO': 

Que  en  primer  término  citó  el  recurren- 
te como  violados  por  el  Tribunal  de  Ape- 
lación los  artículos  V  de  los  Preceptos  Fun- 
damentales y  los  artícuos  lo.  y  7o.  del  De- 
creto Gubernativo  número  1807;  que  res- 
pecto a  lá  primera  disposición  legal,  no 
es  el  caso  de  entrar  a  su  examen  por  las 
razones  siguientes;  a)  porque  al  citarse  la 
ley  cuya  infracción  se  acusa,  no  solamen- 
te debe  expresarse  el  número  que  corres- 
ponde a  los  artículos  que  la  integran  sino 
que  también  debe  manifestarse  el  Decre- 
to Legislativo  o  Gubernativo  a  que  perte- 
nece o  el  Título  con  que  el  Cuerpo  de  Le- 
yes ha  sido  designado,  ya  que  no  corres- 
ponde a  esta  Corte  interpretar  la  volun- 
tad de  los  recurrentes  a  efecto  de  indivi- 
dualizar las  leyes  a  que  hayan  querido  re- 
ferirse; y  b)  porque  si  el  recurrente  qui- 
so referirse  a  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  Decreto  Gubernativo  núme- 
ro 1862,  tampoco  debe  analizarse  para 


comprobar  si  fué  infringido,  en  virtud  que 
el  artículo  V  del  Decreto  Gubernativo  nú- 
mero 1862,  lo  integran  tres  fracciones:  la 
primera,  que  sustenta  el  principio  relati- 
vo a  que  la  ley  no  tiene  efecto  retroactivo 
ni  modifica  derechos  adquiridos,  a  excep- 
ción de  la  ley  penal  en  lo  que  favorece  al 
reo;  la  segunda,  que  se  refiere  a  que  las 
leyes  de  orden  público  tendrán  efecto  re- 
troactivo, cuando  en  ellas  así  se  exprese; 
y  la  tercera,  que  preceptúa  que  las  leyes 
procesales  tienen  efectos  inmediatos.  Co- 
mo cada  una  de  estas  fracciones  que  in- 
tegran el  artículo  de  referencia,  determi- 
nan situaciones  jurídicas  distintas  deri- 
vadas de  la  naturaleza  misma  de  las  le- 
yes, debe  especificarse  concretamente  cuál 
de  las  fracciones  se  estima  como  violada, 
lo  que  no  hizo  el  recurrente  don  Savador 
Abularach  David. 

El  Decreto  Gubernativo  1807  está  inte- 
grado por  tres  artículos  únicamente  y  se 
refiere  a  la  transferencia  de  partidas  en 
el  Ramo  de  Educación  Pública  del  Presu- 
puesto General  de  Gastos  de  la  Nación  co- 
rrespondiente al  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis;  que  no  teniendo  este  de- 
creto ninguna  relación  jurídica  con  las 
acciones  discutidas  en  el  litigio  sostenido 
por  doña  Carmen  Abularach  Sara  viuda 
de  Abularach  contra  don  Salvador  Abula- 
lach  David,  no  debe  ni  puede  estimarse 
como  violados  por  el  Tribunal  de  Apela- 
ción los  artículos  lo.  y  7o.  de  la  expre- 
sada Ley. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Decreto  Legislativo  número  2010 
que  reformó  el  Código  Civil,  Decreto  Le- 
gislativo 1932,  no  fué  dado  con  efecto  re- 
troactivo, por  lo  que  el  artículo  12  que  se 
acusa  como  violado  por  el  recurrente  no 
fué  infringido  en  la  sentencia  que  se  exa- 
mina. Las  acciones  ejercitadas  por  doña 
Carmen  Abularach  Sara  viuda  de  Abula- 
rach, como  heredera  legal  de  don  Gabriel 
Abularach,  contra  don  Salvador  Abula- 
rach David,  se  derivan  del  contrato  de  mu- 
tuo y  fianza  que  se  formalizó  en  la  escri- 
tura pública  autorizada  el  veintiocho  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  por  el 
Notario  don  Adán  Manrique  Ríos,  contra- 
to que  se  celebró  al  amparo  de  las  leyes 
vigentes  en  aquélla  época,  y  como  las  le- 
yes no  tienen  efecto  retroactivo  ni  modi- 
fican derechos  adquiridos  y  como  de  con- 
formidad con  el  inciso  11  del  Artículo  250 
del  Decreto  Gubernativo  1862,  e;i  todo  ac- 
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to  o  contrato  deben  entenderse  incorpo- 
radas las  leyes  vigentes  al  tiempo  de  su 
celebración,  el  articulo  12  del  Decreto  Le- 
gislativo 2010  no  vulneró  los  derechos  del 
acreedor  por  derivarse  de  un  contrato  ce- 
lebrado con  anterioridad  y  por  enderezar- 
se la  acción  contra  el  fiador  solidario  y 
mancomunado.  Que  aún  en  el  caso  soste- 
nido por  el  recurrente  de  que  el  status 
creado  por  el  Decreto  Legislativo  número 
1807  se  hubiera  mantenido  al  emitirse  el 
Código  Civil,  Decreto  Legislativo  1932,  las 
aciones  ejercitadas  por  la  demandante  son 
de  absoluta  legalidad  en  virtud  que  el  ex- 
presado Decreto  Legislativo  1807,  en  su 
articulo  primero  consignó  como  caso  de 
excepción  los  contratos  que  habiéndose  ce- 
lebrado con  anterioridad  se  encuentren 
asegurados  con  otras  garantías. 

CONSIDERANDO: 


Que  los  artículos  1399  y  2231  del  Códi- 
go Civil  de  1877  tampoco  fueron  infringi- 
dos; el  primero,  porque  el  Tribunal  de 
Apelaciones  no  analizó  el  contrato  de 
fianza  independientemente  del  contrato 
principal  de  mutuo;  y  el  segundo,  porque 
lejos  de  haber  sido  violado  fué  rectamen- 
te analizado  en  su  pleno  valor  legal;  en 
efecto;  ésta  disposición  preceptúa  que 
"mancomunados  el  fiador  y  el  deudor,  ca- 
da uno  de  ellos  puede  ser  ejecutado  por 
t-oda  la  deuda;  ambos  se  consideran  como 
deudores  principales  mancomunados  en- 
tre sí",  y  como  la  fianza  prestada  por  don 
Salvador  Abularach  David  fué  solidaria  y 
mancomunada  con  el  deudor,  el  fallo  que 
declara  que  las  obligaciones  son  a  su  car- 
go y  que  debe  responder  de  ellas,  se  en- 
cuentra ajustado  a  los  preceptos  que  sus- 
tenta esta  disposición  legal.  / 

CONSIDERANDO: 


Que  habiéndose  pactado  por  don  Salva- 
dor Abularach  David  en  la  cláusula  se- 
gunda de  la  escritura  de  mutuo  con  garan- 
tías hipotecaria  y  fianza,  que  autorizó  en 
esta  ciudad  el  día  veintiocho  de  agosto  de 
mil  novecientos  treinta  el  Notario  don  Adán 
Manrique  Ríos,  que  su  fianza  seria  soli- 
daria y  mancomunada  con  el  deudor  y  que 
se  obligaba  a  responder  por  todas  las  obli- 
gaciones contríadas  por  su  fiado  y  en  los 
mismos  términos  y  condiciones  pactadoj 
por  él,  no  se  obligó  por  mayor  cantidad  ni 


con  más  gravamen,  y,  siendo  el  contrato- 
de  referencia  el  que  regula  los  derechos 
y  obligaciones  de  los  contratantes,  no  fue- 
ron violados  los  artículos  2223  y  2224  del 
Código  Civil  de  1877. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  habiéndose  interpuesto  como  de- 
fensais  del  demandado  don  Salvador  Abu- 
larach David,  la  extinción  de  la  fianza  por 
haberse  otorgado  prórrogas  al  deudor  sin 
su  consentimiento;  por  haberse  condona- 
do la  obligación  principal  o  por  haberse 
extinguido  ésta  por  cualquiera  otra  cau- 
sa; el  Tribunal  de  Apelación  no  podía  en- 
trar a  resolver  sobre  estas  cuestiones  que 
no  se  habían  planteado  en  el  juicio  y  por 
lo  tanto  no  pudo  haber  infringido  los  ar- 
tículos 2245^  2246,  y  2319  del  Código  Civi! 
de  1877.  Por  otra  parte,  en  el  juicio  no 
existen  pruebas  que  acrediten  que  el  con- 
trato principal  de  mutuo  se  haya  extin- 
guido, y  si  existen  probanzas  que  acredi- 
tan el  reconocimiento  por  parte  del  recu- 
rrente de  que  tanto  el  contrato  principal 
como  el  contrato  accesorio  de  fianza  se 
encontraban  vigentes. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  artícu'os  506.  513 
521  y  524  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil;  233  de  la  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  re- 
curso de  casación  interpuesto,  y  condena 
al  recuiTente  al  pago  de  las  costas  del  mis- 
mo y  a  una  multa  de  veinticinco  quetza- 
les, o  veinticinco  diag  de  prisión  simple,  si 
fuere  insolvente.  Notifiquese  y  con  certi- 
ficación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  au- 
tos al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñes  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Francisco  Menéndez  B.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Clemente 
Garda  Cano  y  Martina  Burgos  de  Cho- 
pén  contra  Juana  Guarén  viuda  de  Cha- 
malé  y  compañeros. 

DOCTRINA:  La  posesión  de  un  inmueble, 
debidamente  comprobada  y  apoyada  en 
un  justo  titulo,  dá  lugar  a  la  prescrip- 
ción y,  con  este  derecho,  puede  oponer- 
se a  otro  titulo  también  inscrito  con  an- 
terioridad. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Se  tiene  a  la  vista  para  resolver  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Clemen- 
te García  Cano  y  Martina  Burgos  de  Cfeo- 
pén,  auxiliadas  por  el  abogado  Francisco 
López  Cifuentes,  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sala  Segunda  de  Apelacione.s 
con  fecha  veinticinco  de  Septiembre  de! 
año  próximo  pasado,  confirmando  la  que 
pronunció  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Chimaltenango  en  el  juicio  ordinario  se- 
guido por  los  antes  nombrados  contra  Jua- 
na Guaran  viuda  de  Chamalé,  Juan  de  la 
Cruz,  Marcelo,  Leona,  Corona  e  Ignacio 
Chamalé:  fallo  en  el  cual  se  absolvió  a  los 
demandados,  declarándose  procedente  la 
excepción  de  cosa  juzgada  interpuesta  por 
éstos,  se  condenó  en  costas  a  los  actores, 
a  quienes  se  les  impuso,  además,  la  multa 
de  veinticinco  quetzales  por  su  temeridad, 
multa  que  fué  suprimida  por  el  tribunal 
de  segunda  instancia. 

Varios  son  los  juicios  que  se  han  segui- 
do con  relación  a  este  asiinto  y  consisten: 
el  primero,  en  una  acción  sobre  obtener 
la  posesión  de  la  finca  número  doscientos 
treinta  y  dos  (232),  folio  cuatrocientos  se- 
senta y  seis  (466)  del  libro  diecinueve  (19) 
antiguo,  consistente  en  un  terreno  de 
ochentiséis  cuerdas  y  media,  titulado  con- 
forme a  la  ley  de  Redención  de  Censos  a 
favor  de  José  Inés  Cano,  el  cual  poseia  in- 
debidamente Miguel  Chamalé,  quien,  al 
contestar  la  demanda  afirmó  haber  com- 
prado dicho  terreno  a  Encarnación  Juárez 
viuda  de  Cano  y  estaba  en  posesión  de  él 
desde  el  quince  de  enero  de  mil  novecien- 
tos diez,  como  constaba  en  la  escritura  pú- 
blica que  acompañó.  Al  ser  oida  la  parte 
actora  acerca  de  esta  oposición,  manifes- 
tó que  posteriormente  al  titulo  de  propie- 
dad que  a  ella  pertenece  fué  titulado  su- 
pletoriamente el  mismo  inmueble  por  En- 


carnación Juárez  viuda  de  Cano.  El  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Chimaltenango 
dictó  sentencia  el  dieciocho  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y  uno,  declarando 
que  la  posesión  del  inmueble  correspondía 
a  los  demandantes  y  condenó  a  Chamalé  a 
la  entrega  del  mismo,  dejando  a  salvo  su 
derecho  para  que  lo  ejercitara  en  la  for- 
ma legal.  Aunque  se  interpuso  el  recurso 
de  apelación,  se  declaró  abandonada  la  se- 
gunda instancia  por  resolución  fecha  quin- 
ce de  julio  del  mismo  año. 

El  segundo.  Con  motivo  de  lo  anterior- 
mente expuesto,  los  representantes  de  Mi- 
guel Chamalé  por  haber  fallecido  éste,  se 
presentaron  demandando  en  vía  ordinaria 
la  posesión  de  la  misma  finca,  asegurando 
haberla  adquirido  legalmente  en  virtud  de 
un  justo  título,  como  es  el  supletorio  ob- 
tenido por  la  señora  Encarnación  Juárez, 
habiéndose  inscrito  en  el  Registro  con  el 
número  mil  ciento  ochenta  y  dos  (1182), 
folio  setecientos  treinta  y  ocho  (738),  del 
libro  sesenta  y  cinco  (65)  de  Chimalte- 
nango, desde  el  cuatro  de  octubre  de  mil 
novecientos  seis,  habiendo  comprado  su 
causahabíente  el  quince  de  enero  de  mil 
novecientos  diez  como  ya  se  dijo,  por  lo 
que  les  favorecía  la  prescripción  para  ad- 
quirirla, demandando,  en  consecuencia,  la 
propiedad  de  la  misma,  y  la  cancelación  de 
la  inscripción  que  aparecía  hecha  con  el 
número  doscientos  treinta  y  dos  (232),  fo- 
lio cuatrocientos  sesenta  y  seis  (466),  del 
libro  diecinueve  (19)  antiguo,  relativa  al 
primer  título.  Seguido  este  juicio  por  to- 
dos sus  trámites  se  dictó  sentencia  el  vein- 
ticuatro de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos,  declarándose  que  Miguel 
Chamalé  es  legitimo  dueño  del  terreno 
cuestionado  y  se  mandó  a  cancelar  la  ins- 
cripción de  la  finca  que  lleva  el  número 
doscientos  treinta  y  dos  (232)  ya  mencio- 
nado. Esta  sentencia  fué  confirmada  por 
!a  Sala  Segunda  de  Apelaciones  con  fecha 
treinta  de  mayo  del  mismo  año. 

El  tercero.  El  dieciocho  de  marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y  tres,  Clemente 
García  se  presentó  interponiendo  deman- 
da contra  los  herederos  de  Miguel  Cha- 
malé, fundado  en  que  el  título  del  terre- 
no que  a  él  y  a  Martina  Burgos  de  Cho- 
pén  corresponde,  fué  extendido  e  inscrito 
con  mucha  anterioridad  al  supletorio  que 
originó  la  inscripción  a  favor  de  Chamalé 
al  núir.ero  mil  ciento  ochenta  y  dos 
(1182),  folio  setecientas  treinta  y  ocho 
(738),  del  libro  sesenta  y  cinco  (65)  de 
Guatemala,  motivo  por  el  cual  pedía,  que 
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trayéndose  a  la  vista  el  juicio  ordinario 
sobre  posesión  que  se  habia  seguido,  se 
diera  audiencia  al  demandado;  se  le  pre- 
viniera no  se  ausentara  del  lugar  sin  de- 
jar apoderado,  y  que  por  tratarse  de  una 
demanda  sobre  bienes  raíces  se  ordenara 
su  anotación  sobre  la  finca  disputada. 
Los  demandados  interpusieron  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada,  fundándose  en  las 
sentencias  dictadas  en  los  dos  juicios  an- 
teriores, y  el  Juez  resolvió  con  fecha  trein- 
ta de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres,  absolviendo  de  la  demanda,  funda- 
do en  la  excepción  opuesta:  y  como  no  se 
interpusiera  contra  el  fallo  ningún  recur- 
so, se  declaró  consentido  y  ejecutoriado, 
en  auto  del  propio  Juez,  fecha  diecisiete 
de  Julio  del  mismo  año,  y  aunque  de  este 
último  si  se  interpuso  apelación,  la  Sala 
lo  confirmó  en  resolución  de  fecha  doce 
de  Agosto  del  propio  año. 

El  cuarto.  El  ocho  de  marzo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  siete,  Clemente  Garcia 
Cano  y  Martina  Burgos  de  Chopén,  se  pre- 
sentaron demandando  nuevamente  en  via 
ordinaria  a  Juana  G-uarán  viuda  de  Chá- 
male y  a  los  herederos  de  Miguel  Cháma- 
le la  nulidad  e  insubsistencia  de  la  ins- 
cripción de  la  finca  número  mil  ciento 
ochenta  y  dos  (1182),  y  como  consecuen- 
cia la  propiedad  y  posesión  de  la  misma; 
la  nulidad  y  falsedad  del  titulo  supletorio 
expedido  a  favor  de  Encarnación  Juárez 
viuda  de  Cano  y  que  se  declare  que  es  una 
misma  finca  la  inscrita  con  los  dos  núme- 
los  mencionados.  De  los  documentos  pre- 
sentados aparece  que  el  primitivo  titulo 
de  propiedad  del  terreno  fué  expedido  el 
cuatro  de  agosto  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta a  favor  de  José  Inés  Cano  (aunque  el 
nombre  José  Inés  aparece  rascado),  regis- 
trado el  once  de  agosto  del  mismo  año, 
inscribiéndose  posteriormente  a  nombre 
de  Clemente  y  Mariano  Garcia  Cano  y 
luego  a  favor  de  Martina  Garcia  Burgos 
de  Chopén  el  doce  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos veintisiete.  Que  el  terreno  lla- 
mado "Santa  Isabel"  en  la  aldea  San  Ja- 
cinto del  departamento  de  Chimaltenan- 
go,  compuesto  de  cien  cuerdas  fué  titula- 
do supletoriamente  por  doña  Encarnación 
Juárez,  quien  aseguró  que  tenia  la  pose- 
sión de  él  desde  hacia  más  de  treinta  años, 
siendo  aprobada  la  información  por  auto 
del  veinte  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos cinco,  e  inscrito  con  fecha  cuatro  de 
octubre  de  mil  novecientos  seis.  Los  de- 
mandados alegaron  la  excepción  de  cosa 
juzgada  por  virtud  de  la  sentencia  recaí- 
da en  el  anterior  Juicio  que  contra  ellos 


se  habia  seguido.  La  parte  actora  se  opu- 
so a  la  excepción  propuesta,  alegando  que 
las  diligencias  supletorias  son  falsas,  por- 
que existía  con  anterioridad  un  titulo  ins- 
crito, y  por  consiguiente  la  inscripción  que 
de  ellas  se  hizo  es  nula;  que  la  demanda 
de  que  ahora  se  trata  es  distinta  de  la  an- 
terior, desde  luego  que  en  aquélla  se  venti- 
laba la  propiedad  y  posesión,  que  nada  tiene 
que  ver  con  él  presente  que  se  refiere  a  la 
nulidad  e  insubsistencia  de  la  inscripción 
de  las  diligencias  supletorias,  laS'  cuales 
no  constituyen  titulo  para  los  efectos  de 
la  prescripción,  pues  no  han  transcurrido 
diez  años  desde  la  fecha  de  la  inscripción 
en  el  Registro.  El  Juez  dictó  sentencia 
con  fecha  veinticinco  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  siete,  aceptó  la  execep- 
ción  de  cosa  juzgada  propuesta,  y  funda- 
do en  ella,  absolvió  a  los  demandados.  La 
Sala  Segunda  de  Apelaciones,  como  se  di- 
jo al  principio  de  la  presente  confirmó 
dicha  sentencia,  por  cuya  razón  los  de 
mandantes  interpusieron  el  recurso  de 
casación  denunciando  como  infringidos 
los  artículos  388,  389,  391,  396,  398,  787,  818 
819  del  Decreto  1932. 

CONSIDERANDO: 

Que  frente  al  título  de  propiedad  otor- 
gado a  favor  de  José  Inés  Cano  conforme 
a  la  Ley  de  Redención  de  Censos,  desde 
el  año  de  mil  ochocientos  ochenta,  el  cual 
fué  debidamente  inscrito  en  el  Registro 
con  el  número  doscientos  treinta  y  dos 
(232),  folio  cuatrocientos  sesenta  y  seis 
(4G6),  libre  diecinueve  (19)  antiguo,  .se 
encuentra  el  título  supletorio  solicitado 
por  Encarnación  Juárez  viuda  del  mismo 
señor  Cano,  el  cual  se  fundó,  como  era  la 
base  de  todos  los  títulos  de  esa  naturale- 
za, en  la  posesión  personal  y  propia  que 
tenia  desde  treinta  años  antes  en  el  mis- 
mo terreno;  sin  que  niguna  persona  se 
presentara  oponiéndose,  como  lo  pudieron 
hacer  y  debieron  hacerlo  los  herederos  del 
•señor  Cano,  desde  luego  que  la  nueva  ti- 
tulación les  causaría  notables  perjuicios, 
ya  de  momento,  en  cuanto  a  que  se  les 
privaba  de  la  posesión  de  lo  que  era  suyo, 
ya  con  el  transcurso  del  tiempo  que  ase- 
guraría los  derechos  de  los  nuevos  titu- 
lantes, medíante  la  prescinpción  que  es  io 
que  efectivamente  ha  sucedido,  sin  que 
los  primitivos  dueños  puedan  oponer  con- 
tra este  nuevo  titulo  que  convalida  la  pro- 
piedad de  los  segundos  mediante  la  pres- 
cripción, ninguna  acción  máxime  que  ya 
en  el  Registro  no  aparece  vigente  la  Ins- 
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cripción  en  favor  del  titulante  como  era 
doña  Encarnación  Juárez  viuda  de  Cano, 
sino  a  nombre  de  un  tercero  como  es  Mi- 
guel Chámale,  que  adquirió  el  inmueble 
sin  que  tuviese  ninguna  anotación  en  el 
Registro  y  quien  tiene  derecho  para  unir 
a  su  posesión  la  de  sus  antecesores,  de  tal 
manera  que  también  lo  tiene  para  defen- 
der su  propiedad  como  inviolable  que  es, 
de  no  ser  perturbado  en  su  posesión;  a 
que  se  le  obligue  a  cederla  sino  en  el  caso 
señalado  por  la  ley,  y  a  reivindicarla  de 
cualquier  poseedor.  Y  si  bien  estos  mis- 
mos derechos  correspondían  en  primer 
término  a  J.  Inés  Cano  o  sua  sucesores,  su 
negligencia  en  defenderlos  oportunamen- 
te dió  lugar  a  que,  con  el  trannscurso  del 
tiempo,  ya  no  puedan  ejercitarlos  por  co- 
riesponder  su  ejercicio  actualmente  a 
otras  personas  como  son  en  este  caso,  los 
sucesores  de  Miguel  Chamalé  y,  por  con- 
siguiente, la  sentencia  que  se  examina  al 
absolver  a  éstos  de  la  demaxida,  fundán- 
dtose  en  que  existe  cosa  juzgada  por  vir- 
tud de  lo  resuelto  en  los  anteriores  jui- 
cios de  que  se  ha  hecho  referencia,  decla- 
ratoria que  no  ha  sido  impugnada  en  el 
recurso  interpuesto,  ya  que  sobre  ese  par- 
ticular no  se  cita  como  infringida  nin- 
guna de  las  leyes  en  que  se  funda  tai 
excepción;  no  pueden  estimarse  como  vio- 
lados los  artículos  388,  389,  391,  396,  398 
del  Código  Civil, 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  tratado  sobre  títulos  supleto- 
rios que  estaba  en  vigor  cuando  se  expi- 
dió el  solicitado  por  Encarnación  Juárez 
viuda  de  Cano,  no  se  comprendía  ningu- 
na disposición  análoga  a  la  contenida  en 
el  artículo  787  del  nuevo  Código  Civil  y. 
por  consiguiente,  no  puede  darse  a  ésta 
un  efecto  retroactivo,  y,  no  siendo  aplica- 
ble, no  pudo  ser  infringida. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  se  han  infringido  los  ar- 
tículos 818  y  819  del  Código  últimamente 
citado,  por  cuanto  que  ellos  se  refieren  a 
la  adquisición  de  bienes  por  herencia,  sea 
por  voluntad  de  una  persona  manifesta- 
da en  su  testamento,  sea  por  disposición 
de  la  ley;  y  los  derechos  de  los  deman- 
dantes, como  herederos  del  señor  Cano, 
no  han  sufrido  alteración,  pues  fueron 
declarados  como  tales  y  en  ese  concepto 
han  gestionado,  y  si  no  han  tenido  el  éxito 


que  se  propusieron,  ello  obedece  a  otras 
causas  muy  ajenas  a  su  condición  de  he- 
rederos, las  cuales  han  quedado  relacio- 
nadas anteriormente. 

•    POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
ye en  los  artículos  512,  513  y  522  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 
233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, estima  que  la  resolución  recurrida  e.stá 
arreglada  a  derecho  y  en  consecuencia  se 
declara  improcedente  el  recurso  inter- 
puesto; se  condena  al  que  lo  interpuso  al 
pago  de  las  costas  del  mismo  y  a  una 
multa  de  veinticinco  quetzales,  que  en  ca- 
so de  insolvencia  se  sustituirá  por  veinti- 
cinco días  de  prisión  simple.  Notifiquese, 
repóngase  el  papel  de  conformidad  con  la 
ley,  y  como  corresponde,  devuélvanse  los 
antecedentes    al    tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Francisco  Menéndez  B.  — 
Max  García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  el  señor  Juan 
Castellanos  Samayoa  y  el  Licenciado 
Alfonso  López  Arroyo. 

DOCTRINA:  No  pueden  estimarse  como 
prueba  las  posiciones  cuya  producción 
en  autos  se  omitió  durante  el  término 
respectivo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  en  virtud  de  recurso  de  casación  la 
sentencia  en  que  la  Sala  primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  con  fecha  del  cinco 
de  julio  próximo  pasado,  confirmó  la  pro- 
ferida el  cuatro  de  mayo  anterior  por  el 
Juez  primero  de  primera  instancia  de  este 
departamento  en  el  juicio  ordinario  segui- 
do con  el  auxilio  del  Licenciado  Juan  Ra- 
fael Salinas  por  don  Juan  Castellanos 
Samayoa,  contra  el  Licenciado  en  Farma- 
cia Alfonso  López  Arroyo,  que  actuó  bajo 
la  dirección  del  Licenciado  José  Francis- 
co Mena.  Las  partes  tienen  su  domicilio 
en  la  ciudad  de  Escuintla,  y  el  recurso  fue 
interpuesto  por  el  demandado,  con  el  au- 
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xilio  de  su  abogado  director  y  citando  como 
infringidos  los  articules  1425,  1913,  1915 
del  Código  civil;  358  y  364  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil: 

Resultando  que  el  treinta  y  uno  de  ene- 
ro del  año  en  curso  don  Juan  Castellanos 
Samayoa,  demandó  ante  el  Juez  primero 
de  primera  instancia  de  este  departamen- 
to la  declaración  de  que  el  Licenciado  Al- 
fonso López  Arroyo  le  adeuda  cincuenta 
mil  pesos  billetes)  de  la  emisión  antigua  o 
su  equivalente  en  quetzales,  los  intereses 
correspondientes  a  dicha  suma  desde  el 
mes  de  junio  de  mil  novecientos  treinti- 
siete,  hasta  su  pago  efectivo,  más  las  cos- 
tas, daños  y  perjuicios. 

Resultando  que  tal  demanda  se  tuvo  por 
contestada  negativamente  en  rebeldía  del 
demandado,  y  que  abierto  el  juicio  a  prue- 
ba, según  consta  en  autos,  y,  especialmen- 
te, en  la  razón  puesta  por  el  Secretario  al 
íolio  diez  de  la  pieza  de  primera  instancia, 
solamente  se  produjo  como  tal,  el  primer 
testimonio  de  la  escritura  número  treinti- 
séis,  autorizada  en  la  ciudad  de  Escuintla 
a  los  treinta  dias  del  mes  de  abril  de  mil 
novecientos  treinta  y  uno  por  el  Notario 
Vicente  Grajeda,  en  la  cual  aparece:  que 
el  Licenciado  Alfonso  López  Arroyo  decla- 
ró haber  recibido  a  mutuo  de  don  Juan 
Castellanos  cincuenta  mil  pesos  billetes 
nacionales,  al  uno  y  medio  por  ciento  de 
interés  mensual,  que  se  obligó  a  pagar  no 
más  tarde  del  último  de  enero  de  mil  no- 
vecientos treintidós. 

Resultando  que  la  intervención  del  re- 
currente durante  el  desarrollo  de  la  pri- 
mera instancia,  se  limitó:  primero,  a  pe- 
dir que  se  tuvieran  como  prueba  de  su  par- 
te ciertos  documentos  que  obran  en  un 
procedimiento  ejecutivo  que  le  entabló  el 
señor  Castellanos  Samayoa,  pero  como  no 
especificó  tales  documentos,  dicha  peti- 
ción le  fué  denegada,  sin  objeción  alguna 
de  su  parte;  y  segundo,  a  interponer  el 
recurso  de  apelación  contra  la  sentencia 
que  confirmó  la  Sala  sentenciadora,  la 
cual,  en  lo  conducente,  se  encuentra  con- 
cebida en  los  siguientes  términos  ". .  .De- 
clara: que  el  Licenciado  don  Alfonso  Ló- 
pez Arroyo,  debe  a  don  Juan  Castellanos 
la  suma  de  cincuenta  mil  pesos  billetes 
de  la  antigua  emisión,  o  su  equivalente  en 
quetzales,  y  sus  intereses  respectivos  des- 
de el  mes  de  junio  de  mil  novecientos  trein- 
tisiete,  que  debe  pagar  dentro  de  tercero 
día".  En  la  segunda  instancia,  se  concre- 
tó a  expresar  los  agravios  que  estimó  pro- 
cedentes. 


Considerando  que  si  bien  es  cierto  que 
en  el  procedimiento  ejecutivo  de  que  se 
hizo  mérito  obran  ciertas  diligencias  de 
posiciones  que  podrían  invocarse  como 
fundamento  de  la  tesis  sustentada  por  el 
recurrente  acerca  de  que  se  prorrogó  el 
plazo  estipulado  en  la  escritura  pública  que 
se  produjo  en  autos,  también  lo  es  que,  por 
la  razón  indicada,  tales  posiciones  carecen 
en  absoluto  de  eficacia  sobre  el  caso  que 
fué  objeto  de  la  sentencia  reciu-rida,  pues- 
to que  no  se  presentaron  como  prueba  du- 
rante el  término  respectivo,  y  que,  por  ese 
motivo,  el  Tribunal  sentenciador  no  infrin- 
gió ninguno  de  los  artículos  citados  por 
el  Licenciado  López  Arroyo,  infracción  que 
se  hizo  consistir  en  el  hecho  de  haberse 
prescindido  de  la  evidencia  que  se  despren- 
de de  dichas  posiciones. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tan- 
to, desestima  el  recurso  interpuesto,  y  en 
cumplimiento  de  lo  prescrito  por  el  articu- 
lo 521  del  Código  de  enjuiciamiento  civil  y 
raercantil,  condena  en  las  costas  al  recu- 
rrente y  le  impone  veinticinco  quetzales 
de  multa,  que  en  caso  de  insolvencia  se- 
rán conmutados  con  veinticinco  dias  de 
prisión  simple,  que  cumplirá  en  lugar  des- 
tinado al  efecto  en  esta  capital.  Notifi- 
quese,  repóngase  el  papel  en  la  forma  que 
determina  el  articulo  27  del  Decreto  Le- 
gislativo número  2009  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos.  i 

Raf.  Ordónez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Folanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  de  nulidad,  seguido  por 
Fidel  Maximiliano  Echeverría  Meza  con- 
tra Rosalina  Echeverría  Meza  de  Flores 
y  Federico  Flores  Barrios. 

DOCTRINA:  La  promesa  de  compra-venta 
de  un  derecho  sobre  una  casa  que  se 
posee  en  común,  no  contraviene  a  las 
disposiciones  que  rigen  en  materia  de 
comunidad  de  bienes,  porque  la  prome- 
sa no  transmite  el  dominio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 
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Por  recurso  de  casación,  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  se  examina  la  sen- 
tencia que  con  íecha  diez  de  junio  próxi- 
mo pasado,  dictó  la  Sala  Cuarta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  en  el  juicio  ordinario 
de  nulidad  de  un  contrato  y  de  la  escri- 
tura que  lo  contiene,  seguido  por  Fidel 
Maximiliano  Echeverría  Meza  contra  Rosa- 
lina  Echeverría  Meza  de  Flores  y  Federi- 
co Flores  Barrios. 

El  veinticuatro  de  mayo  del  año  próxi- 
mo pasado,  Fidel  Echeverría  se  presentó 
ante  el  juez  de  primera  instancia  del  Qui- 
ché  y  expuso:  que  por  herencia  de  su  pa- 
dre General  don  Fidel  Echeverría  adquirió 
su  hermana  Rosalina  Echeverría  Meza  de 
Flores,  la  finca  rústica  llamada  ''Napolera", 
registrada  con  el  número  siete  mil  tres- 
cientos diez  (7310),  folio  diez  y  ocho  (18), 
tomo  treinta  y  nueve  (39)  del  Quiché,  que 
limita  al  norte  con  el  licenciado  Domingo 
Soto  Echeverría,  zanja  y  alambrado  de  por 
medio;  al  oriente  con  Miguel  Villegas,  río 
de  por  medio;  al  sur  con  don  Elisardo  Ru- 
bín y  al  poniente,  con  "El  Potrero"  que  co- 
rresponde a  los  siete  herederos  del  Gene- 
ral Echeverría,  Amalia,  Sofía,  Francisca, 
María  Luisa,  Rosalina,  Fidel  Maximiliano  y 
Oswaldo  Echeverría  Meza.  "El  Potrero"  lo 
adquirieron  pro-indivisamente  por  heren- 
cia de  su  madre  Aquilina  Meza  de  Eche- 
verría, contiguo  al  anterior  y  separado  por 
una  linea,  registrado  al  folio  cuatro  (4), 
libro  primero  (lo.),  número  noventa  y  cin- 
co (95);  limita  al  oriente  con  el  terreno 
llamado  "Napolera",  adjudicado  a  Rosali- 
na Echeverría  Meza  de  Flores,  línea  de 
por  medio;  al  poniente,  con  Luis  Flores, 
calle  de  por  medio;  al  sur,  con  el  mismo 
terreno  "Napolera".  calle  de  por  medio;  y 
al  norte,  con  el  terreno  del  Licenciado  Do- 
mingo Soto  Echeverría;  este  raíz  se  cono- 
ce con  el  nombre  "El  Potrero".  Que  Ro- 
salina Echeverría  Meza  de  Flores,  por  es- 
critura número  ochenta,  de  cinco  de  mayo 
de  mil  novecientos  treinta  y  siete,  prome- 
tió en  venta  el  terreno  "Napolera",  inclu- 
yendo la  acción  que  le  corresponde  en  la 
finca  "El  Potrero",  tratando  de  imponer 
con  esto  la  servidumbre  de  paso  y  de  agua 
p  favor  de  la  primera  finca,  sin  consen- 
timiento de  los  comuneros.  Que  la  comu- 
nidad de  bienes  es  una  sociedad  y  como 
tal,  cualquiera' de  las  comuneros  para  ven- 
der a  un  extraño,  debe  instruir  a  éstos  de 
la  venta  de  su  acción,  para  hacer  uso  del 
derecho  de  tanteo;  toda  vez  que  el  derecho 
de  cada  uno  de  los  comuneros  sobre  la  co- 
sa común,  es  el  mismo  que  el  de  los  socios 


en  el  haber  social.  Concluyó  diciendo,  que 
demandaba  en  vía  ordinaria  a  doña  Rosa- 
lina  Echeverría  Meza  de  Flores  y  a  don  Fe- 
derico Flores  Barrios,  la  nulidad  del  con- 
trato de  promesa  de  venta  y  nulidad  de 
la  escritura  que  lo  originó,  ofrenciendo 
desde  luego  el  valor  del  inmueble  prome- 
tido en  venta,  y  al  cual  tenia  como  comu- 
nero la  preferencia.  Acompañó  primer 
testimonio  de  la  escritura  de  promesa  de 
venta  otorgada  por  Rosalina  Echeverría 
Meza  de  Flores  a  favor  de  Federico  Flores 
Barrios,  del  terreno  llamado  "Napolera"  y 
el  derecho  igual  a  la  séptima  parte  que  la 
otorgante,  como  heredera  de  Aquilina  Me- 
za de  Echeverría,  tiene  en  el  terreno  lla- 
mado "El  Potrero";  y  en  el  que  consta  tam- 
bién que  la  expresada  señora  recibió  del 
señor  Flores  Barrios  !a  suma  de  doscien- 
tos quetzales  en  ese  acto  y  el  resto  de  cin- 
cuenta quetzales,  lo  recibiría  al  otorgar 
las  correspondientes  escrituras  de  propie- 
dad de  io  prometido  en  venta. 

Rosalina  Echeverría  Meza  de  Flores  Ba- 
rrios, al  contestar  la  demanda,  dijo:  que 
por  más  que  quisiera  sostener  el  contrato 
de  promesa  de  venta,  no  le  era  posible,  por 
estar  contra  preceptos  legales,  pues  la  fin- 
ca "El  Potrero",  registrada  con  el  número 
mil  setecientos  noventa  y  dos  (1792)  folio 
doscientos  ochenta  y  seis  (286),  tomo  no- 
veno (9o.)  del  Quiché,  la  posee  pro-indi- 
visamente con  sus  hermanos,  por  lo  que 
está  sujeta  a  tratado  de  mancomunidad, 
imponiéndose  así  la  nulidad  solicitada,  y 
no  quedándole  más  remedio  que  consig- 
nar a  favor  de  Federico  Flores  Barrios,  los 
doscientos  quetzales  que  anticipó  como 
parte  del  valor  de  la  venta.  Federico  Flo- 
res Barrios,  contestó  negativamente  la  de- 
manda y  dijo:  que  una  vez  que  la  señora 
Echeverría  de  Flores»  se  adhirió  a  ella,  po- 
niéndose en  el  concepto  como  si  fuera  tam- 
bién demandante,  le  proponía  la  recon- 
vención, en  el  sentido  de  que  esta  señora 
»stá  obligada  a  otorgarle  la  escritura  re- 
gistrada de  los  dos  predios,  llenando  pre- 
viamente los  requisitos  de  ley;  y,  en  caso 
contrario,  a  devolverle  lo  que  recibió  como 
9,rras  en  la  forma  legal.  Contestada  ne- 
gativamente la  reconvención,  el  juicio  fué 
abierto  a  prueba,  y  a  solicitud  del  actor 
se  tuvieron  como  tales  el  testimonio  de  la 
escritura  de  promesa  de  venta  antes  re- 
'.acionado  y  la  certificación  del  registro  de 
la  propiedad,  en  donde  consta:  que  ¡a  fin- 
ca "El  Potrero"  está  poseída  en  mancomún 
por  aquél  y  sus  demás  hermanos. 
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El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: lo.,  que  es  nulo  el  contrato  celebrado 
entre  Rosalina  Echeverría  de  Flores  y  Fe- 
derico Flores  Barrios,  con  fecha  cinco  de 
mayo  de  mil  novecientos  treinta  y  siete, 
relativo  a  la  promesa  de  venta  de  la  finca 
rústica  número  siete  mil  trescientos  diez 
(7310),  folio  diez  y  ocho  (18),  del  tomo 
treinta  y  nueve  (39)  y  del  derecho  corres- 
pondiente a  la  señora  de  Flores,  en  la  nú- 
mero mil  setecientos  noventa  y  dos  (1792), 
foho  doscientos  ochenta  y  seis  (286),  del 
tomo  noveno  (9o.);  y  por  lo  mismo  insub- 
sistente Ja  escritura  número  ochenta  en 
que  está  contenido  el  contrato  de  mérito; 
2o.,  que  absuelve  a  Rosalina  Echeverría 
Meza  de  ñores  Barrios,  de  la  reconven- 
ción propuesta  por  Federico  Flores  Ba- 
rrios, dejando  a  salvo  los  derechos  de 
éste  para  obtener  la  devolución  de  la 
cantidad  anticipada  de  doscientos  quet- 
zales; y  que  no  hay  especial  condenación 
en  costas. 

La  Sala,  al  conocer  en  apelación,  confir- 
mó la  sentencia  de  primer  grado,  con  la 
enmienda  de  que  la  escritura  de  promesa 
de  venta  también  se  declara  nula.  Se  fun- 
da en  que  la  señora  Echeverría  Meza  de 
Flores,  no  podía  vender  su  acción  que  tie- 
ne en  la  finca  "El  Potrero",  sin  antes  ob- 
tener el  consentimiento  de  sus  demás  her- 
manos co-propietarios-,  pues  la  ley  se  lo 
prohibía;  y  como  lo  hizo  pasando  sobre 
ésta,  el  acto  prometido,  recibiendo  parte 
del  valor  y  ofreciendo  otorgar  escritura  de 
dominio,  no  tiene  valor  legal.  Que  como 
en  el  mismo  contrato  se  prometió  vender 
también  una  finca  que  es  de  la  exclusi- 
va propiedad  de  la  señora  Echeverría  Me- 
za de  Flores,  y  como  el  precio  es  uno  por 
esta  finca  y  la  acción  de  la  otra,  el  contra- 
to es  nulo  en  su  totalidad;  vicio  que  al- 
canza también  a  la  escritura.  Que  la  re- 
convención era  improcedente,  porque  la  se- 
ñora Echeverría  Meza  de  Flores  no  tenía 
en  el  juicio  el  carácter  de  actora,  razón  por 
la  cual  era  procedente  absolverla  de  dicha 
reconvención  y  dejar  a  salvo  los  derechos 
del  señor  Flores  Barrios  para  pedir  la  de- 
volución del  dinero  que  anticipó. 

Federico  Flores  Barrios,  con  auxilio  del 
abogado  Ernesto  Polanco,  interpuso  contra 
ese  pronunciamiento  recurso  extraordina- 
rio de  casación,  por  violación  de  ley  y  cita 
como  infringidos  los  artículos  1010,  1803, 
2267,  1503,  1504  del  Código  Civil.  Pedidos 
los  antecedentes,  se  señaló  día  para  la  vis- 
ta y  habiendo  ésta  tenido  lugar,  es  el  caso 
de  resolver. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  promesa  de  compra-venta,  según 
lo  expresa  la  misma  ley,  no  es  venta;  es 
decir,  no  transfiere  el  dominio  de  la  cosa, 
ni  el  riesgo  o  provecho  al  comprador;  de 
tal  manera  que  teniendo  el  carácter  de 
promesa  de  venta  el  contrato  que  con  fe- 
cha cinco  de  mayo  del  año  próximo  pasa- 
do, celebraron  Rosalina  Echeverría  Meza 
de  Flores  y  Federico  Flores  Barrios,  y  no 
obstante  que  en  él  aquella  prometió  vender 
a  éste,  que  es  persona  extraña  a  la  comu- 
nidad, su  derecho  en  la  cosa  que  en  co- 
mún posee  con  sus  hermanos,  con  ello  no 
se  ha  contravenido  a  las  disposiciones  que 
rigen  en  materia  de  comunidad  de  bienes; 
ya  que  para  la  promesa  no  era  necesario 
el  consentimiento  de  los  comuneros,  por- 
que por  medio  de  ella  no  se  trasmite  al  se- 
ñor Flores  Barrios  ningún  derecho  sobre 
la  cosa  común,  sino  solo  se  le  ha  prometí- 
do  vender  un  derecho;  por  lo  que  la  Sala 
sentenciadora  al  estimar  lo  contrario,  in- 
fringió el  artículo  1503  del  Código  Civil; 
y,  como  consecuencia,  aplicó  indebidamen- 
te los  números  2267  en  relación  con  el  1803 
del  mismo  Código;  por  lo  que  procede  ca- 
sar y  anular  el  fallo  recurrido  y  dictar  el 
que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  Rosalina  Echeverría  de  Flores  no  in- 
tervino en  el  juicio  en  concepto  de  parte 
actora,  sino  de  demandada,  pues  no  le  qui- 
ta este  carácter  el  hecho  de  haber  contes- 
tado favorablemente  la  demanda  de  nuli- 
dad; por  lo  que  en  esa  condición  no  es 
posible  que  se  discuta  válidamente  en  es- 
te juicio,  por  medio  de  reconvención,  la 
acción  que  pueda  derivarse  — en  su  caso- 
de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  promesa 
de  venta.  En  tal  virtud,  dicha  acción  es 
improcedente,  y  debe  quedar  reservado  su 
ejercicio  para  su  oportunidad  y  en  el  jui- 
cio respectivo.  Articulo  250  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  227, 
228,  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  156,  506,  518  y  524  Código  do  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil.  CASA  Y 
ANULA  el  fallo  recurrido  y  resolviendo  so- 
bre lo  principal,  absuelve  de  la  demanda 
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cié  nulidad  a  Rosalina  Echeverría  Meza  de 
Flores  y  a  don  Feredico  Flores  Barrios;  y 
en  cuanto  a  la  acción  que  presentó  el  .se- 
ñor Flores  Barrios  contra  la  señora  Eche- 
verría Meza  de  Flores,  es  improcedente  per 
estar  propuesta  en  forma  de  reconvención, 
por  iQ  que  la  deja  a  salvo  para  que  pueda 
ejercitarla  conforme  a  la  ley.  No  hay  es- 
pecial condenación  en  costas.  Notifíque- 
se,  como  corresponde  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  tribunal  de  su  origen;  y  re- 
póngase el  papel  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  por  el  articulo  27  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Raf.  Ordónez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  sobre  nulidad  de  un  tes- 
tamento, seguido  por  doña  Jesús  Adela 
Duarte  Castañeda  por  viedio  de  su  apo- 
derado Alejandro  Duarte,  contra  Pedro 
Medina  Duarte. 

DOCTRINA:  No  es  nulo  el  testamento  otor- 
gado ante  notario  que  al  tiempo  de  ha- 
cerlo no  tiene  limitación  en  su  capaci- 
dad para  el  ejercicio  de  la  profesión. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  fe- 
cha quince  de  agosto  del  año  en  curso,  dic- 
tada por  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  el  juicio  ordinario  de  nuli- 
dad seguido  por  doña  Jesús  Adela  Duarte 
Castañeda,  por  medio  de  su  apoderado 
Alejandro  Duarte,  contra  don  Pedro  Medi- 
na Duarte. 

—  I  — 

El  tres  de  noviembre  del  año  próximo 
pasado,  doña  Jesús  Duarte  Castañeda,  se 
presentó  ante  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Jutiapa,  ma- 
nifestando entre  otras  cosas:  que  su  her- 
mana legítima  María  Sebastiana  Duarte 
Castañeda,  el  veintisiete  de  noviembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  en  la  ha- 
cienda "Juan  Martin",  del  Municipio  de 
Asunción  Mita,  ante  el  Notario  José  Ernes- 
to Vásquez  Avilés,  a  las  once  horas,  ordenó 


su  testamento,  por  el  cual  instituyó  here- 
dero universal  a  su  sobrino  Pedro  Medina 
Duarte,  domiciliado  en  la  propia  hacien- 
da; los  bienes  dejados  en  concepto  de  he- 
rencia al  señor  Medina  Duarte,  son:  la  ha- 
cienda "Juan  Martin",  parte  de  la  hacien- 
da "Santa  Rosa",  y  los  demás  bienes  que 
resultaran  y  fueren  de  su  pertenencia.  El 
aludido  instrumento  público  que  pasó  ante 
el  Notario  mencionado,  fué  practicado  con- 
tra terminantes  disposiciones  de  la  ley  po- 
sitiva, como  son  los  artículos  lo.,  2o.,  inci- 
sos lo.  y  2o.  del  Decreto  número  1563  (ley 
de  notariado),  porque  el  Licenciado  Vás- 
quez Avilés  tenia  auto  motivado  de  prisión, 
proferido  por  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  Departamento  de  Chíquimula,  con 
fecha  siete  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  por  el  delito  de  estafa,  como 
puede  verse  de  la  certificación  acompaña- 
da; que  para  ejercer  la  profe.sión  de  nota- 
rio, se  requiere  ser  ciudadano,  mayor  de 
edad,  guatemalteco  de  origen,  hallarse  en 
el  goce  de  sus  derechos  civiles  y  políticos 
y  ser  del  estado  seglar.  El  auto  de  prisión 
provisional,  suspende  los  derechos  del  ciu- 
dadano y  como  consecuencia  jurídica  trae 
aparejada  la  prohibición  absoluta  al  te- 
nor de  los  artículos  insertos,  el  ejercicio  de 
la  profesión  de  notario.  El  artículo  9o.,  de 
los  preceptos  fundamentades  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  establece 
que  los  actos  ejecutados  contra  el  tenor  de 
las  leyes  prohibitivas,  son  nulos  con  la 
salvedad  que  ese  mismo  precepto  estable- 
ce. Por  consecuencia  lógica- jurídica,  el 
testamento  otorgado  en  la  hacienda  "Juan 
Martín"  ante  los  oficios  del  Licenciado 
Vásquez  Avilés,  es  nulo  de  toda  nulidad,  ya 
que  fué  ejecutado  contra  el  tenor  y  espí- 
ritu de  leyes  prohibitivas.  Habiéndose  ra- 
dicado el  juicio  testamentario  de  doña  Ma- 
ria  Sebastiana  Duarte  Castañeda  en  ese 
Tribunal  (Jutiapa)  el  que  se  declaró  legi- 
timo, se  opone  al  juicio  testamentario  y 
a  impugnar  y  redargüir  de  nulidad  el  tes- 
tamento expresado  por  encontrarse  aquel 
profesional  en  imposibilidad  legal  y  prohi- 
bición de  la  misma  naturaleza  para  proce- 
der a  la  facción  del  testamento  aludido,  y 
además,  el  notario  Vásquez  Avilés  fué  con- 
denado por  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
el  veintinueve  de  julio  (1937),  por  el  de- 
lito de  coacción,  derivado  del  mismo  pro- 
ceso a  que  se  refiere  el  auto  de  prisión  por 
estafa;  y  que  tiene  la  calidad  (la  presen- 
tada) de  heredera  legitima  de  su  expre- 
sada hermana  (la  testadora).  Cita  los 
fundamentos  de  derecho  y  pide:  que  sean 
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resueltos  en  la  sentencia  y  previamente: 
a)  dar  audiencia  a  don  Pedro  Medina 
Duarte  en  su  carácter  de  heredero  univer- 
sal instituido  en  el  testamente  cuya  nuli- 
dad demanda:  b)  prevenirle  se  constituya 
en  el  lugar  del  juicio  por  sí  o  por  medio  de 
apoderado;  c)  librar  despacho  al  Juez  me- 
nor de  Asunción  Mita,  lugar  de  su  residen- 
cia para  los  efectos  de  la  notificación  de 
la  demanda;  d)  ordenar  el  depósito  en  po- 
der de  un  tercero  de  las  fincas  testadas  y 
de  todos  los  semovientes  de  la  mortual;  e) 
que  la  demanda  se  anote  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  Inmueble;  f)  que  al  profe- 
rirse el  fallo  se  declare  la  nulidad  del  tes- 
tamento otorgado  por  su  hermana  María 
Sebastiana  Duarte  Castañeda,  y  se  cance- 
len en  el  Registro  las  inscripciones  de  do- 
minio a  favor  de  Pedro  Molina  Duarte, 
relacionadas  con  los  bienes  y  el  tes- 
tamento de  mérito;  g)  condenar  en  cos- 
tas, daños  y  perjuicios  al  demandado  y 
en  los  usufructos  de  todos  los  bienes  de  la 
mortual  que  también  demanda;  h)  ofrece 
probar  los  extremos  de  la  demanda  con  la 
certificación  expedida  por  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  departamento  de 
Chiquimula,  relativo  al  auto  de  prisión  dic- 
tado por  el  delito  de  estafa  contra  el  Li- 
cenciado Vásquez  Avilés;  con  la  certifica- 
ción de  la  sentencia  dictada  por  el  Tribu- 
nal de  casación  contra  dicho  profesional 
que  presentará;  con  todo  lo  actuado  en  el 
juicio  testamentario  referido,  incluyendo 
el  testamento  que  sirvió  de  base;  i)  que  se 
agregue  el  memorial  al  juicio  testamenta- 
río  de  referencia  y  que  la  demanda,  por  la 
calidad  de  la  naturaleza  de  la  prueba  en 
que  la  funda,  se  resuelva  como  punto  de 
derecho;  j)  que  se  comisione  al  Juez  me- 
nor de  Asunción  Mita  para  que  por  inven- 
tario haga  entrega  de  los  bienes  al  deposi- 
tario interventor. 

Posteriormente  se  tuvo  como  apoderado 
de  la  demanda  al  señor  Alejandro  Duarte 
y  se  dió  audiencia  al  demandado,  previ- 
niéndole se  contituyera  en  aquella  ciudad 
(Jutíapa)  por  sí  o  por  medio  de  apodera- 
do; sin  lugar  los  puntos  d)  y  e),  y,  en  cuan- 
to a  lo  demás,  que  se  tenga  presente  para 
su  oportunidad.  Por  escrito  de  nueve  de 
noviembre  (1937),  fué  ampliada  la  deman- 
da en  el  sentido  de  perseguir  también  la 
propiedad  y  posesión  de  las  fincas  "Juan 
Martin',  y  "Santa  Rosa"  y  sus  Anexos,  pi- 
diendo también  la  propiedad  y  posesión 
de  todos  los  semovientes  y  enseres  que  se 
encuentran  en  la  finca  de  mérito  y  que 
sean  depositados  los  semovientes;  amplia- 
ción que  fué  repelida. 


El  veintisiete  de  noviembre  (1937),  el  de- 
mandado contestó  la  demanda,  manifes- 
tando entre  otras  cosas:  que  doña  Jesús 
Adela  Duarte  Castañeda,  demanda  la  nu- 
lidad del  testamento  otorgado  por  doña 
María  Sebastiana  Duarte  ante  el  Notario 
Ernesto  Vásquez  Avilés;  que  en  ese  testa- 
mento lo  instituyó  único  y  universal  he- 
redero; que  en  ese  mismo  se  revocó  el  otor- 
gado por  la  misma  señora  con  anteriori- 
dad ante  el  Notario  Valentín  Fernández  Ro- 
sa, en  el  cual  había  sido  instituido  herede- 
ro con  igual  carácter;  que  al  fallecer  se 
radicó  la  testamentaria  apoyado  en  el  úl- 
timo testamento,  el  que  fué  declarado  le- 
gítimo; que  la  demandante  pretende  la  in- 
validez del  testamento,  en  virtud  que  el 
Notario  Vásquez  Avilés  se  hallaba  suspen- 
so en  el  ejercicio  de  su  profesión  por  tener 
auto  de  prisión;  que  evidentemente  la  ca- 
pacidad del  Notario  es  básica  y  fundamen- 
tal para  la  validez  de  toda  escritura  públi- 
ca y  m.ás  tratándose  del  testamento;  que 
no  desconoce  la  razón  aparente  que  se  pre- 
senta contra  la  validez  del  testamento; 
tendría  su  eficacia  legal  si  real  y  efecti- 
vamente el  Notario  Vásquez  Aviles  hubie- 
ra tenido  firme  en  su  contra  el  auto  de  pri- 
sión cuanod  autorizó  el  testamento,  pero 
no  es  así,  el  Juzgado  de  la.  Instancia  de 
Chiquimula,  con  fecha  siete  de  octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  pronunció 
sentencia  absolutoria  y  la  Sala  Quinta  de 
Apelaciones,  la  confirmó  el  cuatro  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  treinta  y  seis; 
que  desde  ese  momento  el  Notario  Vásquez 
Avilés  recobró  sus  derechos,  la  capacidad 
legal  para  ejercer  la  porfesión  de  notaria- 
do, en  virtud  de  que  ambas  sentencias  tie- 
nen la  misma  base  y  fundamento;  que  la 
ejecución  de  las  sentencias  procede  no  obs- 
tente  la  interposición  del  recurso  de  casa- 
ción y  hallarse  éste  en  ese  trámite  como  ha 
ocurrido  en  el  caso  del  Notario  Vásquez 
Avilés;  que  la  misma  Sala  en  el  caso  de  los 
señores  Palma  de  Salinger  y  Leach  hizo 
aplicación  del  principio  de  que  en  virtud  de 
las  sentencias  absolutorias  y  hasta  tan- 
to la  Corte  Suprema  de  Justicia  hubiera 
proferido  fallo,  el  Notario  Vásquez  Avilés 
estaba  en  capacidad  legal  para  ejercer  fus 
profesiones;  que  conoce  el  fallo  de  casa- 
ción contra  el  Notario  Vásquez  Avilés  en 
el  hecho  pesquisado  y  calificado  de  coac- 
ción y  no  de  estafa,  pero  este  fallo  por  ser 
posterior  a  la  autorización  del  testamento 
de  la  señora  Duarte  Castañeda  en  nada 
afecta  su  validez  legal;  que  si  se  concretara 
únicamente  a  la  demanda  de  la  nulidad,  se- 
ría suficiente  para  controvertir  la  ejcposi- 
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ción  que  precede,  ya  que  con  ella  demuestra 
que  el  Notario  Vásquez  Avilés  en  la  época  en 
que  autorizó  el  testamento  gozaba  de  la 
capacidad  legal  en  ejercicio  como  notarlo 
en  Virtud  de  los  fallos  absolutorios  confor- 
mes de  primera  y  segunda  instancia,  que 
rehabilitaron  ipso  facto  al  expresado  nota- 
rio; pero  que  ésto  no  basta  a  su  propósito 
—porque  ha  manifestado  que  doña  María 
Sebastiana  Duarte  otorgó  su  testamento 
ante  el  Notario  Fernández  Rosa; —  testa- 
mento que  omite  la  demanda  con  el  pro- 
pósito de  que  anulado  el  último  se  caiga  en 
el  intestado;  acción  descaminada  por  las 
siguientes  razones:  admitiéndose  sin  con- 
cederlo que  el  testamento  autorizado  por 
el  Notario  Vásquez  Avilés  se  declare  nulo, 
esta  nulidad  tendría  por  base  que  el  testa- 
mento era  inexistente,  no  siendo  tal  nuli- 
dad por  consiguiente,  sino  efectiva  inexis- 
tencia del  instrumento  público;  ese  acto 
ejecutado  por  un  notario  sin  capacidad 
equivale  al  no  otorgamiento  de  escritura 
alguna;  por  consiguiente,  la  validez  y  efi- 
cacia del  testamento  anterior  sería  plena 
e  incontrovertible  quedando  este  testamen- 
to legitimo  y  único  llamado  a  surtir  todos 
los  efectos  legales  de  la  institución  de  he- 
jederos.  Por  último,  niega  la  demanda 
que  se  declare  válido  y  legítimo  el  otorga- 
do por  el  notario  Vásquez  Avilés;  y  en  el 
inesperado  caso  de  que  se  declare  la  inefi- 
cacia, contra-demanda  en  el  sentido  de 
que  se  declare  válido  y  legitimo  el  otorga- 
do ante  el  Notario  Fernández  Rosa;  que  en 
su  oportunidad  se  declare  sin  lugar  la  de- 
manda interpuesta  y  como  censecuencia 
se  condene  en  las  costas,  daños  y  perjui- 
cios a  la  actora.  Acompañó  certificación 
ce  los  fallos  de  primera  y  segunda  instan- 
cia, dictados  en  el  proceso  contra  el  Nota- 
rio Vásquez  Avilés,  y  certificación  del  au- 
to dictado  por  la  Sala  Quinta  de  Apela- 
ciones, en  el  juicio  ordinario  seguido  por 
Concepción  Palma  de  Salinger  contra 
Lieach,  (folios  19  y  20  de  la  pieza  de  pri- 
mera instancia)  y  ofreció  presentar  el 
testamento  autorizado  por  el  Notario  Fer- 
nández Rosa  y  otras  pruebas  que  es- 
tablece la  ley. 

Se  tuvo  por  contestada  negativamente  la 
demanda  y  se  dió  audiencia  por  nueve  días 
de  la  contra-demanda,  la  que  fué  contes- 
tada el  ocho  de  diciembre  (1937),  nega- 
tivamente; que  se  abriera  a  prueba  el  jui- 
cio doble  por  el  término  legal;  y  que  en  de- 
finitiva se  declare  sin  lugar  la  contra  de- 
manda y  se  condene  en  costas.  Abierto 
a  prueba  se  rindieron  las  siguientes,  por  la 
parte  actora;  certificación  de  la  sentencia 


de  casación  en  el  proceso  instruido'  contra 
el  Notario  Ernesto  Vásquez  Avilés;  certi- 
ficaciones de  nacimiento  de  Adela  de  Jesús 
y  María  Sebastiana  Duarte  Castañeda.  Por 
la  parte  demandada;  testamento  otorgado 
por  doña  María  Sebastiana  Duarte  Casta- 
ñeda ante  el  Notario  Valentín  Fernández 
Rosa,  el  día  veintinueve  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis,  certificación  del 
oficio  Núm.  trescientos  cuarenta  B  (340  B) 
de  la  Secretaria  de  esta  Corte,  fecha  vein- 
titrés de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete,  dirigido  al  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Jutiapa,  en  el  que  manifiesta:  que, 
el  Licenciado  José  Ernesto  Vásquez  Avilés, 
fué  absuelto  por  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia  de  Chiquimula,  el  siete  de  octu- 
bre del  año  próximo  pasado  (1936),  fallo 
que  confirmó  la  Sala  jurisdiccional;  des- 
de luego,  conforme  la  ley  ha  quedado  re- 
habilitado para  ejercer  las  profesiones  de 
Abogado  y  Notario;  certificación  del  Regis- 
trador Civil  de  Chiquimula  en  que  cons- 
ta que  no  existe  anotación  suspendiendo 
al  Licenciado  Vázquez  Avilés  en  el  ejerci- 
cio de  su  profesión;  certificación  del  regís- 
tro  de  notarios  en  que  consta  el  auto  de 
prisión  y  condena  contra  el  referido  no- 
tario; certificación  del  cómputo  y  liqui- 
dación de  la  pena  de  seis  meses  de  arres- 
to mayor  impuesta  al  mismo  notario.  Ade- 
más, aparecen  los  documentos  siguientes: 
certificación  del  auto  de  prisión  dictado 
por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del  De- 
partamento de  Chiquimula,  acompañado  a 
la  demanda;  y  certificación  del  fallo  de 
primera  y  segunda  instancia  dictados  en  el 
proceso  contra  el  Licenciado  Vásquez  Avi- 
lés; y  testimonio  del  testamento  redargüi- 
do de  nulidad. 

El  treinta  de  marzo  (1938),  Alejandro 
Duarte,  en  concepto  de  apoderado  de  Je- 
sús Duarte  Castañeda,  comparece  ante  el 
mismo  juez  de  Primera  Distancia  del  de- 
partamento de  Jutiapa,  demandando  la 
nulidad  del  mismo  testamento,  fundado 
en  que  el  notario  Vásquez  Avilés,  no  obser- 
vó la  solemnidad  del  artículo  22  del  Decre- 
to Legislativo  número  2010  en  su  inciso  7o., 
ya  que  no  estuvieron  reunidos  en  un  solo 
acto,  únicamente  el  notario,  la  testadora 
y  los  tres  testigos  instrumentales,  sino  que 
permitió  que  estuviera  presente  el  doctor 
Alberto  Lemus  Alarcón,  sin  que  para  ello 
existiera  ninguna  razón  legal  que  justifi- 
que tal  proceder,  pidiendo  que  se  diera  au- 
diencia a  Pedro  Medina  Duarte,  de  la  de- 
manda y  en  su  oportunidad  declarar  la  nu- 
lidad del  testamento  y  auto  en  que  se  reco- 
noció su  validez,  como  punto  de  derecho, 
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por  no  haber  hechos  que  probar.  Pedro 
Medina  Duarte  al  contestar  esta  demanda, 
manifestó:  que  la  circunstancia  que  asis- 
tiera al  acto  el  Doctor  Lemus  Alarcón,  la 
explica  el  notario  al  dar  fé  de  que  la  testa- 
dora estaba  bastante  quebrantada  de  sa- 
lud, pero  en  el  uso  completo  de  sus  facul- 
tades mentales,  y  además  porque  explíci- 
tamente hace  constar  el  notario,  que  estu- 
vieron reunidos  en  un  solo  acto  desde  el 
principio  hasta  el  fin,  únicamente,  la  tes- 
tadora, el  médico  Lemus  Alarcón,  los  tres 
testigos  y  el  notario,  por  lo  que  el  funda- 
mento de  la  demanda  es  contrario  a  la  ver- 
dad expresada  por  el  notario,  quien  moti- 
vó la  presencia  de  ese  facultativo,  por  el  es- 
tado de  salud  de  la  testadora  y  en  el  de- 
seo muy  legitimo  de  respaldar  la  veracidad 
del  estado  mental  de  la  testadora;  que  no 
hay  ley  que  prohiba  tal  proceder  y  tanto 
el  notario,  como  la  otorgante  estaban  en 
pleno  derecho  de  establecer  el  estado  men- 
cal  y  capacidad  de  ésta  última,  en  previ- 
sión de  que  después  de  la  muerte  de  la  tes- 
tadora se  suscitara  cuestión  sobre  la  in- 
capacidad en  el  sentido  que  consigna  el 
articulo  13  del  Código  Civil,  incapacidad 
que  podría  resultar  ael  acto  mismoi  que  se 
practicaba.  Que  la  palabra  únicamente 
que  emplea  la  ley,  no  encierra  una  prohi- 
bición como  lo  cree  la  demanda;  que  la  ley 
dice  únicamente  para  fijar  un  limite  mí- 
nimo de  solemniaad  y  seguridad  para  los 
actos  de  última  voluntad,  pero  nunca  co- 
mo taxativamente  infranqueable;  nada  que 
tienda  a  dar  mayor  veracidad,  eficacia  y 
seguridad  de  esos  actos  podrá  ser  vedado 
por  la  ley  o  disposición  alguna;  la  expre- 
sión únicamente  es  para  que  el  otorgante 
goce  de  plena  libertad  de  acción;  para  que 
esa  libertad  no  esté  cohibida  ni  coartada 
por  persona  extraña  al  acto:  como  allega- 
dos, interesados  o  familiares  del  otorgan- 
te, quienes  con  su  presencia  pudieren  in- 
fluir en  su  ánimo  física  o  moralmente;  esa 
es  la  mente  de  la  ley  y  por  lo  demás  no 
encierra  una  prohibición,  sino  un  limite 
mínimo  que  el  notario  debe  llenar  para  la 
validez  del  acto  que  autoriza;  de  suerte  que 
a  presencia  de  uno  o  dos  facultativos  ex- 
pertos que  acrediten  sobre  la  capacidad 
mental  del  testador,  bien  sea  en  previsión 
de  que  el  acto  fuere  impugnado  por  ése 
motivo,  o  bien  para  dar  seguridad  a  juicio 
del  notario  y  los  testigos  sobre  materia  tan 
importante,  no  está  ni  podrá  estar  nunca 
vedado  por  la  ley;  y  pidió  entre  otras  ar- 
gumentaciones, que  se  dictara  sentencia  y 
que  se  absolviera  tanto  en  esta  demanda 


como  de  la  primitiva,  resolviendo  en  una 
sola  sentencia  los  puntos  de  derecho  dis- 
cutidos. 

—  n  — 

Con  estos  antecedentes,  el  primero  de  ju- 
nio del  año  en  cursa  (1938),  dictó  senten- 
cia el  Juez  a-quo  en  la  que  resuelve:  que 
el  testamento  otorgado  por  doña  María  Se- 
bastiana Duarte  Castañeda,  con  fecha  vein- 
tisiete de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  a  las  once  horas  ante  el  No- 
tario J.  Ernesto  Vásquez  Avilés,  es  nulo,  por 
encontrarse  en  esa  fecha  dicho  profesio- 
nal, suspenso  en  el  ejercicio  de  la  ciuda- 
danía; que  también  es  nulo  dicho  testa- 
mento por  haber  intervenido  en  su  otor- 
gamiento, más  de  las  personas  que  esta- 
tuye el  articulo  849  Código  Civil  en  su  in- 
ciso 7o.,  que  como  consecuencia,  también 
es  nulo  el  auto  dictado  por  este  Tribunal 
por  el  cual  se  reconocen  como  herederos  y 
legatarios  a  las  personas  instituidas  en 
aquel  testamento;  que  absuelve  de  la  con- 
trademanda a  la  parte  actora;  y  que  las 
costas  son  a  cargo  de  ambas  partes. 

Al  conocer  la  Sala  Quinta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  virtud  de  apelación  del 
fallo  anterior,  pronmició  sentencia  el  quin- 
ce de  agosto  retropróximo,  confirma  la 
sentencia  recurrida,  en  cuanto  declara  la 
nulidad  del  testamento  otorgado  por  la  se- 
ñora Duarte  Castañeda  ante  el  Notario 
Vásquez  Avilés,  porque  en  es  fecha  esta- 
ba suspenso  dicho  cartulario  en  el  goce  de 
sus  derechos  políticos  inherentes  a  la  ciu- 
dadanía— requisito  indispensable  para  po- 
der ejercer  su  profesión —  en  virtud  de  au- 
to de  prisión,  y  del  auto  en  que  declararó 
legítimo  el  citado  testamento  y  en  lo  que 
se  refiere  a  la  absolución  en  favor  de  la 
parte  actora,  de  la  contra  demanda  que  le 
entabló  Medina  Duarte.  Y  la  revoca  en 
lo  demás,  siendo  las  costas  a  cargo  de  am- 
bas partes. 

Contra  este  último  pronunciamiento  Pe- 
dro Medina  Duatre,  con  auxilio  del  Aboga- 
do don  Eladio  Menéndez,  interpuso  recur- 
so extraordinario  de  casación  por  viola- 
ción, aplicación  indebida  e  interpretación 
errónea  de  las  leyes  afectadas  por  la  sen- 
tencia del  Tribunal  de  segunda  instancia, 
citando  como  violadas  las  leyes  siguientes: 
159  párrafos  4o.  y  5o.;  674  inciso  lo.,  731, 
737,  741  y  759  del  Código  de  Procedimien- 
^os  Penales;  11  de  la  Constitución  incisos 
lo.  y  3o.,  del  párrafo  relativo  a  la  cesación 
de  la  suspensión  de  la  ciudadanía;  288 
Procedimientos  Civiles;  205  Ley  Coiistitu- 
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tiva  del  Poder  Judicial  819,  837,  843,  980, 
947  y  2428  del  Código  Civil.  Pedidos  los 
antecedentes,  señalado  dia  para  la  vista,  y 
habiendo  tenido  lugar  ésta  es  el  caso  de 
resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  es  condición  legal  inexcusable  para 
If,  procedencia  del  recurso  de  casación  que 
éste  sea  contra  las  sentencias  de  segundo 
'grado,  categoría  dentro  de  la  cual  están 
comprendidas,  sin  duda  alguna,  las  abso- 
lutorias del  cargo  pronunciadas  en  juicio 
escrito  por  los  Tribunales  de  segunda  ins- 
tancia, y  a  la  que  corresponde,  entre  otros 
efectos  derivados  de  su  propia  naturaleza, 
el  de  terminar  la  cesación  ipso  juri,  de  la 
prisión  provisional  decretada  contra  el  reo 
durante  el  desarrollo  del  proceso,  en  vir  - 
tud de  las  disposiciones  legales  al  respec- 
to, que  obligan  a  decretar  la  libertad  in- 
mediata del  procesado  al  fallarse  en  la  Sa- 
la correspondiente.  El  Tribunal  senten- 
ciador, en  consecuencia,  infringió  la  pres- 
cripción contenida  en  el  articulo  759  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  al  esti- 
mar como  vigente  el  auto  de  prisión  dic- 
tado contra  el  Notario  José  Ei'nesto  Vás- 
quez  Avilés  durante  el  lapso  comprendido 
entre  la  fecha  de  la  sentencia  en  que  fué 
absuelto  y  la  correspondiente  a  la  senten- 
cia de  casación  en  que  fué  condenado,  por- 
que no  existe  disposición  alguna  que  pueda 
ser  invocada  en  apoyo  de  esa  tesis,  máxi- 
me si  se  atiende  a  la  situación  en  que,  res- 
pecto al  procedimiento  criminal  incoado 
contra  él,  se  mantuvo  dicho  facultativo  du 
rante  ese  periodo,  es  decir,  en  el  pleno  dis- 
frute de  su  libertad,  pues  como  es  bien  sa- 
bido, estando  vigente  un  auto  de  prisión 
en  conformidad  con  la  ley,  el  procesado 
solamente  puede  encontrarse  en  tres  con- 
diciones claramente  determinadas;  en  la 
cárcel,  libre  bajo  fianza  de  haz,  o  prófugo. 
Y  conviene  advertir,  por  otra  parte,  que 
la  cualidad  de  provisional  o  preventiva, 
que  en  derecho  se  dá  a  la  privación  de  la 
libertad  de  los  procesados,  depende,  para 
su  cesación  absoluta  o  para  su  transfor- 
mación en  cumplimiento  de  la  condena,  de 
la  Índole  de  la  sentencia  que  recaiga  en 
el  juicio;  de  donde  se  infiere  claramente 
que  lo  provisional  o  preventivo  de  esa  ins- 
titución no  puede  tener  una  duración  le- 
gal que  excede  a  la  fecha  en  que  la  sen- 
tencia cause  ejecutoria,  porque  tal  es  el 
momento  de  conclusión  de  la  causa  por 
cuanto  el  desarrollo  del  recurso  de  casa- 


ción, por  su  carácter  de  extraordinario  y 
porque  se  contrae  únicamente  a  la  revi- 
sión de  las  normas  jurídicas  aplicadas  a 
los  hechos  probados,  no  produce  instancia. 
Artículos  505,  506  y  518  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil;  81  Ley  Cons- 
titultiva  del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  las  razones  expuestas,  el  auto 
de  prisión  proferido  contra  el  notario  J. 
Ernesto  Vásquez  Avilés,  el  siete  de  julio  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  no  tiene 
existencia  jurídica,  por  habérsela  quitado 
las  sentencias  absolutorias  del  cargo  y  por 
consiguiente,  la  acción  de  nulidad  esta- 
blada  por  doña  Jesús  Adela  Duarte  Casta- 
ñeda fundada  en  este  motivo,  no  le  resta 
validez  al  testamento  otorgado  por  doña 
Maria  Sebastiana  Duarte  Castañeda,  el 
veintisiete  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  razón  por  la  cual  no  e.s 
el  caso  de  resolver  sobre  la  validez  de  la 
disposición  testamentaria  de  doña  María, 
que  otorgó  ante  los  oficios  del  notario  Va- 
lentín Fernández  Rosa,  el  veintinueve  de 
mayo  del  mismo  año,  y  que  condicional- 
mente  fué  reconocida.  Artículo  259  del 
mismo  cuerpo  legal. 

  POR  TANTO  : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  haciendo 
aplicación  de  la  ley  citada,  CASA  Y  ANU- 
LA la  sentencia  recurrida  y  resolviendo  so- 
bre lo  principal,  declara:  lo.  absuelto  a  Pe- 
dro Medina  Duarte  de  la  demanda  que  so- 
bre nulidad  del  testamento  otorgado  por 
doña  María  Sebastiana  Duarte  Castañeda 
le  instauró  doña  Jesús  Adela  de  los  mis- 
mos apellidos;  y  2o.  que  las  costas  son  a 
cargO'  de  ambas  partes.  Notifíquese  y  con 
cerfiticación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordónez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  don  Julio  Al- 
fonso Amézquita  como  apoderado  de  las 
señoritas  Angela  Maria  Calixta  Asun- 
ción y  Clara  Canuta  Linares  Portillo 
contra  don  Luis  Beltrán  Guerra  y  la  "Sin- 
ger  Seioing  Machine  Coynpany' . 

DOCTRINA*  El  justo  titulo  es  necesario  Pa- 
ra la  prescripción  positiva;  y  cuando  los 
herederos  de  una  persona  invocan  ese 
medio  de  adquirir  el  dominio  sobre  un  in- 
mueble, deben  probar  — entre  otros  re- 
quisitos—  la  existencia  de  ese  justo  tí- 
tulo en  el  causante  de  la  herencia,  ya 
que  como  sucesores  continúan  en  la  po- 
sesión en  las  mismas  condiciones  que 
aquél.  Si  no  se  establece  la  existencia  del 
titulo,  no  puede  prosperar  la  acción. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema'a, 
siete  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  siete  de  marzo  próxi- 
mo pasado,  dictó  la  Sala  Cuarta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  en  el  juicio  ordinario  de 
propiedad  seguido  por  don  Julio  Alfonso 
Amézquita  como  apoderado  de  las  señori- 
tas Angela,  María,  Calixta,  Asunción  y  Cla- 
ra Canuta  Linares  Portillo  contra  don  Luis 
Beltrán  Guerra  y  la  "Singer  Sewing  Ma- 
chine Company". 

El  doce  de  abril  del  año  próximo  pasado, 
Julio  Alfonso  Amézquita,  en  el  carácter  an- 
tes indicado  se  presentó  ante  el  juez  de 
primera  instancia  de  Solóla  y  expuso:  que 
sus  poderdantes  son  dueños  de  un  inmue- 
ble inscrito  bajo  el  número  dos  mil  tres- 
cientos setenta  y  uno  (2371),  folio  cien- 
to treinta  y  ocho  (138),  libro  diecisiete 
(17)  de  Sololá,  consistente  en  un  solar  y 
una  casa  de  cuarenta  varas  de  Este  a  Oes- 
te por  ocho  varas  y  cuarta  de  Norte  a  Sur; 
lo  adquirieron  por  herencia  de  su  padre 
don  Antonio  de  León  Portillo.  Que  sus 
mandantes  están  en  posesión  desde  tiempos 
inmemoriales  de  una  extensión  de  terreno 
de  cuarenta  varas  de  fondo  por  dieciseis  de 
frente  aproximadamente,  donde  han  cons- 
truido una  casita,  datando  tal  posesión 
desde  antes  que  falleciera  su  padre  don 
Antonio  de  León,  o  sea  desde  el  año  de  mil 
novecientos  cinco.  En  concecuencia  hacía 
más  de  treinta  años  que  sus  poderdantes 
poseen  dicho  inmueble,  de  una  manera  pú- 
blica, pacífica  y  de  buena  fé;  y  que  el  área 
que  poseen  está  completamente  limitada 


por  paredes,  que  hace  mucho  tiempo  fue- 
ron construidas;  las  colindancias  del  te- 
rreno son  las  siguientes:  Poniente  y  Nor- 
te, con  propiedad  de  los  herederos  de  do- 
ña Dominga  Afre  viuda  de  riaentes;  Sur 
con  herederos  de  don  Manuel  o  Daniel 
Amézquita  y  por  el  Oriente,  calle  del  Cal- 
vario. Que  como  llegó  a  noticias  de  las 
señoritas  Linares  que  el  señor  don  Luis 
Beltrán  Guerra  pretendía  tener  derecho 
sobre  todo  o  parte  del  inmueble  referido, 
por  el  hecho  de  que  dicho  señor  dió  en  ga- 
rantía el  inmueble  inscrito  bajo  el  número 
dos  mil  cuarenta  (2040).  folio  ciento  vein- 
tidós (122),  libro  quince  (15)  de  Sololá, 
por  deuda  que  le  tiene  a  la  "Singer  Sewing 
Machine  Company",  ésta  embargó  el  in- 
mueble que  sus  mandantes  poseen  así  co- 
mo la  renta  de  la  casa,  según  consta  en 
el  juicio  ejecutivo  que  pende  ante  el  juz- 
gado primero  de  primera  instancia  de  este 
departamento.  La  finca  mencionada  últi- 
mamente tiene  una  extensión  registrada 
de  sur  a  norte  de  siete  varias  veintiocho 
pulgadas  en  su  mayor  longitud  y  tres  y 
media  varas  en  su  menor  y  de  oriente  a 
poniente  cuarenta  y  tres  y  media  varas  en 
su  menor  y  de  oriente  a  poniente  cuarenta 
y  dos  varas  diez  pulgadas,  en  su  mayor  lon- 
gitud y  en  su  menor  treinta  y  siete  varas 
veintiocho  pulgadas.  En  consecuencia  sus 
mandantes  por  el  hecho  de  haber  poseído 
el  área  en  cuestión  desde  tiempos  inme- 
moriables,  de  manera  pública,  pacífica,  de 
buena  fé  y  con  título  colorado,  han  adqui- 
rido la  propiedad  de  toda  ella.  Terminó 
exponiendo  que  demandaba  en  vía  ordina- 
ria del  señor  don  Luis  Beltrán  Guerra  y 
de  la  "Singer  Sewing  Machine  Company", 
la  propiedad  de  la  fracción  a  que  se  ha  re- 
ferido, inscrita  a  favor  de  dicho  señor  a 
efecto  de  que  se  declare:  que  sus  mandan- 
tes son  propietarios  de  dicha  fracción  por 
haberla  adquirido  por  prescripción  y  que. 
romo  consecuencia,  se  cancelen  en  el  re- 
gistro de  inmuebles,  tanto  la  inscripción 
de  dominio  de  la  finca  número  dos  mil  cua 
renta  (2C40),  folio  ciento  veintidós  (122), 
libro  quince  (15)  de  Sololá,  como  la  ins- 
cripción hipotecaria  aue  pesa  sobre  esta 
finca  a  favor  de  la  entidad  mencionada. 

Luis  Beltrán  Guerra  contestó  negativa- 
mente la  demanda  y  expuso:  que  por  escri- 
tura pública  que  autorizó  el  notario  Juan 
Bautista  Franco  el  primero  de  febrero  de 
mil  novecientos  seis,  doña  Ladislada  Anto- 
nia de  León  le  dió  en  venta  un  sitio  que 
se  desmembró  de  la  finca  urbana  número 
mil  novecientos  cincuenta  y  ocho  (1958), 
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folio  doscientos  sesenta  y  dos  (262),  tomo 
catorce  (14)  del  libro  de  Solóla,  cuya  des- 
membración tiene  de  Este  a  Oeste  en  su 
mayor  longitud,  cuarenta  y  dos  varas  diez 
pulgadas  y  en  su  menor  y  en  los  mismos 
rumbos,  treinta  y  siete  varas  veintiocho 
pulgadas,  siendo  de  siete  varas  veintiocho 
pulgadas  su  mayor  anchura  de  sur  a  norte 
y  su  menor  latitud  de  sur  a  norte  de  tres 
varas  y  media;  dicha  fracción  quedó  limi- 
tada asi:  al  oriente,  calle  real  del  Cal- 
vario de  por  medio  con  la  casa  de  doña 
Josefa  de  Imeri;  al  poniente,  con  herede- 
ros de  don  Miguel  Amézquita;  al  norte, 
con  propiedad  de  doña  Dominga  Afre  de 
Fuentes  y  del  licenciado  don  Domingo  R. 
Fuentes  y  al  sur.  con  !a  parte  que  quedó 
a  la  vendedora;  desde  aquella  fecha  la  se- 
ñora de  León  lo  dejó  en  posesión  de  la 
parte  de  sitio  deslindada  como  consta  en 
la  referida  escritura,  la  que  se  encuentra 
registrada  a  su  favor  al  folio  ciento  vein- 
tidós (122),  tomo  quince  (15),  libro  del 
registro  de  Sololá,  finca  urbana  número 
dos  mil  cuarenta  (2040),  desde  la  fecha 
que  la  adquirió,  la  ha  poseído  de  una  ma- 
nera quieta,  pública,  de  buena  fe  pacifica. 
Y  que  si  bien  por  tener  parentesco  con 
doña  Ladislada  Antonia  de  León,  que  fué 
la  vendedora,  la  comisionó  para  que  cui- 
dara de  la  propiedad  que  le  habia  vendido 
y  que  la  ocupara  mientras  él  podía  edifi- 
car en  ella  y  se  podía  radicar  en  Sololá,  no 
por  eso  le  dió  posesión  formal  de  dicha 
propiedad,  y  por  cuya  condescendencia  los 
familiares  de  esta  señora  creyeron  que  les 
pertenecía  la  parte  de  sitio  deslindada  a 
su  favor  y  usurpando  derechos  reales  que 
le  asisten  construyeron  en  ese  sitio  y  ahora 
pretenden  apropiárselo,  alegando  una 
prescripción  que  no  existe;  él  haciendo  uso 
de  sus  derechos  hipotecó  la  referida  pro- 
piedad a  la  compañía  "Singer  Sewing  Ma- 
chine Company",  por  la  cantidad  de  sete- 
cientos dos  quetzales,  setenta  y  tres  cen- 
tavos, según  escritura  autorizada  el  vein- 
tiocho de  enero  de  mil  novecientos  treinta 
y  tres,  por  el  notario  don  Jorge  Bocane- 
gra  Fuentes,  compañía  que  ya  entabló  jui- 
cio ejecutivo;  por  lo  cual  quedó  interrum- 
pida la  prescripción  que  alegan  las  seño- 
litas  Linares  Portillo:  la  misma  doña  La- 
dislada Antonia  de  León  donó  a  su  hijo 
Antonio  de  León  Portil'o  la  mitad  sur  del 
sitio  a  que  se  ha  referido,  en  una  exten- 
sión de  ocho  vara.s  y  media  de  norte  a  sur 
y  cuarenta  de  Este  a  Oeste,  según  escritu- 
ra autorizada  por  el  notario  don  Rafael 
Alvarado  el  treinta  de  agostp  de  mil  nove- 
cientos cinco  y  según  cree  sus  demandan- 


tes tienen  derecho  a  esta  parte  por  heren- 
cia de  su  abuelo  don  Antonio  de  León  Por- 
tillo y  nada  tiene  que  ver  con  la  parte  de 
sitio  que  compró  a  doña  Ladislada  Anto- 
nia de  León.  En  rebeldía  de  la  sociedad 
"Singer  Sewing  Machine  Company",  se 
tuvo  por  contestada  la  demanda  en  senti- 
do negativo;  y  abierto  a  prueba  el  juicio, 
se  recibieron  las  siguientes:  ^)  declara- 
ciones de  los  testigos  Celso  Barrios  Guz- 
mán.  Inés  Imeri  de  Corzo,  Víctor  Merce- 
des Romero,  quienes  contestaron  afirma- 
tivamente el  interrogatorio  relativo  a  que 
don  Antonio  de  León  Portillo  y  Josefa  Li- 
nares, padres  de  las  actoras,  desde  tiem- 
pos inmemoriales,  antes  del  año  de  mil 
novecientos  poseyeron  el  inmueble  cues- 
tionado, contiguo  a  la  casa  de  los  herede- 
ros de  doña  Dominga  Afre  viuda  de  Fuen- 
tes, colindando  con  ésta  por  su  rumbo 
norte;  posesión  que  fué  sobre  todo  el  in- 
mueble descrito,  que  tiene  una  extensión 
aproximada  de  dieciséis  varas  de  frente 
por  cuarenta  de  fondo;  que  los  padres  de 
las  señoritas  Linares  Portillo,  además  de 
tener  la  posesión  del  inmueble,  habitaron 
éste,  juntamente  con  las  expresadas  seño- 
ritas; después  del  fallecimiento  de  sus  pa- 
dres, ellas  continuaron  en  la  posesión  y 
también  habitándolo  hasta  el  año  de  mil 
novecientos  veintiocho  en  que  trasladaron 
su  domicilio  a  Santo  Tomás  Chichicaste- 
nango;  a  fines  del  año-  de  mil  novecientos 
veintinueve  y  a  principios  del  año  siguien- 
te, dichas  señoritas  construyeres  con  sus 
fondos  unas  habitaciones  en  el  inmueble 
indicado,  abarcando  una  de  ellas  todo  el 
frente  del  predio;  la  posesión  que  tanto 
los  padres  de  las  señoritas  Linares  Portillo 
como  éstas  han  venido  disfrutando  de  la 
citada  propiedad,  ha  sido  en  una  forma 
pública,  continua,  quieta  y  de  buena  fe. 
b^  Inspección  practicada  por  el  juez  de 
primera  instancia  de  Sololá  en  el  inmue- 
ble que  se  discute,  en  la  que  se  hizo  cons- 
tar que  éste  se  encuentra  situado  en  la 
calle  del  calvario  y  tienen  construidas  cin- 
co piezas  en  el  interior,  estando  una  de 
ellas  dividida  por  un  entrepaño  de  ma- 
chihembre y  dos  piezas  que  ocupan  el  fren- 
te de  la  calle  del  calvario,  separadas  por 
un  zagúan;  las  paredes  que  circundan  el 
predio,  no  son  de  construcción  reciente, 
pues  por  su  aspecto  se  ve  que  datan  de 
bastante  tiempo,  c)  Tres  certificaciones 
extendidas  por  el  secretario  municipal  de 
Sololá,  en  las  que  consta  que  en  el  año 
de  mil  novecientos  veintinueve,  la  muni- 
cipalidad les  ordenó  a  las  señoritas  Lina- 
res Portil'o  la  demolición  de  una  casa  si- 
tuada en  la  avenida  del  calvario,  por  ame-^ 
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nazar  ruina;  que  han  pagado  los  impues- 
tos de  canon  de  agua,  de  alumbrado  públi- 
co y  particular  y  que  se  les  ordenó  la  cons- 
trucción de  parte  de  la  acera  de  la  ex- 
presada casa.  Certificación  extendida  por 
el  registrador  general  de  la  república,  re- 
lativa a  las  inscripciones  de  dominio  de 
las  fincas  dos  mil  cuarenta  (2040),  folio 
ciento  veintidós  (122)  del  libro  quince  (15) 
de  Solóla  y  dos  mil  trescientos  setenta  y 
uno  (2371),  folio  ciento  treinta  y  ocho 
(138),  del  libro  diecisiete  (17)  del  mismo 
departamento.  Sobre  la  finca  dos  mil 
cuarenta  (2040)  pesa  la  inscripción  hipo- 
tecaria a  favor  de  la  "Singer  Sewing  Ma- 
chine Company"  y  la  anotación  de  embar- 
go por  ejecución  que  sigue  la  misma  so- 
ciedad. 

Luis  Beltrán  Guerra  presentó  como 
prueba  el  testimonio  de  la  escritura  auto- 
rizada por  el  notario  Juan  B.  Franco  el 
primero  de  febrero  de  mil  novecientos  seis 
que  acompañó  al  contestar  la  demanda,  y 
en  el  que  aparece  que  doña  Ladislada  An- 
tonia de  León  vende  a  don  Luis  B.  Gue- 
rra una  parte  del  inmueble  ubicado  en  la 
calle  del  calvario  y  cuyos  linderos  y  ex- 
tensión allí  se  describen,  inscrito  al  folio 
ciento  veintidós  (122),  tomo  quince  (15), 
de  libro  de  Solóla,  finca  urbana  número 
dos  mil  cuarenta  (2040). 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  de- 
clara: lo.,  que  no  han  adquirido  las  se- 
ñoritas Linares  Portillo  derechos  de  do- 
minio por  prescripción  positiva  en  el  te- 
rreno del  señor  Luis  Beltrán  Guerra;  2o.. 
en  consecuencia  absuelve  a  dicho  señor  y 
a  la  "Singer  Sewing  Machine  Company" 
de  la  demanda;  3o.,  no  hay  condena  es- 
pecial en  costas. 

La  Sala  al  conocer  en  apelación  confir- 
mó la  sentencia  apelada.  Aprecia  que  las 
señoritas  Linares  Portillo  basadas  en  su 
derecho  de  propietarias  sobre  la  finca  nú- 
mero dos  mil  trescientos  setenta  y  uno 
(2371),  folio  ciento  treinta  y  ocho  (138), 
del  libro  diecisiete  (17)  de  Solóla,  pre- 
tenden derechos  de  propiedad  sobre  el  lo- 
te vecino  a!  de  ellas,  alegando  haberlo 
adquirido  por  prescripción  positiva,  ya  qub 
han  conservado  la  posesión  durante  lar- 
gos años  con  las  características  legales 
del  caso;  pero  ésto  es  inexacto  puesto  que 
ni  ellas  ni  sus  antecesores  Antonio  de  León 
y_Ladislada  de  igual  apellido,  han  tenido 
la  posesión  en  la  faja  disputada,  sino  la 
simple  tenencia;  no  han  poseído  para  si 
sino  ai  nombre  del  dueño  señor  Beltrán 
puerra;  que  desde  el  momento  que  pl  que 


pretende  adquirir  derechos  de  propiedad 
sobre  un  inmuel?le  que  ha  tenido  en  su 
poder  por  varios  años,  reconoce  su  falta 
de  titulo  y  a  la  vez  confiesa  que  la  finca 
está  inscrita  a  nombre  de  tercera  perso- 
na, es  poseedor  precario  o  detentador  y 
su  carácter  no  puede  cambiar  por  el  solo 
transcurso  del  tiempo  tal  como  acontece 
en  este  caso;  que  las  señoritas  Linare-s 
Portillo  no  presentaron  en  el  curso  d'' 
esta  litis  el  justo  título  a  que  se  refiere  la 
ley  y  por  consiguiente  no  pueden  invocar 
la  prescripción  positva;  que  con  las  prue- 
bas rendidas  por  las  actoras,  lo  único  que 
fe  establece  es  que  el  predio  litigado  estu- 
vo en  poder  de  ellas  y  de  sus  antecesores, 
pero  no  han  tenido  la  posesión,  como  ya  se 
dijo,  sino  la  simple  tenencia;  que  la  cir- 
cunstancia de  haber  pagado  por  algunos 
años  los  impuestos  municipales  corres- 
pondientes al  inmueble,  no  es  suficiente 
para  conceptuarlas  como  propietarias, 
quedándoles  el  derecho  de  cobrar  a  quien 
corresponde  el  importe  de  dichos  impues- 
tos. 

El  apoderado  de  las  actoras,  Julio  Al- 
fonso Amézquita,  con  auxilio  del  abogado 
Carlos  Klu.ssmann,  interpuso  contra  esa 
sentencia  el  recurso  extraordianrio  de 
casación  por  violación  de  ley  y  cita  como 
infringidos  los  artículos  siguientes:  175 
decreto  legislativo  1656;  480,  484,  486,  488 
493,  insisos  lo.  y  7o.,  500,  1038,  1052,  1053, 
1054,  1056,  1057^61  decreto  1932;  250  incisos 
4o.  y  6o.  decreto  1862.  Pedidos  los  antece- 
dentes, se  señaló  dia  para  la  vista.  En  su 
alegato  hace  una  exposición  sobre  la  par- 
te teórica  de  la  posesión  e  insiste,  en  que 
sus  poderdantes  han  tenido  la  posesión 
legitima  del  terreno  cuestionado;  trae  en 
su  apoyo  una  resolución  dictada  por  esta 
Corte,  en  el  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  en  otro  caso  que  él  cree  tiene 
semejanza  con  el  presente;  dice  que  sus 
mandantes  poseían  el  inmueble  en  forma 
legal  desde  la  muerte  del  causante  que 
data  desde  el  año  de  mil  novecientos  cin- 
co, según  quedó  establecido  en  autos;  que 
como  título  colorado  tienen  el  hecho  de 
haber  poseído  el  terreno  que  les  adjudica- 
ra su  padre  por  herencia  juntamente  con 
la  faja  que  adquirieron  por  transferencia 
ab-intestado.  La  prescripción  positiva 
quedó  demostrada  y  como  consecuencia 
produce  el  dominio  y  con  la  acción  que  dá 
éste  puede  reivindicarse  el  bien  de  cual- 
quier poseedor,  que  es  precisamente  lo  que 
sus  mandantes  piden  en  su  demanda;  que 
sus  poderdantes  han  poseído  la  faja  con 
todos  los  requisitos,  que  el  título  colorado  se 
üesprende  de  la  traiisíerencia  que  el  cau- 
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sante  hiciera  ab-intestato  de  la  faja,  exis- 
tiendo buena  fe,  continuidad,  publicidad  y 
demás  requisitos  legales. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  adquirir  por  prescripción  po- 
sitiva se  necesita,  entre  otros  requisitos, 
que  la  persona  que  tiene  el  inmueble  lo 
posea  con  justo  titulo,  lo  que  lagalmente 
significa  que  el  bien  esté  en  su  poder  poi' 
un  título  traslativo  de  dominio  que  teaga 
algún  vicio  que  lo  haga  ineficaz  para  ve- 
rificar por  sí  solo  la  enajenación;  en  el 
caso  presente  ese  requisito  no  concurre 
porque  no  obstante  que  se  estableció  que 
la  posesión  del  inmueble  la  tuvo  el  padre 
de  las  actoras,  don  Antonio  de  León  Por- 
tillo, y  que  éstas  han  continuado  pose- 
yendo la  faja  cuestionada,  no  está  pro- 
bado el  origen  de  esa  posesión  en  el  cau- 
sante; es  decir,  el  titulo  por  el  cual  éste 
ocupó  ese  bien  de  Luis  Beltrán  Guerra; 
y  no  puede  admitirse  la  alegación  que  ha- 
ce el  apoderado  de  las  actoras,  de  que  la 
herencia  intestada  constituye  justo  titulo, 
porque  éstas  como  sucesoras  del  señor  de 
León,  han  continuado  en  el  inmueble  en  la 
misma  condición  en  que  éste  lo  tenia,  es 
decir,  sin  titulo  alguno.  No  aparece,  pues, 
probada  la  existencia  del  titulo  en  que  la? 
demandantes  pretenden  fundar  su  dere- 
cho; y  faltando  ese  requisito  aunque  con- 
curran los  demás,  la  acción  promovida  pa- 
ra adquirir  por  prescripción  positiva  no 
podía  prosperar;  por  lo  que  la  Sala  al  con- 
firmar la  absolución  de  la  demanda,  no 
pudo  infringir  los  artículos  1053,  1054, 
480,  484,  486,  488,  493  Incisos  lo.  y  7o.,  500, 
1038,  1052,  1056,  1057  del  decretó  1932;  llñ 
decreto  legislativo  1656;  250  incisos  4o.  y 
6o.  decreto  1862,  citados  en  el  escrito  en 
que  se  interpuso  el  recurso  de  casación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  apli- 
cación de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
521,  524  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil  y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  de 
casación  interpuesto;  condena  al  recu- 
rrente al  pago  de  las  costas  del  mismo  y  a 
una  multa  de  veinticinco   quetzales,  que 


en  caso  de  insolvencia,  cumplirá  a  razón 
de  un  dia  de  prisión  simple  por  cada  quet- 
zal. Notifiquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  anecedentes  al 
tribunal  de  su  origen;  y  repóngase  el  pa- 
pel de  conformidad  con  lo  dispuesto  por 
el  articulo  27  del  Código* de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mermantil. 

Raf.  Ordóñez  Soli3.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alforvso  Hernández  Polanco.  — 
Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  instruida  contra  Alfredo  Rodrí- 
guez Robles. 

DOCTRINA:  Cuando  el  recurso  de  casa- 
ción se  interpone  por  quebrantamiento 
sustancial  del  procedimiento,  también 
deben  citarse  los  artículos  que  se  con- 
sideren infringidos;  de  lo  contrario  e! 
recurso  se  rechazará. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta 
y  ocho. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  antece- 
dentes se  examina  la  sentencia  fecha 
veintidós  de  marzo  del  corriente  año,  dic- 
tada por  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones 
en  la  causa  instruida  contra  don  Alfredo 
Rodríguez  Robles,  aprobando  la  que  pro- 
nunció el  Juez  Quinto  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento,  que  absol- 
vió al  procesado  de  los  cargos  que  se  le 
formularon,  por  no  ser  constitutivos  de 
delito. 

El  doce  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete,  el  Licenciado  Max  Soto  Ore- 
llana  se  presentó  ante  el  Juez  de  Instruc- 
ción denunciando  que  el  señor  Rodríguez 
habla  incurrido  en  delitos  al  desocupar  la 
casa  que  tenia  en  alquiler,  de  la  propie- 
dad de  su  esposa  doña  María  Rosa  de  So- 
to, llevándose  consigo  todas  las  lámparas 
con  sus  respectivas  pantallas,  algunos  de 
los  espejos  que  estaban  incrustados  en  las 
paredes,  desmontando  una  estatua  que 
existia  en  la  escalinata,  dos  aparatos  de 
calentar  agua  y  otros  objetos  que  el  de- 
nunciante aprecia  como  pertenecientes  al 
inmueble,  y  el  señor  Rodríguez  sostiene 
que  son  de  su  pertenencia  particular  por 
no  haber  formado  parte  de  la  negocia- 
ción. El  primero  se  funda  en  que  la  es- 
critura de  venta  de  la  casa,  autorizada 
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por  el  Notario  Celso  D.  Cerezo,  el  veinti- 
nueve de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  dos,  se  estipuló  que  la  compradora 
adquiría  la  propiedad  con  todo  cuanto  de 
hecho  y  por  derecho  le  correspondía;  sin 
embargo  de  haberse  anotado  especialmen- 
te algunas  cosas  además  de  las  pajas  de 
agua  de  que  disfruta  el  inmueble,  asi  co- 
mo la  bomba  y  motor  para  el  servicio  del 
agua;  armarios  inscrustados  en  las  pare- 
des y  su  instalación  de  lámparas  eléctri- 
cas. El  segundo  se  apoya  en  otra  escritu- 
ra, autorizada  el  mismo  día  de  la  venta, 
por  la  cual  Rodríguez  tomó  en  alquiler  la 
misma  casa,  por  el  precio  de  doscientos 
sesentiséis  quetzales  y  centavos  mensua- 
les, haciéndose  constar  expresamente,  que 
se  incluía  la  instalación  de  luz  eléctrica, 
"con  sus  lámparas";  pero  esta  última  fra- 
se está  entre  paréntesis  y  al  final  está  sal- 
vada como  si  estuviera  testada,  sin  estar- 
lo, con  el  agregado  de  "no  corre". 

Examinada  doña  María  Isidora  de  Soto, 
ratificó  lo  dicho  por  su  esposo,  agregan- 
do que  se  constituía  como  formal  acusa- 
dora del  señor  Rodríguez;  pero  ni  a  ésta 
ni  a  aquél  se  tuvo  en  la  causa  como  tales 
acusadores. 

Interrogado  el  señor  Rodríguez  confe- 
só haberse  llevado  los  objetos  que  deta- 
lla, pero  que  lo  hizo  porque  consideró  que 
son  de  su  propiedad,  ya  que  son  muebles 
y  no  fueron  comprendidos  en  la  venta  de 
la  casa;  pues  de  lo  contrario  abría  sido 
incapáz  de  tal  cosa,  ya  que  siempre  ha 
sido  una  persona  honorable  y  digna;  y  en 
el  acto  de  la  confesión  con  cargos,  al  no 
aceptar  los  que  se  le  formularon,  agrega 
que  él  únicamente  vendió  el  inmueble  sin 
ningún  accesorio;  que  todo  no  es  más  que 
una  calumnia  del  Licenciado  Soto,  porque 
en  su  concepto,  nada  de  delictivo  puede 
derivarse  de  sus  actos. 

En  otros  pasajes  de  la  causa  aparece 
que  el  señor  Rodríguez  entregó  voluntaria- 
mente algunos  objetos  que  tenía  guarda- 
dos en  su  casa,  explicando  que  si  los  de- 
volvía era  para  evitarse  dificultades,  acep- 
tando un  arreglo  privado  que  había  tenido 
con  los  señores  Soto,  como  se  hizo  constar 
en  un  documento  privado  presentado  por 
ambas  partes,  en  el  cual  Soto  aparece  que 
firmó  como  apoderado  de  su  esposa. 

Cuando  la  causa  se  elevó  a  plenario,  se 
mandó  dar  traslado  al  acusador  señor 
Soto  para  que  formalizara  su  acusación, 
y  asi  lo  hizo  efectivamente  en  escrito  pre- 
sentado el  catorce  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete;  el  cual  por  no 
contener  el  sello  de  la  misma  persona  que 
aparecía  auxilándose  a  sí  misma  no  se  le 


dió  curso;  y  si  bien  fué  reproducido  el  es- 
crito llenándose  esta  formalidad,  tampo- 
co se  le  dió  curso  porque  ya  entonces  se 
había  dictado  providencia  teniéndosele 
como  desistido  de  la  acusación;  sin  que  de 
esta  resolución  interpusiera  ningún  re- 
curo. 

A  solicitud  del  reo  y  su  defensor  fué 
abierto  la  causa  a  prueba  por  treinta  días, 
término  que  también  fué  prorrogado;  ha- 
biéndose practicado  las  que  aparecen  en 
autos,  dictándose  en  seguida  la  sentencia 
por  el  Juez,  la  que  fué  elevada  en  consul- 
ta a  la  Sala  respectiva  y  aprobada  por 
dicho  tribunal. 

Contra  el  pronunciamiento  de  segunda 
instancia  se  presentó  interponiendo  el  re- 
curso de  casación  doña  María  de  Soto, 
fundándose  en  que  habiendo  manifestado 
constituirse  acusadora  desde  el  principie 
del  proceso,  ya  no  volvió  a  tener  noticias 
del  mismo,  pues  no  se  le  hizo  ninguna  no- 
tificación, y  no  es  sino  hasta  ahora  que 
se  da  cuenta  de  haber  sido  fallado  en  pri- 
mera y  en  segunda  instancia  sin  su  in- 
tervención, por  tal  motivo  alega  que  exis- 
te quebrantamiento  de  forma,  ya  que  no 
pudo  haber  pedido  la  subsanación  de  la 
falta  en  la  primera  ni  en  la  segunda  ins- 
tancia por  cuanto  no  tuvo  noticias  del 
curso  del  juicio  y  ella  esperaba  que  se  )e 
citara  a  él  para  formalizar  su  acusación 
de  acuerdo  con  el  artículo  534  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  recurso  de  casación,  tanto  cuan- 
do se  interpone  por  infracción  de  ley  co- 
mo por  quebrantamiento  de  forma,  debe 
contener,  además  de  otros  requisitos,  el 
de  expresar  el  articu'o  o  los  artículos  que 
se  consideran  violados;  condición  que  no 
se  llenó  en  el  presente  caso,  porque  el 
único  articulo  relativo  al  procedimiento 
que  fué  citado,  el  534  es  el  que,  presisa- 
mente,  impone  al  acusador  la  obligación  de 
formalizar  por  escrito  su  acusación  den- 
tro de  determinado  p'azo;  sin  que  deba 
tomarse  en  consideración  lo  expuesto  por 
la  Señora  de  Soto,  en  cuanto  a  que  no  fué 
citada,  y  que  no  tuvo  conocimiento  más 
del  asunto,  porque  si  así  sucedió,  sólo  ella 
tuvo  la  culpa,  pues  no  ignoraba  que  se 
había  iniciado  la  averiguación  criminal 
por  denuncia  de  ciertos  hechos,  en  la  cual 
sí  se  dió  intervención  a  su  esposo  como 
acusador,  hasta  que  se  le  tuvo  por  desis- 
tido de  la  acusación;  y  si  ella  hubiera  que- 
rido seguir  independientemente  de  la  ac- 
ción de  su  esposo  la  acusación,  bien  pudo 
hacerlo  sin  necesidad  de  nuevas  citacio- 
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res  y  pedir  oportunamente  se  le  tuviera 
como  tal  acusador,  lo  que  no  hizo;  y,  en 
consecuencia,  ya  por  la  razón  primera- 
mente apuntada,  como  es  la  falta  de  ci- 
tación de  artículos  infringidos,  como  por- 
que no  existe  el  quebrantamiento  del  pro- 
cedimiento en  la  falta  de  intervención  de 
la  recurrente,  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto carece  de  fundamento  legal 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  artículos  679, 
684,  686  y  690  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  233  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  declara  improcedente 
el  recurso  interpuesto;  e  impone  a  la  per- 
sona que  lo  interpuso  un  arresto  de  trein- 
ta días,  conmutables  a  razón  de  un  quet- 
zal cada  uno  Notifiquese  y  con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  Tribunal  de  su  origen 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  — 
Max  García  B.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Francisco  Es- 
trada Garda 

DOCTRINA:  El  patentado  que  se  provee 
de  aguardiente  para  su  venta  de  otro 
patentado  y  no  del  Depósito  Fiscal,  in- 
curre en  el  delito  de  Defraudación  a  la 
Hacienda  Publica  en  el  Ramo  de  alco- 
holes, aun  cuando  el  vendedor  hubiese 
hecho  el  pago  del  impuesto  respectivo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta 
y  ocho. 

En  virtud  de  recurso  de  casación  y  con 
sus  respectivos  antecedentes,  se  tiene  a  la 
vista  la  sentencia  de  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  del  treinta  y  uno  de 
marzo  retropróximo,  que  confirma  la  dic- 
tada por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del 
departamento  de  Santa  Rosa,  en  el  proce- 
so que  por  el  delito  de  defraudación  a  la 
Hacienda  Pública  en  el  ramo  de  alcoholes, 
se  siguió  contra  Francisco  Estrada  Gar- 
cía; en  dicha  sentencia  se  le  declara  au- 
tor de  tal  delito  y  le. impone  la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mayor,  rebajada  en 
una  tercera  parte  en  virtud  de  la  circuns- 
tancia atenuante  de  su  confesión,  más  la 
pena  pecuniaria  de  doscientos  quetzales 


de  multa,  y  hace  las  demás  declaraciones 
correspondientes. 

El  treinta  y  uno  de  octubre  del  año  pró- 
ximo pasado,  el  Agente  Controlador  de 
Hacienda  de  Chiquimulilla,  Alfredo  Dáv> 
la,  puso  a  disposición  del  Juez  de  Paz  de 
aquella  población,  al  patentado  para  la 
venta  de  licores  Francisco  Estrada,  por 
tener  en  su  cantina  un  garrafón  de  aguar, 
diente  que  trasladó  sin  su  respectiva  guía, 
del  establecimiento  del  patentado  Loren- 
zo Colindres  a  su  referida  cantina;  y,  al 
averiguar  que  dicho  garrafón  no  había  sa- 
lido del  Depósito  Fiscal,  se  procedió  al  ca- 
teo de  la  cantina,  habiendo  decomisado 
los  objetos  que  menciona  en  su  parte  res- 
pectivo; todo  lo  cual  pasó  el  día  anterior 
(30  de  Octubre)  y  lo  acompañaron  al  co- 
miso, el  Vigilante  Rafael  Herinc  Delvetz, 
Regidor  Manuel  Madriles  y  Alguaciles  Mi- 
guel Alonzo  y  Tereso  García.  Después  de 
ratificado  el  parte,  se  examinaron  estas 
personas,  quienes  manifestaron,  Delvetz: 
que  el  treinta  de  octubre  mencionado,  co- 
mo a  las  diez  y  siete  horas,  el  policía  de 
hacienda  que  andaba  tomando  existencia?, 
encontró  un  garrafón  sin  la  correspon- 
diente guia  en  la  cantina  de  Francisco 
Estrada,  por  lo  que  regresó  al  Depósito  a 
ver  si  ellos  ¡o  habían  despachado,  y  al  ma- 
nifestarle negativamente,  le  dijo  que  lo 
acompañara  para  proceder  al  decomiso  del 
garrafón  de  referencia,  asi  lo  hicieron, 
decomisando  el  contenido  de  la  cantina, 
según  acta  que  levantó  el  Juez  de  Paz 
que  hizo  acto  de  presencia;  dicha  acta 
corre  en  autos.  El  Regidor  Madriles,  ma- 
nifestó: que  el  mismo  día  (30  de  Octu- 
bre), acompañó  al  policía  de  hacienda  a 
catear  a  cantina  de  Francisco  Estrada, 
en  donde  encontraron  un  garrafón  sin  la 
correspondiente  guia,  por  lo  que  le  deco- 
misaron todos  los  objetos  de  la  cantina; 
los  alguaciles  Alonso  y  García,  se  produ- 
jeron en  iguales  o  parecidos  términos  que 
Madriles. 

Al  ser  indagado  Fi'ancisco  Estrada  Gar- 
cía, dijo,  entre  otras  cosas,  y  a  virtud  de 
preguntas:  que  como  "patentado  viejo'' 
que  era,  llegó  a  comprar  un  garrafón  de 
aguardiente  a  don  Rodrigo  Dávila  Sierra, 
representante  de  la  Casa  Pretti,  quien  se 
lo  despachó  en  la  cantina  de  Lorenzo  Co- 
lindres, llevándoselo  para  su  casa,  "no  cre- 
yendo tener  ningún  riesgo";  que  el  mis- 
mo día  que  lo  compró  (30  de  octubre), 
como  a  las  diez  y  ocho  horas,  llegaron  a 
avisarle  que  lo  habían  decomisado,  estan- 
do él  atendiendo  su  emp'eo  en  la  misma 
Casa  Pretti;  que  no  tenía  ni  le  extendie- 
ron guía,  díciéndole  el  señor  que  le  des- 
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pachó  que  "no  tenía  riesgo  en  nada".  Exa- 
minado Lorenzo  Colindres,  manifestó:  que 
estando  ausente  de  su  cantina  llegó  don 
Rodrigo  Dávila  Sierra,  quien  tiene  las  lla- 
ves de  una  pipa  de  aguardiente  que  tie- 
ne el  interrogado  en  su  cantina,  y  le  des- 
pachó un  garrafón  de  aguardiente  a  Fran- 
cisco Estrada,  estando  solo  su  hijo  Mar- 
cos Colindres;  éste  al  ser  examinado,  co- 
rroboró lo  dicho  por  el  testigo  anterior. 
Rodrigo  Dávila  Sierra,  expuso;  que  el 
aguardiente  que  se  saca  de  la  Centrali- 
zación de  Fábricas  para  llenar  la  base,  se 
le  ha  entregado  al  fiado  al  patentado  Lo- 
renzo Colindres;  y  que  el  treinta  de  octu- 
bre como  a  las  cinco  de  la  tarde  (diecisie- 
te horas),  le  llegaron  a  solicitar  fuera  a 
despachar  un  garrafón  de  aguardiente,  y 
después  supo  que  había  sido  para  Fran- 
cisco Estrada. 

Recibidas  las  primeras  diligencias  en  el 
Juzgado  departamental,  se  dictó  auto  de 
prisión  contra  el  encausado  Estrada  Gar- 
cía, por  el  delito  de  defraudación  a  la  Ha- 
cienda Pública  en  el  ramo  de  alcoholes  y 
bebidas  alcohólicas  y  fermentadas,  y  se 
mandaron  practicar  las  diligencias  que  el 
Juez  creyó  pertinentes,  entre  las  cuales 
figuran  las  siguientes;  se  estableció  que 
el  impuesto  defraudado  a  la  Hacienda 
Pública  con  motivo  de  la  compra-venta 
del  garrafón  de  aguardiente  aludido,  es  de 
siete  quetzales  y  dos  centavos  (Q7.02);  y 
el  experto  valuador  Enrique  Corado,  le  dió 
el  valor  de  diez  quetzales  y  noventa  y 
ocho  centavos  (Q10.98),  a  los  diez  y  ocho 
litros  de  licor  que  contenia  el  garrafón  de- 
comisado. 

Elevado  la  causa  a  plenario,  se  tomó  al 
enjuiciado  confesión  con  cargos  por  el  de- 
lito mencionado,  con  el  que  no  se  confor- 
mó; nombró  su  defensor,  quien  previo 
traslado  del  Receptor-Pagador,  alegó  lo 
que  creyó  favorable  a  su  patrocinado  y  se 
señaló  día  para  la  vista  de  la  causa. 

Después  de  llenados  los  trámites  del  ca- 
so, el  Juez  dictó  su  fallo,  el  que  fué  con- 
firmado en  todas  sus  partes  por  la  Sala 
'  jurisdiccional,  como  queda  dicho  al  prin- 
cipio, y  contra  este  último  pronunciamien- 
to, el  reo  con  auxilio  del  Abogado  Fran  - 
cisco López  Cifuentes,  interpuso  recurso 
de  casación  por  infracción  de  los  artículos 
195,  204  y  206  del  Decreto  1602  y  27  del 
Código  Penal.  Pedidos  los  antecedentes 
respectivos,  señalado  día  para  la  vista  y 
habiendo  tenido  ésta  lugar,  es  el  caso  de 
pronunciar  el  fallo  que  corresponde. 


CONSIDERANDO: 

Que,  con  la  confesión  del  enjuiciado  y 
demás  constancias  de  autos  queda  plena- 
mente establecido:  que  siendo  aquél  pa- 
tentado, se  proveyó  de  aguardiente  al  por 
mayor  de  la  cantina  de  otro  patentado  y 
no  del  Depósito  Fiscal,  como  lo  prescriben 
los  artículos  14  y  38  del  Decreto  1602,  37  y 
5ü  inciso  b)  del  Reglamento  de  alcoholes 
y  bebidas  alcohólicas,  contraviniendo  ade- 
más, el  inciso  VIII  del  articulo  204  del  De- 
creto mencionado,  al  surtirse  fuera  de  los 
Depósitos  respectivos.  i 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  195  del  mismo  Decreto, 
citado  por  el  recurrente  como  infringido, 
define  la  defraudación,  diciendo  que  es  el 
acto  que  tienda  a  eludir  en  todo  o  en  par- 
te los  derechos,  tasas  e  impuestos  fiscales 
o  municipales  que  gravan  los  alcoholes, 
bebidas  alcohólicas  o  fermentadas;  que, 
aunque  el  licor  que  contenía  el  garrafón 
decomisado,  hubiera  pagado  el  impuesto 
respectivo  al  sacarse  de  la  Centralización 
de  Fábricas,  el  acto  cometido  por  el  en- 
causado Estrada  García,  no  se  pena  por 
falta  de  ese  pago,  sino  por  haberse  proveí- 
do de  aguardiente  fuera  de  los  Depósitos 
Fiscales,  que  son  los  únicos  que  pueden 
surtir  a  los  patentados;  y  si  se  tomó  en 
cuenta,  el  impuesto  defraudado,  fué  para 
estab'ecer  'a  pena  imponible,  cuyo  impues- 
to debió  percibir  la  Oficina  Fiscal  si  hu- 
biera sacado  el  licor  del  Depósito  corres- 
pondiente. Por  consiguiente,  no  fué  in- 
fringido aquel  articulo,  por  la  Sala  sen- 
tenciadora. 

CJONSIDERANDO : 

One  Tns  prtífuins  904  v  206  del  Decreto 
1602,  citados  tamb'én  oor  el  recurrente 
comí^  infringidos,  tienen  varios  incisos,  por 
lo  nue  vo  le  es  dab'e  a  esta  Cnrte  entrar 
a  conocer  de  eilo<!.  por  no  saberse  a  cuál 
de  los  muchos  inci.sos  de  aue  constan,  aui- 
sc  referirse  el  interponente;  y  el  artícu- 
lo 27  del  Código  Penal,  no  tiene  ninguna 
relación  con  el  hecho  pesquisado,  puesto 
que  se  refiere  a  que.  según  la  naturaleza 
y  accidentes  del  delito,  es  circunstancia 
atenuante  o  agravante,  ser  el  agraviado 
cónyuge,  pariente,  etcétera,  del  ofensor; 
por  lo  que  tampoco  se  entra  a  conocer. 


240 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


POR  TA>rTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  los  articules  258  Decreto  1602 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial  y 
(■90  de  Procedimientos  Penales,  declara  im- 
procedente el  recurso  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  e  impone  al  recurrente  quince  dias 
de  arresto  conmutables  a  razón  de  veinti- 
cinco centavos  de  quetzal  diarios.  Noti- 
fiquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  a  donde  co- 
rresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  seguida  contra  Héctor  Marroquln 
Rizo. 

DOCTRINA :  Es  facultativo  de  los  Jueces  la 
supensión  de  la  condena  en  los  casos  que 
señala  la  ley. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

Por  recurso  de  casación  interpuesto  por 
las  personas  que  adelante  se  mencionan 
se  tiene  a  la  vista,  con  sus  antecedente.s, 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  Cuarta  de 
la  Corte  de  Apelaciones  con  fecha  nueve 
de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete,  en  la  causa  instruida  contra  Héc- 
tor Marroquin  Rizo;  aprobando  la  que  pro- 
nunció el  Juez  de  Primera  Distancia  del 
departamento  de  Solóla  en  la  forma  si- 
guiente: lo.,  que  el  mencionado  indivi- 
duo es  autor  responsable  del  delito  de  mal- 
versación de  caudales  públicos,  por  el  cual 
lo  condena  a  nueve  meses  de  arresto  ma- 
yor, pena  conmutable  en  todo  o  en  parte  a 
razón  de  diez  centavos  de  quetzal  por  ca- 
da dia,  la  que  deberá  cumplir  en  la  cárcel 
departamental.  2o.  Le  abona  la  prisión 
sufrida  desde  el  auto  de  bien  preso.  3o.  Lo 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos  por  el  término  de  la  condena.  4o. 
Declara  la  inhabilitación  absoluta  del  reo 
para  el  ejercicio  de  cargos  públicos,  por  e! 
término  de  la  condena.  5o.  En  virtud  de  lo 
apreciado  en  el  último  "Considerando"  del 
fallo,  deja  en  suspenso  por  el  tér- 
mino de  dos  años  la  ejecución  de  la  pe- 
na y  las  accesorias  a  que  se  refiere,  con  la 


condición  de  que  si  dentro  de  dicho  tér- 
mino se  descubrieren  antecedentes  pena- 
les del  condenado,  sufrirá  la  pena  impues- 
ta, y  que  si  cometiere  un  nuevo  delito  in- 
tencional, cesará  la  (Suspensión  y  sufrirá 
la  que  corresponda  al  nuevo  delito.  6o.  Lo 
deja  afecto  a  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  de  su  delito.  7o.  Por  su  no- 
toria pobreza  lo  exonera  de  reponer  al  se- 
llo de  ley  el  papel  empleado  en  las  actua- 
ciones. 8o.  Ejecutando  provisionalmente 
el  fallo  para  mientras  se  encontrara  firme^ 
mandó  que  el  reo  fuera  puesto  en  libertad 
bajo  caución  promisoria.  El  acusado  tie- 
ne cincuenta  y  un  años  de  edad,  es  casado 
y  tiene  el  grado  de  teniente  de  infante- 
ría del  ejército  de  la  República,  y  desem- 
peñaba el  cargo  de  secretario  de  la  muni- 
cipalidad de  San  Pablo  la  Laguna  del  de- 
partamento de  Sololá. 

Anexo  al  cargo  que  Marroquin  desem- 
peñaba, tenia  la  obligación  de  expender 
boletos  de  vialidad  y,  al  efecto,  había  ex- 
pendido veintidós  cuando  fué  llamado  de 
la  cabecera  departamental,  dejando  en  po- 
der d^  maestro  de  escuela  José  F.  Escobar 
G.  el  respectivo  talonario  comenzado,  quien 
lo  entregó  a  la  Jefatura  Política,  haciéndo- 
se constar  de  esa  manera,  la  falta  de  di- 
nero equivalente  a  los  boletos  vendidos,  o 
sea  la  suma  de  veintidós  quetzales.  Con 
este  motivo  se  inició  la  correspondiente 
averiguación,  librándose  órdenes  para  la 
captura  del  mismo,  habiéndose  obtenido 
más  tarde  en  San  Felipe,  Retalhuleu,  en 
donde  a  la  sazón  desempeñaba  el  miismo 
cargo  de  Secretario  Municipal. 

Interrogado  en  debida  forma  el  acusa- 
do, confesó  que  como  Tesorero  de  Vialidad 
de  San  Pablo  la  Laguna  recaudaba  esa 
renta,  habiendo  expedido  veintidós  bole- 
tos cuyo  valor  de  un  quetzal  cada  uno  no 
entregó,  en  virtud  de  que  el  Intendente  le 
pidió  prestados  dieciocho  quetzales,  ofre- 
ciendo devolvérselos  tan  pronto  como  se 
los  pidiera;  pero  como  ya  no  se  los  devol- 
vió, él  ya  no  pudo  hacer  entrega  de  esos 
fondos. 

Al  elevarse  a  plenario  la  causa,  se  formu- 
ló al  reo  cargo  por  malversación  de  cau- 
dales públicos,  con  el  cual  dijo  que  no  se 
conformaba,  en  virtud  de  no  haberlo  co- 
metido; y  no  pudiendo  nombrar  un  defen- 
sor particular  por  ser  sumamente  pobre, 
se  le  nombró  como  tal  al  Bachiller  Enri- 
que Fonseca. 

Tanto  el  Administrador  de  Rentas  del 
Departamento  de  Sololá  como  el  Presiden- 
te de  la  Junta  departamental  de  Agricul- 
tura y  Caminos,  se  mostraron  como  acusa- 
dores del  prevenido  Marroquin  Rizo. 
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El  defensor  presentó  varios  documentos 
relativos  a  los  servicios  prestados  a  la  na- 
ción por  el  enjuiciado,  y  para  establecer 
su  buena  conducta  fueron  examinados 
cuatro  testigos,  quienes  contestaron  favo- 
rablemente. 

Se  obtuvo  informe  del  Intendente  Mu- 
nicipal de  San  Pablo  La  Laguna  haciéndo- 
se constar  que  de  los  sueldos  devengados 
por  Marroquin  Rizo  como  Secretario  Mu- 
nicipal, se  le  adeudaban  diecisiete  quetza- 
les veintidós  centavos,  asi:  saldo  de  Junio, 
tres,  y  treinta  y  nueve;  sueldo  de  Julio, 
ocho;  y  saldo  de  agosto,  cinco,  ochentitrés. 

En  ampliación  de  la  declaración,  acep- 
tada a  solicitud  del  reo,  éste  manifestó  que 
es  cierto  que  él  tomó  el  valor  de  los  vein- 
tidós boletos  de  vialidad;  pero  que  lo  hizo 
abrumado  por  extrema  necesidad,  porque 
no  se  le  pagaban  los  sueldos  que  devenga- 
ba como  secretario  y  que  sus  hijos  peque- 
ños no  tenían  que  comer;  que  su  intención 
fué  siempre  reponer  esa  suma  en  cuanto 
se  le  pagaran  sus  sueldos,  lo  que  ya  no  fué 
posible  porque  de  manera  imprevista  fué 
removido  del  empleo. 

Con  estos  antecedentes  el  Juez  dictó  sen- 
tencia en  la  forma  ya  expresada,  la  cual 
fué  aprobada  por  la  Sala  de  Apelaciones 
por  haberla  encontrado  arreglada  a  la  ley, 
tanto  en  cuanto  a  la  preexistencia  del  de- 
lito, como  en  cuanto  a  la  apreciación  de  la 
prueba  y  responsabilidad  del  acusado,  así 
como  también  en  lo  relativo  a  la  suspen- 
sión de  la  pena  impuesta;  y  al  efecto,  Jia- 
ce  la  siguiente  consideración:  "  que  el  Juez 
a-quo  al  conceder  al  reo  de  la  presente 
causa  su  libertad  condicional,  se  ha  ajus- 
tado, no  sólo  a  los  preceptos  legales  de 
nuestra  ley,  sino  también  a  los  modernos 
sistemas  de  individualización  de  la  pena, 
los  cuales  tienden  no  solamente  a  huma- 
nizar los  efectos  de  las  penas  señaladas  en 
los  Códigos,  sino  también  buscan  en  sus 
medidas  la  regeneración  y  adaptación  so- 
cial de  aquellos  individuos  que  de  una  ma- 
nera ocasional  hayan  transgredido  las  li- 
mitaciones que  la  sociedad  impone  a  sus 
miembros  en  la  lucha  por  la  existencia. 
De  las  constancias  procesales  se  llega  a  la 
evidencia  de  que  el  reo  de  la  presente  cau- 
sa Héctor  Marroquin  Rizo,  delinquió,  pero 
acosado  por  la  miseria  que  había  hincado 
sus  garras  en  él  y  su  familia,  pues  carecía 
de  los  más  elementales  medios  de  vida.  Los 
extremos  de  nuestra  ley  señalan  para  po- 
der otorgar  la  gracia  con  que  el  Señor 
Juez  obsequia  a  este  reo,  están  llenos,  en 
efecto:  Primero,  con  el  informe  dé  la  Sec- 
ción de  Estadística  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  queda  plenamente  establecido 


que  Marroquin  Rizo  es  la  primera  vez  que 
delinque,  y  Segundo:  como  la  cantidad 
malversada  no  excede  de  cien  quetzales,  la 
pena  a  imponerse  es  la  de  nueve  meses  de 
arresto  mayor,  ahora,  las  razones  que  el 
Juez  tuvo  en  cuenta  para  conceder  la  11,- 
bertad  condicional  o  sean:  A)  que  el  reo 
es  un  antiguo  empleado  público,  oficial  del 
ejército  y  que  ha  desempeñado  con  acti- 
vidad y  honradez  los  siguientes  cargos:  Se- 
cretario del  Estado  Mayor  del  Ejército,  es- 
cribiente de  la  Jefatura  Política  de  Toto- 
nicapán.  Secretario  del  Juzgado  de  Paz  dn 
esta  Cabecera  (Solóla),  Secretario  de  la 
Mayoría  de  Plaza  y  Fiscalía  Militar  de  So- 
lolá,  en  dos  ocasiones,  Comandante  Local 
de  Patulul  y  Comandante  Local  de  Solo- 
ma  en  el  departamento  de  Huehuetenan- 
go;  B)  que  Marroquin  Rizo  devengaba  co- 
mo único  sueldo  en  su  empleo  último  de 
Secretario  de  ^an  Pablo  La  Laguna  la  su- 
ma de  ocho  quetzales  mensuales;  C)  que 
cuando  cometió  la  acción  delictuosa  por 
¡a  cual  se  le  procesó,  se  le  debían  más  del 
valor  de  dos  sueldos  o  sean  diez  y  siete 
quetzales  y  veintidós  centavos  de  quetzal, 
según  informes  de  la  Intendencia  Munici- 
pal de  ese  pueblo  y  por  último  que  se  ha 
probado  que  siempre  fué  un  hombre  hon- 
rado y  de  buenas  costumbres,  todo  lo  cual 
se  prueba  con  la  docurhentación  agregada 
en  autos  de  folios  sesenta  y  cuatro  al  se- 
tenta y  uno  y  con  la  testimonial  de  los  Se- 
ñores don  Juan  Sánchez,  don  Sarbelio  Ba- 
rrios, don  Francisco  Ramírez  y  don  José 
Víctor  Letona,  por  lo  que  no  queda  sino 
otorgar  al  fallo  consultado  la  correspon- 
diente aprobación,  ya  que  por  otro  lado  el 
Juez  está  legalmente  facultado  para  otor- 
gar esta  gracia.  Ahora  bien,  como  su  nom- 
bre lo  indica  la  libertad  condicional  se  con- 
cede bajo  el  entendido  de  que  por  lo  me- 
nos durante  el  tiempo  que  se  señala  para 
la  suspensión  de  la  pena,  debe  el  acusado 
observar  una  conducta  honesta  y  correcta 
y  en  consecuencia  estará  bajo  la  vigilan- 
cia y  tutelaje  oficial,  por  lo  que  debe  cau- 
cionarse en  alguna  forma  dicha  libertad, 
así  que  la  caución  conque  obtuvo  su  liber- 
tad en  el  momento  de  ser  sentenciado,  de- 
be extenderse  al  tiempo  que  se  fija  para 
la  suspensión  de  la  condena". 

Cuando  el  Fiscal  de  la  Sala,  Licenciado 
Eulogio  González  estuvo  notificado  del  fa- 
llo, presentó  dentro  de  término  legal  el  re- 
curso de  casación  por  no  estar  de  acuerdo 
y  por  estimar  violado  el  Artículo  51  del 
Código  Penal  en  relación  con  el  Decreto 
Gubernativo  (debió  decir  Legislativo)  nú- 
mero 1707  y  pidió  que  se  resolviera  "lo  que 
en  derecho  proceda". 
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También  el  Señor  Francisco' Lavagnino 
Herrera,  como  Administrador  de  Rentas  de 
Solóla,  auxiliado  por  el  Abogado  J.  I'lli- 
berto  Escobar,  interpuso  igual  recurso, 
porque  estima  que  fué  violado  el  mismo 
artículo. 

Por  otra  parte,  el  Procurador  General  de 
la  Nación,  Licenciado  Juan  Antonio  Mar- 
tínez Perales,  se  presentó  a  esta  Corte 
manifestando  que  por  el  periódico  se  ha- 
bia  enterado  de  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  de  Apelaciones  en  este  asunto,  y 
como  no  está  de  acuerdo,  por  la  irregular 
aplicación  hecha  por  el  Juez  de  la.  Ins- 
tancia, de  la  ley  violando  el  Artículo  51  del 
Código  Penal,  en  relación  con  la  Ley  de 
Probidad,  interponía  el  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  violados  los  Artículos  11, 
12,  28,  34,  44,  67,  68,  97  y  288  inciso  lo.  del 
Código  Penal;  4  y  729  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales;  el  8o.  inciso  3o.  del  De- 
creto Legislativo  1707  y  en  particular  e) 
expresado  artículo  51  del  Código  Penal  en 
relación  con  la  Ley  de  Probidad,  pidiendo 
en  definitiva  que  se  case  y  anule  la  ejecu- 
toria y  se  dicte  Ja  sentencia  que  en  dere- 
cho procede. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista,  ésta  tuvo  lugar  sin  que  nin- 
guno de  los  recurrentes  presentara  alegato 
alguno,  siendo  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  establecida  como  está  en  nuestra 
ley  penal  vigente,  como  una  innovación 
reciente,  "que  ha  llegado  a  ser  una  exigen- 
cia de  la  mayoría  de  los  penalistas  con- 
temporáneos como  dice  P.  Dorado",  ex 
el  sistema  moderno  de  individualización  de 
la  pena  para  algunos  casos  especiales  que 
reúnan  las  condiciones  indispensables, 
otorgándose  la  suspensión  de  la  ejecución 
de  la  condena  como  medida  meramente 
facultativa  de  los  jueces,  no  cabe  duda  que, 
por  su  índole  y  propia  naturaleza  su  apli- 
cación no  puede  pasar  más  allá  de  los  li- 
mites de  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
de  instancia,  de  tal  manera  que  una  vez 
concedida,  por  haberse  llenado  los  requisi- 
tos que  la  ley  establece  y  estimarla  con- 
veniente a  los  intereses  sociales,  ya  no 
puede  ser  objeto  del  recurso  de  casación. 
Que  el  caso  que  se  examina  no  constituye 
excepción  de  ia  regla  general  por  el  hecho 
de  tratarse  de  un  delito  contra  la  hacien- 
da pública  y  por  que  conduzca  a  desvir- 


tuar los  conceptos  de  la  Ley  de  Probidad 
{Decreto  Legislativo  Número  1707),  una 
vez  que  aun  en  estos  pueden  concurrir  los 
extremos  indispensables  para  la  aplica- 
ción del  principio  de  que  se  trata,  por  cu- 
ya razón  los  tribunales  no  han  tenido  nin- 
guna limitación  con  ese  motivo;  y  sii;i  lle- 
gar a  contrariar  dicha  ley,  se  ha  cumplido 
con  la  prescripción  contenida  en  el  artícu- 
lo 51  del  nuevo  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  bajo  el  concepto  antes  expresado, 
resulta  por  demás  todo  comentario  acer- 
ca de  los  artículos  citados  como  infringi- 
dos por  el  Procurador  General  de  la  Na- 
ción, ya  que  todos  fueron  debidamente  ob- 
servados y  aplicados  en  la  sustanciación 
y  término  del  proceso,  reconociéndose  la 
preexistencia  del  delito,  la  apreciación 
de  las  pruebas,  la  culpabalidad  del  delin- 
cuente, la  imposición  de  la  pena  principal 
y  las  anexas  que  están  reconocidas,  sin  que 
se  haya  hecho  por  parte  de  los  recurrentes 
ninguna  observación  acerca  de  estos  prin- 
cipios, sino  solamente  se  concretan  a  ca- 
lificar de  impropia  la  aplicación  de  la  ci- 
tada ley  que  faculta  a  los  jueces  la  sus- 
pensión de  la  pena  por  un  tiempo  deter- 
minado como  ya  se  dijo. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  artículos  686  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  232  y  23;i 
liCy  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  decla- 
ra improcedente  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  los  tres  funcionarios  a  que 
anteriormente  se  hizo  referencia.  Notifí- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  autos  al  Tribunal  de  su  pro- 
cedencia. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
—  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


243 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Florencio  y  Jor- 
ge García  Lucas  por  atentado  a  los  agen- 
tes de  la  autoridad. 

DOCTRIN A-.Cuando  en  el  acto  de  ser  cita- 
dos varios  individuos  para  que  se  pre- 
senten a  prestar  servicio  militar  hicieren 
resistencia  grave  causando  lesiones  al 
Comisionado  encargado  de  cumplir  las 
órdenes  al  respecto  recibidas,  cometen 
el  delito  de  atentado  a  los  agentes  de  la 
autoridad. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta 
y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
mas  adelante  se  relatará,  pronunciada  en 
el  proceso  instruido  contra  Florencio  y 
Jorge  Garcia  Lucas  por  el  delito  de  aten- 
tado a  los  agentes  de  la  autoridad. 

RESXJLTA: 

Que  Roberto  López,  como  "Encargado  de 
las  Milicias"  de  la  Aldea  Talmiche,  se  pre- 
sentó por  escrito  a  la  Mayoría  de  Plaza  del 
departamento  de  Huehuetenango,  mani- 
festando: que  el  día  diecinueve  de  diciem- 
bre del  año  próximo  pasado  y  cuando  cum- 
plía órdenes  de  ese  Despacho  para  citar  a 
individuos  de  tropa  para  el  servicio  mili- 
tar, encontró  a  los  soldados  Florencio  y 
Jorge  Garcia,  quienes  al  citarlos  se  opu- 
sieron y  lo  atacaron  con  un  palo  frente  a 
'a  casa  de  Pastor  Rivas;  que  su  auxiliar 
Inocente  López  al  ver  la  actitud  de  los  Gar- 
cía se  puso  en  precipitada  fuga,  pero  lue- 
go le  prestaron  auxilio  el  encargado  de  Mi- 
licias de  dicho  cantón,  Domingo  Palacios 
y  Manuel  Hernández,  con  quienes  logró 
conducir  a  los  Garcia  al  cuartel,  haciendo 
constar  que  sufrió  un  golpe  en  la  cabeza, 
y  que  en  la  reyerta  también  Jorge,  uno 
de  los  atacantes,  sufrió  un  golpe  en  la  mis- 
ma parte  del  cuerpo. 

La  Mayoría  de  Plaza  puso  a  disposición 
del  Juez  de  Paz  de  Huehuetenango  a  los 
sindicados,  y  se  inició  la  correspondiente 
averiguación. 

Ratificado  el  parte  fué  examinado  Ma- 
nuel Hernández,  quien  expuso:  que  estan- 
do en  la  calle  frente  a  su  casa,  el  día  del 
suceso  como  a  las  doce  horas,  vió  que  cer- 
ca se  encontraban  tres  individuos  agarrán- 
dose, e  inmediatamente  fué  a  separarlos  y 
como  a  tiempo  llegó  el  Encargado  de  Mi- 
licias Domingo  Palacios,  se  los  entregó  y 
los  condujo  a  la  Mayoría  de  Plaza;  que  no 


conoce  a  ninguno  de  los  indivduos  por  ser 
de  otro  cantón;  y  por  eso  no  le  consta  a 
quien  le  pegaron  y  tampoco  pudo  apreciar 
cuando  se  agarraban,  a  quien  le  tiraban, 
pues  propiamente  eran  los  tres  y  lo  que 
h  zo  fué  correr  a  separarlos.  El  Encarga- 
de  de  Milicias  del  Cantón  de  San  José,  Do- 
mingo Palacios,  declaró:  que  estando  pa- 
rado en  el  andén  de  la  casa  de  Pastor  Ri-  , 
vas  junte  con  éste  y  Mariano  Hernández, 
se  dió  cuenta  que  como  a  setenta  metros 
tíe  distancia  se  agarraban  tres  individuos, 
notando  que  dos  de  ellos  le  tiraban  a  otro, 
teniendo  los  tres  sus  respectivos  palos;  que 
luego  se  fueron  a  separarlos,  pero  cuando 
llegaron  ya  lo  habían  hecho  Manuel  y  Ma- 
ximiliano Hernández  y  otro  individuo  y  lo 
que  hizo  el  dicente  fué  llevarlos  para  la 
Mayoría  de  Plaza,  y  en  el  camJno  uno  de 
ellos  dijo  llamarse  Roberto  López  y  que 
era  el  "encargado  Militar"  de  la  Aldea  "Tal- 
miche", quien  manifestó  que  como  no  en- 
contrara en  sus  casas  a  dichos  individuos 
los  había  citado  en  el  sitio  donde  lo  ha- 
bían encontrado  en  reyerta  por  la  oposi- 
ción que  aquellos  le  presentaron;  y  enton- 
ces se  dió  cuenta  que  efectivamente  los 
otros  dos  señores  eran  precisamente  los 
que  le  tiraban  al  Encargado  Militar  ya  di- 
cho, quien  había  recibido  un  palo  en  la 
cabeza  y  otro  de  los  demás,  también  fué 
golpeado  en  el  mismo  lugar. 

Indagado  el  reo  Florencio  García  Lucas, 
de  diez  y  nueve  años,  expuso:  que  el  die- 
cinueve de  diciembre  del  año  pasado  en  el 
lugar  "EU  Marquesote",  estando  en  compa- 
ñía de  su  hermano  Jorge,  el  encargado  de 
Milicias  de  Talmiche  los  citó  para  el  ser- 
vicio militar  y  ya  fué  agarrándolos  y  como 
le  dijeran  a  López  que  ellosi  irían  solos  y 
no  era  fuerza  que  los  agarrara,  en  ese  mo- 
mento su  hermano  se  ladió  un  poquito  y 
entonces  el  Encargado  le  asestó  un  palo  en 
Ir  cabeza;  agregó  que  es  falso  el  conteni- 
do del  parte  presentado  por  el  encargado 
de  Milicias  ante  la  Mayoria  de  Plaza;  se  le 
puso  a  la  vista  un  palo  que  López  presen- 
tó como  cuerpo  del  delito  y  no  lo  recono- 
ció como  de  su  propiedad,  indicando  que 
él  no  llevaba  palo  y  que  talvez  era  del  En 
cargado. 

Jorge  García,  de  dieciocho  años,  mani- 
festó al  ser  interrogado,  que  el  día  del 
hecho  cuando  iba  a  su  casa  en  compañía  de 
su  hermano  Florencio,  les  salió  al  encuen- 
tro el  Encargado  de  Milicias  Roberto  Ló- 
pez y  les  dijo  que  lo  acompañaran  a  la  Ma. 
yoría  de  Plaza,  agarrando  a  su  hermano; 
que  como  ellos  le  dijeron  que  caminarían 
solos  y  no  quería  soltar  a  su  hermano,  el 
declarante  se  acercó  y  entonces  López  le 
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dió  un  palo  en  la  cabeza;  lo  mismo  que  su 
hermano,  negó  .todo  lo  expuesto  en  el  me- 
morial presentado  por  López,  pues  — dice — 
que  lo  que  ellos  querían  era  que  primero 
fuera  uno  a  dar  sus  servicios  y  después  el 
otro,  pues  cómo  iba  a  ser  que  a  los  dos  se 
los  llevara,  y  cree  que  el  mismo  Encarga- 
do se  pegó  el  palo  en  la  cabeza  para  mal 
informarlos;  y  que  el  auxilio  acudió  cuan- 
do el  dicente  gritó  por  el  palo  que  sufrió 
en  la  cabeza. 

Al  ser  examinado  Pastor  Rivas,  dijo  que 
el  día  del  suceso  se  encontraba  en  la  puer- 
ta de  su  casa,  acompañado  de  Domingo 
Palacios  y  José  Mariano  Hernández  y  que 
vieron  que  tres  individuos  estaban  pelean- 
do, por  lo  cual,  sus  acompañantes  fueron 
a  prestar  auxilio;  que  momentos  después 
pagaron  con  tres  milicianos;  que  él  no  fué 
a  prestar  auxilio  porque  no  se  lo  pidieron 
José  Mariano  y  Maximiliano  Hernández  de- 
clarararon  en  idénticos  términos  que  Ri- 
vas. 

Decretada  la  prisión  preventiva  de  los 
enjuiciados,  el  Juez  de  Primera  Instancia 
mandó  pasar  los  autos  al  Tribunal  Mili- 
tar del  mismo  departamento  de  Huehue- 
tenango  para  su  prosecusión,  por  conside- 
rarse incompetente.  Durante  el  sumario 
se  practicaron  careos  entre  los  reos  Flo- 
rencio y  Jorge  García  y  el  Encargado  Mi- 
litar López,  así  como  entre  Domingo  Pala- 
cios, los  testigos  de  cargo  Manuel,  Maxi- 
miliano y  Mariano  Hernández  y  los  enjui- 
ciados, pero  nada  se  puso  en  evidencia, 
fuera  de  lo  que  deja  consignado. 

Elevada  la  causa  a  plenario,  se  tomó  a 
los  reos  confesión  con  cargos,  formulándo- 
les el  de  Atentado  a  los  Agentes  de  la  Au- 
toridad, con  el  cual  no  se  conformaron  y 
se  les  nombró  como  defensor  al  Capitán 
Gilberto  José  Palacios,  quien  pidió  que  se 
examinara  a  los  señores  Cornelio  y  Damián 
Martínez,  conforme  al  interrogatorio  que 
presentó  y  verificada  la  diligencia,  fueron 
declaradas  nulas  por  haberse  recibido  sin 
que  previamente  se  abriera  la  causa  a 
prueba.  Aparecen  agregadas  a  los  autos, 
dos  certificaciones  expedidas  por  el  Secre- 
tario de  la  Mayoría  de  Plaza  de  Huehue- 
tenango,  haciendo  constar:  en  una,  ei 
nombramiento  expedido  por  dicha  Mayo- 
ría de  Plaza  en  favor  del  Sargento  Prime- 
ro Roberto  López,  como  ayudante  del  Co- 
misionado Militar  de  la  Aldea  Sucúlique, 
fechado  el  seis  de  Noviembre  de  mil  no- 
cientos  treinta  y  cuatro,  habiendo  sido 
promovido  al  cargo  de  Comisionado  de  la 
Aldea  Talmiche  el  veintiocho  de  Enero  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis;  y  en  otra  el 


nombramiento  de  Encargado  Militar  del 
Cantón  San  José,  en  favor  del  Subtenien- 
te Domingo  Palacios. 

También  obra  en  autos  el  informe  dado 
por  el  Cirujano  departamental,  donde 
consta  que  Roberto  López  sufrió  una  con- 
tusión sobre  la  cara  externa  del  brazo  iz- 
quierdo, y  otra  leve  sobre  la  región  parie- 
tal izquierda;  ambas  no  necesitaron  de 
asistencia  facultativa,  curando  en  dos  días, 
sin  quedar  consecuencias. 

El  Tribunal  Militar  de  Huehuetenango 
condenó  a  los  enjuiciados  a  sufrir  por  el 
delito  de  Atentado  a  los  Agentes  de  la  Au- 
toridad, la  pena  de  dos  años  de  prisión  co- 
rreccional, permitiéndoles  conmutar  la 
tercera  parte  de  la  condena  a  razón  de  diez 
centavos  de  quetzal  diarios,  e  hizo  las  de- 
más declaraciones  procedentes  en  derecho 

Por  apelación  de  los  García  y  de  su  de- 
fensor, se  elevó  la  causa  a  la  Sala  Cuarta 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  donde  se 
corrieron  los  traslados  correspondientes, 
abogando  el  Procurador  por  la  absolución 
de  los  procesados  y  el  Fiscal  por  que  se  con- 
firmara el  fallo. 

El  Tribunal  dictó  sentencia  con  fecha 
diez  de  marzo  del  presente  año,  y  tomando 
como  fundamento  que  con  las  declaracio- 
nes de  los  señores  Domingo  Palacios,  Ma- 
nuel, Maximiliano  y  Mariano  Hernández  y 
Pastor  Rivas,  está  probado  que  los  sindi- 
cados atacaron  con  palo  al  Sargento  Ló- 
pez, ocasionándole  varias  heridas,  sin  que 
se  haya  demostrado  que  éste  fué  quien  los 
agredió,  confirmó  la  sentencia  de  primer 
grado,  con  la  única  reforma  de  que  la  con- 
muta de  la  condena  es  en  sus  dos  terceras 
partes. 

Contra  este  último  pronunciamiento,  los 
enjuiciados,  con  auxilio  del  Licenciado 
Juan  Salcedo  Mérida,  interpusieron  el  pre- 
sente recurso  de  casación,  por  infracción 
de  ley,  citando  como  infringidos  los  artícu- 
los 566,  568,  586  inciso  5o.  y  573  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales.  Pedidos 
los  antecedentes  y  habiéndose  verificado  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  existe  violación  de  los  artículos 
566,  568,  586  inciso  5o.  y  573  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  porque  con  las  di- 
ligencias practicadas  se  encuentra  plena- 
mente comprobado  el  hecho  de  que  los 
hermanos  Jorge  y  Florencio  García  fue- 
ron citados  por  el  Comisionado  Militar  de 
Talmiche,  como  milicianos,  para  presen- 
tares a  la  Mayoría  de  Plaza;  y  si  bien  este 
último,  queriendo  poner  en  ejecución  in- 
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mediata  las  órdenes  recibidas,  quiso  con- 
ducir de  una  vez,  a  dichos  individuos,  es- 
to no  autorizaba  a  aquellos  para  oponer 
una  resistencia  grave  hasta  el  grado  de 
causarle  una  lesión  en  la  cabeza  al  referi- 
do Comisionado,  hecho  que  se  encuentra 
establecido  con  el  respectivo  informe  del 
cirujano  departamental  y  con  declaracio- 
nes de  testigos,  que  han  sido  apreciadas 
por  el  Tribunal  sentenciador  de  acuerdo 
con  los  pirncipios  establecidos  en  el  referi- 
do artículo  586. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  articules  684,  686 
y  690  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, 233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  declara  improcedente  el  recurso 
Interpuesto  e  impone  a  cada  uno  de  los  re- 
currentes un  arresto  adicional  de  quince 
días,  que  podrán  conmutar  a  razón  de  diez 
centavos  diarios.  Notifíquese  y  con  certi- 
ficación, devuélvase  la  causa  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  ~ — 
Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  instruida  contra  Guadalupe  Ríos 
de  Sajché  y  Rubén  Herrera  Castañeda, 
por  adulterio. 

DOCTRINA:  Contra  lo  resuelto  por  el  tri- 
bunal de  segundo  grado,  mandando  in- 
vestigar si  los  testigos  que  nombra  en  el 
fallo,  la  persona  que  los  propuso  y  el 
abogado  que  auxilió  a  ésta,  incurrieron 
en  falso  testimonio,  no  procede  el  recur- 
so de  casación,  porque  el  fallo  en  que  se 
ordena  el  procedimiento  para  averiguar 
tal  hecho,  no  tiene  el  carácter  de  defi- 
nitivo. { 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  dos  de  abril  próximo 
pausado,  dictó  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte 


de  Apelaciones  en  el  proceso  seguido  con- 
tra Guadalupe  Ríos  de  Sajché  y  Rubén 
Herrera  Castañeda,  por  el  delito  de  adul- 
terio. 

El  veintitrés  de  julio  del  año  próximo 
pasado,  Santiago  Sajché  se  presentó  al 
Juez  de  Primera  Instancia  de  Huehuete- 
nango  y  expuso:  que  tenia  como  quince 
años  más  o  menos,  de  haber  contraído  ma- 
trimonio con  Guadalupe  Rios,  con  quien 
procreó  varios  niños,  siendo  los  mayores 
Tomás  y  Angel,  de  catorce  y  doce  años  de 
edad,  respectivamente;  hacia  tiempo  .sos- 
pechaba que  su  esposa  tenía  relaciones 
amorosas  con  Rubén  Herrera  Castañeda, 
y  para  convencerse  de  esto  la  estuvo  vigi- 
lando; que  el  día  veintidós  del  mes  cita- 
do, como  a  las  catorce  horas,  se  dirigió  a 
su  casa  y  al  llegar,  por  el  estado  nervioso 
y  un  tanto  turbado  de  su  esposa,  entró  en 
malicia  y  la  puso  en  confesión  y  aunque 
ella  negó  el  hecho,  en  un  ropero  encontró 
dos  pañuelos  marcados  con  las  letras  "R. 
H.  C.",  los  cuales  son  de  propiedad  del  ex- 
presado Herrera,  amante  de  su  esposa;  la 
sirvienta  Marcelina  N.,  le  confirmó  que  di- 
cho individuo  era  amante  de  su  mujer  y 
que,  frecuentemente,  cuando  el  querellan- 
te estaba  en  su  trabajo,  entraba  a  la  casa; 
que  sus  menores  hijos  Tomás  y  Angel, 
también  le  dieron  datos  al  respecto;  lo 
mismo  que  el  individuo  Tereso  Vásquez. 
Concluyó  manifestando  que  se  constituía 
formal  acusador  de  su  esposa  Guadalupe 
Ríos  de  Sajché  y  Rubén  Herrera  Castañe- 
da, por  el  delito  de  adulterio. 

Fué  agregada  a  la  causa  la  certificación 
de  la  partida  de  matrimonio  de  Santiago 
Sajché  y  María  Guadalupe  Rios. 

Interrogados  Tomás  y  Angel  Sajché,  de 
catorce  y  doce  años  de  edad,  respectiva- 
mente, dijeron:  el  primero,  que  durante 
los  días  de  las  fiestas  julias,  en  compañía 
de  su  madre  Guadalupe  Rios,  fué  a  pa.sear 
al  hipódromo  y  los  acompañó  Rubén  He- 
rrera C,  quien  en  el  camino  abrazaba  a  su 
mamá  y  ésta  amenazaba  al  deponente  con 
pegarle  si  daba  parte,  pero  no  hizo  caso  y 
le  avisó  a  su  papá.  EU  segundo,  expresó: 
que  haría  un  mes,  más  o  menos  (las  de- 
claraciones fueron  tomadas  el  veinticuatro 
de  julio  de  1937),  cuando  el  deponente  lle- 
gaba a  su  casa  después  de  las  doce  horas, 
salía  el  individuo  Rubén  Herrera  y  cuan- 
tío el  dicente  se  iba  a  la  tienda  de  su  pa- 
dre, aquél  volvía  a  penetrar. 

Marcelina  Herrera,  de  quince  años  de 
edad,  declaró:  que  hacia  como  un  mes  que 
Rubén  Herrera  principió  a  llegar  a  la  casa 
de  su  patrona  Guadalupe  Rios,  entre  ocho 
y  nueve  de  la  mañana  y  salía  como  a  los 
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tíoce  horas;  cuando  dicho  individuo  en- 
traba a  la  casa,  su  patrona  atrancaba  to- 
das las  puertas  y  se  encerraba  con  él,  pe- 
ro antes  le  decia  a  la  deponente  que  cui- 
dara bien  la  cocina  y  que  hiciera  todos 
los  oficios;  la  señora  le  amenazó  con  pe- 
garle si  le  decia  algo  a  su  esposo. 

Tereso  Vásquez,  dijo:  que  haria  como  un 
mes,  más  o  menos,  que  Rubén  Herrera 
principió  a  llegar  a  la  casa  de  Guadalupe 
Ríos  de  Sajché;  al  principio  se  estaba  pla- 
ticando con  el  declarante  y  Adrián  Cardo- 
na, pero  después  entró  en  confianza  con 
la  señora  y  entonces  las  conversaciones 
fueron  sólo  con  ésta;  notó  también  que 
entraban  al  dormitorio  y  entrecerraban 
las  puertas.  Adrián  Cardona  Sosa,  decla- 
ró en  parecidos  términos  a  los  del  anterior. 

Indagada  Guadalupe  Ríos  de  Sajché, 
negó  los  hechos  que  se  le  imputan  y  res- 
pecto a  los  pañuelos  con  las  iniciales  an- 
tes mencionadas  dijo  que  eran  de  Rogelia 
Herrera,  hermana  de  Rubén,  quien  llegaba 
diariamente  a  su  casa  a  lavar  ropa  y  los 
dejó  prendidos  en  un  naranjo,  de  donde 
su  esposo  sin  duda  los  recogió  para  acu- 
sarla. 

Román  Gamarro,  declaró:  que  trabajó 
en  casa  de  Luis  Sajché,  clavando  machim- 
hembre,  desde  el  quince  de  junio  hasta 
el  once  de  julio  del  año  próximo  pasado 
y  observó  durante  ese  tiempo,  que  Rubén 
Herrera  llegaba  casi  diariamente  a  conver- 
sar con  Guadalupe  Rios  y  se  encerraban 
en  el  dormitorio;  el  treinta  de  junio,  por 
la  tarde,  cuando  la  señora  Sajché  estaba 
para  irse  a  la  tienda  de  su  esposo,  princi- 
pió a  llover  y  por  esta  razón  ya  no  se  fué; 
en  este  momento  llegó  Herrera  y  se  sen- 
taron en  el  corredor,  descalzándose  la  se- 
ñora de  Sajché  y  después  ambos  entraron 
al  dormitorio,  entrecerrando  la  puerta  un 
momento  y  después  salieron;  no  vió  lo  que 
hacían  en  el  interior. 

Rubén  Herrera  Castañeda,  al  ser  inte- 
rrogado, negó  los  hechos  que  se  le  impu- 
tan y  dijo:  que  los  pañuelos  con  las  inicia- 
les "R.  H.  C."  que  se  le  pusieron  a  la  vista, 
no  eran  de  su  pertenencia,  pues  los  que 
usa  el  deponente  sólo  llevan  la  inicial  H. 
o  sea  la  letra  de  su  apellido;  probablemen- 
te esas  prendas  sean  de  sus  hermanas  Ro- 
gelia o  Romelía,  por  tener  las  mismas  ini- 
ciales y  además  ellas  iban  a  lavar  a  la  ca- 
sa de  la  señora  Sajché.  Al  preguntarle  si 
tenia  algo  que  alegar  en  su  defensa,  ex- 
presó: que  el  veintidós  de  julio,  como  a  las 
ocho  horas,  se  fué  con  don  Julio  Molina 
al  lugar  llamado  Marquesote,  a  casa  de  Au- 
gusto Palacios,  y  le  preguntó  si  tenia  sá- 
banas de  un  lienzo,  quien  le  contestó  que 


no  tenía  de  momento,  pero  que  si  se  las 
podría  hacer;  se  encontraba  allí  Augusto 
Humberto  Palacios;  después  de  permane- 
cer como  hora  y  media  se  fueron  a  Canxac 
a  pasear,  regresando  como  a  las  ca- 
torce horas  y  media,  pasando  a  la  casa 
de  Palacios  a  preguntar  cuándo  estarían 
las  sábanas;  durante  las  fiestas  juilas  es- 
tuvo en  compañía  de  varios  individuos  cu- 
yos nombres  no  recordaba,  pero  dijo  que 
los  citaría  en  su  oportunidad. 

En  los  careos  practicados  entre  los  tes- 
tigos nombrados  anteriormente  y  los  pro- 
cesados, nada  se  adelantó. 

José  Manuel  Cardona  Gutiérrez,  dijo: 
que  era  operario  del  maestro  contratista, 
Adrián  Cardona,  por  lo  que  el  veinte  del 
mes  de  julio,  de  orden  de  éste,  fué  a  tra- 
bajar a  casa  de  Luis  Sajché  a  clavar  ma- 
chihembre; tanto  ese  día  como  el  miérco- 
les veintiuno  del  mismo  mes,  Rubén  He- 
rrera llegó  a  esa  casa  y  es  encerró  con 
Guadalupe  Herrera  de  Sajché;  dicho  indi- 
viduo entraba  como  a  las  nueve  o  diez  ho- 
ras; el  dia  jueves  veintidós  de  julio  (1937). 
como  a  las  diez  horas,  en  ocasión  en  que 
el  deponente  estaba  terminando  de  ma- 
chiembrar  un  cuarto,  por  ver  que  las 
tablillas  del  machihembre  quedaran  ajus- 
tadas, tuvo  necesidad  de  subir  por  el 
cuarto  del  ochavo  y  al  estar  arriba  le  lla- 
mó la  atención  un  ruido  que  provenía  del 
dormitorio  del  señor  Sajché;  por  lo  que 
dispuso  acercarse  a  ver  lo  que  pasaba  y 
en  un  agujero  de  una  tabla  del  dormito- 
rio, observó  que  tanto  la  esposa  del  señor 
Luis  Sajché  como  Rubén  Herrera  ejecuta- 
ban actos  carnales;  como  eran  cosas  que 
no  tenia  que  ver  el  declarante,  se  dirigió 
a  continuar  su  trabajo;  cuando  salió  a  al- 
morzar, las  puertas  se  encontraban  toda- 
vía cerradas;  al  regresar  del  almuerzo,  la 
señora  de  Sajché  le  mandó  decir  al  depo- 
nente con  la  sirvienta,  que  si  le  pregunta- 
ha  don  Luís  sí  había  llegado  Herrera  a  su 
casa,  que  dijera  que  nó.  Este  testigo  tam- 
bién fué  careado  con  los  reos,  pero  todos 
sostuvieron  sus  declaraciones  anteriores. 

Romelía  Herrera  Castañeda  y  Rogelia  de 
los  mismos  apellidos,  hermanas  de  Rubén 
Herrera,  declararon  que  los  pañuelos  que 
tienen  las  iniciales  "R.  H.  C",  son  los  que 
ellas  usan  y  la  última  indicó  que  los  dejó 
en  casa  de  Luis  Sajché  a  donde  iban  a  la- 
var ropa. 

El  juez  practicó  una  inspección  ocular 
en  casa  del  acusador  y  comprobó  que  por 
el  agujero  que  hay  en  el  techo  del  dormi- 
torio puede  verse  el  interior  de  éste. 
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Coronada  Agustín,  declaró:  que  en  una 
ocasión  en  que  la  deponente  se  dirigía  a 
su  casa  de  habitación,  al  pasar  por  la  de 
don  Luis  Sajché,  observó  que  de  allí  salía, 
por  la  puerta  de  la  esquina,  el  individuo 
Rubén  Herrera,  quien  iba  sin  saco. 

Augusto  Palacios,  dijo:  que  el  ocho  de 
agosto  (1937),  como  a  las  once  horas,  lle- 
gó a  su  casa  un  hermano  de  Rubén  Herre- 
ra a  decirle  que  fuera  a  declarar  a  favor 
de  su  hermano,  indicándole  que  dijera  que 
Rubén  había  llegado  a  su  taller  el  vein- 
tidós de  julio  a  encargarle  unas  sábanas; 
lo  que  es  cierto,  pues  el  expresado  Herrera 
llegó  ese  día  en  compañía  de  Julio  Molina 
con  ese  objeto;  como  a  las  ocho  horas  se 
fué  para  la  aldea  Canxaque  regresando 
como  a  la  una  de  la  tarde.  Humberto  Pa- 
lacios, se  produjo  en  los  mismos  términos 
que  el  anterior,  respecto  a  que  Herrera  lle- 
gó a  ese  lugar  e  hizo  el  citado  encargo. 

Los  procesados  no  se  conformaron  con 
los  cargos  que  por  el  delito  de  adulterio  se 
les  dedujeron. 

Por  parte  de  Rubén  Herrera,  se  recibie- 
ron las  pruebas  siguientes:  a)  con  el  fin 
de  establecer  que  Manuel  y  Adrián  Cardo- 
na habían  estado  en  casa  de  Juan  G. 
Castillo,  armando  una  estantería  el  vein- 
tidós de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete  en  la  mañana,  declararon  el  ex- 
presado Castillo,  Florencio  Moreno,  Juan 
Samayoa  Rivas  y  Amalia  Arce  viuda  de 
Estrada.  El  primero  no  precisó  la  fecha 
en  que  se  hizo  ese  trabajo;  el  segundo, 
después  de  haber  afirmado  que  estuvo  allí 
hasta  las  doce  horas,  al  ser  repreguntado 
expresó  que  había  salido  un  rato  entre  las 
nueve  y  media  y  diez  y  media;  el  tercero, 
se  contradice  en  cuanto  a  la  presencia  de 
Moreno  en  el  lugar  cuando  él  se  retiró. 
Carlos  Herrera  Víllatoro,  declaró  haber 
estado  allí  ese  día  con  los  dos  Cardona,  en- 
tre las  diez  y  media  y  once  horas  y  medía, 
b)  Enrique  Gómez,  Arturo  Martínez  y  Es- 
ter Molina  Rodas,  declararon:  que  vieron 
que  Román  Gamarro  estuvo  trabajando 
en  casa  de  Rafael  Ríos  en  el  corredor  en 
la  parte  de  arriba,  el  treinta  de  junio  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete,  en  la  tarde. 
Los  dos  primeros,  al  ser  repreguntados,  no 
explicaron  porqué  recordaban  esa  fecha, 
expresando  la  última  que  la  tenía  presen- 
te, por  haber  entregado  un  poco  de  ropa; 
Gómez  afirmó  que  salió  de  allí  en  compa- 
ñía de  Martínez,  cuando  ya  se  había  reti- 
rado la  señorita  Molina;  y  en  cambio  Mar- 
tínez dijo  que  salió  solo,  dejando  a  los 
otros  testigos  en  la  casa;  por  último  la 
Molina  dijo,  que  cuando  ella  se  retiró,  de- 
jó en  la  casa  a  Martínez  y  Gómez.  Tam- 


bién fué  propuesto  el  testigo  Ricardo  Ri- 

va.;  Cardona,  para  declarar  sobre  el  mis- 
mo hecho  y  expresó:  que  el  individuo  Ru- 
bén Herrera  llegó  a  su  casa  a  decirle  que 
se  pusiera  de  acuerdo  con  Ester  Molina, 
Enrique  Gómez  y  Arturo  Martínez,  para 
declarar  que  había  visto  trabajar  en  casa 
de  Rafael  Ríos  a  Román  Gamarro  y  le  dió 
la  suma  de  un  quetzal  y  medio  por  su  de- 
claración, el  que  recibió  por  haber  insisti- 
do mucho  (dinero  que  le  entregó  en  ese 
acto  al  Juez),  pero  expresó  que  al  depo- 
nente nada  le  constaba  de  los  hechos  in- 
dicados, c)  Fueron  repreguntados  los  tes- 
tigos Tereso  Vásquez,  Román  Gamarro, 
José  Manuel  Cardona  Gutiérrez,  Adrián 
Cardona  Sosa  y  Marcelina  Herrera,  quie- 
nes en  lo  substancial,  mantuvieron  sus 
anteriores  declaraciones;  lo  mismo  el  me- 
nor Tomás  Sajché  y  en  cuanto  al  otro  me- 
nor, Angel  Sajché,  el  juez  hizo  constar  la 
inseguridad  en  las  respuestas  que  dió  a  las 
repreguntas,  d)  Valeriano  Gómez  Sáenz 
declaró:  que  el  veintidósi  de  julio  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete,  llegó  a  las  ocho 
de  la  mañana  Rubén  Herrera  en  compa- 
ñía de  Julio  Molina  a  ca.sa  del  tejedor  Au- 
gusto Palacios,  yéndose  después  aquéllo.? 
con  dirección  a  la  aldea  Canxac,  quienes 
regresaron  como  a  la  una  del  mismo  día. 
e)  Elcira  H.  de  Rivas  y  Herlinda  Cobón, 
declararon:  que  vieron  a  Romeüa  y  Ro- 
gelia  Herrera,  hermanas  del  procesado,  que 
llegaban  a  lavar  ropa  de  una  de  éstas,  a 
casa  de  Luis  Sajché,  habiendo  dejado  de 
llegar  Romelia  hasta  el  veintidós  de  julio. 
La  primera  de  las  testigos  nombradas,  de- 
claró que  diariamente  veía  a  Guadalupe 
Sajché  en  la  tienda  de  su  esposo  Luis  Saj- 
ché, en  la  mañana  y  en  la  tarde,  f)  Juan 
Funes  negó  haber  hablado  con  Jacinto 
Sánchez,  para  que  declarara  que  había  vis- 
to al  procesado  en  Zaculeu.  g)  Inspec- 
ción ocular  practicada  por  el  juez  de  pri- 
mera instancia  en  casa  de  Luis  Sajché.  en 
la  que  se  hizo  constar:  que  el  primero  y 
segundo  patios  están  divididos  por  una 
pared  de  altura  regular,  por  lo  que  no  se- 
ría posible  ver  las  piezas  de  la  misma  ca- 
sa que  dan  al  lado  sur  ni  interior  ni  ex- 
teriormente;  como  no  compareció  el  tes- 
tigo Tereso  Vásquez.  no  se  pudo  determi- 
nar concretamente  el  lugar  donde  nraba- 
jaba;  pero  sí  se  aprecia  que  de  cualquier 
punto  de  este  segundo  patio  es  imposible 
observar  las  otras  dependencias  de  la  ca- 
sa, por  impedirlo  la  pared  medianera  y 
únicamente  estando  cerca  de  la  pila  del 
lado  poniente  del  patio,  sí  puede  verse  por 
la  puerta  de  comunicación  del  lado  po- 
niente del  corredor  así  como  la  puerta  del 
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dormitorio  del  señor  Sajché  y  su  esposa; 
del  punto  donde  estaba  el  testigo  Manuel 
Cardona  Gutiérrez  a  la  puerta  del  dormi- 
torio, hay  una  distancia  de  cuatro  metros, 
h)  El  administrador  de  rentas  de  Huehue- 
tenango  informó  al  juez  de  primera  ins- 
tancia, que  Rubén  Herrera  Castañeda  en- 
tregó el  puesto  de  guardalmacén  de  li- 
cores de  Ixtahuacán,  el  veinticuatro  de  ju- 
lio de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  i) 
Los  expertos  Augusto  Galicia  y  Arturo  Gi- 
rón, dictaminaron  que  las  iniciales  que 
tienen  los  pañuelos  "R.  H.  C",  coinciden 
con  los  nombres  de  las  cédulas  de  vecin- 
dad de  las  señoritas  Romelia  y  Rogelia 
Herrera;  que  dichas  prendas  son  de  hom- 
bre, pero  pueden  ser  usadas  por  mujeres. 

Por  parte  de  Guadalupe  de  Sajché,  se 
recibieron  las  pruebas  siguientes:  a)  Re- 
preguntas a  los  testigos  José  Manuel  Car- 
dona Gutiérrez,  Tereso  Vásquez  y  Adrián 
Cardona  Sosa,  quienes  en  lo  substancial 
mantuvieron  sus  declaraciones  anteriores, 
lo  mismo  que  los  testigos  Tomás  y  Angel 
Sajché.  b)  Certificación  de  las  partidas 
de  nacimiento  de  Tomás,  Angel,  Bernardi- 
no  Audilio,  Joaquina  y  Augusto  Flavio 
Sajché  y  de  la  sentencia  económica  dic- 
tada por  el  juez  de  paz  de  Huehuetenan- 
go  el  veintitrés  de  julio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  en  la  que  se  condena  a 
Luis  Santiago  Sajché,  porque  el  día  ante- 
rior había  golpeado  a  su  esposa  Gaudalu- 
pe  Ríos  de  Sajché.  c)  Juicio  pericial  re- 
lativo a  que  los  procesados  son  personas 
normales,  d)  Declaraciones  de  las  testigos 
Susana  Hernández  L.,  Ernestina  Ríos  Mo- 
lina y  Clotilde  Mérida,  sobre  que  Guada- 
lupe de  Sajché  es  honrada  y  que  goza  pú- 
blicamente de  ese  concepto,  afirmación 
que  no  se  modificó  con  las  repreguntas  di- 
rigidas por  el  acusador,  e)  Repreguntas 
a  Marcelina  Herrera,  quien  con  algunas  va- 
riantes, sostuvo  su  declaración  dada  en  el 
sumario. 

Por  parte  de  Luís  Santiago  Sajché,  se 
recibieron  las  pruebas  siguientes:  a)  fue- 
ron ampliadas  las  declaraciones  de  Au- 
gus  y  Humberto  Palacios,  en  el  sentido  de 
que  el  lugar  donde  tenían  establecido  su 
taller  de  telar  era  en  el  cantón  San  José. 
Al  ser  repreguntados  expusieron:  el  pri- 
mero, que  sabía  que  Rubén  Herrera  se  ha- 
bía ido  para  Canxac,  porque  ese  rumbo 
tomó;  y  el  segundo,  dijo  que  lo  sabía  por- 
que dicho  individuo  pasó  al  taller,  b)  Re- 
preguntas a  los  testigos  Juan  G.  Castillo, 
Florencio  Moreno,  Juan  Samayoa  Rivas, 
Amalia  Arce  viuda  de  Estrada,  Enrique 
Gómez,  Arturo  Martínez,  Ester  Molina  Ro- 
das, con  el  resultado  que  ya  se  indicó  an- 


teriormente, c)  Moisés  Morales  Alvarado 
y  Carlos  Ríos,  de  dieciséis  y  doce  años 
de  edad,  respectivamente,  declararon  que 
a  principios  de  julio  del  año  próximo  pa- 
sado, fueron  a  poner  una  estantenría  a  ca- 
sa de  Juan  G.  Castillo  por  orden  de  su 
maestro  Adrián  Cardona,  el  primero  como 
operario  y  el  otro  como  aprendiz.  Las  re- 
preguntas que  les  dirigió  el  procesado,  Ru- 
bén Herrera,  no  variaron  estas  declaracio- 
nes, d)  Informe  dado  por  el  juez  menor 
de  San  Antonio  Huista  de  que  Arturo  Mar- 
tínez se  fué  de  ese  lugar  el  veintiséis  de 
junio  (1937),  después  de  haber  trabajado 
en  un  empedrado,  e)  Informe  de  la  Jefa- 
tura de  Comunicaciones  E  éctrícas  de  Hue- 
huetenangq,  relativo  a  que  el  mensaje  te- 
legráfico dirigido  por  Florencio  Moreno  al 
Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de 
Guerra,  con  fecha  veintidós  de  julio  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y  siete,  fué 
depositado  en  Ja  oficina  a  su  cargo  a  las 
doce  horas  veinte  minutos,  f )  Informe  de 
la  secretaría  de  esta  Corte,  respecto  a  que 
en  el  departamento  de  estadística,  no  exis- 
ten antecedentes  penales  contra  Rubén 
Herrera  Castañeda,  Enrique  Gómez,  Artu- 
ro Martínez,  Ester  Molina  Rodas,  Juan  G. 
Castillo,  Florencio  Moreno,  Juan  Rívas 
Samayoa  y  Amalia  Arce  viuda  de  Estrada, 
g)  El  tres  de  noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  el  cirujano  departa- 
mental de  Huehuetenango  reconoció  a 
Guadalupe  Ríos  de  Sajché,  quien  presen- 
taba señales  de  estar  en  cinta  de  un  tiem- 
po de  cuatro  a  cuatro  meses  y  medio  apro- 
ximadamente. El  doctor  Horacio  Galindo 
también  reconoció  a  la  señora  de  Sajché 
e  informó  que  puede  suponerse  que  dicha 
señora  se  encuentra  en  ese  estado,  pero 
no  puede  afirmarse  con  absoluta  seguri- 
dad (a  la  fecha  treinta  de  Octubre  de  mi) 
novecientos  treinta  y  siete),  h)  Informe 
sobre  la  conducta  de  Herlinda  Cobón.  i) 
Certificación  de  la  partida  de  nacimiento 
de  Miguel  Santiago  Sajché. 

El  juez  dictó  sentencia  en  la  que  de- 
clara: que  Rubén  Herrera  Castañeda  y 
Guadalupe  Ríos  de  Sajché,  son  autores  del 
delito  de  adulterio,  por  lo  que  impone  a 
cada  uno  la  pena  de  cuatro  años  de  pri- 
sión correccional,  conmutables  hasta  dos 
terceras  partes  y  hace  las  demás  decla- 
raciones pertinentes.  Además  manda  a 
abrir  procedimiento  contra  Enrique  Gó- 
mez, Arturo  Martínez,  Ester  Molina  y  quien 
los  propuso. 

Al  tramitarse  la  segunda  instancia,  el 
procurador  alegó:  que  las  declaraciones  de 
los  hijos  de  la  acusadora  no  tienen  valor, 
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lo  mismo  que  el  dicho  de  Marcelina  Herre- 
ra; la  circunstancia  de  haberse  encontra- 
do los  pañuelos  en  poder  de  la  reo  no 
constituye  presunción  grave,  pues  las  her- 
manas dé  Herrera  reconocieron  como  su- 
yas esas  prendas  que  tienen  iniciales  de 
sus  nombres  y  apellidos;  las  declaraciones 
de  los  testigos  propuestos  por  la  defensa, 
destruyeron  el  valor  de  la  declaración  de 
José  Manuel  Cardona,  pues  se  comprobó 
que  el  día  de  autos  no  llegó  Herrera  a  la 
casa  de  Santiago  Sajché;  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  Gamarro,  Vásquez  y 
Adrián  Cardona  tampoco  tienen  valor,  por 
las  contradicciones  existentes  entre  ellos  y 
los  testigos  Marcelina  Herrera  y  los  me- 
nores Sajché.  Concluyó  pidiendo  la  abso- 
lución del  cargo  formulado  a  los  reos.  EJ 
fiscal  pidió  la  confirmatoria  del  fallo; 
igual  petición  hizo  el  apoderado  del  acu- 
sador. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes confirmó  en  todas  sus  partes  la  sen- 
tencia de  primer  grado,  con  la  adición  de 
que  también  el  procedimiento  queda  abier- 
to contra  los  testigos  Augusto  y  Humber- 
to Palacios,  Valeriano  Gómez  Sáenz,  Juan 
G.  Castillo,  Florencio  Moreno,  Juan  Rivas 
Samayoa,  Amalia  Arce  viuda  de  Estrada, 
Carlos  Herrera  Villatoro  y  Elcira  García  de 
Rivas,  por  falso  testimonio  y  contra  Ru- 
bén Herrera  Castañeda  y  el  abogado  Juan 
Salcedo  Mérida  por  haberlos  propuesto.  Ei 
tribunal  se  fundó  en  la  declaración  del 
testigo  José  Manuel  Cardona,  que  le  da 
el  valor  de  semiplena  prueba;  las  declara- 
ciones de  los  menores  Tomás  y  Angel  Saj- 
ché y  la  sirvienta  Marcelina  Herrera,  que 
las  aprecia  como  presunción  grave  en  con- 
tra de  los  acusados;  las  declaraciones  de 
Tereso  Vásquez,  Adrián  Cardona,  Román 
Gamarro,  respecto  a  que  el  procesado  lle- 
gaba con  frecuencia  a  la  casa  de  Sajché 
aprovechando  la  ausencia  de  éste,  se  po- 
nía a  conversar  íntimamente  con  la  seño- 
ra Ríos  de  Sajché  y  entraban  a  los  cuar- 
tos cerrando  la  puerta;  haber  encontrado 
en  el  ropero  de  la  procesada  pañuelos  de 
hombre  con  las  iniciales  "R.  H.  C".  Tam- 
bién aprecia  los  hechos  siguientes:  Herre- 
ra Castañeda  se  ocultó  desde  un  principio 
y  al  ser  capturado  opuso  resistencia;  al 
ser  indagado,  por  primera  vez,  sin  que  se 
le  preguntara  qué  había  hecho  el  veinti- 
dós de  julio  del  año  próximo  pasado,  dijo 
que  había  estado  en  el  taller  de  Augusto 
Palacios  donde  permaneció  desde  las  ocho 
horas  hasta  las  nueve  y  media  y  luego  se 
fué  a  la  aldea  vecina  de  Huehuetenango 
qgnominada  Canxac  de  donde  retornó  a 


las  catorce  horas.  Coartada  inaceptable 
que  pone  en  evidencia  su  culpabilidad;  pro- 
poner prueba  inidónea,  observándose  que 
varios  testigos  en  lugar  de  declarar 
a  su  favor  lo  desmintieron;  especialmen- 
te el  testigo  Ricardo  Rivas  Cardona 
que  hasta  depositó  en  el  juzgado  la  suma 
de  un  quetzal  que  le  entregó  el  procesado 
para  que  mintiera;  el  informe  médícole- 
gal  rendido  por  los  doctores  Enrique  Ortíz. 
y  Horacio  Galindo,  sobre  el  estado  proba- 
ble de  embarazo  de  la  procesada  (de  cua- 
tro a  cinco  meses),  coindíciendo  este  pe- 
ríodo con  la  fecha  en  que  se  iniciaron  las 
relaciones  ilícitas. 

Los  reos  Rubén  Herrera  Castañeda  y 
Guadalupe  Ríos  de  Sajché,  interpusieron 
contra  ese  pronunciamiento  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  auxi'iados  por  los 
abogados  Juan  Salcedo  Mérida  y  Edmun- 
do Méndez  Hidalgo,  respectivamente;  am- 
bos citan  como  infringidos  los  artículos 
568,  573  incisos  3o.  y  4o.  595,  596  y  597  Códi- 
go de  Procedimientos  Penales.  Además  He- 
rrera Castañeda  citó  los  artículos  259,  571 
566,  570  inciso  lo.  572  última  parte,  583  in- 
ciso lo.,  584,  586  incisos  2o.  y  5o.  587  589, 
601,  607  y  732  del  mismo  Código;  217  y  222 
del  Código  Penal  y  199  de  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial.  Se  selañó  día 
para  la  vista.  En  los  mismo  memoriales 
en  que  interpusieron  los  recursos,  alega- 
ron contra  las  probanzas  de  cargo  e  indi- 
can también  que  no  fueron  tomadas  en 
cuenta  Jas  que  ellos  rindieron.  El  acusa- 
dor alegó  el  día  de  la  vista,  en  el  sentido 
de  que  la  Sala  apreció  conforme  a  la  ley 
las  pruebas  objetadas  y  concluyó  pidien- 
do que  se  desestimara  la  casación. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  declaración  del  testigo  presen- 
cial Manuel  Cardona,  corroborada  por  la 
inspección  ocular  que  practicó  el  Juez  en 
la  casa  del  acusador,  constituye  semiplena 
prueba  contra  los  procesados,  la  que  no 
ha  sido  destruida,  como  lo  pretende  un^ 
de  los  recurrentes,  pues  la  testifical  que  se 
recibió  para  establecer  que  aquél  no  estu- 
vo la  fecha  y  hora  de  autos  en  casa  de  los 
Sajché  sino  en  la  de  Juan  Castillo,  adolece 
del  defecto  de  ser  varia  y  contradictoria 
en  los  puntos  señalados  en  la  parte  expo- 
sitiva de  este  fallo.  Las  declaraciones  de 
los  menores  Sajché  y  de  Marcelina  Herre- 
ra, fueron  apreciadas,  no  como  prueba  di- 
recta, sino  como  constitutivas  de  presun- 
ción; y  las  demás  deposiciones  de  los  testi- 
gos de  cargo  aunque  no  se  estimaran  como 
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prueba  testifical,  subsistirían  como  prueba 
indirecta;  sin  que  pueda  estipiarse  des- 
truida la  declaración  del  testigo  Román 
Gamarro.  ya  que  las  declaraciones  de  los 
testigos  rendidas  con  ese  fin,  carecen  de 
verdad  legal,  porque  no  dan  razón  de  su 
dicho  y  son  varios  y  contradictorios  en  sus 
exposiciones.  Además  la  Sala  al  apreciar 
las  presunciones  que  detalla  en  su  senten- 
cia y  concederles  valor  probatorio,  proce- 
dió en  uso  de  la  facultad  discrecional  que 
en  esos  casos  concede  la  ley  a  los  tribu- 
nales de  instancia,  va  que  aquellas  reúnen 
los  caracteres  leeales.  Si  la  prueba  fué 
apreciada  en  la  forma  indicada,  carece  de 
fundamento  lo  aue  alegaron  los  recurren- 
tes al  respecto,  lo  mismo  aue  lo  expuesto 
por  Rubén  Herrera  Castañeda,  relativo  a 
oue  en  su  favor  hav  mavor  número  de  tes- 
tigos que  los  aue  presentó  en  su  contra  su 
acusador.  Por  todas  esa?  razones  no  fue- 
ron infringidos  los  artículos  566.  571,  570 
inciso  lo..  572  última  parte.  583  inciso  lo.. 
586  incisos  2o.  y  5o.  568,  259.  573  incisos 
3o.  y  4o..  595.  581.  589,  596.  597,  601,  607, 
684,  732  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales- 

CONSIDERANDO: 

Que  lo  resuelto  por  el  tribunal  de  segun- 
do grado  mandando  investigar  si  los  testi- 
gos que  nombra  en  el  fallo,  la  persona  que 
los  propuso  y  el  abogado  que  auxilió  a  ésta, 
incurrieron  en  falso  testimonio,  no  tiene 
el  carácter  de  definitivo,  pues  el  procedi- 
miento para  averiguar  tal  hecho,  hasta 
ahora  se  mandó  a  iniciar;  por  lo  que  no 
pudieron  ser  infringidos  los  artículos  217, 
222  Código  Penal  y  199  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial;  y  en  cuanto  al  articulo  416 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  nin- 
guna relación  tiene  con  el  caso  que  se  exa- 
mina, por  lo  que  carece  de  aplicación. 

t 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  apli- 
cación de  lo  dispuesto  en  los  artículos  686, 
690  Código  de  Procedimientos  Penales  y 
233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Rubén  Herrera  Castañeda 
y  Guadalupe  de  Sajché,  e  impone  a  cada 
uno  de  los  recurrentes  un  arresto  de  quin- 
ce días,  conmutables  a  razón  de  diez  cen- 


tavos de  quetzal  diarios.  Notifíquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Rómulo  Adalberto  Rojas 
Castellanos  por  homicidio. 
HOMICIDIO. 

DOCTRINA:  Es  autor  de  homicidio  el  que 
infirió  la  herida  a  consecuencia  de  la  que 
sobreviene  la  muerte,  porque  es  princi- 
pio reconocido  que  el  responsable  de  las 
causas  ló  es  de  los  efectos. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala  3a.  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  cuatro  de  agosto  del 
año  próximo  pasado,  en  la  causa  instruida 
contra  Rómulo  Adalberto  Rojas  Castella- 
nos, por  los  delitos  de  homicidio  y  aten- 
tado a  la  autoridad,  sentencia  que  confir- 
mó en  todas  sus  partes  la  proferida  por  el 
Tribunal  Militar  de  éste  Departamento  el 
diez  y  nueve  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

RESULTA: 

Que  el  veintinueve  de  abril  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis,  el  Alcalde  segun- 
do Auxiliar  de  la  Aldea  Suacité  del  Muni- 
cipio de  San  Juan  Sacatepéquez  de  este 
Departamento  (Guatemala),  dió  parte  al 
Intendente  Municipal  de  San  Juan,  que  ese 
día  a  las  diez  y  siete  horas  en  el  caserío 
de  la  "Estancia  Grande",  tomó  don  Rómu- 
lo Rojas  su  pistola  y  le  disparó  a  don  Jo- 
sé María  Alvarado  unos  cuantos  disparos, 
de  los  cuales  hizo  blanco  uno  en  el  estó- 
mago, diciendo  además  la  siguiente  ex- 
presión: "que  quien  sabe  que  viva".  El 
Juez  de  Paz  de  San  Juan  Sacatepéquez, 
mandó  ratificar  e  instruir  la  sumaría  co- 
rrespondiente, constituyéndose  en  el  lugar 
de  los  hechos  y  levantando  el  acta  de  ri- 
gor, la  cual  obra  a  folios  dos,  tres  y  cua- 
tro de  la  primera  pieza,  y  en  la  que  se  hi- 
zo constar  entre  otras  cosas,  que  José  Ma- 
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ría  Alvarado  estaba  herido  por  un  disparo 
de  arma  de  fuego  y  Rómulo  Rojas  tenia 
varios  golpes  contusos  y  una  herida  con 
arma  cortante.  También  se  hizo  constar 
lo  dicho  por  José  María  Alvarado,  o  sea  de 
que  Rómulo  Rojas,  el  dia  del  suceso  se  en- 
contraba en  completo  estado  de  ebriedad, 
con  machete  en  mano,  encandalizando  y 
cometiendo  tropelías  con  los  indígenas,  lle- 
gando hasta  el  grado  encerrar  a  algunos 
en  la  iglesia  del  lugar,  lo  que  motivó  su 
dentención,  habiéndole  dado  algunos  gol- 
pes para  conseguir  desarmarlo;  que  cuan- 
do lo  conducían  para  Suacité  en  la  que- 
brada ■'Noxpill",  Rojas  le  arrebató  del  car- 
caj la  pistola  que  portaba  y  con  ella  le  hi- 
zo dos  disparos  al  Alcalde  Auxiliar,  y  uno 
al  mismo  Alvarado,  el  cual  hizo  blanco  aba- 
jo de  la  tetilla  del  lado  izquierdo;  que  el 
revólver  sólo  tenia  tres  cartuchos  y  era 
calibre  treinta  y  ocho  largo.  En  treinta 
de  abril,  del  año  ya  citado,  el  Juez  de  Paz 
de  San  Juan  Sacatepéquez,  mandó  pasar 
al  herido  José  María  Alvarado  Herrera  al 
Hospital  General,  por  su  gravedad  y  de- 
cretó la  detención  de  Rómulo  Rojas,  or- 
denando a  su  vez  su  reconocimiento  y  cu- 
ración. A  folios  cinco  de  la  primera  pie- 
za, corre  agregado  el  oficio  dirigido  por  Ta- 
deo  Alvarado  al  Intendente  Municipal  de 
San  Juan  Sacatepéquez,  diciendo  entre 
otras  cosas,  que  Alvarado  declaró  ante  los 
señores  don  Leonardo  Cortave,  Enrique  del 
mismo  apellido  y  Luis  Pirir;  que  Rómulo 
Rojas  el  dia  del  hecho  estaba  escandali- 
zando machete  en  mano,  habiéndole  dado 
a  José  Luis  Castellanos  un  golpe  y  otros 
que  pegó  en  la  puerta  del  Oratorio  y  que 
al  ser  visto  por  el  Alcalde  y  el  Comisionado 
Militar,  procedieron  a  capturarlo  en  com- 
pañía del  auxilio  civil  de  "Estancia  Gran- 
de", que  en  el  camino  le  arrebató  el  re- 
vólver al  Comisionado  Militar  y  !e  pegó 
a  los  dos,  acertándole  uno  al  Comisionado 
en  el  estómago  lado  izquierdo. 

Examinados  que  fueron  Leonardo  Cor- 
tave y  Enrique  de  este  mismo  apellido, 
dijeron:  que  no  les  constaba  de  vista  lo 
ocurrido  en  el  caserío  de  "Estancia  Gran- 
de", habiendo  estado  el  primero  en  su  casa 
de  habitación  en  la  aldea  Suacité,  y  el  se- 
gundo trabajando  en  el  mismo  lugar,  ma- 
nifestando el  primero,  que  entre  las  vein- 
te y  veintiuna  horas  del  dia  del  hecho,  lle- 
varon al  Juzgado  auxiliar  de  Suacité  he- 
rido a  José  María  Alvarado,  y  que  en  su 
presencia  y  ante  mucha  gente  que  se  jun- 
tó, Alvarado  dijo  que  Rómulo  lo  había  he- 
rido. José  Luis  Castellanos  manifestó,  que 
trabajaba  como  ayudante  de  Rómulg  Ro- 


jas en  el  manejo  de  la  pala  de  caminos  en 
"Estancia  Grande";  que  el  veintinueve  de 
abril  del  año  ya  citado,  trabajó  el  depo- 
nente hasta  las  diez  horas,  yéndose  con 
Rojas  desde  entonces  a  la  cantina  de  Fe- 
lisa Alvarado  en  donde  estuvieron  toman- 
do hasta  las  quince  horas;  que  entonces 
Rojas  se  quería  montar  en  un  caballo  que 
había  en  el  patío,  y  como  se  encontraba 
ebrio,  el  deponente  le  dijo  que  no  lo  hicie- 
ra, por  lo  que  Rojas  tomó  su  machete  y  le 
quiso  pegar  con  él,  por  lo  que  salió  hu- 
yendo para  Suacité  con  el  objeto  de  evitar 
dificultades,  y  que  lo  sucedido  en  "Estan- 
cia Grande"  asi  como  de  la  herida  que  le 
ocasionó  Rojas  a  José  María  Alvarado,  no 
le  constaban  de  vista. 

Examinado  Rigoberto  García  Manzo, 
ratificó  el  parte  que  dió  el  veintinueve  de 
abril  del  año  antepasado  al  Intendente  Mu- 
nicipal de  San  Juan  Sacatepéquez,  agre- 
gando que  el  veintinueve  del  mes  ya  cita- 
do como  a  las  diez  y  ocho  horas,  se  encon- 
traba el  deponente  en  el  Juzgado  Auxiliar 
de  la  Aldea  Suacité,  cuando  llegó  Rosalio 
Ajvix,  dándole  parte  que  habían  baleado 
a  José  María  Alvarado,  por  lo  que  con  el 
auxilio  civil  y  Ajvix  se  dirigieron  a  "EIs- 
tancia  Grande"  donde  había  ocurrido  el 
hecho,  pero  que  ya  los  encontró  por  la 
finca  "Santa  Teresa  Pasuj",  conducidos 
por  el  Alcalde  primero,  por  lo  que  se  re- 
gresó; que  el  hecho  no  le  constaba  de  vis- 
ta y  que  el  revólver  recogido  lo  entregó 
el  dicente  al  Juez  de  Paz  de  San  Juan  Sa- 
catepéquez, haciendo  constar  que  tenía 
tres  cápsulas  disparadas  recientemente: 
que  esa  misma  noche  dada  la  gravedad  de 
la  herida  de  José  María  Alvarado,  así  co- 
mo el  herídor  Rómulo  Rojas  los  remitió  al 
Juzgado  de  San  Juan;  que  Rojas  presenta- 
ba golpes  en  la  cara  y  en  el  cuerpo  y  una 
herida  con  arma  cortante  en  la  pierna  iz- 
quierda, siendo  los  golpes  causados  por  el 
auxilio  civil  de  "Estancia  Grande",  antes 
de  que  hiriera  a  Alvarado  y  en  el  momen- 
to de  proceder  a  su  captura,  por  estar 
ebrio  y  haciendo  escándalo  y  machetean- 
do la  puerta  de  la  iglesia,  vahéndose  el  au- 
xilio de  palos  para  desarmarlo;  que  la  he- 
rida cortante  se  la  dió  el  mismo  Rojas  al 
caerse  por  seguir  a  José  Luís  Castellanos, 
con  quien  principió  a  pelear,  al  salir  este 
corriendo.  Tadeo  Alvarado  Castañeda 
ratificó  el  parte  que  corre  agregado  a  fo- 
lios cinco,  produciéndose  en  igual  forma 
que  García  Manzo.  con  la  modificación  de 
que  fué  testigo  presencial  del  hecho  co- 
metido en  la  persona  de  José  María  Alva- 
rado por  Rómulo  Rojas,  y  que  el  día  de) 
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hecho  Rojas  trabajó  solamente  una  hora, 
habiendo  estado  el  resto  del  día  en  la  can- 
tina de  Felisa  Alvarado;  que  como  a  las 
quince  horas  ocurrió  el  pleito  con  José 
Luis  Castellanos,  y  que  después  de  lograr 
l£  captura  de  Rojas  dispusieron  conducir- 
lo a  Suacité,  viniendo  Rojas  al  lado  de- 
recho de  José  Maria  Alvarado,  y  detrás 
Francisco  Cheley  e  Inocente  Pérez  y  el  au- 
xilio de  dichos  alcaldes,  y  que  en  la  que- 
brada llamada  "Noxpill",  Rojas  arrebató  a 
José  Maria  Alvarado  la  pistola  que  porta- 
be  dentro  de  su  bolsa,  con  la  que  hizo  dos 
disparos  al  declarante,  presumiendo  estu- 
viera furioso  por  haberle  capturado,  y  que 
como  José  Maria  Alvarado  se  dirigiera  a 
Rojas  queriéndole  quitar  la  pistola,  éste  le 
hizo  un  disparo,  acertándole  en  el  costado 
izquierdo,  y  que  como  Rojas  con  pistola  en 
mano  quería  fugárseles,  hicieron  otra  vez 
uso  de  los  palos  para  aprehenderlo,  ya 
que  no  hubieran  podido  hacerlo  de  otro 
modo;  que  a  Rojas  se  le  condujo  a  Suacité. 
mandando  a  dar  parte  de  lo  sucedido  al 
Alcalde  segundo  de  dicha  aldea  y  pidién- 
dole gente  para  conducir  al  herido.  Exa- 
minados, el  Alcalde  Auxiliar  Francisco 
Cheley  e  Inocente  Pérez,  Alcalde  segundo 
auxiliar  de  la  aldea  "Estancia  Grande"  de) 
municipio  de  San  Juan  Sacatepéquez  se 
produjeron  con  ligeras  variantes  en  la  mis- 
ma forma  que  Tadeo  Alvarado  Castañeda, 
diciendo  que  fueron  presenciales  del  he- 
cho, agregando  los  dos,  que  Rómulo  Rojas 
le  pegó  un  planazo  al  Alcalde  Auxiliar  Ta- 
deo Alvarado  en  la  cabeza,  indicando  Fran- 
cisco Cheley,  que  el  Alcalde  Auxiliar  lo 
llamó,  lo  mismo  que  a  su  auxilio,  orde- 
iiándoles  que  capturaran  a  Rómulo,  pero 
que  al  querer  hacerlo,  éste  los  agredía  con 
el  machete  y  piedras,  habiendo  necesidad 
de  pegarle  con  palos  para  que  botara  el 
machete  y  así  poderle  capturar,  lo  que  lo- 
graron a  las  diez  y  seis  horas,  disponiendo 
conducirlo  para  Suacité;  que  el  dicente 
todavía  le  dijo  al  Alcalde  de  este  último 
lugar,  que  mejor  lo  llevaran  amarrado, 
pues  estaba  loqueando  mucho,  pero  que  e! 
Comisionado  y  el  Alcalde  le  contestaron 
que  eran  amigos  de  él  y  que  ellos  se  lo  lle- 
varían y  que  el  auxilio  se  fuera  detrás  de 
ellos;  que  así  salieron  de  "Estancia  Gran- 
de" para  Suacité,  pero  que  al  llegar  a  la 
quebrada  "Noxpill",  el  Comisionado  se  des- 
cuidó y  Rómulo  le  arrebató  el  revólver  que 
llevaba  en  la  cintura  y  con  el  hizo  dos 
disparos  sobre  el  Alcalde  auxiliar  y  otro  so- 
bre el  Comisionado,  pegándole  el  balazo  a 
éste  último  en  el  lado  izquierdo;  que  al  ver 
ésto  el  declarante  y  su  auxilio,  con  un  palo 


le  pegaron  en  la  mano  en  donde  tenia  la 
pistola  Rómulo,  quien  la  botó,  pero  que  in- 
mediatamente la  pepenó  e  hizo  dos  dispa- 
ros más  sobre  el  Comisionado,  que  enton- 
ces él  y  sus  compañeros  procedieron  a 
agarrar  a  Rojas  y  éste  se  defendía  con  pie- 
dras, teniendo  necesidad  de  darle  algunos 
golpes  para  capturarlo  y  que  después  lo 
amarraron  y  asi  lo  condujeron  hasta  Sua- 
cité, haciendo  constar  que  Rómulo  Rojas 
se  encontraba  en  completo  esta  de  ebrie- 
dad cuando  cometió  los  hechos  que  deja 
relatados.  Los  dos  manifestaron,  que  Ró- 
mulo Rojas  le  pegó  un  planazo  a  José  Luis 
Castellanos  y  que  al  quererle  dar  otro  fué 
cuando  se  cayó  al  suelo.  A  folios  diez  co- 
rre agregado  el  informe  dado  por  el  Em- 
pírico en  Cirujía  don  Manuel  Ricardo  Té- 
Ilez,  sobre  las  lesiones  que  tenia  Rómulo 
Rojas. 

E'  primero  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  se  mandó  extraer  de  la  de- 
tención a  Rómulo  Rojas  y  al  ser  indaga- 
do dijo:  que  el  día  del  hecho  se  encontra- 
ba en  su  trabajo  como  mecánico  de  la  pa- 
la de  caminos  en  el  caserío  "La  Estancia 
Grande",  acompañado  de  sus  ayudantes 
José  Luis  Castellanos  y  Jesús  Gamero,  lle- 
gando como  a  las  diez  horas  varios  ami- 
gos a  invitarlo  para  tomarse  un  trago,  to- 
mándose después  otros  hasta  como  a  las 
trece  horas,  que  luego  volvió  a  su  trabajo 
en  donde  estuvo  hasta  las  diez  y  seis  ho- 
ras, volviendo  otra  vez  con  sus  amigos  a 
seguir  tomando  hasta  las  diez  y  siete  o  diez 
y  ocho  horas  y  30  minutos;  que  el  indaga- 
do se  puso  demasiado  ebrio  hasta  el  extre- 
mo que  tuvo  un  disgusto  y  que  lo  golpea- 
ron, pero  que  no  se  recordaba  cómo  pasó  el 
hecho  ni  porqué  motivo  fué;  que  no  se  re- 
cordaba haber  tomado  con  José  Luis  Caste- 
llanos, ni  haberlo  agredido,  pues  con  él  no 
tiene  enemistad,  pues  es  su  ayudante  y  pa- 
riente; que  no  recuerda  por  el  estado  de 
ebriedad  si  se  puso  a  botar  los  arcos  de 
adorno  que  habían  puesto  en  la  plaza  de 
"Estancia  Grande",  lo  mismo  que  haber 
perseguido  a  unos  indígenas  que  penetra- 
ron a  la  iglesia,  ni  haber  macheteado  la 
puerta  de  ésta,  pues  perdió  todo  el  conoci- 
miento; dijo  conocer  a  José  Mkria  Alva- 
rado y  a  Tadeo  del  mismo  apellido,  siendo 
amigo  de  los  dos,  y  ha  vivido  mucho  tiem- 
po en  casa  del  primero,  desde  que  trabaja 
en  dicha  zona,  y  que  no  recordaba  haber 
cometido  el  hecho  que  se  le  imputa  en  la 
persona  de  José  María  Alvarado,  dado  su 
estado  de  ebriedad,  pero  que  si  lo  hizo,  fué 
sin  intención  y  sin  conocimiento  de  lo  que 
hacía,  pues  José  María  Alvarado  es  muy 
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amigo  del  declarante,  y  que  por  lo  tanto 
era  incapás  de  hacerle  ningún  daño;  que 
no  sabía  donde  lo  capturaron  ni  en  que 
forma,  pues  se  dió  cuenta  de  lo  que  había 
pasado  hasta  cuando  ya  se  encontraba 
preso  en  San  Juan  Sacatepéquez;  que  no 
recordaba  quien  le  ocasionó  los  golpes  y 
las  lesiones  que  presentaba  en  la  cara  y 
en  el  cuerpo.  El  Juez  de  Paz  de  San  Juan 
Sacatepéquez  para  su  curación  lo  remitió 
al  Hospital  de  la  Penitenciaría  Central,  y  a 
disposición  de  Juzgado  4o.  de  la.  Instan- 
cia. 

José  Can,  Silverio  Saban  Pirir  y  Santos 
Pirir,  al  ser  examinados  dijeron:  que  efec- 
tivamente el  dia  del  hecho,  Rómulo  Rojas 
salió  persiguiendo  con  machete  en  mano 
a  José  Luis  Castellanos  a  quien  le  dió  un 
planazo  y  que  al  quererle  dar  otro  se  cayó 
al  suelo;  que  macheteó  enseguida  un  ár- 
bol y  destruyó  varios  arcos,  asi  como  que 
le  pegó  cinco  machetazos  a  la  puerta  de  la 
iglesia,  que  el  Comisionado  Militar  y  Alcal- 
de primero  de  Suacité  al  ver  ésto,  se  le 
acercaron  y  estuvieron  hablándole,  pero  al 
rato  Rómulo  le  pegó  un  planazo  en  la  ca- 
beza al  Alcalde  auxiliar,  quien  ordenó  su 
aprehensión,  que  después  de  capturado  se 
lo  llevaron  para  Suacité 

El  seis  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  seis,  el  Juez  4o.  de  la.  Instancia  de 
este  Departamento,  al  recibir  Jas  diligen- 
cias intruidas  por  el  Juez  menor  de  San 
Juan  Sacatepéquez,  mandó  practicar  va- 
rias diligencias  para  mejor  esclarecimien- 
to del  hecho  y  por  los  delitos  de  atentado 
y  homicidio  decretó  la  prisión  provisional 
de  Rómulo  Rojas  Castellanos. 

Al  ampliarle  su  declaración  indagatoria 
a  Rómulo  Adalberto  Rojas  Ca?tellanos,  di- 
jo: que  las  personas  que  llegaron  a  traerlo 
a  eso  de  las  diez  horas,  del  dia  veintiocho 
de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
fueron:  Vicente,  Federico,  José  María  y 
Gilberto,  todos  de  apellido  Alvarado,  em- 
pezando a  tomar  donde  se  encontraban 
trabajando  con  la  pala  mecánica  y  que  co- 
mo a  las  doce  horas,  cuando  dejó  de  tra- 
bajar se  fueron  para  la  cantina  de  la  se- 
ñora Alvarado,  pero  que  primero  a  la  ho- 
ra del  almuerzo  estuvieron  tomando  en  el 
lugar  que  ocupa  la  escuela  de  la  aldea  en 
compañía  de  los  mismos  Alvarado  y  otro; 
más  que  no  sabe  sus  nombres;  que  no  usa- 
ba ninguna  clase  de  arma,  ac'ara  que  a  la 
hora  del  almuerzo  no  fué  a  la  cantina  de 
la  señora  Alvarado,  sino  hasta  que  salió 
del  trabajo  a  las  diez  seis  horas,  habiendo 
estado  tomando  hasta  las  diez  y  ocho  ho- 
ras, y  que  todavía  recuerda  cuando  salló 


de  dicha  cantina  con  rumbo  al  lugar  don- 
de residía  con  todos  sus  amigos,  y  que  ha- 
bían caminado  cerca  de  medio  kilómetro 
con  dirección  a  Suacité,  cuando  súbita- 
mente recibió  un  golpe  en  la  cabeza  que 
lo  dejó  imposibilitado,  y  desde  ese  mo- 
mento no  recuerda  que  le  sucedió,  que  en 
San  Juan  Sacatepéquez  al  dia  siguiente  se 
vió  tirado  en  un  tapesco  y  todo  golpeado, 
sin  recordar  ninguna  discusión  o  bromas 
molestas,  afirmando  que  ha  estado  preso 
"por  tragos",  dos  veces  en  esta  Capital;  y 
que  si  toma  aguardiente  los  días  sábados 
y  domingos,  y,  el  dia  de  los  hechos  por  ser 
día  de  fiesta  en  al  aldea  y  porque  era  mu- 
cha la  exigencia  de  sus  amigos;  que  desde 
el  momento  que  le  dieron  el  golpe  antes 
mencionado,  no  sabe  absolutamente  nada 
más,  es  decir  que  le  haya  disparado  con 
revólver  a  José  María  Alvarado  y  a  Tadeo 
del  mismo  apellido,  asegurando  por  último, 
que  no  tenia  ningún  enemigo  en  Suacité, 
en  San  Juan  ni  en  ninguna  parte. 

Tadeo  Alvarado  Castañeda  al  ratificar 
su  declaración  que  dió  ante  el  Juez  de  Paz 
de  San  Juan  Sacatepéquez,  agregó:  que  el 
día  del  hecho  a  la  hora  del  almuerzo  reu- 
niéronse el  declarante,  Rómulo  Rojas,  Fe- 
derico Alvarado,  Gilberto  Alvarado,  José 
Luis  Castellanos,  Carmen  Vélez  (mujer)  y 
José  María  Alvarado  y  almorzaron  en  la 
casa  destinada  de  alojamiento  al  cura,  y 
que  es  donde  vive  la  maestra  del  lugar;  pe- 
ro que  no  se  consumió  ninguna  copa  de 
licor;  que  después  todos  se  fueron  a  ver 
cómo  trabajaba  Rojas  con  la  pala,  quien 
lo  hizo  poco  tiempo,  yéndose  después  con 
José  Luis  Castellanos  a  la  cantina  de  Feli- 
sa Alvarado  donde  se  embriagaron,  y  que 
los  demás  acompañantes  se  fueron  para  el 
Juzeado  del  lugar,  habiéndose  desarro- 
llado después  los  hechos  indicados  en  su 
declaración,  que  ratifica. 

Careados  que  fueron  Gilberto  Alvarado 
Herrera  y  Tadeo  Alvarado,  se  pusieron  de 
acuerdo  en  el  sentido  de  que  almorzaron 
juntos  el  dia  del  hecho,  no  asi  Vicente  Al- 
varado,  porque  este  se  fué  antes.  Careados 
Pómulo  Rojas  y  G'iberto  Alvarado,  no  se 
pusieron  de  acuerdo,  sosteniendo  el  pri- 
mero aue  el  día  del  hecho  si  tomaron  co- 
pas, y  aue  fueron  a  traer  al  declarante  a 
'a  pa'a  donde  trabajaba,  indicando  ser  co- 
mo va  dijo  Gilberto  Alvarado,  José  María 
Vicente  y  Federico  Alvarado  y  otros  más; 
mientras  que  Gilberto  Alvarado  sostuvo 
que  efectivamente  llegó  a  la  pala,  pero  que 
ni  a  esa  hora  ni  a  la  del  almuerzo  libaron. 
En  el  careo  sostenido  entre  Rómulo  Rojas 
y  Vicente  Alvarado,  no  se  logró  que  se  pu- 
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sieran  de  acuerdo,  pues  el  primero  afirmó 
que  el  segundo  lo  fué  a  traer  a  la  pala  don- 
de trabajaba,  que  almorzaron  juntos  y  to- 
maron licor,  lo  cual  negó  el  segundo,  afir- 
mando que  en  todo  ese  dia  no  vió  a  Ro- 
jas por  ninguna  parte.  Igual  resultado  dió 
el  careo  entre  el  reo  y  Tadeo  Alvarado 
sosteniendo  el  segundo  que  no  fué  a  la  pa- 
la donde  trabajaba  Rojas,  siendo  cierto  que 
almorzó  con  él,  pero  que  no  tomaron  li- 
cor, asegurando  Rojas  lo  contrario. 

A  folios  treinta  y  tres  y  treinta  y  dos. 
corren  agregados  el  informe  médico  legal 
t'e  la  autopsia  practicada  en  el  cadáver  de 
José  María  Alvarado  y  el  recibo  de  la  con- 
traloria  del  Hospital  General,  diciéndose  en 
el  informe,  previa  descripción  de  las  heri- 
das, que  la  causa  de  la  muerte  de  Alvarado 
fué  la  peritonitis  ipertóxica.  A  folios 
treinta,  corre  agregado  el  informe  de  las 
lesiones  sufridas  por  Rómulo  Adalberto 
Rojas  Castellanos,  en  el  cual  se  hizo  cons- 
tar que  ingresó  el  reo  al  Hospital  del  pre- 
.sidio  el  día  dos  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  presentando  varias  con- 
tusiones en  la  región  craneana  y  en  la  ca 
ra,  fuertes  equimosis  en  la  región  palpe- 
bral,  malar  y  mentoniana,  seccionada  el 
ala  izquierda  de  la  nariz,  la  cual  ya  estaba 
saturada,  y  una  herida  producida  por  ins- 
trumento cortante  en  la  rodilla,  como  de 
tres  centímetros  de  largo  y  que  salió  del 
Hospital  el  dia  siete,  quedando  totalmente 
curado  en  doce  días,  sin  quedarle  deformi- 
dad ni  cicatriz  visible.  A  folios  treinta  y 
cuatro,  treinta  y  cinco  y  treinta  y  seis,  co- 
rre agregada  el  acta  levantada  por  el  Juez 
menor  de  San  Juan  Sacatepéquez  en  el  lu- 
gar de  los  hechos,  practicada  en  virtud  de 
lo  ordenado  por  Juez  4o.  de  la.  Instancia  el 
seis  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis,  asi  como  también  el  croquis  de  la  pla- 
za y  del  caserío  de  la  aldea  "Estancia 
Grande". 

Examinado  Felisa  Alvarado,  manifestó 
conocer  a  Rómulo  Rojas,  José  Luis  Caste- 
llanos, y  a  José  María  Alvarado,  siendo 
prima  hermana  de  éste  último  y  que  era 
verdad,  que  el  veintinueve  de  abril  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  tenía  la  decla- 
rante en  la  casa  de  Silverio  Saban  una 
venta  de  aguardiente,  la  que  atendía  per- 
sonalmente; que  Rómulo  Rojas  y  José  Luis 
Castellanos,  ese  dia  se  encontraban  toman- 
do, pero  no  en  su  venta,  a  donde  solo 
mandaban  a  traer  aguardiente;  que  como 
a  las  trece  horas  llegaron  dichos  señores 
asi  como  F'ederico  Alvarado  y  se  tomaron 
algunas  copas,  y  que  como  a  las  quince 
horas  y  treinta   minutos  .salieron  juntos 


Rojas  y  Castellanos,  en  completa  armo- 
nía; que  momentos  después  oyó  bulla  en 
la  calle  que  no  salió  a  ver  por  estar  sola, 
que  después  unos  indígenas  le  dijeron  que 
Rojas  estaba  loqueando  y  que  entonces  sa- 
lió a  la  calle  viendo  que  Rojas  machete  en 
mano  pasaba  por  la  casa  donde  estaba  la 
declarante,  con  dirección  a  Suacité,  regre- 
sando al  momento  para  la  plaza,  sin  que 
le  conste  todo  lo  que  haya  pasado  en  ese 
lugar;  que  a  eso  de  las  diez  y  siete  horas  y 
treinta  minutos,  vió  que  pasaban  para 
Suacité  Rojas  acompañado  de  Tadeo  Al- 
varado  y  José  María  Alvarado,  así  como 
también  con  José  Luis  Castellanos,  quien 
llevaba  un  caballo  que  al  entrar  con  Ro- 
jas a  la  fonda  de  la  declarante  dejaron 
en  la  puerta  y  al  salir  juntos  se  lo  lleva- 
ron para  la  plaza. 

Careados  Rómulo  Rojas  Castellanos  y 
Gilberto  Alvarado  Herrera,  no  se  pusieron 
de  acuerdo,  pues  Rojas  sostuvo  que  a  la 
hora  del  almuerzo  del  día  veintinueve  de 
abril  del  año  ya  citado,  sí  tomaron  algunos 
tragos  las  personas  que  almorzaron  en  el 
local  que  presume  sea  el  de  la  escuela,  y 
que  las  personas  que  fueron  a  traerlo  a  la 
máquina  en  que  trabajaba  ese  dia,  fue- 
ron las  siguientes:  Gilberto  Alvarado,  José 
María  Alvarado,  Vicente  y  Federico  Alva- 
rado y  otras  personas  más,  a  quienes  no 
conoció.  En  cambio  Gilberto  Alvarado  di- 
jo que  era  cierto  que  llegó  a  la  máquina 
en  donde  trabajaba  Rojas  el  día  del  su- 
ceso, pero  que  ni  a  esa  hora  ni  en  la  del 
almuerzo  tomaron  licor. 

Examinado  Marcelino  Tintí,  dijo:  que 
el  día  veintinueve  de  abril  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  se  encontraba  sen- 
tado como  a  las  quince  horas  en  los  es- 
caños que  se  encuentran  en  el  corredor  del 
Juzgado  auxiliar,  en  donde  él  prestaba  sus 
servicios  como  tal,  y  a  esa  hora  vió  que 
don  Rómulo  Rojas  salía  corriendo  a  su 
compañero  de  trabajo  don  José  Luis  Cas- 
tellanos, de  la  casa  donde  tenía  venta  dt 
aguardiente  la  señora  Felisa  Alvarado,  con 
Dirección  a  la  plaza  queriéndole  pegar  con 
un  machete,  y  que  como  lo  alcanzara  le 
dió  un  planazo  con  dicha  arma,  pero  que 
cuando  quiso  pegarle  el  segundo,  se  ca- 
j'ó;  que  el  señor  Rojas  se  levantó  y  le  dió 
un  machetazo  al  árbol  que  hay  en  la  pla- 
za, otro  a  un  tonel  que  había  bajo  el  ár- 
bol, macheteó  los  arcos  que  habían  en  la 
m.isma  plaza  y  se  fué  para  la  iglesia  en 
donde  :a  gente  que  por  alli  estaba  se  en- 
cerró, habiendo  pegado  el  señor  Rojas  dos 
planazos  con  el  machete  en  la  puerta  y  tres 
machetazos  de  filo,  y  que  después  Rojas 
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se  dirigió  a  la  cocina  que  estaba  frente  a 
la  iglesia  en  donde  salieron  huyendo  todas 
las  mujeres  y  que  viendo  ésto  el  Alcalde 
de  Suacité,  don  Tadeo  Alvarado  y  el  Co- 
misionado Militar  don  José  María  Alvara- 
do, fueron  a  "atajar"  a  don  Rómulo,  fren- 
te al  rancho  de  la  cocina,  pero  que  como 
el  señor  Rojas  le  pegó  un  planazo  con  el 
machete  al  Alcalde  Tadeo  Alvarado,  este 
llamó  al  auxilio  y  le  dió  orden  para  que 
capturaran  a  Rojas,  a  quien  aprehendie- 
ron cerca  de  la  casa  de  teja,  que  queda  al 
lado  Sur  de  la  plaza,  habiendo  necesidad 
de  pegarle  unos  palos  para  poderlo  desar- 
mar, porque  Rojas  con  el  machete  que 
portaba  agredía  a  los  que  querían  captu- 
rarlo; que  los  golpes  que  Rojas  presenta- 
ba en  la  cara  cuando  lo  capturaron,  se  los 
había  hecho  al  caerse  poco  antes  por  la 
ceiba;  que  cuando  tuvieron  capturado  a 
Rojas  se  fueron  con  el  comisionado  Mili- 
tar y  el  Alcalde  don  Tadeo  Alvarado  para 
Suacité,  yendo  detrás  como  a  cinco  metros 
de  distancia,  el  Alcalde  primero  de  aqué- 
lla localidad  Francisco  Cheley,  el  Alcalde 
segundo  Inocente  Pérez  y  los  auxiliares 
Reyes  Tinti,  Pedro  Pérez  y  el  exponente; 
que  al  llegar  cerca  de  la  quebrada  "Nox- 
piU",  el  citado  Rojas  le  arrebató  a  José 
María  Alvarado  la  pistola  que  éste  llevaba 
del  lado  derecho  en  la  cintura,  y  con  ella 
hizo  tres  disparos,  dos  sobre  el  Alcalde  Ta- 
deo Alvarado  y  otro  sobre  el  Comisionado 
Militar  José  María  Alvarado  a  quien  hi- 
rió, y  en  vista  de  ello,  el  auxilio  civil  del 
que  el  declarante  formaba  parte  trató  de 
capturar  a  Rojas  y  éste  los  agredía  con 
pistola,  pero  que  como  le  pegaron  con  un 
palo  en  la  mano,  soltó  dicha  arma  y  le 
arrebató  a  Tadeo  Alvarado  el  machete  que 
éste  llevaba  y  que  antes  le  habían  quitado 
al  mismo  Rojas,  y  con  tal  machete  volvió 
a  agredir  al  dicente  y  a  sus  compañeros, 
quienes  se  defendieron  con  los  palos  hasta 
capturarlo  y  conducirlo  amarrado  para 
Suacité. 

Examinada  María  Peláez,  dijo  conocer 
a  Rómulo  Rojas  y  a  José  Alvarado,  siendo 
sin  generales  con  el  primero  y  pariente  le- 
jana con  el  segundo;  que  como  la  dicente 
vive  frente  a  la  plaza  del  caserío  "Estan- 
cia Grande,"  el  día  veintinueve  de  abril  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  se  encon- 
traba en  su  referida  casa  y  que  después 
del  almuerzo,  sin  precisar  la  hora  y  en- 
contrándose la  dicente  en  la  puerta  de 
su  casa,  vió  que  por  el  camino  de  Suacité 
para  la  plaza  de  este  caserío  aparecía  Ró- 
mulo Rojas  con  un  machete  en  la  mano 
que  perseguía  a  José  Luis  Castellanos, 


quien  huía  de  él;  que  frente  a  la  casa  de 
la  dicente.  Rojas  alcanzó  a  Castellanos  y 
le  dió  un  planazo  con  machete  en  la  es- 
palda, cayéndose  al  suelo  y  Castellanos  si- 
guió huyendo;  que  cuando  Rojas  se  le- 
vantó le  dió  un  machetazo  a  la  ceiba  que 
está  en  la  plaza,  pero  que  la  dicente  se 
atemorizó  con  lo  que  estaba  viendo  y  por- 
ello  salió  de  su  casa  de  habitación  y  se  di- 
rigió al  local  de  la  escuela,  que  está  en  el 
mismo  edificio  del  Juzgado  auxiliar  y  allí 
se  encerró  para  no  ver  más;  que  cuando 
Rojas  estaba  ya  capturado  y  se  lo  llevaban 
para  Suacité  salió  la  exponente  de  la  es- 
cuela para  su  casa,  constándole  que  cuan- 
do Rojas  empezó  a  pelear  con  Castellanos 
y  hacer  todo  lo  que  hizo,  el  Comisionado 
Militar  de  Suacité,  José  María  Alvarado 
no  quería  que  se  apresara  a  Rojas  porque 
este  era  su  íntimo  amigo.  Reyes  Tintí,  di- 
jo: ser  auxiliar  del  Juzgado  Municipal  de 
.'a  aldea  "Estancia  Grande",  y  como  tal  se 
encontraba  en  el  corredor  del  edificio  que 
ocupa  el  Juzgado  de  la  aldea,  el  veinti- 
nueve de  abril  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis,  dándose  cuenta  que  desde  las  nue- 
ve horas,  llegó  a  la  plaza  Rómulo,  ponién- 
dose a  chupar  en  unión  de  su  ayudante 
José  Luis  Castellanos  en  ia  fonda  de  Feli- 
sa Alvarado,  que  como  a  las  quince  horas 
salió  corriendo  de  dicha  fonda  José  Luis 
Castellanos  y  lo  perseguía  Rómulo  Rojas 
con  un  machete  en  la  mano,  y  al  que  al- 
canzó cerca  del  árbol  de  la  ceiba,  que  es- 
tá en  la  plaza,  dándole  un  planazo  en  la 
espalda,  pero  que  al  propio  tiempo  se  ca- 
yó, momento  que  Castellanos  logró  para 
salir  huyendo,  regresando  al  poco  rato  por 
el  lado  Oriente  de  la  plaza,  entre  los  ran- 
chos y  montado  en  un  caballo  que  tenia 
amarrado  en  el  cerco  de  la  casa  en  donde 
estaba  la  fonda  de  Felisa  Alvarado,  y  se 
fué  para  Suacité;  que  Rómulo  se  levantó 
todo  raspado  de  la  cara  y  como  estaba 
bien  bolo,  dijo  que  él  no  tenia  miedo  a  la 
cárce'  y  comenzó  a  darse  con  el  machete 
en  una  pierna  y  después  pegó  un  mache- 
tazo en  la  ceiba  y  otro  en  un  tonel  que 
había  debajo  del  árbol,  dirigiéndose  des- 
pués para  la  iglesia  en  donde  había  bas- 
tante gente  parada,  que  al  verlo  que  iba 
para  la  iglesia  y  que  macheteaba  los  arcos 
de  caña  que  habían  puesto  como  adorno, 
se  entraron  a  la  iglesia  y  cerraron  la  puer- 
ta, en  la  cual,  don  Rómulo  pegó  tres  ma- 
chetazos de  filo  y  dos  planazos,  siguien- 
do con  dirección  a  las  cocinas  que  habían 
frente  a  la  iglesia,  de  las  cuales  sacó  co- 
1  riendo  a  toda  la  gente;  que  esto  lo  estaba 
presenciando  el  Alcalde  Auxiliar  de  Sua- 
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cité  Tadeo  AJvarado  y  el  Comisionado  Mi- 
litar don  José  María  Alvarado,  pero  como 
éstos  eran  muy  amigos  con  Rómulo  no 
quisieron  ordenar  su  captura  cuando  ha- 
cia todas  las  locuras  que  ha  relatado,  pero 
que  se  dirigieron  juntos  a  don  Rómulo, 
con  quien  estuvieron  hablando  frente  a  los 
ranchos  en  donde  estaban  las  cocinas,  pe- 
ro que  Rojas  le  pegó  un  planazo  en  la  ca- 
beza al  Alcalde  Auxiliar  y  entonces  éste 
llamó  al  auxilio  del  caserío  y  les  ordenó 
que  lo  capturaran,  cosa  que  hicieron  con 
dificultad  y  no  sin  tener  que  pegarle  a 
don  Rómulo  con  palos,  pues  con  el  mache- 
te que  llevaba  se  oponía  y  todos  le  tenían 
miedo;  que  lo  capturaron  al  fin  frente  al 
rancho  de  teja  que  queda  al  Sur  de  la  pla- 
za y  de  allí  se  fueron  juntos  el  Alcalde 
Auxilar  de  Suacité,  el  Comisionado  Mili- 
tar y  don  Rómulo,  todos  a  pié  para  Suacité. 
y  "tras"  de  ellos  los  alcaldes  del  caserío 
Francisco  Cheley  e  Inocente  Pérez,  más  los 
auxiliares,  Pedro  Pérez,  Marcelino  Tintí  y 
el  declarante,  yendo  como  a  cinco  metros 
de  distancia  del  reo  y  de  sus  acompañan- 
tes, no  dándose  cuenta  de  lo  que  habla- 
ban, pero  que  cuando  llegaron  cerca  de  la 
quebrada  "Noxpill",  el  declarante  vió  que 
Rómulo  que  caminaba  al  lado  derecho  de 
don  José  María  Alvarado,  le  quitó  a  éste 
en  un  descuido  la  pistola  que  llevaba  del 
mismo  lado  de  la  cintura  y  con  ella  hizo 
tres  disparos,  los  dos  primeros  al  alcalde 
auxiliar  y  el  tercero  sobre  José  María  Al- 
varado,  a  quien  le  pegó  en  el  estómago  y 
que  inmediatamente  el  declarante  y  los 
demás  del  auxilio  trataron  de  capturar  a 
Rojas  pero  que  éste  los  amenazaba  con  el 
revólver  creyendo  que  tenía  más  tiros,  y 
entonces  le  dieron  un  palo  en  la  mano  pa- 
ra botársela,  que  entonces  Rojas  le  arre- 
bató de  la  mano  a  Tadeo  Alvarado  el  ma- 
chete que  llevaba  y  que  le  había  quita- 
do al  mismo  Rojas  y  con  él  se  defendía 
sin  querer  dejarse  capturar,  pero  que  ha- 
biéndole dado  de  palos  al  fin  lograron 
desarmarlo  y  lo  condujeron  amarrado  pa- 
ra Suacité  porque  le  tenían  miedo.  Pedro 
Pérez  se  expresó  en  los  mismos  términos 
que  el  anterior. 

En  el  despacho  devuelto  por  el  Juez  me- 
nor de  San  Juan  Sacatepéquez,  al  Jue7 
4o.  de  la.  Instancia,  se  hizo  constar  entre 
otras  cosas,  que  Rómulo  Rojas  observó  du- 
rante el  tiempo  que  trabajó  en  ese  mu- 
nicipio en  el  ramo  de  caminos,  buena  con- 
ducta, siendo  impulsivo  únicamente  cuan- 
c'o  tomaba  licor.  A  folios  cuarenta  y  cua- 
tro corre  agregado  el  informe  de  la  Direc- 
ción General  de  Caminos,  en  contestación 


al  solicitado  por  el  Juez  4o.  de  la.  Instan- 
cia y  en  el  cual  se  hizo  constar:  que  du- 
rante el  tiempo  que  trabajó  como  opera- 
dor de  pala  en  las  dependencias  de  aqué- 
lla dirección,  el  individuo  Rómulo  Adal- 
berto Rojas  observó  buena  conducta;  que 
no  se  dedicaba  a  ingerir  bebidas  alcohóli- 
cas; que  se  portó  como  hombre  honrado  y 
que  su  trabajo  fué  siempre  a  satisfacción 
del  referido  despacho,  habiendo  sido  uno 
de  los  mejores  paleros  del  ramo,  y  que  fué 
además,  cumplido  en  el  desempeño  de  sus 
obligaciones. 

Al  ser  examinado  Tadeo  Alvarado  en 
forma  indagatoria,  dijo  que  suponía  se  le 
examinaba  en  esa  forma  por  el  asunto  de 
Rómulo  Rojas  y  del  cual  ya  había  dado 
detalles  en  la  causa  respectiva,  y  que  el 
no  desempeñaba  ningún  cargo  en  la  "Es- 
tancia Grande",  sino  en  la  aldea  Suacité 
como  Alcalde  primero  auxiliar  y  al  efecto 
presentó  su  nombramiento  el  que  le  fué 
extendido  por  el  Juzgado  de  Paz  de  San 
Juan  Sacatepéquez;  que  al  capturar  su 
auxilio  a  Rómulo  Rojas,  el  dicente  no  le 
causó  ningún  golpe  a  dicho  señor,  o  sea 
en  el  atrio  de  la  iglesia  de  "Estancia  Gran- 
de" ni  en  la  quebrada  "Noxpill",  y  que 
quienes  tuvieron  necesidad  de  darle  algu- 
nos golpes  para  desarmarlo  en  vista  de 
que  los  agredía  con  su  machete  fueron 
Francisco  Cheley,  Inocente  y  Pedro  Pérez, 
Agustín  y  Juan  Jocón,  Reyes  y  Marcehno 
TintI  y  Alejandro  Sabán;  que  estas  perso- 
nas fueron  las  que  capturaron  a  Rojas  en 
el  atrio  de  la  iglesia  ya  citada  y  eran  los 
que  componían  el  auxilio,  y  que  conducían 
a  Rojas  a  Suacité  a  excepción  de  Alejan- 
dro Sabán,  Agustín  y  Juan  Jocón,  que  se 
quedaron  en  "Estancia  Grande";  que  lo 
único  que  podía  decir  respecto  a  los  gol- 
pes que  le  pegaron  a  Rojas,  es  que  no  to- 
dos le  dieron  de  palos  en  las  manos  para 
que  botara  el  machete  con  que  los  agre- 
día, pero  que  en  la  quebrada  de  "Noxpill" 
y  en  vista  de  lo  que  había  hecho  y  ser  Ro- 
jas un  hombre  fuerte,  al  que  no  se  le  po- 
día entrar,  todos  los  del  auxilio  le  pegaron 
sus  garrotazos  para  poderlo  capturar  y  el 
indagado  lo  que  hizo,  fué  ordenar  a  los 
del  auxilio,  que  lo  agarraran.  Indagado 
Francisco  Cheley,  dijo  ratificar  su  declara- 
ción prestada  ante  el  Juez  de  Paz  de  San 
Juan  Sacatepéquez,  con  respecto  a  los  he- 
chos cometidos  por  Rómulo  Rojas  en  el 
caserío  de  "Estancia  Grande"  y  que  tanto 
i?n  este  'ugar  como  en  la  quebrada  "Nox- 
pill", hubo  de  pegarle  a  Rojas,  dándole 
tres  garrotazos  en    las   manos  cuando  lo 
capturaron  en  el  atrio  de  la  iglesia  y  cuft- 
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tro  cuando  lo  capturaron  nuevamente  en 
la  quebrada  citada,  procediéndose  en  esa 
íorma  porque  Rojas  se  oponía  a  que  lo 
capturara  el  auxilio,  agrediéndolo  la  pri- 
mera vez  con  machete  y  la  segunda  con 
pistola,  con  la  que  disparó  a  José  María 
Alvarado  y  a  Tadeo  del  mismo  apellido, 
arrojándole  piedras  a  la  vez,  y  que  nadie 
les  ordenó  que  le  pegaran,  lo  que  hacían 
para  defenderse  de  la  agresión  de  Rojas. 
Examinado  Marcelino  Tintí  asociado  de  su 
intérprete  don  Aurelio  Pineda,  dijo  rati- 
ficar su  declaración  prestada  ante  el  Juez 
de  Paz  de  San  Juan  Sacatepéquez  y  que 
las  cosas  sucedieron  como  lo  dijo  en  el 
Juzgado  de  Paz  de  su  domicilio;  que  cuan- 
do capturaron  al  referido  Rómulo  Rojas, 
el  declarante  formaba  parte  del  auxilio, 
habiéndole  dado  dos  garrotazos  a  Rojas 
cerca  de  la  iglesia  de  "Estancia  Grande" 
porque  les  tiró  con  el  machete  que  por- 
taba y  no -se  dejaba  capturar;  que  cuando 
lo  volvieron  a  recapturar  en  la  quebrada 
de  "Noxpill",  le  dió  cuatro  palos  para  po- 
derle avanzar  la  pistola  con  que  los  ata- 
caba, y  que  don  Tadeo  Alvarado,  que  era 
el  Alcalde  auxiliar  les  ordenó  que  le  pega- 
ran a  Rojas.  Examinado  en  igual  forma 
Reyes  Tintí  dijo  que  capturaron  a  Rojas^  en 
"Estancia  Grande",  a  quien  le  dió  tres  pa- 
los para  que  botara  el  machete  que  por- 
taba, haciéndolo  de  orden  de  don  Tadeo  Al- 
varado,  y  que  cuando  lo  recapturaron  le 
volvió  a  pegar  cuatro  palos  en  las  manos 
y  que  esta  nueva  vez;  fué  para  avanzarle 
la  pistola  con  que  les  quería  pegar  a  los 
del  auxilio,  diciendo  además,  que  ninguno 
de  los  del  auxilio  portaba  machete  sino 
solo  palos.  En  igual  forma  declaró  Ino- 
cente Pérez,  ratificando  como  los  anterio- 
res su  declaración  dada  ante  el  Juez  de 
Paz  de  San  Juan  Sacatepéquez,  por  ser 
cierta  y  que  cuando  capturaron  a  Rojas, 
le  pegó  dos  palos  en  las  manos  para  avan- 
zarle el  machete  con  que  les  tiraba  a  los 
del  auxilio,  que  esto  sucedió  cerca  de  la 
iglesia  de  "Estancia  Grande",  y  que  en  la 
quebrada  "Noxpill"  el  reo  Rojas  quiso  pe- 
garle a  los  del  auxilio  con  la  pistola  y  que 
al  ser  recapturado  tuvo  necesidad  de  dar- 
le cuatro  palos  en  las  manos  para  quitarle 
dicha  arma,  pegándole  de  orden  de  don 
Tadeo  Alvarado.  Pedro  Pérez  examinado 
por  medio  del  intérprete  nombrado  al  efec- 
to, le  fué  leída  su  declaración  prestada  an- 
te el  Juez  de  Paz  de  San  Juan  Sacatepé- 
quez, la  que  ratificó,  y  agregó  que  el  de- 
clarante no  le  pegó  ni  un  golpe  al  señor 
Rojas  ni  cerca  de  la  iglesia  ni  en  el  lugar 
denominado  "Noxpill",  siendo  los  demás 


del  auxilio  los  que  le  pegaron,  o  sea  Mar- 
celino y  Reyes  Tintí  y  Francisco  Cheley, 
habiéndosele  pegado  con  orden  del  primer 
Alcalde  auxiliar  Tadeo  Avarado,  diciendo 
que  sí  le  pegó  tres  palos  en  las  manos  a 
Rojas  cuando  lo  recapturaron  en  la  que- 
brada "Noxpill". 

Con  fecha  diez  y  nueve  de  mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  para  examinar 
s  Alejandro  Sabán,  Juan  y  Agustín  Jo- 
cón,  el  Juez  4o.  de  la.  Instancia  nom- 
bró intérprete  a  Máximo  Subüyuj,  el  que 
aceptó  y  examinados  que  fueron  Agustín 
y  Juan  Jocón,  así  como  Alejandro  Sabán 
los  tres  se  expresaron  en  la  forma  siguien- 
te: que  hacía  como  tres  semanas,  no  re- 
cordando la  fecha,  que  estaban  los  com- 
parecientes en  el  Juzgado  del  lugar  llama- 
do "Estancia  Grande",  en  donde  se  cele- 
braba una  fiesta,  dándose  cuenta  y  vien- 
do que  ese  día  como  a  las  nueve  horas  el 
señor  Rojas  que  trabajaba  con  una  má- 
quina en  el  camino,  se  fué  con  dirección 
a  su  trabajo,  pero  después  como  a  las  ca- 
torce horas  lo  volvieron  a  ver,  y  que  iba 
a  beber  a  la  fonda  de  Felisa  Alvarado,  jun- 
tamente con  José  Luis,  su  ayudante,  y  que 
cuando  ya  estaba  bolo  don  Rómulo,  co- 
menzaron como  a  estar  peleando,  y  al  sa- 
lir corriendo  José  Luis,  don  Rómulo  le  dió 
un  planazo  con  su  machete  en  la  espal- 
da, y  que  por  ir  corriendo  se  cayó  don  Ró- 
mulo y  se  golpeó,  que  entonces  sin  ningún 
motivo  comenzó  a  machetear  los  arcos 
que  servían  de  adorno  en  la  plaza,  diri- 
giéndose al  atrio  de  la  iglesia  en  donde 
habían  muchas  personas,  y  como  estas  se 
encerraron  en  dicho  edificio,  en  donde  dió 
don  Rómulo  cinco  machetazos  en  la  puer- 
ta y  entonces  el  auxilio  del  lugar,  del  cual 
era  jefe  don  Tadeo  Alvarado,  se  dirigie- 
ron hacía  don  Rómulo  y  hablaron  con  él, 
pero  que  éste  señor  en  lugar  de  hacerles 
caso,  le  dió  un  planazo  a  don  Tadeo,  quien 
ordenó  en  ese  momento  su  captura,  que  to- 
dos los  del  auxilio  trataron  de  cumplir  di- 
cha orden,  teniendo  que  pegarle  unos 
cuantos  palos  en  las  manos  porque  les  ha- 
cia resistencia  con  un  machete  que  tenia, 
con  el  que  les  tiraba,  haciendo  constar  que 
los  tres  no  le  pegaron,  siendo  los  demás 
del  auxilio  los  que  lo  hicieron  de  orden  de 
Alvarado;  que  una  vez  captiu^ado  don  Ró- 
mulo, los  declarantes  se  fueron  a  seguir 
cuidando  al  Juzgado  de  "Estancia  Gran- 
de", y  ya  no  se  dieron  cuenta  de  lo  que  pudo 
haber  sucedido  a  don  Rómulo  cuando  se 
lo  llevaron  para  Suacité. 
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El  diez  y  nueve  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  el  Juez  4o.  de  la. 
Instancia  por  falta  de  mérito  dejó  en  li- 
bertad con  sujeción  a  resultas  a  Tadeo  Al- 
varado,  Francisco  Cheley,  Marcelino  y  Re- 
yes Ti;iti,  Inocente  y  Pedro  Pérez,  Agus- 
tín y  Juan  Jocón,  lo  mismo  que  Alejandro 
Sabán. 

Con  fecha  diez  y  ocho  de  mayo  del  año 
ya  citado,  la  Auditoria  de  Guerra  solicitó 
del  Juez  4o.  de  la.  Instancia  de  este  De- 
paitamento,  se  inhibiera  del  conocimien- 
to de  la  causa,  en  virtud  del  acuerdo  Gu- 
bernativo de  fecha  primero  de  marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  en  que  se 
declara,  que  los  empleados  del  ramo  de  ca- 
minos gozan  del  fuero  de  guerra,  y  además 
porque  el  articulo  411  del  Código  Militar 
Segunda  Parte  le  señalaba  la  obligación 
de  sostener  la  competencia  de  su  juris- 
dicción. Por  haber  sostenido  el  Juez  4o. 
de  la.  Instancia  su  competencia,  fué  di- 
rimido por  esta  Suprema  Corte  de  Justi- 
cia, en  el  sentido  de  que  el  Tribunal  Mi- 
iitr  de  este  Departamento  era  el  compe- 
tente para  seguir  conociendo  en  el  pro- 
ceso que  por  los  delitos  de  homicidio  y 
atentado  se  instruyó  contra  Rómulo  Rojas. 

Elevada  la  causa  aplenario  se  tomó  al 
reo  su  confesión  con  cargos,  deduciéndo- 
sele los  que  le  resultaban  por  los  delitos 
de  atentado  y  homicidio,  cargos  con  los 
cuales  no  se  conformó  y  nombró  en  pri- 
mer lugar  como  su  defensor  al  Licenciado 
Juan  Córdova  Cenia.  A  don  Raymundo 
AJvarado  Castañeda  se  le  tuvo  como  apo- 
derado del  acusador  Gilberto  Alvarado 
Herrera.  Por  no  haber  aceptado  la  defen- 
sa el  Licenciado  Juan  Córdova  Cerna,  se 
le  tuvo  como  tal  previa  aceptación  y  dis- 
cernido el  cargo,  al  de  igual  titulo  don  Ma- 
nuel Coronado  Aguilar. 

Durante  el  término  de  prueba,  a  solici- 
tud de  la  defensa,  se  rindieron  las  siguien- 
tes probanzas:  declaraciones  de  los  testi- 
gos Rafael  Meléndez,  Luis  Vielman,  Ma- 
nuel Vallejo,  Beatriz  Meléndez  de  Ortiz, 
Gustavo  Morales  y  Virgilio  Búcaro  García 
quienes  declararon  de  conformidad  con  el 
interrogatorio  presentado  y  que  obra  a  fo- 
lio ciento  tres.  Informe  del  Director  del 
Hospital  General,  en  el  que  consta  que  el 
herido  José  María  Alvarado  ingresó  a  di- 
cho establecimiento  en  estado  agónico,  el 
treinta  de  abril  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis,  y  falleció  el  primero  de  mayo  del 
mismo  año,  puntualizándose  con  fecha 
posterior  que  la  hora  del  ingreso  a  dicho 
Hospital  fué  a  las  seis  horas  y  que  fué  ope- 
rado a  las  ocho  horas.   Informe  de  la  Pe- 


nitenciaría Central,  en  el  que  consta  que 
el  reo  Rómulo  Rojas  ha  observado  buena 
conducta  durante  el  tiempo  que  lleva  de 
estar  recluido  en  dicho  Centro  Penal. 
También  declaró  a  favor  del  reo,  el  testi- 
go Jesús  Gamero.  El  testigo  José  Luis  Cas- 
tellanos, fué  repreguntado,  de  acuerdo  con 
el  interrogatorio  obrante  a  folios  ciento 
treinta.  Fueron  repreguntados  los  testi- 
gos Pedro  Pérez,  Francisco  Cheley,  Alejan- 
dro Sabán,  Reyes  Tinti,  Agustín  Jocón  y 
Juan  de  este  último  apellido,  también  fue- 
ion  repreguntados  Inocente  Pérez  y  Mar- 
celino Tinti,  los  primeros  contestaron  en 
sentido  negativo  y  los  dos  últimos  contes- 
taron afirmando  los  hechos  tal  como  pa- 
saron. Fueron  careados  José  Luis  Caste- 
llanos, Marcelino  Tinti  e  Inocente  Pérez, 
sin  lograrse  que  se  pusieran  de  acuerdo. 
Ampliación  del  informe  médico  legal  de  la 
autopsia  practicada  en  el  cadáver  de  José 
María  Alvarado,  con  fecha  tres  de  mayo 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  de  acuer- 
do con  los  cinco  puntos  contenidos  en  el 
memorial  de  folios  ciento  ochenta  y  uno 
Repreguntas  dirigidas  a  Tadeo  Alvarado 
y  careo  entre  éste  y  Jesús  Gamero. 

Por  parte  del  acusador,  solamente  apa- 
rece el  acta  levantada  con  motivo  del  ex- 
perta je  practicado  por  el  mayor  José  Ma- 
ría Ortega  nombrado  para  el  efecto  y  en 
conformidad  con  lo  pedido  por  dicho  acu- 
sador, cuyo  expertaj'e  se  refiere  al  examen 
de  la  bala  que  ocasionó  la  muerte  de  José 
María  Alvarado,  cuyo  revólver  era  del  oc- 
ciso, examinándose  también  el  revólver  de 
don  Tadeo  Alvarado  y  cotejando  los  pro- 
yectiles de  una  y  otra  arma. 

El  Tribunal  Militar  para  mejor  fallar 
rnandó  recibir  el  dictámen  pericial  del 
tercer  experto,  el  cual  fué  emitido  por  el 
Doctor  Carlos  Federico  Mora,  el  dos  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y  seis 
y  que  obra  en  la  segunda  pieza  entre  los 
folios  veintisiete  y  treinta  y  siete,  y  en  el 
cual  llega  a  las  conclusiones  siguientes:  lo. 
que  Rómulo  Rojas  es  una  persona  que  no 
adolece  de  enfermedades  o  anomalías 
mentales  (estado  psíquico) ;  2o.  que  no  se 
descubrió  en  él  ninguna  anormalidad  que 
pueda  referirse  al  hecho  pesquisado  (exa- 
men sobre  el  estado  somático  del  mis- 
mo); 3o.  que  el  señor  Rojas  puede  verse 
en  las  situaciones  descritas  por  su  defen- 
sor, pero  no  porque  en  él  exista  alguna 
predisposición  morbosa  especial,  sino  por- 
que la  ingestión  de  alcohol  determina  en 
cua'quier  individuo  ese  estado  de  pérdida 
del  dominio  sobre  la  voluntad  y  obnubi- 
lación de  la  conciencia  hasta  llegar  a  po- 
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nerlo  en  situaciones  anormales,  ya  que 
anormal  es  siempre  la  situación  del  ebrio; 
4o.  es  cierto,  según  se  lee  de  la  causa,  se 
encontraba  efectivamente  en  estado  de 
trastorno  mental  el  señor  Rojas  Castella- 
nos en  el  dia  y  horas  mencionados,  pero 
ese  trastorno  era  el  que  siempre  acomete  a 
una  persona  que  ha  bebido  alcohol  en  ex- 
ceso, no  pudiéndose  considerar  como  algo 
que  se  salga  de  la  regla  general.  A  esta 
conclusión  llegó  el  médico  forense  en  vir- 
tud de  la  pregunta  hecha  por  la  defensa 
y  que  consiste:  si  es  verdad  que  por  las 
consideraciones  precedentes,  el  estudio  de 
las  situaciones  y  la  observación  detenida 
de  la  conducta  de  Rojas  Castellanos  se  lle- 
ga a  la  conclusión  científica  de  que  dicho 
señor  se  encontraba  en  estado  de  trastor- 
no mental  desde  las  quince  horas  hasta  las 
diez  y  nueve  del  día  en  que  se  cometie- 
ron los  hechos  que  se  investigan,  provo- 
cado este  trastorno  por  el  tóxico  alcohol 
que  ingirió:  5o.  el  experto  no  pudo  deci- 
frar  el  contenido  de  esta  pregunta,  o  sea 
si  el  tóxico  alcohol  ingerido  por  don  Rómu- 
lo  Rojas  Castellanos  se  han  obtenido  reac- 
ciones Idénticas  a  las  que  constan  en  au- 
tos, experimentados  el  dia  de  autos;  6o.  no 
se  puede  deducir  tal  cosa  porque  no  es 
cierta  ni  posible.  La  embriaguez  no  es 
equiparable  a  la  demencia  ni  a  la  aliena- 
ción mental  (psicosis),  porque  estos  últi- 
mos son  estados  durables  y  persistentes 
mucho  tiempo  después  de  que  ha  de- 
jado de  actuar  la  causa  etiológica,  siendo 
la  pregunta  de  la  defensa  la  siguiente:  "si 
en  virtud  de  experiencias  se  puede  deducir 
científicamente  que  por  el  estado  de  into- 
xicación alcohólica  en  que  se  encontraba 
e!  individuo  Rojas  Castellanos  en  el  mo- 
mento de  ejecutar  los  hechos  de  que  se  le 
acusa,  se  encontraba  en  estado  de  demen- 
cia o  de  alienación  mental".  El  Dontor 
Mora  hace  un  examen  de  los  dictámenes 
dados  por  los  expertos.  Doctor  Héctor  A. 
Aragón  y  Serapio  de  León  Piedrasanta  y 
que  obran  en  la  primera  pieza  entre  los  fo- 
lios doscientos  diez  y  doscientos  diez  y 
ocho. 

Después  de  los  demás  trámites  del  ple- 
nario,  lo  alegado  por  la  defensa  y  la  acu- 
sación, el  Tribunal  Militar  de  este  Depar- 
tamento, con  fecha  diez  y  nueve  de  enero 
del  año  próximo  pasado,  dictó  sentencia 
declarando:  lo.  que  Rómulo  Adalberto  Ro- 
jas Castellanos  es  autor  de  los  delitos  de 
homicidio  y  atentado  a  los  agentes  de  la 
autoridad;  2o.  que  por  tales  delitos  lo  con- 
dena a  sufrir  las  penas  de  diez  años  de 
prisión,  y  tres  años  de  prisión  correccional 


respectivamente;  3o.  que  la  primera  pena 
es  inconmutable  y  la  segunda  conmuta- 
ble en  una  tercera  parte  a  razón  de  vein- 
ticinco centavos  de  quetzal  por  día,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  correspon- 
dientes en  derecho. 

La  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
al  conocer  en  grado,  confirmó  en  todas 
üus  partes  la  sentencia  del  Tribunal  Mili- 
tar, no  sin  antes  haber  oído  al  Procurador 
y  al  Fiscal  de  dicho  Tribunal.  El  prime- 
ro al  evacuar  su  traslado  dijo  que  respec- 
to a  líi  muerte  de  José  María  Alvarado,  se 
debía  a  peritonitis  hipertóxica  y  no  a  las 
heridas  sufridas,  por  que  éstas  no  eran 
necesariamente  mortales  con  oportuna 
atención  médica,  y  que  en  caso  de  ser  au- 
tor Rojas  Castellanos  de  las  heridas  sufri- 
das por  José  María  Alvarado,  ejecutó  el 
hecho  en  estado  de  trastorno  mental 
transitorio,  motivado  por  el  licor  ingerido 
no  de  propósito  sino  por  requerimiento  de 
las  autoridades  locales;  que  Rojas  Caste- 
llanos dada  la  falta  de  voluntad  era  irres- 
ponsable. En  cuanto  al  delito  de  atenta- 
do manifestó,  no  existir,  pues  los  testigos 
que  componían  el  auxilio  y  Tadeo  Alvara- 
do su  jefe,  como  directamente  ofendidos, 
carecían  de  idoneidad. 

El  segundo,  o  sea  el  señor  Fiscal,  des- 
pués de  algunas  consideraciones  que  juzgó 
pertinentes,  pidió  la  confirmatoria  del  fa- 
llo de  primera  instancia,  ya  que  la  peti- 
ción piadosa  de  la  defensa,  no  era  posible 
atenderla  por  falta  de  justificación. 

El  reo  Rómuio  Adalberto  Rojas  Caste- 
llanos, con  auxilio  del  Abogado  Manuel  Co- 
ronado Aguilar,  introdujo  recurso  de  casa- 
ción contra  el  fallo  proferido  por  la  Sala 
5a.  c'e  la  Corte  de  Apelaciones,  por  viola- 
ción de  ley  y  denunció  como  infringidos 
¡os  artículos  siguientes:  11,  21  inciso  lo.. 
fiV,  68,  88.  96,  143,  144,  300  y  311  inciso  2o.. 
Código  Penal;  27  Código  Miütar  Primera 
Parte;  159,  186,  188,  194  inciso  2o.,  198. 
199,  200  y  434  Código  Militar  Segunda  Par- 
te; 259,  267,  566,  570  incisos  lo.  y  3o.,  571. 
573,  602  inciso  2o.,  603  y  608  Procedimien- 
tos Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  dia 
para  la  vista  es  el  caso  de  resolver, 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  causa  contra  Rómulo  Adal- 
berto Rojas  Castellanos,  se  probó  con  más 
de  dos  testigos  idóneos  y  contestes,  que  el 
día  veintinueve  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  en  el  caserío  "Estancia 
Grande",  del  Municipio  de  San  Juan  Sa- 
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catepéquez  del  departamento  de  Guate- 
mala, a  las  diez  y  siete  horas,  el  recurren- 
te le  disparó  a  José  María  Alvarado  y  a 
consecuencia  de  dichos  disparos  le  produ- 
jo una  lesión  que  determinó  su  muerte  en 
el  Hospital  General  de  ésta  ciudad  (Gua- 
temala), pues  según  aparece  y  está  debi- 
damente demostrado  con  el  informe  de  fo- 
lios ciento  quince,  el  lesionado  llegó  a  di- 
cho establecimiento  el  treinta  de  abril  del 
año  ya  citado,  en  estado  agónico,  falle- 
ciendo el  primero  de  mayo  siguiente,  sien- 
do su  ingreso  a  las  seis  horas  y  operado 
a  las  ocho,  y  en  la  ampliación  de  folios 
ciento  ochenta  y  cuatro,  que  se  hizo  a  so- 
licitud de  la  defensa,  el  médico  forense  que 
practicó  la  autopsia  en  el  cadáver  del  oc- 
ciso contestó  asi:  "que  la  intervención  qui- 
rúrgica a  que  fué  sometido  José  Maria  Al- 
varado,  no  influyó  ni  en  la  gravedad  ni 
en  la  muerte  de  dicho  individuo,  pues  la 
única  probabilidad  de  su  salvación  era  di- 
cha intervención".  En  el  tratamiento  del 
lesionado  se  emplearon  los  medios  racio- 
nales y  oportunos  para  salvarle  la  vida,  y 
por  consiguiente,  no  liabiéndose  roto  el 
nexo  causal  entre  la  lesión  sufrida  y  la 
muerte  de  Alvarado,  la  calificación  hecha 
por  el  Tribunal  sentenciador,  de  homici- 
dio y  no  de  lesiones  como  se  pretende,  es 
correcta,  pues  se  tomó  en  cuenta  el  resul- 
tado que  produjo  el  disparo,  atendiendo  a 
la  imposibilidad  que  hubo  de  evitar  el  pro- 
ceso de  la  lesión  causada,  cuya  determi- 
nación más  probable,  era  la  de  muerte,  y 
en  esa  virtud,  lo  alegado  para  calificar  de 
errónea  dicha  calificación,  no  es  aceptable, 
no  sólo  por  no  tener  ninguna  indicación 
a  éste  respecto,  sino  porque  los  delicuen- 
tes  son  responsables  ante  la  ley  de  los  ac- 
tos justiciables  que  ejecutan  al  violar  sus 
preceptos  y  de  todas  sus  consecuencias, 
debiendo  apreciarse  necesariamente  el  re- 
sultado y  efecto  de  dichos  actos  para  es- 
timar la  intensidad  y  extensión  del  mal 
producido  y  definir  el  delito  con  arreglo  a 
derecho.  En  el  caso  actual,  la  lesión  su- 
frida por  José  María  Alvarado  fué  la  cau- 
sa natural  y  segura  de  su  muerte,  y  no  la 
falta  de  asistencia  facultativa  en  las  pri- 
meras horas  de  haber  sido  lesionado,  co- 
mo se  alega  en  el  recurso  interpuesto.  Ade- 
más, no  hay  datos  que  permitan  pensar, 
mucho  menos  asegurar,  que  la  muerte  de 
José  María  Alvarado  fué  obra  de  causas 
extrañas  a  dicha  lesión,  pues  ésta  era  ne- 
cesariamente mortal  como  lo  asegura  el  ci- 
rujano que  practicó  la  autopsia,  en  sus 
respectivos  informes,  y  por  lo  tanto,  no  se 
infringieron  los  artículos  300  y  311  inciso 


2ü.  del  Código  Penal;  el  primero,  por  ha- 
ber sido  correctamente  aplicado  y  el  se- 
gundo por  no  tener  aplicación  al  caso. 
Tampoco  se  violó  la  disposición  legal  con- 
tonida  en  el  articulo  11  del  mismo  cuerpo 
legal,  la  cual  define  el  delito,  como  una 
infracción  voluntaria  de  la  ley  penal,  y 
que  toda  infracción  se  presume  voluntaria 
mientras  no  conste  lo  contrario. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  alteración  de  las  facultades  men- 
tales, cuando  constituye  un  estado  dura- 
ble y  persistente,  se  designa  con  el  térmi- 
no de  enajenación,  circunstancia  que  enu- 
mera nuestro  Código  Penal  entre  las  que 
eximen  de  responsabilidad  criminal.  Ade- 
más la  expresada  ley  también  comprende 
las  perturbaciones  psíquicas  pasajeras,  que 
provienen  de  una  alteración  transitoria 
de  esas  facultades,  respecto  de  lo  cual  la 
Jey  se  expresa  asi:  "y  el  que  se  halle  en  si- 
tuación de  trastorno  mental  transitorio,  a 
no  ser  que  éste  haya  sido  buscado  de  pro- 
pósito". El  Legislador  para  apreciar  tan- 
to uno  como  el  otro  estado  deja  al  Juez  en 
hbertad  para  que  se  valga  de  la  ayuda  y 
de  la  experiencia  de  los  médicos,  para  que 
así  pueda  decidir  con  acierto  acerca  de  la 
responsabilidad  criminal  del  encausado. 
Este  camino  y  no  otro  fué  el  seguido  por 
el  Tribunal  sentenciador,  pues  no  estando 
de  acuerdo  con  los  Doctores  don  Serapio 
de  León  y  don  Héctor  A.  Aragón,  oyó  con 
el  fin  de  llegar  a  una  conclusión  científica, 
al  médico  legista  Carlos  Federico  Mora, 
quien  después  de  hacer  un  examen  psi- 
quiátrico del  reo  llegó  a  las  siguientes 
conclusiones:  "que  Rómulo  Adalberto  Ro- 
jas es  una  persona  que  no  adolece  de  en- 
fermedades o  anomalías  mentales;  que  no 
se  descubre  en  él  níngima  anormalidad  que 
pueda  referirse  al  hecho  pesquisado;  que 
Rojas  Castellanos  puede  verse  en  las  situa- 
ciones descritas  por  la  defensa,  pero  no 
porque  en  él  exista  ninguna  predisposición 
morbosa  especial,  sino  porque  la  ingestión 
de  alcohol  determina  en  cualquier  indivi- 
duo ese  estado  de  pérdida  del  dominio  so- 
bre la  voluntad  y  obnubilación  de  la  con- 
ciencia hasta  llegar  a  ponerlo  en  situacio- 
nes anormales,  ya  que  anormal  es  siem- 
pre la  situación  del  ebrio:  que  Castellanos 
se  encontraba  en  estado  de  trastorno  men- 
tal desde  las  quince  horas  hasta  las  diez  y 
nueve  del  día  en  que  se  cometieron  los  he- 
cho?, provocado  ese  trastorno  por  el  tóxico, 
alcohol  que  ingirió,  siendo  ese  trastorno  el 
que  siempre  acomete  a  una  persona  que 
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ha  bebido  en  exceso;  que  en  el  momento 
ae  cometer  los  hechos  que  se  le  acusan  no 
se  encontraba  en  estado  de  demencia  o  de 
alienación  mental,  ya  que  la  embriaguez 
no  es  equiparable  a  la  demencia  ni  a  la 
alienación  mental  (psicosis),  porque  éstos 
últimos  estados  son  durables  y  persisten- 
tes mucho  tiempo  después  que  ha  dejado 
de  actuar  la  causa  etiológica".  Como  se 
ve,  de  las  conclusiones  transcritas,  no  cabe 
la  exención  de  responsabilidad  criminal 
como  lo  pide  el  recurrente,  pues  el  articulo 
21  inciso  lo.,  requiere,  como  ya  se  dijo,  que 
el  sujeto  activo  del  delito  se  encuentre 
enajenado  o  se  halle  en  situación  de  tras- 
torno mental  transitorio,  requiriendo  pa- 
ra ésto  último,  que  no  haya  sido  buscado 
de  propósito.  Y  así  tiene  que  ser,  pues  no 
siendo  la  emtoriaguez  una  excusa  legal,  se 
considera,  que  el  individuo,  que  no  hallán- 
dose en  una  situación  de  enajenación,  se 
entrega  a  excesos  alcohólicos,  es  respon- 
sable del  estado  anormal  en  que  se  coloque 
y,  por  consiguiente,  debe  soportar  las  con- 
secuencias de  los  actos  que  cometa  en  tal 
estado.  En  la  causa,  consta  de  manera 
plena,  como  lo  declaró  el  ayudante  de  Cas- 
tellanos Rojas,  José  Luis  de  éste  último 
apellido,  que  el  día  del  hecho,  el  reo  se  em- 
briagó voluntariamente,  y  por  el  dicho  de 
Rojas  se  sabe  que  acostumbra  a  libar  li- 
cor con  frecuencia,  a  pesar  de  conocer  sus 
funestas  consecuencias,  y  por  esta  circuns- 
tancia no  procede  aceptar  favorablemente 
el  dicho  de  las  personas  que  propuso  para 
demostrar  que  después  de  embriagarse  sur- 
gió el  estado  mental  transitorio,  en  el  cual 
¿e  hallaba  cuando  realizó  el  acto  punible. 
En  una  palabra,  si  bien  el  dicho  de  los 
testigos  Rafael  Meléndez,  Luis  Vielman, 
Manuel  Vallejo,  Beatriz  Meléndez  de  Or- 
tiz,  Gustavo  Morales,  Virgilio  Búcaro  y  Je- 
sús Gamaro,  revelan  alteración  de  las  fa- 
cultades mentales,  del  procesado,  no  puede 
ésta  equipararse  a  la  locura,  cuya  exten- 
sión trató  de  darle  la  defensa,  ya  que  no 
consta  el  grado  que  alcanzara,  ni  que  su 
influjo  fuera  tal,  para  anular  por  comple- 
to su  inteligencia  y  voluntad,  pues  no  só- 
lo se  necesita  en  este  caso,  que  se  haya 
obrado  en  un  estado  completo  de  locura, 
sino  que  no  haya  sido  influido  por  otros 
estímulos  suceptibles  de  ser  vencidos  y  re- 
frenados por  la  razón,  ya  que  la  embria- 
guez aunque  produzca  privación  del  juicio, 
no  exime  de  responsabilidad  criminal,  si- 
no cuando  ésta  no  haya  sido  buscada  de 
propósito,  lo  que  no  ocurrió  en  el  caso  de 


Castellanos  Rojas.  Por  las  razones  ex- 
puestas, no  se  infringió  el  artículo  21  in- 
ciso lo.  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  de  segundo  grado  no 
aumentó  la  pena  que  corresponde  a  Rojas 
Castellanos  por  los  dos  delitos  realizados  y 
por  consiguiente,  no  infringió  el  artículo 
67  del  Código  Penal,  mucho  menos  el  68 
del  mismo  código,  pues  se  impuso  la  pena 
que  corresponde  a  cada  uno  de  los  delitos. 
El  articulo  88  del  mismo  cuerpo  legal  es- 
tablece que  cuando  un  hecho  ^constituye 
dos  o  más  delitos  o  cuando  uno  de  ellos 
sea  medio  necesario  de  cometer  el  otro, 
únicamente  se  impondrá  la  pena  corres- 
pondiente al  delito  más  grave,  aumentada 
hasta  en  una  tercera  parte,  teniendo  el 
Tribunal  sentenciador  en  conformidad  con 
el  mismo  artículo,  facultad  para  im.poner 
las  penas  que  corresponden  a  cada  una  de 
las  infracciones,  si  a  su  juicio  fuera  más 
favorable  al  reo,  que  fué  lo  que  hizo  el  Tri- 
bunal sentenciador,  es  decir,  penar  sepa- 
radamente el  homicidio  y  el  atentado  por 
ser  más  favorable.  El  articulo  143  Código 
Penal  tiene  cuatro  incisos  y  no  se  señaló 
ninguno  de  ellos  por  el  recurrente,  y  por 
lo  tanto  no  pueden  analizarse.  El  144  del 
mismo  código,  tampoco  se  infringió  por  el 
Tribunal  sentenciador,  sino  que  por  el  con- 
trario, se  aplicó  rectamente.  Las  conde- 
nas impuestas,  se  computaron  por  el  Tri- 
bunal de  segundo  grado,  desde  la  fecha  en 
que  el  reo  fué  reducido  a  prisión,  y  esta 
disposición  legal  no  da  lugar  al  recurso  de 
casación,  y  por  lo  tanto  no  pudo  infringir- 
se el  artículo  96  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  estando  probada  la  culpabilidad  del 
recurrente,  en  las  dos  infracciones  que 
dieron  origen  a  su  juzgamiento,  o  sea  la 
del  delito  de  homicidio  y  la  de  atentado 
a  los  agentes  de  la  autoridad,  el  Tribunal 
sentenciador  al  declararlo  asi.  no  violó  las 
disposiciones  legales  contenidas  en  los  ar- 
tículos 259,  566,  570  incisos  lo.  y  3o.,  571, 
602  inciso  2o.  y  603  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales.  Los  artículos  267,  573, 
y  608  del  mismo  cuerpo  legal,  tampoco  se 
infringieron;  el  primero,  por  no  tener  nin- 
guna aplicación ;  el  segundo  por  no  haber- 
se citado  ninguno  de  los  cuatro  incisos  que 
contiene,  y  por  lo  tanto  no  le  es  dable  a 
esta  Corte  Suprema  de  Justicia,  analizar 
ninguno  de  ellos,  para  el  efecto  de  ver  si 
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fueron  o  iió  infringidos;  y  el  tercero,  por 
referirse  al  juicio  pericial,  cuya  califica- 
ción corresponde  al  Tribunal  sentencia- 
dor. Por  las  razones  dadas  al  analizar  los 
artículos  anteriores,  tampoco  fueron  in- 
fringidos los  artículos  27  del  Código  Mi- 
litar Primera  Parte;  159,  186,  188,  194  in- 
ciso 2o.,  198,  199,  200  y  434  del  mismo  có- 
digo, en  su  Segunda  Parte. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  los  artículos  676, 
686  y  690  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DESESTI- 
MA el  recurso  de  casación  de  que  se  ha  he- 
cho mérito  e  impone  al  recurrente  la  pena 
adicional  de  quince  días  de  arresto  conmu- 
tables a  razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal. Notifiquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  a 
donde  corresponde. 

Raf.  Ordóñez  SoUs.  —  José  ^Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  seguida  contra  Toribio  Barrera  Vi- 
cente por  homicidio  con  ocasión  de  robo 
y  cohecho. 

LOCTRINA:  No  se  modificará  la  pena  asig- 
nada al  delito,  cuando  haya  que  com- 
pensar una  circunstancia  de  atenua- 
ción con  una  agravante. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dieciséis  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vi' ta  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  por  la  Sala  Cuarta  de  la  Cor- 
le de  Apelaciones  organizada  en  Corte 
Marcial,  en  el  proceso  instruido  contra  To- 
ribio Barrera  Vicente  por  los  delitos  de 
homicidio  con  ocasión  de  robo  y  cohecho. 

RESULTA; 

Que  a  las  diez  y  ocho  horas  y  treinta 
minutos,  del  seis  de  Abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  el  Juez  de  Paz  de  Mo- 
mostenango  inició  una  pesquisa,  a  virtud 


de  haberse  presentado,  Pedro  y  Nicolás  Ba- 
rrera manifestándole  que  en  el  lugar  de- 
nominado "Pacol"  del  cantón  "Los  Cipre- 
ses",  habían  descubierto  bajo  un  pino,  el 
cadáver  de  un  individuo,  medio  enterra- 
do, y  que  suponían  fuera  de  su  hermano 
Manuel  Barrera,  por  que  aun  no  había  re- 
gresado a  su  casa.  Se  tomó  declaración 
a  ¡os  hermanos  Barrera  y  entonces  expli- 
caron la  manera  de  como  se  dieron  cuenta 
de  la  existencia  del  mencionado  cadáver, 
el  cual  reconocieron  que  era  el  de  su  her- 
mano Manuel  por  unos  pedazos  de  los  cal- 
zoncillos y  del  poncho  que  éste  usaba;  que 
le  preguntaron  a  Toribio  Barrera  por  el 
paradero  de  Manuel,  y  entonces  les  dijo: 
que  se  habían  separado  en  el  pueblo  de 
Chiquimula,  pues  Manuel  se  dirigió  a  Que- 
zaltenango  o  a  esta  capital,  diciéndole  que 
continuaría  dedicado  al  comercio,  si  lo- 
graba "cambiar  cincuenta  quetzales  que 
pur  descuido  quemó  con  la  braza  de  un  pu- 
ro"; que  por  haber  enfermado  Toribio  es- 
tuvo un  día  más  en  Chiquimula  y  llegó 
después  a  su  casa  sin  saber  el  paradero 
de  Manuel. 

El  Juez  menor  de  Momostenango  al  prac- 
ticar una  inspección  en  el  sitio  que  se  de- 
ja ya  mencionado  y  en  la  morada  del  ofen- 
dido, hizo  constar  lo  que  sigue:  que  en  un 
paraje  cubierto  de  árboles  de  pino  y  enci- 
na, a  una  distancia  de  ochenta  y  siete  va- 
ras átí  la  casa  de  Manuel  Barrera  y  a  diez 
cuerdas  de  la  morada  de  José  del  mismo 
apellido,  al  pié  de  un  pino  grande,  fueron 
encontradas  las  extremidades  inferiore?'. 
del  cuerpo  de  un  hombre  medio  cubierto 
por  la  tierra;  los  animales  habían  destrui- 
do todos  los  tejidos  que  cubrían  dichos 
miembros,  y  éstos  aún  conservaban  una 
parte  de  los  calzoncillos  que  vestía  aquel 
sujeto,  y  descubierto  el  resto  del  cadáver 
.«e  estableció  que  era  el  de  Manuel  Barre- 
ra Reconocido  el  cuerpo  de  Barrera  se  le 
encontraron  varios  golpes  en  la  cabeza 
causados  con  palos  fuertes;  y  en  ese  lugar 
no  había  señales  de  sangre  ni  de  riña.  La 
puerta  de  la  casa  del  occiso  estaba  asegu- 
rada con  irnos  palos  amarrados  por  sus  ex- 
tremos y  en  la  parte  media  con  lazos;  en 
el  interior  fué  encontrado  el  mango  de  una 
hacha  con  señales  de  haber  sido  empleado 
para  golpear,  con  algunos  cabellos  y  una 
pequeña  mancha  roja,  como  de  sangre,  y 
éste  palo  estaba  cerca  del  camastrón  en 
que  dormía  Barrera,  también  se  encontró 
un  palo  más  pequeño  en  el  mismo  cuarto 
sin  ninguna  señal;  una  rueda  de  made- 
ra, parte  de  un  telar,  tenia  vestigios  de 
haber  subido  y  bajado  algunas  personas, 
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por  que  las  huellas  denotaban  que  los  que 
entraron  salieron  por  ahí,  encontrándose 
en  la  pared  y  en  la  viga  que  sostiene  parte 
del  techo  las  impresiones  de  los  dedos  de 
los  pies,  aparecían  también  huellas  de  de- 
dos y  los  rastros^  de  haber  rosado  otro  pa- 
lo, por  que  esa  viga  quedó  sin  el  hollín  ¡3e 
que  están  cubiertas  las  demás.  Los  her- 
manos del  ofendido  aseguraron  que  éste 
tenia  una  cantidad  sificiente  de  maíz  en 
mazorca  para  sus  necesidades,  y  capital  en 
efectivo  que  adquirió  vendiendo  ponchos 
de  jerga. 

Se  tomó  declaración  a  José  Barrera  y  di- 
jo; que  juntamente  con  su  sobrino  Toribio 
Barrera  salió  de  su  casa  el  diez  y  seis  o 
diez  y  oclio  de  Enero  y  al  llegar  a  San  Pa- 
blo Rabinal  con  motivo  de  la  fiesta  que  en 
ese  poblado  se  celebraba  se  juntaron  con 
su  hermano  Manuel  Barrera,  quien  le  di- 
jo que  se  habla  adelantado  para  vender 
pronto  los  artículos  que  llevaba;  y  realiza- 
dos estos  dispusieron  que  Toribio  se  vinie- 
ra con  Manuel,  habiendo  salido  de  Rabinal 
el  veintidós  de  Enero,  dejándole  al  decla- 
rante tres  ponchos  para  que  los  vendiera. 

El  empírico  que  reconoció  el  cadáver  de 
Barrera  informó,  entre  otras  cosas,  ¡o  que 
sigue:  que  descubrió  un  golpe  contuso  en 
el  parietal  izquierdo,  de  dos  pulgadas  de 
longitud;  otro  en  la  sien  derecha,  de  una 
y  media  pulgada  de  diámetro;  y  un  golpe 
en  el  lado  derecho  de  la  cara,  que  le  divi- 
dió la  oreja,  de  tres  y  media  pulagadas  de 
longitud,  es  el  más  grande  de  los  golpe'- 
descritos,  y  fué  sin  duda  el  que  causó  la 
muerte  al  ofendido;  que  en  la  parte  poste- 
rior del  cráneo  tenia  otros  golpes,  pero  a 
causa  de  la  descomposición  del  cadáver 
por  haber  estado  enterrado  desde  el  tron- 
co hasta  la  cabeza,  no  se  pudieron  apre- 
ciar con  exactitud,  y  todas  las  contusiones 
se  le  causaron  con  instrumento  contunden- 
te; los  tejidos  fueron  destruidos  desde  la 
mitad  de  los  muslos  hasta  los  pies  por  pe- 
rros, coyote  o  aves  de  rapiña;  y  que  con- 
sideraba que  la  muerte  habla  ocurrido  ha- 
cia ya  un  mes,  poco  más  o  menos. 

Interrogado  Toribio  Barrera  Vicente,  ex- 
puso: que  el  Comisario  Mimicipal  lo  con- 
dujo a  ja  cárcel,  el  seis  de  Abril  (1936)  co- 
mo a  las  diez  y  nueve  horas  y  media  por 
haber  pedido  que  lo  aprehendieran,  sus  tios 
Pedro,  Nicolás  y  José  Barrera,  a  causa  de 
que  no  aparecía  su  tio  Manuel  Barrera; 
que  se  dirigió  a  Rabinal  con  el  objeto  de 
vender  ropa  de  lana  durante  la  celebra- 
ción de  la  fiesta  de  San  Pablo;  que  de  su 
cantón  habla  salido  acompañado  de  su  tio 
José  Barrera,  y  en  Rabinal  se  juntaron 


con  su  tío  Manuel  Barrera;  a  dicho  pobla- 
do llegaron  el  diez  y  nueve  de  Enero,  y  e! 
declarante  y  su  mencionado  tio  Manuel, 
salieron  de  aquel  lugar  el  veintidós  del 
mismo  mes  (Enero),  pasaron  por  Cubulco, 
Joyabaj  y  Santa  Cruz  Quiche,  y  el  veinti- 
cinco de  Enero  llegaron  a  Santa  María 
Chiquimula  por  la  tarde,  su  tio  le  dijo  que 
continuaría  el  viaje,  por  que  su  casa  se 
encontraba  ya  a  corta  distancia  y  quería 
llegar  esa  noche,  y  como  el  declarante 
desde  que  pernoctaron  en  Quiché  se  sentía 
enfermo  y  cuando  llegaron  a  Chiquimula 
estaba  con  fuerte  calentura,  dispuso  que- 
darse en  esta  población;  que  desde  que  se 
separaron  en  el  pueblo  que  acaba  de  men- 
cionarse no  ha  vuelto  a  ver  a  su  referido 
tío,  y  casi  nunca  se  visitan,  pues  sus  res- 
pectivas casas,  distan  una  de  otra  más  de 
media  legua;  que  indudablemente  su  tio 
había  traído  dinero  de  Rabinal,  pues  ven- 
dió todos  los  ponchos  que  llevaba;  que  en 
Chiquimula  recuerda  que  le  dijo  que  había 
encontrado  "un  malo"  por  que  se  le  ha- 
bían quemado  sus  billetes  con  un  puro, 
pero  como  el  declarante  estaba  enfermo  no 
se  fijo  bien  en  lo  demás  que  le  manifestó: 
que  supone  que  su  tio  llevó  cuatro  man- 
cuernas de  ponchos,  por  que  es  impedido 
de  una  pierna,  y  no  lo  ha  visto  cargar  más 
de  esa  cantidad  de  ropa.  En  el  Juzgado  de 
la.  Instancia  del  Departamento  de  Toto- 
nicapán.  Barrera  fué  interrogado  de  nue- 
vo y  dijo:  que  el  dia  que  llegó  a  Santa  Ma- 
ría Chiquimula  se  hospedó  en  una  casa  de 
huespedes,  pero  ignora  como  se  llama  la 
dueña,  en  esa  casa  durmió;  que  la  última 
vez  que  llegó  a  la  casa  de  su  tio  fué  el  dos 
de  Enero,  pasó  a  cortar  zacate,  pero  no  en- 
tró porque  no  estaba  ahí  su  mencionado 
tio;  que  no  conoce  los  palos  que  se  le  po- 
nen de  manifiesto;  que  no  es  cierto  que  él 
haya  dado  muerte  a  su  tío  Manuel  Barre- 
ra; que  el  declarante  llegó  a  su  casa  el 
veintiséis  de  Enero  y  desde  esta  fecha  has- 
ta el  dia  que  fué  detenido  ha  estado  tra- 
bajando en  el  campo. 

El  Juez  I>epartamental  de  Totonicapán 
por  auto  fecha  catorce  de  Abril  (1936), 
decretó  la  prisión  preventiva  de  Barrera 
Vicente  por  el  delito  de  homicidio;  y  por 
resolución  del  veintitrés  de  ese  mismo  mes 
y  año,  reformó  el  mencionado  auto  en  el 
sentido  de  dejar  a  Barrera  Vicente  libre 
con  sujeción  a  resultas. 

El  seis  de  Abril  del  corriente  año.  don 
Baltazar  Aldana  A.,  Comisario  de  la  Po- 
licía Nacional  de  Totonicapán,  puso  a  la 
disposición  del  Juzgado  de  aquel  Departa- 
mento a  Toribio    Barrera   Vicente,  quien 
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fué  capturado  por  ser  el  autor  de  la  muer- 
te de  Manuel  Barrera.  Al  ser  interrogado 
nuevamente  Barrera  expuso:  que  ese  día 
(6  de  Abril  1938),  íe  presentó  a  la  Inten- 
dencia Municipal  de  Momostenango,  a  vir- 
tud de  citación  que  se  le  hizo,  donde  fué 
detenido  y  conducido  a  Totonicapán;  que 
un  dia  que  no  recuerda,  pero  que  fué  el 
veintisiete  de  Enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  a  las  siete  horas,  le  dió  muer- 
te a  su  tío  Manuel  Barrera,  en  el  cantón 
de  los  Cipreses,  en  el  lugar  denominado 
"Chucol"  del  Municipio  de  Momostenango; 
el  veinticinco  del  precitado  mes,  se  reunió 
con  Barrera  (Manuel)  en  Rabinal  a  las  seis 
horas,  por  indicación  de  su  tío  José  Barre- 
ra con  el  objeto  de  que  él  (Barrera  Vicen- 
te) lo  acompañara  hasta  el  lugar  de  su 
residencia;  al  llegar  a  Santa  María  Chi- 
quimu'a  se  pusieron  a  tomar  licor  hasta 
embriagarse,  y  ya  en  este  estado  su  tio 
Manuel  le  dijo  que  habia  tenido  relacio- 
nes ilícitas  con  su  esposa  Petrona  Batén, 
que  se  lo  dijo  cuando  caminaban  de  San- 
ta María  al  lugar  de  su  domicilio,  indig- 
nado por  lo  que  le  decía  su  mencionado 
tío,  le  asestó  un  golpe  en  la  parte  poste- 
rior de  la  cabeza,  con  un  garrote  que  por- 
taba, y  luego  otros  en  la  misma  parte,  a 
consecuencia  de  los  cuales  cayó  al  suelo,  y 
por  último,  le  pegó  otro  al  lado  izquierdo 
de  la  cabeza,  y  este  golpe  fué  el  que  le  cau- 
só la  muerte;  no  le  acompañaba  persona 
alguna,  y  luego  que  se  dió  cuenta  de  lo 
sucedido,  cogió  el  cuerpo  de  su  tio,  lo  in- 
trodujo en  una  "pinada",  tratando  de  ocul- 
tarlo, y  al  mismo  tiempo  lo  amarró  para 
que  no  se  fuera;  que  su  mencionado  tío 
traía  únicamente  ocho  quetzales  de  los 
cuales,  cuatro  y  medio  gastó  en  el  camino 
en  aguardiente,  así  es  que  cuando  el  int.e- 
rrogado  lo  registró  solamente  le  extrajo 
tres  quetzales  y  cincuenta  centavos  de  la 
misma  m.oneda,  y  se  los  apropió;  no  es 
cierto  que  el  declarante  le  haya  dado 
muerte  a  su  tío  Manuel  únicamente  con 
la  mira  de  robarle.  El  interrogado  creía 
que  este  asunto  estaba  ya  arreglado,  a  vir- 
tud de  que  cuando  se  iniciaron  las  diligen- 
cias en  el  Juzgado  de  Paz  de  Momostenan- 
go, convino  con  el  Secretario  Amadeo  de 
León,  en  darle  un  terreno  de  cincuenta 
cuerdas,  situado  en  el  paraje  denominado 
"Tierra  Colorada",  traspaso  que  hizo  con 
intervención  del  Notario  Francisco  Delga- 
dillo  Zamora,  en  la  ciudad  de  Totonica- 
pán, pocos  días  después  de  perpetrado  el 
hecho  que  se  averigua;  además,  al  Inten- 
dente Municipal  Víctor  V.  Hernández  le 


pagó  la  cantidad  de  quince  quetzales,  un 
día  antes  que  lo  condujeran  de  Momoste- 
nango a  la  cabecera  Departamental,  a  las 
veinte  horas,  poco  más  o  menos,  y  esto  que 
le  pidieron  los  susodichos  señores,  fué  a 
condición  de  que  su  causa  no  resultara 
tan  grave. 

Tomada  declaración  a  Antonio  y  Pedro 
Barrera  y  Petrona  Batén  declararon:  el 
primero,  que  en  el  mes  de  Enero  o  Febrero 
del  año  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
su  hermano  Nicolás  Barrera  le  refirió  que 
había  sido  encontrado  el  cadáver  de  Ma- 
nuel y  se  sindicaba  como  autor  del  delito 
a  Toribio  Barrera;  que  Manuel  vivía  solo, 
y  en  su  casa  no  tenía  maíz  ni  dinero;  que 
no  es  cierto  que  el  declarante  le  haya  re- 
ferido a  Pedro  Barrera  que  Manuel  traía 
sesenta  quetzales  como  producto  de  las 
ventas  que  había  efectuado;  que  el  Secre- 
tario don  Amadeo  de  León,  cuando  Toribio, 
hijo  del  dicente,  se  encontraba  preso  por 
imputarle  la  muerte  violenta  de  Manuel 
Berrera,  le  pidió  dinero  a  su  mencionado 
hijo,  para  no  "hacerle  más  grave  la  causa", 
pero  como  este  no  tenía  dinero,  el  depo- 
nente le  otorgó  la  escritura  de  un  lote  de 
terreno  que  hacía  diez  años  le  prometió 
como  herencia  a  Toribio,  y  el  Notario 
Francisco  Delgadillo  Zamora  en  el  mes  de 
Noviembre  (1936),  autorizó  el  instrumen- 
to público  susodicho,  habiendo  el  señor  de 
León  cubierto  los  gastos  causados  con  mo- 
tivo del  otorgamiento  de  la  mencionada 
escritura  traslativa  de  dominio;  que  su  hi- 
jo Toribio  no  le  iia  confesado  ser  él,  quien 
dió  muerte  a  Manuel  Barrera,  pero  en  vis- 
ta de  la  oferta  y  arreglo  que  hizo  con  de 
León  estima  que  aquél  es  responsable  de 
ese  hecho  delictuoso;  que  en  cuanto  a  los 
quince  quetzales  que  asevera  su  hijo  ha- 
ber dado  a  don  Víctor  Hernández,  Inten- 
dente Municipal  de  Momostenango,  nada 
le  consta.  El  segundo  dijo:  que  Toribio 
Barrera,  sobrino  del  dicente,  manifestó 
en  el  Juzgado  de  Paz  de  Momostenango, 
que  Manuel  Barrera  traía  al  regresar  de  su 
viaje  la  cantidad  de  sesenta  quetzales,  se- 
gún le  dijo  al  declarante,  Antonio  Barrera, 
padre  de  Toribio;  que  no  vió  cuando  Ma- 
nuel regresó  de  su  viaje,  pero  si  a  Toribio 
y  al  preguntar  a  éste  en  donde  había  de- 
jado a  Manuel,  respondió  con  evasivas,  di- 
ciendo que  se  había  venido  a  ésta  capital 
o  para  alguna  otra  población,  y  que  pron- 
to regresaría;  y  en  sus  borracheras,  Tori- 
bio "ha  estado  diciendo:  al  fin  voy  a  co- 
merme otro  y  aunque  me  vaya  a  la  ten- 
cha". Y  la  tercera,  dijo:  que  nunca  tuvo 
relaciones  amorosas  con  Manuel  Barrera 
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ni  el  marido  de  la  declarante  le  hizo  re- 
clamo alguno  por  que  ella  le  hubiera  fal- 
tado. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  Totoni- 
capán  mandó  que  se  certificara  lo  condu- 
cente para  investigar  los  hechos  punibles 
imputados  al  ex-Intendente  Municipal 
Víctor  Hernández  y  a  su  Secretario  Ama- 
deo de  León. 

Interrogado  de  nuevo  Toribio  Barrera 
Vicente  manifestó:  que  su  tic  Manuei  Ba- 
rrera dispuso  que  tomaran  licor  y  ya  ebrios 
se  dirigieron  para  la  casa  de  éste,  y  estan- 
do ahí,  en  un  descuido,  el  dicente  cogió 
un  palo  y  sin  que  su  referido  tío  tuviera 
tiempo  para  defenderse,  le  asestó  el  pri- 
mer golpe  en  la  cabeza,  debajo  de  la  ore- 
ja, su  tío  profirió  un  grito  agachándose, 
luego  le  dio  dos  golpes  más,  también  en  la 
cabeza,  a  consecuencia  de  los  cuales  lo 
mató;  que  después  le  extrajo  de  los  bolsi- 
llos la  suma  de  diez  quetzales,  la  cual  se 
apropió;  en  seguida  fué  a  abrir  la  fosa 
haciendo  uso  del  mismo  palo  con  que  le 
dió  muerte  a  Manuel,  palo  que  termina  en 
Mna  punta  de  hierro  y  que  él  (Barrera  Vi- 
cente) llevaba  en  los  caminos  para  soste- 
nerse con  la  carga;  que  el  dicente  mató  a 
su  tío  con  el  único  fin  de  robarle  el  dinero 
que  traía  y  no  por  que  éste  se  hubiera  re- 
lacionado ilícitamente  con  su  mujer;  y 
que  en  el  camino  premeditó  la  forma  "en 
que  debía  dar  muerte"  a  su  mencionado 
tío 

Se  agregaron  a  la  causa;  a)  la  copia  cer- 
tificada de  la  partida  de  defunción  de  Ma- 
nuel Barrera;  b)  el  informe  en  que  don 
Rafael  Arrióla  A.,  Juez  de  Paz  de  Santa 
María  ChiqUimula,  manifiesta:  que  no  fué 
posible  establecer  en  que  casa  de  "posa- 
das" estuvo  Barrera  Vicente  cuando  pasó 
por  ese  poblado;  c)  copia  certificada  de 
la  certificación  de  la  partida  de  bautizo 
de  Toribio  Barrera  la  cual  fué  agregada  al 
expediente  de  matrimonio  de  Barrera  con 
Petrona  Batén;  y  d)  dos  certificaciones 
expedidas  por  el  Registrador  Civil  de  Mo- 
mostenango,  en  la  primera  de  las  cuales 
hizo  constar  que  no  se  encuentra  asenta- 
da la  partida  de  nacimiento  de  Manuel 
Barrera,  hijo  de  Francisco  Barrera  y  de 
Juana  Coxaj;  y  en  la  segunda,  que  tam- 
poco se  asentó  la  partida  de  nacimiento 
correspondiente  a  Antonio  Barrera,  quien 
es  también  hijo  de  Barrera  (Fi-ancisco)  y 
la  Coxaj. 

El  Juez  de  la.  Instancia  de  Totonicapán 
decretó  la  prisión  provisional  del  enjuicia- 
do, y  estimándose  incompetente  ordenó 
que  la  causa  se  pasara  a  la  Comandan  r 


cía  de  Armas  de  aquel  Departamento. 

Elevado  el  proceso  a  plenario  se  tomó  al 
procesado  confesión  con  cargos  formu- 
lándosele los  de  robo  con  homicidio  y  co- 
hecho, y,  en  ese  acto  manifestó  su  confor- 
midad con  dichos  cargos. 

El  Tribunal  Militar  de  Totonicapán  dió 
fin  al  proceso,  declarando :  que  Toribio  Ba- 
rrera Vicente  es  reo  de  los  delitos  de  ho- 
micidio con  ocasión  de  robo  y  cohecho,  por 
el  primer  delito  le  impuso  la  pena  capital; 
y  por  el  segundo,  la  de  dos  meses  rebajada 
en  una  tercera  parte,  o  sean  un  mes  y  diez 
días  de  arresto  menor,  siendo  conmutable 
esta  última  pena,  en  su  totalidad,  a  razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios;  en  ca- 
so de  que  se  le  condone  la  primera  de 
dichas  sanciones  la  pena  de  prisión  correc- 
cional deberá  purgarla  en  la  Penitenciaria 
del  Centro;  se  le  suspenderá  en  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  será  condenado  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes del  delito,  exonerándole  de  la 
reposición  del  papel  empleado  en  la  causa. 

La  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
organizada  en  Corte  Marcial,  el  siete  de 
Mayo  retropróximo,  confirmó  la  sentencia 
apelada  con  las  adiciones  que  siguen:  lo. 
que  la  pena  se  ejecutará  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  después  de  notificada 
la  denegatoria  del  recurso  de  gracia;  y  2o. 
que  el  procedimiento  queda  abierto  con- 
tra Víctor  V.  Hernández  y  Amadeo  de 
León  por  el  delito  de  cohecho. 

El  Tribunal  de  segunda  Instancia  es- 
timó probada  la  responsabilidad  criminal 
riel  enjuiciado  con  su  confesión:  y  com- 
pensó esta  circunstancia  de  atenuación 
con  la  agravante  de  alevosía.  Con  la  mis- 
ma prueba  de  la  confesión,  el  Tribunal 
apreció  probado  el  cohecho;  y  por  último, 
teniendo  en  cuenta  que  es  obligación  de 
toda  autoridad  judicial  mandar  pesquisar 
cr.alquier  hecho  delictuoso  de  que  tenga 
conocimiento,  mandó  que  se  dejara  abier- 
to el  procedimiento  contra  el  Intendente 
y  Secretario  tantas  veces  mencionados. 

El  Procurador  de  la  referido  Sala  inter- 
puso contra  este  pronunciamiento,  el  re- 
curso extraordinario  de  casación  denun- 
ciando el  quebrantamiento  de  los  articu- 
les 24,  67,  45  fracción  8a.,  78.  80.  278,  284, 
386  inciso  primero  y  399  inciso  primero  del 
Código  Penal;  y  alega  en  pro  de  su  recur- 
so, lo  que  sigue:  que  estima  que  hubo  pre- 
meditación para  cometer  el  homicidio,  pe- 
ro no  concurrió  la  otra  circunstancia  apre- 
ciada por  el  Tribunal  de  segundo  grado, 
por  que  Barrera  Vicente  no  llevaba  ese 
propósito  cuando  ocurrió  el  sucedo,  Y  aun 
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cuando  efectivamente  existiera  la  alevo- 
sía, ésta  y  la  premeditación  son  circuns- 
cunstancias  inherentes  al  crimen,  de 
acuerdo  con  lo  establecido  por  el  primero 
de  los  artículos  citados;  y  que  en  conse- 
cuencia no  hay  razón  para  compensar  la 
atenuante  de  la  confesión  del  reo  con  una 
de  la  circunstancias  que  califican  el  asesi- 
nato, y,  por  este  motivo  debe  imponerse 
al  procesado  la  pena  de  quince  años  de 
prisión  correccional,  conforme  al  tercero 
de  los  artículos  ya  mencionados.  El  pro- 
cesado no  tuvo  la  intención  de  matar  pa- 
ra robar  dinero,  pues  según  consta  en  su 
indagatoria,  dió  muerte  a  Manuel  Barrera 
cuando  estaba  demasiado  ebrio,  por  con- 
siguiente sin  matar  pudo  haberle  quita- 
do el  dinero  al  mencionado  sujeto,  y  eso 
es  lo  que  su  defendido  da  a  entender  en 
sus  declaraciones,  y  su  acción  al  confesar 
que  tomó  el  dinero  del  ofendido,  solamen- 
te constituye  un  hurto,  y  siendo  asi,  de 
ninguna  manera  se  puede  aplicar  a  Ba- 
rrera Vicente  la  pena  de  muerte.  Que  en 
cuanto  al  cohecho,  la  pena  impuesta  es 
prematura,  para  el  caso  de  no  aplicarle 
la  pena  capital,  porque  esa  infracción  no 
está  probada  en  la  causa.  Y  si  el  reo,  don 
Víctor  Hernández  y  don  Amadeo  de  León 
cometieron  el  cohecho  que  se  les  imputa, 
esa  infracción  debe  de  investigarse  en 
cuerda  separada  y  en  la  sentencia  respec- 
tiva será  apreciada  la  resnonsabilidad  cri- 
minal que  a  cada  uno  de  dichos  señore- 
corresponda.  Y  finalmente,  pidió  que  ca- 
sándose y  anulándose  la  sentencia  de  se- 
gunda Instancia  se  declare:  que  Barrera 
Vicente  es  reo  de  asesinato  y  de  hurto,  que 
por  el  primer  delito  se  le  impongan  quince 
años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
bles; y  por  el  segundo,  la  pena,  que  el  mis- 
mo enjuiciado  merezca,  de  conformidad 
con  la  cuantía  de  lo  hurtado. 

El  reo  con  auxilio  del  Abogado  F'rancis- 
co  Delgadillo  Z.,  interpuso  también  recur- 
so extraordinario  de  casación  contra  el  re- 
ferido fallo,  ante  el  Comandante  de  Armas 
de  Totonicapán,  exponiendo,  entre  otras 
cosas,  que  el  artículo  387  del  Código  Pe- 
nal consigna  al  definir  el  robo,  que  con- 
siste: en  "apoderarse  de  las  cosas  muebles 
ajenas,  con  violencia  o  intimidación  de  las 
personas..."  es  decir  que  dentro  del  tér- 
mino general  de  "violenc'a  o  intimidación 
en  las  personas",  va  comprendida  la  ale- 
vosía, esto  es  la  ■violencia  o  una  de  sus  for- 
mas a  efecto  de  precaverse  el  ofensor  de 
la  resistencia  que  pudiera  hacer  su  vícti- 
ma, por  lo  cual  no  puede  separarse  del 
concepto  del  robo  e.=-a  circunstancia  y  ais- 
larla para  los  efectos  de  la  compensación 
con  la  atenuante  de  haber  confesado  el 


reo  su  delito.  La  alevosía  solamente  debe 
de  ser  estimada  en  los  delitos  contra  la  vi- 
da o  la  integridad  corporal,  y  que  en  rigor, 
la  ley  ni  deberia  ocuparse  de  ella,  pero  en 
el  presente  caso,  habiendo  dado  como  re- 
sultado el  homicidio,  este  debe  ser  tomado 
solo  como  tal  sin  calificación  alguna  por 
estar  comprendida  toda  la  agravación  en 
'a  porpia  definición  del  robo  que  es  el  mo- 
tivo o  causa  por  la  que  se  le  condena,  ya 
que  si  se  toma  en  cuenta  la  mencionada 
agravante,  entonces  se  trataría  de  un  ase- 
sinato con  ocasión  de  robo,  delito  que  no 
existe  en  nuestra  legislación.  Y  que  por 
lo  tanto,  consideraba  infringidos  los  ar- 
tículos 23  inciso  lo.,  387,  388  inciso  prime- 
ro, 22  incisos  noveno  y  décimo,  80  y  791  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  robo  y  el  hurto  están  integrados 
por  elementos  que  son  comunes  a  ambos 
hechos  punibles  a  saber:  a)  el  ánimo  de 
lucro;  b)  el  apoderamiento  de  la  cosa  aje- 
na; ye)  que  la  cosa  sea  mueble.  Y  se  di- 
ferencian en  los  medios  empleados  para  la 
ejecución  del  hecho  delictuoso.  Es  robo 
cuando  el  agente  activo  del  delito  usa  pa- 
ra la  ejecución  vio'encia  o  intimidación 
en  las  personas  o  fuerza  en  las  cosas;  y 
hurto  si  no  em.plea  alguno  de  dichos  me- 
dios. En  el  caso  sub-judice  concurrieron 
todos  los  elementos  indispensables  para 
caUficar  el  hecho  que  se  imputa  al  reo  co- 
mo un  homicidio  cometido  con  motivo  de 
robo.  En  efecto,  con  la  propia  confesión 
de  aquél  se  ha  establecido  de  una  manera 
plena  que  dió  muerte  a  su  tío  Manuel  Ba- 
rrera con  el  único  fin  de  apropiarse  del  di- 
nero que  Barrera  había  obtenido  vendien- 
do ponchos  de  jerga  en  la  feria  de  San  Pa- 
b'o  Rabinal.  El  procesado  confesó  no  so- 
lamente haber  cometido  el  hecho  punible 
que  se  le  atribuye,  sino  también  que  io  ha- 
bía premeditado,  y  lo  consumó  con  alevo- 
sía. De  estas  circunstancias,  el  Tribunal 
sentenciador  apreció  la  segunda,  pero  di- 
cha circunstancia  por  sí  misma  no  cons- 
tituye un  delito  penado  de  manera  espe- 
cial ni  se  ha  expresado  al  describir  o  pe- 
nar el  hecho  de  que  se  trata,  ni  está  liga- 
da tan  íntimamente  a  éste,  que  sin  su  con- 
currencia no  pudiera  perpetrarse;  y  com- 
pensaba la  atenuante  de  la  confesión  con 
la  menciónala  agravante;  y  no  existiendo 
más  circunstancias  de  atenuación  que  to- 
mar en  cuenta,  procede  infligir  al  enjui- 
ciado la  pena  asignada  al  delito  sin  mo- 
dificación alguna.  Y  al  estimarlo  así,  la 
Corte  Marcial,  no  quebrantó  los  artículos 
23  inciso  primero,  24,  45,  67,  78,  79,  80,  386 
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inciso  primero,  387,  388  inciso  primero.  22 
incisos  noveno  y  décimo  y  399  inciso  pri- 
mero del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  otro  hecho  punible  que  cometió 
el  reo  está  penado  por  el  articulo  285  del 
Decreto  Gubernativo  número  1790;  y  di- 
cha disposición  es  idéntica  a  la  consigna- 
da en  el  articulo  286  del  Decreto  Legisla- 
tivo número  2164  que  aplicó  el  Tribunal 
de  Segunda  Instancia  al  dictar  el  fallo  re- 
currido; que  por  consiguiente  carecen  de 
aplicación  !o&  artículos  278  y  284  del  pri- 
mero de  los  precitados  Decretos  (el  cual 
estaba  en  vigor  cuando  perpetró  Barrera 
Vicente  el  delito  de  que  se  trata)  en  vir- 
tud de  que  las  sanciones  establecidas  en 
los  artículos  últimamente  mencionados, 
deberán  ser  impuestas  a  los  funcionarios 
o  empleados  públicos  responsables  de  ac- 
tos delictuosos  de  la  naturaleza  del  que  se 
deja  ya  relacionado,  y  a  los  que  sobornen 
a  los  referidos  funcionarios. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  organiza- 
da como  corresponde,  y  con  fundamento 
en  lo  estatuido  por  los  artículos  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  10  y  233 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  la  improcedencia  de  los  recursos 
de  que  se  hizo  mérito.  Y  en  el  caso  de 
que  a  Torobio  Barrera  Vicente,  se  le  con- 
ceda el  recurso  de  gracia,  purgará  ade- 
más, la  pena  adicional  de  quince  días  de 
arresto,  conmutables  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios.  Notifiquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  SoUs.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Car- 
los Jurado.  —  N.  de  León  L.  —  Max  García 
R.  — •  Secretario. 


VOTO  RAZONADO  DEL  SEÑOR  MAGIS- 
TRADO, LICENCIADO  DON  ABEL 
PAREDES. 

Corte  Suprema  de  Justicia  integrada 
con  Vocales  Militares. 

Siempre  he  considerado  que  el  objeto 
de  las  circunstancias  agravantes  y  ate- 
nuantes de  que  tratan  los  artículos  78  y 
81  dp  nuestro  Código  Penal,  es  la  de  mo- 


dificar la  pena  en  aquellos  casos  en  que 
el  infractor  presente  razgos  de  mayor  o 
menor  peligrosidad,  cuando  desde  luego,  la 
pena  sea  susceptible  de  modificación. 

En  el  caso  de  la  pena  de  muerte,  pena 
máxima  que  únicamente  debe  aplicarse  a 
los  crimínales  que  por  la  calidad  del  deli- 
to ya  llevan  en  si  todas  las  agravantes, 
una  nueva  que  apareciera  de  la  forma  de 
perpetrarlo,  ya  no  puede  modificar  la  pena 
ni  puede  hacer  más  peligroso  al  delin- 
cuente, a  quien  si  no  tiene  ninguna  cir- 
cunstancia que  atenúe  su  responsabalidad, 
deberá  aplicársele  la  pena  capital.  Pero 
sí  el  procesado  se  hace  acreedor  a  alguna 
lenidad  en  el  castigo  por  tener  en  su  fa- 
vor una  de  las  circunstancias  que  atenúan 
su  crimen  y  hacen  menos  odiosa  su  ac- 
ción, creo  que  ya  no  es  la  pena  de  muerte 
la  que  debe  aplicarse,  sino  la  inmediata 
inferior.  En  la  resolución  del  proceso  de 
Toribio  Barrera  Vicente  que  acaba  de  fa- 
Dar  este  Tribunal,  me  aparté  del  ilustra- 
do criterio  de  mis  compañeros  en  cuanto 
a  la  pena  que  debe  imponerse,  por  pre- 
sentarse el  caso  que  en  términos  genera- 
les he  diseñado. 

Barrera  Vicente  ha  sido  condenado  a  la 
última  pena,  por  haber  dado  muerte  a 
Manuel  Barrera.  Al  iniciarse  el  juicio  no 
apareció  ninguna  prueba  contra  el  proce- 
sado, quien  sostuvo  ser  inocente,  motivo 
por  el  cual  e!  Juez  de  Primera  Instancia 
de  Totonicapán  lo  puso  en  libertad  sujeto 
a  resultas;  pero  a  los  dos  años  se  le  puso 
preso  nuevamente  y  primero  en  la  Comi- 
saría de  la  Policía,  y,  después  en  el  Juzga- 
do confesó  su  deHto;  y  de  esta  confesión 
se  ha  partido  para  determinar  que  la 
muerte  fué  con  ocasión  de  robo,  y  que 
existió  alevosía  en  la  perpetración  del  cri- 
men. 

La  alevosía  que  en  general  es  una  cir- 
cunstancia que  agrava  la  pena  hasta  en 
una  tercera  parte,  en  el  presente  caso,  que 
se  trata  de  la  pena  de  muerte,  ya  no  pue- 
de aumentarla,  y  por  consiguiente,  tam- 
poco puede  existir  tal  circunstancia  agra- 
vante. 

En  cambio,  sí  aparece  la  confesión  del 
reo  como  única  prueba  no  sólo  de  su  cul- 
pabilidad, sino  también  de  la  misma  ale- 
vosía. La  circunstancia  agravante  que 
mis  compañeros  ven  en  el  actual  proceso, 
ha  nacido  al  presentarse  la  circunstancia 
atenuante  base  del  procedimiento  y  pun- 
to de  partida  de  la  condena  del  reo.  Co- 
mo un  refuerzo  a  mis  razonamientos,  yo 
expuse  el  siguiente  ejemplo  y  pedí  de  mis 
compañeros  una  .'^oU'C'ón  adecuada,  sin 
que  fuera  proporcionada:  si  un  individuo 
comete  un  homicidio  con  la  circunstancia 
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de  alevosía  y  se  le  prueba  plenamente,  a 
pesar  de  su  negativa,  de  haberlo  cometido, 
se  le  condena  a  la  pena  de  muerte.  Otro 
individuo  comete  también  el  mismo  delito 
con  igual  circunstancia  pero  no  se  le 
prueba  de  ninguna  manera  más  que  por 
su  propia  confesión  (caso  actual),  enton- 
ces se  compensan  estas  dos  circunstancias 
(alevosía  y  confesión)  y  también  se  le 
impone  la  pena  de  muerte;  es  decir  que  la 
confesión  en  el  segundo  caso  no  ha  servi- 
do absolutamente  de  nada  a  pesar  de  ser 
bien  sabido  que  las  circunstancias  ate- 
nuantes tienen  un  poder  superior  al  de  las 
agravantes;  tan  es  asi  que  cuando  concu- 
rren dos  o  más  atenuantes,  puede  reba- 
jarse la  pena  hasta  en  sus  dos  terceras 
partes,  mientras  que  bien  pueden  concu- 
rrir dos  o  más  agravantes  sin  que  la  pena 
pueda  aumentarse  más  que  en  una  terce- 
ra parte. 

Por  otra  parte  la  alevosía,  en  este  caso, 
no  está  comprobada  más  que  con  la  mis- 
ma confesión  del  reo,  como  parte  inte- 
grante en  la  comisión  del  delito  v  no  pue- 
de, por  la  misma  razón  constituir  una  cir- 
cunstancia distinta,  pues  de  'o  contrario 
hace  aumentar  la  pena  del  de'ito  y  la  hace 
aumentar  como  circunstancia  agravante 
independiente,  lo  que  no  puede  ser. 

El  articulo  80  del  Código  Penal  habla  de 
la  compensación  que  debe  hacerse  de  las 
circunstancias  atenuantes  y  agravantes, 
atendiendo  a  su  número  e  importancia,  y 
este  Tribunal  haciendo  aplicación  de  él  y 
considerando  que  la  alevosía  si  constituye 
en  el  presente  caso  una  agravante,  ha 
compensado  con  ella  la  circunstancia  ate- 
nuante de  la  confesión,  encontrando  con- 
forme a  derecho  el  fallo  proferido  por  la 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 
reunida  en  Corte  Marcial,  en  la  cual  se 
condena  a  Barrera  Vicente  a  la  pena  ca- 
pital. 

Vuelvo  a  decir:  ave  mi  criterio  respeta 
el  contenido  de  esta  disposición,  pero  so- 
lamente para  aqué'los  casos  en  que  la  pe- 
na puede  sufrir  aumento  o  disminución, 
pero  cuando  se  trata  de  la  pena  de  muerte, 
indivisible  como  es,  en  la  que  de  nada  pue- 
den influir  cuantas  agravantes  aparezcan, 
ya  no  tiene  aplicación  aquel  articulo,  pues 
la  concurrencia  de  cualquier  atenuante 
debe  ser  tomada  en  cuenta,  por  lo  que 
considero  que  la  pena  que  debe  aplicarse 
a  Barreda  Vicente  es  la  de  quince  años  de 
prisión  correccional. 

Guatemala,  19  de  As-osto  de  1938. 

Abel  Paredes. 


CRIMINAL 

PROCESO  instruido  contra  Victoriano 
Obregón  Natareno  por  detención  ilegal. 

DOCTRINA:  Incurre  en  responsabilidad 
criminal  el  que  fuera  de  los  casos  permi- 
tidos por  la  ley,  aprehendiere  a  una  per- 
sona para  presentarla  a  la  autoridad. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  an- 
tecedentes se  examina  la  sentencia  que 
con  fecha  seis  de  mayo  del  año  en  curso, 
profirió  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  el  proceso  instruido  por  el 
delito  de  detención  ilegal  contra  Victo- 
riano Obregón  Natareno,  confirmando  la 
dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia 
del  departamento  de  Suchitepéquez  el  pri- 
mero de  abril  del  mismo  año,  que  conde- 
na a  dicho  individuo  a  sufrir  la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mayor,  conmutables 
en  su  totalidad  a  razón  de  veinticinco  cen- 
tavos diarios,  más  las  accesorias  de  ley 

El  Sub- comisario  de  la  Policía  de  San 
Antonio  Suchitepéquez,  puso  en  conoci- 
miento del  Juez  de  Paz  del  mismo  lugar, 
que  el  seis  de  febrero  de  este  año,  el  pro- 
cesado le  remitió,  amarrado,  al  menor  To- 
más Quiñón,  porque  había  entrado  a  su 
propiedad  a  soltar  los  novillos.  Previa  ra- 
tificación del  parte,  el  Juez  procedió  a  la 
investigación  del  hecho  y  para  el  efecto 
tomó  declaración  a  Manuel  Milián,  quien 
manifestó  ser  mozo  de  Obregón  Natareno; 
ore  éste  amarró  fuertemente  al  menor 
Quiñón  y  se  lo  entregó  para  que  lo  con- 
dujera a  la  Comisaria,  pues  si  bien  fué 
mandado  a  buscar  al  auxiliar  no  lo  nudo 
encontrar;  que  el  declarante  condujo  al 
menor  en  esa  forma,  pero  cuando  llega- 
ron a  la  casa  del  mismo  lo  desató,  porque 
iba  casi  de.snudo.  y  daba  de  gritos.  Que 
Obregón  nrocedió  de  esa  manera  a  pesar 
del  llanto  del  menor,  de  las  lamentaciones 
de  la  madre  del  mismo  y  de  las  observa- 
ciones del  propio  dec'arante,  quien  le  de- 
cía aue  el  asunto  lo  podía  arreglar  fácil- 
mente con  los  padres  de  aquél  y  que  sien- 
do tan  peoueño  no  habia  necesidad  de  lle- 
varlo amarrado.  Obregón  le  dijo  que  el 
motivo  aue  tenia  era  porque  el  menor  ha- 
bia entrado  a  soltar  dos  novillos,  pero  és- 
to, ni  los  perjuicios  que  hayan  causado  los 
animales  le  consta. 

El  menor  Tomás  Quiñón  expuso:  que 
buscando  dos  novillos  de  su  señora  madre 
llegó  a  la  propiedad  del  enjuiciado  en  don- 
de éste,  al  verlo,  la  emprendió  contra  él  a 
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empellones  y  lo  mandó  amarrado  con  su 
mozo  Manuel  Milián.  Obregón  Natareno 
al  ser  interrogado  confesó  haber  amarra- 
do al  menor  haciéndolo  conducir  en  esa 
forma  por  haber  entrado  a  soltar  dos  no- 
villos que  tenia  encerrados  para  remitir- 
los- al  poste,  porque  constantemente  le  es- 
taban causando  perjuicios  en  sus  siem- 
bras; que  la  detención  la  verificó  en  ejer- 
cicio de  sus  facultades  de  agente  de  autori- 
dad de  que  está  investido,  ya  que  lo  es  to- 
do propietario  dentro  de  su  heredad. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  forma  in- 
dicada al  principio,  habiéndose  alzado  el 
reo,  y  contra  la  de  segunda  instancia  que 
también  le  fué  desfavorable,  introdujo  el 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
citando  como  violados  los  artículos  47,  370, 
lo.,  11  y  21  inciso  10  del  Código  Penal,  y  lo., 
2o.,  4o.  y  5o.  del  Decreto  Legislativo  Nú- 
me  1721. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  confesión  prestada  por  el  reo  al 
ser  indagado,  ratificada  cuando  se  le  for- 
mularon cargos,  reúne  todos  los  requisi- 
tos y  evidencia  plenamente  que  él  detuvo 
al  menor  Tomás  Quiñón,  habiéndolo  ama- 
rrado fuertemente  y  lo  hizo  conducir  en 
esa  forma  en  calidad  de  preso,  por  haber 
soltado  e  intentado  llevarse  dos  novillos 
que  él  había  encerrado  para  mandarlos  al 
poste.  Este  hecho,  por  sí  solo,  reúne  las 
características  del  delito  de  detención  ile- 
gal, que  se  encuentra  especialmente  pena- 
do por  el  artículo  370  del  respectivo  Có- 
digo, pues  no  está  establecido  que  hubiera 
precedido  orden  de  captura  librada  por 
autoridad  competente,  ni  que  el  menor 
hubiese  sido  sorprendido  infraganti  en  la 
comisión  de  algún  hecho  delictuoso,  toda 
vez  que  el  que  se  le  atribuye,  no  es,  ni  con 
mucho  constitutivo  de  delito:  y  no  ha- 
biendo demostrado  el  recurrente  que  su 
procedimiento  de  detención  del  menor  es- 
tuviera comprendido  en  algún  caso  que  lo 
permita  la  ley,  no  pueden  tenerse  como 
Infringidos  los  artículos  lo.,  11  y  el  ya  ci- 
tado 370  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  argumento  que  sostienen  el  reo 
y  su  abogado  defensor,  referente  a  que  no 
se  ha  cometido  delito  ñor  haber  obrado  el 
orimero  en  ejercicio  de  sus  facultades  de 
agente  de  la  autoridad,  toda  vez  que  los 
propietarios,  administradores  y  sus  repre- 
sentantes de  fincas  rústicas  están  equi- 
parados a  esa  categoría  dentro  de  sus  he- 
redades, no  lo  exime  de  responsabilidad. 


pues  el  acusado  no  ha  perseguido  ni  cap- 
turado a  ningún  malhechor  o  delincuente, 
sino  que  se  trata  de  un  niño  de  doce  años, 
a  quien  por  su  corta  edad  debió  haber 
tratado  con  la  debida  consideración;  y  en 
consecuencia  la  Sala  al  condenar  al  reo, 
no  infringió  los  artículos  lo.,  2o.,  4o.  y  5o., 
del  Decreto  Legislativo  1721,  el  cual,  por 
otra  parte,  fué  sustituido  por  el  legislati- 
vo Número  1816  y  por  el  artículo  154  del 
Código  Penal,  leyes  respecto  de  las  cuales 
no  se  ha  hecho  ninguna  mención. 

CONSIDERANDO : 

Que  el  carácter  de  propietario  o  posee- 
dor del  terreno  que  haya  tenido  el  acusa- 
do, o  el  de  autoridad,  oficio  o  cargo  no  le 
daba  ningún  derecho  para  proceder  en  la 
forma  que  lo  hizo,  por  las  razones  expues- 
tas anteriormente  y  porque,  además,  bien 
pudo  ejercitar  el  que  en  realidad  le  co- 
rrespondía poniendo  el  hecho  punible  que 
él  creía  encontrar  en  los  actos  del  niño, 
en  conocimiento  de  la  autoridad,  y  pedir 
su  detención  y  castigo  en  la  forma  esti- 
pulada en  las  leyes  especiales,  y  por  con- 
siguiente, no  puede  haber  infracción  del 
articulo  21  inciso  10  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO : 

Que  el  artículo  47  del  mismo  Código 
tampoco  fué  violado,  porque  en  la  senten- 
cia se  permite  al  reo  la  conmutación  de 
'a  totalidad  de  la  pena  impuesta,  estipu- 
lándose la  conmuta  de  veinticinco  centa- 
vos diarios,  suma  que  es  equitativa,  en 
atención  a  las  circunstancias  del  caso,  y 
cuya  calificación  queda,  además,  a  juicio 
del  tribunal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y 
690  Código  de  Procedimientos  Penales,  233 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  casación 
interpuesto,  e  impone  al  que  lo  interpuso, 
un  arresto  de  quince  días  que  podrá  con- 
mutar a  razón  de  diez  centavos  diarios. 
Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Poianco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 
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CRIMINAL 

CAUSA  seguida  contra  Vicente  Rodríguez 
Rodríguez,  Carlos  Alberto  Barreda  Lla- 
nes  y  Daniel  Barreda  Llanes,  por  con- 
trabando en  el  ramo  de  Aduanas. 

DOCTRINA:  El  hecho  de  haberse  presen- 
tado el  reo  a  un  Administrador  de  Ren- 
tas con  el  objeto  de  inquirir  acerca  del 
monto  de  los  derechos  causados  por  la 
importación  de  cosas  afectas  al  pago  de 
los  derechos  susodichos,  en  juanera  al- 
guna puede  equipararse  a  la  circunstan- 
cia de  atenuación  determinada  por  el  ar- 
ticulo 22  inciso  8o.  del  Código  Penal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  en  virtud  de  recurso  de  casación 
la  sentencia  proferida  el  cuatro  de  abril 
del  año  en  curso  por  la  Sala  Primera  de 
la  Corte  de  Apelaciones  en  la  causa  que. 
por  el  delito  de  contrabando  en  el  ramo 
de  Aduanas,  se  instruyó  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  departamento  del 
Petén,  contra  VICENTE  RODRIGUEZ  RO- 
DRIGUEZ, de  treintisiete  años  de  edad, 
casado,  comerciante,  CARLOS  ALBERTO 
BARREDA  LLANES.  de  veintiocho  años  de 
edad,  soltero,  comerciante,  y  FRANCISCO 
DANIEL  BARREDA  LLANES,  de  cuarenti- 
trés  años  de  edad,  casado,  agricultor;  los 
tres  saben  leer  y  escribir,  son  originarios 
de  Nicaragua  y  vecinos,  los  dos  primeros 
de  Esteli,  Nicaragua,  y  el  tercero,  de  la 
ciudad  de  Flores: 

RESULTA: 

Que  el  Administrador  de  Rentas  y  Adua- 
nas del  departamento  del  Petén,  en  ofi- 
cio fechado  el  seis  de  septiembre  del  año 
retropróximo,  puso  en  conocimiento  del 
Comisario  de  la  Policía  Nacional  del  pro- 
pio depaitamento:  que  el  ciudadano  nica- 
ragüense Vicente  Rodríguez  se  había  pre- 
sentado a  su  despacho  con  el  objeto  de  en- 
terar el  impuesto  correspondiente  a  la 
importación  de  veinte  y  una  muías  y  un 
caballo  procedentes  de  Nicaragua,  y  como 
al  ser  requerido  para  el  efecto,  le  dijo  que 
no  había  obtenido  autorización  de  !a  Se- 
cretaria de  Estado  en  el  Despacho  de  Ha- 
cienda y  Crédito  Público  para  introducir 
d'chos  animales  al  Petén,  quedó  estable- 
cida !a  infracción  de  los  artículos  2o.  y  5o. 
riel  Decreto  Gubernativo  número  1583,  y 
en  consecuencia,  procedía  el  comiso  de  los 
semovientes  en  referencia  y  la  denuncia 


del  hecho  al  Tribunal  competente;  y  que 
el  Comisario  transcribió  dicho  oficio  al 
Juez  de  Primera  Instancia  y  puso  a  su 
disposición  a  Vicente  Rodríguez,  a  quien 
detuvo  a  las  dieciséis  horas  de  la  fecha  in- 
dicada, y  al  hacer  la  ratificación  corres- 
pondiente, agregó:  que  cuando  Rodríguez 
ingresó  a  la  ciudad  de  Flores,  levantó  un 
acta  en  la  cual  puso  constancia  de  la  im- 
portación de  las  muías  susodichas,  asi  co- 
mo que  habiendo  tenido  noticias  de  que 
seis  de  tales  semovientes  estaban  en  po- 
der de  Manuel  Arauz,  le  notificó  que  que- 
daban a  disposición  de  la  Comisaría. 

Al  folio  seis  del  proceso,  obra  la  certifica- 
ción del  acta  levantada  "a  las  dos  horas" 
del  veintisiete  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  en  la  Comisaria  de  Po- 
licía del  Petén  y  en  la  cual,  entre  otras 
cosas,  el  referido  Comisario  hizo  constar 
lo  que  sigue:  que  en  cumplimiento  de  ór- 
denes recibidas  de  la  Jefatura  Política, 
compareció  Vicente  Rodríguez,  nicara- 
güense, con  procedencia  de  Pimta  Gorda, 
quien  ingresó  al  Departamento  infrin- 
giendo los  Decretes  números  un  mil  tres- 
cientos ochenta  y  ocho  (1388)  que  señala 
los  caminos  por  los  cuales  se  puede  in- 
gresar al  Petén  de  una  manera  legal;  el 
un  mil  quinientos  treinta  y  ocho  (1538). 
que  establece  que  las  mercancías  sólo  pue- 
den entrar  al  mencionado  departamento, 
por  "la  vía  de  Barrios",  cuando  constitu- 
yan importación;  y  el  Decreto  un  mil  qui- 
nientos veinticuatro  (1524),  que  prohibe 
la  introducción  de  trabajadores  extranje- 
ros al  País,  sin  la  licencig  respectiva,  pues 
Rodríguez  había  traído  de  Honduras  va- 
rios trabajadores  con  sus  familias.  Inte- 
rrogado Rodríguez  expuso:  que  don  Da- 
niel Barreda  le  telegrafió  de  Puerto  Ba- 
rrios diciéndole  que  arreglase  que  la  go- 
leta pasara  por  Barrios,  y  que  él  lo  espe- 
raría ahí;  y  que  en  virtud  de  lo  convenido 
telegráficamente  con  Barreda,  se  reunie- 
ron en  Punta  Gorda  y  dispusieron  ingre- 
sar a  Petén  por  la  frontera  de  San  Luis: 
que  el  objeto  de  su  viaje  no  fué  solamente 
traer  muías,  sino  también  procurar  por  es- 
tablecer un  negoc'O  en  esta  República; 
que  dejó  en  San  Luis  quince  muías,  seis 
trajo  a  Flores,  y  dos  quedaron  cansadas 
en  Belice,  y  hasta  aquella  fecha  no  había 
pagado  los  derechos  correspondientes;  que 
Daniel  Barreda  había  contratado  los  tra- 
bajadores en  Barrios;  y  que  las  muías  no 
las  traia  solamente  él  (Rodríguez)  sino 
también  su  cuñado  Carlos  Alberto  Barreda. 

Se  tomó  dec'aración  a  Jorge  Farfán  Ze- 
l^eda,  Isabel  Martínez,  Braulio  Lara  Por- 
tillo, Julián  Pérez,  Jacinto  y  Arturo  Mase- 
la,  quienes  expusieron  no  ser  cierto  que 
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hubieran  venido  de  la  República  de  Hon- 
duras, pero  si  era  verdad  que  con  don  Da- 
niel Barreda  celebraron  un  contrato  en 
Puerto  Barrios,  para  ir  a  trabajar  a  una 
finca  que  dicho  señor  posee  en  el  Depar- 
tamento del  Peten,  agregando  el  último  de 
los  testigos  de  ellos,  que  la  finca  susodicha 
se  denomina  "El  Porvenir";  y  que  a  todos 
los  condujo  don  Daniel  de  Puerto  Barrios 
a  Punta  Gorda,  Másela  dijo,  además,  que 
dos  dias  antes  de  que  llegaran  a  Punta 
Gorda  don  Vicente  Rodríguez,  Barreda  le 
manifestó  que  don  Vicente  venia  de  Hon- 
duras conduciendo   veintitrés    muías  que 
debia  llevar  al    Departamento  del  Fetén; 
que  al  segundo  dia  de  estar  en  Punta  Gor- 
da, arribó  por  la  noche  una  goleta  proce- 
dente de  Honduras  y  en  esta  embarcación 
llegaron  don  Vicente  Rodríguez  y  su  fa- 
milia, don  Carlos  Barreda  y  los  menciona- 
dos semovientes;  el  declarante  y  sus  com- 
pañeros ayudaron  a  descargar  la  goleta: 
después  de  haber  descansado  un  dia  las 
muías,  las  condujeron  a  San  Luis,  y  ahí, 
dispuso  Rodríguez  que  se  quedaran  Carlos 
Barreda  y  dos  arrieros  nicaragüenses ,  cui- 
dando las  muías.    Martínez,  Lara  Portillo 
y  Pérez  Jacinto,  también  dijeron  que  Ro- 
dríguez y  Carlos  Barreda  tenían  en  Pun- 
ta Gorda  veintitrés  muías.    Lara  Portillo 
agregó  que  traían,  además,  un  caballo,  y 
que  según   dijeron,   venían  de  Honduras. 
Farfán    Zepedá    manifestó,    que  Vicente 
Rodríguez  tenia  muías  en  Punta  Gorda, 
que  Barreda  (Daniel)  dijo  que  iban  a  con- 
ducir al  Petén,  y  el  declarante  y  sus  com- 
pañeros ayudaron  a  Rodríguez  a  llevar  a 
ese  Departamento  los  semovientes,  los  cua- 
les introdujeron  al  país  por  la:  carrete- 
ra que  comunica    Punta    Gorda  con  San 
Antonio,  y.  de  ahí,  pasando  por  otros  lu- 
gares, llegaron  a  San  Luis,  en  donde  deja- 
ron las  mu^as;  y  supo  que  estas  habían  si- 
do traídas  de  Tela.   A  excepción  de  Pérez 
Jac'nto,  los   demás   declarantes  manifes- 
taron que  las  muías  ta"tas  veces  mencio- 
nadas no  habían  pasado  ñor  Puerto  Ba- 
rrios.  Martínez,  Lara  Portillo  y  Pérez  Ja- 
cinto dijeron  también,  que  los  semovien- 
tes fueron  conducidos  de  Punta  Gorda  a 
San  Luis  y  en  este  lugar  se  quedó  Carlos 
Barreda  cuidándolos. 

A'  ser  interrogado  Vicente  Rodríguez  y 
Rodríguez,  dijo:  que  llegó  a  'a  Adminis- 
tración de  Rentas  y  Aduana  del  Petén  con 
el  fin  de  enterarse  del  monto  de  los  de- 
rechos que  tenía  que  pagar  por  importa- 
ción de  animales,  y  entonces,  el  Adminis- 
trador le  preguntó  si  tenia  autorización  pa- 
ra introducir  semovientes  al  país;  que  él 
(Rodríguez)  respondiendo  a  ésta  pregun- 
ta le  dijo:  que  al  salir  de  Nicaragua  con 


unas  bestias,  dispuso   arreglar   la  corres- 
pondiente documentación  en  el  Consula- 
do de  Guatemala  en  Tela,  y  el  Cónsul,  pre- 
via consulta  al  Ministerio  respectivo,  "le 
visó  los  papeles";  que  introdujo  al  Petén, 
procedentes  de  Nicaragua,  vía  Punta  Gor- 
da, veintiuna  muías  y  un  caballo;  que  no 
estaba  autorizado  por  el  Secretario  de  Es- 
tado  en  el  Despacho  de  Hacienda  para  in- 
troducir a  (Guatemala)  los  mencionados 
semovientes;  que  estos  animales  pertene- 
cían al  interrogado  y  a  su  hermano  polí- 
tico Carlos  Barreda;  que  ignoraba  que  se 
incurriera  en  el  delito  de  contrabando  al 
atravesar  la    frontera    Guatemalteca  por 
caminos  que  no  están  habilitados;  y  por 
este  motivo    ocurrió   al    referido  Cónsul, 
quien  le  dijo,  después  de  haber  consulta- 
do, que  llevara  sus  papeles  para  visarlos; 
que  el  Cónsul  de  Guatemala  se  enteró  de 
que  pasaría  la  frontera  por  Punta  Gorda, 
porque  el  dicente  se  lo  dijo,  y  además, 
sabía  que  el  arribo  de  la  goleta  iba  a  efec- 
tuarse por  ese  punto;  que  Barreda  (Da- 
niel) no  le  dijo  que  introdujera  los  semo- 
vientes por  Punta  Gorda,  sino  que  el  in- 
terrogado le  manifestó  a  dicho  señor  por 
medio  de  un  despacho  telegráfico,  que  te- 
nía ya  "arreglado  su  viaje  con  las  muías", 
y  que  la  goleta  llegaría  o  Punta  Gorda  por 
haberse  dificultado  conseguir  una  embar- 
cación que  tocara  en  Sarstún;  que  don 
Daniel  le  contestó  díciéndole  que  se  ve- 
rían en  Punta  Gorda,  y  cuando  estaban  en 
este  lugar.  Barreda  le  dijo  que  podía  seguir 
su  camino  con  los  semovientes,  y  que  los 
introdujeron  por  San  Luis;  que  Barreda 
(Daniel)  le  giró  cincuenta  y  cuatro  quet- 
zales, dinero  que  recibió  en    Tela,  invir- 
tiéndo^o  en  los  gastos  que  originó  la  con- 
ducción de  las  muías  de  dicho  puerto  pa- 
ra esta  República:  que  sabía  que  don  Da- 
niel le  situó  fondos  en  Nicaragua  a  don 
Carlos  Alberto  Barreda  y  que  compró  con 
p?p  dinero  algunos  semovientes  de  los  que 
trajo  al  departamento  del  Petén,  y  por  es- 
ve  motivo  consideraba  que  el  primero  de 
los  mencionados  señores  también  tenia  de- 
recho sobre  las  muías  de  que  se  trata.  Pos- 
f er-ormente.  Rodríguez,  expuso:  que  él  y 
Carlos  Barreda  contrataron  la  goleta  "Oli- 
via", y  se  embarcaron  en  Tela;  que  en 
Honduras  pagaron    derechos  de  exporta- 
ción, y  el  documento  que  acredita,  ese  pa- 
go se  encuentra  en  uno  de  los  Ministerios, 
a  donde  fué  enviado,  según  soponía  el  de- 
clarante, por  que  la  señora  de  Barreda  lle- 
gó a  pedírselo  a  la  cárcel  departamental; 
que  no  conservaba  en  su  poder  papel  al- 
guno que  probara  "su  derecho  de  impor- 
tación" ni  había  cubierto  impuestos  en  las 
aduanas  de  Guatemala;  que  creyó  que  la 
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importación  de  los  semovientes  podía  arre- 
glarse con  las  autoridades  del  Departa- 
mento del  Petén;  que  ni  el  interrogado  ni 
Barreda  hicieron  declaración  alguna  es- 
crita ante  el  Cónsul  de  Guatemala  en  Tela, 
porque  el  referido  Cónsul  solamente  "les 
pidió"  los  documentos  que  acreditaran 
"el  origen  de  las  bestias";  que  don  Daniel 
Barreda  tenia  conocimiento  de  que  el  in- 
terrogado y  Carlos  Barreda  traían  semo- 
vientes al  país;  que  Barreda  (Daniel)  no 
les  dijo  que  tuvieran  que  pasar  a  Puerto 
Barrios  a  pagar  los  impuestos  o  pedir  li- 
cencia para  entrar  por  San  Luis,  y  que  si 
el  declarante  hubiera  sabido  lo  relaciona- 
do, no  lleva  a  cabo  su  viaje;  que  supo  que 
Daniel  Barreda  le  giró  dinero  a  Carlos  Ba- 
rreda y  que  Barreda  con  ese  dinero  com- 
pró unas  muías;  que  el  dicente  entregó  a 
Carlos  Barreda  seiscientos  Córdovas,  y  di- 
cho señor  compró  los  semovientes,  corres- 
pondiéndole  de  estos  animales  a  él  (Ro- 
dríguez) diez  muías  y  un  caballo. 

El  Comisario  de  la  Policía  Nacional  de 
Flores  puso  a  la  disposición  del  Juez  De- 
partamental del  Petén  a  Carlos  Alberto 
Barreda  Llanes,  Pedro  Hernández  Herrera 
y  Clemente  Hernández  Rodríguez,  que  fue- 
ron aprehendidos  en  el  pueblo  de  Santa 
Ana  y  a  quienes  les  fueron  recogidas  doce 
muías  y  un  caballo. 

Interrogado  Carlos  Alberto  Barreda  Lla- 
nes, Pedro  Hernández  y  Clemente  Hernán- 
dez Rodríguez,  expusieron:  el  primero,  que 
los  semovientes  los  traía  de  Estelí  (Re- 
pública de  Nicaragua),  con  autorización 
que  le  concedió  el  Ministerio  de  Relacio- 
nes Exteriores  de  Guatemala,  autorización 
que  entregó  a  su  cuñado  Vicente  Rodrí- 
guez en  San  Luis,  cuando  éste  se  dirigió 
a  la  cabecera  del  Petén;  que  él  y  Rodrí- 
guez introdujeron  veintitrés  muías  proce- 
dentes de  Nicaragua  por  la  vía  de  Tela 
(Honduras)  hasta  Punta  Gorda  y  de  ahí 
a  San  Luis;  que  ignoraba  que  el  hecho  de 
transitar  por  caminos  no  habilitados  cons- 
tituyera un  delito;  que  todas  las  muías  le 
pertenecen;  según  consta  en  las  respecti- 
vas cartas  de  venta,  y  en  el  permiso  que 
le  concedió  su  Gobierno;  que  su  hermano 
Daniel  Barreda  le  situó  dinero  para  que 
comprara  muías  en  Nicaragua,  y  empren- 
diera el  viaje  a  este  país,  y  al  llegar  le  en- 
tregara los  referidos  semovientes;  que  su 
hermano  le  giró  doscientos  doUars,  y  con 
sste  dinero  compró  las  muías,  habiendo  pa- 
gado por  cada  una  cuarenta  y  cinco  do- 
Uars, y  "tuvieron  que  vender  unas  propie- 
dades" que  tenía  en  Esteli  para  completar 
el  valor  en  que  esas  muías  fueron  adqui- 
ridas, y  hasta  que  la  liquidación  se  prac- 
ticara podría  establecer  que  número  de 


muías  correspondía  a  su  hermano,  pues 
con  este  había  convenido,  que  por  el  di- 
nero que  le  envió,  recibiría  una  parte  de 
los  semovientes  susodichos;  que  Rodríguez 
(Vicente)  ninguna  participación  tuvo  en 
ese  negocio,  y  solamente  le  acompañó  en 
el  viaje,  y  si  bien  es  verdad,  que  le  dió  di- 
nero para  los  gastos  de  transporte,  tam- 
bién lo  es,  que  lo  hizo,  sin  participar  en  el 
negocio  de  que  se  trata;  que  no  había  re- 
cibido ningún  telegrama  de  su  hermano 
Daniel  Barreda,  pero  sí  habían  convenido 
con  Daniel  que  "se  verían  en  Puerto  Ba- 
rrios", pero  por  haber  hecho  el  viaje  en 
una  goleta  de  vela  arribó  a  Punta  Gorda, 
en  donde  su  referido  hermano  lo  esperó, 
pues  éste  le  había  indicado  que  en  el  caso 
de  que  no  pudieran  "verse"  en  Barrios,  se 
verían  en  Punta  Gorda.  Posteriormente 
agregó:  que  el  tres  de  Agosto  (1937),  co- 
mo a  las  veintidós  horas,  llegaron  a  Punta 
Gorda,  que  esa  noche  durmieron  en  el  ho- 
tel, el  declarante,  sus  compañeros  y  su  her- 
mano Daniel,  quien  al  siguiente  dia  se  fué 
a  Puerto  Barrios,  como  a  las  diez  horas; 
que  en  el  pueblo  de  San  Luis  se  presenta- 
ron a  las  autoridades,  les  exhibieron  sus  do- 
cumentos, y  ninguna  objeción  les  fué  he- 
cha, toda  vez  que  sus  pasaportes  están  vi- 
sados por  el  Cónsul  de  Guatemala  para 
entrar  al  Petén  por  vía  Punta  Gorda,  y 
además,  se  presentaron  a  todas  las  auto- 
ridades por  donde  pasaban ;  que  a  las  ocho 
horas  sacaron  las  bestias  de  la  goleta,  des- 
pués de  la  oposición  hecha  por  las  autori- 
dades de  Belice,  que  en  un  principio  les 
impedían  que  las  desembarcaran,  desem- 
barque que  presenció  don  Daniel  Barreda, 
y  se  dió  cuenta  de  que  atravesarían  la 
frontera  de  San  Luis,  y  don  EVaniel  no  se 
opuso,  pues  supo  que  los  papeles  que  traía 
el  dicente  estaban  visados  por  el  Cónsul 
de  Guatemala  en  Tela;  que  en  el  telegra- 
ma que  éste  dirigió  al  Ministerio  de  Rela- 
ciones Exteriores,  manifestó  que  el  inte- 
rrogado llegaría  al  Departamento  del  Pe- 
tén por  negocios,  conduciendo  bestias  pa- 
ra trabajar  transportando  chicle  o  en  los 
negocios  que  se  le  propusieran,  y  su  cu- 
ñado Vicente  Rodríguez  le  dijo  que  en  di- 
cho departamento,  había  negocios  de  chi- 
cle; que  en  Punta  Gorda  no  los  dejaban 
desembarcar,  porque  no  habían  exhibido 
sus  papeles  a  un  agente  de  policía,  pero 
tan  pronto  como  lo  hizo,  el  agente  le  dijo 
que  estaban  muy  buenos  y  consintió  en 
que  desembarcaran  los  animales.  Am- 
pliando más  tarde  sus  anteriores  indaga- 
torias Barreda  Llanes  (Carlos  Alberto)  ex- 
puso: que  salieron  de  Honduras  a  bordo 
de  la  goleta  denominada  "Olivia";  que  no 
tenía  licencia  para  importar  las  muías  a 
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esta  República,  sino  únicamente  la  guia 
de  origen  de  éstas,  y  sus  pasaportes,  do- 
cumentos que  fueron  visados,  respectiva- 
mente, por  los  Cónsules  de  Honduras  en 
Nicaragua,  y  Guatemala  en  Tela;  que  no 
traia  factura  consular  expresa  para  im- 
portar las  muías;  que  tampoco  tenia  au- 
torización escrita  de  las  autoridades  gua- 
temaltecas en  la  frontera;  que  en  ese  lu- 
gar no  habló  con  las  autoridades  de  Mo- 
llejón, pero  si  durmieron  ahi,  y  las  muías 
que  hablan  importado  estuvieron  en  el  ca- 
serío susodicho;  que  el  Intendente  de  San 
Luis  tenía  ya  conocimiento  de  que  él  ha- 
bía llegado  al  país  con  su  familia  y  unas 
muías;  procedente  de  Nicaragua  por  la  vía 
de  Punta  Gorda.  EH  segundo  (Hernández 
Herrera)  dijo;  que  vino  de  Nicaragua  con- 
duciendo una  partida  de  muías  de  su  pa- 
trón Carlos  Alberto  Barreda,  sin  pasar  por 
Puerto  Barrios,  pues  de  Tela  se  dirigieron 
a  Punta  Gorda  y  de  ahi  en  compañía  de 
Vicente  Rodríguez,  Carlos  Alberto  Barre- 
da y  Clemente  Hernández  condujeron  los 
semovientes  al  Departamento  del  Petén; 
que  no  supo,  porque  no  había  llegado  Ba- 
rreda (Daniel)  a  Punta  Gorda,  ni  escuchó 
lo  que  hayan  hablado  Daniel  y  Carlos  Ba- 
rreda y  Vicente  Rodríguez.  El  tercero 
(Hernández  Rodríguez),  expuso:  que  con- 
vino con  don  Carlos  Alberto  Barreda  en 
conducir  de  Nicaragua  a  Flores  unas  mu- 
las  y  en  trabajar  en  el  Departamento  del 
Petén;  que  en  una  goleta  fueron  trans- 
portados los  mencionados  semovientes  de 
Tela  a  Punta  Gorda,  sin  tocar  en  Puerto 
Barrios,  y  de  Punta  Gorda,  juntamente 
con  Rodríguez,  Barreda  (Carlos  Alberto), 
y  Hernández,  introdujeron  las  muías  al 
Petén;  que  don  Carlos  Alberto  desde  que 
salieron  de  Nicaragua  le  dijo  que  eran  su- 
yas y  que  en  Punta  Gorda  conoció  a  Da- 
niel Barreda. 

Interrogado  Francisco  Daniel  Barreda 
Llanes  expuso:  que  el  tres  de  Agosto  (1937). 
viajaba  de  Barrios  a  Punta  Gorda,  acom- 
pañado de  diez  hombres,  con  quienes  ha- 
bía convenido  que  trabajarían  en  su  fin- 
ca situada  en  el  Petén,  al  cuidado  de  su 
hermano  pohtico  Vicente  Rodríguez;  que 
desde  el  veintinueve  de  Junio  (1937),  su 
hermano  Carlos  Alberto  Barreda  y  Vicen- 
te Rodríguez  le  habían  dado  aviso  de  Ni- 
caragua que  llegarían  a  Guatemala,  que 
por  medio  de  cartas,  convino  el  interro- 
gado con  su  hermano,  Carlos  Alberto  y  con 
Rodríguez,  el  traslado  de  la  familia  de  és- 
te al  Petén;  que  le  trajeran  una  montura 
de  estilo  mejicano  para  los  trabajos  de 
campo,  y  que  además,  le  comprarían  más 
muías,  habiéndole  situado  a  Carlos  Alber- 
to la  cantidad  de  doscientos  veinte  doUars 


para  que  le  comprara  las  muías  que  pu- 
diera y  a  Rodríguez  le  envió  dinero  para 
sufragar  los  gastos  que  ocasionaría  la  con- 
ducción de  la  referida  familia;  que  tra- 
jeron veinticuatro  muías,  las  cuales  de- 
sembarcaron en  Punta  Gorda  y  dejaron 
en  Bélica  cuatro  bestias  cansadas;  que  en 
la  Comisaría  de  Policía  de  Punta  Gorda 
presentaron  los  pasaportes,  las  pólizas  de 
embarque  y  las  correspondientes  cartas  de 
venta;  que  la  muías  fueron  llevadas  de 
Punta  Gorda  a  San  Luis;  y  después  que 
su  hermano  Carlos  Alberto  y  Rodríguez  se 
marcharon  para  el  Petén  el  exponente  se 
dirigió  a  Puerto  Barrios;  que  Carlos  Al- 
berto le  dijo  que  no  le  había  traído  sus 
muías  por  haber  tenido  que  "hacer  gastos 
de  familia";  que  tenían  permiso  de  la  Se- 
cretaría de  Estado  en  el  E>espacho  de  Re- 
laciones EJxteriores  para  trasladarse  con 
las  muías  de  Punta  Gorda  al  Petén  por  la 
vía  San  Luis;  que  con  anterioridad  había 
traído  muías  de  Honduras  y  Nicaragua  pa- 
ra hacer  negocios;  que  ante  el  Ministerio 
de  Hacienda  había  gestionado  para  que  se 
le  exonerara  del  pago  de  los  derechos  de 
importación,  por  haber  venido  las  muías 
al  servicio  de  su  familia;  que  a  Carlos  Al- 
berto y  a  Rodríguez  les  dijo  que  pagaran 
los  derechos  de  importación  al  llegar  a  la 
cabecera  Departamental  (Flores) ;  que  ig- 
noraba que  solamente  por  Barrios  pudie- 
ran ser  importadas  mercaderías  al  Petén; 
que  dirigió  un  telegrama  a  Vicente  Rodrí- 
guez a  Tela  díciéndole  que  lo  esperara  en 
Punta  Gorda;  que  no  tuvo  el  propósito  de 
introducir  las  muías  de  una  manera  clan- 
destina, pues  el  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores  había  concedido  permiso  para 
pasar  las  muías,  y  que  se  dirigió  a  Punta 
Gorda  con  el  objeto  de  entregar  a  Rodrí- 
guez unos  trabajadores  que  había  contra- 
tado en  Puerto  Barrios;  que  cuando  diri- 
gió el  telegrama  mencionado  ignoraba  si 
le  habían  comprado  las  muías;  que  le  te- 
legrafió a  su  cuñado  Vicente  Rodríguez 
para  que  le  remitiera  los  documentos  con 
el  objeto  de  justificar  ante  el  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores,  que  se  habían 
introducido  las  muías  con  permiso  de  di- 
cho Ministerio,  y  se  presentó  a  la  mencio- 
nada Secretaria  de  Estado  a  preguntar  si 
había  licencia  para  que  entrara  al  país  su 
familia  con  una  partida  de  muías,  y  ahi 
le  informaron  que  si  existia  ese  permiso. 

Se  tomó  declaración  a  Francisco  Valle 
y  Próspero  Castellanos,  quienes  expusie- 
ron: haber  visto  a  Carlos  Alberto  Barreda 
y  a  un  lote  de  muías  en  el  pueblo  de  San 
Luis,  en  el  mes  de  Agosto  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete;  agregando  el 
primero  de  dichos  testigos  que  víó  tam- 
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bién  a  los  compañeros  de  Barreda,  sujeto 
que  asistió  a  la  coronación  de  la  "India 
Bonita"  del  susodicho  poblado,  tomó  la 
palabra  "en  honor  de  la  festejada",  y  con- 
currió a  un  baile. 

Se  tomó  declaración  a  Feliciano  Caal, 
Donaldo  Castillo  y  Manuel  Valle,  quienes 
manifestaron:  que  Vicente  Rodríguez  el 
trece  de  Agosto  (1937),  exhibió  en  la  In- 
tendencia de  San  Luis  los  pasaportes  co- 
rrespondientes a  su  familia,  sus  compa- 
ñeros y  el  suyo,  y  los  documentos  relativos 
a  la  importación  de  las  muias,  agregando 
Castillo  que  no  solicitaron  que  se  visaran 
los  pasaportes,  ni  la  guia  de  los  semovien- 
tes; y  que  el  declarante,  tampoco  les  ma- 
nifestó que  no  fuese  necesario  "tal  docu- 
mento", por  que  se  dirigían  a  la  cabecera 
Departamental.  Y  Valle  dijo:  que  el  diez 
y  seis  de  Agosto  (1937),  llegó  a  San  Luis, 
y  vió  que  Carlos  Alberto  Barreda  hizo  uso 
de  la  palabra  al  ser  coronada  la  "India 
Bonita",  en  aquella  población;  y  que  en 
el  camino  de  Poptun  encontró  a  Vicente 
Rodríguez,  acompañado  de  su  familia,  de 
otros  sujetos,  y  conducía  a  Flores  unas 
muías. 

Obran  en  el  proceso  los  documentos 
que  a  continuación  se  expresan:  a)  la  li- 
quidación formulada  por  la  Dirección  Ge- 
neral de  Aduanas,  en  la  que  consta  que  los 
derechos  que  dejaron  de  pagarse  por  los 
veintidós  semovientes  que  fueron  impor- 
tados, ascienden  a  la  cantidad  de  doscien- 
tos trece  quetzales  y  sesenta  centavos  de 
la  misma  moneda  (Q213-60);  b)  certifica- 
ción expedida  por  el  Sub-secretario  de 
Relaciones  Exteriores  de  esta  República  en 
la  cual  consta:  lo.,  el  contenido  del  tele- 
grama dirigido  a  ese  despacho  por  la 
Agencia  Consular  de  Guatemala  en  Tela, 
pidiendo  autorización  para  visar  los  pa- 
saportes de  los  Nicaragüenses  Carlos, 
Juan  Barreda,  Vicente,  EUida,  Ernesto, 
Carlos  Alejandro  Rodríguez,  Clemente  y 
Pedro  Hernández  y  Rosa  González  con 
destino  a  Punta  Gorda,  para  entrar  a  Pe- 
tén  por  negocios  de  muías;  y  2o.,  la  res- 
puesta a  ese  telegrama,  que  dice:  "facúl- 
tolo  visar  permanencia  Petén  dos  mese,s 
nicaragüenses  Carlos,  Juan  Barreda,  Vi- 
cente, Elida,  Ernesto,  Carlos  Alejandro 
Rodríguez,  Clemente  y  Pedro  Hernández  y 
Rosa  González.  Relaciones";  c)  la  licen- 
cia expedida  por  el  capitán  de  Puerto  Ba- 
rrios, con  autorización  de  la  Secretaria  de 
Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones  Ex- 
teriores de  la  República  (Guatemala),  a 
las  once  personas  de  nacionalidad  guate- 
malteca que  se  mencionan  en  el  referido 
permiso,  y  que  se  dirigían  al  Departamen- 


to de  Petén,  en  tránsito  por  Punía  Gorda, 
con  el  objeto  de  trabajar  en  la  finca  de 
Daniel  Barreda;  d)  las  tres  actas  levanta- 
das a  solicitud  de  F.  Daniel  Barreda,  en 
esta  ciudad,  a  los  veinticuatro  días  del 
mes  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete,  y  en  las  cuales  el  Notario  Rafael 
Antonio  Cuestas  hizo  constar  respectiva- 
mente, que  tuvo  a  la  vista  la^  certificacio- 
nes expedidas  por  el  Secretario  Municipal 
de  Flores,  la  primera  contiene  el  punto 
cuarto  del  acta  de  la  sesión  que  celebró  la 
Junta  Municipal  de  aquélla  cabecera,  el 
dos  de  Diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  tres,  y  en  el  que,  a  virtud  de  petición 
hecha  por  escrito  por  Daniel  Barreda,  la 
junta  acordó:  lo.  consignar  que  Barreda 
ea  honrado  y  observa  buena  conducta,  por 
ser  una  persona  bien  conocida  en  el  lugar; 
y  2o.  comisionar  a  los  señores  síndicos  pri- 
mero y  segundo  de  dicho  ayuntamiento 
para  que  presentaran  un  informe  acerca 
de  la  extensión  de  lo  finca  de  Barreda  y 
de  los  cultivos  hechos  en  la  misma.  En  la 
segunda  acta  Notarial  se  copió  el  informe 
dado  por  la  comisión  mencionada,  y  en  el 
cual  los  señores  síndicos  detallan  la  clase 
de  siembras  de  la  finca  "El  Porvenir"  del 
señor  Barreda,  la  extensión  de  los  culti- 
vos, y  consignan  además,  que  esa  propie- 
dad es  la  mejor  de  aquel  departamento. 
Y  en  el  tercero  de  dichos  documentos,  se 
copió  el  punto  cuarto  del  acta  levantada 
con  motivo  de  la  sesión  que  celebró  el 
mencionado  ayuntamiento,  el  veinte  de 
Marzo  (1937),  punto  en  el  que  se  acordó 
hacer  constar  que  hacía  más  de  ocho  años, 
que  F.  Daniel  Barreda  permanecía  en  Flo- 
res dedicado  exclusivamente  a  sus  traba- 
jos agrícolas,  y  que  ha  observado  buena 
conducta  y  es  una  persona  honrada;  e) 
las  nueve  cartas  de  venta  extendidas  a  fa- 
vor de  Carlos  Alberto  Barreda  Ll.  corres- 
pondientes a  diez  y  nueve  muías,  un  caba- 
llo y  cuatro  mulos,  comprados  a  diferen- 
tes personas,  semovientes  que  están  he- 
rrados con  las  marcas  que  se  consignan  en 
cada  uno  de  los  referidos  documentos.  Las 
firmas  de  los  vendedores  fueron  legaliza- 
das por  el  Alcalde  Municipal  de  Esteli,  con 
excepción  de  la  subscrita  por  Rafael  Zele- 
dón,  que  fué  autorizada  por  el  Alcalde  de 
"La  Concordia";  f)  la  póliza  número  uno 
en  la  cual  figura  Carlos  Alberto  Barreda 
como  exportador  de  veinticuatro  animales 
vivos,  semovientes  que  fueron  embarcados 
en  la  goleta  "Olivia  A",  que  zarpó  de  Te- 
la el  dos  de  Agosto  (1937),  y  además,  se 
consignó  como  puerto  de  desembarque 
Punta  Gorda  y  lugar  de  destino,  Flores, 
Petén,  Guatemala;  g)  un  oficio  dirigido 
por  el  Intendente  Municipal  de  Santa  Ana 
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al  Juez  de  la.  Instancia  del  Petén,  en  que 
manifiesta  que  Carlos  Alberto  Barreda  lle- 
gó a  ese  poblado  el  ocho  de  Septiembre 
(1937),  procedente  de  San  Luis  acompa- 
ñado de  Pedro  y  Clemente  Hernández  Ro- 
dríguez conduciendo  unas  muías;  y  que 
dichos  sujetos  dijeron  ser  originarios  de 
Nicaragua,  habiendo  permanecido  en  San- 
ta Ana  hasta  el  doce  del  mes  que  se  deja 
ya  mencionado,  fecha  en  que  se  marcha- 
ron a  Flores;  h)  el  informe  dado  por  el 
Intendente  Municipal  de  Poptun,  en  que 
manifiesta  que  Carlos  Alberto  Barreda, 
Clemente  Rodríguez,  Vicente  Rodríguez 
de  León,  Cirilo  Arévalo,  Arturo  Másela 
Jorge  F'arfán  Zepeda,  Braulio  Lara  Porti- 
llo, Emilio  Guerra,  Elisa  B.  de  Rodríguez 
y  Rosa  de  Rodríguez,  pasaron  por  aquel 
poblado  conduciendo  unas  muías;  í)  el  in- 
forme en  que  el  Intendente  Municipal  de 
Dolores  hizo  constar  que  Clemente  Rodrí- 
guez y  Pedro  Maldonado  habían  llegado  a 
la  mencionada  población,  el  dos  de  Sep- 
tiembre (1937),  llevando  dos  muías  ensi- 
lladas y  diez  muías  en  pelo,  y  se  marcha- 
ron el  tres  del  propio  mes,  y  ese  mismo 
día,  llegó  Carlos  Alberto  Barreda  con  una 
muía  de  silla  y  se  dirigió  a  la  Cabecera  De- 
partamental al  día  siguiente;  j)  el  cuadro 
remitido  por  el  Intendente  del  Municipio 
de  San  Luis  en  que  se  consignó  la  llegada 
a  esta  población  de  Vicente  Rodríguez,  su 
familía,  Carlos  Alberto  Barreda  y  compa- 
ñeros, y.  la  salida  de  dichas  personas  con 
dirección  a  Flores,  conduciendo  Rodríguez 
veinticuatro  muías;  k)  el  oficio  número 
quince  mil  ochocientos  treinta  y  cinco 
(15835),  dirigido  por  el  oficial  notificador 
de  la  Secretaría  de  Hacienda  y  Crédito 
Público  al  señor  Francisco  Daniel  Barreda 
y  por  medio  del  cual  se  le  hizo  saber  que 
no  es  posible  exonerarlo  del  pago  de  dere- 
chos sobre  veinticuatro  semovientes  en 
que  se  condujo  su  familia  de  Nicaragua  a 
la  zona  de  Petén;  y  1)  el  oficio  dirigido  a 
Carlos  Barreda,  el  veinticuatro  de  Agosto 
de  mil  novecientos  treinta  y  siete,  por  el 
Intendente  Mi.micipal  de  San  Luis,  ha- 
ciéndole saber  que  fué  designado  para  lle- 
var la  palabra,  el  veinticinco  de  dicho 
mes,  con  motivo  de  la  coronación  de  la 
"India  Bonita"  de  aquel  poblado. 

El  Secretario  del  Juzgado  de  la.  Instan- 
cia del  Departamento  que  acaba  de  men- 
cionarse, hizo  constar  el  seis  de  Octubre 
(1937),  que  doña  Elida  Barreda  de  Rodrí- 
guez, exhibió  los  pasaportes  y  hojas  con- 
sulares pertenecientes  a  los  señores  Vi- 
cente Rodríguez  y  Rodríguez  y  Carlos  Al- 
berto Barreda  Llanes.  Las  hojas  fueron  ex- 
pedidas por  el  agente  Consular  de  Guate- 
mala en  Tela,  el  dos  de  agosto  (1937);  y 


los  pasaportes  por  el  Jefe  Político  del  De- 
partamento de  Estelí,  a  diez  y  seis  de  Ju- 
nio (1937).  Los  susodichos  documentos 
no  están  visados  por  las  autoridades  de  la 
frontera  del  Petén,  pero  si,  por  el  Jefe  Po- 
lítico y  Comandante  de  Armas  de  este  úl- 
timo departamento,  y  por  el  Comisario  de 
la  Policía  de  Flores.  En  las  hojas  respec- 
tivas, la  agencia  Consular  de  Guatemala 
en  Tela  hizo  constar  que  el  lugar  de  des- 
tino es  Punta  Gorda,  y  después  Petén;  y 
los  pasaportes  tienen  el  visto  bueno  de  di- 
cha oficina  con  la  constancia  de  que  son 
buenos  para  seguir  a  Guatemala  por  la  vía 
marítima  y  terrestre.  El  pasaporte  de  Vi- 
cente Rodríguez  le  sirve  también  a  su  es- 
posa doña  Elida  Barreda  de  Rodríguez  y  a 
sus  menores  hijos  José  Ernesto,  Carlos, 
José  y  Alejandro;  y  en  el  pasaporte  de 
Carlos  Alberto  Barreda,  figura  también  el 
menor  Juan  Barreda.  El  Jefe  Político  y 
Comandante  de  Armas  de  Petén,  al  visar 
los  pasaportes  y  hojas  consulares,  hizo 
constar  que  fueron  violados  los  Decretos 
que  establecen  las  rutas  autorizadas  para 
el  tránsito. 

Vicente  Rodríguez  y  Rodríguez,  Carlos 
Alberto  Barreda  Llanes  y  Francisco  Daniel 
Barreda  Llanes  fueron  condenados  por  el 
Juez  de  Primera  Instancia  del  Departa- 
mento de  Petén,  como  autores  del  delito 
de  contrabando  en  el  Ramo  de  Aduanas, 
a  purgar  cada  uno,  la  pena  de  dos  años 
de  prisión  correccional,  que  rebajada  en 
una  tercera  parte  queda  reducida  a  diez 
y  seis  meses,  que  con  abono  del  tiempo  pa- 
decido purgarán  en  la  Penitenciaría  Cen- 
tral. Además,  le  impuso  a  cada  reo  la  mul- 
ta de  cuatrocientos  veintisiete  quetzales, 
y  veinte  centavos  de  la  misma  moneda, 
equivalente  al  doble  de  la  cantidad  de  de- 
rechos e  impuestos  correspondientes,  la 
que  en  caso  de  insolvencia  se  purgará  con 
prisión  de  un  día  por  cada  dos  quetzales; 
les  permite  conmutar  las  dos  terceras  par- 
tes de  la  pena  a  razón  de  veinticinco  cen- 
tavos de  quetzal  diarios,  si  previamente 
hacen  efectiva  la  multa  impuesta,  reponen 
ei  papel  empleado  en  la  causa  y  afianzan 
o  pagan  las  responsabilidades  civiles  pro- 
venientes del  delito,  a  las  cuales  también 
se  les  deja  afectos.  Y  finalmente,  el  re- 
ferido funcionario  consignó  en  su  seríten- 
cia,  las  demás  declaraciones  pertinentes. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador  ex- 
puso que  la  delincuencia  de  Vicente  Rodrí- 
guez y  Rodríguez  y  Carlos  Alberto  Barreda 
Llanes  no  podría  ser  combatida  jurídica- 
mente, pero  en  lo  que  respecta  a  Francis- 
co Daniel  Barreda  Llanes.  cuando  más  se- 
ria acreedor  a  la  pena  asignada  a  la  com- 
plicidad. El  Procurador  General  de  la  Na- 
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ción  y  el  señor  Fiscal  pidieron  que  se  con- 
íirmara  el  fallo  apelado.  Después  de  ha- 
berse llamado  autos  con  citación  para 
sentencia,  se  tuvo  al  Abogado  Eugenio  Sil- 
va Peña  como  apoderado  de  Vicente  Ro- 
dríguez y  Rodríguez,  Carlos  Alberto  y 
Francisco  Daniel  Barreda  Llanes,  man- 
dándose agregar  a  sus  antecedentes  el  es- 
crito y  los  documentos  presentados,  en 
donde  constan,  el  poder  con  que  gestiona 
el  Abogado  Silva  Peña  y  los  contratos  de 
trabajo  celebrados  entre  don  Francisco 
Daniel  Barreda  y  las  personas  que  siguen: 
Cirilo  Arévalo  Mazariegos,  Francisco  Agui- 
lar,  Ricardo  Gil  de  León,  Julián  Pérez  F., 
Isabel  Martínez,  Braulio  Lara  Portillo,  Ar- 
turo Másela,  Jorge  Farfán  Zepeda  y  Juan 
Villafuerte  Lemus.  En  cada  uno  de  estos 
contratos  se  consignó  la  nacionalidad  gua- 
temalteca de  los  trabajadores  y  el  núme- 
ro de  la  cédula  de  vecindad  que  les  corres- 
ponde. Y  los  mencionados  documentos 
fueron  subscritos  ante  el  Intenlente  M)u- 
nicipal  de  Puerto  Barrios  a  los  veintisiete, 
veintiocho,  veintinueve  y  treinta  días  del 
mes  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
y  siete,  respectivamente. 

El  cuatro  de  Abril  retropróximo,  la  Sala 
Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones  con- 
firmó la  sentencia  pronunciada  por  el 
Juez  Departamental  de  Petén,  con  la  re- 
forma de  que  Francisco  Daniel  Barreda 
Llanes,  es  cómplice  en  el  delito  de  contra- 
bando en  que  incurrieron  Carlos  Alberto 
Barreda  Llanes  y  Vicente  Rodríguez  y  Ro- 
dríguez, y  debe  sufrir  la  pena  de  diez  me- 
ses veinte  días  de  arresto  mayor  e  igual 
pena  económica  que  la  señalada  a  los  au- 
tores, correspondiendo  también  al  cómpli- 
ce todas  las  demás  declaraciones  de  pri- 
mera Instancia. 

El  apoderado  de  los  enjuiciados  pidió  la 
aclaración  y  ampliación  del  fallo  dictado 
por  la  Sala  de  Apelaciones,  y  este  Tribu- 
nal declaró  sin  lugar  dichos  recursos  por 
extemporáneos. 

El  abogado  Eugenio  Silva  Peña,  en  con- 
cepto de  apoderado  de  los  reos,  interpuso 
contra  la  sentencia  referida  el  recurso  de 
casación  por  violación  de  ley,  denuncian- 
do como  infringidos  los  artículos  13  de  la 
Constitución  de  la  República;  93  de  la 
Ley  de  Extranjería;  lo.,  10,  11,  22,  inciso 
8o.,  28  y  31  del  Código  penal;  lo.  y  4o.  del 
Decreto  Gubernativo  número  1538;  lo.  y 
2o.  del  Decreto  gubernativo  número  1388; 
2o.,  inciso  XX,  408,  inciso  lo.,  420,  434,  in- 
ciso lo.,  del  Código  de  Aduanas;  566,  568, 
571,  572,  587,  589,  590,  591,  incisos  lo.  y  2o.. 
593,  594,  595,  596,  597,  599,  601,  602,  inciso 
2o.,  603,  604  y  614  del  Código  de  procedi- 
mientos penales;  y,  un  día  después  del  se- 


ñalado para  la  vista,  presentó  el  alegato 
que  obra  en  autos. 

CONSIDERANDO: 

Que  las  constancias  relacionadas  cons- 
tituyen plena  prueba  de  que  Carlos  Alber- 
to Barreda  Llanes  y  Vicente  Rodríguez, 
con  la  previa  cooperación  de  Francisco 
Daniel  Barreda  Llanes,  introdujeron  al  te- 
rritorio de  la  República  los  semovientes 
de  que  se  trata,  por  una  vía  no  habilita- 
da y  sin  satisfacer  ninguno  de  los  requi- 
sitos que  prescriben  las  leyes  de  la  mate- 
ria en  resguardo  de  los  intereses  de  la  Ha- 
cienda Pública;  que  tal  hecho  constituye 
el  delito  de  contrabando  en  el  ramo  de 
Aduanas  ejecutado,  en  concepto  de  auto- 
res, por  los  dos  primeros,  y  de  cómplice, 
por  el  tercero;  y  que,  en  consecuencia,  al 
apreciarlo  así  la  Sala  sentenciadora,  no 
infringió  los  artículos  566,  568,  571,  572, 
587,  589,  590,  591,  incisos  lo.  y  2o.,  593,  594. 
595,  596,  597,  599,  601,  602,  inciso  2o.,  604 
y  614  del  Código  de  procedimientos  pena- 
les, 2o.,  inciso  XX,  408,  inciso  lo.,  420  del 
Código  de  Aduanas,  lo.,  10,  11,  28,  31,  del 
Código  penal,  4o.,  lo,  y  2o.,  respectiva- 
mente, de  los  Decretos  Gubernativos  nú- 
meros 1388  y  1538,  13  de  la  Constitución 
de  la  República  y  93  de  la  Ley  de  Extran- 
jería. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  causa  de  justificación  alegada 
por  los  recurrentes,  relativa  a  que  por  su 
calidad  de  extranjeros  ignoraban  la  exis- 
tencia de  las  leyes  que  infringieron,  está 
en  pugna  irreductible  con  la  prescripción 
contenida  en  el  artículo  VI  de  los  precep- 
tos fundamentales  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  y  que,  en  esa  virtud,  es 
inadmisible  en  todos  conceptos. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  de  haberse  presentado  Vi- 
cente Rodríguez  al  Administrador  de  Ren- 
tas del  departamento  del  Petén  con  el  ob- 
jeto de  inquirir  acerca  de  los  derechos 
causados  por  la  importación  de  los  suso- 
dichos semovientes,  no  puede  equiparar- 
se, en  manera  alguna,  a  la  circunstancia 
atenuante  de  la  responsabilidad  criminal 
que  consiste  en  presentarse  espontánea- 
mente a  la  autoridad  y  confesar  el  delito 
antes  de  ser  perseguido  como  culpable,  pu- 
diendo  lograr  la  impunidad  por  medio  de 
la  fuga  o  de  la  ocultación;  luego,  tampo- 
co pueden  estimarse  como  infringidos  p>or 
la  Sala  sentenciadora  los  artículos  22,  in- 
ciso 8o.  del  Código  penal  y  434  del  Código 
de  Aduanas. 
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CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  lo.  del  Decreto  guberna- 
tivo número  1538,  no  fué  citado  como 
fundamento  de  la  sentencia  recurrida  y  se 
refiere  de  modo  exclusivo  a  la  exporta- 
ción de  chicle,  circunstancia  por  la  cual 
no  pudo  haber  sido  infringido  en  la  sen- 
tencia de  que  se  trata. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  fundada 
además  en  lo  prescrito  por  el  articulo  690 
del  Códgo  de  procedimientos  penales,  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  que  se 
hizo  mérito  e  impone  a  cada  uno  de  los 
recurrentes  la  pena  adicional  de  quince 
días  de  prisión  simple  conmutables  en  su 
totalidad  a  razón  de  diez  centavos  diarios. 
Notifíquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretarlo. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho. 

Vistos  y  considerando ;  que  el  primero  de 
los  argumentos  invocados  por  este  Tribu- 
nal para  desestimar  el  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  Licenciado  Euge- 
nio Silva  Peña  en  concepto  de  apoderado 
de  Vicente  Rodríguez  Rodríguez,  Carlos 
Alberto  Barreda  Llanes  y  Daniel  Francis- 
co de  los  mismos  apellidos,  contra  la  sen- 
tencia proferida  el  cuatro  de  abril  del  año 
en  curso  por  la  Sala  primera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  al  admitir  como  plenamen- 
te probada  la  perpetración  del  delito  de 
contrabando  en  el  Ramo  de  Aduanas,  en- 
vuelve el  rechazo  de  lo  alegado  por  el  re- 
currente acerca  de  la  "involuntariedad" 
que  concurrió  en  la  ejecución  de  tal  he- 
cho, por  cuanto  en  ese  argumento  están 
comprendidos  los  elementos  de  orden  sub- 
jetivos que  integran  la  susodicha  infrac- 
ción penal.  Por  otra  parte,  lo  expuesto  en 
el  segundo  "considerando"  del  propio  fallo 
se  refiere  precisamente  a  la  improceden- 
cia del  fundamento  aducido  para  la  alega- 
ción de  que  se  trata,  esto  es,  que  los  recu- 
rrentes ignoraban,  por  su  condición  de  ex- 
tranjeros, la  existencia  de  las  leyes  a  las 
cuales  debieron  haber  sometido  su  con- 
ducta para  no  delinquir. 


La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tan- 
to, fundada  asimismo  en  lo  dispuesto  por 
el  articulo  649  del  Código  de  procedimien- 
tos penales,  deniega  la  ampliación  que, 
con  referencia  al  punto  de  que  se  hizo  mé- 
rito, se  pidió  de  dicha  sentencia.  Notifí- 
quese. 

Ordóñez  Solis.  —  Paredes.  —  Argueta  S. 
—  Hernández  Polanco.  —  Aguilar.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Abelardo  Paiz  Portillo,  por 
el  delito  de  asesinato. 

DOCTRINA:  Concurre  la  circunstancia  de 
alevosía,  cuando  el  culpable,  después  de 
haber  demostrado  una  actitud  apacible 
y  conciliadora,  de  manera  súbita  y  com- 
pletamente inesperada  para  la  victima, 
le  dá  muerte  aprovechándose  de  la  cir- 
cunstancia de  que  se  encuentra  despre- 
venida en  absoluto. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
seis  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

En  la  sentencia  proferida  el  tres  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  treintisiete,  el 
Juez  de  primera  instancia  del  departa- 
mento de  Zacapa  condenó  a  ABELARDO 
PAIZ  PORTILLO  de  cuarentiséis  años  de 
edad,  casado,  comerciante,  analfabeto, 
originario  y  vecino  del  municipio  de  Ca- 
banas—  en  concepto  de  autor  del  delito 
de  asesinato,  a  sufrir  la  pena  de  muerte; 
y  la  Sala  quinta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, en  la  audiencia  del  treinta  de  octu- 
bre del  mismo  año,  que  conoció  de  dicho 
fallo  en  virtud  de  recurso  de  apelación,  lo 
confirmó  en  todas  sus  partes. 

Resultando  que  a  las  nueve  horas  del  die- 
cisiete de  enero  de  mil  novecientos  trein- 
tisiete, Víctor  Ortíz,  en  concepto  de  Regi- 
dor auxiliar,  denunció  al  Juez  menor  de 
Cabañas:  que  en  la  misma  fecha,  Abelar- 
do Paiz  Portillo,  en  la  casa  de  María  del 
Carmen  Paz  viuda  de  Paiz,  situada  en  la 
aldea  Huité,  habia  dado  muerte  a  su  mu- 
jer, Mariana  Paiz;  y  que.  durante  la  in- 
vestigación de  que  fué  objeto  tal  hecho, 
con  la  inspección  ocular  practicada  por  el 
Juez  instructor  en  el  teatro  del  sucero,  que 
consta  en  el  acta  respectiva,  el  reconocí- 
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miento  que  hicieron  del  cadáver  los  em- 
píricos en  cirugía  Humberto  Aragón  y  Da- 
vid Paz  Vargas,  y  los  testimonios  de  la  su- 
sodicha María  del  Carmen  Paz  viuda  de 
Paiz  y  Sara  Mariana  Paiz,  madre  e  hija  de 
la  interfecta,  respectivamente,  José  Anto- 
nio Paiz  y  Rafael  Terraza,  se  estableció,  en 
substancia:  que  Abelardo  Paiz  Portillo  te- 
nia varios  días  de  estár  ingiriendo  licor  y 
que  su  mujer,  Mariana  Paiz,  con  el  objeto 
de  evitarse  el  mal  trato  consiguiente,  en 
unión  de  sus  hijos,  los  menores  Luis  Al- 
berto y  Sara  Marina,  se  trasladó  a  vivir 
temporalmente  a  la  casa  de  su  madre;  que 
como  a  las  seis  horas  del  día  de  autos,  Paiz 
Portillo  llegó  a  dicha  casa,  y  después  de 
haber  tomado  el  café  con  pan  que  le  sir- 
vió la  interfecta,  se  sentó  en  un  pretil  co- 
rrespondiente al  corredor,  en  donde,  a  la 
sazón,  tomaban  su  desayuno  ésta  y  su  ma- 
dre; que  en  tales  circunstancias  y  siendo 
como  las  siete  horas,  el  propio  Paiz  Porti- 
llo, inopinadamente,  sin  proferir  palabra 
alguna  y  con  un  machete  de  los  denomi- 
nados "calabozos",  con  el  cual  había  es- 
tado jugando  poco  antes  su  hijo  Luis  Al- 
berto, derribó  a  su  mujer  de  un  tajo  que 
le  infirió  sobre  el  occipital  y  le  produjo  la 
muerte  consecutivamente,  porque  le  inte- 
resó la  masa  encefálica  y  le  causó  abun- 
dante hemorragia. 

Resultando  que  Abelardo  Paiz  Portillo 
fué  aprehendido  por  el  testigo  José  Anto- 
nio Paiz,  en  el  momento  en  que,  después 
de  cometido  el  delito,  trató  de  emprender 
la  fuga;  y  que  el  propio  reo,  durante  los 
diversos  interrogatorios  de  que  fué  obje- 
to, se  manifestó  ignorante  de  la  perpetra- 
ción de  la  muerte  de  su  mujer,  e  inclusive, 
de  su  estancia  el  día  de  autos  en  la,  casa 
donde  fué  ejecutada;  y  que,  por  efecto  de 
tal  actitud,  asi  como  de  lo  expuesto  por 
él  directamente  acerca  de  la  posibilidad 
de  haberse  encontrado  en  estado  de  ena- 
jenación mental  cuando  delinquió,  fué  so- 
metido al  examen  correspondiente,  tanto 
en  la  cárcel  de  Zacapa,  por  el  Cirujano 
Departamental,  Doctor  Julio  Quevedo,  co- 
rno en  el  Asilo  de  Alienados  de  esta  Capi- 
tal, a  donde  fué  trasladado  con  ese  objeto; 
pero  con  resultado  negativo  en  todos  con- 
ceptos, pues  los  informes  concernientes  a 
esos  exámenes,  contienen  los  párrafos  que 
literalmente  dicen:  "...20  de  enero  de 
1937...  el  día  de  hoy  examiné  detenida- 
mente a  Abelardo  Paiz  Portillo,  a  quien 
encontré  en  el  uso  completo  de  sus  facul- 
tades mentales,  sin  ningún  signo  de  ena- 
jenación... (f)  Julio  Quevedo".  "...5  de 
abril  de  1937...  hemos  examinado  y  ob- 


servado detenidamente  al  reo  Abelardo 
Paiz  Portillo,  y  podemos  afirmar  categó- 
licamente  que  no  sufre  de  ningún  tras- 
torno mental ...  ha  pretendido  simular 
trastornos  mentales  principalmente  tras- 
tornos de  la  memoria;  pero  lo  ha  hecho 
de  una  manera  tan  burda  que  muy  pron- 
to nos  dimos  cuenta  que  se  trata  de  una 
simulación...  (f)  Miguel  F.  Molina.  — • 
Médico  Jefe". 

Resultando  que  el  Licenciado  Alfredo  E. 
Figueroa,  en  concepto  de  Procurador  de  la 
Sala  quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  in- 
terpuso el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  los  artículos  22,  incisos  6o.  y  10,  y 
299,  inciso  lo.,  del  Código  penal,  infrac- 
ción que  hizo  consistir:  primero,  en  que  a 
su  juicio,  no  concurrió  en  la  ejecución  del 
delito  de  que  se  trata  la  circunstancia  de 
alevosía,  y  en  esa  virtud,  el  hecho  debió 
haber  sido  calificado  como  homicidio  y  no 
como  asesinato;  y  segundo,  en  que,  con- 
forme a  su  criterio,  la  Sala  debió  haber 
apreciado  a  favor  del  reo  la  atenuante  de 
la  responsabilidad  criminal  que  consiste  en 
obrar  por  estímulos  tan  poderosos  que  na- 
turalmente producen  arrebato  u  ofusca- 
ción. Tratando  de  fundamentar  la  segun- 
da de  dichas  cuestiones,  alegó  los  buenos 
antecedentes  de  Paiz  Portillo  y  trajo  a 
cuenta  que  la  madre  de  la-  interfecta  ex- 
puso en  la  declaración  que  dió  ante  el 
Juez  instructor  de  las  primeras  diligen- 
cias: que  el  reo  no  había  molestado  ante- 
riormente a  su  hija,  pero  cuando  estaba 
ebrio,  se  tornaba  hostil  y  hasta  celoso.  El 
propio  Paiz  Portillo,  en  un  memorial  subs- 
crito a  su  ruego  y  en  su  auxilio  por  el  Li- 
cenciado Manuel  de  Jesús  Vásquez,  coad- 
yuvó, alegando  lo  que  estimó  pertinente, 
la  tesis  del  recurrente. 

Considerando  que  los  hechos  que  la  Sa- 
la sentenciadora  dió  por  probados  respec- 
to a  la  forma  y  condiciones  en  que  fué 
ejecutado  el  delito  de  que  se  trata  inte- 
gran la  circunstancia  de  alevosía,  por 
cuanto  de  ellos  se  desprende  la  evidencia 
de  que  Abelardo  Paiz  Portillo,  después  de 
haber  demostrado  una  actitud  completa- 
mente apacible  y  conciliadora  durante  to- 
do el  tiempo  que  permaneció  en  la  casa 
de  autos,  de  manera  súbita  y  completa- 
mente inesperada  para  todos  los  circuns- 
tantes, le  dió  muerte  a  su  mujer,  Maria- 
na Paiz,  que,  confiada  en  dicha  actitud, 
se  encontraba  desprevenida  en  absoluto,  y, 
por  consiguiente,  en  la  imposibilidad  de 
oponer  ningún  medio  para  su  defensa. 
Luego,  dicho  Tribunal,  al  dar  por  legal- 
mente establecida  en  autos  la  figura  co- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


279 


rrespondiente  al  delito  de  asesinato,  hizo 
correcta  aplicación  del  articulo  299,  inciso 
lo.,  del  Código  penal. 

Considerando  que  las  constancias  del 
proceso  no  son  bastantes,  en  modo  algu- 
no, para  admitir  como  probada,  ni  siquiera 
por  analogía  como  lo  pretende  el  recu- 
rrente, la  circunstancia  atenuante  de  la 
responsabilidad  criminal  de  que  se  hizo 
mérito,  y  que,  en  esa  virtud,  la  Sala  sen- 
tenciadora tompoco  infringió  los  incisos 
6o.  y  10  del  articulo  22  del  Código  penal. 

Este  Tribunal,  por  tanto,  declara  impro- 
cedente el  recurso  de  casación  interpues- 
to contra  la  sentencia  referida.  Notifi- 
quese  y,  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Atel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  — '  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Andrés  Vásquez  Lázaro,  por 
el  delito  de  asesinato. 

DOCTRINA:  No  pueden  ser  objeto  de  com- 
pensación con  circunstancias  atenuan- 
tes las  agravantes  que,  además  de  figu- 
rar entre  las  de  carácter  genérico  para 
todos  los  delitos,  están  enunciadas  es- 
pecíficamente por  la  ley  como  elemen- 
tos constitutivos  del  de  asesinato. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
siete  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

El  Juez  de  primera  instancia  del  depar- 
tamento de  Chiquimula,  en  sentencia  fe- 
chada el  siete  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treintisiete :  primero,  condenó  a 
ANDRES  VASQUEZ  LAZARO  —de  veinti- 
dós años  de  edad,  soltero,  labrador,  sabe 
leer  y  escribir,  originario  y  vecino  del  mu- 
nicipio de  Esquipulas  en  donde  le  corres- 
ponde la  cédula  número  dos  mil  seiscien- 
tos sesentiséis—  en  concepto  de  autor  del 
delito  de  asesinato,  a  sufrir  la  pena  de 
muerte;  segundo,  condenó  al  propio  reo, 
en  concepto  de  autor  del  delito  de  hurto, 
a  sufrir  dos  años  de  prisión  correccional, 
inconmutable,  con  la  accesoria  relativa  a 
la  suspensión  en  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos políticos;    tercero,   condenó  a  FILI- 


BERTA  CORTEZ  GARCIA  —de  veintisiete 
años  de  edad,  casada,  sin  profesión,  anal- 
fabeta, originaria  y  vecina  de  Esquipulas, 
en  concepto  de>  autora  del  delito  de  homi- 
cidio, a  sufrir  la  pena  inconmutable  de  seis 
años  ocho  meses  de  prisión  correccional 
sin  accesorias;  cuarto,  absolvió,  por  falta 
de  prueba,  del  cargo  que  les  hizo  por  com- 
plicidad en  el  delito  de  asesinato,  a  la  su- 
sodicha Filiberta  Cortez  García  y  a  BO- 
TERA RAMIREZ,  TOMASA  SUCHITE  Y 
FELIPA  ZAMORA,  de  veintidós,  dieciocho 
y  diecisiete  años  de  edad,  respectivamen- 
te, solteras,  analfabetas,  sin  profesión,  ori- 
ginarias y  vecinas  del  municipio  mencio- 
nado; y  quinto,  dejó  abierto  el  procedi- 
miento por  el  delito  de  asesinato  contra 
PERFECTO,  SIXTO  y  FELICITO  LAZARO, 
MAXIMILIANO  o  MAXIMO  PEREZ  Y  EU- 
SEBIA DEL  MISMO  APELLIDO.  En  la 
audiencia  del  veintidós  del  propio  mes  de 
septiembre,  la  Sala  quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  que  conoció  en  grado,  confir- 
mó dicho  fallo  con  la  adición  de  que  tam- 
bién queda  abierto  centra  Siríto  Lázaro,  ei 
proceso  por  homicidio  de  que  en  seguida 
se  hará  referencia. 

Resultando  que  a  las  diez  horas  del  die- 
cinueve de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
tisiete, Magdalena  García  denunció  al  Juez 
menor  de  Esquipulas:  que  como  a  las  sie- 
te horas  de  la  misma  fecha,  en  ocasión  en 
que  su  esposo,  Santiago  Zamora,  su  hija, 
Isabel  del  mismo  apellido  y  la  exponente  se 
dirigían  de  San  Jacinto,  al  valle  de  Santa 
Rosalía,  al  llegar  a  la  "Quebrada  de  la  La- 
guna", fueron  sorprendidas  por  cinco  dis- 
paros de  escopeta  que  derribaron  a  su  es- 
poso, y  acto  continuo,  del  lugar  de  donde 
procedieron  los  disparos,  esto  es,  de  La 
Quebrada,  vió  salir  a  Perfecto,  Sixto  y  Fe- 
lícito  Lázaro,  Andrés  Vásquez  y  Maximi- 
liano Pérez,  y  entonces  ella  y  su  hija  em- 
prendieron la  huida  de  regreso,  persegui- 
das por  los  tres  Lázaro  y  Andrés  Vásquez, 
que  les  hicieron  otros  disparos;  que  como 
cien  brazadas  de  distancia  antes  de  llegar 
al  lugar  al  sitio  donde  ocurrieron  tales 
hechos,  encontraron  a  Tomasa  Suchite, 
Eusebia  Pérez,  Filiberta  Cortez.  Sotera  Ra- 
mírez y  Felipa  Zamora,  estacionadas  en  el 
camino,  y  como  en  espera  de  alguien,  y 
que,  al  parecer,  iban  de  v:a,jc.  porque  lle- 
vaban consigo  tanates  y  maletas:  que  al 
poco  rato  de  estar  en  su  casa,  pasaron  las 
mujeres  mencionadas  por  el  camino  que 
conduce  a  la  montaña;  que  creía  que  la 
actitud  de  los  Lázaro  se  debía  a  que  su  es- 
posa, cosa  de  quince  días  antes,  les  había 
cobrado  cinco  fanegas  de  maíz  que  le  de- 
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bian,  y  posteriormente,  "el  dos  de  Can- 
delaria", en  ocasión  en  que  la  exponento 
y  su  marido  se  encontraron  con  ellos,  lo 
amenazaron  de  muerte  si  decía  que  ellos 
hablan  matado  a  Anacleto  Pérez,  Al  ser 
interrogada  Isabel  Zamora,  de  dieciséis 
años  de  edad,  corroboró  lo  expuesto  por  su 
madre,  con  la  sola  diferencia  de  que  no 
mencionó  a  Tomasa  Suchite  entre  las  mu- 
jeres de  que  se  hizo  mérito. 

Resultando  que  constituido  el  Juez  ins- 
tructor en  el  sitio  indicado  por  Mkgdale- 
na  García,  en  una  hondonada,  como  a  tres 
metros  de  distancia  de  la  quebrada  "lla- 
mada La  Laguna",  encontró  el  cadáver  de 
Santiago  Zamora,  que  yacía  en  medio  del 
camino,  en  decúbito  dorsal,  con  la  cabeza 
desprendida  del  tronco,  y  presentaba,  ade- 
más, las  siguientes  lesiones:  cinco  produ- 
cidas por  proyectil  de  arma  de  fuego,  cua- 
tro en  el  tórax,  con  agujero  de  entrada  so- 
bre el  costado  derecho,  y  otra  sobre  el  bra- 
zo del  mismo  lado,  que  le  produjo  la  frac- 
tura del  húmero;  siete  de  grandes  dimen- 
siones, causadas  con  instrumento  cortan- 
te y  paralelas  entre  si,  sobre  la  región  es- 
capular;  otra,  que  penetró  sobre  el  pul- 
món derecho  y  salió  entre  la  tetilla  y  la 
clavícula  del  mismo  lado,  y  la  última,  in- 
ferida también  con  instrumento  punzocor- 
tante.  sobre  el  iliaco  derecho.  A  causa  de 
que  los  zopilotes  devoraron  parte  del  ca- 
dáver durante  el  tiempo  en  que  permane- 
ció abandonado,  no  fué  posible  hacer  la 
descripción  de  las  lesiones  que  presentaba 
en  el  cráneo.  Durante  la  práctica  de  la 
inspección  de  que  se  trata,  el  Juez  instruc- 
tor encontró:  que  en  las  inmediaciones 
del  cadáver,  varios  tacos  de  escopeta,  y 
como  a  seis  metros  de  distancia,  del  otro 
lado  de  la  quebrada,  la  evidencia  de  que 
cinco  personas  habían  permanecido  en 
atalaya  en  dicho  lugar  y  disparado  con 
mampuestas. 

Resultado  que  Andrés  Vásquez  Lázaro 
fué  aprehendido  a  las  trece  horas  del  día 
de  autos,  por  una  escolta  militar,  en  las 
inmediaciones  de  su  casa  de  habitación, 
y  que  al  ser  interrogado,  confesó  lisa  y  lla- 
namente: que  habiéndose  concertado  con 
los  tres  Lázaro  y  Maximino  (o  Maximilia- 
no) Pérez  para  ejecutar  el  delito  referi- 
do y  sabiendo  que  el  interfecto  tenía  por 
costumbre  pasar  los  días  de  fiesta  por  el 
camino  de  autos,  desde  la  noche  de  la  vís- 
pera, se  apostaron  en  el  lugar  de  que  hizo 
mérito,  y  como  a  las  siete  de  la  mañana, 
los  cinco  dispararon  sus  armas  sobre  él; 
que  después  de  muerto,  Sixto  Lázaro  y  Má- 
ximo Pérez  le  dieron  de  machetazos;  que 


el  propio  Sixto,  Perfecto  Lázaro  y  Pérez, 
persiguieron  a  Magdalena  García  y  a  Isa- 
bel Zamora  y  les  hicieron  unos  disparos 
con  el  objeto  de  que  se  detuvieran;  y  por 
último,  expuso:  que  no  era  cierto  que  hu- 
bieran estado  en  el  teatro  del  suceso  las 
cuatro  mujeres  mencionadas  en  la  decla- 
ración de  Isabel  Zamora. 

Resultando  que  después  de  elevadas  las 
primeras  diligencias  al  Juzgado  departa- 
mental, el  propio  Andrés  Vásquez  Lázaro 
amplió  su  indagatoria  en  el  sentido  de  que 
había  concurrido  a  formar  parte  de  la 
cuadrilla  que  dió  muerte  a  Santiago  Za- 
mora porque  la  víspera  lo  instaron  Sixto 
Lázaro  y  Maximino  Pérez,  bajo  amenaza 
de  muerte  si  no  cooperaba  con  ellos  a  la 
ejecución  de  dicho  delito,  y  manifestó  asi- 
mismo que  él  no  había  disparado  sobre  la 
victima  porque  en  el  acto  en  que  fué  agre- 
dida, el  susodicho  Pérez  le  quitó  su  arma  e 
hizo  uso  de  ella. 

Resultando  que  durante  la  instrucción 
ae  las  primeras  diligencias  fueron  captu- 
radas Sotera  Ramírez,  Tomasa  Suchite, 
Felipa  Zamora  y  Filiberta  Cortez  García, 
y  que  al  ser  interrogadas,  negaron  rotun- 
damente los  hechos  que  les  fueron  impu- 
tados por  la  mujer  y  la  hija  de  Santiago 
Zamora. 

Resultando  que  en  el  acto  de  ser  captu- 
rado Andrés  Vásquez  Lázaro,  le  fué  reco- 
gido un  fusil  del  Ejército,  calibre  siete  mi- 
límetros, con  el  cañón  recortado  y  la  cu- 
lata desbastada,  una  cartuchera  y  varios 
cartuchos  útiles  y  otros  disparados,  de  cu- 
ya procedencia  dió  dos  versiones  diferen- 
tes, que  no  llegaron  a  establecerse  en  autos. 
Por  ese  hecho,  se  le  condenó,  en  concep- 
to de  autor  del  delito  de  hurto,  a  sufrir  la 
pena  de  que  se  hizo  relación. 

Resultando  que  en  virtud  de  denuncia 
que  hizo  Tereso  de  la  Cruz,  muerto,  según 
consta  de  autos,  durante  lo  instrucción  del 
sumario  respectivo,  Filiberta  Cortez  Gar- 
cía confesó  que  el  veinte  de  enero  de  mil 
novecientos  treintisáis,  en  una  troj  que 
su  marido,  Sixto  Lázaro,  tenía  construida 
dentro  de  los  huatales,  había  extrangula- 
do  con  las  manos  a  Tránsito  Suchite,  de 
dieciséis  años  de  edad;  y  que  investigado 
ese  hecho  se  estableció  que  ésta  había 
desaparecido  de  la  casa  de  su  padre,  Ni- 
comedes  Suchite,  veinte  dias  antes;  que 
después  de  muerta,  fué  sepultada  clandes- 
tinamente por  los  tres  Lázaro  de  que  se 
ha  venido  haciendo  referencia  y  el  men- 
cionado Tereso  de  la  Cruz,  que  dijo  ha- 
berles prestado  su  cooperación  porque  les 
tuvo  miedo,  y  por  último,  que  en  el  sitio 
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indicado  por  el  propio  Tereso  de  la  Cruz, 
se  encontró  enterrada  una  osamenta  que, 
por  los  cabellos  rubios  que  aún  conserva- 
ba, fué  identificada  por  los  padres  de  la 
mencionada  Tránsito  Suchite,  cuyo  para- 
dero ignoraron  hasta  la  segunda  quincena 
del  mes  de  marzo  del  año  recién  transcu- 
rrido, en  que  se  llevó  a  cabo  la  investiga- 
ción de  que  se  trata,  de  la  cual  se  des- 
prende, además,  que  la  Suchite  estaba  vi- 
viendo maridablemente  con  Sixto  Lázaro, 
cuando  fué  muerta. 

Resultando  que  el  Licenciado  Alfredo 
E.  Figueroa,  en  concepto  de  Procurador  de 
la  Sala  quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
interpuso  contra  la  sentencia  proferida 
por  dicho  Tribunal,  pero  sólo  en  cuanto 
a  la  condena  de  que  fué  objeto  Andrés 
Vásquez  Lázaro,  por  asesinato,  el  recurso 
de  casación  por  infracción  de  los  articules 
22  inciso  9o.  —  23  —  Incisos  lo„  4o.,  5o., 
10  y  12  24,  45,  párrafo  antepenúltimo,  y 
79  del  Código  Penal.  Alegó,  en  substancia, 
que  no  obstante  haber  admitido  la  Sala 
como  única  prueba  de  la  delincuencia  de 
Vásquez  Lázaro,  su  confesión,  omitió  ha- 
cer la  rebaja  de  la  pena,  derivada  de  la 
concurrencia  de  esa  atenuante  de  la  res- 
ponsabilidad criminal,  porque  estimó  que 
también  concurrieron  las  agravantes  es- 
pecificadas en  los  incisos  lo.,  4o„  5o.,  10  y 
12  del  artículo  23  del  Código  citado,  lo  cual 
es  improcedente,  a  su  juicio,  por  cuanto 
estas  circunstancias  son  inherentes  al  de- 
lito de  asesinato,  y  por  ello,  no  pueden  ser 
objeto  de  tal  compensación. 

Considerando  que  no  puede  ser  motivo 
de  objeción  alguna  la  tesis  del  recurrente 
acerca  de  que  las  circunstancias  atenuan- 
tes de  la  responsabilidad  criminal,  en  con- 
formidad con  la  prescripción  contenida 
en  el  articulo  24  del  Código  penal,  no  pue- 
den ser  objeto  de  compensación  con  las 
que,  además  de  figurar  como  agravantes 
de  carácter  genérico  para  todos  los  deli- 
tos, están  enunciadas  específicamente  por 
la  ley  como  elementos  constitutivos  del  de 
asesinato;  pero  pn  el  caso  de  que  se  tia- 
ta,  dicha  tesis  comprende  solamente  a  las 
expresadas  en  los  incisos  lo.,  4o.  y  5o.  del 
articulo  23  del  Código  penal,  y  no  las  nú- 
meros 10  y  12  del  propio  artículo,  razón 
por  la  cual  sí  son  legalmente  suceptibles 
de  la  compensación  que  hizo  la  Sala  sen- 
tenciadora con  la  circunstancia  concer- 
niente a  que  admitió  la  confesión  de  An- 
drés Vásquez  Lázaro  como  única  prueba 
de  su  delincuencia.  En  tal  virtud,  dicho 
Tribunal  no  infringió  las  leyes  citadas,  ni 
tampoco  los  artículos  22,  Inciso  9o.,  45, 


fracción  antepenúltima  y  79  del  Código 
citado  que,  de  acuerdo  con  lo  expuesto,  no 
pueden  ser  aplicadas  al  caso  sub-judice. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,,  por  tan- 
to, declara  improcedente  el  recurso  inter- 
puesto. Notifiquese  y,  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  — •  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Vicente  Samayoa  Chin- 
chilla, por  lesiones. 

DOCTRINA:  CvM.ndo  existen  pruebas  en 
contra  de  las  circunstancias  que  modifi- 
can la  confesión,  no  se  aprecia  ésta  en 
todo  su  valor  legal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
echo  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  de 
fecha  catorce  de  junio  del  año  en  curso, 
proferida  por  la  Sala  5a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  la  causa  instruida  contra 
Vicente  Samayoa  Cliinchílla  por  ei  delito 
de  lesiones,  y  en  la  cual  se  confirma  la 
del  Juez  de  Primera  Instancia  del  Depar- 
tamento de  Jutiapa,  con  la  reforma  de  que 
también  se  manda  abrir  procedimiento 
contra  el  que  propuso  a  los  testigos  de 
descargo. 

RESULTA: 

Que  el  nueve  de  marzo  del  presente  año, 
a  las  catorce  horas,  se  presentó  ante  el 
Juez  de  Paz  de  "El  Adelanto",  municipio 
del  Departamento  de  Jutiapa,  Eufemio 
Chinchilla,  dando  parte  verbalmente  de  la 
comisión  de  un  delito.  Ratificada  que  fué 
dicha  denuncia.  Chinchilla,  agregó:  que 
en  la  fecha  y  hora  del  hecho,  oyó  unos 
gritos  que  decían  "mataron  a  Vicente  Sa- 
mayoa", por  lo  que  ocurrió  a  prestar  au- 
xilio y  se  encontró  con  Agustín  Samayoa 
Téllez  herido,  a  quien  interrogó  sobre  el 
hecho  y  le  dijo  que  su  heridor  era  Vicen- 
te  Samayoa,    por   cuyas  circunstancias 
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procedió  a  la  captura  de  dicho  individuo 
poniéndolo  en  la  cárcel  y  a  disposición  del 
Juez  de  Paz  de  El  Adelanto;  que  lo  acom- 
pañaban como  auxiliares  Víctor  Argueta  y 
Juan  Chinchilla.  En  la  inspección  ocular, 
t!  Juez  de  Paz  de  El  Adelanto,  hizo  cons- 
tar entre  otras  cosas,  aue  la  mano  dere- 
cha del  lesionado  le  había  quedado  pren- 
dida solamente  de  la  piel  y  del  gosne  me- 
tacarpo. Interrogado  el  ofendido  Agustín 
Samavoa  Téllez  por  el  Juez  instructor  ma- 
nifestó: que  en  la  fecha  y  hora  de  autos, 
vendo  a  darle  agua  a  un  caballo  a  la  fuen- 
te denominada  "El  Limón",  la  aue  queda 
a  inmediaciones  de  la  población  de  El  Ade- 
lanto, y  cuando  caminaba  sobre  un  ca- 
llejón donde  existe  una  cerca  de  piña,  se 
dió  encuentro  con  Vicente  Samayoa,  con 
quien  ha  tenido  antecedentes  anterior- 
mente, y  se  alegaron  reclamándose  varias 
cosas,  y  fué  cuando  Samayoa  le  ocasionó 
el  machetazo  en  la  mano  que  casi  se  la 
botó,  que  cuando  esto  pasó,  los  únicos  aue 
se  dieron  cuenta  fueron  Juan  Chinchilla 
y  Víctor  Argueta.  El  Juez  susoendió  la 
práctica  de  dicha  diligencia,  ñor  estár  muy 
débil  el  herido  y  no  poder  seguir  declaran- 
do. Juan  Chinchilla,  declaró:  que  el  día 
nueve  de  marzo  del  corriente  año,  como 
a  las  diez  y  seis  horas,  se  encontraba  en 
casa  de  Víc+or  Argueta  sacando  una  (pilo- 
nada de  maicillo),  cuando  ovó  oue  de- 
cían, "matan  a  mi  hijo",  por  lo  que  ocu- 
rrió inmediatamente  el  aue  declara  como 
comisionado  militar,  habiendo  encontra- 
do a  Agustín  Samavoa  Téllez  y  a  Vicente 
Samayoa  Chinchilla,  en  lucha,  estando 
herido  de  una  mano  Agustín  Samayoa  Té- 
llez, con  su  machete  envainado  v  colgado 
de  la  cintura,  y  Samayoa  Chinchilla,  con 
el  suyo  desenvainado-  y  lleno  de  sangre, 
por  lo  que  pidió  auxilio  a  Víctor  Argueta 
para  la  conducción  de  Samayoa,  siendo  lo 
ocurrido  en  el  lugar  denominado  cantón 
"Sitio  Arriba",  de  la  población  de  El  Ade- 
lanto; que  tanto  herido  como  heridor,  lle- 
vaban una  bestia,  y  ror  último  diio,  cue 
se  puso  en  detención  al  hechor,  y  al  lesio- 
nado a  disposición  del  regidor  de  turno 
que  fungía  como  Juez  de  Paz  interino 
Víctor  Argueta  manifestó  que  el  día  de! 
hecho,  como  a  las  diez  y  seis  horas,  se  en- 
contraba en  su  casa  Juan  Chinchilla,  sa- 
cando un  poco  de  maicillo,  cuando  vieron 
que  del  lugar  "Sitio  Arriba",  salió  un  ca- 
ballo corriendo,  y  se  oían  unas  voces  que 
no  pudo  entender;  que  Juan  Ci-iinchilla  le 
pidió  auxilio  como  comisionado  militar  y 
juntos  se  fueron  a  ver  lo  que  pasaba,  y  en 
el  callejón  que  queda  en  dicho  lugar  en- 


contraron a  Agustín  Samayoa  Téllez  y  a 
Vicente  Samayoa  Chinchilla,  que  reñían 
estaban  abrazados  luchando,  y  notaron 
que  Tellez  estaba  herido,  que  al  dicente  le 
rindió  el  machete  Samayoa,  y  el  comisio- 
nado recogió  el  de  Téllez,  expresándose 
en  todo  lo  demás  en  los  mismos  términos 
que  el  anterior. 

Vicente  Samayoa  Chinchilla  al  ser  in- 
dagado, manifestó  encontrarse  detenido, 
por  haber  reñido  con  Agustín  Samayoa 
Téllez,  el  día  miércoles  nueve  de  marzo  del 
corriente  año,  como  a  las  catorce  horas, 
cuando  regresaba  de  traer  un  poco  de  ma- 
dera en  su  caballo,  en  el  callejón  que  hay 
a  inmediaciones  de  las  casas  de  Víctor 
Argueta  y  Aparicia  de  igual  apellido;  que 
en  dicho  callejón  Téllez  le  dijo  que  era  el 
momento  que  él  deseaba  juntarse  con  él 
para  hacerlo  picadillo,  insultándolo  soez- 
mente, empuñando  la  cacha  de  su  mache- 
te y  como  iba  a  caballo  se  apeó  inmedia- 
tamente y  se  dirigió  sobre  el  declarante; 
que  como  él  también  iba  a  caballo  (Sama- 
yoa Chinchilla  se  apeó  de  su  cabalgadura, 
y  acto  seguido  Samayoa  Téllez  le  tiró  va- 
rios machetazos,  de  los  cuales  el  decla- 
rante se  defendió,  pero  viéndose  atemori- 
zado de  que  iba  a  ser  victima,  hizo  uso  de 
su  corvo,  pero  no  con  la  intención  de  pe- 
garle, metiéndosele  hasta  dentro,  con  el 
propósito  de  desarmarlo  para  evitar  difi- 
cultades; que  Téllez  desde  hace  algún 
tiempo  lo  había  sentenciado,  y  que  la  he- 
rida que  presentaba  en  la  mano,  no  po- 
día averiguar  si  fué  con  su  machete,  por- 
que el  choque  de  los  corvos  fué  muy  cer- 
ca, oue  si  no  hubiera  sido  así,  Téllez  con 
seguridad  lo  mata  porque  era  mucha  la  ira 
en  tirarle;  que  siempre  ha  tenido  como  ya 
dijo  intención  de  matarlo,  porque  el  vein- 
titrés de  diciembre  del  año  pasado,  estan- 
do durmiendo  en  medio  de  Balvino  y  An- 
tonio Argueta  en  el  campo,  llegó  Samayoa 
con  intención  de  ultimarlo,  pegándole  un 
machetazo  en  la  frente.  Por  último  mani- 
festó, que  el  día  del  suceso,  cuando  venia 
con  Samayoa  Téllez  la  hermana  de  éste 
de  nombre  Francisca,  fué  la  primera  que 
llegó  y  se  dió  cuenta  de  lo  aue  pasaba,  dí- 
ciéndole  "hermanito  que  estás  haciendo", 
y  pidió  auxilio,  agregando  que  no  querien- 
do que  pasara  a  más  lo  que  estaba  suce- 
diendo en  la  riña,  procuró  agarrar  los  dos 
machetes  y  ya  no  los  soltó,  y  los  entregó 
a  Víctor  Argueta,  que  prestaba  auxilio  al 
comisionado  Juan  Chinchilla;  que  se  dió 
cuenta  de  la  riña  Francisca  Corado. 

Por  el  delito  de  lesiones  se  motivó  la 
prisión  provisional  de   Vicente  Samayoa 
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Chinchilla,  mandándose  examinar  a  los 
testigos  Balvino  Argueta  Barrera  y  Anto- 
nio Argueta  Chinchilla,  quienes  manifes- 
taron no  constarles  el  hecho  investigado, 
pero  si  que  el  veintitrés  de  diciembre  del 
año  próximo  pasado,  como  a  las  veintitrés 
horas,  estaban  durmiendo  en  el  campo  a 
inmediaciones  de  El  Adelanto,  en  compa- 
ñía de  Vicente  Samayoa  Chinchilla,  lle- 
gando a  esas  horas  Agustín  Samayoa  Té- 
llez  con  un  corvo  desenvainado  en  la  ma- 
mo, y  como  creyó  que  estaban  dormidos 
le  tiró  un  machetazo  a  Samayoa  Chinchi- 
lla, el  que  le  pegó  sobre  la  ceja  derecha; 
que  luego  se  levantaron  para  capturarlo, 
pero  que  aquel  salió  de  huida,  ignorando 
el  móvil  que  lo  indujo  a  cometer  aquel  he- 
cho. Abraham  Corado  Argueta  dijo  que 
por  referencias  del  ofendido  supo  que  Vi- 
cente Samayoa  Chinchilla  habia  sido  el 
ofensor  de  Agustín  Samayoa  Téllez,  quie- 
nes tienen  enemistad,  porque  Isidra  Asen- 
cio,  esposa  de  Samayoa  Téllez,  no  quiso 
a  Samayoa  Chinchilla. 

Ampliadas  las  declaraciones  de  Juan 
Chinchilla  y  Victor  Argueta,  ratificaron 
con  ligeras  variantes  las  que  habían  dadn 
ante  el  Juez  de  Paz.  Examinados  Francis- 
ca Samayoa  Téllez  y  Eufemio  Chinchilla 
Martínez,  dijeron:  la  primera,  que  como 
a  las  catorce  horas  del  día  del  hecho,  es- 
tando en  su  casa  sita  en  la  población  de 
El  Adelanto,  oyó  bulla  y  decían  que  ha- 
bían herido  a  su  hermano  Agustín,  por  lo 
que  salió  a  la  calle  y  vio  que  lo  llevaban 
herido  juntamente  con  Vicente  Samayoa 
Chinchilla,  y  al  llegar  al  Juzgado  de  Paz 
su  hermano  le  dijo  que  lo  habia  lesionado 
Samayoa  Ciiinchilla.  Ki  segundo  manifes- 
tó que  por  referencias  del  ofendido  supo  la 
comisión  del  delito,  quien  asi  lo  dijo  ai 
interrogarlo  en  el  Juzgado. 

Examinado  nuevamente  el  ofendido 
Agustín  Samayoa  Téllez,  dijo  que  habien- 
do ido  a  darle  agua  a  un  caballo,  al  Ojo 
de  Agua  llamado  "El  Limón",  inmediato  al 
pueblo  de  El  Adelanto,  en  un  callejón  con- 
tiguo a  las  casas  de  Victor  Argueta  y  Fran- 
cisca Corado,  se  encontró  con  Vicente  Sa- 
mayoa, con  quien  ha  tenido  antecedentes 
de  enemistad,  alegándole  varias  cosas,  por 
lo  que  aquél  le  infirió  el  machetazo  en  la 
mano,  habiéndose  dado  cuenta  de  esto  so- 
lamente Juan  Chinchilla  y  Victor  Argue- 
ta. Ampliada  que  fué  ésta  declaración, 
agregó:  que  el  día  y  hora  del  suceso  le  sa- 
lió al  camino  su  agresor  y  desde  que  lo 
vió  desenvainó  su  corvo  y  se  le  fué  enci- 
ma con  furia,  pegándole,  el  primer  mache- 
tazo sobre  el  borde  externo  de  Ja  articula- 


ción del  puño  derecho,  que  le  partió  has- 
ta la  mitad  del  hueso,  no  habiéndole  dado 
tiempo  para  sacar  su  corvo  y  defenderse; 
que  como  viera  el  dicente  la  intención  de 
Chinchilla  de  matarlo,  se  agarró  a  ¡a  lu- 
cha ccn  él  para  que  no  lo  acabara  de  ul- 
timar, en  cuyo  momento  llegaron  los  co- 
misionados Juan  Chinchilla  y  Concepción 
Téllez,  quienes  los  separaron;  que  del  he- 
cho se  dieron  cuenta  sus  vecinos  Catalino 
y  Marcos  Téllez,  Eusebio  García  y  Victor 
Argueta,  quien  llegó  en  compañía  de  los 
comisionados  cuando  el  declarante  tenia 
agarrado  a  su  agresor;  que  la  enemistad 
que  tiene  con  Samayoa,  es  porque  en  el 
mes  de  diciembre  del  año  pasado,  dicho 
individuo  resultó  herido  por  andar  huyen- 
do del  servicio  militar,  y  por  malas  inter- 
pretaciones se  conquistó  a  sus  familiares 
Antonio  y  Balvino  Argueta  para  que  de- 
clararan que  el  dicente  lo  había  herido, 
por  lo  que  lo  sentenciaron  económicamen- 
te en  el  Juzgado  de  Paz  de  El  Adelanto,  a 
pagar  una  multa  de  dos  quetzales,  y  que 
cree  que  por  venganza  lo  hirió  su  agresor. 

RESULTA: 

Que  elevada  la  causa  a  plenario  se  to- 
mó al  reo  su  confesión  con  cargos,  por  el 
delito  de  lesiones  con  el  cual  no  se  confor- 
mó, nombrando  como  su  defensor  al  Li- 
cenciado Isauro  Berganza.  El  Juez  de  Pac 
de  El  Adelanto  practicó  una  inspección 
ocular  en  el  lugar  del  hecho,  y  comprobó 
que  no  es  despoblado,  pues  hay  casas  a 
cuarenta  y  a  cincuenta  metros  de  dis- 
tancia. 

Abierta  la  causa  a  prueba  por  el  térmi- 
no de  ley,  a  solicitud  de  la  defensa  se 
practicó  careo  entre  el  testigo  Julián  Ar- 
gueta Asencio  y  el  procesado,  sin  logra? 
nue  se  pusieran  de  acuerdo.  Los  testigos 
Escolástico  Arias  Ramos,  Eutaquio  Gar- 
cía Barrientos  y  Máximo  Godoy  Argueta. 
propuestos  por  el  defensor,  declararon  que 
Vicente  Samayoa  Chinchilla  ha  sido  per- 
sona honrada  y  dedicada  al  trabajo,  que 
el  día  del  disgusto,  Agustín  Samayoa  Té- 
llez al  ver  que  Vicente  Samayoa  Chinchi- 
lla iba  por  un  callejón,  montó  en  un  ca- 
ballo tordillo  que  tenia  ensillado  y  de  ma- 
nera violenta  galopó  a  salirle  al  encuen- 
tro, lanzándose  sobre  él  con  un  corvo  en 
la  mano,  que  Vicente  Samayoa  estaba  aca- 
rreando madera  ese  día  en  un  caballo,  que 
es  del  dominio  público  que  Agustín  Sama- 
yoa intentó  ante;  maiar  a  Samavoa  Chin- 
chilla, causándole  ura  herida  sobre  la  ór- 
bita del  ojo  izquierdo. 
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El  Cirujano  del  Hospital  de  Jutiapa,  in- 
formó que  Samayoa  Téllez  ingresó  a  aquel 
establecimiento  a  curarse  una  herida  pro- 
ducida con  arma  corto-contundente,  si- 
tuada sobre  el  borde  externo  de  la  arti- 
culación del  puño  de  la  mano  derecha,  la 
que  le  interesó  la  piel,  tejido  celular,  ten- 
dones y  ligamentos  de  la  articulación,  ne- 
cesitando para  su  curación  bajo  asisten- 
cia facultativa,  cuarenta  días,  dejando  de- 
formidad en  la  mano,  e  impedimento  fí- 
sico sin  poderse  dedicar  a  sus  ocupaciones 
habituales. 

Después  de  los  demás  trámites  del  ple- 
nario  y  lo  alegado  por  el  defensor  del  reo, 
el  Juez  de  la.  Instancia  de  Jutiapa,  el  vein- 
ticuatro de  mayo  del  año  en  curso,  dictó 
sentencia  declarando:  que  Vicente  Sama- 
yoa Chinchilla  es  autor  del  delito  de  lesio- 
nes graves  por  el  cual  le  impuso  la  pena 
de  cinco  años  de  prisión  correccional,  ha- 
ciendo las  demás  declaraciones  correspon- 
dientes en  ley,  y  manda  por  último,  certi- 
ficar lo  conducente  para  proceder  contra 
los  testigos  Escolástico  Arias  Ramos,  Eus- 
taquio García  Barrientos  y  Máximo  Go- 
doy  Argueta  por  falso  testimonio. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador 
oficial  pidió  que  se  confirmara  la  senten- 
cia del  Juez  con  la  reforma  de  rebajar  al 
procesado  una  tercera  parte  de  la  pena 
impuesta,  por  la  atenuante  de  haber  pre- 
cedido de  parte  del  ofendido  provocación 
o  amenaza  proporcionada  al  delito,  y  de 
que  no  se  mandara  abrir  procedimiento 
contra  los  testigos  como  se  manda  en  la 
sentencia  de  la.  Instancia.  El  Fiscal  pi- 
dió en  cambio,  que  se  confirmara  en  todas 
sus  partes  el  fallo  apelado. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  Instan- 
cia, Vicente  Samayoa  Chinchilla,  con  au- 
xilio del  Abogado  Isauro  Berganza,  intro- 
dujo recurso  de  casación  el  veintidós  de 
Jimio  próximo  pasado,  citando  como  in- 
fringidos los  artículos  siguientes:  21,  inci- 
sos 4o.,  y  5o.,  22  incisos  5o.  y  6o.  del  Có- 
digo Penal;  566,  568,  570,  571,  573,  574,  575, 
581  inciso  8o.,  586  y  614  Procedimientos 
Penales.  El  ocho  de  julio  fué  recibido  en 
la  Secretaría  de  este  Tribunal  Supremo, 
otro  escrito  de  Vicente  Samayoa  Chinchi- 
lla, firmado  en  Jutiapa,  sin  fecha  preci- 
sa, pues  dice  solamente  julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  ocho,  y  en  él  se  denun- 
cian como  infringidos  los  artículos  si- 
guientes: 92,  119  y  233  del  Decreto  1862;  22 
Decreto  1728,  259  y  735  inciso  2o.  del  Có- 
digo de  Porcedimientos  Penales. 


Pedidos  los  antecedentes  se  señaló  día 
para  la  vista,  y  habiendo  tenido  lugar  é-s- 
ta,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  culpabilidad  de  Vicente  Sama- 
yoa Chinchilla  como  autor  del  delito  de 
lesiones  graves,  cometido  en  la  persona 
de  Agustín  Samayoa  Téllez,  quedó  plena- 
mente comprobada  con  la  deposición  de 
los  testigos  presenciales,  Juan  Chinchilla 
y  Víctor  Argueta,  y  como  la  pena  de  cin- 
co años  de  prisión  correccional  impuesta, 
es  la  que  le  corresponde  por  el  hecho  rea- 
lizado, de  acuerdo  con  el  informe  médi- 
co legal,  por  haberle  quedado  al  lesionado 
impedimento  definitivo  en  la  mano  dere- 
cha. En  consecuencia,  no  fueron  infrin- 
gidos por  el  Tribunal  sentenciador,  los  ar- 
tículos: 566,  568,  571,  574  y  581  de  Proce- 
dimientos Penales,  mucho  menos  el  ar- 
ticulo 575  del  mismo  Código,  pues  la  pena 
impuesta,  tuvo  como  base  no  el  dicho  de 
un  testigo,  sino  en  la  resultancia  de  dos, 
testigos  que  por  su  idoneidad  y  concor- 
dancia, producen  la  certeza  del  hecho  in- 
vestigado, asi  como  también,  quien  es  su 
autor  y  por  lo  tanto,  tienen  eficacia  pro- 
batoria. Los  artículos  570,  573  y  586  del 
mismo  cuerpo  legal,  no  es  el  caso  de  en- 
trar a  examinarlos  para  ver  si  fueron  o  no 
infringidos,  ya  que  teniendo  seis,  cuatro  y 
seis  incisos  respectivamente,  debió  el  re- 
currente haber  señalado  con  precisión  los 
que  conceptuaba  como  violados. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  confesión  es  calificada  cuando  re- 
conociéndose el  que  la  hace,  como  autor 
o  partícipe  del  hecho,  manifiesta  a  la  vez 
los  motivos  que  atenúan  o  excusan  su  res- 
ponsabilidad, requiriéndose  en  conformi- 
dad con  el  articulo  614  de  Procedimientos 
Penales,  para  el  efecto  de  tomarla  con  to- 
da su  fuerza  legal,  que  no  hayan  pruebas 
ni  en  pro  ni  en  contra  de  las  circunstan- 
cias que  la  califiquen  o  modifiquen,  y  co- 
mo ya  se  dijo  anteriormente,  no  fué  la 
confesión  la  que  originó  la  sentencia  con- 
denatoria, sino  la  declaración  de  dos  tes- 
tigos dignos  de  fe,  que  están  en  contra  de 
la  circunstancia  con  que  pretendió  cali- 
ficar su  confesión  y  por  consiguiente,  no 
se  violó  el  articulo  citado. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  estando  probadas  las  circuns- 
tancias eximentes  de  responsabilidad  cri- 
minal que  señala  el  artículo  21  en  sus  in- 
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cisos  cuarto  y  quinto,  asi  como  tampoco, 
las  atenuantes  del  articulo  22  incisos 
CjUinto  y  sexto,  ambos  del  Código  Penal, 
el  Tribunal  de  segundo  grado,  no  cometió 
infracción  de  derecho  al  no  apreciar  en 
íavor  del  reo  dichas  circunstancias,  toda 
vez  que  la  prueba  testimonial  propuesta 
con  tal  objeto,  no  sólo  está  en  contradic- 
ción con  la  prueba  de  cargo,  sino  también 
con  lo  declarado  por  el  propio  inculpado. 

CONSIDERANDO: 

Que  es  improcedente  el  análisis  de  las 
disjiosiciones  legales  contenidas  en  los 
artículos  92,  119  y  233  de  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial;  259  y  735  inci- 
so 2o.  de  Procedimientos  Penales  y  22  del 
Decreto  número  1728,  pues  su  cita,  no  se 
hizo  al  interponer  el  recurso  de  casación 
sino  mucho  tiempo  después  de  los  diez  días 
que  la  ley  señala  para  su  interposición 
contados  desde  el  siguiente  al  de  la  última 
notificación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  artículos  690 
de  Procedimientos  Penales;  233  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DESES- 
TIMA el  recurso  de  casación  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  e  impone  al  recurrente  la 
pena  adicional  de  un  mes  de  arresto,  con- 
mutable a  razón  de  veinticinco  centavo.': 
de  quetzal  por  día.  Notifiquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  a  donde  corresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Pozanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
—  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
primero  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  la  .solicitud  presentada  por  el  Abo- 
gado Isauro  Berganza,  en  nombre  y  au- 
xilio del  reo  Vicente  Samayoa  Chinchilla, 
para  que  se  aclare  y  amplíe  la  sentencia 
dictada  por  ésta  Corte  el  ocho  del  mes  pró- 
ximo pasado.  Funda  la  solicitud  en  que  en 
la  parte  resolutiva,  es  decir,  en  la  que  se 
desestima  el  recurso,  no  se  explican  los 
motivos  para  su  denegación  y  que  se,  omi- 
tió resolver  respecto  a  la  culpabilidad  o 


inculpabilidad  de  los  testigos  como  lo 
consigna  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia, no  obstante  no  existir  prueba  alguna 
en  la  causa  para  poder  declarar,  que  los 
testigos  de  descargo  han  dado  falso  tes- 
timonio en  favor  del  reo,  y  citó  para  fun- 
damentar Sus  recursos,  los  artículos  si- 
guientes: 647  Procedimientos  Penales;  233 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial  y  225 
de  Código  Penal. 

Oído  que  fué  el  Fiscal  de  la  Sala  Se- 
gunda de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  con- 
formidad con  lo  establecido  en  el  artículo 
650  de  Procedimientos  Penales,  dicho  fun- 
cionario manifestó,  que  le  llamaba  la 
atención  la  solicitud  del  reo  Samayoa 
Chinchilla  interponiendo  los  recursos  de 
aclaración  y  ampliación  de  la  sentencia 
de  ocho  de  septiembre  y  en  la  que  .se  de- 
sestimó el  recurso  de  casación  que  se  in- 
terpuso contra  la  sentencia  de  la  Sala  5a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  que  aquél  Tri- 
bunal profirió  el  catorce  de  junio  próximo 
pasado,  y  en  la  que  se  condenó  al  recu- 
rrente por  el  delito  de  lesiones  graves  a 
sufrir  la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional, ya  que  el  más  elemental  cono- 
cimiento de  lo  que  son  los  recursos  ordi- 
rjarios  de  aclaración  y  ampliación  y  el  ex- 
traordinario de  casación,  demuestran  la 
falta  de  conocimiento  de  la  ley  al  inter- 
poner tales  recursos.  Después  de  otras 
consideraciones,  el  Fiscal  se  pregunta  ¿qué 
es  lo  que  se  puede  ampliar  en  una  resolu- 
ción de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  que 
ha  decidido  no  entrar  a  conocer  de  la  sen- 
tencia recurrida  por  encontrarla  que  no 
es  casable?  Concluye  pidiendo  que  se  de- 
c'aren  sin  lugar  los  recursos  interpuestos, 
por  tener  el  carácter  de  frivolos  e  impro- 
cedentes. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  la  ley  otorga  a  las  partes  el 
derecho  de  pedir  aclaración  y  ampliación 
de  una  sentencia,  tal  derecho  es  para  los 
casos  en  que  dicha  sentencia  esté  conce- 
bida en  términos  obscuros,  ambigüos  o 
contradictorios  o  si  se  omitió  resolver  al- 
gún punto  controvertido  en  la  causa,  pero 
no  para  explicar  los  motivos  de  la  dene- 
gación del  recurso  de  casación,  mucho 
menos  para  resolver  sobre  la  culpabilidad 
o  inculpabilidad  de  los  testigos  de  descar- 
go, cuando  se  deja  abierto  el  procedimien- 
to, para  que  en  sentencia  posterior  se  juz- 
gue su  conducta.  Articulas  647.  648  y  649 
Procedimientos  Penales. 
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POR  TANTO. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  la  ley  citada  y  lo  preceptuado  en 
el  articulo  650  del  mismo  cuerpo  legal,  y 
le  pedido  por  el  F'iscal  de  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  declara  sin  lu- 
gar los  dos  recursos  de  que  se  ha  hecho 
referencia.  Notifiquese  y  como  está  man- 
dado, devuélvanse  los  antecedentes  a  don- 
de corresponde. 

Ordóñez  Solis.  —  Paredes.  —  Argueta  S. 
—  Hernández  Polanco.  —  Aguilar.  —  Max 
Garcia  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Antonio  Flores  Muñoz,  por 
el  delito  de  rapto. 

DOCTRINA:  La  conformidad  del  raptor 
con  la  raptada  respecto  a  la  doncellez 
de  ésta  en  el  momento  de  ser  perpetrado 
el  delito,  constituye  plena  prueba  de  tal 
hecho  sin  necesidad  de  que  esté  corro- 
borado por  un  informe  pericial,  citando 
en  autos  concurren  los  demás  requisitos 
necesarios  para  integrar  la  figura  del 
rapto  voluntario. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

El  diecinueve  de  octubre  del  año  próxi- 
mo pasado  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de 
Apelaciones  confirmó  el  fallo  en  que  el 
Juez  de  primera  instancia  del  departa- 
mento de  Santa  Rosa,  con  fecha  del  tres 
dt  agosto  precedente,  condenó  a  Antonio 
Flores  Muñoz  — de  veintidós  años  de  edad, 
casado,  oficinista,  originario  del  munici- 
pio de  Tejutla,  departamento  de  San  Mar- 
cos, y  vecino  de  la  ciudad  de  Cuilapa —  en 
concepto  de  autor  del  delito  de  rapto,  a 
sufrir  la  pena  de  ocho  meses  de  arresto 
mayor  conmutable  a  razón  de  veinticinco 
centavos  diarios,  con  las  accesorias  rela- 
tivas a  la  suspensión  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  y  a  la  reposición  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa.  El  propio  Mu- 
ñoz Flores,  con  el  auxilio  del  Licenciado 
Francisco  Alonzo  y  citando  como  infrin- 
gidos los  artículos  335  del  Código  Penal, 
259,  296,  364  y  609  Inc.  lo.,  del  Código  do 
Procedimientos  Penales,  interpuso  el  re- 
curso de  casación  contra  la  primera  de  di- 
chas sentencias: 


Resultando  que  a  las  quince  horas  y 
quince  minutos  del  cuatro  de  noviembre 
de  mil  novecientos  treintiséis,  la  señora 
Juana  S.  de  Castillo  acusó  ante  el  Juez 
menor  de  Cuilapa  al  susodicho  Antonio 
Flores  Muñoz  de  haberse  raptado  la  vís- 
pera, como  a  las  diecisiete  horas,  a  su  hi- 
,ia,  Marta  Ofelia  Castillo;  y  que  instruida 
Ja  correspondiente  averiguación,  se  esta- 
bleció: a)  que  la  ofendida  aún  no  había 
llegado  a  su  mayoría  de  edad  el  día  de 
autos;  b)  que  abandonó  voluntariamente 
su  hogar  en  la  creencia  de  que  iba  a  con- 
traer matrimonio  con  su  raptor  porque  te- 
nía el  convencimiento  de  que  era  solte- 
ro; y  c)  que  cuando  fué  raptada,  conser- 
vaba su  estado  de  virginidad,  hecho  que 
consta  en  autos  solamente  mediante  lo 
afirmado  por  la  ofendida  y  lo  confesado 
al  respecto  por  el  recurrente,  porque  la 
primera  negó  su  consentimiento  para  ser 
sometida  a  un  examen  médico,  tal  circuns- 
tancia fué  invocada  como  fundamento 
substancial  del  recurso  de  casación. 

Considerando  que  ton  la  simultánea 
aprehensión  del  raptor  y  la  raptada,  la 
querella  presentada  por  la  madre  de  ésta 
y  los  términos  en  que  aquéllos  se  produje- 
ron al  ser  interrogados  por  el  Juez  que 
instruyó  las  primeras  diligencias,  quedó 
establecida  en  forma  legal  la  base  del 
procedimiento,  y  que,  en  esa  virtud,  la  Sa- 
la sentenciadora  no  infringió  la  prescrip- 
ción contenida  en  el  articulo  259  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

Considerando  que  en  el  caso  sub-júdice 
no  se  suscitó  duda  alguna  acerca  de  la  ma- 
yoría de  edad  del  procesado  o  de  su  iden- 
tidad, y  que,  por  ello,  la  sentencia  recurri- 
da carece  de  relación  con  lo  dispuesto  por 
el  artículo  296  del  Código  citado. 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que 
el  artículo  364  del  m'smo  Código,  prescribe 
que  el  Juez  acordará  el  informe  pericial, 
cuando  para  conocer  o  apreciar  algún  he- 
cho o  circunstancia  importante  en  el  su- 
mario, fuesen  necesarios  o  convenientes 
conocimientos  científicos  o  artísticos,  tam- 
bién los  es,  que  el  examen  médico  de  la 
raptada  dejó  de  practicarse  porque  ella, 
como  queda  dicho,  negó  su  consentimien- 
to, y  ese  requisito  era  indispensable  con- 
forme a  ley;  y  por  la  otra,  que  por  su 
Índole  peculiar,  el  hecho  a  que  tal  examen 
debió  haberse  concretado,  debe  darse  co- 
mo probado  en  autos,  sin  objeción  alguna, 
por  la  sola  conformidad  de  lo  que  al  res- 
pecto manifestaron  la  raptada  y  el  rap- 
tor, máxime  si  se  atiende  a  que  de  la  cau- 
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sa  no  se  desprende  indicio  alguno  para  du- 
dar de  su  efectividad.  Luego,  en  la  sen- 
tencia recurrida,  tampoco  se  infringió  di- 
cho artículo. 

Considerando  que  al  efecto  de  inves- 
tigar si  la  Sala  sentenciadora  infringió  el 
inciso  lo.  del  articulo  609  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  en  relación  con  el 
335  del  Código  Penal,  conviene  tener  pre- 
sente que  integran  el  delito  de  rapto  vo- 
luntario los  siguientes  elementos:  la  don- 
cellez de  la  raptada,  su  edad,  su  anuencia 
prestada  mediante  engaño  y  el  hecho  de 
ser  substraída  de  su  hogar  con  miras  des- 
honestas. La  evidencia  del  primero  y  del 
tercero  de  dichos  elementos  se  produjo  en 
autos  mediante  la  confesión  del  recurren- 
te corroborada  con  lo  que  acerca  de  ellos 
afirmó  la  ofendida;  pero  no  por  ese  mo- 
tivo puede  argüirse  válidamente  que  en  la 
causa  no  se  produjo  plena  prueba  de  la 
preexistencia  del  delito  al  efecto  de  ne- 
gar la  eficacia  probatoria  que  corresponde 
a  la  totalidad  de  los  hechos  confesados  por 
el  recurente  respecto  a  la  perpetración  del 
rapto,  porque  la  condición  exigida  por  el 
inciso  lo.,  del  susodicho  articulo  609  para 
que  la  confesión  hecha  en  juicio  criminal 
pruebe  plenamente,  no  comprende  los  ca- 
sas análogos  al  presente  en  que  sólo  se 
trata,  en  cuanto  a  la  preexistencia  del  de- 
lito, de  elementos  o  circunstancias  que  lo 
integran  con  la  concurrencia  de  otros  que 
se  establecieron  en  autos  por  medios  pro- 
batorios distintos  de  la  confesión. 

Este  Tribunal,  por  tanto,  desestima  el 
recurso  de  casación  interpuesto,  y  en  cum- 
plimiento de  lo  prescrito  por  el  articulo 
690  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, impone  al  recurrente  la  pena  adicio- 
nal de  quince  días  de  prisión  simple  con- 
mutable a  razón  de  diez  centavos  diarios. 
Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos. 

Raf.  Orüóñez  Solis.  Abel  Paredes.  —  Al- 
herto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández  Po- 
lanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
—  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  por  allanamiento  de  morada  y 
amenazas,  contra  José  Luis  Cojulún 
Flores. 

DOCTRINA:  La  afirmación  de  un  testigo 
presencial  relativa  a  que  fué  injuriado 
por  el  culpable  durante  la  ejecución  del 
delito,  no  es  bastante  para  atribuirle  in- 
terés directo  o  indirecto  en  el  asunto 
al  efecto  de  invalidar  su  testivionio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
doce  de  Septiempre  de  mil  novecientos 
tieinta  y  ocho. 

En  sentencia  que  profirió  el  dieciséis  de 
noviembre  del  año  próximo  pasado  e!  Juez 
de  primera  instancia  del  departamento  de 
Quezaltenango,  por  falta  de  prueba,  ab- 
solvió de  los  cargos  que  le  hizo  por  alla- 
namiento de  morada  y  amenazas  a  José 
Luis  Cojulún  Flores,  de  treintidós  años  de 
•  edad,  soltero,  carpintero,  sabe  leer  y  escri- 
bir, originario  y  vecino  del  ■  municipio  de 
Quezaltenango;  y  habiendo  consultado  di- 
cho fallo  a  la  Sala  cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  este  Tribunal,  en  la  audien- 
cia correspondiente  al  día  veintidós  del 
mes  indicado,  lo  desaprobó  en  cuanto  a  la 
absolución  del  cargo  por  allanamiento  y 
condenó  al  reo,  en  concepto  de  autor  de 
tal  delito,  con  las  agravantes  de  noctur- 
nidad y  de  haber  precedido  con  despre- 
cio del  respeto  que  por  su  edad  merecía 
la  ofendida,  a  sufrir  la  pena  de  veinte  y 
un  mes  con  diez  días  de  prisión  correccio- 
nal conmutables  en  sus  dos  tercios  a  razón 
de  diez  centavos  diarios,  con  las  acceso- 
rias relativas  a  la  suspensión  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  y 
a  la  reposición  del  papel  empleado 
en  la  causa.  Contra  dicha  sentencia  y 
con  el  auxilio  del  Licenciado  Alfonso  Vi- 
¡lagrán  Alvarado,  el  propio  José  Luis  Co- 
julún Flores,  interpuso  el  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  los  artículos  581, 
inciso  8o.,  586  en  todos  sus  incisos,  589, 
595,  596,  568  y  731  del  Código  de  procedi- 
mientos penales. 

Resultando  que  a  las  nueve  horas  del 
veintiséis  de  junio  del  año  recién  trans- 
currido, Narcisa  Guzmán,  de  sesenticinco 
í  ñcs  de  edad  y  residente  en  el  cantón  Las 
Nubes  del  municipio  de  San  Martin  Saca- 
lepéquez,  acusó  ante  el  Juez  menor  de  su 
vecindad,  al  susodicho  José  Luis  Cojulún 
Flores  de  que  como  a  las  veinte  horas  de 
la  vispera,  mediante   la   fractura  de  la 
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puerta  de  la  habitación  en  donde  estaba 
durmiendo,  penetró  al  interior  y  la  sacó 
violentamente  hasta  el  camino  real  en  cu- 
ya orilla  está  construida  su  vivienda. 

Resultando  que  la  Sala  mencionada  fun- 
dó su  fal'o  en  los  testimonios  de  Isabel  Es- 
cobar Cchca  que.  en  compañía  de  Hipóli- 
to Flores  — a  quien  no  se  logró  interrogar 
no  obstante  la  diligencia  desplegada  al 
efecto — ■  estaba  pernoctando  en  la  misma 
habitación  de  la  ofendida  y  corroboró  en 
todas  sus  partes  los  términos  en  que  se 
produjo  la  querella  de  ésta,  y  de  Augusto 
Ramírez,  Féliz  Palacios,  Emilio  Jérez,  Do- 
mingo Ramírez  y  Macario  Gómez,  que  acu- 
dieron a  dar  auxilio  al  lugai-  del  suceso 
y  capturaron  al  recurrente  frente  a  la  ca- 
sa de  autos,  así  como  en  una  inspección 
ocular  practicada  por  el  Juez  instructor 
de  Jas  primeras  diligencias,  durante  la  cual 
se  comprobó  que  la  puerta  de  la  casa  de 
Narcisa  Guzmán  había  sido  violentada. 

Considerando  que  el  hecho  de  haber 
afirmado  el  presencial  Escobar  Ochoa  que 
el  recurrente  lo  injurió  la  noche  de  autos, 
no  es  suficiente  en  modo  alguno  para  es- 
timar que  tiene  interés  directo  o  indirec- 
to en  la  causa,  y  que,  en  esa  virtud,  la  Sa- 
la sentenciadora,  al  otorgar  eficacia  pro- 
batoria a  su  testimonio,  no  infringió  los 
artículos  581,  inciso  8o.,  y  568  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  máxime  si  se 
atiende  a  que,  como  la  propia  Sala  indicó 
en  su  sentencia,  se  trata  de  hechos  ocu- 
rridos en  el  interior  de  una  casa. 

Considerando  que  dicho  Tribunal,  al  adu- 
cir como  coadyuvantes  de  la  semiplena 
prueba  constituida  por  el  testimonio  de 
Escobar  Ochoa,  las  demás  declaraciones  y 
la  inspección  ocular  de  que  se  hizo  mérito, 
a  efecto  de  estimar  como  plenamente  evi- 
denciada la  delincuencia  de  Cojulún  Flo- 
res, no  trató  de  establecer  una  presunción 
humana,  y  en  consecuencia,  no  infringió 
los  artículos  589.  595  y  596  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  que  tampoco  fi- 
guran entre  los  citados  en  apoyo  del  fallo. 

Considerando  que,  por  las  razones  in- 
dicadas, no  puede  afirmarse  válidamente 
que  la  Sala,  al  proferir  la  sentencia  de  que 
se  trata,  desatendió  las  prescripciones  con- 
tenidas en  los  artículos  568  y  731  del  Có- 
digo citado  porque  los  hechos  estableci- 
dos en  la  causa,  ameritan  legalmente  la 
condena  impuesta  al  recurrente. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tan- 
to, desestima  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto, y  en  cumplimiento  de  lo  prescrito 
por  el  artículo  690  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  impone  al  recurrente  la 


pena  adicional  de  quince  días  de  arresto 
conmutable  en  su  totalidad  a  razón  de 
diez  centavos  diarios.  Notiíiquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solls.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  seguida  por  usura  contra  Amoldo 
Pierri  La  Salvia  y  compañeros. 

DOCTRINA:  Cuando  el  hecho  punible  fué 
calificado  corno  constitutivo  del  delito 
de  usura,  debe  imponerse  al  culpable 
además  de  la  pena  corporal,  la  pecunia- 
ria que  señala  la  ley. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
doce  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  respec- 
tivos antecedentes  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  veintidós  de  marzo  pró- 
ximo pasado,  dictó  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones  en  el  proceso  segui- 
do contra  Amoldo  Pierri  La  Salvia,  Ma- 
nuel Adolfo  Putzeis  Díaz  y  compañeros 
por  el  delito  de  usura. 

El  primero  de  abril  del  año  próximo  pa- 
sado, el  jefe  del  departamento  de  inves- 
tigación, puso  en  conocimiento  del  Direc- 
tor de  la  Policía  Nacional  que  los  emplea- 
dos de  la  Dirección  General  de  Caminos 
habían  venido  recibiendo  sumas  de  dine- 
ro de  parte  de  Amoldo  Pierri  y  José  Pine- 
da con  el  interés  mensual  del  diez  por 
ciento;  habiendo  obrado  de  acuerdo  en  ta- 
les actividades  con  Manuel  Putzeis,  caje- 
ro de  la  misma  dirección. 

Carlos  Aguilera  de  León,  empleado  de 
la  Direcicón  General  de  Caminos,  declaró: 
que  Pierri  le  dió  la  suma  de  ochenta  quet- 
zales hacia  como  un  año,  firmándole  el 
deponente  un  vale  por  ochenta  y  ocho 
quetzales,  es  decir  por  el  capital  más  el 
diez  por  ciento  de  interés  mensual;  cada 
mes  era  renovado  este  vale  por  medio  del 
cajero  de  Ja  Dirección  General  de  Cami- 
nos, Manuel  Putzeis;  a  este  señor  le  en- 
tregaba el  deponente  la  suma  de  oche, 
quetzales,  monto  de  los  intereses  del  capi- 
tal recibido,  firmándole  un  nuevo  vale  por 
ochenta  y  ochó  quetzales;  se  hacía  apare- 
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cer  que  la  suma  anotada  era  por  merca- 
derías que  se  suministraban  durante  el 
mes,  lo  que  no  era  cierto;  cuando  recibió 
el  dinero  se  entendió  directamente  con 
Pierri,  pero  después  lo  hacía  con  Putzeis; 
con  Pineda  también  ha  tenido  negocios  de 
igual  naturaleza,  pues  recibió  de  él  diez 
quetzales  hacía  como  un  año  y  le  pagó 
el  interés  del  diez  por  ciento  mensual;  ca- 
da mes  le  daba  la  suma  de  un  quetzal  co- 
mo intereses;  algunas  veces  se  la  ha  en- 
tregado a  Enrique  Jiménez  representante 
de  Pineda;  que  como  en  el  caso  de  Pierri, 
en  el  de  Pineda  también  se  hacía  la  misma 
operación  del  vale,  renovándolo  mensual- 
mente,  firmándolo  por  once  quetzales;  s^ 
be  que  en  la  Dirección  General  de  Cami- 
nos hay  varias  personas  que  han  recibido 
dinero  en  la  misma  forma  que  el  depo- 
nente. 

Carlos  Blandón,  maestro  de  caminos,  de- 
claró: que  recibió  dinero  de  Pierri  con  el 
mismo  interés  que  el  anterior,  operación 
que  no  la  hizo  directamente  con  éste,  sino 
con  la  intervención  del  excajero  de  la  Di- 
rección General  de  Caminos,  Manuel  Adol- 
fo Putzeis;  como  el  deponente  tiene  el  suel- 
do de  ciento  veinte  quetzales  mensuales, 
ésta  ha  sido  la  cantidad  que  Pierri,  por  me- 
dio de  Putzeis,  le  ha  facilitado,  bajo  la  con- 
dición de  devolvérsela  a  un  mes  de  plazo 
y  con  el  interés  del  diez  por  ciento:  esta 
operación  la  ha  realizado  durante  unos 
cinco  meses,  entendiéndose  el  señor  Pierri 
directamente  con  Putzeis  para  recoger  el 
dinero  del  capital  y  los  intereses;  hasta 
la  fecha  de  su  declaración  aún  estaba 
obligado  con  Pierri  por  la  suma  de  seten- 
ta y  cinco  quetzales  más  el  interés  antes 
indicado.  Anteriormente  a  sus  operacio- 
nes con  Pierri,  hizo  iguales  contratos  con 
don  José  Pineda,  quien  le  dió  prestados 
mensualmente,  ciento  veinte  quetzales,  su- 
ma equivalente  a  su  sueldo  y  durante  un 
lapso  de  tiempo  de  tres  años  más  o  menos, 
al  interés  del  diez  por  ciento;  esto  fué 
en  los  años  de  mil  novecientos  treinta  y 
tres  a  mil  novecientos  treinta  y  cinco  y 
siempre  mediante  la  intervención  del  ex- 
cajero Putzeis;  que  el  señor  Pineda,  pri- 
mero, y  después  Pierri,  han  efectuado  ne- 
gociaciones con  casi  la  totalidad  del  per- 
sonal de  la  Dirección  General  de  Caminos, 
cobrando  el  interés  indicado. 

Virgilio  Cuevas,  oficial  primero  de  la 
Dirección  General  de  Caminos,  declaró: 
que  el  señor  Pineda,  hace  como  tres  o 
cuatro  años,  le  ha  facilitado  una  canti- 
dad de  dinero  equivalente  a  la  suma  que 


devenga  como  sueldo,  o  sean  ochenta  y 
tres  quetzales  veintiún  centavos,  cobrán- 
dole e]  diez  por  ciento  mensual  de  inte- 
rés; esos  préstamos  obedecieron  a  la  nece- 
sidad que  tuvo  el  deponente  por  enferme- 
dades en  los  miembros  de  su  familia  y 
quedó  obligado  durante  itodo  el  tiempo 
que  antes  indicó;  el  saldo  que  tiene  con 
el  expresado  individuo  es  de  ochenta  y 
un  quetzaes  setenta  y  cinco  centavos,  que 
está  por  liquidarse  con  el  pago  del  pre- 
supuesto del  mes  de  marzo  (1937);  las 
cuentas  se  arreglaban  por  mediación  do 
Manuel  Adolfo  Putzeis,  encargado  del  pre- 
supuesto; con  raras  excepciones,  casi  todos 
los  empleados  de  la  Dirección  General  do 
Camines  han  recibido  dinero  a  mutuo  de 
los  señores  Pineda  y  Pierri;  a  éste  le  debe 
la  suma  de  veintisiete  quetzales,  cincuenta 
centavos,  al  diez  por  ciento  mensual. 

Federico  Alvarado  Fajardo,  nivelador  en 
la  Dirección  General  de  Caminos,  decla- 
ló:  que  hacía  como  cuatro  años  que  ha- 
bía venido  recibiendo  mensualmente,  de 
José  Pineda,  la  cantidad  de  cien  quetzales, 
sobre  la  que  le  ha  cobrado  el  diez  por 
ciento  mensual;  su  saldo  es  de  noventa 
y  seis  quetzales,  ochenta  centavos;  la  li- 
quidación de  capital  e  intereses  se  hacía 
mensualmente,  con  intervención  de  Ma- 
nuel Adolfo  Putzeis,  encargado  del  pre- 
supuesto; éste  autorizaba  con  sus  inicia- 
les, el  vale  del  sueldo  o  sea  la  cantidad  que 
?e  le  adeudaba  a  Pineda,  y  al  retener  el 
interés  del  diez  por  ciento,  entregaba  el 
dinero  a  Pineda,  quedando  a  voluntad  re- 
novar la  obligación  para  el  mes  siguiente; 
siempre  bajo  las  mismas  condiciones,  lo 
que  hizo  el  deponente  por  un  lapso  de  cua- 
tro años;  con  Amoldo  Pierri  también  te- 
nia una  cuenta  por  dinero  que  éste  le  dió 
a  mutuo  con  el  interés  mensual  del  diez 
por  ciento,  siendo  su  saldo  de  ciento  diez 
quetzales;  dicho  señor  ha  empleado  el 
mismo  sistema  seguido  por  Pineda,  y  sus 
obligaciones  datan  de  unos  seis  meses;  ha 
pagado  por  razón  de  intereses  una  suma 
que  calcula  en  ochocientos  quetzales  y  en 
las  mismas  condiciones  se  encuentran  ca- 
si todos  los  empleados  de  la  Dirección  Ge- 
neral de  Caminos. 

José  Luis  Moraga  y  Batres,  distribuidor 
de  combustibles  y  lubricantes  en  la  Direc- 
ción General  de  Caminos,  declaró  con  li- 
geras variantes,  lo  mismo  que  el  anterior, 
e  indica  que  cuarenta  y  cinco  quetzales 
fué  la  suma  que  recibió  de  Pineda  y  sobre 
la  que  ha  pagado  el  interés  del  diez  por 
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ciento  mensual;  de  Amoldo  Pierri  recibió 
cuarenta  quetzales  al  mismo  tipo  de  in- 
terés y  por  el  mismo  sistema  de  liquida- 
ción empleado  con  Pineda. 

Humberto  de  la  Rosa  y  Chinchilla,  ci- 
clista de  la  Dirección  General  de  Cami- 
nos, declaró:  que  Pineda  le  dió  a  mutuo 
la  suma  de  cuarenta  y  cuatro  quetzales  a 
que  asciende  el  sueldo  que  devenga  el  de- 
ponente; posteriormente  le  dió  una  par- 
tida de  setenta  y  cinco  quetzales,  todo  al 
tipo  de  interés  del  diez  por  ciento;  las  ope- 
raciones las  ha  hecho  con  intervención 
de  Manuel  Adolfo  Putzeis,  pues  dicho  se- 
ñor les  retenia,  no  sólo  al  declarante  sino 
a  todos  los  que  tenían  deudas  con  Pineda, 
cantidades  correspondientes  a  sus  sueldos. 

Jorge  Illezcas  Zabala,  empleado  de  la  Di- 
rección General  de  Caminos,  dijo:  que  tu- 
vo necesidad  de  una  cantidad  de  dinero, 
por  lo  que  ocurrió  al  encargado  de  verifi- 
car los  pagos  en  la  Dirección  General  de 
Caminos,  Manuel  Putzeis,  quien  le  indi- 
có que  fuera  con   Enrique   Jiménez,  que 
tal  vez  se  los  facilitaría;  éste  le  dijo  que 
no  tenia  inconveniente  en  darle  el  dinero 
que  solicitaba,  siempre  que  le  llevara  un 
vale  firmado  por  el  deponente  con  el  vis- 
to bueno  de  Putzeis;  que  éste  le  dió  la  for- 
ma que  debía  tener  el  vale,  en  el  que  se 
hacía  constar  una  especie  de  orden  para 
el  propio  pagador,  para  que  se  sirviera  pa- 
gar a  don  José  Pineda  tal    cantidad  por 
mercadería  recibida;  la  primera  vez  le  dió 
treinta  quetzales,  pero  no  recuerda  si  hizo 
un  vale  por  la  suma  indicada  más  el  diez 
por  ciento  como  intereses  o  dos  vales,  uro 
por  diez  quetzales  y  otro  por  veinte,  pero 
siempre  con  el  recargo  del  diez  por  cien- 
to; el  día  de  pago,  el  pagador  les  quitaba 
la  suma  indicada  en  los  vales,  pero  enton- 
ces ya  tenían  listos  nuevamente  los  vales 
por  igual  suma,  los  que  en  algunas  oca- 
siones mandaban  con  el  ciclista  Humberto 
de  la  Roca  a  donde  Pineda,  para  que  en- 
tregara otra  vez  la  cantidad  que  necesi- 
taban; llegó  a  recibir  asi  hasta  la  canti- 
dad de  cien  quetzales,  firmando  un  vale 
por  ciento  diez,  recibiendo  de  sueldo  úni- 
camente la  suma  de  siete  quetzales  cua- 
rentidós  centavos;   hizo  constar  que  en 
ninguna  ocasión  recibió  mercadería  ni  de 
Jiménez  ni  de  Pineda,  pues  el  dinero  lo  re- 
cibía en  efectivo;  sabe  que  igual  operación 
se  hacia  con  otros  empleados  del  ramo  de 
caminos. 

Carlos  Humberto  Ramírez  Ruiz,  qua 
trabaja  en  la  distribución  de  maquinaria 
en  la  Dirección  General  de  Caminos,  de- 
claró que  ha  tenido  oportunidad  de  cono- 


cer en  sus  tratos  con  los  otros  empleados, 
tanto  a  Pierri  como  a  Pineda,  pues  ellos 
le  han  proporcionado  dinero  a  todos  los 
del  personal,  con  el  interés  mensual  del 
diez  por  ciento;  que  el  deponente  hacia 
seis  meses  que  había  quedado  obligado  con 
Amoldo  Pierri,  quien  le  dió  sucesivamen- 
te cinco,  diez  y  quince  quetzales,  siempre 
con  el  interés  indicado;  como  le  ha  sido 
difícil  cumplir  su  obligación,  ésta  la  ha 
venido  renovando;  en  esas  operaciones  in- 
tervino Manuel  Adolfo  Putzeis;  por  sus 
combinaciones  con  Pineda  sabe  el  depo- 
nente que  aquél  ganaba  un  dos  por  cien- 
to sobre  la  cantidad  de  intereses  que  re- 
caudaba, pues  él  era  quien  recogía  el  di- 
nero a  los  prestamistas  deduciendo  las 
cantidades  por  intereses;  sabe  que  el  se- 
ñor Jorge  Ruiz  y  Pineda  colocaban  dinero 
al  mismo  tipo  de  interés  entre  los  emplea- 
dos de  varias  dependencias  del  gobierno. 

Interrogado  Enrique  Jiménez  Segura, 
declaró:  que  era  empleado  de  José  Pineda 
desde  hacía  cuatro  años  más  o  menos  y 
sus  ocupaciones  consistían  en  manejar 
los  apartamentos  del  pasaje  "San  Carlos" 
y  atender  además  el  almacén  "Real  Silk", 
negocio  de  Pineda;  devengaba  como  suel- 
do quince  quetzales;  que  hacía  como  tres 
meses  Jorge  Illescas  le  solicitó  dinero  a  in- 
terés, pero  como  no  tenia  posibilidad  de 
dárselo,  le  aconsejó  que  se  arreglara  con 
Pineda;  que  ignora  qué  cantidad  le  dió, 
pues  el  indagado  no  se  metía  en  nada  re- 
lacionado con  las  colocaciones  de  dinero; 
que  ignoraba  el  tipo  de  interés  que  Pineda 
haya  cobrado,  pues  sólo  tenía  conocimien- 
to que  don  Jorge  Fortuny  pagaba  por  ra- 
zón de  intereses  a  Pineda,  la  suma  de  cua- 
renta y  nueve  quetzales  y  centavos  tri- 
mestralmente; negó  haber  tomado  parte 
en  los  negocios  que  José  Pineda  ha  man- 
tenido con  los  empleados  de  la  Dirección 
General  de  Caminos. 

Indagado  Amoldo  Pierri  La  Salvia,  dijo: 
que  conoce  a  Manuel  Adolfo  Putzeis  por- 
que es  cliente  dei  almacén  que  tanto  el 
indagado  como  su  hermano  Juan  Pierri, 
tienen  establecido  en  la  novena  avenida 
de  esta  ciudad;  que  hacía  como  dos  meses 
que  conocía  a  don  Carlos  Blandón  y  sus 
negocios  con  este  señor  han  sido  por  mer- 
caderías que  ha  comprado  en  el  almacén; 
que  José  Luis  Moraga  y  Batres,  también 
le  ha  comprado  mercaderías  y  sabe  que 
trabaja  en  la  Dirección  General  de  Cami- 
nos y  el  conocimiento  con  él  data  de  tres 
meses  únicamente;  también  con  Humber- 
to Ramírez  Ruiz  ha  tenido  relaciones  co- 
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merciales  porque  ha  comprado  mercaderías 
en  su  almacén;  todas  las  ventas  que  hizo  a 
¡os  expresados  señores,  fueron  al  crédito  y 
dijo  que  las  podía  comprobar  con  sus  li- 
bros de  contabilidad;  sólo  ha  dado  dine- 
ro a  interés  al  Doctor  don  Ernesto  Alar- 
cón  y  a  Romualda  González,  al  tipo  del 
seis  por  ciento  anual;  negó  haber  dado 
dinero  a  interés  a  Carlos  Humberto  Ramí- 
rez Ruiz,  Carlos  Blandón,  Manuel  Adolfo 
Putzeis  y  José  Luís  Moraga,  pues  sus  rela- 
ciones con  éstos  han  sido  como  clientes  de 
su  establecimiento  comercial;  que  el  encar- 
go que  Manuel  Adolfo  Putzeis  cumplía  por 
súplica  del  indagado,  era  el  de  arreglarle 
cuentas  que  los  empleados  de  caminos  le 
adeudaban  al  deponente  por  las  merca- 
derías que  le  iban  tomando  al  crédito  y  por 
este  trabajo  le  reconocía  a  Putzeis  un  dos 
por  ciento  sobre  la  cantidad  que  recau- 
daba; que  no  daba  ninguna  documenta- 
ción a  Putzeis  para  hacer  los  descuentos, 
porque  los  interesados  sólo  le  extendían  un 
vale  con  el  visto  bueno  del  encargado  del 
presupuesto  de  caminos,  Manuel  Adolfo 
Putzeis,  por  el  valor  de  la  mercadería  que 
tomaban  al  crédito,  pero  esos  documentos 
los  iba  entregando  el  dicente  a  medida 
que  se  iban  liquidando  las  cuentas;  Put- 
zeis nunca  dió  recibo  por  el  dos  por  ciento 
que  percibía  como  remuneración  de  su 
trabajo  de  arreglarle  cuentas  con  los  em- 
pleados de  caminos;  que  Putzeis  iba  per- 
sonalmente al  almacén  a  entregarle  el  di- 
nero recaudado  y  a  cobrarle  su  comisión; 
no  recordaba  haberle  dado  a  dicho  indi- 
viduo la  suma  de  veinticinco  quetzales,  al 
interés  del  cinco  por  ciento  mensual. 

Interrogado  Manuel  Adolfo  Putzeis  y 
Díaz,  declaró:  que  conoció  a  los  señores 
Enrique  Jiménez,  Amoldo  Pierri  y  José  M. 
Pmeda,  porque  se  presentaron  con  el  de- 
ponente con  cartas  firmadas  por  los  em- 
pleados de  caminos,  en  las  que  le  suplica- 
ban que  de  los  sueldos  que  les  correspon- 
dían, como  empleados,  les  decontaran 
cierta  cantidad  para  ser  entregada  a  los 
señores  mencionados;  el  deponente  hacía 
el  referido  descuento  y  entregaba  el  di- 
nero a  las  expresadas  personas;  las  cartas 
recogidas  se  las  devolvía  a  los  empleados 
como  efectivo,  entregándoles  al  mismo 
tiempo  el  resto  que  les  correspondí?,:  no 
devengaba  nada  por  hacer  tales  operacio- 
nes; las  cartas  a  que  antes  se  ha  referido 
iban  firmadas  por  cada  uno  de  los  intere  - 
sados  y  con  el  visto  bueno  del  deponen- 
te; llevaban  este  requisito,  porque  sin  du- 
da en  algunas  ocasiones  no  habían  cum- 
plido sus  compromisos  y  no  les  daban  sin 


el  dinero  la  mercadería  que  necesitaban, 
por  lo  que  acudían  al  indagado  para  oue 
les  pusiera  el  visto  bueno,  a  efecto  de  que 
en  las  casas  comerciales  les  proporciona- 
ran los  artículos  o  dinero  que  solicitaban; 
que  era  cierto  que  cuando  los  empleados 
se  encontraban  necesitados  de  dinero,  los 
mandaba  con  Pierri,  Pineda  o  Jiménez, 
pues  sabía  que  los  tres  daban  dinero;  no 
le  consta  cuánto  era  el  interés  que  cobra- 
ban, pero  por  las  cartas  que  recibía  de  ellos 
para  descontarles  a  los  empleados  las  can- 
tidades allí  apuntadas,  imagina  que  era 
rl  diez  por  ciento,  ya  que  en  las  cartas  apa- 
recían cantidades  ,  como  las  siguientes: 
Por  veintidós  quetzales,  treinta  y  tres,  cua- 
renticuatro,  cincuenta  y  cinco,  ochenta  y 
ocho  y  hasta  ciento  diez  quetzales;  en  las 
expresadas  cartas  aparecía  que  la  suma 
apuntada  era  por  mercadería  recibida  por 
los  empleados  durante  el  mes  y  no  por  di- 
nero en  efectivo,  ni  mucho  menos  que  es- 
tuviera estipulado  el  interés;  el  indagado 
en  algunas  ocasiones  tuvo  necesidad  de  di- 
nero y  ocurrió  a  dichos  individuos;  que 
Jiménez  y  Pineda  no  le  han  cobrado  in- 
terés alguno  y  el  último  tiene  en  su  po- 
der un  vale  por  cincuenta  quetzales,  y  Pie- 
rri oitro  por  veintiséis  quetzales  veinti- 
cinco centavos,  no  obstante  haber  recibido 
el  deponente  únicamente  la  suma  de  vein- 
ticinco quetzales,  pues  allí  están  cargados 
los  intereses  correspondientes  a  la  suma 
indicada  o  sea  el  cinco  por  ciento  men- 
sual; que  las  cartas  firmadas  por  los  em- 
pleados se  renovaban  cada  mes  por  igua- 
les sumas;  que  a  uno  de  los  ciclistas  se  las 
entregaban  para  que  las  llevara  a  donde 
los  expresados  señores  para  los  efectos 
consiguientes;  en  varias  ocasiones  recogió 
jas  cartas  de  los  empleados  para  que  les 
porporcionaran  Jiménez,  Pineda  y  Pierri, 
las  cantidades  apuntadas  en  las  mismas  y 
las  envió  con  Augusto  Alvarado  y  otras 
con  Humberto  de  la  Roca;  eran  dirigidas 
al  indagado,  indicándole  en  ellas  que  les 
descontara  la  cantidad  apuntada  en  las 
mismas  para  que  fuera  entregada  a  uno 
ele  los  señores  Pierri,  Pineda  o  Jiménez, 
haciendo  constar  en  ellas  que  era  merca- 
dería la  que  habían  recibido  los  emplea- 
dos; las  cartas  eran  enviadas  con  los  ci- 
clistas, el  mismo  día  de  pago,  algunos  ve- 
ces, y  otras,  unos  días  después 

Adrián  Cuevas  Cabrera,  maestro  de  ca- 
minos, dijo:  que  a  principios  del  mes  pa- 
sado ( la  declaración  está  tomada  el  seis  de 
p.bríl  de  mil  novecientos  treinta  y  siete), 
tuvo  necesidad  de  dinero  y  como  ya  en 
otras  ocasiones  lo  había  obtenido  en  prés- 
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tamo  de  José  Marcial  Pineda,  por  medio 
de  su  agente  y  empleado  Enrique  Jiménez, 
acudió  a  ellos  y  habló  con  éste  último  a 
quien  le  solicitó  cincuenta  quetzales  y  los 
obtuvo  con  un  interés  de  diez  por  ciento 
mensual;  para  garantizar  este  dinero,  fir- 
mó un  vale,  pero  previamente  fué  a  la  Di- 
rección General  de  Caminos  con  Manuel 
Adolfo  Putzeis,  quien  le  puso  el  visto  bue- 
no; ya  con  ésto  le  dieron  el  dinero;  el  vale 
lo  extendió  por  cincuenta  y  cinco  quetzale.s, 
pero  únicamente  recibió  cincuenta  a  un 
mes  de  plazo;  dicho  dinero  debería  descon- 
tarse de  su  sueldo;  sabe  que  les  han  dado 
dinero  a  otros  empleados  en  la  misma 
forma. 

Francisco  Martínez  Inestroza,  inspector 
de  caminos,  declaró:  que  supo  que  José 
Marcial  Pineda  y  Amoldo  Pierri  daban  a 
los  empleados  dinero  adelantado  a  cuen- 
ta de  sus  sueldos,  cobrándoles  un  interés 
del  diez  por  ciento  mensual;  obtuvieron 
dinero  en  esa  forma  Federico  Alvcrado 
F'ajardo,  Carlos  Aguilera  de  León  y  Virgi- 
lio Cuevas,  quienes  nunca  recibían  el  suel- 
do, sino  que  lo  pasaban  directamente  a  Pi- 
neda o  Pierri,  por  medio  de  Manuel  Adol- 
fo Putzeis,  que  era  el  encargado  de  pagar. 

Mario  Monzón,  nivelador  de  caminos, 
declaró:  que  con  José  Marcial  Pineda  obli- 
gó su  sueldo  desde  mil  novecientos  treinta 
y  tres,  cobrándole  un  interés  del  diez  por 
ciento  mensual:  las  cantidades  que  le  da- 
ba eran  de  cincuenta  y  cien  quetzales;  aun 
conserva  los  vales  en  su  poder,  corres- 
pondiente al  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  seis;  que  quien  le  avisó  que  Pineda  le 
podía  dar  el  dinero  fué  Enrique  Jiménez; 
sabe  que  a  varios  empleados  de  la  Direc- 
ción General  de  Caminos,  les  han  dado 
en  esa  forma. 

José  María  García,  cadenero  de  la  Di- 
rección General  de  Caminos,  declaró:  que 
ha  sabido  que  Amoldo  Pierri,  Enrique  Ji- 
ménez y  José  Marcial  Pineda,  han  dado 
dinero  a  interés  a  sus  compañeros  de  tra- 
bajo, al  diez  por  ciento  mensual,  ¡o  que  le 
consta  por  ser  empleado  de  las  mismas  ofi- 
cinas donde  trabajan  los  que  obtenían  el 
dinero.  Guillermo  Monsanto,  declaró  en 
los  mismos  términos  que  el  anterior,  re- 
firiéndose a  Jiménez!  y  Pineda.  Julio  Cas- 
tillo Ramírez,  se  produjo  también  en  pa- 
recidos a  los  anteriores  y  agrega;  que  Ar- 
noldo  Pierri,  por  intervención  de  Manuel 
Adolfo  Putzeis,  le  entregó  al  deponente  la 
suma  de  diez  quetzales  y  además  le  dió  a 
el  y  a  su  hermano  Carlos  H.  Ramírez,  cin- 
co quetzales  y  les  cobró  el  diez  por  ciento 
mensual. 


Federico  Augusto  Alvarado,  declaró:  que 
en  varias  ocasiones  mandado  por  Federi- 
co Alvarado  Fajardo,  Jorge  Illescas  Zaba- 
la  y  otros  empleados  de  la  Dirección,  fué 
a  casa  de  José  Marcial  Pineda  y  al  alma- 
cén de  Amoldo  Pierri  a  traer  el  dinero  que 
estos  señores  daban  a  interés  a  los  em- 
pleados, a  cambio  de  vales  que  éstos  fir- 
maban en  contra  de  sus  sueldos;  dichos 
vales  eran  por  cantidades  mayores  de  las 
que  les  entregaban,  pues  en  ellos  se  in- 
cluía el  interés  del  diez  por  ciento  men- 
sual. Por  ejemplo:  llevaba  un  vale  de 
ciento  diez  quetzales  y  le  entregaban  cien 
quetzales  únicamente;  en  dichos  documen- 
tos se  hacía  constar  que  era  por  merca- 
dería comprada;  pero  no  era  así,  porque 
dinero  en  efectivo  entregaban  Pierri  y  Pi- 
neda; en  el  almacén  Pierri  lo  atendía  el 
propio  Amoldo  y  donde  Pineda,  lo  despa- 
chaba Enrique  Jiménez;  los  vales  llevaban 
el  visto  bueno  de  Manuel  Adolfo  Putzeis; 
también  J.  Humberto  de  la  Roca  hacia 
algunas  veces  estos  mandados.  Este  al  ser 
examinado,  se  produjo  en  Iguales  términos 
que  el  anterior. 

Juan  Matheu  Piloña,  declaró:  que  José 
Marcial  Pineda  y  Enrique  Jiménez,  daban 
dinero  al  interés  del  diez  por  ciento  men- 
sual a  otros  com.pañeros  de  trabajo  en  la 
Dirección  General  de  Caminos;  que  Ar- 
noldo  Pierri  hacía  como  ocho  o  nueve  me- 
ses le  proporcionó  la  suma  de  cuarenta  y 
tíos  quetzales  y  cincuenta  centavos  y  le  fir- 
mó un  vale  por  cuarenta  y  seis  quetzales 
y  sesenta  y  cinco  centavos  de  la  misma 
moneda;  es  decir  que  le  cobraba  el  diez 
por  ciento  mensual;  dicho  interés  se  lo 
cobró  Pierri  durante  un  año  y  tres  meses, 
pero  últimamente  quien  le  ha  dado  dinero 
ha  sido  Jorge  Ruíz  Mont,  quien  le  propor- 
cionó cuarenta  y  cuatro  quetzales,  cobrán- 
dole siempre  el  diez  por  ciento  mensual. 

José  Toledo  Aragón,  segundo  oficial  de 
la  Dirección  General  de  Caminos,  declaró; 
que  sabe  que  Enrique  Jiménez,  José  Mar- 
cial Pineda  y  Amoldo  Pierri  deban  dinero 
a  interés  a  los  empleados  de  la  Dii'eoción, 
por  medio  de  Manuel  Adolfo  Putzeis.  co- 
brándoles el  diez  por  ciento  mensual;  que 
con  ocasión  de  la  salida  de  éste  del  empleo, 
el  deponente  lo  sustituyó  interinamente,  y 
está  pagando  los  sueldos  de  los  empleados 
y  por  tal  motivo,  Jiménez  llegó  tres  veces; 
la  primera  le  habló  en  la  barbería,  pidién- 
dole que  descontara  los  vales  que  habían 
firmado  los  empleados,  a  lo  que  el  depo- 
nente se  negó,  pero  lo  volvió  a  buscar  en 
la  oficina  y  le  propuso  pagarle  el  dos  por 
Ciento  de  las  cantidades  que  se  cobraban. 
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con  tal  que  descontara  dichas  sumas  al 
efectuar  el  pago,  dicléndole  que  siguieran 
en  la  misma  forma  que  lo  hacían  con  Ma- 
nuel Adolfo  Putzeis;  es  decir,  reconocién- 
dole como  a  éste,  el  dos  por  ciento,  a  lo 
que  se  negó;  el  deponente  es  deudor  de 
Pierri  y  de  Pineda,  habiendo  recibido  dine- 
ro únicamente  de  aquél,  no  asi  el  de  Pi- 
neda, pues  el  vale  lo  firmó  por  súplica  de 
Virgilio  Cuevas,  quien  fué  el  que  recibió 
la  cantidad  y  se  la  adeuda  al  deponente; 
por  indicación  de  Putzeis  se  hizo  constar 
en  los  vales  que  las  sumas  adeudadas  a 
Pierri  provenían  de  mercaderías  recibidas 
de  su  almacén,  lo  que  no  es  cierto,  sino 
que  dicho  individuo  les  entregaba  dinero, 
que  iban  a  traer  los  ciclistas  de  la  Direc- 
ción. 

Eugenio  de  León  Gil,  conserje  de  la  Di- 
rección General  de  Caminos,  declaró:  que 
por  medio  del  ex-empleado  de  la  Direc- 
ción, Manuel  Adolfo  Putzeis,  logró  que  Jo- 
sé Pineda  y  Amoldo  Pierri  (a  éste  último 
dijo  no  conocerlo),  le  dieran  dinero  a  in- 
terés, cobrándole  el  diez  por  ciento  men- 
sual; al  primero  le  adeuda,  por  una  Darte, 
ochenta  y  cinco  quetzales  y,  por  otra, 
treinta  y  ocho;  sumas  sobre  las  que  le  co- 
braba el  expresado  interés,  el  que  le  ha 
venido  pagando  hacia  como  tres  años;  a 
Pierri  le  adeuda  como  doce  quetzales  y  !e 
pagaba  el  mismo  interés;  en  esos  negocios 
los  hacia  firmando  un  vale  por  la  canti- 
dad que  recibía  y  el  interés  respectivo; 
l'.ero  en  los  vales  que  le  firmó  a  Pierri  se 
hizo  constar  que  era  por  mercaderías  re- 
cibidas de  su  almacén,  cuando  en  realidad 
lo  que  le  entregaba  era  dinero;  que  fué 
por  indicación  de  Putzeis  que  hizo  constar 
lo  de  las  mercaderías 

El  Juez  Sexto  de  Primera  Instancia  se 
constituyó  en  el  almacén  de  "Sucesores 
Juan  Pierri"  y  practicó  una  inspección  ocu- 
lar en  el  libro  de  cuentas  corrientes,  e  hizo 
constar  que  no  encontró  las  cuentas  de 
Manuel  Adolfo  Putzeis,  Eugenio  de  León 
Gil,  Carlos  Aguilera  de  León.  Manuel  Cue- 
vas, Reinaldo  Santizo,  Ramiro  Soto,  Car- 
los Blandón,  Federico  Alvarado  Fajar- 
do, José  Luis  Moraga,  Humberto  de  la 
Roca,  Jorge  Illescas  Zabala,  Carlos  Hum- 
berto Ramírez  Ruiz,  José  Toledo,  Julio  Cas- 
tillo Ramírez.  Ismael  Mancilla,  Federico 
Orellana,  José  Lemus,  Julio  Ramos,  Adrián 
Cuevas  y  Mario  Monzón. 

Están  agregadas  a  los  autos  catorce  car- 
tas dirigidas  por  J.  Mario  Monzón  a  Ma- 
nuel A,  Putzeis,  para  que  le  descontara  de 
sus  sueldos  diversas  cantidades  de  dinero 
y  se  las  entregara  al  señor  José  M.  Pineda. 


En  el  careo  practicado  entre  los  proce- 
sados Amoldo  Pierri  y  Manuel  Adolfo  Put- 
zeis, éste  se  puso  de  acuerdo  con  aquél, 
en  lo  relativo  a  que  sí  cobró  cantidades 
por  mercaderías  dadas  por  Pierri  al  crédi- 
to y  que  por  eso  recibió  el  dos  por  ciento, 
pero  en  las  sumas  provenientes  de  dinero 
que  éste  daba  interés  a  algunos  empleados, 
no  recibía  ninguna  comisión.  En  el  careo 
practicado  entre  Manuel  Adolfo  Putzeis  y 
Eugenio  de  León  Gil,  éste  último  enmendó 
su  declaración,  en  el  sentido  de  que  el  di- 
nero no  lo  consiguió  por  medio  de  Putzeis, 
pero  sí  hizo  los  vales  de  acuerdo  con  las 
indicaciones  de  Putzeis,  porque  éste  era 
el  único  que  sabia  cómo  se  conseguía. 

Ampliada  la  declaración  de  Guillermo 
Monsanto  García,  declaró:  que  tenía  una 
cuenta  corriente  en  el  almacén  de  Amoldo 
Pierri  por  mercaderías  que  ha  tomado  al 
crédito;  también  varios  empleados  de  ca- 
minos han  obtenido,  por  su  medio,  merca- 
derías al  crédito,  pero  figuran  a  la  cuenta 
del  deponente  y  los  pagos  los  hacían  direc- 
tamente al  pagador  encargado  por  Pierri 
para  recaudar  estas  sumas,  las  que  eran 
abonadas  a  la  cuenta  del  declarante;  és- 
tos negocios  han  sido  completamente  se- 
parados de  los  contratos  que  Pierri  tenía 
con  los  empleados  de  la  Dirección  de  Ca- 
minos, relativos  al  dinero  que  dicho  señor 
daba  a  interés. 

Ampliada  la  indagatoria  de  Enrique  Ji- 
ménez, dijo:  que  no  se  dió  cuenta  que  los 
empleados  de  la  Dirección  General  de  Ca- 
minos, adquirieran  mercaderías  al  crédito 
en  el  almacén  de  su  patrón  José  M.  Pine- 
da; que  solo  un  vale  recogió  una  vez  que 
le  ordenó  Pineda  y  lo  entregó  a  éste;  pero 
no  recuerda  de  quien  era. 

Indagado  Humberto  García  Rivera,  en- 
tre otras  cosas,  dijo:  que  Jorge  Ruiz  Mont 
le  dió  en  préstamo  una  suma  de  dinero  sin 
cobrarle  interés;  sólo  porque  eran  amigos. 
Jorge  Ruiz  Mont,  al  ser  indagado,  declaró: 
que  Juan  Matheu  Piloña  le  debe  cuarenta 
quetzales  que  el  deponente  le  dió  prestados 
sin  cobrarle  ningún  interés. 

Al  elevarse  a  plenario  el  proceso,  se  to- 
mó confesión  con  cargos  a  Amoldo  Pierri, 
^íanuel  Adolfo  Putzeis,  Enrique  Jiménez 
Segura  y  Jorge  Ruiz  Mont.  En  esa  dili- 
gencia Putzeis  dijo:  que  quiere  aclarar 
lo  que  expuso  en  el  careo  sostenido  con 
Amoldo  Pierri,  en  el  sentido  de  que  los  co- 
bros que  hizo  por  encargo  de  éste,  solamen- 
te fueron  en  tres  ocasiones,  así:  los  seño- 
res Guillermo  Monsanto  y  Virgilio  Cuevas 
colocaron  tres  cortes  de  camisir  con  tres 
empleados  de  la  dirección;  éstos  tenían 
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que  hacer  abonos  de  cinco  quetzales  cada 
uno  mensualmente,  y  de  los  que  sólo  co- 
bró tres  el  deponente,  es  decir  cobró  en 
total  cuarenticinco  quetzales,  sobre  el  que 
Pierri  le  reconoció  el  dos  por  ciento;  no  le 
hizo  más  cobros  y  no  fué  en  su  carácter 
de  pagador  de  los  empleados,  sino  como 
particular. 

El  experto  Joaquhi  Marroquin,  dictami- 
nó: que  los  intreses  cobrados  de  más  por 
Pierri,  ascienden  a  trescientos  veintisiete 
quetzales  ochenta  y  ocho  centavos:  y  los 
cobrados  por  Pineda  y  Enrique  Jiménez,  a 
mil  ochocientos  trece,  sesentitrés  centavos, 

A  solicitud  de  Enrique  Jiménez,  se  le  am- 
plió su  indagatoria  y  dijo:  que  el  treinta 
y  uno  de  marzo,  como  a  las  once  y  media, 
(1937),  llegó  a  los  apartamentos  del  Pa- 
saje San  Carlos,  Manuel  Adolfo  Putzeis, 
buscando  a  José  Marcial  Pineda;  y  le  dijo 
a  éste  que  ya  le  habían  quitado  el  empleo, 
lo  mismo  que  a  Ramiro  Soto,  pero  que  no 
tuviera  pena  porque  él  ya  había  hablado 
con  José  Toledo,  para  que  se  encargara  de 
recoger  su  dinero  y  le  indicó  que  la  poli- 
cía tenia  conocimiento  de  esos  negocios  y 
que  sí  lo  llamaban  no  fuera  a  decir  nada 
del  entendido  que  existía  entre  ellos;  Put- 
zeis llegaba  cada  fin  de  mes,  como  a  las 
doce,  llevándole  dinero  a  Pineda,  quien  a 
cambio  le  entregaba  unos  vales;  éste  le 
dejaba  dinero  al  indagado,  para  entre- 
gárselo a  Humberto  de  la  Roca  o  a  Au- 
gusto Alvarado,  ciclistas  de  la  Dirección, 
de  conformidad  con  una  lista  que  entre- 
gaba Putzeis;  como  empleado  hacía  lo  que 
Pineda  le  ordenaba  y  recogía  los  vales  que 
entregaba  a  éste,  los  que  debían  llevar 
unas  iniciales  o  contraseñas  puestas  por 
Putzeis,  y  que  sin  ese  requisito  tenía  or- 
den de  no  entregar  el  dinero;  que  algunas 
veces  Pineda  lo  mandó  a  cobrar  a  la  Di- 
rección de  Caminos  a  Carlos  Aguilera  de 
León,  José  Luis  Moraga  y  Virgilio  Cue- 
vas; que  al  día  siguiente  de  cuando  llegó 
Putzeis,  Pineda  le  ordenó  por  teléfono  que 
fuera  con  José  Toledo,  para  preguntarle  si 
se  hacía  cargo  de  recogerle  el  dinero,  que 
le  reconocerían  el  dos  por  ciento  sobre  las 
sumas  que  le  cobrara;  vió  a  Toledo,  pero 
no  accedió  a  lo  que  se  le  proponía 

Durante  el  término  probatorio,  se  rindie- 
ron las  probanzas  siguientes:  a)  Declara- 
ciones de  Ai'cadio  Bonilla  y  Femado  Gallo, 
sobre  que  Enrique  Jiménez  Segura  es  per- 
sona honorable,  de  antecedentes  intacha- 
bles y  conducta  ordenada;  ha  vivido  del 
producto  de  su  trabajo  y  por  el  conoci- 
miento que  tienen  pueden  afirmar  que  es 
incapaz  de  haber  cometido  el  delito  de  usu- 


ra; b)  Amalia  Herrera  viuda  de  Luna  y  el 
general  José  Ramírez  Valenzuela,  decla- 
raron acerca  de  que  Amoldo  Pierri  La 
Salvia  es  persona  honrada  y  de  buenos  an- 
tecedentes, que  les  ha  dado  dinero  pres- 
tado, sin  cobrarles  interés,  y  que  ya  le  pa- 
garon a  su  debido  tiempo;  que  el  señor 
Pierri  no  es  persona  que  busque  ganancias 
inmoderadas  o  ilícitas  en  los  negocios 
También  declararon  sobre  los  buenos  an- 
tecedentes de  Pierri,  Eusebio  Zepeda.  Au- 
gusto y  Felipe  Cruz  Eróles;  éstos,  ade- 
ifiás,  dijeron:  que  dicho  señor  no  se  de- 
dicaba a  negocios  de  especulación  ilíci- 
ta; que  no  tiene  negocio  de  dar  dinero  a 
interés;  que  a  algunos  empleados  de  la  Di- 
rección de  Caminos  el  señor  Pierri  les  dió 
mercaderías  al  crédito,  lo  que  les  consta 
posque  han  estado  en  el  almacén  de  dicho 
señor  en  esas  ocasiones,  y  que  varios  ci- 
clistas de  la  expresada  dirección  llegaban 
por  las  mercaderías,  quienes  amarraban 
en  sus  bicicletas  o  motocicletas  los  paque- 
tes que  llegaban  a  traer;  que  Pierri  ha 
prestado  dinero  sin  interés  a  la  señera 
viuda  de  Luna  y  a  un  general;  c)  Informe 
del  Archivo  General  de  Protocolos,  respec- 
to que  no  hay  ninguna  escritura  otorga- 
da por  José  Marcial  Pineda  a  favor  de 
Enrique  Jiménez  Segura;  d)  Repreguntas 
dirigidas  a  los  testigos  Guillermo  Mon- 
santo, Federico  Alvarado  Fajardo,  Carlos 
Blandón,  Mario  Monzón,  Eugenio  de  León 
Gil,  Julio  Castillo  Ramírez,  José  Humber- 
to de  la  Roca  Chinchilla,  Federico  Augus- 
to Alvarado,  Juan  Matheu  Piloña,  José  Luis 
Moraga  Batres,  José  Toledo  Aragón,  Jor- 
ge Illescas  Zabala  y  Virgilio  Cuevas,  quie- 
res, en  lo  substancial,  mantuvieron  las 
declaraciones  que  dieron  en  el  sumario; 
e)  Deslonde  Clark,  Ismae'l  Vásquez,  Arturo 
Murillo,  Enrique  Joaquín  Nicol  y  Martín 
Schacher,  declararon  acerca  de  que,  algu- 
nos empleados  de  la  Dirección  de  Caminos 
les  compraban  mercaderías  al  crédito  y 
que  pagaban  por  intervención  de  Adolfo 
Putzeis,  quien  no  les  cobraba  nada  por 
esos  servicios;  f)  Andrés  Visquerra,  Ma- 
r.uel  Jiménez  Paz  y  Víctor  Véliz  Erdocia, 
declararon  que  Jorge  Ruiz  Mont  vive  de 
su  trabajo  y  no  es  prestamista;  g)  Ins- 
pección ocular  practicada  por  el  Juez  de 
Primera  Instancia  en  el  Archivo  de  la  Di- 
rección General  de  Caminos,  en  la  que  hi- 
zo constar:  que  en  el  legajo  de  corres- 
pondencia que  dice  "Correspondencia  des- 
pachada a  varias  partes  durante  el  mes  de 
Febrero  de  1937",  hay  varias  copias  de 
cartas  dirigidas  a  Reinaldo  Santizo,  en  las 
que  se  le  dá  cuenta  a  éste  con  la  liquida- 
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ción  de  sus  sueldos;  figurando  en  ésta  los 
abonos  hechos  a  Pineda  y  Pierri;  h)  Dili- 
gencia de  reconocimiento  de  las  cartas 
que  Reinaldo  Santizo  M.,  dirigió  a  Manuel 
Adolfo  Putzeis  y  al  secretario  de  la  Direc- 
ción General  de  Caminos  y  que  tienen  fecha 
veintiocho  de  marzo  y  seis  de  abril  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete  y  que  se  refie- 
ren a  que,  al  ser  pagados  sus  sueldos  abo- 
nará cantidades  de  los  mismos,  a  diferen- 
tes personas,  entre  ellas  a  Arnoldo  Pierri 
y  José  Pineda. 

El  veintitrés  de  diciembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  el  Juez  Sexto  de  primera 
instancia  dictó  sentencia  en  la  que  absuel- 
ve a  los  procesados  Enrique  Jiménez  Se- 
gura, Manuel  Adolfo  Putzeis  Diaz,  Amol- 
do Pierri  La  Salvia  y  Jorge  Ruiz  Mont,  de 
los  cargos  que  les  fueron  formulados;  y 
deja  abierto  el  procedimiento  contra  José 
Marcial  Pineda. 

El  representante  del  Ministerio  Público 
interpuso  contra  este  pronunciamiento  el 
recurso  de  apelación;  y  tramitada  la  se- 
gunda instancia  el  Procurador  General  de 
la  Nación  dijo:  que  no  obstante  hallarse 
en  las  actuaciones  plenamente  comproba- 
do el  delito  de  usura  cometido  por  Amol- 
do Pierri  y  compañeros,  el  Juez  errónea- 
mente profirió  sentencia  absolutoria,  por 
cuyo  motivo  apeló,  con  el  fin  de  que  se 
dicte  la  sentencia  que  corresponda,  de 
conformidad  con  la  ley.  El  Procurador  de 
la  Sala  y  el  Fiscal,  estuvieron  de  acuer- 
do con  la  absolución. 

El  tribunal  de  segundo  grado  revocó  la 
.sentencia  apelada  y  declara:  lo.,  que  Ar- 
noldo Pierri  La  Salvia  es  autor  del  delito 
de  usura,  por  lo  que  le  impone  la  pena 
de  un  año  de  arresto  mayor,  que  con  abo- 
no de  la  prisión  sufrida  le  permite  con- 
mutar en  su  totalidad  a  razón  de  veinte 
centavos  de  quetzal  diarios;  2o.,  que  Ma 
nuel  Adolfo  Putzeis  es  cómplice  en  el  de- 
lito de  usura,  por  lo  que  le  impone  ocho 
meses  de  arresto  mayor  conmutables  tam- 
bién en  su  totalidad  a  razón  de  diez  cen- 
tavos de  quetzal  diarios  previo  abono  de 
la  prisión  sufrida;  los  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  Sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena,  obligándolos  al  pa- 
go de  las  responsabilidades  civiles  prevé 
nientes  del  delito;  3o.,  absuelve  por  falta 
de  prueba  a  Enrique  Jiménez  Segura  y  a 
Jorge  Ruiz  Mont,  del  cargo  que  por  el  mis- 
mo delito  se  les  formuló  y  deja  abierto  el 
procedimiento  contra  José  Marcial  Pine- 
da. Se  funda  en  la  prueba  de  presuncio- 
nes. 


El  Procurador  General  de  la  Nación,  li- 
cenciado Juan  Antonio  Martínez  Perales, 
interpuso  el  recurso  extraordinario  de  ca- 
ración  contra  ese  fallo,  porque  en  la  par- 
te resolutiva  se  omitió  imponer  la  pena 
de  multa;  y  cita  como  infringidos  el  últi- 
timo  párrafo  del  artículo  428  del  Código 
Penal,  el  233  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial  y  señala  como  motivo  del 
recurso  el  contenido  en  el  inciso  6o.  del 
articulo  676  de  Código  de  Procedimientos 
Penales;  y  como  en  escrito  de  interposi- 
ción del  recurso  omitió  señalar  la  fecha 
de  la  notificación  de  la  sentencia,  subsa- 
nó esa  omisión,  en  tiempo,  mediante  es- 
crito adicional.  También  Arnoldo  Pierri 
La  Salvia,  con  auxilio  del  abogado  Luis 
Arturo  González,  interpuso  igual  recurso 
por  infracción  de  ley,  y  cita  como  infrin- 
gidos los  artículos  siguientes:  568,  571.  580 
inciso  lo.,  581  incisos  2o.  y  8o.,  583  inciso 
lo.,  586  incisos  lo.,  2o.,  3o.,  4o.,  5o.,  y  6o.. 
589,  600  604  608  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales.  Pedidos  los  anteceden- 
tes, se  señaló  día  para  la  vista;  providen- 
cia que  fué  debidamente  notificada  a  Pie- 
rri y  a  las  demás  partes,  sin  que  la  obje- 
taran; alegó  contra  la  prueba  de  presun- 
ciones, examinando  aisladamente  confor- 
me a  su  criterio  los  hechos  de  los  que  ei 
tribunal  sentenciador  las  hace  derivar;  y 
sostiene,  como  consecuencia  de  sus  apre- 
ciaciones personales,  que  se  han  violado 
por  la  Sala  las  leyes  que  cita  en  su  recur- 
so. El  defensor  de  Manuel  Putzeis  dijo  que 
la  omisión  de  la  Sala  consistente  en  no 
haber  impuesto  la  pena  de  multa,  no  dabi 
lugar  al  recurso  de  casación,  sino  al  ordi- 
nario de  ampliación,  de  que  no  hizo  uso 
el  Ministerio  Público;  por  lo  que  no  tiene 
derecho  a  la  interposición  de  aquel  recur- 
so extraordinario.  Jorge  Ruiz  Mont,  ex- 
puso: que  invocaba  a  su  favor  la  doctrina 
del  articulo  693  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  punible  fué  calificado  por 
e¡  tribunal  sentenciador  como  constituti- 
vo del  delito  de  usura  y  la  ley  señala  a  és- 
te, sanción  conjunta,  consistente  en  una 
pena  corporal  y  otra  pecuniaria;  que  la 
Sala  al  fallar  impuso  la  primera,  pero 
omitió  la  segunda,  por  lo  que  infringió  el 
párrafo  final  del  articulo  428  del  Código 
Penal,  sitado  por  el  Ministerio  Público; 
infracción  cometida  en  sentencia  que 
reúne  las  condiciones  del  artículo  675  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  y  com- 
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prendida  en  el  inciso  tío.  del  articulo  676 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  que 
Fe  invoca  como  apoyo  del  recurso;  por  lo 
que  procede  casar  y  anular  el  fallo  recurri- 
do y  dictar  el  que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  es  cierto  que  las  personas 
que  declararon  contra  Amoldo  Pierri  La 
Salvia  tienen  interés  en  el  asunto,  lo  que 
impide  tomar  sus  declaraciones  como 
prueba  directa  de  testigos,  también  lo  es 
que  el  articulo  600  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  dispone  que  tales  decla- 
raciones — que  no  tienen  tacha  por  false- 
dad—  se  aprecien  al  prudente  arbitrio  de 
los  jueces  como  indicio  o  presunción;  con- 
cepto en  que  procede  aceptarlas  en  e.ste 
caso,  ya  que  del  conjunto  de  las  mismas 
surge  el  convencimiento  pleno  de  que, 
efectivamente,  el  expresado  Pierri  dió  di- 
nero a  interés  a  los  empleados  de  la  Di- 
rección General  de  Caminos,  cobrándoles 
el  diez  por  ciento  mensual  sobre  las  canti- 
dades entregadas.  Esto  se  robustece  más 
al  apreciar  lo  declarado  por  Manuel  Adol- 
fo Putzeis,  co-reo  de  Pierri,  que  admite 
haber  tomado  de  los  sueldos  de  los  em- 
pleados ciertas  cantidades  que  entregaba 
a)  expre.sado  Pierri  y  a  otras  pei'sonas,  en 
virtud  de  órdenes  de  aquéllos,  las  que  ase- 
gura eran  renovadas  cada  mes  por  igua- 
les sumas  con  fracciones  que  hacían  pre- 
sumir que  el  interés  cobrado  era  el  del 
diez  por  ciento  mensual;  órdenes  en  las 
que  nó  se  hacía  constar  que  era  dinero  el 
recibido,  sino  mercaderías:  ésto  guarda 
relación  con  lo  expresado  al  respecto  por 
los  testigos  que  declararon  haber  recibido 
las  sumas  de  dinero  y  con  el  hecho  admi- 
tido por  Pierri  de  haber  encargado  a  Put- 
zeis el  cobro  de  las  cantidades,  pagándo- 
le a  éste  el  dos  por  ciento  sobre  las  su- 
mas recaudadas;  y  aunque  tanto  uno  co- 
mo otro  expresan  que  esos  cobros  se  re- 
ferían a  deudas  por  mercaderías  que  l03 
empleados  habían  obtenido  del  almacén, 
esto  no  destruye  la  relación  estrecha  de 
ese  hecho  con  el  resto  de  la  investigación 
adversa  a  Pierri  y  Putzeis.  De  tal  mane- 
ra que  carecen  de  fundamento  las  alega- 
ciones hechas  por  el  expresado  Pierri,  en 
e!  recurso  que  él  interpuso,  pues  con  la 
prueba  anterior  quedan  establecidas,  tan- 
to la  culpabilidad  de  éste,  como  la  de  Put- 
zeis; éste  último  por  cooperación  secunda- 
ria que  prestó  a  aquél  para  facilitar  el  de- 
lito. Aunque  se  objeta  también  la  prue- 
ba pericial,  hay  que  considerar  que  es- 


tablecido el  delito  y  la  culpabilidad  de  los 
procesados,  debe  aceptarse  aquella  en  to- 
da su  extensión,  dadas  las  circunstancias 
especiales  en  que  se  cometió  la  usura.  He- 
cho el  examen  de  la  prueba  indirecta  y 
de  la  pericial  en  la  forma  anterior  y  sien- 
do procedente  la  casación  por  el  motivo 
ya  indicado  en  el  primer  considerando,  ca- 
rece de  finalidar^.  el  examen  en  forma  dis- 
tinta de  la  hecha  en  este  párrafo,  de  los 
motivos  invocados  por  el  procesado  Pierri 
en  su  escrito  de  casación.  Articulo  571, 
595,  596,  601,  608  y  613  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  y  427  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  al  procesado  Pierri,  como  autor  del 
delito  de  usura,  le  corresponde  la  pena  de 
un  año  de  arresto  mayor,  pues  la  canti- 
dad de  trescientos  veintisiete  quetzales 
ochenta  y  ocho  centavos  y  medio,  a  que  as- 
cienden los  intereses  exigidos  ilegalmen- 
te,  está  dentro  de  los  limites  que  señala 
el  inciso  3o.  del  artículo  428  del  Código 
Penal.  Además  de  esa  pena  corporal,  pro- 
cede también  imponer  a  dicho  individuo 
que  fué  quien  persiguió  el  lucro*  con  los 
intereses  exigidos  indebidamente,  la  mul- 
ta de  tres  mil  doscientos  setenta  y  ocho 
quetzales  ochenta  y  cinco  centavos,  que 
equivale  a  diez  veces  el  exceso  de  intere- 
ses; y  a  Manuel  Adolfo  Putzeis,  como  cóm- 
plice en  el  hecho  delictuoso,  le  corespon- 
den  ocho  meses  de  arresto  mayor.  Artículos 
69  y  71  del  Códio  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  contra  de  Enrique  Jiménez  y 
Jorge  Ruiz  Mont,  no  existe  la  plena  prue- 
ba que  la  ley  requiere  para  dictar  en  su 
contra  fallo  condenatorio,  por  lo  que  es 
procedente  decretar  su  absolución,  máxi- 
me si  se  considera  que  el  recurso  no  se 
dirigió  contra  los  motivos  en  que  se  fun 
dó  el  tribunal  para  absolverlos;  y  en  cuan- 
to a  José  Marcial  Pineda,  hay  que  dejar 
fibierto  el  procedimiento  en  su  contra  por 
existir  en  la  causa,  motivos  suficientes 
para  ello.  Artículos  14,  568  y  731  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Ju.sticia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  citadas  y  en  apli- 
cación de  lo  dispuesto  en  los  artículos  28. 
30  inciso  lo.,  34,  44,  45,  46,  47,  59,  60,  78, 
97  y  98  Código  Penal;  687,  735  Código  de 
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Procedimientos  Penales  y  233  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial  CASA  Y  ANULA 
la  sentencia  recurrida  y  resolviendo  sobre 
lo  principal,  declara:  lo.,  que  Amoldo  Pie- 
rri  La  Salvia  es  autor  del  delito  de  usura, 
por  lo  que  le  impone  las  penas  de  un  año 
de  arresto  mayor  y  la  multa  de  tres  mil 
doscientos  setenta  y  ocho  quetzales  ochen- 
ta y  cinco  centavos,  que  en  caso  de  in- 
solvencia, cumplirá  a  razón  de  un  dia  de 
detención,  por  cada  tres  quetzales;  le  per- 
mite conmutar  la  totalidad  de  la  pena  cor- 
poral a  razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal diarios;  le  abona  la  prisión  sufrida;  2o., 
que  Manuel  Adolfo  Putzeis  es  cómplice  en 
el  mismo  delito,  por  lo  que  le  impone  la 
pena  de  ocho  meses  de  arresto  mayor;  le 
permite  conmutar  dicha  pena  a  razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios  y  le  abo- 
na la  prisión  sufrida;  3o.,  los  suspende  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos  politices  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena,  y  ésta  la 
cumplirán  en  el  lugar  que  corresponda;  los 
obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito  y  al  del  papel 
empleado  en  la  causa;  4o.,  por  falta  de 
prueba,  absuelve  del  cargo  a  Enrique  Ji- 
ménez Segura  y  a  Jorge  Ruiz  Mont;  5o., 
deja  abierto  el  procedimiento  contra  Jo- 
sé Marcial  Pineda.  Notiflquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
—  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
veinticuatro  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho. 

Vistos  y  Considerando:  que  el  Ministe- 
rio Público  subsanó  en  tiempo  la  omisión 
a  que  se  refiere  Amoldo  Pierri  en  su  soli- 
citud de  aclaración  y  ampliación,  por  lo 
que  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
aquél,  fué  legalmente  admitido;  que  por 
otra  parte,  en  la  sentencia  pronunciada  el 
doce  de  los  corrientes,  en  la  causa  segui- 
da contra  el  expresado  Pierri  y  compañe- 
ros, no  se  dejó  de  resolver  ninguno  de  los 
puntos  sometidos  al  conocimiento  de  esta 
Corte  Suprema  y,  en  esa.  resolución,  se  hi- 
cieron las  declaraciones  procedentes  en 
ley,  pues  la  condena  del  recurrente  Pierri, 
en  si  misma,  implica  la  improcedencia  del 
recurso  de  casación  que  él  interpuso.  Ade- 
más, la  sentencia  nc  está  concebida  en 


términos  obscuros,  ambigüos  o  contradic- 
torios. Por  tales  motivos  la  aclaración  y 
ampliación  pedidas  son  improcedentes. 
Artículos  649  y  650  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
en  aplicación  de  las  leyes  citadas,  asi  lo 
declara.  Notifíquese  y  como  está  manda- 
do, devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  procedencia. 

Ordóñez  Solis.  —  Paredes.  —  Argueta  S 
— Hernández  Polanco.  —  Aguilar.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Adrián  Gálvez  Roca,  por  le- 
siones. 

DOCTRINA:  El  parentesco  en  los  delitos 
contra  la  integridad  personal,  debe  apre- 
ciarse como  circunstancia  agravante. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
trece  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  en  virtud  de  recurso  de  casación 
y  con  sus  antecedentes,  la  sentencia  dicta- 
da por  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  con  fecha  once  de  marzo  del 
año  en  curso,  en  la  causa  que  por  lesio- 
nes se  siguió  en  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia  del  departamento  de  Chimalte- 
nango,  contra  Adrián  Gálvez  Roca. 

El  diez  y  seis  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  a  las  catorce  ho- 
ras y  veinte  minutos  se  presentó  Manuel 
Gálvez  Roca  ante  el  Juez  de  Paz  de  San 
Martin  Jilotepeque,  manifestando:  que  a 
las  trece  horas  y  media,  poco  más  o  me- 
nos, de  ese  dia,  cuando  caminaba  hacia 
la  casa  de  su  señora  madre,  que  está  si- 
tuada en  el  lugar  llamado  "Las  Carretas", 
al  pasar  frente  a  la  labor  de  Vicente  Gál- 
vez R.,  tía  del  declarante,  se  hizo  encuen- 
tro con  su  hermano  (de  Manuel)  Adrián 
Gálvez  Roca,  quien  diciéndole  que  por  qué 
no  había  regresado  por  el  mismo  cami- 
no, sino  que  había  tomado  por  un  extra- 
vio, se  apeó  del  caballo  que  montaba  y  lo 
atacó  con  un  machete,  al  mismo  tiempo 
que  decía:  "ahora  vas  a  ver  quién  soy  yó": 
entonces  él  (Manuel)  también  se  bajó  de 
la  cabalgadura  que  montaba  y  con  su  ca- 
pa procuró  evitar  los  golpes  que  su  refe- 
rido hermano  le  tiraba,  pues  no  tenía  ar- 
ma para  defenderse,  pero  repentinamen- 
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te  cayó  al  suelo,  momento  que  aquél  apro- 
vechó para  herirlo  en  la  cabeza;  que  por 
¡a  mañana  habla  llegado  a  querellarse 
contra  su  hermano  Adrián  por  perjuicios 
que  le  causaba  en  sus  propiedades,  derri- 
bándole árboles;  y  que  el  día  anterior  (15 
de  Octubre ) ,  al  reclamarle  por  su  mal  pro- 
ceder le  respondió,  que  si  era  hombre  que 
llegara  a  buscarlo,  pero  él  para  evitar  di- 
ficultades, al  regresar  a  su  casa,  no  to- 
mó el  mismo  camino,  sino  que  pasó  por 
la  finca  "La  Merced".  El  Juez  instruc- 
tor dió  fé  de  haber  reconocido  a  Manuel 
Gálvez  Roca,  una  lesión  en  la  cabeza  y 
roto  el  sombrero,  y  el  doctor  Angel  Itur- 
bide  informó  acerca  de  la  lesión,  diciendo 
que  era  de  carácter  reservado,  y  poste- 
riormente manifestó  que  curó  en  quince 
tíias  sin  dejar  impedimento  físico  ni  cica- 
triz visible. 

Tomada  declaración  a  Alberto  Gálvez 
M.  y  Carlos  Gálvez  Navas,  expusieron:  el 
primero,  que  el  día  de  autos  estando  en  su 
casa  en  el  cantón  Quimal,  junto  con  su 
primo  José  G.  Gálvez,  oyó  unos  gritos  y 
al  salir  al  camino  real  se  dió  cuenta  de  que 
Su  primo  Manuel  estaba  herido  y  Adrián 
estaba  a  corta  distancia;  y  Manuel  le  dijo 
que  Adrián  le  habla  pegado.  El  segundo, 
manifestó:  que  el  dia  y  a  la  hora  de  au- 
tos estaba  almorzando  en  la  casa  de  do- 
ña Fidelia  Roca  viuda  de  Gálvez  sita  en 
"Las  Carretas"  cuando  llegó  Manuel  Gál- 
vez ensangrentado,  diciendo  que  Adrián  le 
había  pegado. 

Interrogado  Adrián  Gálvez  Roca,  negó 
haber  perpetrado  el  delito  que  se  le  im- 
puta, pero  al  ser  careado  con  Manuel,  ma- 
nifestó: que  ciertamente  le  ocasionó  una 
lesión  a  su  hermano  en  el  mes  de  octu- 
hre  (1935),  porque  éste  se  apropió  de  ui; 
terreno  que  el  declarante  había  comprado 
a  Rosario  Balán  y  le  suplicó  a  su  herma- 
no Manuel  para  que  como  gestor  de  nego- 
cios le  firmara  la  escritura,  pero  aquel  lo 
hizo  a  su  nombre  propio,  otorgándose  a 
su  favor. 

El  ocho  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  se  presentó  ante  el 
Juez  menor  de  San  Martin  Jilotepeque, 
José  Manuel  Gálvez  Sarazúa,  manifestan- 
do: que  como  a  las  nueve  horas  de  ese 
dia  su  hermano  Vicente  le  dijo  que  le  ha- 
bían pegado  a  Daniel  Gálvez  Roca  y  por 
esta  causa  se  dirigió  al  lugar  denominr<.do 
"La  Joya  de  la  Ventura",  y  ahí  encontró 
al  herido  acompañado  del  Regidor  Efrain 
Martínez,  Elíseo  Alburez,  José  María  Ava- 
los  y  Arsenio  Tun. 


Se  tomó   declaración  a  Daniel  Gálvez 
Roca,  a  las  personas  mencionadas  última- 
mente y  a  Martin  Gálvez,  manifestando  el 
primero:  que  a  las  ocho  horas  y  media 
poco  más  o  menos  de  ese  día  (8  de  di- 
ciembre de  1936),  se  dirigía  a  un  potrero 
que  posee  en  el  cantón  "Estancia",  con  el 
objeto  de  ordeñar  sus  vacas,  y  al  pasar 
"abajo  de  la  casa"  de  Martín  Gálvez  le 
salió  al  encuentro  Adrián,  su  hermano,  y 
diciéndole:  "aquí  venis  h. .  de  la  g. .  p. ." 
¡o  agredió  con  un  machete;  al  principio 
Adrián  daba  los  golpes  de  plano,  pero  al 
ver  qu8)  él  se  había  apeado  de  su  cabalga- 
dura, le  tiró  con  el  filo  causándole  heridas 
en  las  manos  y  en  el  brazo  izquierdo  y  a 
consecuencia  de  una  de  estas  lesiones  le 
amputó  el  dedo  meñique;  que  su  ofensor 
después  de  haberlo  lesionado  se  encaminó 
con  rumbo  a  "Las  Carretas"  y  el  declaran- 
te fué  a  suplicarle  a  Martin  Gálvez  que  le 
ordeñara  sus  vacas,  y  cuando  regresaba, 
encontró  al  Regidor  Martínez,  a  Alburez 
Angel  María  Avalos  y  a  Tun;  y  que  su 
hermano  no  ha  querido  que  él  haga  uso  de 
un  terreno  situado  en  el  cantón  "Estan- 
cia" y  hacía  ya  algún  tiempo  que  lo  per- 
seguía saliéndole  al  camino  armado  de  es- 
copeta en  algunas  ocasiones.  Martínez  di- 
jo: que  el  día  de  autos  caminaba  con  rum- 
bo a  la  "Estancia",  acompañado  de  Albu- 
rez, Avalos  y  Tun,  y  al  pasar  por  la  fin- 
quita  de  la  señora  Pérez,  encontraron  una 
bestia  llevando  una  silla,  pendiente  de  la 
cual  estaba  una  vaina  de  machete  vizcaí- 
no, y  después  de  haber  recorrido  como  dos 
cuadras  y  media,    encontraron  a  Daniel 
Gálvez,  quien  iba  ensangrentado,  portaba 
en  la  mano  un  machete  y  le  acompañaban 
Eleázar  Roca,  José  Manuel  Gálvez  y  un  jo- 
ven desconocido;  y  al  interrogar  al  herido 
le  dijo  que  Adrián  Gálvez  lo  había  agre- 
dido con  un  machete;  que  junto  con  las 
personas  mencionadas  procuraron  por  la 
captura  del  heridor,  pero  no  fué  posible 
lograrla;  por  último  dijo,  que  se  notaba 
que  habían  luchado  los  contendientes  por 
los  vestigios  que    se  observaron    y  había 
mucha  sangre.  Alburez  y  Tun  se  reprodu- 
j'-rcn  casi  en  los  mismos  términos  que  el 
Regidor  Martínez.  Avalos  dijo:  que  el  ocho 
o  nueve  de  diciembre,  entre  las  nueve  y 
diez  horas,  caminando  con  Martínez  y  Al- 
burez al  pasar  por  "Las  Carretas"  encon- 
traron a  Daniel  Gálvez  en  compañía  de 
Eleázar  Roca,  y  el  primero  les  dijo  que  su 
liermano    Adrián  lo    había  lesionado.  Y 
Martín  Gálvez  Roca  expuso:  que  el  día 
de  autos  estaba  en  el  corral  que  sirve  para 
ordeñar  cuando  pasó  Adrián  Gálvez,  por- 
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tando  un  machete  y  le  dijo:  "adiós",  con- 
tinuó su  ocupación  y  como  a  la  media  ho- 
ra llegó  Daniel  Gálvez  Roca  herido,  mani- 
festándole que  su  hermano  Adrián  era  el 
delincuente,  y  le  suplicó  que  le  fuera  a  or- 
deñar sus  vacas  porque  él  ya  no  podía. 

En  la  inspección  ocular  practicada  por 
el  juez  menor,  hizo  constar  que  encontró 
señales  de  haberse  desarrollado  una  fuer- 
te riña  en  un  plan  pequeño  a  tres  cua- 
dras de  la  finca  de  doña  Anais  Pérez  viuda 
de  Roca. 

El  Doctor  Angel  Iturbide,  informó  que 
el  ofendido  sufrió  una  lesión  en  el  dedo 
meñique  de  la  mano  izquierda,  producida 
con  arma  cortante,  situada  a  nivel  de  la 
articulación  de  la  primera  y  segunda  fa- 
lange, la  cual  produjo  la  mutilación  de  di- 
cho dedo;  además  presentaba  otras  heri- 
das de  menor  importancia  en  la  cara  pal- 
mar de  la  mano  derecha  y  otras  contusas; 
y  el  cirujano  del  Hospital  "Pedro  Bethan- 
court",  informó,  entre  otras  cosas,  que 
Daniel  Gálvez  Roca,  habia  ingresado  a' 
Hospital  el  ocho  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis,  se  practicó  la  des- 
articulación de  la  falange  del  dedo  men- 
cionado, a  nivel  de  la  articulación  falan- 
ge-falangina  de  dicho  dedo;  que  salió  cu- 
rado el  diez  y  seis  de  diciembre  del  mismo 
año  (1936),  quedándole  la  deformidad  y 
el  impedimento  fisico  producidos  por  la 
pérdida  de  la  falangeta  y  de  la  falangina 
del  dedo  pequeño  de  la  mano  izquierda. 
Las  demás  heridas  y  contusiones  no  le  de- 
jaron impedimento  fisico,  deformidad  ni 
cicatriz  visible. 

El  veinticinco  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  Adrián  Gálvez  Roca  se 
presentó  voluntariamente  al  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  departamento  de 
Chimaltenango,  y  al  ser  interrogado  ex- 
puso: que  el  ocho  de  diciembre  (1936), 
poco  después  de  las  ocho  horas  se  dirigía 
de  su  morada  a  la  casa  de  su  hermano 
José  Gálvez,  y  al  pasar  por  el  lugar  deno- 
minado "Lo  de  Ventura"  se  hizo  encuen- 
tro con  su  hermano  Daniel  que  montaba 
una  yegua  "colorada"  y  al  verlo  le  dijo: 
"vé,  vos  sos  un  desgraciado,  porque  a  la 
fuerza  nos  quieren  robar  el  terreno",  y  sa- 
cando un  machete  le  tiró  varias  veces,  y 
luego  bajándose  de  la  yegua  continuo 
agrediéndole;  que  el  declarante  sin  ata- 
car de  una  manera  directa  procuró  defen- 
derse con  un  machete  que  portaba:  y  co- 
mo no  resultó  herido  creyó  que  la  reyerta 
no  tendría  consecuencias,  por  lo  que  no 
dió  parte  a  la  autoridad,  y  además  tuvo 
que  atender  un  trabajo  urgente;  que  ha- 


cía algún  tiempo  que  sus  hermanos  Ma- 
nuel y  Daniel  se  habían  declarado  enemi- 
gos suyos  a  causa  de  un  terreno  que  él 
compró  a  Rosario  Balan,  comisionando  a 
Manuel  a  que  aceptara  la  venta  como  ges- 
tor de  negocios,  pero  la  escritura  se  hizo 
a  favor  de  éste  ante  el  notario  Luis  Felipe 
Valenzuela. 

Se  tomó  declaración  a  Rosario  Balan  y 
Erigido  Sara  Via,  quienes  expusieron:  la 
primera,  que  hacía  como  tres  años  que 
había  vendido  un  terreno  de  diez  manza- 
nas a  Adrián  Gálvez  Roca  en  tres  mil  pe- 
sus  billetes;  que  Adrián  le  entregó  varias 
libras  de  frijol  y  un  queso  y  Manuel  Gál- 
vez Roca  le  completó  el  valor,  dándole  un 
poco  de  maíz,  y  por  este  motivo  la  escritu- 
ra fué  hecha  a  favor  de  Manuel.  En  el  ca- 
reo eiltre  Adrián  y  la  Balán,  manifestó 
ésta:  que  aquél  le  habia  dado  dinero,  fri- 
jol y  un  queso,  pero  Manuel  le  entregó 
más  de  la  mitad  del  precio  completándo- 
selo con  quince  redes  de  maíz,  y  fué  Ma- 
nuel quien  llegó  a  la  oficina  del  notario; 
y  hasta  que  surgió  una  dificultad  entre 
ambos  hermanos  ella  se  dió  cuenta  que 
ia  escritura  se  habia  otorgado  a  favor  de 
Manuel.  Adrián,  dijo  que  él  había  can- 
celado totalmente  el  precio  de  la  compra- 
venta mencionada,  Saravia  expuso:  que 
en  la  fecha  de  autos  encontró  en  el  lugar 
denominado  "Lo  de  Ventura"  a  Adrián 
Gálvez  Roca,  quien  portaba  un  machete. 

El  enjuiciado  solicitó  la  práctica  de  las 
diligencias  que  siguen:  Abel  Roca  y  Ce- 
lestino Luch  declararon  que  en  cierta  oca- 
sión Daniel  Gálvez  Ies  indicó,  que  esta- 
ba molesto  con  Adrián  por  lo  que  le  había 
hecho  a  Manuel  y  que  tenía  deseos  de  en- 
contrarse con  él.  Catarino  Caceros  Alva- 
rez  y  Marcelino  Ruiz,  manifestaron:  el 
primero  que  se  dió  cuenta  de  la  compra- 
venta del  terreno  con  Rosario  Balán,  es- 
tando en  casa  de  Adrián,  habiendo  entre- 
gado éste  cierta  cantidad  de  dinero;  el 
segundo  declaró  casi  en  los  mismos  tér- 
minos. Informe  del  Juez  de  Paz  de  San 
Martín  Jilotepeque,  acerca  de  que  Adrián 
Gálvez  Roca  era  dueño  de  regular  exten- 
sión de  terreno  y  de  varios  animales  de 
diferentes  clases. 

El  veintiuno  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  dictó  sentencia  el  Juez 
departamental  de  Chimaltenango.  decla- 
rando: que  Adrián  Gálvez  Roca  es  autor 
del  delito  de  lesiones  menos  graves  infe- 
ridas a  su  hermano  Manuel  de  los  mismos 
apellidos,  por  lo  que  le  impone  la  pena  de 
seis  meses  de  arresto  mayor,  haciendo  la 
compensación  de  la  atenuante  de  su  con- 
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lesión  con  la  agravante  del  parentesco; 
que  al  mismo  Adrián  Gálvez  Roca  es  au- 
tor del  delito  de  lesiones  graves  causadas 
a  su  hermano  Daniel  Gálvez  Roca,  por  lo 
que  le  impone  la  pena  de  tres  años  de 
prisión  correccional,  que  deberá  purgar 
en  la  Penitenciaría  Central,  aumentada  en 
una  tercera  parte  o  sean  cuarenta  y  ocho 
meses,  por  la  circunstancia  del  parentes- 
co, ya  que  la  atenuante  de  su  confesión 
queda  compensada  con  la  agravante  de  su 
leincidencia,  permitiéndole  conmutar  am- 
bas penas  en  sus  dos  terceras  partes  a  ra- 
zón de  diez  centavos  diarios,  y  hace  las  de- 
más declaraciones  pertinentes.  La  Sala 
jurisdiccional,  el  once  de  marzo  último, 
confirmó  la  sentencia  apelada,  fundán- 
dose en  la  confesión  del  enjuiciado  en  am- 
bos delitos  de  lesiones,  en  su  calidad  de 
pariente  del  ofendido,  y  en  que  la  atenuan- 
te de  la  confesión  que  milita  a  favor  del 
reo  debe  ser  compensada  con  la  agravante 
de  su  reincidencia,  sin  que  sea  óbice  para 
fi.preciar  esta  última  circunstancia,  el  iie- 
cho  de  que  Adrián  Gálvez  no  haya  sido 
condenado  en  ejecutoria  por  las  lesiores 
causadas  a  Manuel  Gálvez,  ya  que  del  tex- 
to del  articulo  23  inciso  16  del  Código  Pe- 
nal no  se  infiere  la  necesidad  de  tal  requi- 
sito. 

Contra  este  último  pronunciamiento,  ei 
Procurador  de  la  Sala  Segunda  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  como  violados  por  dicha 
Sala,  los  artículos  23  inciso  16,  82  del  Có- 
digo Penal;  y  614  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  respectivos  y 
señalado  día  para  la  vista,  habiendo  teni- 
do lugar  ésta,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  que  exista  la  circunstancia 
agravante  de  reincidencia  en  delitos  de  la 
misma  o  diferente  naturaleza,  es  requi- 
sito indispensable  que  el  reo  haya  sido 
condenado  con  anterioridad  en  sentencia 
firme  por  otras  infracciones  cometidas 
por  él,  de  manera  que  cuando  se  le  conde- 
ne por  las  posteriores,  se  hace  necesario  el 
aumento  de  la  pena  en  éstas,  por  demos- 
trar la  ineficacia  de  las  primeras;  pues  el 
hecho  de  haberse  cometido  otros  delitos 
anteriormente,  si  bien  determina  lo  que 
en  teoría  se  llama  concurso  de  delitos  y 
puede  influir  de  otra  manera  en  la  cali- 
ficación del  sujeto  y  su  represión,  no  cons- 


tituye la  reincidencia  en  sentido  jurídico, 
por  lo  que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones 
al  confirmar  la  sentencia  del  juez  sin 
ninguna  modificación,  cometió  error  de 
derecho,  calificando  como  agravante  en  el 
delito  de  lesiones  inferidas  a  Daniel  Gál- 
vez Roca,  el  hecho  de  que  el  provenido 
Adrián  de  los  mismos  apellidos,  haya  co- 
metido con  anterioridad,  otro  delito  de  le- 
siones en  la  persona  de  Manuel  Gálvez 
Roca,  sin  que  haya  sido  condenado  por  es- 
te último,  lo  que  determinó  que  se  aumen- 
tara indebidamente  la  pena  en  una  ter- 
cera parte,  y  por  consiguiente  violó  el  in- 
ciso 16  del  articulo  23  del  Códio  Penal,  ci- 
tado por  el  recurrente,  siendo  necesario 
casar  y  anular  el  fallo  recurrido  y  dictar 
e¡  que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  cuanto  a  !a  lesión  sufrida  por 
Manuel  Gálvez  Roca,  y  que  según  el  in- 
forme médícolegal,  necesitó  de  quince  días 
para  su  curación,  existe  contra  el  preve- 
nido Adrián  de  los  mismos  apellidos,  su 
confesión  que  produce  plena  prueba,  y 
por  ser  ésta  la  única,  sin  la  cual  procede- 
ría absolverlo,. se  aprecia  como  atenuante; 
pero  como  también  aparece  como  agra- 
vante la  de  su  parentesco  con  el  ofendido, 
ambas  se  compensan,  debiendo  imponerse 
¡a  pena  señalada  al  delito  sin  ninguna 
modificación.  Artículo  22  inciso  9o.,  27, 
80  del  Código  Penal  y  609  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  también  con  la  confesión  del  en- 
juiciado quedó  probado  plenamente  que 
c-.'s  el  autor  de  las  lesiones  sufridas  poi 
Daniel  Gálvez  Roca;  que  siendo  esta  con- 
fesión la  única  prueba  que  existe  en  su 
contra,  sin  la  cual  procedería  su  absolu- 
ción, debe  apreciarse  como  atenuante; 
pero  como  también  concurre  la  circuns- 
tancia de  parentesco  que  liga  al  ofensor 
con  el  ofendido,  y  que  en  este  caso  debe 
ser  apreciada  como  agravante,  se  com- 
pensan ambas  circunstancias,  quedando 
inalterable  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional  que  corresponde  imponer,  to- 
mando en  cuenta  el  informe  médícolegal, 
en  el  que  aparece  que  a  Daniel  Gálvez  le 
quedó  impedimento  y  deformidad  por  la 
pérdida  de  la  falangina  y  falangetu  dei 
dedo  pequeño  de  la  mano  izquierda.  Artí- 
culos citados  anteriormente. 
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CCMSIDERANTX): 

Que  como  bien  dice  la  Sala  sentenciado- 
ra, aunque  la  confesión  del  reo,  en  cuanto 
a  las  lesiones  Inferidas  a  Daniel  Gálve? 
Roca,  es  calificada,  debe  apreciarse  única- 
mente en  la  parte  que  le  perjudica;  "ya 
que  el  hecho  de  que  se  presentara  a  la 
autoridad  muchos  dias  después  de  come- 
tido el  delito,  la  circunstancia  de  que  con 
anterioridad  habia  lesionado  a  otro  su  her- 
mano, constituye  motivos  suficientes  pa- 
la no  aceptar  las  calificaciones  conteni- 
das en  dicha  declaración".  A  esto  se  agre- 
ga la  de  habérsele  acusado  antes  como 
autor  de  otros  tres  delitos,  que  si  bien  se 
terminaron  los  procesos  que  al  presente 
fueron  acumulados,  por  auto  de  sobresei- 
miento, fundado  en  haber  prescrito  la  ac- 
ción para  perseguirlos  por  el  transcurso 
de  término  legal,  siempre  dan  margen 
para  juzgar  desfavorablemente  de  la  con- 
ducta del  procesado,  y  por  otra  parte,  no 
hay  datos  suficientes  que  determinen  la 
existencia  de  una  legitima  defensa,  ni  si- 
quiera la  de  alguno  de  los  requisitos  que 
la  constituyen,  porque  las  declaraciones 
de  Efraín  Martínez,  Elíseo  Alburéz  y  Ar- 
senio  Tun,  mas  bien  tienden  a  establecer 
que  hubo  riña  entre  ambos  hermanos; 
también  existen  otros  datos  como  los  con- 
tenidos en  la  inspección  ocular  practica- 
da por  el  Juez  instructor,  y  aun  de  que  la 
propia  madre  del  reo,  es  la  que  se  ha 
constituido  en  acusadora  de  su  hijo  y  ella 
misma  la  que  se  opuso  a  que  se  le  conce- 
diera a  éste  su  excarcelación  bajo  fianza, 
que  induce  a  creer  que  tales  elementos  de 
descargo  no  acreditan  que  el  reo  haya  pro- 
cedido en  legitima  defensa  de  su  persona. 
Artículos  571,  609,  614,  595  y  596  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento además  en  lo  que  disponen  los 
artículos  30,  34,  47,  60,  67,  309  inciso  3o., 
311  inciso  2o.  del  Código  Penal;  Decreto 
1349,  201,  675,  676,  687,  735  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  233  de  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  declara  que  ha 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto, 
en  consecuencia  CASA  Y  ANULA  el  fallo 
recurrido  y  resuelve:  que  Adrián  Gálvez 
Roca  es  autor  del  delito  de  lesiones  infe- 
ridas a  su  hermano  Manuel  de  los  mismo? 
apellidos,  por  el  que  le  impone  la  pena  de 
seis  meses  de  arre-sto  mayor;  que  el  mis- 
mo Adrián  Gálvez  Roca  es  autor  del  de- 


lito de  lesiones  inferidas  a  su  hermano 
Daniel  Gálvez  Roca,  por  el  que  le  impene 
la  pena  de  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal, que  cumplirá  en  la  Penitenciaria  Cen- 
tar,  antes  de  la  mencionada  anteriormen- 
te le  permite  conmutar  la  primera  en  su 
totalidad,  y  la  segunda  en  sus  dos  terce- 
ras partes,  a  razón  de  veinticinco  centa- 
vos diarios;  lo  deja  afecto  a  las  responia- 
bilidades  civiles  provenientes  de  ambos 
delitos;  lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  politices  durante  el  tiempo  de 
ambas  condenas;  lo  obliga  a  la  reposición 
del  papel  empleado  en  la  causa  al  del  .se- 
llo correspondiente;  le  abona  la  prisión 
sufrida  desde  el  auto  de  prisión  y  lo  obliga 
al  pago  de  los  gastos  de  hospitalización  del 
herido  Daniel  Gálvez  Roca.  Notifiquese 
y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  tribunal  de  .su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Francisco  Menéndez  B.  — 
Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  instruida  contra  Delfino  Cruz  Dá~ 
vila,  por  homicidio 

DOCTRINA:  Cuando  los  Tribunales  de 
Instancia  califican  legalmente  los  lie- 
chos  probados,  no  puede  prosperar  el 
recurso  de  casación  que  interponga  a 
fin  de  que  se  aprecien  en  forma  dife- 
rente. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  sente.i- 
cia  que  con  fecha  veinticinco  de  abril 
próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Segunda  de 
la  Corte  de  Apelaciones  en  el  proceso  se- 
guido contra  Delfino  Cruz  Dávila,  por  el 
delito  de  homicidio. 

El  quince  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  el  Intendente  Muni- 
cipal de  San  José  Pínula,  recibió  parte  del 
regidor  de  turno,  Edmundo  Ramírez,  de 
que  frente  a  la  casa  de  Encarnación  de! 
mismo  apellido,  se  encontraba  el  'cadáver 
de  un  hombre.  En  la  ratificación,  dijo: 
aue  lo  anterior  lo  supo  por  Teodoro  Cha- 
malé,  por  lo  que  se  constituyó  en  el  lugar 
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indicado  y  comprobó  la  noticia  que  éste 
le  dió;  que  por  Rosalio  López  tuvo  cono- 
cimiento que  Delfino  Cruz  dió  muerte  a  ba- 
lazos a  Víctor  Pérez  Estín;  y  también  que 
éíte  fué  atacado  por  detrás. 

El  juez  instructor  de  las  primeras  dili- 
gencias, se  constituyó  en  el  lugar  de  au- 
tos y  a  la  orilla  del  camino  real,  encontró 
el  cadáver  de  Víctor  Pérez  Estin;  en  el 
acta  describe  la  posición  en  que  se  halla- 
ba, prendas  de  vestir  que  tenia  puestas; 
hizo  constar  que  presentaba  una  lesión 
causada  con  arma  de  fuego  con  orificio  le 
entrada  como  a  tres  pulgadas  abajo  del 
seno  y  dos  y  media  pulgadas  a  la  derecha 
de  la  tetilla  derecha,  sin  orificio  de  salida; 
no  se  notaron  señales  de  riña  ni  se  en- 
contró ninguna  arma. 

Rosalio  López,  declaró:  que  el  día  de 
autos,  como  a  las  siete  y  media  de  la  no- 
che, se  encontraba  en  la  cantina  de  En- 
carnación Ramírez  tomando  copas  de  li- 
cor, en  compañía  de  otras  personas,  entre 
ellas  Víctor  Pérez  y  Delfino  Cruz;  que  el 
dicente  compró  media  botella  de  aguar- 
diente y  al  servirse  todos,  el  individuo 
Delfino  Cruz  le  arrojó  en  la  cara  a  Víctor 
Pérez,  el  contenido  de  una  copa  de  aguar- 
diente; por  lo  que  éste  se  levantó;  y  ob- 
servando que  iban  a  reñir,  tomó  del  bra- 
zo a  Cruz  y  lo  condujo  al  interior  del  sa- 
lón de  la  cantina;  allí  lo  dejó,  yéndose  el 
dicente  a  bailar,  ocasión  en  que  le  fueron 
a  decir  que  afuera  habían  matado  a  Víc- 
tor Pérez;  al  salir  a  la  calle  vió  en  el  sue- 
lo a  dicho  individuo  al  parecer  herido. 

Romualdo  Cardona,  comandante  local 
c'e  San  José  Pínula,  declaró:  que  se  había 
constituido  en  el  lugar  de  autos,  en  don- 
de encontró  a  un  hombre  que  agonizaba; 
allí  recogió  una  vaina  de  machete  que  el 
ccciso  llevaba  en  el  cinto,  dentro  del  pan- 
talón; como  no  estaba  el  arma,  procedió 
a  buscarla,  y  la  encontró  en  el  suelo  como 
nueve  varas  distante  del  cadáver;  por  lo 
que  presumía  que  hubo  riña  entre  Víctor 
Pérez  y  su  victimario  Defino  Cruz;  en 
cumplimiento  de  su  deber  procuró  la 
captura,  de  dicho  individuo  y,  al  efecto,  se 
constituyó  en  su  casa,  pero  no  pudo  lo- 
grarla pues  no  encontró  al  expresado  Cruz. 
Al  terminar  su  declaración  entregó  el  ar- 
ma referida. 

Delfino  Cruz,  al  día  siguiente  del  hecho, 
se  presentó  voluntariamente  al  juez  y 
declaró:  que  el  día  de  autos  como  a  las 
dieciocho  horas  y  media,  estaba  en  com- 
pañía de  Julián  Urbina,  Fernando  Ordó- 
ñez,  Antonio  Valenzuela  Altam.  Herlindo 
Quinteros,  Antonio   López    Orellana  y  el 


dueño  de  la  cantina,  Encarnación  Ramí- 
rez, tomando  una  copa  en  la  cantina  de 
éste,  donde  se  celebraba  una  zarabanda; 
que  se  retiró  del  grupo  y  se  dirigía  a  la 
calle,  cuando  al  dar  el  primer  paso  fuera 
rie  la  cantina,  fué  agredido  por  un  indi- 
viduo a  quien  no  conoció,  causándole  con 
machete  la  herida  que  presentaba  en  la 
cabeza;  que  cayó  al  suelo,  momento  en 
que  el  desconocido  le  causó  una  lesión  en 
el  brazo  derecho;  entonces  el  dicente,  en 
un  deseo  de  defenderse,  con  la  rapidéz 
que  el  caso  demandaba,  sacó  su  revólver  e 
hizo  un  disparo  sobre  su  agresor,  el  cual 
creyó  no  haber  acertado,  pero  desafortu- 
nadamente le  pegó  en  el  pecho;  acto  con- 
tinuo se  dirigió  a  su  casa;  entre  su  agre- 
sor y  el  deponente  no  hubo  antecedentes; 
negó  haber  arrojado  una  copa  de  licor  a 
Víctor  Pérez;  que  cuando  recibió  el  pri- 
mer golpe,  no  conoció  a  su  agresor  por- 
que éste  se  encontraba  oculto  en  el  um- 
bral de  la  puerta,  donde  había  poca  luz; 
pero  cuando  el  que  lo  atacaba  tuvo  nece- 
sidad de  pasar  de  un  lado  a  otro  donde 
alumbraba  la  luz  del  interior,  conoció  que 
era  precisamente  Víctor  Pérez;  no  obs- 
tante haber  existido  algunas  dificultades 
entre  la  esposa  del  dicente  y  la  madre  de 
Pérez,  ellos  no  habían  tomado  participa- 
ción. 

Antonio  Altam  Valenzuela,  declaró,  ha- 
ber estado  en  la  cantina  antes  referida, 
en  compañía  de  otras  personas  y  que  le 
constaba  que  Víctor  Pérez  no  estaba  ar- 
mado de  machete  e  indicó  que  no  vió  a 
Delfino  Cruz  en  ese  lugar;  entre  Pérez  y 
Cruz  hacía  tiempo  que  tenían  desavenen- 
cias familiares,  pero  no  sabía  a  fondo  las 
razones. 

El  cirujano  de  la  Penitenciaría  Central 
reconoció  a  Delfino  Cruz  e  informó  quo 
éste  presentaba  dos  heridas  producidas 
por  instrumento  cortante,  una  de  cinco 
centímetros  de  longitud  en  la  región  fron- 
to-parietal,  que  interesó  el  cuero  cabellu- 
do y  la  otra  en  el  brazo  derecho  en  el  ter- 
cio superior  de  la  cara  interior,  de  tres 
centimetros  de  longitud,  la  que  interesó 
piel  y  tejido  celular. 

Está  agregado  a  la  causa  el  informe  ric 
la  autopsia  practicada  en  el  cadáver  de 
Víctor  Pérez  Estín,  en  el  que  consta  que 
éste  presentaba  una  herida  penetrarte 
del  tórax,  producida  con  arma  de  fuego 
que  le  produjo  la  muerte  en  pocos  mo- 
mentos por  la  abundante  hemorragia  in- 
terna, causada  por  la  herida  de  los  grue- 
sos del  pulmón.  El  disparo  fué  hecho  por 
otra  persona  a  distancia. 
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Al  ampliarle  su  indagatoria  a  Delfino 
Criiz.  dijo:  que  entró  a  la  cantina  de  En- 
carnación Ramírez  acompañado  de  éste, 
Fernando  Ordóñez,  Resalió  López,  José 
Antonio  Valenzuela  Altan,  con  quienes  to- 
mo una  copa  de  aguardiente;  que  de  las 
personas  que  se  dieron  cuenta  del  hecho, 
sólo  conoció  a  Julián  Urbina  y  Felipe  Be- 
teta,  que  estaban  en  la  calle. 

José  María  Pérez,  tío  de  Víctor  Pérez 
Estin,  dijo:  que  la  noche  de  autos,  como  a 
las  diecinueve  horas,  tuvo  noticia  por  Eo- 
melia  Pérez,  que  Delfino  Cruz  había  ma- 
tado a  Víctor  Pérez;  por  lo  que  se  fué  al 
lugar  en  que  se  encontraba  el  cadáver  de 
éste,  frente  a  la  cantina  de  Ercarnación 
Ramírez,  en  donde  estaba  Rosario  López, 
quien  le  confirmó  que  Delfino  Cruz  era  el 
autor  de  esa  muerte;  que  Víctor  Pérez  ha- 
bía sido  yerno  de  Cruz,  pues  se  había  ca- 
sado con  la  hija  de  éste  hacia  cuatro  años, 
pero  había  enviudado;  que  siempre  han 
tenido  disgustos  las  dos  familias  y  Cruz 
decía  que  donde  encontrara  a  .Pérez  lo 
mataría. 

Andrés  Ramírez,  declaró:  que  Víctor  Pé- 
rez era  sobrino  de  la  esposa  de  la  depo- 
nente; que  el  día  del  hecho  se  encontraba 
en  la  cantina  de  Encarnación  Ramírez  to- 
mando tragos  con  el  expresado  Pérez,  Fer- 
nando Ordóñez  y  Antonio  López;  después 
llegó  Delfino  Cruz  acompañado  de  otros 
individuos  a  quienes  no  conocía  y  se  acer- 
có a  ellos  ofreciéndoles  una  copa  a  cada 
uno,  pero  Víctor  Pérez  se  negó  a  tomarla, 
por  lo  que  Cruz  le  contestó  que  si  no  la 
tomaba  se  la  arrojaba  por  la  cara;  al  in- 
tentar hacerlo.  Resalió  López  tomó  de  la 
mano  a  Cruz  e  impidió  que  realizara  su 
intento,  habiendo  caído  el  aguardiente  en 
la  mano  de  éste;  que  Pérez  dijo  "que  no 
fuera  tan  inconsecuente,  que  no  se  frega- 
ba a  la  gente  así";  estuvo  un  momentito 
con  ellos,  pero  después  ya  no  lo  vio  más; 
que  Cruz  se  fué  con  sus  amigos  que  lo  lle- 
varon al  salón  de  baile;  como  al  cuarto  de 
hora  se  oyó  un  disparo  v  el  deponente  sa- 
lió a  ver  qué  pasaba,  dándose  cuenta  que 
habían  matado  a  Víctor  Pérez. 

Julián  Urbina,  dijo:  que  se  encontraba 
en  la  zarabanda  aue  había  en  la  cantina 
de  Encarnación  Ramírez  en  donde  tam- 
bién estaba  Delfino  Cruz;  Víctor  Pérez  Re 
había  retirado  como  media  hora  artes; 
que  aquél  salió  de  la  cantina,  momento 
en  que  oyó  que  decían  que  había  pleito, 
por  lo  que  salió  a  la  calle  y  vió  que  decían 
que  Víctor  Rérez  le  tiraba  a  Cruz  y  que  és- 
te cayó  al  suelo,  por  lo  que  el  deponente 
se  retiró,  y  al  dar  la  vuelta  oyó  un  disparo, 


pero  no  se  dió  cuenta  de  quien  lo  hizo;  el 
deponente  estaba  como  a  ocho  o  diez  me- 
tros de  Cruz  y  Pérez;  entre  el  grupo  de 
gente  que  había  en  el  lugar,  recuerda  que 
estaba  Felipa  Beteta. 

Al  elevarse  a  plenario  el  proceso  se  tomó  a 
Delfino  Cruz  su  confesión  con  cargos,  dedu- 
ciéndole el  de  haber  dado  muerte  a  Víctor 
Pérez  Estín,  con  el  cual  se  conformó,  in- 
dicando que  obró  en  defensa  de  su  vida. 

Se  recibieron  las  pruebas  siguientes,  por 
parte  de  la  defensa:  la.,  repreguntas  diri- 
gidas a  varios  testigos,  a  )  Antonio  Altan 
Valenzuela,  ratificó  su  declaración  ante- 
rior y  dijo  que  Pérez  sí  pudo  haber  llevado 
machete  entre  los  pantalones,  com.o  acos- 
tumbran en  su  pueblo,  b)  Edmundo  Ra- 
mírez, dijo  que  no  ratificaba  el  concepto 
contenido  en  su  declaración  anterior,  re- 
lativo a  que  supiera  que  Pérez  fué  atacado 
por  detrás,  c)  Rosalio  López,  dijo  que  ra- 
tificaba su  declaración  del  folio  cuatro  dr 
la  causa,  con  la  modificación  de  que  fué 
en  el  cuerpo  donde  le  arrojó  el  aguardien- 
te y  no  vió  si  lo  mojó,  (se  refiere  a  Cinz  y 
Pérez),  d)  Andrés  Ramírez,  al  ser  repre- 
guntado, dijo:  que  después  de  las  palabras 
enojosas  a  que  se  refiere  en  su  declaración 
anterior,  ya  no  volvió  a  ver  a  Pérez,  pues 
éste  se  salió  a  la  calle  y  no  evitó  que  Víc- 
tor Pérez  saliera,  porque  éste  no  quiso,  e) 
Julián  Urbina  declaró  afirmativamente  el 
interrogatorio  de  repreguntas  formulado 
por  la  defensa,  relativo  a  que  la  agre.dón 
de  Víctor  Pérez  fué  violenta,  sin  que  hu- 
biera precedido  cruce  de  palabras  con  Del- 
fino Cruz:  esa  agresión  fué  con  una  daga; 
Cruz  no  provocó  a  Pérez;  varias  per.sonas 
presenciaron  la  agresión,  y  que  el  disparo 
que  hizo  Cruz  fué  consecuencia  de  la 
agresión  que  efectuara  Pérez.  2a.  Infor- 
mes de  los  Jueces  de  primera  instancia 
de  varios  departamentos,  relativos  a  que 
tanto  Delfino  Cruz  como  Víctor  Pérez  no 
tienen  antecedentes  penales.  3a.  Felipe 
Beteta,  al  contestar  el  interrogatorio  for- 
mulado por  la  defensa,  afirmó  que  asistió 
a  la  zarabanda  que  hubo  en  casa  de  Encar- 
nación Ramírez  el  quince  de  noviembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis  y  allí  vió 
a  Delfino  Cruz  y  a  Víctor  Pérez  en  la  ca- 
lle, frente  a  la  fiesta;  como  a  las  siete  y 
media  el  deponente  estaba  afuera  de  la 
casa  de  Ramíi'ez,  frente  a  ella,  y  vió  ."aUr 
a  Cruz  con  dirección  a  la  calle,  donde  Víc- 
tor Pérez  lo  atacó  violentamente  con  un 
machete,  cayendo  al  suelo  aquél:  allí 
Pérez  le  tiró  varios  machetazos  al  cuerpo: 
en  ese  trance.  Cruz  sacó  su  revólver  •?  hizo 
un  disparo  sobre  su  agresor,  cayendo  és- 
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te  en  tierra;  a  Cruz  se  le  veia  sangre;  que 
la  ventaja  la  tenia  el  occiso  y  Cruz  lo  úni- 
co que  hizo  fué  parar  los  ataques  que  a 
mano  armada  le  dirigía  su  agresor  Pérez 
El  ataque  de  éste  fué  violento  y  á  traición 
y  sin  previo  aviso;  a  no  haber  hecho  Cruz, 
uso  de  su  arma  de  fuego,  lo  hubiera  ma- 
tado; aquél  no  pudo  salir  corriendo  para 
evitar  el  ataque  de  Pérez,  por  la  violencia 
del  agresor;  la  única  forma  de  impedir  y 
repeler  la  agresión,  fué  la  de  dispararle 
un  tiro  de  revólver;  que  Pérez  estaba  ocul- 
to para  tener  ventaja  en  su  ataque.  Con 
las  repreguntas  dirigidas  por  la  acusación 
a  este  testigo,  nada  se  adelantó.  4a.  Va- 
rias personas  declararon  sobre  los  buenos 
antecedentes  del  procesado. 

El  intendente  municipal  de  San  José 
Pínula,  informó:  que  Cruz  Dávila  se  pre- 
sentó el  dia  diecisiete  del  mismo  mes, 
acompañado  del  Comandante  Local.  En 
diligencia  posterior,  el  expresado  funcio- 
nario declaró:  que  la  verdad  de  los  hechos 
se  encuentra  en  las  actuaciones  en  que 
intervino  como  juez  instructor  y  que  si 
hubo  equivocación  en  el  informe,  se  debió 
a  que  no  tenia  a  la  vista  ningún  dato  al 
respecto  cuando  lo  hizo;  y  ratifica  que  Dá- 
vila se  presentó  voluntariamente  al  co- 
mandante local  de  San  José  Pínula,  que 
fué  quien  lo  llevó  a  su  despacho. 

Por  la  parte  acusadora  se  recibieron  las 
declaraciones  de  Abel  Hernández  y  Joaé 
Maria  Lutin,  sobre  los  buenos  anteceden- 
tes del  interfecto  Víctor  Pérez  Estin. 

El  Juez  dictó  sentencia,  en  la  que  decla- 
ra: que  Delfino  Cruz  Dávila  es  autor  del 
delito  de  homicidio,  por  lo  que  le  imporo  la 
pena  de  seis  años  ocho  meses  de  prisión  co- 
rreccional que  purgará  en  la  Penitencia- 
ña;  y  hace  las  demás  declaraciones  perti- 
nentes. 

Al  tramitarse  la  segunda  instancia,  el 
procurador  pidió  que  se  declarara  que 
Delfino  Cruz  obró  en  legitima  defensa  de 
su  persona,  por  lo  que  está  exento  de  res- 
ponsabilidad; y  además  dijo,  que  si  ese 
criterio  no  se  consideraba  suficientemen- 
te fundado,  pedia  la  aplicación  de  una  ate- 
nuante más,  contenida  en  el  inciso  ao.  del 
artículo  22  del  Código  Penal;  que  el  hecho 
no  fué  esclarecido  con  la  amplitud  desea- 
da, pues  los  testigos  que  afirmaron  la  agre- 
sión de  parte  de  Pérez  Estin  contra  e!  pro- 
cesado, no  consiguieron  reproducir  en  au- 
tos los  detalles  del  hecho;  pero  no  obs- 
tante debían  apreciarse  sus  declaraciones 
ccmo  legalmente  verdaderas,  pues  están 
confirmadas  con  las  lesiones  causada,?  con 
arma  blanca  que  sufrió  Cruz.   Que  efe'íti- 


vamente  sí  fué  Pérez  Estin  el  que  agredió 
con  arma  blanca  al  procesado,  lo  que  se 
deriva  de  las  declaraciones  de  dos  testi- 
gos persenciales,  de  las  lesiones  recono- 
cidas en  la  persona  del  procesado,  del  en- 
cuentro de  la  vaina  en  la  cintura  del  oc- 
ciso y  el  arma  blanca  que  entregara  el  co- 
mandante local  de  San  José  Pínula;  y  ale- 
ga que  concurren  los  demás  requisitos  de 
la  legitima  defensa.  El  fiscal  expresó: 
que  en  la  cantina  de  Encarnación  Ramírez 
principió  el  disgusto  que  dió  origen  a  la 
riña  armada;  que  no  se  podía  estimar  que 
el  hecho  reuniera  los  requisitos  de  la  legí- 
tima defensa,  desde  el  momento  que  ha- 
bían antecedentes  de  enemistad,  que  mo- 
mentos antes  se  habían  hecho  patentes 
en  la  cantina;  que  como  la  prueba  que 
determina  la  culpabilidad  del  procesado 
era  la  de  haberse  presentado  a  dar  parte 
a  la  autoridad,  confesando  su  delito,  pro- 
cedía aplicarle  la  atenuante  considerada 
en  el  artículo  22  inciso  8o.  del  Código  Pe- 
nal, ya  que  no  se  ocultó  ni  trató  de  bus- 
car la  impunidad.  Concluyó  pidiendo  la 
confirmatoria  del  fallo  de  primer  grado. 

La  Sala  confirmó  la  sentencia  apelada, 
con  la  modificación  de  que  la  pena  que  se 
impone  a  Delfino  Cruz  Dávila  es  la  de  dos 
años  seis  meses  de  prisión  correccional, 
conmutable  en  sus  dos  terceras  partes  a 
razón  de  cincuenta  centavos  de  quetzal 
por  dia.  Estima  que  existe  plena  prueba 
de  que  Delfino  Cruz  Dávila  fué  quien  dió 
muerte  a  Víctor  Pérez  Estin,  la  que  consis- 
te en  la  confesión  espontánea  de  aquél  y 
lo  declarado  por  la  mayoría  de  las  perso- 
nas que  prestaron  su  testimonio.  Consi- 
dera también  que  no  aparece  probado,  en 
todos  los  extremos  requeridos  por  !a  ley, 
¡a  legítima  defensa  para  que  pueda  acep- 
tarse como  una  causa  de  exención  de  res- 
ponsabilidad; pues  tanto  el  reo  como  el 
occiso  estuvieron  en  la  zarabanda  en  la 
cantina  de  Encarnación  Ramírez  en  unión 
de  otras  personas  y  con  oportunidad  de 
una  copa  de  aguardiente  que  obsequiaba 
el  reo,  se  produjo  por  causa  de  éste,  un  in- 
cidente con  el  occiso,  que  de  momento  no 
tuvo  mayores  consecuencias,  debido  a  la 
intervención  de  los  circunstantes;  pero 
con  posterioridad  el  reo  pasó  al  interior 
de  la  cantina  y  Pérez  salió  a  la  calle,  ocu- 
rriendo allí  al  poco  tiempo  el  encuentro 
personal;  que  Pérez  atacó  con  una  daga  al 
leo  de  manera  violenta,  causándole  las  le- 
siones que  presentaba;  haciendo  necesario 
que  éste  último  hiciera  uso  de  su  revól- 
ver para  repeler  la  agresión;  la  gravedad 
de  la  lesión  sufrida  por  Víctor  Pérez,  la, 
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que  le  produjo  la  muerte  en  pocos  mo- 
mentos, dá  por  establecido  el  hecho  de  ha- 
ber sido  él  quien  atacó  y  causó  al  reo,  en 
primer  término,  las  lesiones  que  tenia,  ya 
que  una  vez  herido  estuvo  en  la  imposi- 
bilidad de  hacerlo;  pero  no  considera  pro- 
bada la  falta  de  provocación  suficiente 
por  parte  del  ofendido.  Que  faltando  uno 
de  los  requisitos  esenciales  que  integran 
Ip,  legitima  defensa,  pero  concurriendo  la 
niaycria  de  ellos,  no  era  procedente  la 
exención  total  de  responsabilidad,  pero  si 
la  reducción  de  la  pena  hasta  en  una 
cuarta  parte. 

La  parte  acusadora,  Trinidad  Pérez,  con 
auxilio  del  abogado  Juan  Mayorga  Fran- 
co, interpuso  contra  ese  pronunciamiento 
el  recurso  extraordinario  de  casación  por 
violación  de  ley.  y  cita  como  infringidos 
los  artículos  21  inciso  6o.  67,  68,  69,  32,  300 
Código  Penal.  Se  señaló  día  para  la  vista 
y  habiendo  ésta  tenido  lugar,  es  el  caso  de 
resolver. 


CONSIDiERANDO: 

Que  el  recurso  lo  apoya  la  parte  recu- 
rrente en  el  inciso  3o.  del  articulo  676  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  que  se- 
ñala como  motivo  de  infracción  de  ley,  el 
error  de  derecho  en  la  calificación  de  los 
hechos  declarados  probados  en  la  senten- 
cia; error  en  que  no  incurrió  la  Sala  sen- 
tenciadora porque  al  hecho  cometido  por 
el  reo,  Delfino  Cruz,  le  dió  la  calificación 
de  homicidio,  que  es  la  que  legalmente  le 
corresponde;  por  lo  que  no  infringió  el 
artículo  300'  del  Código  Penal.  En  cuanto 
al  articulo  21  inciso  6o.  del  Código  Penal, 
que  contiene  varias  circunstancias,  !a  re- 
currente no  indicó  a  cuál  de  ellas  quiso  re- 
ferirse; por  lo  que  esa  vaguedad  en  la  ci- 
ta impide  a  esta  Corte  Suprema  entrar  al 
examen  de  tal  disposición,  en  su  fondo. 

demás,  los  hechos  que  integran  la  cir- 
cunstancia que  apreció  la  Sala,  no  los  es- 
timó como  constitutivos  de  eximente  com- 
pleta, que  es  como  erróneamente  se  hace 
la  cita  del  expresado  articulo  en  ei  me- 
morial de  introducción  del  recurso,  pues 
la  recurrente  no  relacionó  esa  disposición 
del  Código  Penal  con  el  artículo  que  le  dá 
el  carácter  de  atenuante  (eximente  incom- 
pleta), para  que  pudiera  examinarse  en 
este  último  concepto  Asi,  pues,  dada  la 
calificación  del  delito  como  homicidio,  con 
la  circunstancia  antes  indicada,  que  pro- 
duce efectos  de  especial  atenuación,  la  pe- 
na impuesta  es    la    que    legalmente  co- 


rresponde; por  lo  que  tampoco  fueron  in- 
fringidos los  artículos  67,  68,  69  y  82  del 
Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
Ic  dispuesto  en  los  artículos  690  del  Código 
de  Procedimientos  Penales  y  233  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  declara 
improcedente  el  recurso  interpuesto  e  im- 
pone a  la  recurrente  quince  días  de  arres- 
to, conmutables  a  razón  de  diez  centavos 
de  quetzal  por  cada  día.  Notifiquese  y  co- 
mo corresponde,  devuélvanse  los  antece- 
dentes al  tribunal  de  su  procedencia. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Francisco  Menéndez  B.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  seguida  contra  David  Cruz  Ríos, 
por  el  delito  de  asesinato. 

DOCTRINA  :  Ha  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma,  por 
no  haberse  dado  audiencia  al  Fiscal  y 
Procurador  en  causa  seguida  contra  un 
individuo  por  homicidio  calificado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes  la  sentencia  que  dictó  la  Sa- 
la Tercera  de  Apelaciones  con  fecha  diez 
y  ocho  de  marzo  del  corriente  año.  apro- 
bando la  que  pronunció  la  Comandancia 
de  Armas  de  este  departamento,  con  ase- 
soría del  Auditor  de  Guerra,  en  la  que 
condena  a  David  Cruz  Ríos,  como  autor 
del  delito  de  asesinato,  a  la  pena  de  muer- 
te. 

El  diez  y  nueve  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete,  a  las  catorce  horas 
y  treinta  minutos,  el  Juez  Municipal  de 
San  José  del  Golfo  de  este  departamento, 
levantó  un  "Por  cuanto",  haciendo  cons- 
tar que  a  su  presencia  y  la  de  Mónico  Ze- 
caida,  en  el  interior  de  la  oficina  de  la  in- 
tendencia, el  telegrafista  del  mismo  lugar, 
David  Ríos,  había  disparado  cinco  tiros  de 
revólver  al  Secretario  Municipal,  siendo 
capturado  el  reo  infraganti 
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Examinado  Zecaicia,  di.io:  que  él  se  en- 
contraba dándole  parte  al  Secretario  Mu- 
nicipal del  fallecimiento  de  un  niño,  y  en 
el  momento  preciso  que  el  empleado  Se- 
bastián Pérez  D..  asentaba  en  el  libro  la 
respectiva  partida,  entró  bruscamente  el 
telegrafista  David  Ríos  y  le  dijo  al  Secreta- 
rio que  le  había  mandado  un  papelito  pa- 
la que  le  arreglara  el  asunto  del  presu- 
puesto, y  como  no  lo  habia  hecho,  le  traía 
otro  con  el  mismo  fin  y  se  lo  puso  sobre 
la  mesa;  a  ésto  dijo  el  Secretario  que  por 
é¡  no  habia  inconveniente,  pero  que  la  par- 
tida de  nacimiento  no  decía  "Ciria"  sino 
"Ciriaca",  y  además  en  el  Ministerio  de 
Educación  Pública  se  sabia  que  su  cuñada 
(del  telegrafista)  no  se  llamaba  '•Civia" 
.sino  Ciriaca  Beltrán  Osuna;  sin  embargo 
que  le  hablara  al  Intendente  allí  presen- 
te, para  que  si  él  lo  autorizaba  haría  la 
corrección;  así  lo  hizo  Ríos,  pero  al  decir- 
le el  Intendente  que  no  se  podía  porque 
eso  produciría  trastornos  en  los  docu- 
mentos, se  volvió  hacía  el  Secretario  y  dl- 
ciéndole  que  por  qué  no  se  podía  "jodido", 
le  disparó  cinco  tiros,  tan  rápidamente  que 
ya  había  descargado  la  pistola  cuando  e! 
Intendente  y  el  declarante  se  arrojaron 
sobre  él  para  desarmarlo,  acudienr^o  a 
prestar  auxilio  inmediato  el  Regidor  de 
turno  Casimiro  Catalán  y  el  alguacil  Pe- 
dro Carrera  Castellanos;  y  cuando  entre 
todos  conducían  a  Ríos,  se  encontraron  en 
el  corredor  con  el  Comandante  Local,  a 
quien  Ríos  se  dirigió  diciéndole  "no  tiene 
más  tiros  Comandante,  no  tiene  más  ti- 
ros", y  entonces  éste  pudo  reconocer  c;ue 
el  revólver  que  el  Intendente  llevaba  en 
las  manos  era  el  suyo. 

Al  principio  el  reo  se  negó  a  declarar, 
contestando  a  las  preguntas  que  se  le  ha- 
cían que  "no  sabía";  pero  después,  ya  en 
la  Fiscalía  Militar,  declaró  confesando  ha- 
ber cometido  el  delito,  no  porque  el  Se- 
cretario se  hubiese  negado  a  arreglar  el 
Presupuesto  en  la  forma  que  se  ha  dicho, 
sino  porque  anteriormente,  por  dos  veces, 
había  llegado  Sebastián  Pérez  a  su  oficina 
a  insultarlo  de  obra  y  de  palabra;  y  por 
la  ofensa  que  este  mismo  día  había  reci- 
bido de  Pérez  y  por  el  miedo  que  le  tenía. 

En  atención  al  empleo  que  Ríos  desem- 
peñaba cuando  cometió  el  delito,  se  pasó 
la  causa  a  la  Comandancia  de  Arm_as  de 
este  departamento  para  su  prosecución  y 
fenecimiento,  sin  que  haya  sido  objetada 
por  ninguno  la  competencia  de  dicho  Tri- 
bunal, por  lo  que  éste,  después  de  llenado.s 
los  trámites  del  caso,  de  acuerdo  con  el 
Auditor,  dictó  la   sentencia    en  la  forma 


expresada  anteriormente,  contra  la  cual, 
tanto  el  reo  como  su  defensor  Licenciado 
Marcial  Méndez  Montenegro,  interpusie- 
ron el  recurso  de  apelación;  pero  solamen- 
te se  hizo  constar  la  petición  en  la  notifi- 
cación, y  se  remitió  la  causa  en  consulta 
a  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones,  tribunal 
que  sin  trámite  alguno  dictó  la  resolución 
que  se  examina;  y  contra  este  último  pro- 
r.unciamiento  el  Procurador  del  propio 
Tribunal  intrdujo  el  recurso  de  ca¿ación, 
por  quebrantamiento  de  forma  y  por  vio- 
lación de  ley,  citando  como  infringidos  los 
artículos  651,  654,  657,  601,  677  incisos  2o. 
y  8o.  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, 20  Decreto  Legislativo  1728;  184,  189 
Inci.so  lo.  del  Código  Militar  II  parte;  299 
incisos  lo.,  3o.  y  6o.;  y  300  del  Código  Pe- 
nal. 

Selañado  día  para  la  vista,  ésta  tuvo 
lugar  sin  que  se  presentara  alegato  algu- 
no, siendo  el  caso  de  resolver  lo  procedente. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  derecho  que  tienen  los  enjuicia- 
dos de  apelar  contra  la  sentencia  que  pon- 
ga fin  a  las  causas  por  delitos  comunes 
seguidas  ante  los  tribunales  militares,  se 
limita  cuando  se  trata  de  ciertos  y  deter- 
minados delitos,  entre  ellos  el  homicidio 
calificado,  en  los  cuales  la  sentencia  tiene 
la  calidad  de  ejecutiva,  lo  que  significa 
según  la  propia  ley,  que  no  se  otorga  ni 
deniega  el  recurso,  sino  que  sólo  se  pone 
constancia  de  lo  expuesto  por  el  reo  en 
el  acto  de  la  notificación,  y  se  eleva  la 
causa  inmediatamente  en  consulta  a  la 
superioridad;  no  obstante  esta  limitación 
contenida  en  el  articulo  432  del  Código  Mi- 
litar segunda  parte,  existe  otra  no  menos 
atendible  en  el  artículo  469  del  mismo  Có- 
digo, en  el  sentido  de  que  cuando  se  tra- 
ta de  sentencia  condenatoria  en  causas 
por  homicidio  calificado  o  plagio,  per  equi- 
dad debe  darse  audiencia,  en  segunda  ins- 
tancia, al  procurador  y  al  fiscal.  El  ar- 
tículo primeramente  mencionado  en  este 
párrafo,  sirvió  de  fundamento  a  la  Coman- 
cía  de  Armas,  para  remitir  los  autos  en 
consulta,  no  obstante  la  apelación  inter- 
puesta, así  como  a  la  Sala  pai'a  entrar  a 
conocer  y  resolver  sin  trámite  previo  al- 
guno; esto  último  privó  al  reo  del  trámi- 
te sustancial  señalado  en  el  artículo  4P9 
citado,  el  que  comprende  la  defensa  que 
en  segunda  instancia  correspondía  formu- 
lar al  procurador  oficial;  omisión  que  dá 
lugar  al  segundo  motivo  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  a  que  se  refie- 
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re  el  artículo  677  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  por  lo  que  procede  decla- 
rar la  nulidad  de  la  sentencia  recurrida 
por  el  motivo  antes  indicado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  artículos  679,  680, 
686,  687  y  688  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y  233  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  declara  la  nulidad  de 
la  sentencia  recurrida;  y  manda  que  se 
devuelva  la  causa  al  tribunal  sentenciador, 
para  que  una  vez  llenada  la  formalidad  de 
oir  al  Procurador  y  al  Fiscal  y  observado 
su  ulterior  trámite  como  lo  prescribe  el 
articulo  469  del  Código  Militar  II  Parte  ya 
citado,  se  dicte  de  nuevo  el  fallo  en  la  for- 
ma que  estime  procedente.  Notifíquese  y 
con  certificación,  cúmplase  con  lo  man- 
dado. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Oct.  Agui- 
lar.  —  Carlos  Castellanos  R.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Jesús  Ramírez  Hernández 
y  Pastora  Hernández  Méndez,  por  abor- 
to y  allanamiento  de  ¡morada. 

DOCTRINA  :  Cualquiera  que  sea  el  núme- 
ro de  los  testigos  de  cargo,  sus  dichos  ca- 
recen de  efecto  probatorio  cuando  ado- 
lecen del  vicio  de  inverosimilitud  y  están 
en  desacuerdo  respecto  al  modo  y  cir- 
cunstancias en  que  se  encontraron  al 
ser  cometido  el  delito. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho. 

La  Sala  quinta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, en  la  audiencia  del  treinta  de  abril  del 
año  en  curso,  habiendo  conocido  en  vir- 
tud de  consulta  del  fallo  en  que  el  Juez 
de  primera  instancia  del  departamento  de 
Chiquimula,  a  ocho  del  mismo  mes,  por 
falta  de  prueba,  absolvió  de  los  cargos  que 
les  hizo  por  aborto  y  allanamiento  de  mo- 
rada, a  JESUS  RAMIREZ  HERNANDEZ  y 
PASTORA  HERNANDEZ  MENDEZ  —de 
dieciocho  y  cuarenta  años  de  edad,  respec- 
tivamente, soltero,  labrador  aquél  y  de  ofi- 
cios domésticos  ésta,  analfabetos,  origina- 


rios y  vecinos  del  municipio  de  Jocotin — 
negó  su  aprobación  a  dicho  fallo  y  condenó 
a  ambos  procesados,  en  concepto  de  autores 
cié  los  delitos  mencionados,  a  sufrir  las  pe- 
nas de  seis  años  de  prisión  correccional  y 
de  ocho  meses  de  arresto  mayor,  inconmu- 
table la  primera  y  conmutable  la  segunda 
a  razón  de  diez  centavos  diarios,  con  la  ac- 
cesoria relativa  a  la  suspensión  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos,  en  cuanto 
al  primero.  Ambos  reos,  con  el  auxilio 
del  Licenciado  Raúl  Alarcón,  interpusieron 
ti  recurso  de  casación  contra  dicha  sen- 
tencia por  infracción  de  los  artículos  22, 
incisos  3o.,  70,  inciso  lo.,  304,  inciso  lo., 
377,  párrafo  lo.,  del  Código  Penal,  259,  270, 
287,  364,  366,  379,  568,  eO'S  del  Código  de 
Procedimientos  penales  y  185  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial: 

Resultando  que  por  medio  de  memorial 
presentado  a  las  diez  horas  del  siete  de 
enero  del  año  en  curso,  Pedro  García,  resi- 
dente en  el  paraje  denominado  Suchiquer, 
acusó  ante  el  Juez  menor  que  como  a  las 
dieciséis  horas  de  la  víspera,  en  ocasión 
en  que  él  se  encontraba  ausente,  llegaron 
a  su  casa  los  mencionados  Jesús  Ramírez 
Hernández  y  su  madre.  Pastora  Hernández 
Méndez,  a  inferirle  golpes  a  su  mujer,  Ci- 
rila Pérez  y  a  consecuencia  de  ello,  le  pro- 
dujeron el  aborto  de  un  varón.  Propuso 
como  prueba  de  sus  asertos  los  testimo- 
nios de  Felipe  Pérez,  Felicita  García  y  Dio- 
nisio Suclúte  y,  durante  la  diligencia-  res- 
pectiva, se  concretó  lisa  y  llanamente  a 
ratificar  su  querella,  esto  es,  sin  hacerle 
modificación  o  ampliarla  en  forma  alguna, 
excepto  en  cuanto  a  que  tiene  como  ante- 
cedente de  enemistad  con  Ramírez  Her- 
nández, el  hecho  de  que  el  querellante  ha 
cado  su  auxilio  a  las  autoridades  de  cu  al- 
dea para  capturarlo  por  su  reiterada  des- 
obediencia 

Resultando  que  en  la  misma  fecha  en 
que  recibió  la  querella  mencionada,  el  Juez 
menor  de  Jocotán  se  constituyó  en  la  casa 
habitada  por  Pedro  García  y  Cirila  Pérez 
en  Suchiquer  y  en  el  acta  correspondien- 
te a  dicha  diligencia,  se  asentó:  primero, 
que  en  el  centro  de  la  habitación,  .<;e  en- 
contraba el  cuerpo  de  un  recién  nacido  con 
la  placenta  y  otras  materias  procedentes 
del  aborto;  segundo,  que  presentaba,  par- 
tes amoratadas  en  la  cabeza  y  el  abdomen, 
"asi  como  también  ligeras  magulladuras  en 
las  mismas  partes  del  cuerpo",  tercero,  que 
en  la  propia  casa  y  acostada  en  una  cama 
de  varas,  se  encontraba  Cirila  Pérez;  y 
cuarto,  que  la  casa  donde  se  practicó  la  di- 
ligencia de  que  se  trata,  "se  hallaba  escon- 
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dida  entre  la  maleza  del  solar  y  ios  cer- 
cos de  piñuela  que  amurallan  el  sitio  de 
la  vivienda". 

Resultando  que  interrogada  Cirila  Pé- 
rez, expuso:  que  a  las  dieciséis  horas  de  la 
víspera,  en  ocasión  en  que  su  marido  se 
encontraba  ausente,  llegaron  a  .su  casa 
ambos  recurrentes  y,  sin  que  mediaran  pa- 
labras, la  echaron  al  suelo,  y  en  tanto  que 
Ramírez  Hernández  le  tapó  la  boca  con  la 
mano  para  que  no  pudiera  gritar,  le  opri- 
mió el  vientre  con  la  rodilla  deracha,  su 
madre,  Pastora  Hernández  Méndez,  la  su- 
jetó del  pelo;  que  en  esos  momentos  llegó 
su  marido,  les  habló  a  sus  agresores  y  és- 
tos la  soltaron  y  emprendieron  la  fuga; 
que  como  la  deponente  estaba  en  cinta, 
por  efecto  de  las  violencias  de  que  fué  ob- 
jeto, abortó  dos  horas  después;  que  a  cau- 
sa del  estado  en  que  quedó  solamente  se 
dió  cuenta  de  que  Felicita  García  presen- 
ció lo  ocurrido  y  no  sabía  que  hubieran 
más  testigos;  y  por  último,  hizo  mención 
del  antecedente  de  enemistad  a  que  se 
refirió  su  marido  al  ratificar  su  querella. 

Resultando  que  interrogado  Dionisio 
Suchite,  Felipe  Pérez  Ramírez  y  Felicitas 
García,  declararon:  el  primero,  que  como 
a  las  dieciséis  horas  del  seis  de  enero,  en 
concepto  de  Comisionado  militar  y  en 
unión  del  Regidor  auxiliar,  Felipe  Pérez, 
andaban  citando  gente  y  acertaron  a  lle- 
gar a  la  casa  de  Pedro  García,  al  mismo 
tiempo  en  que  éste  también  llegaba,  y  oyó 
adentro  una  bulla  como  de  riña,  y  cuando 
se  aproximó  a  la  puerta  con  el  objeto  de 
inquirir  lo  que  estaba  ocurriendo,  vió  que 
Jesús  Ramírez  Hernández  tenía  en  el  sue- 
lo a  Cirila  Pérez,  apoyaba  una  rodilla  so- 
bre su  vientre  y  le  estaba  tapando  'a  beca 
con  una  mano  mientras  que  con  la  otra 
1?  sujeteba.un  brazo,  en  tanto  que  Pasto- 
ra Ramírez  la  sujetaba  del  pelo;  que  di- 
chos dos  sujetos,  al  darse  cuenta  de  la 
presencia  de  los  tres  mencionados  en  pri- 
mer término,  emprendieron  la  fuga  sin  que 
el  exponente  pudiera  darles  alcance  para 
detenerlos;  que  como  la  Pérez  estaba  en 
estado  de  gravidéz,  por  efectos  del  mal  tra- 
to que  le  dieron,  abortó  como  a  la-s  diecio- 
cho horas  en  presencia  del  declarante, 
que  no  quiso  retirarse  de  la  casa  de  Gar- 
cía hasta  no  ver  el  resultado  de  lo  sucedí- 
do,  para  estar  en  la  posibilidad  de  dar  su 
testimonio  ante  la  autoridad  al  ser  liama- 
do  para  ello;  que  en  el  cadáver  del  feto  le 
pareció  ver  manchas  amoratadas  y  ma- 
gulladuras; y  que  Felicitas  Suchite  tam- 
bién estuvo  presente  en  el  lugar  de  au- 
tos: el  segundo,  que  la  tarde  de  autoo,  en 


fu  carácter  de  Regidor  auxiliar,  andaba  ci- 
tando gente  para  la  carretera  en  compa- 
ñía del  Comisionado  militar  Dionisio  Su- 
chite, y  estando  parados  ambos  como  a 
veinticinco  brazadas  de  distancia,  frente  a 
la  puerta  de  la  casa  de  Pedro  García,  que 
se  encontraba  abierta  vió  que  en  el  inte- 
lior  de  la  misma  Ramírez  Hei-nández  te- 
nia en  el  suelo  a  Cirila  Pérez,  le  estaba  ta- 
pando la  boca  con  una  mano,  y  le  golpea- 
ba el  vientre  con  las  rodillas,  mientras 
Pastora  Hernández  la  sujetaba  de  un  bra- 
zo; que  al  poco  rato  llegó  a  su  casa  Pe- 
dro García  y  junto  con  él  entraron  el  ex- 
ponente y  Dionisio  Suchite.  y  los  agresores 
de  la  Pérez,  al  verlos,  emprendieron^  la  fu- 
ga; que  como  ésta  se  encontraba  emba- 
razada, a  consecuencia  del  mal  trato  que 
le  dieron  "botó"  la  criatura,  que  el  decla- 
rante vió  en  el  suelo  porque  lo  llamaron 
con  ese  fin:  y  la  tercera,  que  a  las  dieci- 
séis horas  de  la  fecha  de  autos,  llegó  en 
busca  de  frijol  para  su  gasto  a  la  casa  de 
Pedro  García  y  encontró  a  Jesús  Ramírez 
Hernández  luchando  en  el  interior  con  Ci- 
rila Pérez  hasta  que  logró  echarla  al  sue- 
lo y  le  puso  una  rodilla  sobre  el  abdomen 
y  le  tapó  la  boca  con  una  mano,  para  que 
no  gritara;  que  en  el  mismo  sitio  estaba 
Pastora  Hernández  Méndez,  y  cuando  vió 
caer  a  la  Pérez,  la  aisió  del  pelo  para  que 
no  se  moviera,  mientras  su  hijo  la  mal- 
trataba y  la  oprimía  fuertemente  contra 
el  suelo;  que  tales  hechos  le  infundieron 
miedo,  y  cuando  ya  se  disponía  a  mar- 
charse para  ponerlos  en  conocimiento  de 
las  autoridades  de  la  aldea,  vió  llegar  al 
Comisionado  militar,  Dionisio  Rarrárez  y 
al  Regidor  auxiliar  Felipe  Pérez,  asi  como 
también  a  Pedro  García,  y  al  notar  la  pre- 
sencia de  ellos  los  atacantes  de  la  Pérez 
íalíeron  huyendo;  que  la  declarante  infor- 
mó a  los  susodichos  agentes  de  la  autori- 
dad del  objeto  de  su  llegada  a  la  casa  de 
García,  y  se  retiró  acto  continuo,  y  por 
ello  ya  no  se  dió  cuenta  de  lo  demás,  pero 
por  el  rumor  público  supo  que  la  Pérez  ha- 
bía tenido  un  aborto. 

Resultando  que  Santiago  García  y  Anas- 
tasio Hernández,  labradores  y  analfabetos, 
en  concepto  de  expertos  nombrados  du- 
rante la  instrucción  de  las  primeras  dili- 
gencias, dictaminaron  que  las  magulladu- 
ras y  partes  amoratadas  que  presentaba 
en  la  cabeza  y  el  abdómen  el  leto  que 
abortó  la  Pérez,  las  "atribuían  a  golpes 
que  indudablemente  le  fueron  causados 
prenatalmente";  y  que  Cirila  Pérez  no 
presentaba  señales  de  violencia  en  ningu- 
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na  de  las  partes  visibles  del  cuerpo,  pues 
lio  le  examinaron  las  ocultas  "por  no  que- 
rer tocar  la  vergüenza  de  la  paciente". 

Resultando  que  el  Doctor  Humberto 
Ruiz  Lira,  previo  el  reconocimiento  res- 
pectivo, informó  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia: que  Cirila  Pérez  no  presentaba 
exteriormente  señal  de  violencia  alguna; 
que  tenía  la  matriz  agrandada  y  palpó  el 
fundo  uterino  a  la  altiu'a  del  ombligo;  que 
dicha  paciente  había  padecido  de  paludis- 
mo y  tenía  la  matriz  inflamada  por  el  des- 
cuido de  partos  anteriores,  debido  a  que 
las  personas  de  su  clase  desconocen  las  re- 
glas más  elementales  de  higiene;  que  en 
una  mujer  sana  de  la  propia  clase,  jamás 
le  produciría  el  aborto  la  presión  sobre 
el  vientre,  y  por  ello,  la  que  afirmó  haber 
sufrido  la  Pérez  debe  estimarse  como  cau- 
sa coadyuvante  y  no  eficiente.  Con  pos- 
terioridad amplió  dicho  informe  en  el  sen- 
tido de  que  con  violencia  o  sin  ella,  por 
virtud  del  estado  inflamatorio  de  la  mu- 
cosa uterina  y  del  paludismo  latente  de  la 
enferma,  habría  abortado  fatalmente. 

Resultando  que  ambos  recurrentes  fue- 
ron aprehendidos,  en  la  fecha  en  que  Pe- 
dro García  presentó  su  querella,  por  el  Re- 
gidor auxiliar  y  el  Comisionado  militar  de 
que  se  ha  venido  haciendo  referencia;  y 
que  al  ser  interrogados  negaron  enfática- 
mente la  perpetración  de  los  hechos  que 
motivaron  su  encausamiento,  inclusive  ha- 
ber llegado  el  día  de  autos  a  la  casa  de  la 
ofendida. 

Resultando  que  Pedro  García,  alegando 
que  carecía  de  medios  para  pagar  un  abo- 
gado, desistió  de  su  acción  cuando  se  le 
corrió  traslado  para  que  formalizara  la 
instancia. 

Resultando  que  la  Sala  adujo  como  base 
de  su  fallo  los  argumentos  contenidos  en 
el  párrafo  que  literalmente  dice:  "...con 
las  declaraciones  uniformes  y  contestes  de 
los  testigos  presenciales  e  idóneos  Dioni- 
sio Suchite,  Felipe  Pérez  Ramírez  y  Felici- 
ta García,  se  ha  probado  plenamente  que 
el  procesado  Jesús  Ramírez  Hernández 
con  la  cooperación  directa  de  su  señora 
madre  Petrona  Hernández  Ménde?,  ejer- 
ció violencia  en  la  ofendida  Cirila  Pérez 
quien  se  encontraba  en  cinta,  botándola  ai 
suelo  y  presionándola  fuertemente  el 
vientre  con  las  rodillas,  a  consecuencia  de 
¡o  cual  abortó,  lo  que  está  corroborado  con 
el  dicho  de  la  propia  agraviada,  el  de  su 
marido  Pedro  García,  con  la  inspección 
judicial  practicada  por  el  Juez  menor  de 
Jocotán  y  con  el  informe  de  los  expertos 
Santiago  García  y  Anastasio  Hernández, 


por  lo  que  debe  condenárseles  como  au- 
tores de  dicha  infracción,  ya  que  la  endo- 
metritis  denunciada  por  el  Doctor  Herber- 
to  Ruíz  Lira  — quien  reconoció  a  la  enfer- 
ma ocho  días  después  del  suceso —  como 
causa  eficiente  del  aborto,  pudo  sobreve- 
nir después  ya  que  no  consta  en  el  proce- 
so de  una  manera  categórica  la  existencia 
de  esa  enfermedad  durante  el  embarazo  y 
no  es  suficiente  sólo  sospecharla  basado 
en  que  las  humildes  e  ignorantes,  del  cam- 
po, verifican  sus  alumbramientos  sin  asep- 
cia  ni  atención  alguna.  Tampoco  el  pa- 
ludismo latente  puede  considerarse  como 
causa  eficiente  del  aborto,  ya  que  seria  la 
forma  habitual  en  que  determinaría  toda 
concepción  en  nuestros  medios  profunda- 
mente palúdicos,  salvo  el  paludismo  fe- 
bril de  grandes  accesos,  el  que  no  está  es- 
tablecido que  padeciera  la  citada  Pérez. 
Tampoco  puede  alegarse  en  favor  de  los 
procesados  la  ignorancia  del  estado  grá- 
vido de  la  ofendida  ni  la  concausa  de  la 
enfermedad  de  la  matriz,  puesto  que,  tra- 
tándose de  la  primera,  la  preñez  de  seis  a 
siete  meses  produce  un  volumen  ostensi- 
ble que  no  podían  dejar  de  conocer  los 
encartados;  el  hecho  mismo  de  la  inten- 
ción directa,  traumatizante,  dirigida  al 
abdómen,  los  acusa,  pues  no  cabe  suponer 
que  tal  estado  de  gravidéz  no  hubiera  sido 
notado  desde  el  primer  contacto.  En 
cuanto  a  la  segunda,  la  endometritit,,  da- 
da la  forma  brutal  en  que  fué  golpeada  Ci- 
rila Pérez,  fácilmente  se  colige  que  dicha 
infección  le  sobrevino  como  una  conse- 
cuencia inmediata  del  aborto  de  origen  ac- 
cidental, como  lo  designa  el  Doctor  Carlos 
Federico  Mora,  provocado  por  la  acción 
traumática..."  Y  en  cuanto  al  delito  de 
allanamiento,  se  produjo  en  los  siguientes 
términos:  "...que  también  aparece  esta- 
blecida en  autos  la  responsabilidau  penal 
de  los  citados  reos  en  el  delito  de  allana- 
miento de  morada,  con  el  hecho  de  haber 
penetrado  a  la  casa  de  la  ofendida  la  mis- 
ma Cirila  Pérez  con  el  propósito  de  ul- 
trajarla y  con  la  involuntariedad  tácita  de 
ella,  desde  el  momento  en  que  aquéllos 
llegaron  deliberadamente  con  ese  objeto, 
por  lo  que  debe  condenái'seles  e  imponer- 
les por  dicha  infraccón  la  pena  señalada 
ai  delito. . ." 

Resutando  que  con  relación  al  primer 
grupo  de  argumentos  aducidos  por  la  Sala, 
debe  anotarse:  primero,  que  el  Jue7,  ins- 
tructor de  las  primeras  diligencias  se  cons- 
tituyó en  la  casa  de  autos  el  siete  de  ene- 
ro a  las  quince  horas,  según  consta  en  el 
acta  respectiva,  y  que,  por  consiguiente, 
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Santiago  García  y  Anastasio  Hernández 
examinaron  el  cadáver  de  autos  al  rededor 
de  veinte  horas  después  de  haber  tenido 
electo  el  aborto:  segundo,  que  el  Doctor 
Huberto  Ruiz  Lira  intormó  que  Cirila  Pé- 
lez  se  encontraba  en  el  curso  del  quinto 
mes  de  embarazo;  y  tercero,  que  dicho  fa- 
cultativo reconoció  a  la  Pérez  el  trece  de 
Enero,  esto  es,  antes  de  que  hubieran  trans- 
currido ocho  dias  desde  la  fecha  en  que 
ocurrió  el  aborto. 

Considerando  que  contra  lo  aseverado 
por  la  Sala,  según  se  ve  de  la  relación  que 
antecede,  los  tres  testigos  de  cargo  no  se 
produjeron  de  manera  uniforme.  En  efec- 
to, Suchite  y  Pérez  Ramírez  están  en  ab- 
soluto desacuerdo  respecto  a  las  circuns- 
tancias en  que  se  encontraban  cuando  se 
dieron  cuenta  de  los  hechos;  pues  mien- 
tras el  uno  afirma  que  a  tiempo  que  lle- 
gaban a  la  casa  de  Pedro  Garda  simul- 
táneamente con  éste,  oyeron  un  rumor  de 
riña,  y  presenciaron  acto  continuo  lo  que 
ocurría,  el  otro  sostuvo  que  estando  am- 
bos como  a  veinticinco  brazadas  de  dis- 
tancia y  frente  a  la  puerta  de  dicha  casa, 
vieron  desde  allí  las  violencias  de  que  fué 
víctima  la  Pérez,  y  al  poco  rato,  cuando 
llegó  García,  entraron  en  compañía  de  él. 
Por  otra  parte.  Felicita  García,  que  afirmó 
haber  estado  presente  desde  el  principio 
de  la  agresión  y  precisamente  en  la  puer- 
ta de  la  vivienda,  no  fué  ni  siquiera  men- 
cionada por  Pérez  Ramírez,  y  Suchite  la 
citó,  pero  sin  hacer  referencia  alguna  a 
la  situación  en  que  ella  dijo  haberse  en- 
contrado. 

Considerando  que  para  determinar  la 
eficacia  probatoria  de  los  testimonios  de 
dichas  tres  personas,  es  de  ineludible  rigor 
tener  presente,  además  de  las  contradic- 
ciones apuntadas:  a)  que  Pedro  García 
se  concretó  a  presentar  su  querella  y  a  ra- 
tificarla en  los  términos  de  que  ,se  hizo 
mérito,  pero  en  ninguno  de  los  pasajes  de 
autos  se  manifestó  como  presencial  con- 
forme a  lo  que  consta  en  esos  testimonios; 
b)  que  lo  aseverado  per  Pérez  Ramírez 
acerca  de  la  distancia  desde  la  cual  pre- 
senció la  agresión,  está  en  pugna  con  lo 
que  consta  en  el  acta  levantada  durante 
la  instrucción  de  las  primeras  diligencias 
respecto  a  la  ínvisibilidad  de  la  casa  de 
García  debida  a  la  maleza  y  a  los  cercos 
de  piñuela  que  la  rodean;  c)  que  Cirila  Pé- 
rez só'o  citó  como  presencial  a  Felicita 
García,  y  de  haber  ocurrido  los  hechos  en 
la  forma  a  que  se  contrajeron  los  testi- 
monios de  que  se  trata,  no  es  admisible 


que  le  hubiera  pasado  inadvertida  la  pre- 
sencia de  Suchite  y  Pérez  Ramírez;  d)  que 
es  muy  poco  digno  de  crédito  el  hecho 
afirmado  acerca  de  que,  no  obstante  ha- 
ber sido  tres  hombres  los  que  sorprendie- 
ron a  los  recurrentes  en  el  interior  de  la 
casa,  cuando  todavía  se  encontraban  agre- 
diendo a  la  Pérez  que  yacía  en  el  suelo, 
estuvieron  en  la  imposibilidad  de  apre- 
henderlos, máxime  si  se  atiende  a  la  edad 
del  uno  y  a  la  condición  de  mujer  de  la 
otra;  e)  que  es  menos  digna  de  crédito 
aún  la  excusa  que  dió  Suchite  respecto  a 
la  razón  por  la  cual  se  abstuvo  de  denun- 
ciar lo  ocurrido  a  la  autoridad,  no  obstan- 
te el  carácter  de  agentes  de  la  mlsm.a  de 
que  estaban  investidos  tanto  él  como  Pé- 
rez Ramírez  que  ni  siquiera  hizo  referen- 
cia al  asunto  cuando  dió  su  testimonio;  f) 
que  dichos  dos  agentes  de  la  autoridad, 
por  una  parte,  lograron  sin  ninguna  difi- 
cultad la  captura  de  ambos  reos  el  mismo 
día  en  que  fue  presentada  la  querella,  y 
por  la  otra,  comparecieron  en  autos  hasta 
que  fueron  citados  como  testigos;  g)  que 
de  acuerdo  con  lo  testificado,  la  Pérez  co- 
rrienzó  a  sentirse  mal  en  cuanto  cesó  la 
agresión;  ella  misma  afirma  que  hasta 
perdió  el  conocimiento;  luego,  habida 
cuenta  de  ese  antecedente  y  de  que  en  la 
casa  de  autos  no  había  ninguna  otra  mu- 
jer, tampoco  merece  crédito  el  hecho  de 
que  la  testigo  García  se  retirara  acto  con- 
tinuo, sin  prestar  ningún  auxilio  a  su  ve- 
cina, y  por  consiguiente,  sin  haberse  en- 
terado de  los  efectos  ulteriores  del  delito; 
y  h)  que  los  actos  de  violencia  a  que  se 
contrajeron  los  testimonios  en  cuestión, 
no  aparecieron  corroborados  por  señal  al- 
guna en  el  cuerp>o  de  la  víctima. 

Considerando  que  de  lo  anteriormente 
expuesto  se  deduce  que  carecen  de  verdad 
legal  los  dichos  de  los  testigos  Dionisio 
Suchite,  Felipe  Pérez  Ramírez  y  Felicita 
García,  respecto  de  los  hechos  que  afir- 
man haber  presenciado;  por  cuya  razón 
no  pueden  servir  de  base  para  al  imposi- 
ción de  pena  alguna  a  los  enjuiciados  Je- 
sús Ramírez  Hernández  y  Pastora  Hernán- 
dez Méndez,  de  tal  manera  que  al  estimar 
lo  contrario  la  Sala  sentenciadora  infrin- 
gió el  articulo  568  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  por  cuanto  que  no  está 
probado  que  aquellos  individuos  hayan  co- 
metido los  hechos  que  se  les  imputan,  y 
por  consiguiente  es  procedente  el  recurso 
interpuesto  y  debe  casarse  y  anularse  el 
fallo  recurrido  y  dictarse  el  que  en  dere- 
cho corresponde. 
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CONSIDERANDO: 

Que  los  expertos  Santiago  García  y 
Anastasio  Hernández,  nombrados  por  el 
Juez  menor  de  Jocotán  se  concretaron  ex- 
clusivamente a  comprobar  que  1?.  Pérez 
no  tenía  señal  alguna  de  violencia  en  las 
partes  visibles  de  su  cuerpo,  pues  no  hicie- 
ron un  reconocimiento  completo  de  la 
misma,  y  que  el  niño  que  abortó  presenta- 
ba magulladuras  y  partes  amoratadas  en 
la  cabeza  y  el  abdomen,  las  cuales  atri- 
buyen a  golpes  que  indudablemente  le 
fueron  causados  prenatalmente;  pero 
aparte  de  la  deficiencia  de  su  díctámen  y 
de  la  circunstancia  de  que  tales  expertos 
no  estuvieron  en  posibilidad  de  establecer 
la  verdadera  causa  de  la  expulsión  de  la 
criatura,  existe  el  dictamen  de  un  facul- 
tativo, como  es  el  Doctor  Lira,  quien,  am- 
parado por  sus  conocimientos  científicos 
llegó  a  la  conclusión  de  que  las  condicio- 
nes personales  en  que  se  encontraba  la 
paciente,  habrían  producido  fatalmente  el 
aborto  dado  el  estado  inflamatorio  de  la 
mucosa  uterina,  endometritris,  y  al  palu- 
dismo latente  de  que  padecía,  condiciones 
éstas  que  son  la  verdadera  causa  eficiente 
de  tal  acto,  aunque  la  violencia  que  sufrió, 
según  ella,  pudo  haber  influido  como  una 
coadyuvante;  y  como  se  trata  de  un  asun- 
to que  corresponde  exclusivamente  al  cua- 
dro de  la  Medicina  Legal,  debe  prevalecer 
la  opinión  del  facultativo,  sin  que  deban 
hacerse  argumentaciones,  contrarías  a  sus 
conclusiones,  sobre  el  origen  y  preexisten- 
cia de  la  Indometritís  a  que  él  se  reliiió  en 
concomitancia  con  la  afección  palúdica 
de  que  estaba  padeciendo  Cirila  Pérez  y 
tomándose  en  cuenta  el  dictamen  del  fa- 
cultativo mencionado,  se  llega  a  la  deter- 
minación de  que  el  aborto  que  dicha  se- 
ñora sufrió  no  es  constitutivo  de  delito,  y 
por  consiguiente,  también  por  este  moti- 
vo procede  la  absolución  de  los  enjuicia- 
dos, de  conformidad  con  el  mismo  artícu- 
lo 568  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les y  de  lo  que  disponen  los  números  259, 
270,  364,  379  y  608  de  citado  Código  de 
Procedimientos  Penales  y  185  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  las  razones  consignadas  respec- 
to de  las  declaraciones  de  los  testigos  Su- 
chite,  Pérez  y  la  García,  no  puede  tenerse 
por  probada  la  delincuencia  de  los  proce- 
sados respecto  del  delito  de  allanamiento, 
por  lo  que  su  absolución  es  procedente.  Ai"- 


tículos  566  y  571  Procedimientos  Penales. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tanto, 
fundada  además,  en  lo  prescrito  por  los 
artículos  571,  572,  586  y  731  del  Código  de 
procedimientos  penales,  casa  y  anula  la 
sentencia  recurrida,  y  resolviendo  sobre  lo 
principal  absuelve  por  falta  de  prueba  a 
Jesús  Ramírez  Hernández  y  a  Pastora 
Hernández,  de  los  cargos  que  se  les  hicie- 
ron. Notifiquese,  cúmplase  con  lo  dispues- 
to en  el  artículo  81  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  y  con  certificación  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García 
R.  — •  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Francisco  Santiago  Reyes 
Duque,  por  el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  La  Circunstancia  atenuante 
que  consiste  en  no  haber  tenido  el  cul- 
pable intención  de  causar  un  mal  de 
tanta  gravedad  como  el  que  produjo, 
únicamente  tiene  vida  jurídica  cuando 
los  actos  ejecutados  no  son  de  los  que 
por  su  naturaleza  producen  ordinaria- 
mente el  daño  resultante. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  Septiembre  de  mil  nove  - 
cientos treinta  y  ocho. 

El  catorce  de  enero  del  año  en  curso  la 
Sala  cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones  co- 
noció, en  virtud  de  consulta,  de  la  senten- 
cia en  que  el  Juez  segundo  de  primera 
instancia  del  departamento  de  Quezalte- 
nango,  en  dieciocho  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado,  condenó  a  FRANCISCO 
SANTIAGO  REYES  DUQUE  —de  treinti- 
cinco  años  de  edad,  soltero,  telegrafista, 
criginario  de  Jalapa  y  vecino  de  la  ciudad 
de  Quezaltenango —  en  concepto  do  autor 
de  delito  de  lesiones  menos  graves,  con 
la  atenuante  relativa  a  que  no  tuvo  la 
intención  de  causar  un  mal  de  tanta  gra- 
vedad como  el  que  produjo,  a  sufrir  la  pe- 
na de  ocho  meses  de  arresto  mayor  con- 
mutable a  razón  de  diez  centavos  diarios 
y  con  las  accesorias  concernientes  a  la  sus- 
pensión en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos y  a  la  reposición  del  papel  emplea- 
do en  la  causa,  y  le  dió  su  aprobación  con 
la  reforma  de  que  no  estando  justificada 
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en  autos  la  atenuante  de  que  se  hizo  mé- 
rito, la  pena  impuesta  debe  extenderse  a 
un  año  de  prisión  correccional  conmuta- 
ble en  sus  dos  tercios  en  la  proporción  se- 
ñalada por  el  Juez.  Reyes  Duque,  con  el 
auxilio  del  Licenciado  Isai  Cabrera  Alva- 
rado  y  denunciando  como  infringidos  los 
artículos  11,  14,  15,  22,  incisos,  3o.,  9o.  y  10, 
79  y  449  del  Código  penal,  609  y  614  del 
Código  de  procedimientos  penales  inter- 
puso el  recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia proferida  por  la  Sala. 

Resultando  que  a  eso  de  las  quince  ho- 
ras del  quince  de  julio  del  año  recién 
transcurrido,  el  sargento  segundo  Juan 
Reinoso  y  el  cabo  Luis  de  León  Rodas,  fue- 
ron destacados  del  Cuartel  de  Infantería 
de  la  ciudad  de  Quezaltenango  con  el  ob- 
jeto de  inquirir  acerca  de  una  detonación 
de  ama  de  fuego  que  se  oyó  en  las  inme- 
diaciones, y  como  a  una  cuadra  de  distan- 
cia, en  la  Avenida  Justo  Rufino  Barrios, 
encontraron  a  Victoriano  de  León  que,  ya 
herido,  sujetaba  en  el  suelo  a  Francisco 
Santiago  Reyes  Duque,  que  aún  conserva- 
ba en  la  mano  derecha  un  revólver  calibre 
treintidós  con  cuatro  cartuchos  dispara- 
dos y  uno  útil;  y  después  de  desarmar  a 
éste,  los  condujeron  al  cuartel  menciona- 
do. 

Resultando  que  hecha  la  denuncia  res- 
pectiva al  Juez  primero  de  Paz,  se  consti- 
tuyó acto  continuo  en  el  susodicho  Cuer- 
po Militar  y  ordenó  la  remisión  del  heri- 
do al  Hospital,  después  de  reconocer  la  le- 
sión de  que  en  seguida  se  hará  mérito  y  de 
poner  constancia  de  que  presentaba  un  fo- 
gonazo en  la  manga  izquierda  de  la  cami- 
sa blanca  que  vestía. 

Resultando  que  interrogado  Victoriano 
de  León,  expuso:  que  la  noche  de  autos, 
como  a  las  diecinueve  horas  y  cuaxenti- 
cincc  minutos,  se  encontraba  en  la  puerta 
de  su  casa,  sita  en  el  número  treinticuatro 
de  la  Avenida  Justo  Rufino  Barrios,  cono- 
cida también  con  el  nombre  de  La  Joyita, 
cuando  vió  que  un  desconocido  caminaba 
con  dirección  al  centro  de  la  ciudad  ha- 
ciendo disparos  con  un  revólver;  que  como 
a?  ver  al  exponente  se  dirigió  a  él  y  le  acer- 
tó un  balazo,  le  sujetó  el  arma  y  dió  de 
gritos,  por  lo  cual  acudieron  a  darle  auxi- 
lio del  Cuartel,  a  donde  fueron  conducidos 
ambos. 

Resultando  que  durante  la  instrucción 
de  las  primeras  diligencias,  esto  es,  la  Uiis- 
ma  noche  de  autos,  Francisco  Santiago 
Reyes  Duque,  a  causa  del  estado  de  ebrie- 
dad en  que  se  encontraba,  según  constan- 
cia que  de  ello  se  puso,  no  pudo  ser  inte- 


rogado  con  amplitud;  pero  confesó  que  ha- 
bía estado  ingiriendo  licor  con  su  amigo 
Jacobo  Martínez,  y  que  había  sido  deteni- 
do porque  yendo  por  La  Joyita,  sintió  que 
un  individuo  lo  jalaba  por  detrás,  del  saco, 
y  como  llevaba  su  revólver  en  la  mano, 
disparó  hacia  atrás.  Interrogado  de  nue- 
ve el  diecisiete  de  julio,  manifestó  que  ha- 
bía sido  detenido  el  quince  del  mismo,  por 
unos  soldados,  en  la  calle  de  la  Artileria, 
pero  no  podía  dar  razón  del  motivo  a  cau- 
sa del  estado  de  embriaguez  en  que  se  ha- 
llaba; que  Victoriano  de  León  le  era  des- 
conocido en  absoluto;  que  no  era  cierto  que 
lo  hubiera  lesionado;  que  reconocía  como 
de  su  propiedad  el  revólver  que  le  fué  ex- 
hibido; que  la  noche  de  autos  llevaba  tal 
arma  en  la  mano  porque  lo  estaba  siguien- 
do un  individuo;  que  sólo  recordaba  que 
sufrió  una  caída  y  a  causa  de  ello  se  pro- 
dujo un  disparo  de  su  arma,  y  con  poste- 
rioridad, frente  a  la  Artileria,  le  dió  alcan- 
ce ese  individuo  a  quien  no  conocía,  y  en- 
tonces, disparó  su  arma  hacía  atrás,  y  pi- 
dió auxilio  porque  ignoraba  el  objeto  que 
se  proponía  su  asaltante.  Y  cuando  ya  es- 
taba la  causa  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia, en  un  memorial  que  presentó  con 
e!  auxilio  del  Licenciado  Jorge  Amado  Pa- 
checo, afirmó  que  a  causa  de  habérsele  do- 
blado un  pie,  cayó  y  el  revólver  se  le  salió 
de  la  bolsa  y  disparó  yendo  a  alojarse  el 
proyectil  en  el  cuerpo  de  Victoriano  de 
León;  que  continuó  su  marcha  porque  no 
advirtió  lo  ocurrido  a  éste,  que  lo  siguió 
llamándolo  a  grandes  voces  hasta  lograr 
que  se  detuviera,  y  entonces  le  reclamó  y 
como  no  le  hizo  caso,  se  arrojó  .sobre  el 
exponente,  acto  durante  el  cual  hizo  dos 
disparos  con  el  solo  propósito  de  amedren- 
tarlo y  a  continuación  emprendieron  una 
lucha  cuerpo  a  cuerpo  y  en  esos  momen- 
tos acudió  la  escolta.  Durante  el  plena- 
rio,  al  responder  a  un  interrogatorio  que 
propuso  la  defensa,  expuso:  que  sufrió  la 
caída  de  que  hizo  referencia,  en  la  Calle 
de  Sincamá,  dos  cuadras  antes  de  llegar  a 
La  Artillería;  que  Victoriano  de  León  le 
dió  alcance  entre  los  jardines  de  dicho 
Cuerpo  y  del  Instituto  de  Varones;  que  hi- 
zo el  primer  disparo  cuando  se  cayó,  se- 
gún presumía,  frente  a  la  casa  del  lesio- 
nado, y  el  segundo  cuando  éste  le  dió  al- 
cance y  se  le  echó  encima,  al  caer  ambos 
al  suelo;  y  por  último,  que  ambos  disparos 
se  produjeron  de  modo  absolutamente 
fortuito. 

Resultando  que  mediante  la  informa- 
ción médica  correspondiente  consta  en  au- 
tos: primero,  que  Victoriano  de  León  su- 
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frió  una  lesión  producida  con  arma  de 
fuego,  cuyo  proyectil  penetró  en  la  región 
deltoida  izquierda,  a  un  centímetro  de  la 
axila,  fué  a  alojarse  al  nivel  del  ángulo 
del  omóplato  izquierdo,  e  interesó  única- 
mente la  piel  y  loa  músculos  de  la  región; 
segundo,  que  dicho  proyectil  fué  extraído 
mediante  una  intervención  quirúrgica  y 
el  herido  necesitó  de  veinte  y  un  días  de 
asistencia  facultativa  para  curar,  sin  que 
le  quedara  impedimento  ni  deformidad;  y 
tercero,  que  dada  la  dirección  de  arriba 
hacia  abajo,  de  adelante  hacia  atrás  y  de 
fuera  hacia  adentro  de  la  lesión,  es  impo- 
sible que  el  propio  proyectil  haya  sido  dis- 
parado por  un  revólver  al  caer  en  el  suelo, 
a  menos  que  el  herido,  al  tiempo  de  pro- 
ducirse, hubiese  colocado  el  tórax  en  fle- 
xión sobre  el  abdómen. 

Resultando  que  el  recurrente  adujo  co- 
mo fundamento  para  impugnar  la  senten- 
cia de  que  se  trata,  que  los  hechos  ocu- 
rrieron en  dos  etapas  sucesivas:  la  prime- 
ra, cuando  de  León  resultó  lesionado,  fren- 
te a  su  casa,  y  la  segunda,  frente  al  Cuar- 
tel de  Infantería,  cuando  fué  aprehendido 
por  los  soldados  de  autos;  que,  por  consi- 
guiente, la  primera  etapa  sólo  se  probó  en 
la  causa  mediante  su  confesión  caliíicada, 
que  debe  serle  admitida  en  la  parte  que  le 
favorece,  en  tanto  que  la  segunda,  se  es- 
tableció con  los  testimonios  del  sargento 
y  cabo  que  lo  aprehendieron.  Afirmó  asi- 
mismo, en  forma  manifiestamente  con- 
tradictoria, por  una  parte,  que  los  hechos 
que  motivaron  su  encausamiento  no  son 
constitutivos  de  delito,  "sino  de  una  im- 
prudencia producida  por  mero  accidente" 
de  la  que  no  tiene  ninguna  respoasabílí- 
dad  criminal;  y  por  la  otra,  que  la  Sala  no 
le  tomó  en  cuenta  las  atenuantes  relativas 
a  no  haber  "querido  producir  un  mal  de 
tanta  gravedad  como  el  que  produjo",  a 
su  confesión,  y  a  "algunas  otras  análogas 
a  las  anteriores  que  si  existen  probadas 
en  autos".  Y  concluyó  pidiendo  que  se 
case  y  anule  la  sentencia  recurrida  y  se  le 
absuelva,  por  tratarse  de  "un  hecho  mera- 
mente casual". 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
por  la  forma  varia,  contradictoria  y  reti- 
cente en  que  el  procesado  se  produjo  a 
través  de  las  diferentes  indagatorias  de 
que  fué  objeto,  estimó  tal  proceder  como 
un  medio  ineficaz  empleado  para  su  de- 
fensa y  fundó  substancialmente  su  fallo 
en  los  testimonios  del  sargento  y  cabo  que 
lo  aprehendieron  infraganti  corroborados 
por  la  información  médicolegal  de  que  se 
hizo  referencia;  que.  por  otra  parhe.  las 


ronstancias  de  la  causa  no  ofrecen  fun- 
damento alguno  para  dar  crédito  a  lo  ase- 
verado por  el  recurrente  acerca  de  que  le- 
sionó a  de  León  como  a  dos  cuadras  de 
distancia  del  sitio  donde  fué  capturado, 
y  que,  en  esa  virtud,  los  artículos  609  y  C14 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  ca- 
recen de  relación  con  el  caso  súb-judice, 
y  por  ello  no  íueron  infringidos  en  la  sen- 
tencia de  que  se  trata. 

Considerando  que  por  la  misma  razón, 
tampoco  fué  infringido  el  inciso  9o.  del 
artículo  22  del  Código  penal,  porque  para 
que  pueda  apreciarse  la  confesión  del  en- 
juiciado como  circunstancia  atenuante  de 
su  responsabilidad  criminal,  es  conditio 
sine  qua  non  que  sea  tenida  como  única 
prueba  de  su  delincuencia. 

Considerando  que  la  atenuante  que  con- 
siste en  no  haber  tenido  el  culpable  la  in- 
tención de  causar  un  mal  de  tanta  grave- 
dad como  el  que  produjo  únicamente  tie- 
ne vida  jurídica  cuando  consta  en  autos 
de  manera  fehaciente  que  los  actos  por  él 
ejecutados  no  son  de  los  que  por  su  natu- 
raleza producen  ordinariamente  el  efecto 
causado;  por  consiguiente,  dentro  de  di- 
cha circunstancia  no  puede  estimarse  com- 
prendido, en  modo  alguno  el  caso  del  que 
dispara  sobre  otro  un  arma  de  fuego;  y 
que,  en  esa  virtud,  la  Sala  sentenciadora 
no  infringió  la  prescripción  contenida  en 
el  inciso  3o.  del  articulo  22  del  Código  Pe- 
nal. 

Considerando  que  el  recurrente  no  hizo 
alegación  alguna,  en  concreto,  respecto  al 
motivo  por  el  cual  la  Sala  nombrada  in- 
tringió  el  inciso  10  del  susodicho  articulo 
22.  ni  de  autos  se  desprende  ostensible- 
mente ningún  fundamento  para  estimar 
que  fué  infringido. 

Considerando  que  de  lo  expuesto  se  des- 
prende que  tampoco  fué  infringido  el  ar- 
ticulo 79  del  Código  Penal,  porque  tal  ar- 
ticulo sólo  tiene  aplicación  cuando  concu- 
rren circunstancias  atenuantes  o  agravan- 
tes. 

Considerando  que  de  los  hechos  que  apa- 
recen probados  en  la  causa  no  surgen  mo- 
tivos racionales  para  inferir  que  Victoria- 
no de  León  resultó  lesionado  por  efecto 
de  acciones  u  omisiones  imputables  a  im- 
prudencia o  negligencia  del  recurrente, 
ni  menos  aún  para  llegar  a  la  conclusión 
de  que  lo  hirió  por  mero  accidente,  con  oca 
Eión  de  acciones  u  omisiones  lícitas  ejecu- 
tadas con  la  diligencia  debida.  Luego,  es 
inadmisible  en  todos  conceptos  su  preten- 
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sión  concerniente  a  que  el  Tribunal  sen- 
tenciador infringió  los  artículos  11,  14,  15 
y  449  del  Código  penal. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tan- 
to, desestima  el  recurso  de  casación  de  que 
se  hizo  mérito,  y  en  cumplimiento  de  lo 
prescrito  por  el  articulo  690  del  Código  de 
procedimientos  penales,  impone  al  recu- 
rrente la  pena  adicional  de  treinta  dias 
de  arresto  conmutable  a  razón  de  veinte 
centavos  diarios.  Notifíquese  y  en  la  for- 
ma que  corresponde,  devuélvanse  los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Francisco  Saquich  Hernán- 
dez, por  los  delitos  de  lesiones  y  abusos 
contra  particulares. 

DOCTRINA:  Es  constitutiva  de  deformi- 
dad la  pérdida  de  los  dos  incisivos  me- 
dios superiores  y  por  ello  determina  la 
existencia  del  delito  de  lesones  graves. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  Septiembre  de  mi!  nove- 
cientos treinta  y  ocho. 

El  Juez  segundo  de  primera  instancia 
del  departamento  de  Quezaltenango,  con 
fecha  del  veintitrés  de  noviembre  del  año 
próximo  pasado,  condenó  a  Francisco  Sa- 
quich Hernández  — de  cincuenticuatro 
años  de  edad,  soltero,  tejedor,  analfabe- 
to, originario  y  vecino  del  municipio  de 
San  F'rancísco  La  Unión —  en  concepto  de 
autor  de  los  delitos  de  lesiones  y  abusos 
contra  particulares,  a  sufrir  respectivamen- 
te las  penas  de  un  año  de  prisión  correc- 
cional y  cuatro  meses  de  arresto  conmu- 
tables, la  primera  en  sus  dos  tercios  y  la 
segunda  en  su  totalidad,  a  razón  de  diez 
centavos  diarios  con  las  accesorias  re- 
lativas a  la  suspensión  en  el  ejercicio  de 
sus  derechos  políticos,  al  pago  de  curación 
del  ofendido  y  a  la  reposición  del  papel 
empleado  en  la  causa;  y  habiendo  conoci- 
do en  virtud  de  recurso  de  apelación  la 
Sala  cuarta,  en  la  audiciencia  del  veinti- 
trés de  diciembre,  reformó  dicho  fallo  en 
el  sentido  de  que  impuso  al  procesado  la 
pena  de  tres  años  de  prisión  correccional 
por  el  delito  de  lesiones,  y  lo  confirmó  en 
cuanto  a  los  demás  pronunciamientos  de 


que  se  hizo  mérito.  Francisco  Saquich 
Hernández,  con  el  auxilio  del  Licenciado 
Ernesto  Polanco  y  denunciando  como  in- 
fringidos por  la  Sala  sentenciadora  los 
artículos  276,  párrafo  primero,  309,  inciso 
3o.,  y  311,  inciso  2o.,  del  Código  penal,  in- 
terpuso recurso  de  casación. 

Resultando  que  la  sentencia  cuestiona- 
da se  fundó  substancialmente  en  que  con 
los  hechos  confesados  por  el  recurrente, 
los  testimonios  de  Mariano  Zacarías,  Ra- 
mos Oxlaj  y  Diego  González  y  Roberto 
Robles,  se  estableció  en  autos:  primero, 
que  por  la  noche  del  treinta  de  marzo  del 
año  recién  transcurrido,  en  el  pueblo  de 
San  Farncisco  La  Unión,  Francisco  Sa- 
quich Hernández,  que  a  la  sazón  formaba 
parte  de  una  ronda  con.stituida  por  agen- 
tes de  la  autoridad,  sin  motivo  justificado, 
agredió  con  un  palo  a  Tomás  Matul  y  le 
produjo  contusiones  en  ambas  regiones 
orbitarias,  en  uno  de  los  dedos  medios  de 
la  mano  y  en  ambas  regiones  escapulares, 
erosiones  en  la  piel  del  antebrazo  derecho 
y  en  la  cara  anterior  del  tercio  superior 
de  la  pierna  del  mismo  lado,  y  por  último, 
la  fractura  del  incisivo  medio  supsrior  de- 
recho que,  a  causa  de  una  infección,  de- 
terminó la  expulsión  del  otro  incisivo  me- 
dio superior;  segundo,  que  necesitó  de  die- 
ciocho días  de  asistencia  facultativa  para 
su  curación  a  causa  de  haberse  infectado 
la  herida  de  la  pierna;  y  tercero,  que  la 
périda  de  dichos  incisivos  constituye  de- 
formidad: 

Y  considerando  que  el  Tribunal  senten- 
ciador no  infringió  el  articulo  276,  párrafo 
primero,  del  Código  penal  porque  en  au- 
tos está  plenamente  probado  que  el  recu- 
rrente lesionó  a  Tomás  Matul  en  ocasión 
en  que  actuaba  en  concepto  de  agente  de 
la  autoridad  y  como  miembro  de  una  ron- 
da que  se  ocupaba  en  cuidar  del  orden  en 
el  pueblo  de  su  domicilio;  y  que  tampoco 
infringió  Jos  incisos  3o.  del  articulo  309  y 
2o.  del  311  del  propio  Código,  porque  al 
estimar  como  constitutiva  de  deformidad, 
la  pérdida  de  los  dos  incisivos  medios  su- 
periores del  ofendido,  además  de  haberse 
apoyado  en  el  dictamen  asertivo  de  dos 
peritos,  interpretó  rectamente  el  signifi  ■ 
cado  y  extensión  que  la  ley  otorga  a  la 
palabra  deforme  en  el  primero  de  los  in- 
cisos mencionados. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tanto, 
desestima  el  recurso  de  que  se  hizo  mé- 
rito y,  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto 
por  el  articulo  690  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  impone  al  recurrente  la 
pena  adicional  de  quince  días  de  arresto 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


315 


conmutables  a  razón  de  diez  centavos  dia- 
rios. Notifiquese  y,  con  certificación  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max.  García 
R.  —  Secretarlo. 


CRIMINAL 

CAUSA  seguida  contra  Victoriano  Ixco.jov 
Realic,  por  el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  No  puede  alegarse  la  viole: - 
CÍÓ71  de  artículos  de  ley  relativos  a  pre- 
sunciones, cuando,  además  de  esta  prue- 
ba, existe  la  confesión  plena  del  enjui- 
ciado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  septiembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  reo  Victoriano  Ixcajop  Realic,  con  auxi- 
lio del  abogado  Miguel  Castejón  Piallos, 
se  examina  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes con  fecha  veinte  de  mayo  del  corrien- 
te año,  en  la  causa  instruida  contra  el  ex- 
presado individuo  Ixcajop  por  el  delito  de 
homicidio,  en  la  cual  confirma  la  que  dic- 
tó el  Juez  Cuarto  de  Prim.era  Instancia  de 
este  departamento,  en  cuando  lo  declara 
responsable  del  delito  referido,  pero  modi- 
ficándola en  cuanto  a  la  pena,  pues  en  vez 
de  seis  años  ocho  meses  de  prisión  correc- 
cional que  le  impuso  el  Juez,  por  la  cir- 
cunstancia atenuante  de  su  confesión,  la 
Sala  lo  condena  a  diez  años,  sin  modifi- 
cación. 

El  Juzgado  de  Paz  de  Mixco,  el  diecio- 
cho de  enero  de  mil  novecientos  veinticua- 
tro, siendo  las  catorce  horas,  mandó  a  ins- 
truir la  averiguación  correspondiente,  con 
motivo  de  haberse  presentado  Germán 
González  Fuentes,  manifestando  que  dos 
días  antes,  como  a  las  siete  y  media  sa- 
lió de  su  casa  su  hijo  adoptivo  Leonardo 
Arenas  con  rumbo  a  la  capital,  a  donde 
iba  con  frecuencia  a  comprar  encomien- 
das, y  como  tenia  ya  dos  días  sin  regresar, 
dispuso  ir  a  buscarlo,  encontrándolo  muer- 
to en  el  fondo  de  una  ladera;  que  Arenas 
no  tenia  enemigos,  pero  presumía  que  los 
hechores  eran  Victoriano  y  Tiburcio  Ixca- 
jop,  pues  éstos   habían   sentenciado  a 


muerte  al  declarante,  y  aquel  día  fueron 
y  regresaron  con  muías  con  carga  de  la 
capital,  pasando  imprescindiblemente  por 
el  lugar  del  suceso.  Constituida  la  auto- 
ridad en  el  lugar  del  hecho,  encontró  a 
quince  metros  de  profundidad'  el  cadáver 
de  Leonardo  Arenas,  el  cual  tenia  un  ca- 
nasto envuelto  en  una  red  de  pita  pen- 
diente del  cuello  por  medio  de  un  mecapal 
con  un  lazo;  en  el  suelo,  en  la  parte  su- 
perior de  la  ladera  se  encontró  un  pajal 
tronchado  y  como  a  cinco  metros  del  ca- 
dáver un  sombrero  de  petate.  El  occiso 
presentaba  una  lesión  en  la  tetilla  izquier- 
da, producida,  al  parecer,  por  revólver  ca- 
libre treintidós  corto.  Examinado  Marcelo 
Cotzojay,  de  12  años  le  edad,  dijo:  que  el 
dieciséis,  como  a  las  dos  y  media  de  la  tarde 
encontró  en  la  finca  San  Cristóbal,  puer- 
ta del  Arenal,  a  Leonardo  Arenas  con 
quien  estuvo  platicando  un  rato  y,  cuan- 
tío se  despedían,  pasaba  un  hombre  que  al 
verlos  frunció  el  ceño,  y  le  pegó  a  unas 
muías  que  iba  arriando,  individuo,  que  se- 
gún sabe  es  de  apellido  Ixcajop.  Se  remi- 
tió el  cadáver  al  Hospital  para  su  autop- 
sia y  las  diligencias  pasaron  al  Juzgado 
4o.  de  la.  Instancia  en  donde,  desde  aque- 
lla fecha,  quedaron  en  suspenso. 

El  trece  de  mayo  de  mli  novecientos 
treinta  y  seis,  el  Jefe  del  departamento  de 
investigación  dió  parte  al  Juez  Sexto  de 
Primera  Instancia,  que  había  sido  captu- 
rado Victoriano  Ixcajop  Realic  por  dos 
agentes,  en  vista  de  la  orden  procedente 
de  Amatitlán  fechada  en  noviembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  uno,  estando  sin- 
dicado dicho  individuo  por  el  delito  de  de- 
íraudación;  pero  también  estaba  compli- 
cado en  la  muerte  de  Bernardo  Quiñónez. 
ocurrida  en  "La  Selva"  de  la  jurisdicción 
de  aquel  departamento,  por  donde  era  co- 
nocido, además,  como  cuatrero,  por  lo  que 
lo  ponía  a  su  disposición:  de  los  dos  agen- 
tes de  investigación,  el  número  quince,  cu- 
yo nombre  no  se  expresa,  declaró:  que  es- 
tando al  costado  de  la  cantina  de  María 
Morales  en  la  Avenida  de  Amatitlán  y 
tercera  calle  de  la  Reformita,  vió  que  es- 
taban Tiburcio  y  Victoriano  Ixcajop  en  com 
pañía  de  otros  amigos,  y  oyó  que  éstos  le 
preguntaban  a  Victoriano  qué  había  re- 
bultado de  cierto  asunto  que  tenia  pen- 
diente y  que  había  ocurrido  en  un  calle- 
jón de  Las  Charcas  o  sea  el  Arenal  de  Ma- 
riscal; Victoriano  contestó  que  la  herma- 
na de  Nayito.  Venancia  Torres  no  había 
pedido  nada  contra  ellos,  porque  de  io 
contrario,  les  hubiera  ido  mal. 
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Examinada  Venancia  Torres,  hermana 
de  Leonardo  Arenas,  dijo:  que  el  dieciséis 
de  enero  de  mil  novecientos  veinticuatro, 
falleció  su  citado  hermano,  a  consecuen- 
cia de  un  balazo,  según  supo  por  noticias 
que  le  llevó  Juan  Burrión,  sabiendo  tam- 
bién que  mentaban  a  los  Ixcajop  como  los 
hechores,  pues  su  hermano  los  había  vis- 
to fabricando  aguardiente  clandestina- 
mente, y  tal  vez  ellos  lo  vieron  a  su  vez, 
y  por  eso  lo  mataron;  también  Ventura 
Cermeño,  que  ya  es  muerto,  le  contó  que 
él  habia  oido  cuando  su  hermano  les  pe- 
día perdón  a  los  que  lo  mataron,  dicién- 
doles  que  él  no  tenia  qué  decir  ninguna 
cosa.  Juan  Burrión,  dijo:  que  no  conoce 
a  Venancia  Torres,  ni  sabe  nada  de  lo  su- 
cedido. Magdalena  Arenas,  hermana  tam- 
bién del  muerto,  dijo:  que  ha  oído  decir 
que  un  Ixcajop  fué  el  que  mató  a  Leonar- 
do y  que  éste,  como  un  año  antes  le  dijo 
que  unos  Lxcajop  le  habían  robado  unan 
bestias  a  Germán  González  en  donde 
aquél  trabajaba,  y  cree  que  por  eso  haya 
sido  la  muerte. 

Al  ser  interrogado  Victoriano  Ixcajop 
Realic,  manifestó:  que  el  día  dieciséis  de 
enero  de  mil  novecientos  veinticuatro,  vi- 
no a  esta  capital  procedente  de  la  aldea 
El  Calvario,  donde  vive,  trayendo  cuatro 
cargas  de  piedra,  regresando  al  lugar  de 
su  domicilio  entre  las  dos  y  tres  de  la  tar- 
de, iba  solo  y  pasó  por  el  lugar  llamado  El 
Arenal  de  San  Cristóbal,  en  donde  encon- 
tró a  Leonardo  Arenas,  quien  se  le  acer- 
có y  le  dijo  que  se  apeara  de  su  cabalga- 
dura pues  iban  a  platicar;  él  le  contestó 
que  se  fueran  juntos  e  irían  platicando, 
pero  aquel  seguía  neciando  con  que  se  ba- 
jara del  caballo,  y  como  no  le  hizo  caso  le 
pegó  al  caballo  en  la  cara  con  una  daga 
que  portaba  sin  vaina,  por  lo  que  el  ca- 
ballo se  encabritó  y  arrojó  al  suelo  al  de- 
clarante; y  luego  Arenas  se  le  fué  para 
encima  y  le  tiró  con  la  daga,  atravesándo- 
le la  camisa  y  la  chaqueta  sin  herirlo,  y 
como  no  se  contuviera,  el  dicente  estan- 
do ya  de  pié,  sacó  su  pistola  y  le  hizo  un 
disparo,  arrojando  luego  el  arma  al  monte 
y  se  fué,  pasando  primero  a  su  casa  a  de- 
jarles bastimento  a  sus  hijos;  que  Arenas 
le  dijo  oue  había  sido  mandado  por  Ger- 
mán González  con  quien  él  no  tenia  ene- 
mistad y  pudo  haber  sido  porque,  cuando 
el  declarante  se  puso  a  vivir  con  un?,  her- 
mana de  González,  éste  y  sus  hermanos 
ya  no  pudieron  seguir  explotando  la  pe- 
drera, que  es  de  su  mujer:  que  el  dicente 
no  llevaba  arma  blanca  y  que  no  se  pre- 


sentó a  la  autoridad,  pero  tampoco  huyó. 
Nueve  días  después  de  esta  declaración, 
soücító  que  se  le  examinara  de  nuevo,  y, 
a'  hacerlo,  negó  que  aquella  contuviera  la 
verdad,  pues  no  es  cierto  que  él  le  haya 
dado  muerte  a  Leonardo  Arenas,  a  quien 
conoció  cuando  era  muy  pequeño  y  de  cu- 
ya desaparición  y  muerte  tuvo  noticias 
por  m.edio  de  María  González  que  enton- 
ces era  su  concubina.  Germán  González 
dijo,  que  tenia  como  hijo  de  casa  a  Leo- 
nardo Arenas,  a  quien  un  día  lo  mandó  a 
a  la  capital  a  vender  un  poco  de  ichintal 
y  comprar  encomiendas,  pero  como  ya  no 
regresara,  salió  a  buscarlo  encontrándo- 
se con  unos  patojos  que  le  informaron  que 
lo  habían  visto  y  habían  estado  platican- 
do juntos  cuando  pasaron  Victoriano  y  Ti- 
burcio  Ixcajop,  montados,  y  al  momento 
se  fué  Leonardo,  y  enseguida  oyeron  dos 
disparos,  pero  no  se  dieron  cuenta  a  quien 
iban  dirigidos;  con  esas  noticias  puso  en 
conocimiento  de  la  autoridad  lo  que  sabía 
y  fueron  a  buscar  a  Leonardo,  habiéndolo 
encontrado  embarrancado,  y  que  presen- 
taba un  tiro  en  la  tetilla  izquierda;  las 
autoridades  persiguieron  a  los  Ixcajop  pe- 
ro no  los  encontraron,  habiendo  pasado 
bastante  tiempo  sin  que  se  supiera  de  ellos, 
y  últimamente  supo  que  Victoriano  era  el 
delincuente,  pues  se  lo  contó  a  su  concu- 
bina, la  que  es  hermana  de  la  mujer  del 
dicente;  agrega  que  estos  dos  hermanos 
Ixcajop  no  querían  al  declarante  porque 
en  el  año  de  mil  novecientos  veintiuno  le 
robaron  unas  bestias. 

En  el  informe  dado  por  el  servicio  mé- 
dico forence  del  Hospital  General  apare- 
ce que  el  cadáver  dé  Leonardo  Arenas,  in- 
dividuo como  de  veinticuatro  años  de  edad, 
se  presentaba  exteriormente  cubierto  de 
manchas  verdes,  índice  de  una  putrefac- 
ción avanzada  y  tenía  tres  heridas  produ- 
cidas por  arma  punzo-cortante,  situadas: 
una  en  el  tercer  espacio  intercostal  iz- 
quierdo inmediatamente  fuera  del  borde 
external,  de  un  centímetro  de  largo  por 
cuatro  milímetros  de  ancho;  otra  en  la 
parte  inferior  del  triángulo  de  Scarpa  del 
lado  izauierdo;  y  otra  sobre  la  reeión  glú- 
tea también  del  lado  izquierdo,  interesan- 
do las  dos  ú'timas  solamente  la  oiel  y  el 
tejido  celular.  En  la  cavidad  toráxica  se 
encontró  que  la  primera  herida  penetró 
en  la  cavidad  por  el  tercer  espacio  inter  ■ 
costal  hiriendo  el  pericardio  y  la  pared  an- 
terior del  ventrículo  derecho,  que  fué  la 
causante  de  la  muerte. 
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El  reo  no  aceptó  el  cargo  que  se  le  hizo 
respecto  de  la  muerte  de  Leonardo  Arenas 
y  nombró  como  su  defensor  al  Licenciado 
Castejón  Fiallos.  El  Ministerio  Público  se 
mostró  parte  y  pidió  se  dictara  sentencia 
condenatoria. 

Fueron  presentadas  por  parte  del  reo, 
las  pruebas  siguientes:  a)  declaración  de 
Serapio  Barrera,  sobre  que  el  reo  ha  obser- 
vado buena  conducta,  b")  la  de  Julián 
Santos  sobre  que  cuando  él  estuvo  de  Al- 
calde en  Villa  Nueva,  a  fines  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  tres,  Ixcajop  no  tuvo  que 
ver  nada  con  la  autoridad,  no  constándo- 
le  si  haya  estado  o  no  huyendo;  c)  la  de 
Demingo  Fuentes,  sobre  que  ha  visto  tra- 
bajando a  Ixcajop,  pero  en  cuanto  a  su 
honradez  no  puede  dar  razón  por  vivir  di- 
cho individuo  muy  lejos  de  la  población; 
que  del  año  mil  novecientos  treinta  y  uno 
a  mil  novecientos  treinta  y  cinco  que  sir- 
vió de  Comandante  Local  en  Villa  Nueva, 
no  recuerda  haber  recibido  orden  de  cap  - 
tura contra  Ixcajop. 

El  defensor  alegó  que  en  la  confesión 
prestada  por  el  reo  falta  la  condición  in- 
dispensable de  que  sea  verosímil  y  con- 
gruente con  las  constancias  del  proceso, 
pues  éste  aseguró  haberle  dado  muerte  a 
Arenas  a  tiros  y  resulta  que  murió  apuña- 
lado. Pidió  la  absolución. 

En  segunda  instancia  el  Procurador  se 
manifestó  conforme  con  la  sentencia  del 
Juez,  y  el  Fiscal  también  pidió  fuera  con- 
firmada; pero  el  Tribunal  ordenó  la  prác- 
tica de  varias  diligencias  cuyo  resultado  es 
el  siguiente:  a)  el  reo  declaró  que  ha  sido 
perseguido  como  contrabandista  dos  ve- 
ces: la  primera,  en  una  época  que  no  re- 
cuerda, que  fué  condenado  a  la  pena  de 
tres  años,  pero  sólo  cumplió  dieciocho  me- 
ses, por  haberse  concedido  indulto;  y  la 
segunda  en  mil  novecientos  treinta  y  cua- 
tro, condenado  a  dos  meses  de  arresto  ma- 
yor, que  extinguió  en  la  cárcel  de  Amati- 
tlán;  que  su  concubina  le  contó  que  a  él  le 
echaban  la  culpa  de  la  muerte  de  Arenas, 
y  cuando  llegó  a  su  casa  situada  en  El  Cal- 
vario, supo  que  una  comisión  habia  llega- 
do a  capturarlo  y  ésta  fué  la  única  vez, 
pues,  posteriormente  permaneció  indistin- 
tamente por  esos  lugares,  asi  como  en  la 
Antigua  y  en  la  capital  sin  ser  inquietado, 
b)  Declaración  de  María  González,  con- 
cubina que  fué  de  Victoriano  Ixcajop,  quien 
dijo  que  cuando  ya  estaban  separados,  Ix- 
cajop pasaba  de  vez  en  cuando  a  ver  a 
sus  hijos;  que  cuando  desapareció  Leo- 
nardo Arenas,  ella  vino  a  la  capital  y  a  su 
regreso,  su  hijita  de  tres  años  le  contó 


que  habia  pasado  Ixcajop  muy  de  prisa, 
dejándole  algunas  cosas;  como  a  los  dos 
días  fué  encontrado  el  cadáver  de  Arenas 
y  casi  al  mismo  tiempo,  comenzó  a  ru- 
morarse que  el  autor  de  la  muerte  había 
sido  Ixcajop,  a  quien  no  volvió  a  ver  sino 
fué  como  tres  meses  después  que  pasó  por 
su  casa  en  estado  de  ebriedad  y  le  contó 
que  el  difunto  Arenas  lo  estaba  persiguien- 
do, que  por  la  cuesta  le  había  asustado  el 
caballo;  y  al  requerirlo  para  que  le  con- 
fesara si  él  habia  sido  el  que  habia  ma- 
tado a  Arenas,  le  respondió  que  si  y  que 
lo  habia  hecho  porque  lo  trató  de  ladrón 
en  una  de  las  calles  de  la  capital;  le  cons- 
ta que  Ixcajop  fué  perseguido  por  las  au- 
toridades de  ese  entonces  y  que  se  habia 
ido  a  refugiar  a  la  casa  de  unos  parien- 
tes en  San  Lucas  Sacatepéquez,  en  don- 
de se  dedicó  a  la  fabricación  de  aguar- 
diente clandestino. 

Habiéndose  averiguado  que  los  dos  pa- 
tojos que  se  citan  en  este  proceso,  eran 
les  llamados  Marcelo  y  Cayetano,  hijos  de 
Sabino  Culajay,  se  ordenó  su  comparendo 
y  al  ser  examinados,  manifestaron:  que 
conocieron  a  Leonardo  Arenas,  con  quien 
vma  tarde  de  un  día  cuya  fecha  no  recor- 
daban, cuando  ellos  se  encaminaban  hacia 
esta  capital  con  tercios  de  leña,  se  encon- 
traron, llevando  Arenas  a  cuestas  un  ca- 
nasto envuelto  en  una  red  y  adentro,  en- 
tre otras  cosas,  pudieron  ver  dos  ichinta- 
les;  que  después  de  cruzarse  unas  pala- 
bras, continuaron  su  camino  y  yendo  ya 
por  el  plan,  oyeron  la  detonación  de  una 
arma  de  fuego;  que  cuando  conversaban 
con  Arenas,  pasó  un  sujeto  montado  a  ca- 
ballo, siendo  éste  el  mismo  a  quien  des- 
pués imputaron  la  muerte  de  Arenas. 

La  Sala  consideró  que  no  se  produjo 
prueba  alguna  acerca  de  la  existencia  de 
los  hechos  que  invocó  el  reo  para  retrac- 
tarse- de  su  confesión,  por  lo  que  ésta  de- 
be estimarse  como  plena  respecto  de  su 
delincuencia,  "pues  si  bien  es  cierto  que 
se  encuentra  en  contradicción  con  las  cons- 
tancias de  la  autopsia,  en  cuanto  a  la  cla- 
se de  instrumento  empleado  para  la  eje- 
cución del  delito,  ello  se  explica  lógica- 
mente atendiendo  a  la  forma  en  que  fué 
interrogado  con  base  en  la  equivocación 
en  que  se  incurrió  al  asentar  la  respecti- 
va partida  de  defunción  partiéndose  de! 
supuesto,  aceptado  prima  facie  por  el  Juez 
instructor  de  las  primeras  diligencias,  de 
que  la  herida  que  el  interfecto  presenta- 
ba en  el  tórax  habia  sido  causada  con  ar- 
ma de  fuego,  máxime  si  atiende  a  que  tal 
confesión  aparece  corroborada  por  ía  uná- 
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nime  sindicación  de  que  el  enjuiciado  fue 
cbjeto  desde  los  primeros  momentos,  por 
la  concordancia  que  guarda  con  las  cir- 
cunstancias de  lugar  y  de  tiempo  estable- 
cidas en  autos  y  por  el  hecho  de  que  con- 
fecutivamente  a  la  perpetración  del  deli- 
to, evadió  la  acción  de  la  justicia".  Que 
aunque  tal  confesión  constituye  una  ate- 
nuante, también  se  desprende  la  eviden- 
cia de  que  concurrió  la  agravante  de  ha- 
ber procedido  la  ejecución  del  delito  con 
abuso  de  superioridad,  atendiendo  a  la  ubi- 
cación de  las  tres  lesiones  que  presenta- 
ba el  cadáver  v  a  las  circunstancias  en  que 
fué  encontrado  por  el  Juez,  hechos  que 
producen  la  presunción  de  que,  huyendo 
de  su  agresor,  con  la  carga  que  llevaba  a 
la  espalda  y  sin  arma  para  defenderse,  re- 
cibió la  herida  que  le  produjo  la  muerte, 
estando  en  la  oril'a  de  la  ladera  por  la  cual 
rodó. 

Se  funda  el  recurfo  interpuesto,  en  que 
fueron  violados  los  artículos  609.  568.  595. 
596.  597  y  601  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  23  inciso  7o.  y  79  del  Código 
Penal;  2o.  de  los  Decretos  Números  926  y 
963,  y  aunque  ofreció  que  en  su  oportuni- 
dad expondría  las  razones  de  por  qué  con  • 
sideraba  la  violación  de  esas  leyes,  llegó  el 
día  de  la  vista  y  no  presentó  ningún  ale- 
pato,  solamente  en  el  mismo  recurso  pi- 
dió que  se  resolviera  en  el  sentido  de  que 
no  habiendo  circunstancias  agravantes,  la 
pena  que  le  corresponde  es  la  de  seis  años 
menos  dos  terceras  partes  por  aplicación 
de  los  indultos  a  que  los  dos  decretos  úl- 
timamente citados  se  refieren. 


CONSIDERANDO: 

Que  estando  comprobada  plenamente  la 
preexistencia  del  delito  de  homicidio  co- 
metido en  la  persona  de  Leonardo  Arenas, 
con  el  acta  de  inspección  y  el  informe 
acerca  de  la  autopsia  practicada  en  su  ca- 
dáver, por  una  parte;  y  por  otra,  que  Vic 
toriano  Ixcajop  es  el  autor  de  ese  delito, 
como  aparece  de  su  propia  confesión  y  de- 
más datos  corroborados  que  se  han  enu- 
merado anteriormente,  respecto  de  los  cua- 
les la  Sala  sentenciadora  hizo  justa  apre- 
ciación, robustecida  también  con  lo  expre- 
sado por  el  reo  en  el  escrito  de  introduc- 
ción del  recurso,  no  cabe  duda  que  los  ar- 
tículos relativos  a  la  confesión  y  a  presun- 


ciones como  son  los  números  609,  595,  596, 
397  y  601  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  lejos  de  ser  infringidos,  fueron 
rectamente  aplicados,  lo  mismo  que  el  568 
del  propio  Código,  por  encontrarse  bien 
establecido,  como  ya  se  dijo,  la  preexisten- 
cia del  delito  y  que  el  procesado  lo  come- 
tió. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  determinar  la  concurrencia  de 
la  circunstancia  agravante  de  la  respon- 
.^ahi'idad  criminal  del  enjuiciado  Ixcajop 
Realic,  el  Tribunal  se  fundó  en  la  presun- 
ción que  se  deduce  de  los  hechos  que  enu- 
mera, y  siendo  éstos  ciertos  y  evidentes, 
la  Corte  no  puede  entrar  a  juzgar  de  esa 
prueba,  porque  su  calificación  corresponde 
a  los  tribunales  de  instancia,  de  confor- 
midad con  el  artículo  601  de  Procedimien- 
tos Penales,  por  cuya  razón  no  pueden  te  - 
nerse  como  infringidos  el  inciso  7o.  del 
artículo  23  y  el  79  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  da  lugar  a  recurso.de  casación  la 
no  aplicación  de  los  indultos,  porque,  si 
procedieren,  pueden  ser  aplicados,  después 
de  haberse  dictado  sentencia,  por  lo  que 
no  existe  la  violación  que  se  señala,  del 
articulo  2  de  los  Decretos  números  926  y 
963. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  684,  686  y  690  Código 
de  Procedimientos  Penales,  233  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  declara  impro- 
cedente el  recurso  interpuesto;  e  impone 
al  que  lo  interpuso  quince  días  de  arre.'- 
tü,  que  podrá  conmutar  a  razón  de  diez 
centavos  diarios.  Notiflquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Carlos  Castellanos  R.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CRIMINAL 

CAUSA  contra  Carlos  Humberto  Solano 
Franco, 

DOCTRINA:  Integran  la  figura  corres- 
pondiente al  delito  de  desorden  público 
dos  elementos:  la  producción  de  un  tu- 
multo o  la  grave  perturbación  del  orden; 
que  cualquiera  de  tales  hechos  se  desa- 
rrolle en  la  audiencia  de  un  tribunal  o 
juzgado,  en  los  actos  públicos  propios  de 
alguna  autoridad  o  corporación,  en  ofi- 
cina o  en  establecimiento  público,  o  en 
espectáculo,  solemnidad  o  reunión  nu- 
merosa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

En  siete  de  marzo  del  corriente  año  el 
Comándate  de  Armas  del  departamento  de 
Chiquimula,  con  asesoría  de  su  auditor  ti- 
tular, absolvió,  por  falta  de  prueba,  al 
Subteniente  Carlos  Humberto  Solano 
Franco  — de  treintidós  años  de  edad,  sol- 
tero, sabe  leer  y  escribir,  originario  de  Za- 
capa  y  vecino  de  la  cabecera  de  dicho  de- 
partamento—  del  cargo  que  le  hizo  por 
el  delito  de  allanamiento  de  morada;  y 
habiendo  consultado  ese  fallo  a  la  Sala 
quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  este 
Tribunal,  en  la  audiencia  del  veinticinco 
del  propio  mes,  le  negó  su  aprobación,  y 
estimando  que  los  hechos  que  aparecen 
probados  en  la  causa  son  constitutivos  del 
delito  de  desorden  público,  condenó  al  su- 
sodicho Carlos  Humberto  Solano  Franco, 
en  concepto  de  autor  del  mismo,  a  suvrir 
la  pena  de  un  año  de  arresto  mayor  con- 
mutable a  razón  de  veinte  centavos  dia- 
rios, con  las  accesorias  relativas  a  la  sus- 
pensión en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
litices y  a  la  reposición  del  papel  emplea- 
do. H  penado,  con  el  auxilio  del  Licen- 
ciado Raúl  Alarcón  y  citando  como  infrin- 
gido el  articulo  156  del  Código  penal,  in- 
terpuso el  recurso  de  casación  contra  esa 
sentencia: 

Resultando  que  a  las  once  horas  del 
veintinueve  de  noviembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  Romilio  Moraga  denunció  al 
Comandande  de  Armas  mencionado:  que 
el  recurrente  llegó  a  su  venta  de  licores 
a  las  dos  horas  y  veinticinco  minutos  de 
la  propia  fecha,  en  compañía  del  Licenci?- 
do  Raúl  Alarcón  y  del  agente  de  la  Poli- 
cía de  Hacienda,  Trinidad  Noguera,  y  co- 
mo se  negó  a  abrirle  la  puerta,  trató  de 
forzarla    a   puntapiés   y  lo   amenazó  de 


muerte.  Citó  como  presencial  al  agente 
de  linea  Froilán  Quevedo,  y  cuando  rati- 
ficó la  denuncia  relacionada,  agregó  que 
como  a  las  once  horas  y  treinta  minutos, 
volvió  a  llegar  a  su  venta  de  licores  con 
un  revólver  en  la  mano,  y  como  cerraron 
la  puerta  de  calle  cuando  vieron  que  se 
aproximaba,  penetró  por  el  zaguán,  don- 
de tiene  instalada  una  zapatería  Miguel 
Angel  Lima,  que  estaba  presente  junta- 
mente con  su  operario  Marco  Tulio  Du- 
ran; que  entonces  cerraron  tamb'in  la 
puerta  del  patio,  y  por  la  de  la  calle,  pi- 
dieron auxilio,  en  virtud  de  lo  cual  acu- 
dieron varios  soldados  y  agentes  de  la  Po- 
licía, el  Comisarlo,  José  Miguel  Argueta,  y 
el  Coronel  Jorge  Aguilar,  que  lucharon  con 
Solano  Franco  para  desarmarlo^  y  lo  resci- 
tuyeron  a  la  prisión;  que  durante  la  lu- 
cha quedaron  rotes  varios  muebles  y  los 
demás  en  desorden,  y  que  de  ello  levantó 
acta  el  susodicho  Comisario. 

Resultando  que  Solano  Franco  desemoe- 
ñaba  el  cargo  de  Comandante  de  la  Poli- 
cía de  Hacienda  de  Chiquimula,  y  que  el 
veintinueve  de  noviembre  del  año  retro- 
próximo se  encontraba  detenido  y  recono- 
cía por  cálcel  el  local  correspondiente  a 
dicho  cuerpo,  en  virtud  de  una  acusación 
que  María  Tobar,  concubina  de  Romilio 
Moraga,  le  entabló  por  el  delito  de  rapto: 
pero  no  se  hace  relación  de  la  causa  res- 
pectiva, porque  se  sobreseyó  por  desesti- 
miento  de  la  acusadora. 

Resultando  que  en  autos  obran  origi- 
nales los  partes  que.  en  concepto  de  Co- 
misario de  la  Policía  Nacional  y  de  Co- 
mandante de  la  Montada,  dieron,  respec- 
tivamente, José  Miguel  Argueta  y  Genaro 
Catalán  P.,  de  la  aprehensión  del  recu- 
rrente en  el  interior  de  la  casa  de  Romi- 
lio Moraga,  partes  en  los  cuales  consta 
que  fué  necesario  emprender  una  lucha 
con  él  para  desarmarlo  y  conducirlo  de 
nuevo  a  la  detención. 

Resultando  que  en  autos  también  corre 
agregada  la  copia  certificada  de  un  acta 
en  que  el  Comisario  de  la  Policía  Nacional 
puso  constancia  de  que.  por  efecto  de  la 
lucha  que  sostuvo  el  recurrente,  resulta- 
ron quebrados  la  mesa  de  un  cofre  y  dos 
objetos  de  china  y,  en  desorden,  otros  más. 
La  misma  constancia  se  puso  en  el  acta 
relativa  a  una  inspección  judicial  que  se 
llevó  acabo  en  la  propia  casa. 

Resultando  que  de  todas  las  citas  que 
aparecieron  en  la  causa  únicamente  se 
evacuaron  las  de  Maria  Tobar,  concubina 
de  Romilio  Moraga,  como  ya  se  indicó,  del 


320 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Licenciado  Raúl  Alarcón  y  del  agente  de 
la  Policía  de  Hacienda  Trinidad  Noguera. 
Aquella  corroboró  los  asertos  de  Moragf,  y 
éstos,  si  bien  reconocieron  haber  llegado 
en  compañía  de  Solano  Franco  en  la  ma 
drugada  de  autos  a  la  venta  de  licores  de 
aquél,  negaron,  por  otra  parte,  la  perpe- 
tración de  las  violencias  y  amenazas  que 
le  fueren  imputadas  por  el  ofendido. 

Resultando  que  el  recurrente  negó  en 
su  indagatoria  haber  incurrido  en  alguno 
de  los  hechos  que  motivaron  su  encausa- 
miento  y  que  durante  el  plenarío,  a  soli- 
citud de  la  defensa,  se  evacuaron  los  tes- 
timonios de  Miguel  Angel  Lima  y  Adrián 
Cabrera  Sagastume  con  el  objeto  de  esta- 
blecer, en  substancia  que  la  casa  donde 
tiene  abierto  su  estanco  de  licores  Romi- 
lio  Moraga  está  habitada  por  varios  in- 
quilinos; que  Moraga  alquila  una  sola  pie- 
za de  ella,  y  que  en  otras  oportunidades, 
el  recurrente  había  penetrado  a  dicho  es- 
tanco por  el  zaguán  con  el  permiso  de  Mi- 
guel Angel  Lima,  que  tiene  establecida  allí 
una  zapatería. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
infringió  el  artículo  número  156  de  Códi- 
go penal  porque  los  hechos  relacionados, 
que  fué  los  que  invocó  como  fundamento 
de  su  fallo,  no  integran  el  delito  de  desor- 
den público  que  contempla  esa  disposición 
legal,  cuya  figura  requiere  la  concurren- 
cia de  dos  elementos  bien  caracterizados; 
a  saber,  de  una  parte,  la  producción  de  un 
tumulto  o  la  grave  perturbación  del  orden, 
y  de  la  otra,  que  uno  cualquiera  de  tales 
hechos  se  desarrolle  en  la  audiencia  de  un 
tribunal  o  juzgado,  en  los  actos  públicos 
propios  de  alguna  autoridad  o  corporación, 
en  una  oficina  o  establecimiento  público, 
o  en  espectáculo,  solemnidad  o  reunión  nu- 
merosa; elementos  que,  según  las  cons- 
tancias de  la  causa,  no  concurrieron  en  el 
caso  de  que  se  trata,  por  cuanto,  debido 
a  lo  diminuto  de  la  investigación,  no  es 
posible  establecer  la  índole  del  desorden 
provocado  por  el  recurrente,  esto  es,  defi- 
nirlo como  grave,  al  tenor  de  la  disposición 
legal  mencionada;  y  además,  el  lugar  y  ¡as 
circunstancias  donde  tuvo  efecto,  no  pue- 
den estimarse  comprendidas  dentro  de  los 
que  enuncia  la  propia  ley. 


La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tan- 
to, casa  y  anula  la  sentencia  recurrida,  y 
resolviendo  sobre  lo  principal,  absuelve 
ilimitadamente  a  Carlos  Humberto  Solano 
Franco.  Notifiquese  y,  con  certificación 
tíe  lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos. 

Raí.  Ordúñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argucia  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Ocí.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  seguida  por  hurto  contra  Jesús  Paz 
Anleu. 

DOCTRINA:  'La  confesión  -perjudica  a 
quien  la  hace,  en  lo  que  le  es  desfavora- 
ble, y  la  calificación  que  el  inculpado  hi- 
ciere de  ella,  no  procede  apreciarla  cuan- 
do en  autos  se  encuentran  debidamente 
establecidos  elementos  o  constancias 
contrarios  a  dicha  calificación. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
.seis  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  dieciocho  de  febrero 
próximo  pasado,  dictó  la  Sala  Primera  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  proceso  se- 
guido contra  Jesús  Paz  Anleu,  por  el  delito 
de  hurto. 

El  diecinueve  de  septiembre  del  año  pró- 
ximo pasado,  el  jefe  del  cuartel  número 
dos  de  la  policía  nacional,  Jesús  Larios  M., 
puso  en  conocimiento  del  juez  quinto  de 
paz,  que  ese  día  a  la  una  hora  y  diez  mi- 
nutos, Antonio  Rizo,  dió  parte  al  sub-iti.s- 
pector  número  doscientos  noventa  y  nueve. 
Octavio  Castañeda,  que  momentos  antes 
que  entró  a  la  cantina  "Los  Camarones", 
sita  en  la  Avenida  Central  y  novena  calle, 
le  hurtaron  una  bicicleta  marca  Mongol, 
placa  número  1561,  chasis  número  122,  que 
había  dejado  estacionada  cerca  de  la  ace- 
ra. En  la  misma  fecha  fué  capturado  Je- 
sús Paz  Anleu,  a  las  diez  horas  y  diez  mi- 
nutos, porque  se  le  encontró  en  el  lugar 
de  autos,  montado  en  la  bicicleta  cuyo 
número  se  indicó  antes.  El  sub-inspec- 
tor  Octavio  Castañeda  confirmó  la  cita 
que  le  aparece  en  el  parte. 
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Examinado  Antonio  Rizo,  declaró:  que  el 
día  indicado,  como  a  la  una  y  diez  minu- 
tos, el  dicente  y  un  su  amigo,  entraron  a 
la  cantina  "Los  Camarones",  donde  no 
tardaron  ni  diez  minutos;  al  salir  notaron 
que  su  bicicleta  había  desaparecido  de  la 
acera  donde  quedó,  por  lo  que  avisó  a  la 
policía;  ese  mismo  dia,  cuando  caminaba 
por  la  avenida  central  y  novena  calle,  vió 
a  un  individuo  montado  en  su  bicicleta, 
por  lo  que  pidió  su  captura.  El  juez  hizo 
constar  haber  tenido  a  la  vista  la  tarjeta 
de  circulación  extendida  por  el  jtizgado 
del  tránsito  a  favor  de  Antonio  Rizo,  para 
manejar  la  bicicleta  antes  indicada. 

Raimundo  Alvarado  Castañeda  y  Carlos 
Rodríguez  Montenegro,  declararon:  que 
esa  bicicleta  es  propiedad  de  Antonio  Ri- 
zo. El  expresado  vehículo  fué  valuado  en 
la  suma  de  diez  quetzales. 

Indagado  Jesús  Paz  Anleu,  declaró:  que 
fué  capturado  en  el  lugar  de  autos,  porque 
andaba  montado  en  una  bicicleta  que  re- 
sultó ser  ajena;  el  interrogado  iba  para 
su  casa  la  noche  anterior,  cuando  un  in- 
dividuo desconocido  lo  alcanzó  y  le  ofreció 
en  venta  el  citado  objeto  y  como  se  lo  die- 
ra barato  lo  compró,  dándole  seis  quetza- 
les; negó  haber  temado  la  bicicleta  frente 
a  la  cantina  "Los  Camarones";  cuando 
compró  ese  vehículo  serían  las  dos  y  media 
de  la  noche;  reconoció  la  bicicleta  que  se 
¡e  puso  a  la  vista  como  la  misma  que  ¡e 
recogió  la  policía  en  el  momento  de  su  de- 
tención. Interrogado  del  motivo  por  el 
cual  había  comprado  esa  bicicleta  a  \uia 
persona  desconocida  y  a  altas  horas  de  la 
noche,  contestó,  "porque  tenía  perdida  la 
cabeza".  Dijo  también  que  compró  el  ve- 
hículo sin  que  le  dieran  la  tarjeta  de  cir- 
culación para  al  traspaso  respectivo,  por- 
que el  que  se  la  vendió  le  dijo  que  no  la 
tenía  y  que  por  ese  motivo  era  que  dispo- 
nía de  ella;  no  pudo  explicar  la  causa  por 
la  cual  creyó  eso,  no  obstante  que  el  ve- 
hículo tenía  la  placa  respectiva. 

El  procesado  presentó  varios  documen- 
tos privados,  que  contienen  informes  acer- 
ca de  su  honradez;  pero  no  fué  pedido  el 
reconocimiento  de  los  mismos.  Consta  que 
no  tiene  antecedentes  penales. 

Durante  el  término  respectivo,  el  reo 
propuso  y  obtuvo  las  declaraciones  de  los 
testigos  Domingo  Folgar  y  Francisco  Be- 
teta  E.  El  primero  dijo:  que  conocía  a  Je- 
sús Paz  Anleu  porque  lo  vió  parado  fre'^te 
a  la  cantina  "Los  Camarones",  hablando 
con  un  individuo  a  quien  no  conoce,  el  día. 
veinte  de  septiembre  a  la  una  hora;  que 
hasta  entonces  no  sabía  como  se  llamaba, 


pero  lo  sujK)  más  tarde;  el  dicente  iba  ccn 

Francisco  Beteta,  el  día  mencionado,  como 
a  las  veinticuatro  horas  del  diecinueve  de 
septiembre,  por  la  trece  avenida  y  entra- 
ron a  la  cantina  "Los  Camarones";  poco 
antes  un  desconocido  les  ofreció  en  venta 
una  bicicleta  marca  Mongol,  pero  por  no 
tener  interés,  no  la  compraron;  al  salir  de 
allí  como  a  la  una  hora  del  día  veinte, 
vieron  a  un  muchacho,  que  después  supo 
f;e  llamaba  Jesús  Paz  Anleu,  hablando  con 
el  desconocido  que  les  había  ofrecido  la 
bicicleta;  y  que  ignoraba  si  aquél  comrró 
o  no  ese  vehículo.  El  segundo  dijo:  que 
ignoraba  si  el  señor  a  quien  el  dicente  vió 
frente  a  la  cantina  "Los  Camarones"  era 
Jesús  Paz  Anleu,  pero  supone  que  sí.  pues 
vió  a  un  individuo  que  el  veinte  de  sep- 
tiembre como  a  la  una  hora,  estaba  pai'ado 
frente  a  ese  lugar,  hablando  con  otro  que 
tenia  una  bicicleta;  que  momentos  antes, 
cuando  el  dicente  iba  por  la  trece  avena- 
da con  Domingo  Folgar,  un  desconocido 
les  ofreció  en  venta  una  bicicleta  ma''ca 
Mongol  ya  usada,  pero  no  la  quisieron 
comprar;  entraron  a  la  cantina  y  al  splir 
■"ieron  al  mismo  individuo  hablando  con 
otro  en  la  puerta,  pero  no  sabe  si  este  úl- 
timo compró  el  vehículo. 

El  juez  dictó  sentencia,  en  la  que  abscl- 
vió  a  Jesús  Paz  Anleu  del  cargo  que  por 
el  delito  de  hurto  se  le  formuló. 

La  Sala  al  conocer  en  consulta,  desapro- 
bó esa  resolución  y  declaró:  que  Jesús 
Paz  Anleu  es  autor  del  delito  de  hurto,  por 
lo  que  le  impone  la  pena  de  ocho  meses  de 
arresto  mayor,  hecha  la  rebaja  de  una  ter- 
cera parte  por  la  atenuante  de  la  confe- 
sión y  que  con  el  carácter  de  inconmuta- 
ble y  abono  del  tiempo  padecido,  purgará 
en  la  cárcel  correspondiente:  lo  deja  afec- 
to al  pago  de  las  responsabilidades  civiles 
provenientes  del  delito;  y  hace  las  demás 
declaraciones  pertinentes.  Se  funda  en 
que  el  procesado  confesó  haber  sido  cap- 
turado por  montar  una  bicicleta  de  per- 
tenencia ajena;  y  que  aunque  aseguró  que 
ese  vehículo  lo  compró  a  un  desconociao 
en  la  suma  de  seis  quetzales,  como  a  las 
doce  de  la  noche  en  el  lugar  de  auto.-,  y 
dos  testigos  depusieron  sobre  este  extremo, 
esta  calificación  no  la  acepta,  porque  no 
es  creíble  que  a  altas  horas  de  la  noche  se 
compre  una  bicicleta,  sin  conocer  al  ven- 
dedor y  sin  que  mostrara  los  documentos 
justificativos  de  su  porpiedad  y  la  matri- 
cula correspondiente;  como  el  negocio  d.'- 
ce  haberlo  llevado  a  cabo  a  la  misma  hora 
en  que  desapareció  el  vehículo  y  en  el  mis- 
mo sitio  donde  éste  se  encontraba,  todo 
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induce  a  creer  en  la  falta  de  veracidad  de 
lo  afirmado  por  Paz  Anleu.  Estima  que 
la  pena  debe  ser  rebajada  en  una  terce- 
ra parte  por  no  existir  más  prueba  que  la 
confesión  del  enjuiciado. 

Luis  Felipe  Rosales,  como  apoderado  de 
Jesús  Paz  Anleu,  interpuso  contra  ese  pro- 
nunciamiento, recurso  extraordinario  de 
casación,  por  infracción  de  ley  y  citó  co- 
mo violados  los  artículos  11,  22  incisos  9o. 
y  2o.,  28,  34,  47,  78,  79,  401  incisos  lo.  y  2o., 
403  inciso  5o.  Código  Penal;  3o.,  4o.,  2,59, 
281,  288,  298,  299,  568,  570  Inciso  lo.,  573 
en  sus  incisos  lo.,  2o.,  3o.,  y  4o.,  574,  583, 
incisos  lo.  y  2o.;  586  incisos  lo.,  2o.,  3o., 
4o.,  5o.  y  6o.;  600,  609  incisos  lo.,  3.,  y  4o., 
610,  614  Código  de  Procedimientos  Penales; 
232,  233  del  ecreto  1862.  Pedidos  los  ante- 
cedentes se  señaló  dia  para  la  vista  y  ha- 
biendo tenido  lugar  nada  alegó  el  recu- 
rrente, por  lo  que  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  procedió  de 
conformidad  con  la  ley  al  admitir  en  con- 
tra del  procesado  la  confesión  de  éste,  re- 
lativa al  hecho  de  haber  tenido  en  su  po- 
der la  bicicleta  de  ajena  pertenencia,  que 
le  fué  recogida  en  el  momento  de  su  cap- 
tura, y  rechazar  la  circunstancia  con  que 
pretendió  favorecerse,  diciendo  que  ese 
vehículo  lo  habla  comprado;  pues  respec- 
to a  lo  primero  la  ley  dispone  que  se  esté 
a  los  hechos  confesados  en  lo  que  éstos 
perjudiquen  al  reo,  y  en  cuanto  a  lo  se- 
gundo, también  es  fundado,  porque  en  con- 
tra de  la  calificación  están  las  circunstan- 
cias y  elementos  que  el  tribunal  de  segun- 
do grado  detalla  en  su  sentencia,  que  ha- 
cen increíble  que  el  objeto  mencionado 
haya  sido  obtenido  por  el  titulo  que  invoca 
el  reo.  No  pudo,  pues,  admitir  la  Sala, 
por  no  ser  natural,  que  el  objeto  de  autos 
haya  sido  comprado  en  el  tiempo,  lugar  y 
demás  condiciones  que  indica  el  recurren- 
te y  que  de  manera  vaga  y  contradictoria 
afirmaron  también  dos  testigos.  Por  ese 
motivo  no  fueron  infringidos  los  artículos 
614,  610,  609  incisos  lo.,  3o.  y  4o.,  259,  281 
(reformado  por  el  articulo  lo.  Decreto  Le- 
gislativo número  2325),  568,  570  inciso  lo., 
573  incisos  lo.,  2o.,  3o.  y  4o.,  574  583  inci- 
sos lo.  y  2o.,  586  en  su  totalidad  y  600 
todos  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. 

CONSIDERANDO; 

Que  estando  legalmente  rechazada  la 
circunstancia  con  que  pretendió  discul- 
parse el  reo,  es  incuestionable  que  el  apo- 


deramiento  por  parte  de  éste  de  la  bicicle- 
ta mencionada,  sin  consentimiento  del  pro- 
pietario, y  la  cual  usaba  en  el  moiuento 
de  ser  capturado,  fué  doloso;  por  lo  que, 
constituye  el  delito  de  hurto,  y  al  califi- 
carlo como  tal  e  imponer  al  procesado  la 
pena  correspondiente,  con  calidad  de  in- 
conmutable y  hacer  las  demás  declaracio- 
nes de  ley,  después  de  haberse  desarrolla- 
do el  proceso  en  forma  legal  y  haber  sido 
oído  el  reo,  no  fueron  infringidos  los  artí- 
culos 11,  34,  47,  401  inciso  lo.,  403  inciso 
5o.,  Código  Penal;  3  y  4  Código  de  Proce- 
dimientos Penales;  y  como  se  tomó  en 
cuenta  la  única  atenuante  que  concurre 
y  en  virtud  de  ella  se  rebajó  la  pena  en  la 
proporción  respectiva,  tampoco  fueron  in- 
flingidos los  artículos  22  incisos  2o.  y  9o., 
78  y  79  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  28  del  Código  Penal  cons- 
ta de  varios  incisos  y  el  recurrente  no  citó 
a  cuál  de  ellos  quiso  referirse;  por  lo  que 
no  lo  es  posible  a  este  tribunal,  entrar  al 
examen  de  esa  disposición.  En  cuanto  al 
inciso  2o.  del  artículo  401  del  Código  Pe- 
nal, ninguna  relación  tiene  con  el  presen- 
te caso,  por  lo  que  carece  de  aplicación. 
Los  artículos  288,  298,  299  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  que  se  refieren  a 
ciertas  facultades  de  los  jueces  en  el  pro- 
cedimiento penal  y  los  números  232  y  233 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
que  fijan  las  reglas  para  la  redacción  de 
sentencias,  no  dan  lugar  a  recurso  de  ca- 
sación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  las  leyes  citadas  y  en  aplicación  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  690  Código 
de  Procedimientos  Penales  y  233  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  declara  impro- 
cedente el  recurso  interpuesto  e  impone 
a  la  parte  que  lo  introdujo,  un  mes  de 
arresto  conmutable  a  razón  de  veinticin- 
co centavos  diarios.  Notifiquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Trbiunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 
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VOTO  RAZONADO  D'EL  SEÑOR  MAGIS- 
TRADO LICENCIADO  DON  OCTAVIO 
AGUILAR. 

Corte  Suprema  de  Justicia. 

Señores  Magistrados: 

Tuve  la  pena  de  manifestarme  inconfor- 
me  con  la  opinión  sustentada  por  la  mayo- 
ría respecto  a  la  sentencia  proferida  por  la 
Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
en  la  causa  instruida  por  el  delito  de  hur- 
to contra  Jesús  Paz  Anleu,  porque  dicho 
Tribunal  se  fundó  en  los  argumentos  con- 
tenidos en  los  párrafos  que  literalmente 
dicen:  "...En  efecto:  de  plano  confesó 
haber  sido  capturado  por  montar  una  bi- 
cicleta de  pertenencia  ajena.  Más  tarde 
trató  de  calificar  su  confesión,  sostenien- 
do, que  el  vehículo  lo  compró  a  un  desco- 
nocido en  la  suma  de  seis  quetzales,  como 
a  las  doce  de  la  noche,  frente  a  la  canti- 
na "Los  Camarones",  que  es  precisamen- 
te el  lugar  de  donde  le  fué  hurtada  a  su 
propietario  Antonio  Rizo.  Propuso  el  tes- 
timonio de  dos  personas  para  demostrar 
ese  extremo;  y  si  bien  tales  declarantes 
depusieron  en  el  sentido  indicado,  dicha 
calificación  no  le  merece  crédito,  a  este 
Tribunal  por  las  circunstancias  siguien- 
tes: no  es  creíble  que  a  altas  horas  de  ia 
noche  se  compre  una  bicicleta,  sin  cono- 
cer a  la  persona  vendedora,  y  sin  que  le 
mostrara  los  documentos  justificativos  de 
su  propiedad  y  la  matrícula  con-espondien- 
te:  luego  el  negocio  dice  haberlo  llevado 
a  cabo  a  la  misma  hora  en  que  se  perdió 
el  vehicu'o  y  en  el  mismo  sitio  en  que  se 
cometió  el  delito;  lo  que  desde  luego  hace 
creer  en  la  falta  de  veracidad  de  lo  afir- 
mado por  Paz  Anleu,  aún  en  el  caso  de 
que  dos  personas  corroboren  su  dicho,  pues 
éstas  fueron  propuestas  por  la  defensa  ya 
en  el  juicio  plenario  y  no  las  citó  el  enjui- 
ciado desde  el  primer  momento.  Por  las 
razones  indicadas,  el  Tribunal,  como  ya  se 
ha  dicho,  no  admite,  conforme  a  su  crite- 
rio, la  parte  favorable  de  la  confesión  de 
Paz  Anleu,  sino  solamente  la  que  le  perju- 
dica". 

En  tal  virtud,  — siendo  de  rigor  inelu- 
dible la  procedencia  del  recurso  de  casa- 
ción, conforme  al  inciso  lo.  del  Art.  676 
del  Cod.  de  Pros.  Pens.,  "cuando  los  he- 
chos que  en  la  sentencia  se  declaren  pro- 
bados sean  calificados  y  penados  como  de- 
litos no  siéndolo", —  en  mi  opinión,  el  fa- 
llo de  la  Cotre  SurTema  de  Justicia,  debió 


haber  estado  concebido  en  los  siguientes 
términos:  "Considerando  qu^.  como  se  vé, 
la  Sala  sentenciadora,  con  fundamento  en 
lo  que  afirmó  el  ofendido  Antonio  Rizo  al 
sub-inspector  de  la  Policía  Octavio  Cas- 
tañeda, y  posteriormente,  al  Juez  que  ins- 
truyó las  primeras  diligencias,  acerca  de 
que  en  la  primera  hora  del  diecinueve  de 
septiembre  del  año  próximo  pasado  le  hur- 
taron una  bicicleta  que  dejó  frente  a  la 
cantina  "Los  Camarones'',  dio  por  esta- 
blecido en  autos  el  cuerpo  del  delito  de 
hurto;  y  basada  en  el  reconocimiento  que 
hizo  el  recurrente  en  su  indagatoria  res- 
pecto a  que,  varias  horas  después  fuá  de- 
tenido porque  iba  en  la  misma  bicicleta  a 
que  se  contrajo  la  denuncia  de  aquél,  de- 
claró probada  su  delincuencia  en  concepto 
ae  autor  del  propio  delito.  Las  demás 
apreciaciones  que  contiene  el  fallo  recu- 
rrido corresponden  al  orden  conjetural; 
je  infirieron  de  la  índole  de  las  razones 
alegadas  por  el  reo  con  el  objeto  de  jus- 
tificar la  tenencia  de  la  bicicleta,  y  se  con- 
trajeron de  modo  exclusivo  a  negarles  cré- 
dito. La  Sala,  por  consiguiente,  infringió 
los  artículos  568  y  609  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Pénale^  y  401  Inc.  lo.  del  Có- 
digo Penal  por  cuanto,  aún  en  el  supuesto 
de  que  el  dicho  del  ofendido,  por  sí  solo, 
pueda  admitirse  como  plena  prueba  de  la 
preexistencia  del  delito,  el  hecho  cuya 
efectividad  confesó  el  recurrente,  ésto  es, 
el  relativo  a  las  circunstancias  en  que  fué 
detenido,  no  constituye  la  infracción  pe- 
nal que  se  le  atribuyó,  puesto  que  tal  in- 
fracción, en  el  caso  concreto  de  autos,  de 
acuerdo  con  el  texto  legal  que  la  define, 
consiste,  no  en  la  ulterior  tenencia  de  la 
cosa  que  aparezca  como  objeto  del  delito, 
sino  en  el  anterior  apoderamiento  de  ella 
con  la  concurrencia  de  las  condiciones  que 
el  propio  texto  enuncia". 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tanto, 
fundada  asimismo  en  lo  prescrito  por  los 
artículos  676  Inc.,  lo.,  y  731  del  Código  de 
Porcedímientos  Penales,  casa  y  anula  la 
sentencia  recurrida  y,  resolviendo  sobre  lo 
principal,  absuelve  ilimitadamente  a  Jesús 
Paz  Anleu.  Notifiquese  y,  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos." 

Guatemala,  6  de  Octubre  de  1938. 

(/)  Oct.  Agutlar. 
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CRIMINAL 

CAUSA  seguida  contra  Fernando  Ramírez 
Montealegre  por  allanamiento  de  inora  - 
da y  usurpación  de  funciones. 

DOCTRINA:  Los  que  penetraren  en  domi- 
cilio ajeno,  estando  ausente  su  morador, 
aún  cuando  éste  hubiere  dejado  la  puer- 
ta de  su  casa  en  condiciones  de  poder- 
la abrir  sin  violentarla  son  responsables 
como  autores  del  delito  de  allanamiento 
de  morada. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y  ocho. 

Por  recurso  de  casación,  con  sus  respec- 
tivos antecedentes,  se  examina  la  senten- 
cia que  con  fecha  ocho  de  junio  próximo 
pasado,  dictó  la  Sala  Tercera  de  la  Corte 
de  Apelaciones  en  el  proceso  seguido  con- 
tra Fernando  Ramírez  Montealegre  por 
los  delitos  de  allanamiento  de  morada  y 
usurpación  de  funciones. 

El  veinticuatro  de  junio  del  año  próxi- 
mo pasado,  el  jefe  del  departamento  de 
investigación  puso  a  la  orden  del  juez 
respectivo  a  Fernando  Ramírez  Monteale- 
gre, capturado  ese  dia  por  fingirse  agente 
de  ese  departamento;  al  registrarlo  se  le 
encontró  una  libreta  en  la  que  tenia  ano- 
taciones de  servicio,  como  si  estuviera  de 
alta.  En  el  momento  de  su  captura  inju- 
rió a  los  agentes  aprehensores,  diciéndo- 
les  que  eran  unos  ladrones;  ésto  mismo  lo 
repitió  al  agente  que  lo  condujo  al  cuartel 
número  dos.  Examinados  Juan  Dávila  Pa- 
checo, Jesús  Higueros  y  Manuel  B.  Sagas- 
tume,  agentes  de  !a  investigación,  decla- 
raron que  el  procesado  tuvo  expresiones 
injuriosas  para  uno  de  los  agentes  que  lo 
capturó. 

Indagado  Fernando  Ramírez  Monteale- 
gre, dijo:  que  fué  capturado  el  veintidós 
de  junio  citado,  a  las  nueve  horas,  en  la 
esquina  de  la  quinta  avenida  y  diecinue- 
ve calle,  por  dos  agentes  de  investigación 
y  suponía  que  fué  una  venganza  de  éstos 
por  no  haberles  querido  decir  dónde  se  en- 
contraba Manuel  Villaseca;  negó  haberse 
fingido  agente  de  investigación;  reconoció 
la  libreta  que  le  recogió  la  policía  y  dijo 
que  los  párrafos  escitos  en  ésta  al  folio 
uno  y  señalados  con  las  letras  a,  b,  d,  él 
los  escribió;  no  así  el  marcado  con  la  le- 
tra c,  que  se  refiere  a  una  nota  relativa  al 
servicio,  pues  fué  escrita  por  Humberto 
Jiménez  Marroquin,  para  demostrarle  co- 
mo hacia  esas  notas,  cuando  estuvo  de  ser- 


vicio; negó  también  haber  insultado  a  los 
agentes  que  lo  aprehendieron.  Ampliada 
su  indagatoria,  dijo:  que  reconocía  como 
puesta  por  él  la  nota  que  obra  al  folio  dos 
de  la  libreta  de  autos,  pero  que  la  hizo  por 
copiar  la  misma  frase  que  está  consig- 
nada en  el  primer  folio  y  que  como  ya  dijo 
fué  escrita  por  Jiménez  Marroquin. 

A  este  proceso  fué  acumulado  otro  ini- 
ciado contra  el  mismo  Ramírez,  por  que- 
rella de  Refugio  Aragón  de  Olaverri,  quien 
expuso:  que  el  trece  de  mayo  del  citado 
año,  a  las  diecisiete  horas  y  quince  minu- 
tos, en  ocasión  en  que  ella  estaha  ausen- 
te de  su  casa,  el  individuo  Fernando  Ra- 
mírez, sin  ninguna  autorización,  asociado 
de  Manuel  Villaseca,  tiró  de  la  pita  de  la 
puerta  de  calle  de  la  referida  casa  y  entró, 
indicándole  a  su  inquilina  Julia  Arandia 
que  llevaba  orden  especial  del  director  de 
la  policía,  para  registrar  su  casa;  y  al  efec- 
to llevó  a  cabo  un  minucioso  registro  en 
sus  habitaciones  y  muebles,  sin  indicar  lo 
que  buscaba;  al  terminar  capturó  a  María 
Morales  viuda  de  Catalán,  que  en  ese  mo- 
mento se  encontraba  en  el  interior  y  ha- 
bía llegado  a  cobrarle  el  valor  de  un  anillo. 
Citó  como  testigos  a  Daniel  Fuentes  Reina, 
Antonio  Alvarado,  Julia  Arandia  y  a  la 
señora  viuda  de  Catalán 

Indagado  Fernando  Ramírez  Monteale- 
gre sobre  los  hechos  anteriores,  los  negó; 
y  declaró  que  no  se  explicaba  porqué  lo 
acusaba  la  señora  Aragón  Olaverri;  que  el 
día  trece  de  mayo,  entre  las  diez  y  seis  y 
las  diez  y  ocho  horas,  estaba  trabajando 
en  la  finca  de  don  Manuel  Villaseca. 

Daniel  Fuentes  Reina,  Julia  Arandia  y 
María  Luisa  Morales  viuda  de  Catalán,  al 
declarar,  confirmaron,  con  algunas  varian- 
tes, las  citas  que  en  la  querella  les  hizo 
Refugio  Aragón  de  Olaverri. 

A  folios  cinco  vuelto  y  diecinueve  del 
proceso,  aparecen  los  autos  de  prisión  con- 
tra Fernando  Ramírez  Montealegre,  por 
usurpación  de  funciones,  el  primero  y 
allanamiento  de  morada  el  segundo. 

Al  procesado  Fernando  Ramírez  Montea- 
legre  se  le  formularon  cargos  por  haber 
fillanado  la  morada  de  Refugio  Aragón 
viuda  de  Olaverri,  abriendo  la  puerta  del 
i^aguán  de  dicha  casa,  sin  el  consentimien- 
to de  dicha  señora,  tirando  de  una  pita 
que  dá  hacia  afuera  de  la  puerta  y  que 
está  atada  por  dentro  al  pasador  v  fin- 
giéndose agente  de  investigación;  cargos 
Qon  los  cuales  no  se  conformó. 
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Se  recibieron  las  pruebas  siguientes:  a) 
declaraciones  de  los  testigos;  Rafael  Gar- 
cía Valdés,  quien  declaró  que  Fernando  Ra- 
mírez Montealegre  es  persona  honrada  y 
de  buenos  antecedentes.  Alfonso  Búrba- 
no  Rodríguez,  dijo:  que  haría  unos  ocho 
meses  aproximadamente  que  conocía  a 
Ramírez,  y  que  durante  tres  o  cuatro  me- 
ses que  trabajó  con  el  dicente,  le  consta 
que  fué  correcto  y  de  buenas  costumbres, 
b)  Informe  del  departamento  de  investi- 
gación de  la  dirección  general  de  la  poli- 
cía, respecto  a  que  no  se  encontraron  an- 
tecedentes penales  contra  Refugio  Aragón 
de  Olaverri,  María  Luisa  Mtorales  y  Julia 
Arandia.  c)  Informe  de  la  Policía  Nacio- 
nal, relativo  a  que  Fernando  Ramírez  Mon- 
tealegre ha  sido  detenido  por  faltas  en 
diversas  ocasiones,  d)  Informes  de  algu- 
nos jueces,  acerca  de  que  Refugio  Olaverri 
y  Fernando  Ram.írez  Montealegre  no  tie- 
nen antecedentes  penales,  e)  Declara- 
ción del  testigo  Adrián  Angel  Marroquin, 
quien,  entre  otras  cosas,  después  de  haber 
afirmado  que  no  sabía  cuando  había  prin- 
cipiado y  terminado  de  trabajar  el  reo  en 
la  finca  "Carabanchel"  de  Manuel  Villa- 
seca,  dijo  que  los  trabajos  los  concluyó  el 
trece  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete.  Rafaela  Alvarez,  como  el  anterior, 
contestó  afirmativamente  al  interrogato- 
rio relativo  a  establecer  que  el  día  y  hora 
de  autos,  el  procesado  estuvo  trabajando 
en  la  expresada  finca.  Estos  testigos  al  ser 
lepreguntados,  no  dieron  una  razón  satis- 
factoria de  sus  dichos,  f)  Fueron  repre- 
guntados los  testigos  María  Luisa  Morales 
viuda  de  Catalán  y  Julia  Arandia  y  man- 
tuvieron .sus  declaraciones  dadas  en  el  su- 
mario, g)  Informe  del  jefe  del  gabinete 
de  investigación,  relativo  a  que  María  Lui- 
sa Morales  fué  fichada  en  ese  departa- 
mento, el  catorce  de  mayo  del  año  próxi- 
mo pasado,  por  ejercer  la  prostitución 
clandestina,  h)  Certificación  extendida 
por  el  secretario  del  juzgado  cuarto  de 
primera  instancia,  en  la  que  aparece  que 
el  tres  de  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  por  falta  de  mérito  para  mo- 
tivarle prisión  a  Refugio  Aragón  de  Ola- 
verri, se  le  dejó  en  libertar,  por  el  juez  4o. 
de  la.  Instancia,  i)  Declaración  de  Car- 
los Sarmiento,  agente  de  la  policía  de  to- 
lerancia, quien  al  contestar  el  interrogato- 
rio respectivo,  dijo:  que  el  trece  de  mayo 
del  año  próximo  pasado,  procedió  a  la  cap- 
tura de  María  Luisa  Morales,  la  que  llevó 
a  cabo  en  casa  de  Refugio  Aragón  de  Ola- 
verri, de  orden  de  su  jefe  inmediato  su- 
perior, Manuel  Villaseca;  tanto  el  dicente 


como  Leonardo  Arango  que  cubría  la  otra 
esquina  de  la  cuadra  de  la  casa  de  doña 
Refugio,  no  se  hicieron  acompañar  de  nin- 
guna persona  ajena  al  servicio,  pero  re- 
cuerda que  el  señor  Villaseca  andaba  con 
un  individuo  a  quien  el  deponente  no  co- 
nocía y  que  después  ha  sabido  que  se  lla- 
ma Fernando  N.;  como  ya  explicó,  don 
Manuel  Villaseca  entró  a  la  casa  de  Refu- 
gio Aragón  en  compañía  de  Fernando  Ra- 
mírez Montealegre  y  ya  estando  adentro, 
les  ordenó  al  dicente  y  al  otro  agente  que 
entraran  a  la  casa  e  interrogaran  a  María 
luisa  Morales,  que  era  conocida  por  él, 
como  mujer  que  ejercía  la  prostitución 
clandestina,  y  fué  capturada  de  orden  de 
Villaseca.  Leonardo  Arango,  se  produjo  en 
los  mismos  términos  que  el  anterior. 

El  seis  de  octubre  del  año  próximo  pa- 
sado, fué  acumulado  a  los  procesos  ante- 
riores, otro  iniciado  en  el  juzgado  cuarto 
de  paz  por  acusación  de  Patrocinia  Gon- 
zález contra  Ramírez  Montealegre;  pero 
este  quedó  en  libertad  por  ese  hecho. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  que  decla- 
ra: que  Fernando  Ramírez  Montealegre  es 
autor  del  delito  de  usurpación  de  funcio- 
nes, cometido  en  ocasión  que  penetró 
a  la  morada  de  Refugio  Aragón  de  Olave- 
rri; por  lo  que  le  impone  la  pena  de  dos 
años  de  prisión  correccional,  conmutable 
en  sus  dos  terceras  partes  a  razón  de  un 
quetzal  diario,  y  lo  condena  a  las  penas 
accesorias;  lo  absuelve  ilimitadamente  de 
los  otros  cargos  que  se  le  formularon;  "y 
manda  dejar  abierto  el  procedimiento  con- 
tra Manuel  Villaseca,  Adrián  Rangel  Ma- 
rroquin y  Rafaela  Alvarez",  por  abusos 
contra  particulares,  el  primero,  y  falso 
testimonio,  los  últimos. 

Al  tramitarse  la  segunda  instancia  las 
partes  oficíales  estuvieron  de  acuerdo  con 
esa  resolución;  pero  el  procurador  expre- 
só su  opinión  en  el  sentido  de  que  fuera 
modificado  el  fallo  respecto  a  la  conmuta, 
la  cual  pedía  que  se  redujera  a  diez  cen- 
tavos diarios;  que  se  exonerara  al  reo  de 
¡a  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa  y  que  no  se  dejara  abierto  el  proce- 
dimiento contra  las  personas  mencionadas. 
La  Sala  confirmó  la  sentencia  apelada  con 
las  adiciones  siguientes,  a)  que  el  enjui- 
ciado Fernando  Ramii'ez  Montealegre  es 
autor  del  delito  de  allanamiento  de  mora- 
da, por  lo  que  le  impone  la  pena  de  ocho 
meses  de  arresto  mayor,  conmutable  en  su 
totalidad  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios  y  b)  deja  también  abierto 
el  procedimiento  contra  Manuel  Villaseca. 
"por  el  delito  de  allanamiento  de  mora- 
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da".  Se  funda  en  que  el  procesado  en 
compañía  de  Villaseca  penetró  a  la  casa 
número  sesentidós  le  la  doce  calle  orien- 
te, usando  de  una  cuerda  que  daba  al  ex- 
terior de  la  puerta  y  destinada  para  que  los 
moradores  de  la  casa  penetraran  a  ésta 
&in  necesidad  de  llamar;  lo  que  no  quería 
decir  que  toda  persona  tuviera  acceso  a 
esa  morada.  Que  consta  además,  que  Ra- 
mírez Montealegre,  en  el  interior  de  la 
casa  ejerció  actos  propios  de  autoridad  sin 
ciusa  legitima  o  titulo  alguno,  atribuyén- 
dose carácter  oficial. 

Fernando  Ramírez  Montealegre,  con  au- 
xilio del  abogado  Adolfo  Almengor  Ro- 
dríguez, interpuso  contra  ese  pronuncia- 
miento recurso  extraordinario  de  casación, 
por  quebrantamiento  del  procedimiento  y 
por  violación  de  ley.  Cita  como  violados 
los  artículos  67,  68,  227,  377,  379  del  Códi- 
go Penal;  3o.,  409,  410,  414,  499,  501,  568 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  6o 
Decreto  1728;  X^VIII  de  los  Preceptos  Fun- 
damentales de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial  y  36  de  la  Constitución  de  la 
República.  Pedidos  los  antecedentes  ise 
señaló  día  para  la  vista,  la  que  tuvo  lugar. 
El  recurrente  alegó,  entre  otras  cosas,  que 
aún  suponiendo  que  él  hubiera  penetrado 
a  la  casa  de  habitación  de  su  acusadora 
en  compañía  de  Manuel  Villaseca  a  cap- 
turar a  una  mujer  de  mal  vivir  que  se  en- 
contraba en  el  interior,  de  ello  no  se  de- 
ducía que  hubiera  cometido  el  delito  de 
usurpación  de  funciones  ni  el  de  allana- 
miento de  morada,  pues  el  señor  Villaseca 
era  en  ese  entonces,  jefe  de  la  sección  de 
tolerancia  y  tenía  orden  de  entrar  a  dicha 
casa  y  de  capturar  a  esa  mujer;  en  todo 
caso  al  acompañarlo,  seria  prestándole  au- 
xilio, pero  nunca  usurpando  funciones; 
que  conforme  a  nuestro  Código  Penal,  fin- 
girse agente  de  la  policía  de  investigación 
no  es  usurpar  funciones;  que  la  casa  de  la 
señora  Aragón  de  Olaverri,  es  una  especie 
de  casa  de  huéspedes,  pues  en  ella  vivían 
varios  inquilinos  en  forma  más  o  menos 
temporal,  de  tal  modo  que  a  dichas  casas 
podía  penetrar  cualquiera  persona  sin  que 
por  ésto  cometiera  el  delito  indicado  de 
conformidad  con  el  articulo  379  del  Código 
Penal;  pero  aun  suponiendo  que  aquella 
no  fuera  una  casa  de  huéspedes,  tampoco 
se  habría  cometido  ese  delito,  pues  el  ar- 
tículo 377  del  citado  Código,  exige,  para 
que  exista  esa  infracción,  que  se  entre  a 
la  morada  ajena  contra  la  voluntad  ma- 
nifiesta del  que  la  habita  y  en  este  caso 
no  puede  desatenderse  ese  tenor  literal; 
que  más  bien  está  plenamente  probado  que 


en  dicha  casa  existia  una  pita  o  cordel, 
uno  de  cuyos  extremos  estaba  atado  al  pa- 
.^ador  de  la  puerta  y  el  otro  salía  a  la  ca- 
lle por  un  agujero  abierto  en  la  madera 
(le  la  puerta,  para  que  cualquiera  persona 
sin  necesidad  de  llamar,  pudiera  abrir  y 
penetrar  al  interior;  lo  que  indica  la  auto- 
i'ización  tácita  para  que  cualquiera  perso- 
na entrara.  Que  no  se  le  decretó  prisión 
por  el  delito  de  usurpación  de  funcione.'^ 
ni  se  le  tomó  confesión  con  cargos  por  ese 
delito,  por  lo  que  no  pudo  defenderse  de 
un  cargo  que  desconocía. 

CONSIDERANDO: 

Que  es  infundado  el  motivo  de  quebran- 
tamiento de  forma,  en  relación  con  los  ar- 
tículos 36  de  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica, 409,  410,  414,  499,  501  Código  de 
Procedimientos  Penales  y  6o.  del  Decreto 
legislativo  1728  que  ha  invocado  el  recu- 
rrente, pues  consta  en  autos  que  éste  fué 
oído  en  el  juicio  en  la  forma  que  manda 
la  ley,  es  decir,  fué  indagado,  reducido  a 
prisión,  se  le  tomó  confesión  con  cargos 
por  los  hechos  justiciables  que  le  resulta- 
ron y  por  último,  el  proceso  se  tramitó  y 
terminó  dándosele  la  intervención  respec- 
tiva al  procesado.  En  consecuencia  el  re- 
curso por  quebrantamiento  de  forma,  es 
improcedente. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  hecho  de  haber  penetrado  el  rec 
a  la  casa  de  autos,  lugar  que  no  es  de  los 
señalados  en  el  articulo  379  del  Código  Pe- 
nal, en  compañía  de  otras  personas  y  a 
continuación  proceder  a  su  registro:  cons- 
tituye los  delitos  de  allanamiento  de  mo- 
rada y  usurpación  de  funciones.  En  efec- 
to, la  ofendida  no  pudo  dar  su  consenti- 
miento para  que  entraran  a  ese  lugar,  ya 
que  estaba  ausente  y  por  lo  mismo  se  pro- 
cedió contra  su  voluntad,  caracterizándo- 
se asi  la  primera  infracción.  El  registro 
domiciliario  es  acto  propio  de  una  autori- 
dad o  funcionario,  por  lo  que  habiéndolo 
practicado  el  reo  sin  tener  esas  calidades 
y  sin  que  mediara  causa  legitima,  atribu- 
yéndose el  carácter  oficial  de  agente  de  la 
policía  de  investigación,  incurrió  en  la  se- 
gunda infracción  penal  mencionada:  por 
lo  que  al  apreciarlo  asi  la  Sala,  no  infrin- 
gió los  artículos  227,  377  y  379  del  Código 
Penal;  3o.  y  568  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales.  Tampoco  infringió  las 
artículos  67  y  68  del  Código  Penal,  pues  las 
penas  impuestas  son  las  que  legalmente 
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corresponden;  y  en  cuanto  al  articulo 
XVIII  de  los  preceptos  fundamentales  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
ninguna  relación  tiene  con  el  presente 
caso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
c'amento  en  las  leyes  citadas  y  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  los  artículos  690 
Código  de  Procedimientos  Penales  y  233 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to e  impone  a  la  parte  que  lo  introdujo, 
un  arresto  de  quince  días  conmutables  a 
razón  de  veinticinco  centavos  de  quetzal 
diarios.  Notifiquese  y  con  certificaión  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes 
al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  — ■  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
—  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Isaac  Valiente  López,  por 
el  delito  de  hurto. 

DOCTRINA:  No  existe  prueba  de  tal  deli- 
to cuando  de  las  constancias  del  proce- 
so no  resulta  la  evidencia  de  que  concu- 
rrieron los  elementos  que  lo  integran, 
o  sea  el  apoder amiento,  con  ánimo  de 
lucro,  de  cosa  mueble  ajena,  sin  violen- 
cia o  intimidación  en  las  personas  o 
fuerza  en  las  cosas. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
trece  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

Vista  en  vii'tud  de  recurso  de  casación 
!a  sentencia  en  que  la  Sala  primera  de  la 
Ccrte  de  Apelaciones,  con  fecha  del  nueve 
de  febrero  del  año  en  curso,  confirmó  la 
proferida  a  diez  de  diciembre  del  año  pró- 
ximo pasado  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  departamento  de  El  Progreso, 
en  la  cual  condenó  a  ISAAC  VALIENTE 
LOPEZ,  de  treintitrés  años  de  edad,  casa- 
do, agricultor,  sabe  leer  y  escribir,  origi- 
nario de  la  cabecera  de  dicho  departamen- 
to y  portador  de  la  cédula  de  vecindad  nú- 
mero quinientos  catorce  correspondiente 
a!  municipio  de  Gualán,  en  concepto  de 
autor  del  delito  de  hurto,  a  sufrir  la  pe- 


na inconmutable  de  un  año  de  prisión  co- 
ireccional  con  la  accesoria  relativa  a  la 
suspensión  en  el  ejercicio  de  sus  derechos 
políticos;  y,  por  otra  parte,  lo  absolvió  de 
los  cargos  que  le  hizo  por  dos  delitos  de 
disparo  de  arma  de  fuego.  El  recur.=o  fué 
interpuesto,  con  el  auxilio  del  Licenciado 
Juan  Córdova  Cerna  por  el  propio  Valien- 
te López,  citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos 3o.,  218,  233,  239,  256,  257,  259,  260, 
261,  párrafo  primero,  281,  288,  346,  349,  373, 
379,  568,  571,  576,  581,  Incisos  4o.  y  8o..  583, 
inciso  lo.,  586  en  todos  sus  incisos,  589, 
595,  596,  597,  6C'0,  601,  605,  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  ll,  30,  en  todos 
sus  incisos,  401,  en  todos  sus  incisos  y  403, 
inciso  5o.,  del  Código  Penal. 

Resultando  que  Florentino  Arana,  Ci- 
priano del  mismo  apellido  y  Bruno  Ochoa, 
imputaron  a  Isaac  Valiente  López  los  si- 
guientes hechos  cometidos  a  eso  de  las 
veintitrés  horas  del  veintiséis  de  marzo  del 
año  próximo  pasado:  el  primero,  que  es- 
tando en  su  casa  de  habitación  ubicada 
en  las  inmediaciones  de  la  estación  del 
ferrocarril,  en  Sanarate,  oyó  la  detona- 
c'ón  de  un  arma  de  fuego,  y  temiendo  que 
algo  hubiera  podido  haberle  sucedido  a 
nn  su  hijo  que  andaba  de  paseo  con  moti- 
vo de  la  celebración  de  la  Semana  Santa, 
salió  en  compañía  del  segundo  y  se  hicie- 
lon  encuentro  con  Valiente  López,  que  iba 
en  estado  de  ebriedad  y  sin  ningún  otro 
motivo,  le  acertó,  con  un  revólver  que  lle- 
vaba en  la  mano,  un  balazo  en  la  región 
inguinal  izquierda;  el  segundo,  que  en  la 
misma  oportunidad,  hizo  otro  disparo  so- 
bre él,  pero  no  logró  acertarle;  y  el  terce- 
ío,  que  la  noche  mencionada  se  encontra- 
ba desempeñando  el  cargo  de  vigilante  en 
la  estación  de  Sanarate,  acompañado  de 
su  hijo,  Vicente  Ochoa  Escobar,  de  nueve 
años  de  edad,  cuando  el  recurrente,  des- 
pués de  haber  hecho  un  disparo  al  aire, 
se  aproximó  a  donde  estaba  y  le  hizo  otros 
dos,  sin  lograr  acertarle;  continuó  su  ca- 
mino porque  vió  que  el  declarante  echaba 
mano  a  una  daguita  que  tenia  consigo, 
agredió  a  los  Arana,  volvió  a  la  estación, 
y  como  no  lo  vió.  porque  se  escondió  en 
unión  de  su  hijo,  cogió  la  lámpara  que  te- 
nia encendida  y  se  la  llevó. 

Resultando  que  la  causa  instruida  al 
efecto  se  concretó  únicamente  a  las  lesio- 
nes de  que  fué  victima  Florentino  Arana 
y  que  cuando  conoció  de  ella  la  Sala  pri- 
mera de  la  Corte  de  Apelaciones,  impuso 
por  ese  hecho  la  pena  de  dos  años  de  pri- 
sión correccional  a  Isaac  Valiente  Lópe? 
y  mandó  que,  por  aparte,  se  instruyera  el 
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procedimiento  relativo  a  los  disparos  de 
arma  de  los  cuales  aparecen  como  ofendi- 
dos Cipriano  Arana  y  Bruna  Ochoa,  y  al 
hurto  de  la  lámpara,  denunciado  por  el 
segundo. 

Resultando  que  en  cuanto  a  los  primero.s 
delitos,  ésto  es,  los  disparos  de  arma,  no 
prosperó  la  investigación;  y  que  respecto 
al  hurto,  se  produjeron  las  iguientes  cons- 
tancias: a)  el  Comandante  Local  de  Sa- 
narate,  al  ratificar  el  parte  que  dió  al  Juez 
menor  de  dicho  municipio  acerca   de  1?. 
captura  de  Isaac  Valiente  López,  efectua- 
da la  noche  de  autos,  en  el  interior  de  un 
carro  de  ferrocarril  que  le  servia  de  resi  - 
dencia en  la  estación  de  bandera  denomi- 
nada "La  Cumbre",  expuso:  "que  se  le  ha- 
taia  olvidado  poner  o  mejor  dicho  consig- 
nar una  lámpara  que  tenia  para  su  uso  el 
guachiman . . .  señor  Bruno   Ochoa   y  la 
cual  le  fuá  quitada  por  el  detenido  Isaac 
Valiente  cuando  lo  buscaba  para  asesinar- 
lo"; b)  Antonio  Arreóla  Diaz,  Anselmo  Fa- 
lencia Cristales  y  Lucilo  Estrada  Ganté, 
que  formaron  parte  de  la  escolta  que  pro- 
cedió a  la  captura  del  recurrente,  decla- 
raron: el  primero,  que  encontraron  en  su 
poder  la  lámpara  que  le  fue  exhibida  eu 
el  momento  de  dar  su  testimonio;  el  se- 
gundo, que  cuando  efectuaron  la  captura 
del  recurrente,  vió  que  un  muchacho,  cuyo 
nombre  no  recordaba  salia  del  carro  que 
aquél  ocupaba,  con  la  lámpara  de  las  que 
usan  los  brequeros,  y  como  se  quedó  afue- 
ra, ignoraba  cómo  hablan  encontrado  esa 
lámpara;  y  el  tercero,  que  le  constaba  que 
fué  recogida  del  poder  de  Valiente  Lope:? 
la  lámpara  que  se  le  puso  a  la  vista  en  el 
momento  de  ser  interrogado;  c)  el  menor 
Vicente  Ochoa  Escobar,  corroboró  lo  ex- 
puesto por  su  padre,  Bruno  Ochoa,  y  al 
serle  exhibida  la  lámpara  que  aparece  co- 
mo materia  del  hurto,  dijo  que  se  parecía 
mucho  a  la  que  tenia  su  papá,  pero  no 
afirmaba  que  fuera  la  misma  porque  no 
tenía  ninguna  seña  particular;  y  d)  en 
autos  obra  una  carta  subscrita  y  ratifica- 
da por  Baldomcro  Juárez  Aragón  en  con- 
cepto de  agente  de  la  estación  de  Sana- 
rate,  en  la  cual  expuso  al  Juez  de  primera 
instancia  que  el  veintiséis  de  marzo  el  \?e- 
lador  de  la  propia  estación  le  informó  que 
Isaac  Valiente,   después    de  amenazarlo 
con  disparos  de  revólver,  se  había  llevado 
una  lámpara  de  señales  perteneciente  a  la 
Empresa  del  Ferrocarril  que  tenía  encen- 
dida y  que  quedó  en  poder  de  la  autori- 
dad cuando  dicho  sujeto  fué  capturado. 


Resultando  que  Manuel  Sarillas  Melén- 
dez,  Ezequiel  Guzmán  Chamalé,  Anselmo 
García  Sánchez  y  Juan  Marroquín  Estra- 
da, que  también  cooperaron  a  la  aprehen- 
sión de  Isaac  Valiente  López,  declararon 
que  no  les  constaba  nada  respecto  a  ¡a 
lámpara  de  que  se  trata. 

Resultando  que  el  enjuiciado  negó  ha- 
ber tomado  la  lámpara  en  referencia  y  al 
serle  exhibida  dijo  que  no  la  reconocía 
porque  no  era  de  las  que  él  tenía  a  su  car- 
go, como  empleado  de  la  Empresa  del  Fe- 
rrocarril. 

Considerando  que  lo  afirmado  por  Bru- 
no Ochoa  y  su  hijo,  lo  expuesto  por  el  Co- 
mandante Local  de  Sanarate  al  ratificar 
su  denuncia  y  los  testimonios  de  Antonio 
Arreóla  Diaz,  Anselmo  Falencia  Crista^os 
y  Lucilo  Estrada  Canté,  no  son  bastantes 
para  admitir  como  legalmente  estableci- 
do en  autos  el  cuerpo  del  delito  de  hurto: 
a)  porque  los  dichos  de  los  primeros  ca- 
recen de  eficacia  probatoria  por  el  interés 
que  tienen  en  el  asunto;  b)  porque  la  de- 
nuncia y  testimonios  de  los  demás,  se  re- 
fieren exclusivamente  a  la  recuperación 
de  la  lámpara  y,  por  otra  parte,  no  fueron 
corroborados  por  los  de  las  otras  cuatro 
personas  que  también  declararon  en  con- 
cepto de  presenciales  y  fueron  citados  co- 
mo testigos  de  cargo;  c)  porque  en  la  cau- 
sa no  se  probó  la  propiedad  y  preexisten- 
cia de  la  lámpara,  pues  para  el  efecto,  ca- 
rece de  eficacia  la  carta  relacionada;  y 
d)  porque  atendiendo  a  la  calidad  de  em- 
pleado de  la  Empresa  de  los  Ferrocarriles 
que  correspondía  al  recurrente  y  al  lugar 
donde  se  dijo  haber  sido  recuperada  la 
lámpara,  para  evidenciar  el  hurto,  habría 
sido  imprescindible  la  prueba  de  que  se 
apoderó  de  ella  con  el  propósito  de  apro- 
vecharla en  el  orden  privado,  esto  es,  con 
el  fin  de  aplicarla  a  fines  diversos  de  los 
que  conciernen  al  servicio  de  dicha  Em- 
presa, o  bien  de  los  autorizados  por  ella 
para  la  satisfacción  de  las  necesidades  de 
su  personal.  La  Sala  sentenciadora,  en 
consecuencia,  al  condenar  al  recurrente, 
infringió  los  artículos  568,  571,  del  Código 
üe  Procedimientos  Penales,  11  y  401,  inci- 
so lo.,  del  Código  Penal. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tan- 
to, casa  y  anula  la  sentencia  recurrida,  y, 
resolviendo  sobre  lo  principal,  de  acuerdo 
con  la  prescripción  contenida  en  el  ar- 
tículo 731  del  primero  de  los  Códigos  ci- 
tados, absuelve  a  Isaac  Valiente  López  del 
cargo  que  se  le  hizo  por  el  delito  de  hurto. 
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Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  r''- 
suelto,  devuélvanse  los  autos  a  donde  co- 
rresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Aiel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Ocí.  Aguilar.  —  Max  Garcia 
R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  seguida  contra  Héctor  Dardón 
Aguilar,  por  el  delito  de  atentado. 

DOCTRINA:  Es  requisito  indispensable  pa- 
ra calificar  de  atentado  el  acometimien- 
to hecho  a  la  autoridad,  que  'ésta  se  ha- 
lle ejerciendo  las  funciones  de  su  cargo 
o  con  ocasión  de  actos  ejecutados  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  octubre  de  mil  noveciento.s 
treinta  y  ocho. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  ante- 
tecedentes  se  examina  la  sentencia  que 
con  fecha  veintiuno  de  abril  del  año  en 
curso,  profirió  la  Sala  Segunda  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  la  causa  crimhial  que 
por  el  delito  de  atentado,  se  instruyó  en 
el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  depar- 
tamento de  Escuintla  contra  Héctor  Dar- 
cón  Aguilar. 

El  catorce  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete,  el  comisario  de  la  policía 
en  el  Puerto  de  San  José,  Señor  Juan  Fran  - 
cisco Pereira  Urizar,  puso  a  Héctor  Dar- 
dón Aguilar  a  disposición  del  Juez  de  Paz 
del  mismo  lugar,  porque  la  noche  anterior, 
en  el  parque  municipal,  y  cuando  la  ma- 
rimba "Idilia"  daba  concierto,  propinó  al 
intendente  señor  don  Francisco  Quiñóneü 
Pérez  una  bofetada  en  la  cara;  el  parte 
fué  ratificado  en  forma  y  las  primeras  di- 
ligencias instruidas  por  el  regidor  prime- 
ro, en  defecto  del  Juez  de  Paz  por  ser  el 
ofendido. 

Examinado  Doroteo  Aguilar  Anzuelo, 
dijo:  que  el  sábado  trece  de  marzo,  como 
a  las  veinte  horas  y  treinta  minutos,  lle- 
gó el  intendente  al  salón  de  billares  de  Fe- 
derico Ortiz,  pidiendo  auxilio  para  captu- 
rar a  un  individuo  que  lo  había  insultado, 
indicando  quién  era,  pero  que  ignoraba 
su  nombre,  pues  era  desconocido  para  é!; 
que  dicho  individuo  se  entró  al  patio  de 
los  billares  de  donde  fué  sacado,  y  cuando 


lo  conducía  preso  el  declarante,  con  la 
ayuda  de  Miguel  Gil,  insultaba  al  inten- 
dente que  iba  adelante  como  diez  pasos, 
diciéndole  que  no  todo  el  tiempo  iba  a  ser 
intendente,  que  se  agarraran  como  hombres 
y  que  no  se  valiera  del  puesto  para  man- 
darlo preso;  que  cuando  pasaban  por  el 
kiosco  del  parque,  Dardón  se  les  soltó  y 
corrió  a  alcanzar  al  intendente  a  quien 
dijo:  "oiga  señor"  y  cuando  éste  volvió  la 
cara  le  pegó  una  bofetada,  que  lo  hizo  caer 
a  tierra  con  pérdida  del  conocimiento;  que 
al  verlo  el  dicente  que  iba  en  persecución 
de  Dardón  Aguilar,  le  propinó  a  su  vez  una 
bofetada  que  lo  hizo  caer  en  igual  forma, 
habiéndolo  agarrado  en  el  suelo  para  con- 
ducirlo a  la  prisión  en  compañía  de  Fran- 
cisco Sagastume  y  un  escribiente  del  Juz- 
gado Municipal;  agregó  que  conocía  a  Dar- 
dón solamente  de  vista  y  que  era  la  pri- 
mera vez  que  lo  veía  en  el  Puerto  de  San 
José.    Porfirio  Conde  Carrera,  repite  lo 
dicho  por  el  anterior  testigo,  en  cuanto  a 
la  llegada  del  intendente,  a  los  billares 
pidiendo  auxilio  para  capturar  a  un  indi- 
viduo que    lo  había    insultado,  persona 
que  fué  capturada  por  Doroteo  Aguilar  y 
Miguel  Gil,  pero  que  el  declarante  no  se 
acercó  porque  tuvo  miedo  de  que  aquél  tu- 
viera arma  y  lo  pudiera  agredir,  y  que  no 
conoce  a  dicha  persona.  Don  Juan  Fran- 
cisco Quiñónez  Pérez,  intendente  munici- 
pal, dijo:   que  el  día  de  autos  yendo  en 
compañía  de  sus  tres  hijos,  de  paseo  para 
el  mueUe,  se  encontró  con  un  individuo 
desconocido  que  le  dijo:  "adiós  vos,  ya  no 
me  conocés",  y  al  contestarle:  "¿quién 
eres  tú?,  yo  no  te  conozco",  aquél  le  dijo: 
"porqué  estás  de  intendente  sós  sólo  lleno 
de  orgullo,  ya  te  van  a  echar  a  la. . .";  po- 
co tiempo  después,  cuando  de  regreso  lle- 
gaba al  parque  municipal,  se  volvió  a  en- 
contrar con  el  desconocido,  quien  dirigió 
algunas  palabras  impropias  para  la  repu- 
tación de  su  hija,  por  lo  que  él,  como  pa- 
dre, le  llamó  seriamente  la  atención  por 
la  falta  de  respeto,  una  vez  que  ya  sabia 
que  era  autoridad  y  decidió   ordenar  su 
captura,  y  como  éste  se  introdujera  al  sa- 
lón de  billares,  de  allí  fué  sacado,  pero  en 
ci  trayecto  para  la  comisaría,  cuando  pa- 
saba por  el  kiosco  del  parque  le  habló  y 
al  volver  la  cara,  le  asestó  una  bofetada 
que  le  hizo  perder  el  conocimiento,  reco- 
brándolo después  en  la  intendencia,  en 
donde  estaban  Francisco  Sagastume  y  Je- 
sús Urizar  El  segundo  de  los  nombrados, 
dijo,  que  cuando   atravesaba   el  parque 
encontró  al  intendente  que  iba  con  sus  hi- 
jos; había  caminado  como  dos  pasos  nada 
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más,  cuando  vió  que  un  individuo  descono- 
cido le  habló  al  intendente  y  al  pararsp 
éste,  aquél  le  asestó  un  tremendo  golpe 
que  lo  hizo  caer  al  suelo  sin  conocimiento; 
que  al  ver  caer  al  intendente,  corrió  a  pres- 
tarle auxilio  agitándolo  para  que  volviera 
en  sí,  pero  como  de  momento  no  fué  po- 
sible, con  otros  individuos  que  acudieron 
a  los  gritos  que  daba  pidiendo  auxilio,  In 
llevaron  al  edificio  del  juzgado  municipal, 
pero  antes  habia  visto  que  el  otro  indivi- 
duo también  estaba  botado  en  el  suelo  y 
que  algunas  personas  lo  levantaba  para 
conducirlo  a  la  detención,  no  fijándose  si 
estaba  golpeado,  pero  si  le  consta  que  el  in- 
tendente no  le  pegó,  por  no  haberle  dado 
tiempo  ni  siquiera  paro  defenderse. 

Dardón  Aguilar,  en  su  indagatoria,  ne- 
gó haberle  pegado  al  intendente,  asi  co- 
mo haberle  dirigido  expresiones  incorrec- 
tas, y  agregó  que  un  señor  a  quien  supone 
sea  el  padre  de  una  niña  a  quien  echó  sus 
flores,  por  solo  este  hecho  lo  amenazó  con 
mandarlo  preso,  por  lo  que  se  internó  en 
el  salón  de  billares,  a  donde  lo  siguió  dicho 
señor,  sacándolo;  que  al  pasar  por  la  es- 
quina del  parque,  aquél  le  dijo:  usted  se 
va  preso,  y  le  asestó  una  bofetada  en  la 
cara;  que  no  conocía  el  Puerto  de  San  Jo- 
sé ni  a  sus  autoridades,  pues  tenía  sola- 
mente veinticuatro  horas  de  haber  llega- 
do a  dicho  lugar  por  primera  vez,  cuando 
lo  ocurrido.  Examinados  Tomás  Posadas, 
Carlos  Orantes  y  Lázaro  Valenzuela,  dije- 
ron que  en  compañía  del  encartado  estu- 
vieron tomando  unas  copas  de  licor,  que  el 
hecho  no  les  consta  de  vista  y  sólo  saben 
que  Dardón  fué  aprehendido  de  orden  de! 
intendente,  y  Valenzuela  agregó:  que  pre- 
sumía que  Dardón  ya  conocía  al  intenden- 
te, desde  el  momento  que  le  dijo:  "adiós 
vos"  en  su  primer  encuentro.  Miguel  Her- 
nández Gil,  solamente  se  refiere  a  la  lle- 
gada del  intendente  a  los  billares  y  que  el 
hecho  le  consta  por  referencias.  Francisco 
Sagastume,  dijo:  que  se  encontraba  en  el 
kiosco  del  parque,  cuando  vió  pasar  al  in- 
tendente con  sus  hijos  y  más  atrás  a  un 
hombre  que  pasaba  muy  a  la  carrera,  no 
imaginándose  de  qué  se  trataba,  pero  al 
momento  oyó  gritos  de  ¡os  hijos  referidos 
y  al  volverse,  vió  al  intendente  botado  en 
el  suelo  y  al  hombre  que  regresaba  tra- 
tando de  escapar,  sobre  quien  se  abalanzó 
para  sujetarlo,  mientras  llegaba  la  poli- 
cía, habiendo  rodado  ambos  por  el  sue'o. 
y  en  eso  estaban  cuando  llegó  otro  que 
agarró  a  aquél  del  cuello,  y  luego  un  agen- 
te de  policía,  con  la  ayuda  de  quienes,  el 
individuo  fué  conducido  a  la  prisión,  en 


donde  el  comisario  le  preguntó  qué  habia 
pasado,  contestándole  que  habían  matado 
al  intendente,  porque  tal  se  le  figuró  por 
no  haber  visto  con  qué  le  pegaron  y  verlo 
en  el  suelo  sin  conocimiento. 

Aparece  agregada  a  los  autos  una  cer- 
tificación del  nombramiento  del  señor  Qui- 
ñónez  Pérez,  como  intendente  municipal 
del  Puerto  de  San  José,  asi  como  un  in- 
forme médicolegal,  en  el  que  se  constata 
que  éste  sufrió  una  herida  contusa  en  la 
comisura  labial  izquierda  y  arrancamien- 
to del  canino  inferior  con-espondiente,  que 
curaría  en  seis  o  siete  días.  También  fué 
reconocido  Dardón  Aguilar,  quien  presen- 
taba una  herida  contusa  en  el  lado  dere- 
cho del  labio  superior  y  una  contusión  en 
el  dorso  de  la  nariz  que  curaría  en  el  mis- 
mo término  que  el  anterior.  También  apa- 
rece en  autos  un  informe  del  Jefe  Políti- 
co de  Escuintla,  haciendo  constar:  que  co- 
mo el  capitán  del  Puerto  de  San  José  le 
remitió  al  detenido  Héctor  Dardón  Agui- 
lar por  haber  inferido  una  bofetada  al  in- 
tendente municipal,  ese  despacho  estimó 
que  se  trataba  de  una  falta  y  formuló 
sentencia  económica  imponiendo  veinte 
tíias  al  citado  Aguilar;  pero  como  poste- 
riormente se  tuvo  conocimiento  de  que  on 
el  Juzgado  de  primera  instancia  se  ins- 
truían las  diligencias  por  el  mismo  asun- 
to, dicha  sentencia  se  dejó  sin  efecto. 

Recibidos  los  autos  en  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Escuintla,  el  reo  amplió 
su  indagatoria,  manifestando:  que  no  co- 
nocía al  Intendente  y  que  éste  lo  agredió 
causándole  una  lesión  en  la  cara.  Eleva- 
do el  proceso  a  plenario,  se  tomó  al  reo 
confesión  con  cargos,  pero  no  se  confor- 
mó con  el  de  atentado  que  se  le  formuló 
y  nombró  como  su  defensor  al  Licenciado 
Juan  J.  Pérez,  y  se  tuvo  por  separado  de 
la  acusación  al  señor  Quiñónez  Pérez,  por 
no  haber  hecho  uso  del  traslado  que  se  le 
mandó  dar,  siguiéndose  de  oficio  el  proce- 
dimiento. En  la  dilación  probatoria  se  re- 
cibieron informaciones  de  Hernán  Mejia, 
policía  del  Puerto,  sin  que  arrojara  su  de- 
claración ningún  dato  interesante,  pues 
manifestó  haber  llegado  al  lugar  del  suce- 
so cuando  todo  había  ocurrido;  de  Virgilio 
Castañeda,  quien  dijo:  que  el  Intendente 
se  encontraba  en  camisa  y  que  éste  le  pe- 
gó a  Dardón,  no  constándole  que  él  le  ha- 
ya pegado  al  Intendente.  Samuel  Cojulún 
declaró  sobre  la  honradez  y  buena  con- 
ducta del  enjuiciado,  constándole  que  éste 
no  conocía  el  Puerto  de  San  José.  Tomás 
Posadas  expuso:  que  la  declaración  que 
prestó  en  el  sumario   quedó  incompleta 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


331 


por  habérsela  tomado  a  presencia  del  In- 
tendente, quien  lo  presionó  y  amenazo  y 
que  la  verdad  es  que  el  Intendente  fué  el 
oue  le  pegó  una  bofetada  al  prevenido,  no 
asi  éste  a  aquél;  que  Dardón  no  conocía 
a  la  persona  del  Intendente,  y  Doroteo 
Aguilar  Anzueto,  modificó  esencialmente 
su  primera  declaración  diciendo  esta  vez 
que  no  es  cierto  que  él  llevara  agarrado  a 
Dardón  y  que  é.ste  se  le  soltara  para  irle  a 
pegar  al  Intendente.  Obran  en  los  autos 
certificaciones  acerca  de  los  buenos  ante- 
cedentes y  de  algunos  puestos  que  ha  des- 
empeñado el  enjuiciado,  en  la  administra- 
ción pública. 

Corrido  el  último  traslado  en  primera 
instancia  el  defensor  alegó  y  sus  argumen- 
tos tienden  a  evidenciar  la  inexistencia 
del  delito  imputado,  toda  vez  que  el  ofen- 
dido no  se  encontraba  en  el  ejercicio  de 
las  funciones  de  su  cargo,  debiendo  ser 
juzgado  el  hecho  como  simple  falta. 

El  Juez  dictó  sentencia  condenando  ai 
reo  a  sufrir  la  pena  de  tres  años  de  pri- 
sión correccional,  más  las  accesorias  do 
ley,  por  considerarlo  autor  del  delito  de 
atentado  a  la  autoridad,  toda  vez  que  el 
ofendido  fué  un  funcionario  público  y  en 
ocasión  que  ejercía  funciones  del  cargo, 
como  fué  ordenar  la  detención  de  su  agre- 
sor, y  estimó  probada  la  infracción  con  las 
declaraciones  de  Doroteo  Aguilar,  Fran- 
cisco Sagastume,  Jesús  Urízar,  Lázaro  Va- 
lenzuela,  Carlos  Orantes  y  Tomás  Posadas 
y  toma  muy  en  cuenta  la  personal  apre- 
ciación que  hace,  diciendo  que  a  la  sim- 
ple vista  le  parece  que  ni  la  edad  ni 
complexión  física  del  Intendente  puede 
equipararse  para  una  lucha  cuerpo  a 
cuerpo  con  ¡as  condiciones  del  reo.  Esti- 
mó también  que  Doroteo  Aguilar  y  Tomás 
Posadas,  al  variar  en  el  plenario  sus  pri- 
meras declaraciones,  cometieron  el  delito 
de  falso  testimonio  por  lo  que  manda  pro- 
ceder contra  ellos  por  este  delito,  asi  co- 
mo contra  Virgilio  Castañeda,  por  igual 
cielito. 

La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, conoció  en  virtud  del  recurso  in- 
terpuesto por  el  reo  y  por  su  defensor  y 
considerando  probado  el  delito  con  los 
mismos  elementos  del  Juez  sentenciador, 
variando  sólo  en  la  persona  de  Doroteo 
Aguilar,  sustituyéndola  por  Hernán  Mejia, 
confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia 
apelacía. 

Contra  el  pronunciamiento  de  segunda 
mstancia,  el  reo  con  auxilio  del  abogado 
José  Barillas  Fajardo,  interpuso  el  recur- 
ro de  casación  por  infracción  de  ley,  por- 


que se  declaran  calificados  y  penados  co- 
mo delito,  hechos  que  no  lo  son  y  se  ha 
cometido  error  de  derecho  en  Ja  caliíica- 
ción  de  los  mismos.  Cita  como  infringi- 
dos los  artículos  568  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales;  11,  12,  22  incisos  4o., 
5o..  y  6o.;  30  inciso  lo.;  67.  68.  78,  142  in- 
ciso 2o.,  143  inciso  3o..  152,  153,  155  del  Có- 
digo Penal  y  42,  43  y  45  del  Decreto  nú- 
mero 1702. 

Las  principales  razones  que  sirven  de 
fundamento  al  recurso  son  las  siguientes: 
la  objetividad  del  delito  de  atentado  — di- 
ce —  e,^  el  respeto  que  se  debe  a  la  autori- 
dad que  está  en  funciones,  requiriéndose 
un  propósito  firme  y  ostensible  de  menos- 
preciar el  "principio  de  autoridad',  pues 
es  la  función  y  no  la  persona  la  que,  en 
este  caso  es  objeto  de  tutela,  de  lo  contra- 
rio se  incurre  en  autoritarismo,  por  eso  la 
ley  establece  que  el  fiuicionario  esté  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones;  o  con  ocasión 
de  ellas,  siendo  corolario  de  esto  que  el  de- 
lincuente se  dé  cuenta  de  que  es  la  auto- 
ridad a  quien  agrede.  El  Intendente  del 
Puerto  de  San  José,  andaba  de  paseo, 
acompañado  de  su  familia  y  no  siendo  es- 
to una  función  de  la  Intendencia,  la  ofen- 
sa, en  la  hipótesis  de  que  fuese  cierta,  la 
sufrió  la  persona,  no  la  autoridad.  La  doc- 
trina sotenida  por  el  Fiscal  y  aceptada  por 
la  Sala  de  que  los  Intendentes  siempre  es- 
tán en  funciones  como  subdelegados  del 
gobierno,  carece  de  razón  de  ser,  pues  de 
aceptarla,  todos  los  empleados  estarían  en 
activas  funciones  porque  no  hay  uno  solo 
que  no  forme  parte  del  gobierno.  Además 
— dice —  Aguilar  no  sabia  que  Quiñónez 
Pérez  tuviese  a  su  cargo  la  Intendencia 
del  Puerto,  y.  sin  ese  conocimiento,  no  pue- 
de cometerse  el  delito.  El  reo  alegó  tam- 
bién separadamente,  y  en  escrito  po.ste- 
lior  a  su  alegato  hace  reref encía  a  que 
tan  pronto  como  la  Superioridad  estuvo 
enterada  de  este  hecho,  destituyó  al  In- 
tendente el  día  siguiente,  haciendo  una 
justicia  pronta  y  cumplida  como  el  caso 
merecía.  i 

Señalado  día  para  la  vista  y  habiendo 
tenido  lugar  ésta,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  la  circunstancia  de  haber  sido 
Francisco  Quiñónez  Pérez  en  el  momento 
de  ser  lesionado  por  Dardón  Aguilar.  un 
funcionario  público,  ha  dado  origen  a  que 
los  tribunales  de  in.stancia  aprecien  la 
existencia  del  delito  de  atentado  por  el 
cual  fué  juzgado  y  condenado  el  reo.  Pero 
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para  precisar  si  el  hecho  incriminado  a 
Héctor  Dardón  Aguilar  efectivamente 
constituye  la  infracción  apuntada,  es  in- 
dispensable hacer  un  análisis  jurídico  acer- 
ca de  la  condición  del  ofendido,  asi  como 
del  expresado  delito  y  llegar  a  una  con- 
clusión cierta  del  grado  de  culpabilidad 
del  prevenido.  En  efecto.  Los  Intendentes 
municipales  son  nombrados  por  autoridad 
competente  y  ejercen  funciones  públicas 
derivadas  de  su  carácter  oficial;  de  dorde 
se  colige  que  según  la  ley,  debe  reputárse- 
les como  funcionarios  públicos;  pero  de 
esto  no  se  deduce  que  deba  estimarse  co- 
mo atentado  el  acometimiento  repentino 
que  en  contra  de  ellos  se  haga  en  determi- 
nados momentos,  en  ocasión  en  que  no  es- 
tén en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ni 
tenga  lugar  la  agresión  con  ocasión  de 
actos  en  ejercicio  de  las  mismas.  Hacien- 
do un  estudio  doctrinario  de  este  delito, 
resulta:  CUATRO  SON  LOS  ELEMENTOS 
QUE  LO  INTEGRAN,  a  saber:  Primero:  Un 
hecho  de  acometimiento,  de  fuerza,  de  in- 
timidación o  de  resistencia  graves.  Segun- 
do: que  tenga  lugar  contra  la  autoridad 
o  sus  agentes.  Tercero:  que  se  realice 
cuando  éstos  se  hallen  ejerciendo  las  fun- 
ciones de  sus  cargos  o  con  ocasión  de  ac- 
tos ejecutados  en  el  ejercicio  de  las  mis- 
mas funciones;  y  Cuarto:  una  intención 
delictuosa.  La  severidad  con  que  la  ley 
castiga  a  los  que  cometen  este  delito,  tie- 
ne como  fundamento  la  protección  al  res- 
peto de  que  la  autoridad  es  merecedora  y 
les  ciudadanos  deben  imperativamente 
acatar  y  respetar  sus  disposiciones,  y  estar 
prestos  a  darles  la  ayuda  que  de  ellos  de- 
mandare. Para  que  el  delito  de  atentado 
se  perfile  es  indispensable  la  concurren- 
cia de  todos  estos  r€quisitos,  pues  cuando 
no  concurren,  éste  delito  desaparece,  aun- 
que surja  otro  distinto;  es  indiferente  que 
se  trate  de  autoridades  superiores  o  infe- 
riores, pero  es  absolutamente  indispensa- 
ble que  el  ofendido  se  encuentre  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  o  que  el  acto  se 
ejecute  con  ocasión  de  ellas,  o  cuando  me- 
iics  que  el  ofensor  conozca  el  carácter  de 
autoridad,  de  agente  de  autoridad,  o  de 
funcionario  público  del  ofendido,  por  lo 
que  se  requiere  que  éstos  ostenten,  en  el 
momento  del  hecho  las  insignias  de  su 
cargo,  a  no  ser  que  el  ofensor  tuviere  es- 
pecial conocimiento  del  carácter  oficial 
de  que  están  investidos,  pues  de  otra  ma- 
nera no  podría  convertirse  en  atentado, 
un  hecho  ejecutado  contra  un  particular, 
por  la  sola  circunstancia  de  ser  el  ofen- 
dido una  autoridad,  es  decir,  cuando  la 


intención  fus  de  dañar  a  un  particular, 
pero  no  a  la  autoridad,  de  manera  que 
cuando  este  conocimiento  anterior  del 
ofendido,  no  esté  establecido,  o  que  el 
agente  pasivo  no  ostente  las  insignias  que 
lo  distinguen,  el  atentado  no  tiene  vida, 
ja  infracción  que  se  comete  es  la  que  por 
si  misma  se  determine.  Con  estos  antece- 
dentes sólo  falta  precisar  si  la  lesión  que 
Dardón  Aguilar  causó  a  Francisco  Quiñó- 
nez  Pérez,  debe  ser  penada  por  la  intensi- 
dad que  la  misma  encierra  o  por  razón  del 
carácter  oficial  de  la  persona  ofendida 
En  autos  aparece  que  el  intendente  muni- 
cipal la  noche  de  autos  andaba  de  paseo, 
acompaíiado  de  sus  hijos,  con  motivo  de 
celebrarse  en  aquella  localidad  una  festi- 
vidad religiosa,  y  en  tal  situación  puede 
afirmarse  que  no  se  hallaba  ejerciendo 
las  funciones  de  su  cargo.  Y  si  bien  pue- 
de decirse,  como  lo  afirma  el  Juez  y  lo 
acepta  la  Sala,  que  el  intendente  fué  ofen- 
dido en  ocasión  que  ejercía  funciones  de 
su  cargo,  como  fué  la  de  ordenar  la  deten- 
ción y  conducción  de  su  agresor,  tal  espe- 
cie no  constituye  propiamente  una  fun- 
ción sino  que  fué  el  acto  que  precisamen- 
te dió  origen  a  la  agresión  y  como  tal  no  es 
suficiente  para  colegirse  de  ella  que  el 
alentado  exista,  toda  vez  que  no  es  pri- 
vativo de  la  autoridad,  sino  que  está  al 
alcance  de  cualquier  particular  que  se  crea 
lesionado  en  su  persona  o  intereses,  siem- 
pre que  se  trate  de  un  delito  o  falta  y  que 
pueda  tenerse  al  acusado  como  infragan- 
ti,  circunstancias  que  pueden  dar  lugar  en 
el  actor  a  una  justa  equivocación.  Tan  es 
ésto  así,  que  el  mismo  Intendente  llegó  en 
persona  a  los  billares,  en  persecución  de 
un  desconocido  que  dijo  le  había  ofendi- 
do, ofensas  respecto  de  las  cuales  no  existe 
nmguna  justificación  en  el  proceso,  y  de 
ser  ciertas,  no  autorizaban  al  intendente 
para  hacerse  la  justicia  personalmente,  si- 
no que  debió  poner  el  hecho  en  conoci- 
miento de  la  respectiva  autoridad  o  de  sus 
agentes.  De  lo  dicho  se  infiere  que  no  se 
ha  cometido  el  delito  de  atentado,  y  a  ma- 
yor abundamiento  militan  a  favor  del 
acusado  las  declaraciones  de  Tomás  Posa- 
das y  Carlos  Orantes,  relativas  a  que  aquél 
no  conocía  al  intendente  municipal,  y  a 
esta  prueba  de  descargo  se  unen  los  dichos 
de  Samuel  Cojulún,  quien  aseguró  que  el 
enjuiciado  no  conocía  el  Puerto  de  San 
José  y  el  de  Lázaro  Valenzuela,  que  aun- 
que supone  que  el  ofensor  sí  sabía  que  ei 
ofendido  era  el  intendente,  la  suposición 
la  funda  en  un  hecho  que  más  bien  hace 
pensar  en  un  desconocimiento,  toda  vez 
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que  consiste  en  haberle  dicho  "adiós  vos", 
como  personas  mal  educadas  o  que  en  es- 
tado de  ebriedad  acostumbran  hacerlo 
con  otras  desconocidas;  y  el  propio  Doro- 
teo Aguilar  Anzueto,  siendo  testigo  de 
cargo,  manifestó  ser  la  primera  vez  que 
veia  a  Dardón  Aguilar  en  aquella  locali- 
dad. Todo  ésto  lleva  al  ánimo  judicial  el 
convencimiento  de  que  el  encartado  no  su- 
po que  agredía  a  )a  autoridad,  por  consi- 
guiente el  delito  de  atentado  no  tiene  vi- 
da legal  en  el  caso  que  se  estudia  y  al 
apreciar  lo  contrario  la  Sala  sentenciado- 
ra, en  el  fallo  que  se  examina,  violó  los 
artículos  142  inciso  2o.  y  143'  inciso  3o.  del 
Código  Penal,  porque  el  hecho  que  decla- 
ra probado,  ha  sido  calificado  y  penado 
como  delito,  no  siéndolo,  incurriendo  asi 
en  el  caso  señalado  en  el  inciso  lo.  del 
artículo  676  del  Código  de  Procedimien- 
tos I'enales. 

CONSIDERANDO: 
Que  hay  prueba  suficiente  para  tener  a 
Héctor  Dardón  Aguilar  como  autor  de  la 
lesión  sufrida  por  don  Francisco  Quiñó- 
nez  Pérez;  y  como  también  quedó  estable- 
cido que  tal  lesión  necesitó  menos  de  sie- 
te dias  para  su  curación,  sin  dejar  impe- 
dimento, cicatriz  visible  ni  deformidad,  la 
pena  que  debe  imponerse  por  ese  hecho  es 
la  que  indica  el  articulo  468  del  Código 
Penal. 

POR  TANTO  : 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  686,  687,  568,  571,  729, 
732,  735  Código  de  Procedimientos  Penales: 
232  y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  estimando  que  la  ejecutoria  que 
se  examina  es  contra  lo  dispuesto  en  los 
artículos  142  inciso  2o.  y  143  inciso  3o.  del 
Código  Penal,  en  los  cuales  se  funda  el  re- 
curso, declara  haber  lugar  a  él;  CASA  Y 
ANULA  la  sentencia  recurrida,  y  fallando 
sobre  lo  principal,  declara:  que  por  no  ser 
oonstitutivo  del  delito  de  atentado  el  he- 
cho por  el  que  se  juzga  a  Héctor  Dardón 
Aguilar,  lo  absuelve  del  cargo  que  se  le 
formuló;  y  siendo  el  mismo  hecho  consti- 
tutivo de  una  falta  contra  les  personas, 
le  impone  la  pena  de  veinte  días  de  prisión 
simple,  la  cual  se  tiene  por  extinguida  con 
la  efectivamente  sufrida.  Notifiquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  — •  Alfonso  Hernández 
Folanco.  —  Carlos  Castellanos  R.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Trinidad  Monzón  Olmlno, 
por  el  delito  de  hurto. 

DOCTRINA:  La  circunstancia  ds  ser  do- 
méstico el  culpable  del  delito  de  hurto, 
envuelve,  por  su  naturaleza,  la  de  abiiso 
de  confianza,  que,  por  tal  motivo,  no 
puede  ser  apreciada  independientemen- 
te de  aquella  para  el  efecto  de  compen- 
sarla con  una  circunstancia  atenuante. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
veintiuno  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

En  la  audiencia  del  trece  de  agosto  pró- 
ximo pasado  la  Sala  Tercera  de  la  Corte 
de  Apelaciones  aprobó,  sin  modificación 
alguna,  el  fallo  en  que  el  Juez  de  primera 
instancia  del  departamento  de  Baja  Ve- 
rapaz,  con  fecha  del  trece  de  julio  prece- 
dente, condenó  a  TRINIDAD  MONZON 
OLMINO  — de  dieciséis  años  de  edad,  sol- 
tera, de  oficios  domésticos,  analfabeta,  ori- 
ginaria y  vecina  del  municipio  de  San  Je- 
rónimo—  en  concepto  de  autora  del  delito 
de  hurto,  a  sufrir  la  pena  inconmutable 
de  ocho  meses  de  arresto  mayor,  sin  acce- 
sorias; y  el  Licenciado  Eleazar  Urmeneta, 
en  concepto  de  Procurador  del  primero  de 
dichos  Ti-ibunales,  interpuso  contra  dicha 
■sentencia  el  recurso  de  casación  denun- 
ciando como  infringidos  los  artículos  21, 
Inc.  9o.,  y  todas  sus  fracciones,  24,  81,  404, 
fracción  primera  e  Inc.  lo.  del  Código  pe- 
nal y  614  en  todos  sus  incisos  del  Código 
de  procedimientos  penales: 

Resultando  que  a  las  nueve  horas  del 
dieciséis  de  mayo  del  año  en  curso,  Adela 
García  de  L€ón  viuda  de  Izaguirre,  se  que- 
relló verbalmente  ante  el  Juez  menor  de 
San  Jerónimo  contra  la  susodicha  Trini- 
dad Monzón  Olmino,  a  quien  estimaba 
"como  hija  de  casa",  porque  en  el  mes  de 
marzo,  en  ocasión  en  que  ella  se  encontra- 
ba en  esta  capital,  entre  otras  cosas  que 
no  especificó,  ¡e  substrajo  un  azadón  y  un 
machete,  que  destinaba  para  la  venta  en 
la  tienda  que  tiene  establecida  en  su  casa 
ubicada  en  el  "Barrio  Arriba",  de  la  pobla- 
ción de  San  Jerónimo;  y  que  durante  la 
investigación  de  que  fué  objeto  ese  hecho: 
primero.  Trinidad  Monzón  Olmino.  expuso 
en  su  indagatoria:  que  en  el  mes  de  mnr- 
7.0  del  corriente  año  se  quedó  al  cuidado 
de  la  casa  de  la  señora  García  de  León 
viuda  de  Izaguirre  mientras  hizo  un  via- 
je a  esta  capital,  y  como  sin  embargo  de 
que  tenía  a  la  exponente  como  hija  de  ca- 
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fa,  le  dejó  un  gasto  muy  limitado  para  su 
alimentación,  que  osciló  entre  cincO'  y  sie- 
te centavos  diarios,  impulsada  por  la  nece- 
sidad, tomó  en  la  tienda  de  su  acusadora 
el  machete  y  el  azadón  referidos  y  se  los 
vendió  por  ochentitrés  centavos  a  María 
Ixtecoc;  segundo,  al  ser  interrogada  ésta, 
declaró:  que  en  los  primeros  dias  del  mes 
de  marzo  llegó  a  su  casa  la  Monzón  Olmi- 
no  a  ofrecerle  en  venta  los  instrumentos 
mencionados  porque,  según  le  dijo,  tenía 
necesidad  urgente  a  causa  de  que  doña 
Adela  no  le  había  dejado  gasto  y  estaba 
con  hambre;  y  que  le  manifestó  asimis- 
mo que  no  tuviera  desconfianza  porque 
el'a  pondría  el  negocio  en  conocimiento 
de  doña  Adela  cuando  regresara  de  su  via- 
je, y  todo  quedaría  arreglado  en  buena  ar- 
monía; tercero,  interrogada  la  Monzón 
Olmino  acerca  de  la  especie  que  le  atri- 
buyó la  Ixtecoc,  reconoció  su  efectividad 
explicando  que  por  la  urgencia  en  que  se 
encontraba  de  procurarse  dinero  para  su 
alimentación,  se  produjo  con  ella  en  esa 
forma,  pero  sólo  con  el  propósito  de  que 
no  sospechara  de  su  conducta;  cuarto,  el 
machete  y  el  azadón  de  que  se  trata,  fue- 
ron justipreciados  en  un  quetzal  con  cin- 
cuenta centavos;  y  quinto,  la  Monzón  Oí- 
mino,  no  se  conformó  con  el  cargo  que  se 
le  hizo  alegando  que  bien  era  cierto  que 
vendió  los  objetos  referidos,  también  lo 
era  que  lo  hizo  impelida  por  la  necesidad. 

Resultando  que  tanto  el  Juez,  como  la 
Sala,  estimaron  que  en  el  caso  de  auto? 
concurrieron,  de  una  parte,  las  atenuan- 
tes que  consisten  en  la  espontánea  confe- 
sión del  reo  cuando  sin  ella  procede  ab- 
solver'o,  y  en  ser  la  enjuiciada  menor  de 
edad  y  mayor  de  quince  años;  y  de  la  otra, 
la  agravante  de  haber  procedido  con  abu- 
so de  confianza,  circunstancia  que  com- 
pensaron con  una  de  aquéllas,  y  por  ello  li- 
mitaron la  reducción  de  la  pena  a  un  ter- 
cio. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
infringió  el  inciso  lo.  del  artículo  404  del 
Código  penal,  porque  omitió  estimar  la 
concurrencia  en  el  caso  a  que  se  contrajo 
su  fallo,  de  la  circunstancia  de  agrava- 
ción especifica  del  delito  de  hurto  provi- 
niente  de  la  calidad  de  doméstica  que  co- 
rrespondía a  la  reo  en  la  casa  ofendida; 
y  como  por  su  índole  peculiar,  tal  circuns- 
tancia envuelve  la  de  abuso  de  confianza 
que  la  Sala  apreció  como  independiente  y 
compensó  con  una  de  las  atenuantes  de 
que  hizo  mérito,  el  propio  Tribunal  tam- 
bién infringió  el  articulo  81  del  mismo 
Código,  en  virtud  del  cual,  dos  o  más  ate- 


nuantes, cuando  no  concurre  ninguna 
agravante  de  carácter  genérico,  determi- 
nan la  disminución  de  la  pena  en  sus  dos 
tercios. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tan- 
to, casa  y  anula  la  sentencia  recurrida  y, 
con  fundamento  en  lo  prescrito  por  ios 
artículos  11,  22,  Incs.  2o.  y  9o.,  30,  Inc.  lo., 
45,  47,  81,  96,  401,  Inc.  lo.,  403,  Inc.  5o.. 
404,  Inc.  lo.,  del  Código  penal  y  729  del 
Código  de  procedimientos  penales,  decla- 
ra que  Trinidad  Monzón  Olmino  es  autora 
del  delito  de  hurto,  por  el  cual,  con  abo- 
no de  la  prisión  sufrida  durante  su  encau- 
samiento,  le  impone  la  pena  inconmuta- 
ble de  cinco  meses  con  diez  días  de  arres- 
to menor  Notifiquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Nicolás  Morataya  Rojas, 
por  el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Está  sujeta  al  prudente  arbi- 
trio de  los  tribunales  de  instancia,  la  ad- 
misión de  la  confesión  de  los  reos,  en  la 
parte  que  los  favorece,  cuando  no  hu- 
biere pruebas  en  pro  o  en  contra  de  los 
hechos  que  las  califiquen  o  modifiquen 
y  concurran  las  demás  circunstancias 
que  la  ley  establece  y,  en  consecuencia, 
no  puede  ser  motivo  del  recurso  de  casa- 
ción la  infracción  del  articulo  614  del 
Código  de  Procedimieiitos  Penales  que 
regula  la  materia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  en  virtud  de  recurso  de  casación 
la  sentencia  en  que  la  Sala  Tercera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  con  fecha  del  trein- 
ta de  julio  próximo  pasado,  al  conocer  en 
virtud  de  recurso  de  apelación  la  proferi- 
da el  tres  de  junio  anterior  por  el  Juez 
de  primera  instancia  del  departamento  de 
Santa  Rosa  en  la  causa  de  que  en  seguida 
se  hará  referencia,  la  confirmó  con  la  re- 
forma de  que  en  vez  de  tres  años  de  pri- 
sión correccional,  la  pena  con  que  corres- 
ponde reprimir  a  NICOLAS  MORATAYA 
ROJAS  — de  cincuenta  años  de  edad,  sol- 
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tero,  jornalero,  analfabeto,  originario  de 
Casillas  y  vecino  de  Barberena —  por  las 
lesiones  graves  que  infirió  a  Daniel  Cár- 
camo, es  la  de  dos  años  de  la  misma  pri- 
sión, atendiendo  a  que  en  el  caso  concurrió 
la  circunstancia  de  no  haber  tenido  inten- 
ción de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad 
como  el  que  produjo.  El  recurso  fué  in- 
terpuesto por  el  propio  Nicolás  Morataya 
Rojas  con  el  auxilio  del  Licenciado  Fran- 
cisco Alonzo,  citando  como  infringidos  los 
articules  21,  inciso  6o.,  67,  309,  inciso  3o., 
del  Código  Penal,  y  614,  primera  parte,  del 
Código  de  Procedimientos  Penales: 

Resultando  que  Daniel  Cárcamo  imputó 
a  Nicolás  Morataya  Rojas  el  hecho  relati- 
vo a  que  como  a  las  doce  horas  del  veinte 
de  diciembre  de  mil  novecientos  treinti- 
séiis,  en  ocasión  en  que  llegó  a  la  casa  de 
éste  con  el  objeto  de  arreglar  un  negocio 
concerniente  a  dos  marranitos,  porque  el 
exponente  no  convino  en  darle  veinticinco 
centavos  por  un  machete  que  había  reci- 
bido de  él,  con  el  propio  instrumento,  que 
le  quitó  de  las  manos,  le  tiró  un  tajo,  que 
no  logró  acertarle,  y  como  acto  continuo 
tuvo  que  librarse  del  ataque  que  le  hizo 
un  hijo  de  Morataya  Rojas,  éste  logró  in- 
ferirle las  lesiones  que  presentaba,  las 
cuales,  según  razón  puesta  en  autos  du- 
rante la  instrucción  de  las  primeras  dili- 
gencias y  la  información  médica  recaba- 
da al  efecto,  fueron  inferidas  con  instru- 
mento cortante,  le  interesaron  la  parte  me- 
dia de  la  nariz,  el  labio  superior  y  el  tercio 
inferior  antero-externo  del  brazo  derecho; 
necesitaron  dieciséis  días  de  asistencia 
facultativa  para  su  curación,  y  le  deja- 
ron una  deformidad  consistente  en  la 
pérdida  del  cartílago  que  corresponde  a 
las  ventanas  de  la  nariz,  razón  por  la  cual 
quedó  al  descubierto  el  tabique  nasal. 

Resultando  que  Morataya  Rojas  perma- 
neció pendiente  de  captura  hasta  el  diez 
de  marzo  del  año  próximo  pasado  en  que 
se  presentó  expontáneamente  al  Juez  que 
sentenció  la  causa  en  primera  instancia; 
y  que  al  ser  interrogado  acerca  de  los  he- 
chos que  le  imputó  Daniel  Cárcamo,  ex- 
puso: que  éste  llegó  a  su  casa  como  a  las 
nueve  horas  del  diecinueve  de  diciembre 
de  mil  novecientos  treintiséis  a  exigirle 
un  par  de  marranitos  que  días  antes  ha- 
bían tratado  y  que  el  exponente  tenía  en 
depósito,  y  como  Cárcamo  le  estaba  de- 
biendo dos  fanegas  de  maíz,  le  propuso  que 
en  pago  le  dejara  definitivamente  los  dos 
m.arranitos,  lo  cual  lo  encolerizó  de  tal  ma- 
nera que  echó  mano  a  su  machete  y  atacó 
al  declarante  que  se  encontraba  desarma- 


do a  la  sazón,  pero  habiendo  tomado  un 
machete  que  halló  a  mano,  en  defensa  de 
su  persona,  se  lo  tendió  para  sostener  el 
ataque,  y  su  adversario,  ofuscado  sin  du- 
da por  la  cólera,  no  se  percató  de  esa  ac- 
titud, y  con  la  punto  del  arma,  se  lesionó 
la  nariz  y  el  labio  superior;  que  el  decla- 
rante, en  vista  de  que  no  se  contenía,  salió 
ul  patio  y  le  tiró  un  segundo  machetazo, 
"pero  no  de  filo,  sino  como  especie  de  pla- 
nazo", y  también  logró  alcanzarle  el  bra- 
zo derecho.  Expuso  asimismo,  que  él,  por 
su  parte,  sacó  en  la  reyerta  dos  pequeñas 
heridas,  una  en  la  frente  y  otra  en  el  an- 
tebrazo izquierdo,  cuyas  cicatrices  exhibió 
en  el  acto  de  ser  interrogado. 

Resultando  que  Eduvíges  Melgarejo,  ci- 
tado como  presencial  por  el  ofendido,  de- 
c:aró,  durante  la  instrucción  de  las  prime- 
ras diligencias:  que  como  a  las  diez  horas 
del  día  de  autos,  en  ocasión  en  que  se  en- 
contraba en  su  casa,  oyó  que  Nicolás  Mo- 
rataya Rojas  decía  en  voz  alta  "vos  no  sos 
ningún  chiquito",  y  a  continuación  un  gol- 
pe de  machete,  y  en  seguida  vió  que  Da- 
niel Cárcamo  iba  corriendo  todo  ensan- 
grentado, perseguido  por  Morataya  Rojas 
con  un  machete  en  la  mano;  que  Cárcamo 
volvió  la  cara,  que  llevaba  muy  llena  de 
sangre,  y  al  verlo  Morataya,  se  detuvo  y 
salió  coniendo  en  dirección  contraria;  y 
por  último,  que  no  vió  que  ninguna  otra 
persona  más  hubiera  presenciado  tales 
hechos.  Posteriormente  ratificó  su  testi- 
monio con  la  rectificación  relativa  a  que 
Morataya  Rojas  no  persiguió  al  lesionado, 
"pues  sí  como  que  pretendió  seguirlo,  pe- 
ro únicamente  lo  hizo  como  en  una  exten- 
sión de  cinco  o  seis  varas,  es  decir,  cinco 
o  seis  pasos".  Durante  el.  plenario,  al  res- 
ponder a  un  interrogatorio  propuesto  por 
la  defensa,  expuso:  que  su  casa  está  ubi- 
cada como  a  veinticuatro  varas  de  la  de 
Morataya  Rojas;  que  el  ruido  que  oyó  fué 
como  el  de  un  machete  al  dar  contra  un 
palo;  que  vió  cuando  el  lesionado  iba  sa- 
liendo de  la  casa  de  aquél;  que  después  de 
la  reyerta  vió  un  reguero  de  sangre  que 
partía  del  interior  de  la  casa,  y  al  lado  de 
la  puerta,  las  huellas  de  unos  machetazos; 
y  por  último,  que  por  el  rumor  público, 
tenía  conocimiento  de  que  el  promotor  de 
!a  riña  fué  Cárcamo. 

Resultando  que  Nazario  Paredes,  citado 
por  el  recurrente  en  su  indagatoria,  corr.o 
presencial,  declaró  durante  el  sumario: 
"que  vió  cuando  Daniel  Cárcamo  llegó  a 
casa  de  Motaraya  y  se  alegaron  largo  rato 
y  a  continuación  vió  ademanes  como  de 
pleito,  pero  como  la  distancia  de  donde  el 
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dicente  veia  el  hecho  era  respetable,  es 
decir,  como  doscientos  metros,  no  se  dió 
cabal  cuenta  de  quien  hirió  a  quien".  En 
el  curso  del  plenario,  al  contestar  a  un  in- 
terrogatorio que  le  hizo  la  defensa,  decla- 
ró: que  el  dia  de  autos  indentificó  perfec- 
tamente al  lesionado  y  al  recurrente;  que 
vió  cuando  Daniel  Cárcamo,  machete  en 
mano,  se  introdujo  a  la  casa  de  Morataya 
Rojas;  que  en  dicha  casa,  después  de  la 
reyerta,  vió  las  manchas  de  sangre  de  que 
se  hizo  mérito,  y  señales  de  machetazos  al 
lado  de  la  puerta;  que  vió  asimismo,  que 
Cárcamo  se  quedó  en  la  puerta  como  tra- 
tando de  impedir  la  salida  de  Morataya; 
y  que  le  constaba  que  el  que  dió  lugar  al 
pelito  fué  Cárcamo  porque  el  mismo  se  lo 
refirió. 

Resultando  que  durante  una  inspección 
ocular  practicada  a  solicitud  de  la  defen- 
sa en  las  puertas  de  la  casa  del  recurren- 
te, se  comprobó  que  en  una  de  las  bandas 
de  la  que  mira  al  Norte,  había  seis  seña- 
les producidas  con  instrumento  cortante. 

Resultando  que  el  Licenciado  David  Pi- 
varal  e  Isidro  Siguina,  testificaron,  los 
buenos  antecedentes  de  Morataya  Rojas, 
así  como  que  el  lesionado  es  de  carácter 
díscolo  y  pendenciero. 

Considerando  que  ninguna  de  las  cons- 
tancias relacionadas  corrobora  la  alega- 
ción del  recurrente  acerca  de  que  proce- 
dió en  legitima  defensa  al  lesionar  a  Da- 
niel Cárcamo;  y  que,  por  otra  parte,  la 
ley  deja  al  prudente  arbitrio  de  los  Tri- 
bunales de  Instancia  admitir  o  no  la  con- 
fesión de  los  procesados  en  cuanto  les  re- 
sulta favorable,  siempre  que  concurran 
las  circunstancias  que  la  propia  ley  deter- 
mina. En  consecuencia,  es  improcedente 
en  todos  conceptos  la  afirmación  relativa 
a  que  la  Sala  sentenciadora  infringió  los 
artículos  21,  Inc.  6o.  del  Código  penai  y 
614  del  Código  de  procedimientos  penales, 
por  cuanto  en  el  caso  de  que  se  trata,  la 
aplicación  de  la  primera  de  dichas  dispo- 
siciones, habría  sido  determinada  por  la 
admisión  discrecional  de  las  circunstan- 
cias que  el  procesado  invocó  para  justifi- 
car su  conducta,  conforme  a  lo  dispuesto 
por  la  segunda. 

Considerando  que  el  propio  Tribunal 
tampoco  infringió  los  artículos  67  y  309, 
Inc.  3o.,  del  Código  penal,  porque  la  pena 
que  impuso  al  recurrente  — ^haciendo  abs- 
tracción de  la  atenuante  que  apreció  a  su 
favor  al  efecto  de  disminuirla  en  un  ter- 
cio— ,  se  conforma  con  las  constancias  de 


lii  causa  y  con  la  índole  peculiar  de  la  in- 
fracción reprimida,  puesto  que  consta  que 
la  víctima  quedó  deforme. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  tanto, 
desestima  el  recurso  interpuesto  y,  en 
cumplimiento  de  lo  prescrito  por  el  ar- 
tículo 690  del  Código  de  procedimientos 
penales,  le  impone  la  pena  adicional  de 
dos  meses  de  arresto  conmutable  a  razón 
de  veinticinco  centavos  diarios.  Notifique- 
se  y,  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  autos. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Oct.  Aguílar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Santiago  Rivera  Caca- 
ros, Tomás  y  Leopoldo  Avila  Ardón  por 
homicidio. 

DOCTRINA:  Para  la  prescripción  se  torna 
en  cuenta  el  tiempo  de  la  pena  señalada 
al  delito  y  no  el  que  por  circunstancias 
especiales  corresponde  a  la  pena  im- 
puesta al  reo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  trece  de  julio  del 
año  en  curso,  en  la  causa  instruida  con- 
tra Santiago  Rivera  Caceros,  Tomás  y  Leo- 
po'do  Avila  Ardón,  a  quienes  se  les  proce- 
só por  el  delito  de  homicidio,  y  por  medio 
de  la  cual  se  imprueba  la  que  dictó  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Chimaltenango, 
y  se  declara:  que  Leopoldo  y  Tomás  Avila 
Ardón  y  Santiago  Rivera  Caceros  son  au- 
tores del  delito  de  homicidio,  perpetrado 
en  la  persona  de  Andrés  Ordóñez,  infrac- 
ción por  la  cual  los  condena  a  sufrir  la  pe- 
na de  cinco  años  de  prisión  correccional, 
conmutables  hasta  en  sus  dos  terceras 
partes  a  razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal por  día,  y  declara  prescrita  la  acción 
penal  para  perseguir  el  delito  de  lesiones 
cometido  en  la  persona  de  Leopoldo  Gon- 
zález, delito  por  el  cual  también  fueron 
procesados  Rivera  Caceros  y  Avila  Ardón. 

El  Juez  de  Paz  de  San  Martín  Jilotepe- 
oue,  del  Departamento  de  Chimaltenango, 
en  virtud  del  parte  dado  por  el  Regidor 
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del  cantón  "Las  Escobas",  se  constituyó  a 
las  tres  horas  y  media,  del  dia  quince  de 
noviembre  de  mil  novecientos  veintiocho 
en  la  casa  de  Herminia  Ordóñez,  sita  en 
la  vega  de  "Godinez",  en  donde  encontró 
on  una  cama  el  cadáver  de  Andrés  Ordó- 
ñez, el  que  al  ser  examinado  presentaba 
varias  lesiones  que  describió  el  empírico 
Victor  Manuel  Paredes,  asi:  que  el  cadá- 
ver de  Andrés  Ordóñez  presentaba  varins 
heridas  inferidas  con  machete  y  arma  pun- 
zante "daga  o  puñal",  de  donde  deduce  el 
empírico  que  fueron  varios  sus  agresores; 
que  tenia  dos  machetazos  paralelos  en  la 
frente,  de  doce  y  nueve  centímetros  de 
largo,  tan  profundos  que  interesaron  la 
masa  encefálica;  una  estocada  en  el  án- 
gulo izquierdo  de  la  boca  que  cortó  en  tres 
centímetros  la  comisura  de  los  labios;  otro 
machetazo  en  la  mano  derecha  que  casi 
amputó  el  dedo  meñique  y  llegó  hasta  el 
carpo;  y  dos  puñaladas  en  la  espalda  aba- 
jo de  los  omóplatos  que  interesaron  la  par- 
te inferior  de  los  pulmones.  El  cadáver  es- 
taba completamente  amoratado  y  con  am- 
pollas en  el  tórax.  Al  ser  examinada  la 
señora  Emilia  Ordóñez,  hermana  del  oc- 
ciso, manifestó  que  al  llegar  a  su  casa  de 
habitación,  el  martes  trece  de  ese  mes,  en- 
contró a  su  hermano  postrado  en  cama,  y 
como  viera  que  estaba  herido,  le  pregun- 
tó que  quien  le  había  pegado,  habiéndole 
contestado  que  Santiago  Caceros,  Tomás 
y  Leopoldo  Ardón,  quienes  le  arrojaron  al 
agua  después  de  cometido  el  hecho  que 
tuvo  lugar  en  el  puente  que  pasa  sobre  el 
rio  Motagua;  y  que  si  bien  él  principió  a 
pelear  con  Caceros,  intervinieron  los  otros 
y  entre  los  tres  le  causaron  las  lesiones 
que  tenía.  Catarino  Elel  e  Inés  García  au- 
xiliar y  ayudánte  del  encargado  militar  de 
"Las  Escobas",  se  refirieron  a  que  cuando 
llegaron  a  la  casa  de  la  señora  Ordóñez, 
Andrés  de  este  apellido  les  contó  que  sus 
ofensores  habían  sido  Santiago  Caceros, 
Tomás  y  Leopoldo  Ardón. 

El  Juez  de  Paz  de  Joyabaj  del  Depar- 
tamento del  Quiché,  con  fecha  quince  de 
noviembre  del  año  ya  citado,  inició  otro 
proceso  con  motivo  de  las  lesiones  causa- 
das a  Leopoldo  González,  hecho  del  que 
dió  parte  el  Alcalde  auxiliar  de  Pachahim 
y  quien  lo  'Supo  por  aviso  que  le  diera  el 
auxiliar  Juan  P.  Estrada.  El  señor  Gon- 
zález explicó  así  los  hechos:  que  como  a 
eso  de  las  diez  y  ocho  horas  y  media,  del 
día  doce  de  noviembre,  que  iba  para  su  ca- 
sa, vió  que  sobre  el  puente  llamado  Cucul 
que  está  sobre  el  rio  motagua,  se  encon- 
traban con  los  machetes  desenvainados  y 


en  actitud  de  pelear,  Andrés  Ordóñez,  San- 
tiago Caceros,  Leopoldo  y  Tomás  Ardón,  y 
como  el  primero  de  los  nombrados  era  her- 
mano espiritual  del  deponente  por  ser 
ahijado  de  su  madre,  se  dirigió  hacia  don- 
de aquéllos  estaban,  y  al  llegar  oyó  que  le 
decían  a  Andrés,  que  en  ese  rato  tenían 
que  "joderlo";  que  el  declarante  les  Uamó 
a  reflexión,  respondiéndole  Caceros  y  los 
Ardón,  que  a  ellos  ninguno  los  mandaba  y 
que  hasta  con  él  rematarían,  y  acto  se- 
guido emprendieron  el  ataque  Csontra  los 
dos,  habiéndole  causado  al  declarante  una 
lierida  en  el  pulmón  derecho  y  otra  en  la 
mano  del  mismo  lado  que  al  ver  la  aco- 
rrtetida  de  que  era  objeto,  se  puso  en  fuga, 
pero  al  bajar  las  gradas  del  puente  se  en- 
redó en  un  zacate  y  cayó  al  suelo,  y  en- 
tonces Tomás  Ardón  y  Santiago  Caceros 
que  lo  perseguían,  quisieron  ultimarlo,  ti- 
rándole de  machetazos,  que  le  causaron  le- 
siones en  los  pies,  porque  el  declarante 
para  defenderse  los  metía,  lo  mismo  que 
su  machete  de  trabajo;  que  al  fin  pudo 
levantarse  y  huyó  y  ya  no  se  dió  cuenta 
de  lo  que  le  pasó  a  Andrés  que  se  había 
quedado,  en  tanto  que  el' declarante  era 
perseguido,  tirándose  sin  duda  con  Leo- 
poldo. Indicó  que  no  había  dado  parte  de 
lo  ocurrido  al  alcalde  auxiliar  de  Pacha- 
lUm,  debido  a  que  solo  el  y  su  mujer  Pau- 
la Estrada  se  hallaban  en  su  casa,  la  que 
queda  como  a  dos  leguas  del  citado  lugar. 
El  ofendido  presentaba  según  informe  del 
empírico  Carlos  J.  Pellecer,  una  herida  en 
el  calcañar  izquierdo  de  dos  pulgadas  de 
largo  por  un  centímetro  de  profundidad; 
cera  en  el  pie  derecho,  otra  en  el  pulgar 
de  la  mano  del  mismo  lado  y  otra  on  el 
pulmón  derecho.  Informó  además,  que 
dichas  heridas  sin  dejar  impedimento  ni 
deformidad,  curarían  con  asistencia  facul- 
tativa en  quince  días.  Juan  Pablo  Estra- 
da se  refirió  a  que  por  el  dicho  de  José 
María  Roca  supo  que  había  habido  una 
dificultad  en  el  puente  Cucul,  y  que  al  di- 
rigirse en  compañía  del  auxilio  de  Pa- 
chalúm,  a  la  casa  de  Leopoldo  González, 
■"ieron  que  efectivamente  éste  se  encon- 
traba herido,  y  que  el  susodicho  Rojas  le 
manifestó  que  el  dia  catorce  de  noviem- 
bre había  encontrado  a  Emilia  Ordóñez, 
GUien  le  dijo  que  se  dirigía  a  "Las  Escobas", 
a  dar  parte  que  su  hermano  Andrés  estaba 
gravemente  herido,  y  que  posiblemente 
también  lo  estaba  Leopoldo  González.  El 
quince  de  enero  del  corriente  año.  Tomás 
y  Leopoldo  Avila  Ardón,  fueron  captura- 
dos en  las  fincas  "San  José",  "Trapiche 
Grande"  y  "Santa  Bárbara",  y  puestos  a 
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disposición  del  Comandante  Local  de  San 
Juan  Sacatepéquez.  Los  componentes  de  la 
escolta  montada  que  procedieron  a  la 
aprehensión,  señores  Ismael  Osorio,  Rosa- 
!io  Manso,  Andrés  Martínez  y  Juan  Fran- 
cisco del  mismo  apellido,  Pedro  Antonio  Sa- 
mayoa  y  Pablo  Batres,  con  excepción  del 
último  que  dijo  no  haber  oído  lo  que  di- 
jeron los  reos  cuando  fueron  interrogados 
en  la  aldea  Trapiche  Grande,  los  demás 
aseguraron  que  Tomás  Avila  Ardón  con- 
fesó que  entre  él  y  Santiago  Caceros  Ri- 
vera habían  dado  muerte  a  Andrés  Ordó- 
ñez. 

Examinados  Tomás  Avila  Ardón  y  Leo- 
poldo de  éstos  mismos  apellidos,  por  su 
orden  dijeron:  el  primero,  que  el  día  en 
que  salió  del  servicio  su  hermano  Leopol- 
do y  llegó  a  la  casa  del  deponente,  del 
gusto  se  pusieron  a  tomar  unOs  tragos,  en 
compañía  de  Santiago  Caceros  Rivera,  due- 
ño de  una  cantina  establecida  en  esa  épo- 
ca a  inmediaciones  del  puente  que  pasa 
sobre  el  rio  Motagua;  que  Leopoldo  se  pa- 
só de  tragos,  y  de  consiguiente  ya  no  se 
dió  cuenta  cuando  llegó  Andrés  Caceros 
Ordóñez  con  intenciones  de  matarlos;  que 
éste  individuo  le  pegó  a  su  hermano  Ca- 
ceros Rivera  un  cintarazo  y  un  puntapié 
en  el  estómago,  habiéndolo  aventado  como 
tres  brazadas,  por  lo  que  el  interrogado  le 
habló  al  agresor  para  que  no  le  pegara  a 
su  hermano,  respondiéndole  aquél  "pues 
con  vos  también  hijo  de...",  que  enton- 
ces el  declarante  trató  de  defenderse,  y 
como  Caceros  Rivera  le  pagó  un  filazo  a 
Ordóñez,  éste  se  dejó  caer  entre  el  barran- 
co del  Motagua,  y  al  caer  de  cabeza  entre 
las  piedras  se  golpeó  gravemente;  que  des- 
pués de  lo  ocurrido,  su  hermano  Leopoldo, 
que  ya  había  vuelto  en  sí.  les  dijo  que  pa- 
ra qué  habían  peleado,  y  a  continuación  se 
pusieron  a  dormir,  pues  lo  relacionado  pa- 
só como  a  media  noche  de  un  día  del  mes 
de  noviembre  de  mil  novecientos  veinti- 
siete. Aseguró  que  Leopoldo  no  tuvo  in- 
tervención alguna  en  el  delito,  siendo  los 
únicos  responsables  de  la  muerte  de  Or- 
dóñez, el  deponente  y  Santiago  Rivera; 
que  el  susodicho  Ordóñez  siempre  le  oca- 
sionaba perjuicios  en  un  cañal  y  cuando 
le  mandó  decir  que  se  abstuviera  de  ello, 
volvió  a  machetear  el  cañal  y  a  su  vez 
mandó  a  decirle  al  producente  que  tam- 
bién a  él  lo  iba  a  machetear.  Leopoldo 
Avila  Ardón  dijo  que  en  la  fecha  de  autos 
se  encontraba  en  completo  estado  de  ebrie- 
dad, y  que  del  hecho  perseguido  tuvo  co- 


nocimiento únicamente  por  referencias  de 
su  hermano  Tomás  y  Santiago  Caceros  Ri- 
vera. 

Indagado  Santiago  Caceros  Rivera,  dijo: 
que  como  a  las  veinte  horas  del  día  once 
de  noviembre  de  mil  novecientos  veintiséis, 
que  pasaba  por  el  puente  de  la  vega  de 
"Godinez",  se  encontró  con  Tomás  y  Leo- 
poldo Avila  Ardón  y  Romualdo  García,  és- 
te último  ya  fallecido,  quienes  lo  invitaron 
a  tomar  unos  tragos;  que  como  a  las  vein- 
ticuatro horas  llegó  Andrés  Caceros  al  lu- 
gar en  donde  el  declarante  y  sus  compa- 
ñeros, con  excepción  de  Leopoldo  que  se 
había  dormido  de  tanto  beber;  que  Ordó- 
ñez le  dijo:  "aquí  estás  vos  j...",  y  acto 
seguido  le  dió  un  cintarazo  y  una  patada 
en  el  estómago,  por  lo  que  intervino  Tomás 
Avila  Ardón,  colocándose  entre  el  dicente 
y  su  ofensor;  que  al  ver  esto  Ordóñez  Ca- 
ceros le  dijo;  "con  vos  también",  y  ya  fué 
de  tirarle  con  el  machete;  que  mientras  se 
defendía  Avila  Ardón,  el  interrogado  huyó 
con  dirección  a  su  casa  de  habitación,  y 
hasta  después  supo  por  el  dicho  de  aquél, 
que  Ordóñez  sufrió  unos  golpes  al  caerse 
del  puente,  y  aseguró  que  el  occiso  era 
hermano  de  padre. 

Al  ampliar  la  declaración  de  los  enjui- 
ciados expusieron:  Tomás  Avila  Ardón  que 
por  haber  tenido  necesidad  de  buscar  tra- 
bajo se  ausentó,  acompañado  de  su  her- 
mano Leopoldo,  del  Municipio  de  San  Mar- 
tin Jilotepeque,  habiendo  permanecido  tres 
años  en  la  finca  del  señor  Buenaventura 
Castellanos,  y  en  seguida  se  trasladaron  a 
la  denominada  "San  José",  de  don  Mario 
Ortiz;  que  cuando  se  encontraron  con  An- 
drés Ordóñez,  ni  el  declarante  ni  Rivera 
Caceros  tenían  armas,  por  lo  que  supone 
que  el  primero  de  los  nom.brados  se  lesio- 
nó gravemente  al  caerse  del  puente;  que 
el  dicente  con  un  leño  se  defendió  del  ata- 
que de  que  fué  objeto  por  parte  del  occiso, 
y  que  Leopoldo  González  llegó  cuando  Or- 
dóñez alegaba  con  Rivera  Caceros,  y  co- 
mo también  quiso  atacar  a  éste  último,  el 
pi'oducente  intervino  y  le  quitó  el  mache- 
te, pero  con  tan  mala  suerte  que  al  qui- 
tarle el  arma  al  susodicho  González,  éste 
se  lesionó  una  pierna  Leopoldo  Avila  Ar- 
óón,  aseguró  que  en  la  fecha  del  hecho  su 
hermano  Tomás  tenia  un  machete  corvo 
y  que  no  se  fijó  si  tenía  arma  Rivera  Ca- 
ceros, y  que  si  bien  no  intervino  ni  se  dió 
cuenta  del  delito  perseguido,  fué  debido  a 
que  se  encontraba  en  estado  de  ebriedad, 
por  motivo  de  esa  dificultad  se  ausentó  del 
lugar  de  su  residencia.  Santiago  Rivera 
Caceros,  dijo:  que  tan  pronto  como  le  pegó 
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Andrés  Ordóñez  salió  corriendo  y  de  con- 
siguiente ya  no  pudo  ver  cómo  terminó  la 
liña  que  se  entabló  entre  éste  y  Tomás 
Avila  Ardón,  y  que  cuando  corría  con  di- 
rección hacia  su  casa,  encontró  a  Leopol- 
do González,  quien  se  encaminaba  al  lu- 
gar donde  aquéllos  reñian,  ignorando  bi 
éste  fué  herido  por  Tomás,  o  por  alguna 
otra  persona.  Tomás  Avila  Ardón  al  ser 
careado  con  su  hermano  Leopoldo,  se  puso 
de  acuerdo  con  éste  en  que  efectivamente 
la  fecha  del  hecho  tenia  un  machete  cor- 
vo. 

En  la  diligencia  careo  practicado  entre 
Leopoldo  González  y  Tomás  Avila  Ardón, 
el  primero  de  los  nombrados  expuso:  que 
cuando  llegó  al  lugar  donde  se  encontra- 
ba Andrés  Ordóñez,  estaban  cerca  de  éste, 
Tomás  y  Leopoldo  Avila  y  Santiago  Rivera 
Caceros,  todos  con  machete  en  mano,  y 
como  los  tres  últimos  empezaron  a  atacar 
al  primero,  el  deponente  les  dijo  que  evi- 
taran las  dificultades,  siendo  ésto  el  moti- 
vo por  el  cual  los  hermanos  Avila  y  Rive- 
ra Caceros,  emprendieron  contra  él  el  ata- 
que, habiéndole  causado  una  herida  en  la 
mano  derecho,  que  a  pesar  de  haber  salido 
corriendo  fué  perseguido  por  Tomás  y  Ri- 
vera Caceros,  en  tanto  que  Leopoldo  se 
quedó  tirándole  a  Andrés,  y  que  como  al 
fin  le  dieron  alcance,  Tomás  le  causó  la 
lesión  del  pulmón  derecho,  y  entre  Tomás 
y  Rivera  Caceros,  le  infirieron  las  heridas 
de  los  pies,  Tomás  Avila  Ardón  aseguró 
que  en  esa  fecha  se  encontraba  en  com- 
pleto estado  de  ebriedad,  y  por  consiguien- 
te no  se  acordaba  de  nada. 

El  Cirujano  del  Departamento  de  Chi- 
maltenango  informó  que  Leopoldo  Gonzá- 
lez presentaba  varias  cicatrices  de  heridas 
producidas  por  arma  punzo-cortante,  una 
en  la  región  del  omóplato  derecho  de  tres 
centímetros  de  longitud;  otra  en  la  parte 
inferior  de  la  región  thenar  derecha  de  dos 
y  medio  centímetros;  otra  sobre  el  dorso 
del  pie  derecho  y  otra  en  la  parte  inferior 
del  talón  izquierdo,  y  que  estas  heridas 
eran  de  las  que  se  curaban  en  ocho  días 
de  asistencia  facultativa.  Reconocidos  los 
enjuiciados  por  el  Cirujano  departamental, 
sólo  a  Rivera  Caceros  se  le  encontró  una  ci- 
catriz en  la  región  parietal  izquierda  que 
presentaba  los  caracteres  de  provenir  de 
una  herida  contusa.  El  reo  al  ser  examina- 
do sobre  ésto,  manifestó  que  esa  lesión  se 
la  causó  Ordóñez  en  la  fecha  ya  mencio- 
nada. 

El  Juez  de  la  causa  dió  fin  al  proceso, 
declarando  el  veintiuno  de  mayo  del  año 
en  curso,  que    Santiago    Rivera  Caceros, 


Tomás  y  Leopoldo  Avila  Ardón,  son  auto- 
res del  homicidio  perpetrado  en  la  perso- 
na de  Andrés  Caceros  Ordóñez,  imponién- 
doles por  tal  hecho  la  pena  de  cinco  años 
cié  prisión  correccional,  absolviéndolos  por 
el  delito  de  lesiones  inferidas  a  Leopoldo 
González,  por  falta  de  prueba  y  declaró 
prescrita  la  acción  para  perseguir  los  de- 
litos cometidos,  y  los  mandó  poner  en  li- 
bertad. 

Los  reos  Tomás  y  Leopoldo  Avila  Ardón, 
con  auxilio  del  Abogado  Cecilio  Palma,  in- 
trodujeron recurso  de  casación  contra  la 
sentencia  de  segunda  instancia,  citando  co- 
mo violados  los  artículos  siguientes:  297, 
110  y  112  del  Código  de  1889;  112  y  114  del 
Código  Penal  vigente,  Decreto  número 
2164. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  acción  para  perseguir  los  delitos 
en  conformidad  con  el  artículo  110  del  Có- 
digo Penal  de  1889,  se  extingue  por  el 
transcurso  de  un  periodo  de  tiempo  que 
exceda  en  tres  años  a  la  dui'ación  de  la 
pena  señalada  al  delito,  si  ésta  fuere  de 
prisión  correccional;  y  como  el  delito  de 
homicidio,  origen  del  procedimiento  con- 
tra los  recurrentes  Tomás  y  Leopoldo  Avi- 
la Ardón,  se  castiga  con  diez  años  de  pri- 
sión correccional  y  no  con  cinco  como  se 
alega,  en  lugar  de  infringirse  el  articulo 
ya  citado,  se  aplicó  rectamente. 

Cualquiera  que  sea  el  acto  de  procedi- 
miento que  tenga  lugar  para  la  averigua- 
ción del  hecho  y  descubrimiento  del  de- 
lincuente, interrumpe  la  prescripción.  En 
este  sentido,  el  Tribunal  sentenciador,  no 
violó  lo  dispuesto  en  el  artículo  112  del 
Código  Penal  de  1889,  ni  los  artículos  112 
y  114  del  Código  Penal  vigente  (Decreto 
Legislativo  número  2164),  pues  la  acción 
penal  para  perseguir  y  castigar  los  deli- 
tos como  ya  se  dijo,  prescribe  en  un  pe- 
ríodo de  tiempo  igual  al  de  la  sanción  cor- 
poral que  corresponda  a  la  infracción  rea- 
lizada, más  tres  años  que  asigna  la  ley  a 
los  delitos  que  merezcan  pena  de  prisión 
correccional. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  delito,  aún  compuesto  de  varios 
fetos  y  cometido  por  varias  personas,  es 
uno  desde  el  punto  de  vista  de  la  prescrip- 
ción, y  por  consiguiente  no  fué  infringi- 
do el  artículo  297  del  Código  Penal  de  1889. 
toda  vez  que  para  el  efecto  de  la  prescrip- 
ción se  toma  en  cuenta  lo  pena  señalada  a 
la  infracción  cometida,  y  no  la  que  por 


340 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


circunstancias  excepcionales  proceda  im- 
poner a  los  que  participaron  en  su  ejecu- 
ción en  concepto  de  autores. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  artículos  690 
ae  Procedimientos  Penales;  233  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  DESESTIMA 
el  recurso  de  casación  de  que  se  ha  hecho 
mérito  e  impone  a  los  recurrentes  la  pena 
adicional  de  dos  meses  de  arresto,  conmu- 
tables a  razón  de  tres  quetzales  por  dia 
Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  resuel- 
lo, devuélvanse  los  antecedentes. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Alberto  Argueta  S.  —  Alfonso  Hernández 
Polanco.  —  Francisco  Menéndez  B.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Maria  Cárdenas 
de  Tobar,  José  Ernesto  y  Consuelo  Tobar 
Cárdenas  por  el  delito  de  contrabando 
a  la  Hacienda  Pública  en  el  ramo  de  al- 
coholes. 

DOCTRINA  :  Cuando  siendo  varios  los  pro- 
cesados sólo  sean  unos  los  que  interpo- 
nen el  recurso  de  casación,  y  considere 
éste  procedente,  la  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  se  reducirá  a  casar  el  fallo 
únicamente  en  cuanto  a  los  recurrentes. 

Voto  particular  del  Magistro  Abel  Pare- 
des. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
nueve  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho. 

Vista  en  virtud  de  recurso  de  casación 
la  sentencia  fecha  diecinueve  de  agosto  del 
año  en  curso,  dictada  por  la  Sala  Cuarta 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  proceso 
que  por  el  delito  de  contrabando  a  la  ha- 
cienda pública  en  el  ramo  de  alcoholes,  se 
siguió  en  el  Juzgado  Segundo  de  Primera 
Instancia  del  departamento  de  Quezalte- 
nango,  contra  María  Cárdenas  de  Tobar, 
José  Ernesto  y  Consuelo  Tobar  Cárdenas. 

—  I  — 

El  tres  de  junio  del  presente  año  (1938), 
el  Comandante  de  la  Policía  de  Hacienda 
de  aquel  departamento,  dió  parte  al  Juz- 


gado Segundo  de  Paz  de  la  cabecera,  que 
en  una  casa  sin  número,  ubicada  en  el 
cantón  "La  Democracia",  se  encontraba 
una  fábrica  clandestina  de  aguardiente  y 
que  necesitaba  la  presencia  del  juez,  con 
quien  se  constituyó  en  el  lugar  indicado, 
y  al  precederse  al  registro,  en  el  fondo  de 
un  escusado  simulado,  se  encontraron  in- 
crustados tres  barriles  de  madera  con  un 
total  de  trescientos  veinticuatro  litros  de 
fermentos;  en  las  habitaciones  se  encon- 
traron diez  botellas  vacias,  un  apaste 
grande  de  barro,  uno  pequeño,  una  tinaja, 
catorce  corchos  y  dos  trípodes  de  madera; 
en  el  segundo  patio  se  encontró  un  tonel 
de  hierro,  tres  botes  de  gasolina  vacíos  y 
seis  tubos  de  cañería.  Al  día  siguiente,  se 
constituyó  nuevamente  el  Juez  pesquisa- 
dor  y  encontró  los  objetos  siguientes:  un 
''cabezote"  de  madera,  un  bote  de  hojala- 
ta pequeño,  cuatro  cantimploras  de  cobre 
con  vestigios  de  aguardiente,  un  refrige- 
rante con  serpentil  de  cobre,  una  llave  de 
caño,  dos  codos  de  hierro,  un  caño  peque- 
ño, una  manguera  y  la  tapadera  del  tonel 
destilador;  objetos  que  se  encontraron  en 
boquetes  hechos  en  la  pared  que  separa 
los  dos  patíos  de  la  casa. 

Indagados  José  Ernesto  Tobar  Cárdenas, 
Consuelo  de  los  mismos  apellidos  y  Maria 
Cárdenas  de  Tobar,  m.anifestaron:  los  dos 
primeros,  que  fueron  capturados  en  la  ca- 
sa por  ser  allí  donde  duermen,  pues  du- 
rante el  dia  se  encuentran  fuera  de  ella, 
y  que  ignoraban  la  existencia  de  la  fábri- 
ca de  aguardiente;  la  señora  Cárdenas  de 
Tobar,  confiesa  ser  ella  la  única  que  iba 
a  fabricar  aguardiente  por  primer  vez, 
obligada  por  la  necesidad,  pues  hace  tiem- 
po que  su  marido  no  vive  con  ella;  que  no 
tenía  ayuda  de  ninguna  otra  persona,  pues 
sola  ella  iba  a  hacerlo;  que  un  mozo  a 
quien  le  pagó  y  no  conoce,  le  colocó  los  ba- 
rriles en  la  forma  que  fueron  encontrados; 
que  sus  hijos  José  Ernesto  y  Consuelo  se 
mantienen  trabajando  el  primero  y  la  se- 
gunda en  casa  de  su  abuelita  a  quien  cui- 
da, siendo  ambos  inocentes. 

Examinados  los  agentes  que  concurrie- 
ron al  registro  de  la  casa  en  referencia, 
corroboraron  lo  consignado  en  las  actas  le- 
vantadas por  el  juez  segundo.  El  experto 
líéctor  Mario  Luna  Gutiérrez,  manifestó: 
que,  habiendo  tenido  a  la  vista  los  imple- 
mentos decomisados,  los  considera  como 
de  una  fábrica  completa,  capaz  de  produ- 
cir veinticinco  litros  de  aguardiente  por 
cada  veinticuatro  horas;  que  la  fábrica  en 
referencia  es  de  las  clasificadas  como  de 
metal,  y  la  estima  en  veinte  quetzales. 
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Trinidad  Alvarado,  manifestó:  que  Ma- 
ría Cárdenas  vivió  maridablemente  con  su 
hijo  Ernesto  Tobar;  que  José  Ernesto  y 
Consuelo  son  sus  nietos  y  éstos  desde  hace 
más  de  dos  años,  tiempo  que  hace  que  se 
fué  su  hijo,  los  recogió  y  viven  con  ella, 
no  estando  en  compañía  de  la  madre;  que 
en  ninguna  ocasión  han  hecho  aguardien- 
te; y  que  su  nieta  Consuelo,  el  dia  de  autos 
estaba  con  ella  haciendo  la  comida  y  cuan- 
do se  dió  cuenta  se  habia  salido  dirigiéndo- 
se a  casa  de  su  madre,  donde  la  captura- 
ron, pero  que  no  vive  allí  como  tampoco 
su  nieto. 

Elevada  a  plenario  la  causa,  los  herma- 
nos Tobar  Cárdenas  no  se  conformaron 
con  el  cargo  que  se  les  formuló;  Maria 
Cárdenas  de  Tobar,  si  se  conformó  con  el 
cargo  y  manifestó  su  anuencia  a  sufrir  la 
pena  que  se  le  imponga.  Se  les  nombró 
defensor  de  oficio  y  al  abrirse  la  causa  a 
prueba  no  se  rindió  ninguna. 

—  Il- 
eon estos  antecedentes,  el  Juez  a-quo 
dictó  su  fallo  en  el  que  declara:  que  Ma- 
ria Cárdenas  de  Tobar,  José  Ernesto  To- 
bar y  Consuelo  de  iguales  apellidos,  son 
reos  del  delito  de  contrabando  a  la  ha- 
cienda pública  en  el  ramo  de  alcoholes, 
por  lo  que  le  impone  a  cada  uno  la  pena  de 
un  año  de  prisión  correccional,  conmuta- 
ble en  su  totalidad  a  razón  de  un  quetzal 
diario,  más  una  multa  de  trescientos  quet- 
zales, haciendo  las  demás  declaraciones 
procedentes. 

La  Sala  Cuarta,  con  fecha  diecinueve  de 
agosto  último,  confirmó  la  sentencia,  con 
la  modificación  de  que  a  los  reos  solamen- 
te se  les  permite  conmutar  las  dos  terce- 
ras partes  de  la  pena  corporal  y  funda  es- 
ta confirmatoria  en  que  con  la  inspección 
ocular  practicada  por  el  Juez  de  Paz;  con 
el  parte  rendido  por  el  Comandante  de  la 
Policía  de  Hacienda;  con  las  declaraciones 
de  los  agentes  aprehensores  y  con  la  apre- 
hensión de  la  fábrica,  quedó  justificada  la 
base  del  procedimiento  y  probada  en  for- 
ma plena  la  culpabilidad  de  los  tres  pro- 
cesados, sin  tomarse  en  cuenta  la  preten- 
sión del  defensor  sobre  que  se  absuelva  a 
Consuelo  y  Ernesto  Tobar  Cárdenas,  toda 
vez  que  su  madre  María  Cárdenas  de  To- 
bar se  confiesa  la  única  culpable,  puesto 
que  ellos  se  escudan  en  que  no  vivían  en 
dicha  casa,  extremo  que  no  han  probado, 
puesto  que  para  ello  solamente  se  propu- 
so el  examen  de  la  señora  Trinidad  Alva- 
rado, abuela  de  los  mismos,  pero  esta  se- 


ñora dijo  que  con  ella  vivían  sus  nietos 
sin  que  fueran  a  la  casa  de  su  madre,  di- 
cho que  está  en  contradicción  con  lo  de- 
clarado por  el  mismo  EU'nesto  Tobar  Cár- 
denas y  su  madre,  quienes  dicen  que  vi- 
vían en  la  casa  donde  se  encontró  la  fá- 
brica, y  aún  con  el  de  Consuelo,  quien  indi- 
ca que  también  llegaba  a  dormir  a  casa  de 
su  madre. 

Contra  este  último  pronunciamiento,  Jo- 
sé Ernesto  Tobar  Cárdenas  y  Consuelo  de 
iguales  apellidos,  con  auxilio  del  abogado 
Alfonso  ViUagrán  Alvarado,  interpusie- 
ron recurso  de  casación,  por  infracción  de 
ley,  citando  como  infringidos  los  artículos 
201  en  todos  sus  incisos,  194  y  217  de  la  Ley 
de  Alcoholes  y  Bebidas  Alcohólicas  y  Fer- 
mentadas; 259.  568  y  713  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales.  Pedidos  los  antece- 
dentes y  señalado  día  para  la  vista,  la  que 
tuvo  lugar,  es  el  caso  de  dictar  la  senten- 
cia que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  señora  María  Cárdenas  de  Tobar 
confesó  ser  la  responsable  del  delito  pes- 
quisado; y  aún  sin  ésta  circunstancia 
siempre  se  le  habría  tenido  como  autora 
de  él  por  el  motivo  de  ser  la  jefe  de  la 
casa  donde  se  encontraba  instalada  la  fá- 
brica de  aguardiente,  por  cuya  razón  no 
introdujo  el  recurso  de  casación,  y  el  fallo 
de  segunda  instancia  en  cuanto  a  ella  ha 
quedado  firme.  Pero  como  también  fue- 
ron condenados  sus  hijos  José  Ernesto  y 
Consuelo  Tobar  Cárdenas,  como  coautores 
del  mismo  delito,  sin  que  respecto  de  ellos 
haya  ninguna  prueba  de  su  delincuencia, 
la  Sala  sentenciadora  infringió  el  artícu- 
lo 568  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les que  requiere  los  dos  requisitos:  de  la 
plena  prueba  de  que  existió  el  delito  y  de 
que  el  procesado  lo  cometió;  por  lo  que  es 
el  caso  de  caisar  y  anular  el  fallo  recurri- 
do y  dictar  el  que  en  derecho  corresixinde. 

CONSIDERANDO: 

Que  sin  entrar  al  examen  de  la  respon- 
sabilidad que  corresponde  a  la  señora  Ma- 
lla Cárdenas  de  Tobar  por  el  motivo  ex- 
presado anteriormente,  es  de  observarse 
que  ninguna  prueba  pudo  obtenerse  res- 
pecto de  la  participación  que  en  el  delito 
hayan  tenido  sus  hijos  José  Ernesto  y 
Consuelo,  ya  que  la  sola  circunstancia  de 
que  tenga  su  domicilio  en  la  misma  casa 
donde  existía  la  fábrica  y  la  contradicción 
en  que  a  este  respecto  incurrieron,  no  es 
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bastante  para  considerarlos  responsables 
de  ese  delito,  habiendo,  como  hay  otra  per- 
sona que  ha  confesado  ser  la  delincuente 
y  la  que  lo  seria  aún  sin  su  confesión,  al 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  217  del 
Decreto  1602. 

Que  por  otra  parte,  tampoco  puede  te- 
nerse a  los  citados  hijos  como  cómplices 
o  encubridores,  porque,  en  cuanto  a  lo  pri- 
mero no  hay  demostración  alguna  de  su 
cooperación  a  la  ejecución  del  delito,  por 
actos  anteriores  o  simultáneos,  y  en  cuan- 
to a  lo  segundo,  estarían  exentos  de  pena 
por  su  propia  condición  de  hijos  y  por  fal- 
ta de  comprobación  de  que  estén  en  el  ca- 
so de  excepción  a  que  se  refiere  el  articu- 
lo 33  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  en  los  artículos  674,  676, 
687,  693,  728,  731,  735,  566  y  571  Código  de 
Procedimientos  Penales  y  233  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  CASA  Y 
ANULA  la  sentencia  recurrida  en  cuanto 
se  refiere  a  los  recurrentes  José  Ernesto 
y  Consuelo  Tobar  Cárdenas  y  resolviendo, 
los  absuelve  del  cargo  que  se  les  formuló; 
y  manda  que  sean  puestos  inmediatamen- 
te en  libertad.  Notifiquese  y  con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


VOTO  RAZONADO  DEL  SEÑOR  MAGIS- 
TRADO LICENCIADO  DON  ABEL 
PAREDES 

Corte  Suprema  de  Justicia: 

Interpretación  doctrinaria  del  Artículo 
693  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
que  dice:  "Cuando  sea  recurrente  uno  de 
los  procesados,  la  nueva  sentencia  aprove- 
chará a  los  demás  en  lo  que  les  fuere  fa- 
vorable, siempre  que  se  encuentren  en  la 
misma  situación  del  recurrente  y  les  fue- 
ren aplicables  los  motivos  alegados  por  los 
que  se  declare  la  casación  de  la  sentencia. 
Nunca  les  perjudicará  en  lo  que  les  fuere 
adversa." 


Después  de  discutida  ampliamente  la 
ponencia  relativa  al  recurso  de  casación 
interpuso  en  la  causa  instruida  contra 
María  Cárdenas  de  Tobar  y  sus  hijos  Jo- 
;;é  Ernesto  y  Consuelo  Tobar  Cárdenas,  por 
el  delito  de  contrabando  a  la  Hacienda  Pú- 
blica en  el  Ramo  de  bebidas  alcohólicas, 
se  aceptó  la  conclusión  de  que  se  casaría 
y  anularía  el  fallo  de  la  Sala  4a.  de  Ape- 
laciones, que  por  igual  condenaba  a  los  tres 
individuos  nombrados,  a  la  pena  de  un  año 
año  de  prisión  correccional  y  trescientos 
quetzales  de  multa  a  cada  uno,  pero  sola- 
mente en  cuanto  a  los  dos  últimos,  que- 
dando en  consecuencia  vigente  la  senten- 
cia de  segunda  instancia  en  cuanto  a  la 
primera,  porque  ésta  no  introdujo,  como 
aquéllos,  el  recurso  de  casación. 

Manifesté  que  por  separado  expondría 
mis  razones  para  separarme  del  criterio 
adoptado  y  cumplo  con  hacerlas  constar 
en  este  libro,  en  la  inteligencia  de  que,  es- 
toy conforme  con  el  fallo,  en  lo  que  resuel- 
ve respecto  de  los  nombrados  José  Ernes- 
to y  Consuelo  Tobar  Cárdenas. 

Dice  el  articulo  687  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales:  "Si  el  tribunal  estima- 
re que  la  ejecutoria  es  contra  la  ley  en 
cuya  infracción  se  hubiere  fundado  el  re- 
curso, declarará  haber  lugar  a  él;  casando 
y  anulando  la  ejecutoria  fallará  sobre  lo 
principal".  Cuando  esto  sucede,  la  senten- 
cia del  Tribunal  de  casación  viene  a  sus- 
tituir a  la  de  segunda  instancia,  porque 
de  ésta  no  queda  nada,  desde  luego  que  ha 
sido  anulada  y,  por  eso  debe  resolverse  so- 
bre lo  principal  comprendiéndose,  natural- 
mente, todas  las  cuestiones  y  todas  las 
personas  que  fueron  objeto  del  juicio  cri- 
minal, porque  de  hacerlo  en  otro  sentido, 
como  se  hizo  en  la  causa  a  que  me  refie- 
ro, queda  la  anomalía  de  que  la  senten- 
cia de  segunda  instancia,  es  nula  y  no  es 
nula  al  mismo  tiempo,  principio  que  es 
contrario  a  la  lógica  que  establece  que  una 
cosa  no  puede  ser  y  no  ser  al  mismo  tiem- 
po. Se  dirá  que  es  nula  en  cuanto  a  los 
recurrentes  y  no  nula  en  cuanto  a  la  no 
recurrente,  pero  esta  interpretación,  ade- 
más de  que  no  está  autorizada  por  la  ley, 
resulta  contraria  al  principio  expresado 
antes,  de  que  "se  fallará  sobre  lo  princi- 
pal". 

Por  otra  parte,  no  veo  ningún  inconve- 
niente, y  menos  algún  atropello  al  articu- 
lo que  sirve  de  epígrafe  a  este  voto,  el  que 
se  incluyan  en  la  sentencia  los  argumen- 
tos indispensables  para  hacer  ver  que  los 
no  recurrentes  pueden  también  aprove- 
charse del  recurso,  en  lo  que  les  fuere  fa- 
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vorable,  o  hacer  ver  también  que,  pudien- 
do  serles  desfavorable  nunca  les  perjudi- 
caría. 

Este  articulo  habla  de  una  nueva  sen- 
tencia, lo  que  confirma  lo  dicho  de  que  de 
la  anterior  no  queda  nada,  para  no  caer  en 
la  situación  ilegal,  de  encontrarnos  con 
tres  sentencias  definitivas,  como  son:  la 
de  primera  instancia,  la  de  segunda  ins- 
tancia en  la  parte  no  casada  y  anulada  y 
la  del  tribunal  de  casación. 

Supongamos  que  el  recurso  de  casación 
no  hubiese  sido  fundado  en  violación  de 
leyes  sino  en  quebrantamiento  del  proce- 
dimiento, y  que  el  motivo  se  encuentra 
fundado  sólo  respecto  del  recurrente  y  no 
respecto  de  los  demás,  ¿qué  sucedería? 
pues  sencillamente  que  la  casación  de  la 
sentencia,  no  podría  nunca  ejecutarse, 
sólo  en  cuanto  al  recurrente  sino  también 
en  cuanto  a  los  demás,  aún  cuando  éstos 
no  hubiesen  interpuesto  el  recurso  y  les 
fuera  perjudicial  la  demora,  porque  de  lo 
contrario,  vendría  una  lamentable  confu- 
sión, que  haría  casi  imposible  la  prosecu- 
ción del  proceso. 

Comprendo  que  ambos  casos  son  del  to- 
do diferentes,  pero  la  doctrina  expuesta 
en  cuanto  a  uno,  bien  puede  condicionar- 
se al  otro,  por  cuanto  que  el  articulo  893 
no  hace  distinciones  entre  un  caso  y  el 
otro. 

En  resumen,  creo  que.  la  sentencia  dic- 
tada por  esta  Corte,  con  fecha  nueve  de 
los  corrientes,  debió  comprender  también 
a  doña  María  Cárdenas  de  Tobar,  hacién- 
dose respecto  de  ella  la  declaración  corres- 
pondiente. 

Guatemala,  12  de  Noviembre  de  1938 

ABEL  PAREDES. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Juan  Cruz  Rivera,  por 
el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Si  la  lesión  produce  defecto 
funcional  permanente,  la  pena  que  deb? 
imponerse  es  la  del  inciso  2o.  del  artículo 
309  C.  P. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticuatro  de  Noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Segunda  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  veintisiete  de  ju- 


lio del  año  en  curso,  en  la  causa  Instruida 
por  el  delito  de  lesiones  contra  Juan  Cruz 
Rivera,  y  por  la  cual  se  confirma  la  del 
Juez  de  Primera  Instancia  del  Departa- 
mento de  Escuintla,  con  la  reforma  que  la 
pena  que  le  corresponde  a  Juan  Cruz  Ri- 
vera, y  no  a  Juan  Rivera  Cruz,  es 
la  de  cinco  años  de  prisión  correccio- 
nal conmutables  hasta  en  sus  dos  ter- 
ceras partes  a  razón  de  diez  centavos 
de  quetzal  diarios,  en  virtud  de  que  la  in- 
fracción realizada  cae  dentro  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  309  inciso  2o.  del 
Código  Penal,  y  de  que,  en  favor  del  reo 
no  concurre  la  atenuante  de  su  confesión. 

Que  el  Comandante  Local  de  Santa  Ana 
Mixtán,  señor  Luis  F.  Paz  Cienfuegos. 
con  fecha  nueve  de  enero  del  año  en  cur- 
so, puso  a  disposición  del  Juez  de  Paz  de 
aquel  lugar  a  los  detenidos  Juan  Cruz  Ri- 
vera y  Germán  González,  con  el  parte  re- 
lativo de  que  el  primero  de  los  nombra- 
dos había  causado  varias  lesiones  a  Luis 
Beltrán  Ramos,  y  que  el  segundo,  o  sea 
González,  agarró  de  los  brazos  al  ofendi- 
do momento  en  que  fué  cuando  Cruz  Ri- 
vera lesionó  a  su  contrario.  Al  ser  exa- 
minado Beltrán  Ramos,  explicó  los  he- 
chos asi:  que  como  a  las  ocho  horas  y 
cuarenta  y  cinco  minutos  de  ese  día,  se 
encontraba  en  la  cantina  de  su  concubi- 
na Romelia  Osorio,  establecida  en  aquella 
población,  cuando  llegó  el  regidor  tercero 
Juan  Cruz  Rivera  acompañado  de  su  so- 
brino Germán  González,  comenzando  el 
primero  a  insultarlo,  por  lo  que  el  depo- 
nente tomó  su  machete  y  salió  a  la  calle, 
habiéndolo  seguido  su  ofensor  y  luego  am- 
bos se  tiraron  de  machetazos;  que  en  esos 
momentos  intervino  González  agarrando 
al  declarante  de  los  brazos  y  entonces  fué 
cuando  Cruz  Rivera  le  causó  varias  lesio- 
nes; que  con  este  individuo  no  tenia  ante- 
cedentes de  enemistad  y  por  consiguiente, 
ignoraba  el  motivo  de  sus  insultos.  Citó 
como  presenciales  a  Santiago  Pérez  y  Abe- 
lardo Sánchez,  quienes  depusieron  el  se- 
gundo, que  el  día  y  hora  del  hecho  en  oca- 
sión que  se  encontraba  en  el  atrio  de  la 
iglesia  dedicado  a  quemar  unas  bombas, 
vió  un  grupo  de  personas  en  la  esquina  de 
la  cantina  de  Romelia  Osorio  y  al  acer- 
carse a  dicho  lugar  distinguió  que  Juan 
Cruz  Rivera  y  Luis  Beltrán  Ramos  se  tira- 
ban de  machetazos,  siendo  conducidos  a  la 
detención  por  una  escolta.  El  primero  se  re- 
firió a  que  en  compañía  de  Abelardo  Sán- 
chez corrieron  hacia  la  esquina  de  la  can- 
tina de  la  señora  Osorio,  y  al  llegar  vie- 
ron que  ya  la  escolta  conducía  a  Beltrán 
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Ramos  y  a  Juan  Cruz  Rivera.  La  señora 
Osorio.  dijo  que  por  referencias  de  la  gen- 
te supo  de  la  riña  sostenida  por  Beltrán 
Ramos  y  Cruz  Rivera,  y  que  ella  solamente 
vió  cuando  la  escolta  conduela  al  primero. 
Marcial  Rodas  manifestó  que  cuando  se 
acercó  a  la  esquina  de  la  cantina  de  la  se- 
ñora Osorio,  en  donde  habia  mucha  gente, 
vió  que  el  reo  y  el  lesionado  se  tiraban  de 
maclietazos,  y  que  el  segundo  botó  su 
arma  sin  duda  al  ser  herido  en  la  mano  y 
se  fué  a  la  lucha,  y  que  en  esos  momentos 
llegó  la  escolta  y  los  condujo  a  la  deten- 
ción. El  cabo  Juan  de  Dios  Pérez,  y  el  sol- 
dado Victor  González,  dijeron  que  cuando 
llegaron  al  lugar  de  los  hechos,  ya  Bel- 
trán Ramos  y  Cruz  Rivera,  estaban  des- 
armados, y  que  la  persona  que  separó  a 
dichos  individuos  fué  el  Comandante  Lo- 
cal. Germán  González  negó  haber  inter- 
venido en  el  hecho  origen  del  procedi- 
miento criminal,  pues  afirma  que  sin  mo- 
tivo fué  capturado  por  una  escolta  frente 
a  la  cantina  de  la  señora  Osorio,  en  oca- 
sión que  el  interrogado  se  dirigía  a  la  Co- 
mandancia Local  a  pasar  lista. 

Juan  Cruz  Rivera  manifestó,  haber  sido 
aprehendido  en  los  momentos  que  se  de- 
fendía de  unos  machetazos  que  le  tiraba 
Luis  Beltrán  Ramos,  y  que  el  hecho  acae- 
ció asi:  que  a  las  veinticuatro  horas  de! 
dia  ocho  de  enero  del  año  en  curso,  reci- 
bió su  turno  para  celar  el  orden  con  moti- 
vo de  la  fiesta  titular  de  la  población,  por 
lo  que  se  dedicó  a  recorrer  las  calles  en 
compañía  de  su  auxilio,  y  como  a  eso  de 
las  dos  horas  del  día  siguiente,  se  vió  en 
la  necesidad  de  conducir  a  la  detención  a 
Beltrán  Ramos,  quien  en  estado  de  ebrie- 
dad escandalizaba,  y  que  dicho  individuo 
obtuvo  su  libertad  al  poco  rato;  que  co- 
mo a  las  ocho  horas  en  ocasión  de  que  el 
interrogado  pasaba  frente  a  la  casa  de 
Beltrán  Ramos,  éste  lo  atacó  con  un  ma- 
chete, habiéndole  tirado  varios  látigos  en 
la  nuca  y  espalda,  por  lo  que  el  producen- 
te  al  ver  que  su  agresor  no  se  contenia  se 
vió  en  la  necesidad  de  desenvainar  su  m.a- 
chete  y  defenderse  de  los  golpes  de  filo 
que  le  lanzaba  su  contrario;  que  por  los 
movimientos  de  los  machetes  resultó  he- 
rido Ramos,  y  que  la  escolta  los  capturó 
cuando  se  habían  agarrado  a  la  lucha.  Los 
testigos  que  citó  en  concepto  de  presen- 
ciales, o  sean  Tránsito  Chigüela  y  Agapito 
Fuentes,  en  sustancia  se  refirieron  a  la  ri- 
ña sostenida  entre  Ramos  y  Cruz  Rivera, 
Según  informe  del  Cirujano  del  Departa- 
mento de  Escuintla,  Cruz  Rivera  presen- 
taba erosiones  en  las  regiones  del  codo  de- 


recho, escapular  derecha,  antebrazo  del 
mismo  lado,  mastoides  izquierda  y  la  la- 
teral del  cuello  lado  izquierdo  y  que  todas 
estas  lesiones  curarían  en  cuatro  o  cinco 
días.  Que  Luis  Beltrán  Ramos  presentaba 
cinco  heridas:  una  en  la  región  frontal 
derecha  que  interesó  la  piel  y  tejido  ce- 
ludar;  otra  en  el  antebrazo  dereclio,  de 
tres  centímetros  de  longitud  que  interesó 
la  piel  y  tejido  celular;  otra  en  el  dedo 
índice  derecho  que  amputó  la  segunda  fa- 
lange; otra  en  el  dedo  medio  de  la  mano 
derecha  que  interesó  la  piel,  tejido  celular 
y  amputación  de  la  segunda  falange;  otra 
más  en  el  dedo  anular  derecho  que  inte- 
resó la  piel  y  tejido  celular.  Estas  lesio- 
nes curaron  en  diez  días,  quedándole  com.o 
consecuencia  impedimento  funcional  en 
la  mano  derecha..  El  Cirujano  del  Ho.spi- 
tal  del  mismo  departamento  de  Escuintla, 
en  informe  posterior,  emitido  el  catorce  de 
lebrero,  manifestó  que  Luis  Beltrán  Ra- 
mos adolecía  de  una  anquilosis  total  de  las 
articulaciones  de  los  dedos  medio,  índice  y 
meñique  de  la  mano  derecha,  quedándole 
impedimento  definitivo  y  funcional. 

Durante  el  término  probatorio,  única- 
mente el  testigo  Abelardo  Sánchez  decla- 
ró sobre  los  buenos  antecedentes  de  Cruz 
Rivera,  pues  aunque  la  defensa  propuso 
otras  pruebas  no  se  practicaron. 

El  cuatro  de  mayo  del  año  en  curso  el 
Juez  de  Primera  Instancia  de  Escuintla, 
dió  fin  al  proceso,  declarando:  que  Juan 
Rivera  Cruz  es  autor  del  delito  de  lesio- 
nes cometido  en  la  persona  de  Luis  Bel- 
trán Ramos,  imponiéndole  por  dicha  in- 
fracción, por  la  circunstancia  atenuante 
de  su  confesión  dos  años  de  prisión  correc- 
cional, haciendo  las  demás  declaraciones 
correspondientes  en  ley. 

El  Procurador  de  la  Sala  Segunda  pidió 
entre  otras  cosas,  al  evacuar  su  traslado 
que  se  confirmara  la  sentencia  del  Juez 
íon  la  única  reforma,  que  la  conmuta  se 
regulará  a  razón  de  diez  centavos  de  quet- 
zal, y  no  de  veinte  como  se  le  impuso  en 
primera  instancia,  por  ser  el  reo  pobre  en 
el  sentido  legal.  El  Fiscal  estuvo  de  acuer- 
do con  el  pedimento  del  Procurador,  pero 
hizo  notar  que  la  sentencia  del  Juez  era 
nula  porque  condenó  a  Juan  Rivera  Cruz 
y  no  a  Juan  Cruz  Rivera,  quien  podía  fu- 
garse y  objetar  al  ser  recapturado,  que 
la  sentencia  no  fué  dictada  contra  él. 

Contra  el  fallo  de  segunda  instancia,  el 
leo  Juan  Cruz  Rivera,  con  auxilio  del  Abo- 
gado Juan  J.  Pérez,  introdujo  recurso  de 
casación  por  violación  de  ley,  denuncian- 
do como  infringidos  los  artículos  siguien- 
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tes:  21  inciso  6o.,  22  incisos  lo.,  3o.,  4o.  y 
9o.,  79,  81,  82,  309  incisos  2o.  y  3o.,  y  311 
inciso  2o..  del  Código  Penal;  571,  573,  586, 
609  y  614  Procedimientos  Penales. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  sentenciador  al  impo- 
ner al  reo  de  lesiones  Juan  Cruz  Rivera, 
la  pena  de  cinco  años  de  prisión  correccio- 
nal y  no  tres  como  se  alega  en  el  recurso, 
procedió  de  acuerdo  con  lo  establecido  en 
el  inciso  2o.  del  articulo  309  del  Código 
Penal  por  cuanto  el  lesionado  Luis  Beltran 
Ramos  quedó,  debido  a  las  lesiones  sufri- 
das en  la  mano  derecha,  con  impedimen- 
to funcional  definitivo,  consistente  dicho 
impedimento  en  la  amputación  de  las  se- 
gundas falanges  de  los  dedos  Indice  y  me- 
dio y  en  anquilosis  total  de  las  articula- 
ciones de  esos  dedos  y  del  meñique,  y  por 
consiguiente,  no  se  infringió  dicho  artícu- 
lo, ya  que  toda  lesión  que  produce  defecto 
funcional  permanente  en  una  mano  pa- 
ra aplicarla  normalmente  al  trabajo  como 
en  el  presente  caso,  cae  bajo  la  sanción 
del  inciso  2o.  del  articulo  309  del  Código 
Penal,  y  no  en  el  inciso  3o.  del  mismo  ar- 
ticulo, como  pretende  el  inculpado  Juan 
Cruz  Rivera. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  la  prueba  testimonial  rendida,  lo 
único  que  aparece  probado  es  que  hubo 
una  riña  entre  Luis  Beltrán  Ramos  y  el 
procesado  Juan  Cruz  Rivera,  y  por  consi- 
guiente la  reyerta  aceptada  y  sostenida  por 
ambos,  no  puede  determinar  la  circuns- 
tancia de  exención  de  responsabilidad 
criminal  que  señala  el  articulo  21  inciso 
6o.  del  Código  Penal,  cualquiera  que  sea  el 
modo  y  forma  en  que  la  pelea  se  desarro- 
lló, por  ser  ésta  excluyente  de  la  legitima 
defensa,  y  en  tal  concepto,  no  se  infrin- 
gió dicho  articulo.  Los  incisos  lo.,  3o.,  4o., 
y  9o.,  del  articulo  22  del  mismo  cuerpo  le- 
gal, tampoco  fueron  infringidos,  toda  vez 
que  no  existe  prueba  para  aceptar  las  cir- 
cunstancias atenuantes  que  dichos  incisos 
enumeran.  Las  disposiciones  legales  con- 
tenidas en  los  artículos  79.  81  y  82  del  mis- 
mo código,  tampoco  fueron  violadas,  ya 
que  no  existen  circunstancias  atenuantes 
que  apreciar,  y  por  lo  tanto  no  puede  ha- 
cerse las  rebajas  que  dichos  artículos  es- 
tablecen. 

Como  el  delito  realizado  por  Juan  Cruz 
Rivera,  cae  bajo  la  sanción  del  articulo  309 
inciso  2o.  del  Código  Penal  como  ya  se  di- 


jo, el  Tribunal  sentenciador,  no  pudo  in- 
fringir el  articulo  311  inciso  2o.  del  mismo 
cuerpo  legal,  que  castiga  con  seis  meses  de 
arresto  mayor,  al  culpable  de  lesiones  que 
produzcan  imposibilidad  para  el  trabajo 
o  necesidad  de  asistencia  facultativa,  des- 
de ocho  días  hasta  quince. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  siendo  la  confesión  del  reo  la  que 
sirvió  de  base  para  condenarlo  por  el  he- 
cho realizado,  sino  el  dicho  de  los  testigos 
Abelardo  Sánchez  González,  Tránsito  Chi- 
güela,  Marcial  Rodas,  Santiago  Pérez, 
Juan  de  Dios  Pérez,  Víctor  González  y  Asa- 
pito  F\ientes,  no  pudieron  infringirse  por 
el  Tribunal  sentenciador  los  artículos  609 
y  614  de  Procedimientos  Penales,  mucho 
menos  los  artículos  571,  573  y  586  del  mis- 
mo cuerpo  legal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  los  artículos  690 
Procedimientos  Penales  y  233  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DESES- 
TIMA el  recurso  de  casación  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  e  impone  al  recurrente  la 
pena  adicional  de  quince  días  de  arresto, 
conmutables  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día.  Notifiquese  y  con  certi- 
ficación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordoñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Arguela 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

JUICIO  seguido  contra  Victoria  Ovalle 
Juárez,  por  el  delito  de  contrabando  en 
el  ramo  de  alcoholes. 

DOCTRINA  :  La  pena  debe  sei  aisminuida 
en  un  tercio  cuando  concurra  en  favor 
de  la  persona  procesada,  la  circunstan- 
cia de  atenuación  que  señala  el  inciso 
primero  del  articulo  199  del  Decreto  Gu- 
bernativo número  1602. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
veinticinco  de  Noviembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho. 
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Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará, 
pronunciada  en  el  proceso  instruido  con- 
tra Victoria  Ovalle  Juárez  por  el  delito  de 
contrabando  en  el  Ramo  de  Alcoholes. 

RESULTA: 

Que  el  tres  de  Mayo  del  corriente  año, 
el  Comisario  de  la  Policía  Nacional  de  To- 
tonicapán  don  Baltazar  Aldana  puso  a  la 
disposición  del  Juez  de  Paz  de  aquél  po- 
blado a  Alicia  Rodas,  quien  fué  detenida 
a  causa  de  infringir  lo  dispuesto  por  el 
Acuerdo  Gubernativo  fecha  treinta  de 
Marzo  retropróximo.  Manifestó  también 
el  señor  Comisario,  en  su  parte,  que  el  ins- 
pector de  la  misma  Institución  Inés  Gon- 
zález y  el  agente  Guillermo  Ayala,  en  un 
apartado  de  la  cantina  de  la  señora  Rodas 
habían  sorprendido  a  Humberto  R.  Flores, 
Ismael  de  León  y  Adolfo  Arango  tomando 
aguardiente  en  copas;  y  que  Victoria  Ova- 
lle Juárez  fué  quien  vendió  el  mencionado 
.licor,  y  por  último,  que  fueron  decomisa- 
dos un  envase  de  un  cuarto  de  litro,  con- 
teniendo vestigios  de  aguardiente  y  cua- 
tro copas  de  vidrio. 

Iniciada  la  correspondiente  averigua- 
ción, el  inspector  González  y  el  agente  del 
orden  público  Ayala  declararon  haber 
aprehendido  a  Flores,  de  León  y  Arango, 
por  que  en  un  reservado  de  la  cantina  de 
la  señora  Rodas  bebían  aguardiente  y  te- 
nían sobre  una  mesa  un  octavo  de  litro 
de  dicho  licor  y  cuatro  copas  una  de  las 
cuales  estaba  rota,  agregando  González 
que  el  octavo  de  aguardiente  estaba  des- 
tapado y  contenía  un  pequeño  residuo  del 
mencionado  líquido. 

Al  ser  interrogada  Elisa  Juárez  de  Rodas 
dijo,  entre  otras  cosas,  que  el  dos  de  Ma- 
yo (1938),  a  las  diez  y  nueve  horas,  poco 
más  o  menos,  se  encontraba  en  Palín  y 
que  su  hija  Victoria  Ovalle  era  quien  en 
esa  ocasión  estaba  encargada  de  atender 
a  la  cantina  que  tiene  ella  (la  de  Rodas), 
establecida  en  el  cantón  denominado  "Ce- 
menterio", de  la  ciudad  de  Totonicapán; 
y  que  su  inocencia  la  probaria  con  los  di- 
chos de  Jesús  N.  y  de  otros  vecinos  de  Pa- 
lin. 

Victoria  Ovalle  Juárez  dijo:  que  el  día 
de  autos  llegaron  a  la  cantina  de  su  seño- 
ra madre,  Humberto  R.  Flores,  Adolfo 
Arango  e  Ismael  de  León,  y  Flores  le  pi- 
dió un  octavo  de  aguardiente,  pero  como 
la  dicente  se  diera  cuenta  de  que  éste  su- 
jeto estaba  muy  ebrio  se  lo  negó,  y  enton- 


ces Humberto  tomándolo  de  la  caja  que  se 
encontraba  sobi'e  el  mostrador  destapó  el 
envase;  que  las  copas  las  llevaba  Flores 
dentro  del  bolsillo  y  le  dijo,  después  de  exi- 
girle la  venta  de  aguardiente,  "que  si  pa- 
saba algo",  él  (Flores)  pagaría  la  multa. 

Adolfo  Arango  Molina,  Ismael  de  León  y 
Humberto  Flores  declararon:  Arango  Mo- 
lina, que  el  día  de  autos  como  a  las  diez  y 
ocho  horas  y  media,  al  salir  de  su  trabajo, 
en  la  esquina  del  mercado  y  frente  a  la 
cantina  de  Teresa  de  Cifuentes,  se  hizo 
encuentro  con  Humberto  Flores  e  Ismael 
de  León,  y  Flores  le  invitó  para  tomar  un 
trago,  como  el  dicente  no  quería,  dicho  se- 
ñor se  lo  llevó  contra  su  voluntad,  al  en- 
trar a  la  cantina  de  doña  Elisa  Juárez  de 
Rodas,  Humberto  pidió  un  octavo  de  aguar- 
diente y  de  León  sacó  en  seguida  unas  co- 
pas que  llevaba  en  el  bolsillo.  De  León 
dijo:  que  en  la  fecha  de  autos,  como  a  las 
diez  y  nueve  horas  estuvo  acompañado  de 
Humberto  R.  Flores  y  Adolfo  Arango  en  la 
cantina  de  la  señora  Juárez  de  Rodas  y  te- 
nían sobre  una  mesa  un  octavo  de  litro 
de  aguardiente  que  contenía  solamente  un 
poco  de  ese  líquido,  pues  Flores  y  Arango 
ya  habían  tomado  de  dicho  licor,  que  fué 
servido  en  unas  copas  que  el  dicente  lle- 
vaba en  el  bolsillo.  Y  Flores  expuso:  que 
e!  dos  de  Mayo  (1938),  iba  ebrio  y  en  una 
de  las  esquinas  del  mercado  se  hizo  en- 
cuentro con  Ismael  de  León  y  casi  en  el 
mismo  lugar  con  Adolfo  Arango  a  quienes 
invitó  para  "tomar  un  trago",  entraron  a 
la  cantina  de  Eüísa  Juárez  de  Rodas,  y  una 
señorita  le  dió  un  octavo  de  litro  de  ag^uar- 
diente,  que  él  (Flores)  le  había  pedido: 
que  en  una  de  sus  "salidas",  el  dicente 
destapó  el  octavo  y  de  León  sacó  de  uno  de 
Süs  bolsillos  (cree  Flores  que  del  izquier- 
do), cuatro  copas,  en  las  cuales  sirvieron 
el  licor  y  empezaron  a  tomar;  que  el  di- 
cente no  tomó  "el  octavo"  de  la  caja  que 
estaba  sobre  el  mostrador;  y  que  el  depo- 
nente fué  condenado  a  diez  días  de  prisión 
por  estár  libando  aguardiente  en  las  can- 
tinas, pena  que  conmutó  pagando  la  can- 
tidad de  diez  quetzales. 

Los  señores  Carlos  A.  González  y  Ricar- 
do Guzmán  valoraron  el  envase  con  el  re- 
siduo de  aguardiente  en  siete  centavos  de 
quetzal  y  las  tres  copas  en  diez  centavos 
de  la  misma  clase  de  moneda. 

En  el  careo  practicado  entre  la  Ovalle 
Juárez  y  Flores,  la  primera  sostuvo  que  su 
careado  tomó  de  la  caja  que  estaba  sobre 
el  mostrador  el  octavo  de  aguardiente  y 
destapándolo  entró  a  una  pieza  contigua 
a  la  tienda;  que  en  seguida  sacaron  copas, 
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pero  no  recordaba  quién  las  hbaía  lleva- 
do; ella  no  les  vendió  el  aguardiente  por 
copas,  y  repetía  que  no  permitió  que  toma- 
ran licor  en  ese  lugar.  Y  Flores  aseguró 
que  Victoria  "le  despachó"  el  octavo  de 
aguai'diente  y  que  él  pagó  su  valor  en 
aquellos  momentos;  que  ciertamente  saca- 
ron unas  copas,  pero  que  el  aguardiente  lo 
tomaron  en  la  puerta  de  la  cantina. 

Examinados  de  nuevo  Molina  Arango  y 
de  León  Bolaños  expusieron:  el  primero, 
que  se  encontraba  molesto  en  la  cantina 
tantas  veces  mencionada  y  tenía  el  propó- 
sito de  retirarse  a  su  casa,  y  por  este  mo- 
tivo no  fi.ió  mucho  la  atención  cuando  "le 
despacharon"  el  aguardiente  a  Flores  y 
sólo  oyó  que  éste  pidió  el  octavo,  dándose 
cuenta  después  que  lo  destapaba  y  servia 
en  las  copas-  que  había  proporcionado  Is- 
mael de  León  quien  las  sacó  de  uno  de  sus 
bolsillos;  que  el  aguardiente  la  tomaron 
sus  acompañantes  detrás  de  una  de  las 
puertas  que  dan  a  la  calle,  y  el  dicente  va- 
ció la  que  le  dieron  en  un  azafate.  El  se- 
gundo dijo:  que  acompañado  de  Flores  y 
de  Arango  llegó  a  la  cantina  de  una  seño- 
rita llamada  Toya.  Flores  pidió  un  octavo 
de  aguardiente,  el  cual  le  fué  "despacha- 
do" por  la  mencionada  señorita,  Humberto 
pagó  su  valor,  y  él  (de  León)  proporcionó 
cuatro  copas  que  llevaba  en  el  bolsillo  y 
las  cuales  colocaron  sobre  una  mesita  que 
había  fuera  de  la  cantina;  que  los  tres  to- 
maron aguardiente;  y  que  al  día  siguiente 
pagó  cuatro  quetzales  de  multa. 

Jesús  de  León,  expuso:  que  le  consta- 
ba que  doña  Elisa  Juárez  de  Rodas  no  sa- 
lió de  su  casa  el  lunes  dos  de  Mayo  (1938), 
hecho  del  cual  se  enteró  por  la  circuns- 
tancia de  que  el  dicente  es  vecino  de  di- 
cha señora  y  además,  en  esa  ocasión  le  lle- 
vó a  ésta  jabón  por  valor  de  un  quetzal. 

En  la  diligencia  de  confesión  con  cargos 
manifestó  la  enjuiciada  su  inconformidad 
con  el  cargo  que  se  le  formulaba  agregan- 
do que  en  los  inventarios  levantados  por  el 
Juez  de  Paz  cuando  se  colocaron  los  se- 
llos en  la  casa  donde  estaba  la  cantina  de 
su  señora  madre,  consta  que  no  había  co- 
pas ni  vasos  en  ese  establecimiento,  lo 
cual  prueba  que  ella  no  proporcionó  las 
que  usaron  Flores  y  sus  acompañantes  pa- 
ra tomar  aguardiente. 

El  juicio  fué  abierto  a  prueba  por  quin- 
ce días  y  durante  este  término,  el  defensor 
solicitó  que  los  señores  Flores,  de  León  y 
Arango  ampliaran  sus  declaraciones  con  e! 


objeto  de  establecer  los  hechos  que  siguen : 
primero,  que  cuando  Flores  trataba  de  des- 
tapar el  octavo  de  aguardiente  Victoria 
Ovalle  le  suplicó  que  no  lo  hiciera  dentro 
del  establecimiento,  pero  Flores  a  pesar  de 
esa  súplica  lo  destapó,  segundo,  que  por 
haber  sucedido  lo  que  acaba  de  relacionar- 
se con  suma  rapidéz,  la  Ovalle  no  pudo  evi- 
tarlo a  causa  de  haber  estado  del  otro  la- 
do del  mostrador;  y  tercero,  que  la  men- 
cionada señorita  trató  también  de  impedir 
que  se  sirvieran  licor,  pero  por  el  motivo 
ya  expresado,  tampoco  le  fué  dable  conse- 
guirlo. Al  ser  examinados  Flores,  Arango 
Molina  y  de  León  manifestaron:  el  pri- 
mero que  la  señorita  Ovalle  les  dijo  que 
no  destaparan  "el  octavo",  en  el  interior 
del  establecimiento  por  que  era  prohibido, 
y  por  este  motivo  el  dicente  lo  destapó  en 
la  acera  frente  a  la  cantina;  que  en  esa 
ocasión  iba  muy  ebrio  y  no  recuerda  per- 
fectamente lo  sucedido,  pero  sí  es  verdad 
que  la  mencionada  señorita  estaba  del  otro 
lado  del  mostrador;  y  que  de  una  manera 
vaga  recordaba  que  la  Ovalle  les  dijo  que 
fie  marcharan  a  tomar  el  licor  fuera  de  su 
establecimiento.  Arango  Molina  expuso: 
que  la  señorita  Ovalle  les  manifestó  que 
salieran,  porque  "no  quería  compromisos 
de  ninguna  clase",  pero  Flores  insistió  en 
quedarse  y  destapó  "el  octavo"  en  el  inte- 
rior; que  tomaron  el  aguardiente  en  una 
mesita  que  estaba  ahí,  la  señorita  se  en- 
contraba detrás  del  m.ostrador  y  solamen- 
te les  dijo  que  salieran,  pero  no  se  paro 
cerca  de  ellos  para  evitar  que  bebieran  el 
licor,  y  no  le  consta  que  la  acusada  haya 
usadó  todos  los  medios,  para  evitar  que  se 
sirvieran;  que  cuando  Flores  destapó  el 
"octavo",  la  señorita  le  dijo  que  fuera  a 
tomárselo  a  la  calle,  pero  no  se  fijó  si  la 
Ovalle  le  había  suplicado  a  dicho  sujeto, 
que  no  lo  destapara  dentro  de  la  cantina; 
que  la  procesada  hubiera  querido  arreba- 
tar el  "octavo",  pero  se  lo  impidió  la  cir- 
cunstancia de  haber  estado  del  otro  lado 
del  mostrador,  y  le  consta  que  ella  preten- 
día intervenir  personalmente  en  ese  sen- 
tido; y  la  actitud  asumida  por  la  Ovalle 
en  aquella  ocasión  consistió  en  suplicar  a 
P'lores  que  no  destapara  el  octavo  ni  lo 
sirviera  en  el  interior  de  su  establecimien- 
to, súplica  que  hizo  extensiva  a  los  com- 
pañeros de  Humberto  para  que  intervinie- 
ran con  el  objeto  de  evitar  lo  tantas  veces 
lelacionado;  y  respecto  a  la  rapidéz  de  lo 
sucedido,  y  a  la  circunstancia  de  encon- 
trarse la  Ovalle  en  el  interior,  son  situa- 
ciones que  no  pudo  apreciar  con  exacti- 
tud, pues  no  se  fijó  si  existe  puerta  que 
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dé  acceso  a  la^  demás  dependencias  de  la 
cantina;  y  que  en  estos  establecimientos 
el  "despacho",  se  efectúa  en  un  tiempo 
más  o  menos  breve,  según  los  casos. 

El  juez  de  Primera  Instancia  de  Toto- 
nicapán,  dio  fin  a  la  causa  absolviendo  del 
cargo  a  la  procesada  por  falta  de  prueba 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador 
abogó  por  la  "aprobación"  del  fallo  ape- 
lado, manifestando  que  ratificaba  y  hacía 
suyos  todos  los  conceptos  del  alegato  final 
presentado  al  Juez  a-quo  por  el  defensor 
de  la  enjuiciada.  El  señor  Fiscal  pidió  la 
revocatoria  de  la  sentencia,  por  que  esti- 
ma que  las  declaraciones  de  los  agentes  del 
Resguardo  de  Hacienda  no  fueron  enerva- 
das con  las  deposiciones  de  los  señores  Flo- 
res, Arango  Molina  y  de  León  Bolaños. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, el  treinta  de  Agosto  retropróximo, 
al  revocar  la  sentencia  de  Primera  Instan- 
cia declara:  que  Victoria  Ovalle  Juárez  es 
responsable  del  delito  de  contrabando  a  la 
Hacienda  Pública  en  el  Ramo  de  Alcoho- 
les, y  por  ésta  infracción  legal  le  impone 
tres  meses  de  arresto  menor  y  cien  quet- 
zales de  multa,  conmutable  la  pena  corpo- 
ral en  su  totalidad  a  razón  de  un  quetzal 
diario,  y  en  caso  de  que  no  pueda  hacer 
efectiva  la  multa  permanecerá  recluida 
en  la  cárcel  a  razón  de  un  día  por  cada  dos 
quetzales;  la  obliga  al  pago  del  papel  em- 
pleado en  la  causa,  y  a  los  gastos  de  su  pri- 
sión; declara  caldo  en  comiso  el  licor  in- 
cautado; y  ordena  que  el  fallo  se  publique 
en  la  forma  de  ley.  La  Sala  sentenciadora 
estimó:  a)  probada  la  responsabilidad  cri- 
minal de  Victoria  Ovalle  Juárez  con  lo  ex- 
puesto por  el  inspector  de  la  Policía  de 
Totonicapán.  Inés  González  y  el  agente 
de  aquél  cuerpo  Guillermo  Ayala,  y  que 
éstos  testigos  no  fueron  tachados  oportu- 
namente por  falta  de  idoneidad,  y,  ade- 
más de  acuerdo  con  la  ley  son  absoluta- 
mente imparciales;  y  b)  que  por  otra  par- 
te, lo  afirmado  por  los  consumidores  Aran- 
go, Flores  y  de  León,  no  debe  tomarse  en 
cuenta,  toda  vez  que  dichos  señores  son  in- 
teresados directamente  en  el  asunto,  pues 
también  infringieron  la  ley  de  la  materia 
de  que  se  trata,  haciéndose  acreedores  a 
la  sanción  pecuniaria  que  se  les  impuso 
por  la  falta  cometida. 

La  reo  con  auxilio  del  Licenciado  Fran- 
cisco Delgadillo  Zamora  interpuso  contra 
éste  último  pronunciamiento,  el  recurso  ex- 
tiaordinario  de  casación,  denunciando  co- 
mo infringidos  los  artículos  571,  573  inci- 


Eos  lo.,  2o.,  3o.  y  4o.,  574,  581  incisos  2o.  y 
7o.,  584  y  585  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  81  del  Código  Penal;  I  y  IV 
del  artículo  199  Decreto  1602;  9o.  del  De- 
creto 1981;  lo.,  2o..  y  4o.  del  Acuerdo  del 
treinta  de  Marzo  del  corriente  año. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  pena  corporal  de  tres  meses  de 
arresto  menor  que  corresponde  infligir  a 
¡a  enjuiciada  debe  ser  disminuida  en  una 
tercera  parte;  en  virtud  de  que  concurre 
en  su  favor  la  circunstancia  de  atenuación 
que  señala  el  inciso  I  articulo  199  del  De- 
creto Gubernativo  número  1602.  En  efec- 
to, en  los  autos  consta  que  los  expertos 
don  Carlos  A.  González  y  don  Ricardo  Guz- 
mán  valoraron  el  envase  y  el  residuo  de 
aguardiente  que  contenía,  en  la  cantidad 
de  siete  centavos  de  quetzal,  y  las  tres  co- 
pos en  diez  centavos  de  la  mismas  clase  de 
moneda.  Y  como  el  Tribunal  sentenciador 
al  pronunciar  su  fallo  no  tuvo  en  cuenta 
dicha  circunstancia  atenuante,  es  induda- 
ble que  infringió  la  disposición  legal  que 
acaba  de  citarse. 


CONSIDERANDO: 

Que  la  responsabilidad  criminal  de  Vic- 
toria Ovalle  Juárez  se  encuentra  estable- 
cida con  lo  expuesto  por  el  Inspector  de  la 
Policía  de  Totonicapán  Inés  González,  y 
e!  agente  de  aquél  cuerpo  Guillermo  Aya- 
la;  que  éstos  testigos  no  fueron  tachados 
oportunamente  por  falta  de  idoneidad,  y 
además,  son  contestes,  y  por  consiguiente 
sus  dichos  forman  plena  prueba.  Que  lo 
afirmado  por  Arango,  Flores  y  de  León,  es 
improcedente  apreciarlo:  primero  por  que 
dichos  sujetos  también  infringieron  la  ley 
de  la  materia  de  que  se  trata,  haciéndose 
acreedores  a  la  sanción  pecuniaria  que  se 
les  impuso  por  la  falta  cometida;  segundo, 
toda  vez  que  Flores  manifestó  que  iba  muy 
ebrio  en  aquella  ocasión,  y  no  recordaba 
perfectamente  el  contenido  de  la  segunda 
pregunta  del  interrogatorio  respectivo,  y 
vagamente  recordaba  lo  que  le  dijo  la  Ova- 
lle; tercero,  por  que  Arango  manifestó  no 
constarle  "que  la  acusada  haya  usado  Jo- 
dos  los  medios  para  evitar  el  hecho,  asi 
como  que  se  sii-vieran  el  licor";  y  cuarto, 
por  la  forma  en  que  se  produjo  de  León 
al  contestar  a  la  tercera  pregunta  del  su- 
sodicho interrogatorio. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  obser- 
vancia de  lo  dispuesto  por  los  artículos  9o. 
del  Decreto  Gubernativo  número  1981, 
acuerdo  del  treinta  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho,  205,  206,  211,  218, 
221,  250,  253  y  259  del  Decreto  Gubernativo 
número  1602;  573  y  687  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales;  y  233  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial  declara:  que 
ha  lugar  al  recurso  interpuesto;  y  en  con- 
secuencia CASA  Y  ANULA  la  sentencia 
recurrida  y  fallando  sobre  lo  principal  im- 
pone a  Victoria  Ovalle  Juárez,  como  auto- 
ra del  delito  de  contrabando  a  la  Hacien- 
da Pública  en  el  Ramo  de  Alcoholes,  la  pe- 
na de  tres  meses  de  arresto  menor,  reba- 
jada en  una  tercera  parte,  y  cien  quetzales 
de  multa;  le  permite  conmutar  la  sanción 
corporal,  en  su  totalidad  a  razón  de  un 
quetzal  diario,  y  en  el  caso  de  que  no  pue- 
da hacer  efectiva  dicha  multa  sufrirá  pri- 
sión, en  donde  permanecerá  a  razón  de 
un  día  por  cada  dos  quetzales;  la  obliga 
a  la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa  al  del  sello  respectivo,  y  al  pago  do 
los  gastos  originados  durante  su  perma- 
nencia en  la  cárcel;  y  por  último,  ordena 
la  publicación  de  ésta  sentencia  en  la  for- 
ma que  ia  ley  determina.  Notifíquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  — ■  Aberto  Argueta 
S.  —  Alfonso  Hernández  Polanco.  —  Max 
García  R.  —  Secretarlo. 


CRIMINAL 

CONTRA  Julio  Má  Sée  y  compañeros. 
Desistimiento  del  recurso  extraordina- 
rio de  casación.  Juegos  prohibidos. 

DOCTRINA:  Antes  de  que  se  dicte  sen- 
tencia puede  desistirse  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
dos  de  Diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho. 

J¿í.sta  la  solicitud  presentada  por  Julio 
Má  Sée  con  auxilio  del  Abogado  Francisco 
Vinagran,  habiendo  legalizado  la  firma  de 
Má  Sée  el  Notario  Juan  José  Pellecer,  en 
la  ciudad  de  Antigua  Guatemala,  el  pri- 


mero del  corriente  mes.  Por  medio  de  di- 
cho escrito  el  peticionario  desiste  en  lo 
absoluto  del  recurso  extraordinario  de  ca- 
Eiición  que  interpuso  a  los  cinco  días  del 
mes  de  Septiembre  retropróximo,  auxiliado 
por  el  Abogado  Carlos  Rodríguez  Cerna 
contra  la  sentencia  fecha  diez  y  nueve  de 
Agosto  iJróximo  pasado,  en  que  la  Sala 
Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones  con- 
firmó en  todas  sus  partes  la  pronunciada 
por  el  Juez  Departamental  de  Sacatepé- 
quez  que  impuso  a  José  y  Vicente  Chan. 
José  Sam,  Julio,  Víctor  y  Juan  Má,  Carlos 
Lau  y  Gustavo  Chong  por  el  delito  de  jue- 
gos prohibidos,  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión correccional,  que  con  abono  del  tiem- 
po padecido,  purgarán  en  la  Penitenciaría 
del  Centro;  les  permite  conmutar  hasta 
las  dos  terceras  partes  de  dicha  pena  a  ra- 
zón de  cincuenta  centavos  de  quetzal  dia- 
rios, y  los  condena  al  pago  de  las  respon- 
sabilidades civiles  provenientes  del  delito 
y  a  la  reposición  del  papel  empleado  en  el 
proceso  al  del  sello  respectivo. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  parte  que  ha  intentado  el  recur- 
so de  casación  puede  separarse  de  él  an- 
tes de  que  se  pronuncie  sentencia,  siem- 
pre que  la  firma  del  escrito  en  que  se  pida 
el  desistimiento  esté  legalmente  autori- 
zada, pues  de  lo  contrario  el  interesado 
tendrá  que  ratificar  su  petición.  Que  en 
el  presente  caso  aún  no  ha  sido  dictado 
el  fallo  correspondiente,  y  la  firma  de  Má 
Sée  fué  legalizada,  como  ya  se  dijo,  por 
el  Notario  Juan  José  Pellecer;  y  que  en 
consecuencia  debe  accederse  a  lo  pedido. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
089  y  690  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  tiene  por  separado  a  Julio  Má  Sée 
del  recurso  de  que  se  hizo  mérito  e  impone 
al  susodicho  reo  la  pena  adicional  de  quin- 
ce días  de  arresto,  conmutables  a  razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  por  cada  día.  No- 
tifíquese y  con  certificación  de  lo  resuel- 
to, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Ordóñez  Solis.  —  Serranos  Muñoz  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Hernández  Polan- 
co. —  Max  García  R.  —  Secretario. 
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CIRCULARES  GIRADAS  POR  LA  SECRETARIA  DE 
LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  12  de  julio 
de  1938. 

Señor  Juez: 

Para  su  conocimiento  y  efectos,  transcribo  a  usted  el  Acuerdo  que  dice: 

"Guatemala,  12  de  Julio  de  1938. 

LA  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

CONSIDERANDO: 

Que  son  atendibles  las  razones  expuestas  por  el  Director  General  de 
Cuentas  en  la  solicitud  que  dirigió  al  Secretario  de  Hacienda  y  Crédito 
Público,  relativa  a  que  se  procure  subsanar  los  inconvenientes  que  en  la 
práctica  se  han  presentado  para  el  debido  cumplimiento  del  articulo  lo. 
del  Decreto  Legislativo  número  2325;  y  siendo  una  de  las  atribuciones  de 
esta  Corte  dictar  las  providencias  pertinentes  para  remover  los  obstáculos 
que  se  opongan  a  que  la  jlisticia  sea  pronta  y  cumplidamente  administrada. 

ACUERDA: 

lo. — En  el  sumario,  las  audiencias  a  que  se  refiere  el  articulo  lo.  de  la 
ley  citada,  serán  para  que  el  Director  General  de  Cuentas  en  defensa  de 
los  intereses  del  Fisco  y  de  la  Municipalidad,  isuministre  los  datos  que  en 
esa  clase  de  investigaciones  se  necesita  y  procure  se  practiquen  las  di- 
ligencias que  conduzcan  al  mejor  éxito  del  proceso. 

2o. — En  el  plenario,  los  Jueces  de  Primera  Instancia  darán  la  causa 
respectiva  en  traslado  por  tres  días  al  Director  General  de  Cuentas,  con- 
forme lo  dispuesto  en  el  articulo  518  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les; y  enviarán  a  su  despacho  los  autos  bajo  conocimiento;  ésto  último  lo 
harán  los  Jueces  departamentales  por  medio  de  los  de  igual  categoría  re- 
sidentes en  esta  Capital;  y 

3o. — 'Las  notificaciones  que  deben  haceitse  al  Director  General  de 
Cuentas,  serán  hechas  en  la  oficina  de  este  funcionario  por  el  receptor; 
y  los  Jueces  departamentales  lo  harán  por  exhorto  cometido  a  los  Jueces 
del  departamento  de  Guatemala. 

Transcríbase: 

Ord&ñez  Solis,  Serrano  Muñoz,  Paredes,  Argucia  S.,  Hernández  Polanco. 

Max  García  R". 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  atento  servidor, 

Max  García  R 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


351 


"No.  687-B. 

Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  27  de  julio 
de  1938. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad  en  cumplimiento  de  la  provi- 
dencia respectiva  y  para  que  lo  haga  del  conocimiento  de  los  Jueces  Meno- 
res de  su  jurisdicción,  tengo  el  honor  de  transcribirle  en  lo  conducente  el 
oficio  de  la  Dirección  General  de  Cuentas  que  dice: 

"Guatemala,  19  de  julio  de  1938.  Señor  Secretario:  Tengo  el  honor 
de  referirme  al  oficio  de  usted  número  11754,  fecha  11  de  julio  en  curso, 
manifestándole:  que  la  falta  de  control  en  las  Tesorerías  Municipales  del 
departamento  de  Santa  Rosa,  en  los  ingresos  por  conmutas  en  sentencias 
económicas,  depende  de  los  Juzgados  menores  que  no  llevan  libros  debida- 
mente autorizados  y  foliados  donde  asentar  las  sentencias  y  siendo  esta 
irregularidad  del  Ramo  Judicial  creo  del  caso,  salvo  mejor  opinión  de  us- 
ted, trasladarlo  a  la  Secretaria  de  Gobernación  y  Justicia,  junto  con  el 
informe  que  sobre  el  particular  dió  el  Auditor,  señor  Luis  Ponce  A.,  el 
cual  elevé  a  su  Despacho  con  oficio  número  1  4.3459,  del  ocho  de  este  mes. 
Señor  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda  y  Crédito  Público, 
Frésente. 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S., 

Max.  García  R." 


"No.  704-B. 

Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  lo.  de  Agosto 
de  1938. 

Señor  Secretario  de  la  Sala. . .  de  la  Corte  de  Apelaciones: 
Con  instrucciones  de  esta  Superioridad,  tengo  el  honor  de  dirigirme  a 
Ud.,  para  que  se  sirva  hacerlo  del  conocimiento  de  esa  Honorable  Sala:  que 
se  ha  visto  con  extrañeza  que  al  hacer  un  cambio  de  Juez  Departamental, 
el  entrante  generalmente  lleva  su  Secretario  y  destituye  al  Secretario  an- 
terior; por  lo  que  se  le  recomienda,  que  al  hacer  la  consulta  correspon- 
diente dichos  Jueces,  sé  exija  previamente,  para  su  aprobación  los  motivos 
justificados  que  se  tengan  para  hacer  tal  cambio  y  evitar  así  injusticias, 
procurando  el  cumplimiento  del  Reglamento  General  de  Tribunales. 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 


Max  García  R." 
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Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia;  Guatemala,  16  de  agosto 
tíe  1938. 

Señor  Juez: 

Para  su  conocimiento  y  efectos,  tengo  el  honor  de  transcribirle  el 
Acuerdo  que  dice: 

"Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  diez  y  seis  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  ocho. 

En  vista  de  que  algunos  Jueces  de  Primera  Instancia  todavía  siguen 
la  práctica  de  calificar  el  delito  que  constituyen  los  hechos  a  que  se  refie- 
re la  causa,  tanto  en  el  auto  en  que  ésta  es  elevada  a  plenario  como  en  la 
diligencia  de  confesión  con  cargos,  y  es  tal  la  importancia  que  han  conce- 
dido a  ésto  algunas  Salas  de  Apelaciones  que  en  numerosos  caisos,  el  error 
en  esa  calificación  ha  dado  lugar  a  que  anulen  las  actuaciones  desde  el  auto 
en  que  se  eleva  plenario,  no  obstante  la  amplia  discusión  sobre  la  culpa- 
bilidad o  inocencia  del  procesado,  lo  que  desde  luego  es  en  perjuicio  de 
)a  pronta  y  cumplida  administración  de  justicia;  en  cambio  no  se  ha  cui- 
dado de  formular  al  reo  cargos  por  hechos  concretos  y  de  llenar  cumplida- 
mente todo  lo  que  para  la  diligencia  de  confesión  indicada  dispone  la  ley; 
por  lo  que  a  fin  de  evitar  esas  faltas  y  sobre  todO'  para  que  se  cumpla  exac- 
tamente con  lo  que  dispone  la  ley  y  especialmente  los  artículos  499  y  500 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  uso 
de  la  facultad  que  le  concede  el  inciso  a)  del  artículo  13  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial, 

'  ACUERDA: 

lo. — Los  Jueces,  antes  de  la  diligencia  de  confesión  con  cargos,  estu- 
diarán el  procesa  y  anotarán  separadamente  lo,s  hechos  concretos  y  justi- 
ciables (no  los  delitos)  que  resulten  de  la  causa  y  de  los  cuales  deben  for- 
mularse cargo  al  reo; 

2o. — En  esa  diligencia  llenarán  cumplidamente  todas  y  cada  una  de 
las  formalidades  que  para  esos  casos  señala  la  ley;  y  relacionarán  deta- 
iladamente  en  el  acta  respectiva  la  manera  como  han  procedido;  y 

3o. — ^La  calificación  del  delito  que  constituyen  los  hechos  a  que  se  re- 
fiere el  proceso,  la  harán  únicamente  cuando  la  ley  exija  esa  calificación 
y  en  especial  al  dictar  el  auto  de  prisión  y  en  la  sentencia. 

Transcríbase. 

Ordóñez  Solís,  Serrano  Muñoz,  Paredes,  Argueta  S.,  Hernández  Polanco, 
Max.  García  R.,  Secretario." 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S., 


Max.  García  R. 
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I  "No.  759. 

Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  17  de  agosto 
de  1938. 

Señor  Juez. . .  de  Primera  Instancia, 

Presente. 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad  tengo  el  lionor  de  dirigirme  a 
Ud.  para  manifestarle  *  que,  en  lo  sucesivo  deben  enviarse  bajo  conocimien- 
to las  órdenes  de  captura  que  dicte  el  Despacho  de  su  merecido  cargo,  de- 
biendo hacerlo  saber  a  los  Jueces  de  Paz  respectivos  de  esta  Capital,  para 
que  a  su  vez'  ellos  hagan  esa  remisión  en  igual  forma. 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S., 

Max.  García  R." 


Secretaria  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  3  de  septiem- 
bre de  1938. 

Señor  Juez: 

Con  in)strucciones  de  esta  Superioridad,  tengo  el  honor  de  dirigirme  a 
Ud.  manifestándole:  que  para  evitar  el  gasto  innecesario  de  energía  eléc- 
trica, sírvase  solicitar  los  antecedentes  penales  respectivos  por  medio  del 
Correo  y  observar  estrictamente  las  instrucciones  dadas'  al  efecto  en  mis 
circulares  anteriores,  acerca  del  uso  del  telégrafo  que  debe  hacerse  única- 
mente en  casos  urgentes  y  de  mucha  importancia,  de  lo  contrario  Ud.  pa- 
gará el  valor  de  la  transmisión. 

Sírvase  acusar  recibo  a  isu  muy  atento  y  S.  S., 

Max.  García  R." 
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PODER  JUDICIAL 

Presidente  del  Poder  Judicial  y  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 
Licenciado  Don  Rafael  Ordóñez  Solis.  —  Sexta  Avenida  Norte  N9  25. 


CORTE  SUPREMA   DE  JUSTICIA 

MAGISTRADO:  Licenciado  Don  José  Serrano  Muñoz.— Villa  de  Guadalupe. 
MAGISTRADO :  Licenciado  Don  Abel  Paredes.— San  Pedrito, 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Alberto  Ai-gueta  S.— 6^  Avenida  Norte,  m  34. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Alfonso  Hernández  Polanco.— 9?  Av.  Nte.  Ní>  17. 
SECRETARIO:  Licenciado  Don  Max  García  R.— 5?  Calle  Oriente,  N°  50.  ' 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  Don  Héctor  Fajardo  Cadena.— 6?  Calle  Poniente,  N?  45. 


CORTE   DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Carlos  Caste- 
llanos R.,  6?;  Calle  Poniente,  m  33, 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alfre- 
do Gil,  5?-  Calle  Poniente  N<?  38. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Luis  P  Vargas 
Ciudad. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Ricardo  Ortiz  Sán- 
chez, 14  Calle  Poniente  N?  1. 

Procurador:  Licenciado  Don  Manuel  Zece- 
ña  Beteta,      Calle  Oriente,  N9  15. 

Secretario:  Licenciado  Don  Emilio  Beltra- 
nena.  Ciudad. 

SALA  SEGUNDA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Octavio  Agui- 
lar,  8*  Avenida  Norte  Prolongación,  N9  2. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alvarez 
Lobos,  8*  Avenida  Sur  N?  74. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Carlos  Girón 
Zirión,  Avenida  La  Reforma. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Jorge  Morales  Urrue- 
la,  11  Calle  Poniente,  N<?  11. 

Procm-ador:  Licenciado  Don  Héctor  Cruz 
F.,  18  Calle  Oriente,  N°  80. 

Secretario:  Licenciado  Don  Antonio  Rivera 
Ariza,  15  Calle  Poniente  N?  19. 

SALA  TERCERA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Francisco  Me- 
néndez  B.,  11  Ca'lle  Oriente,  N?  28. 


Magistrado:  Licenciado  Don  Julio  César 
Martínez  P.,  Calle  Real  de  Ciudad  Vieia 
N<?i  50.  ' 

Magistrado:  Licenciado  Don  J.  Lorenzo  Hur- 
tado Peña,  Avenida  Simeón  Cañas  N<?  23 

Fiscal:  Licenciado  Don  Rafael  Castellanos 
A..  4?  Avenida  Norte,  N?  59. 

Procurador:  Licenciado  Don  Eleázar  Ur- 
meneta,  11  Avenida  Norte,  N"?  29. 

Secretario:  Licenciado  Don  Fernando  Or°- 
llana  h.,  4»  Avenida  Sur,  N?  92. 

SALA  CUARTA 
( Quezaltenango) 

Presidente :  Licenciado  Don  Francisco  E  Ro- 
dríguez. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Jesús  Unda 
MuriUo. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Abraham  Bus- 

tamante  h. 
Fiscal:  Licenciado  Don  Eulogio  González  R 
Procurador:    Licenciado  Don  Luis  Gerardo 

Barrios. 

Secretario:  Don  Porfirio  Sánchez. 

SALA  QUINTA 
(Jalapa) 

Presidente:  Licenciado  Don  Daniel  Arellano. 
Magistrado:  Licenciado  Don  Francisco  Ba- 
rrios Soflís. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Antonio  Cas- 
tañeda. 

Fiscal:  Licenciado  Don  José  Isauro  Cabrera 
Procurador:  Licenciado  Don  Alfredo  Enri- 
que Figueroa  Palma. 

Secretario:  Licenciado  Don  Virgilio  Alva- 
rez Castro. 
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VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:'  General  de  División  Don  Car- 
los Jurado  R.,  Ciudad, 

General  de  División  Don  Nicolás  de  León, 
Mazatenango. 

Suplentes:  General  de  División  Don  Rafael 
Aldana  E.,  Sololá. 

General  de  División  Don  Buenaventura  Pi- 
neda, Puerto  Barrios. 

SALAS    PRIMERA,    SEGUNDA  Y  TERCERA 
DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  División  don  José 
Víctor  Mejia,  Ciudad. 

General  Don  Benedicto  Contreras,  Ciudad. 

Suplentes:  General  Don  Sarvelio  Castillo 
González. 

Coronel  Don  Manuel  Maldonado  Robles. 
Ciudad. 


SALA  CUARTA  DE  APELACINES 

Propietarios:  Coronel  Don  Ismael  Marro- 
quin. 

Teniente  Coronel  Don  Francisco  Guzman 
Roldan. 

Suplentes:  Teniente  Coi-onel  Don  Jacobo 
Aguilar  P. 

Teniente  Coronel  Don  Manuel  Santiago  Mé- 
rida. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Coronel  Don  Alberto  Berganza. 

Mayor  Don  Bernardo  Gudiel. 

Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Moisés 
Morales. 

Mayor:  Don  Rodrigo  Salazar. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  1?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  J.  Joaquín  Palma,  Avenida 
La  Reforma  "Villa  Palma". 

Juez  2?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Hernán  Morales  Dardón,  Ciu- 
dad. 

Juez  39  del  departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Carlos  A.  Recinos,  3*  Avenida 
Norte. 

Juez  4"?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Víctor  M.  Cáceres,  Ciudad. 

Juez  59  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  don  José  Luis  Lemus,  Villa  de 
Guadalupe,  Chalet  "Las  Palmas". 

Juez  6?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Fernando  Juárez  Aragón,  7* 
Avenida  Sur,  N<?  82. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Alta 
Verapaz:  Licenciado  Don  Baudilio  Jordán. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Baja 
Verapaz:  Licenciado  Don  Víctor  Manuel  Gu- 
tiérrez Régil. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
maltenango:  Licenciado  Don  Carlos  Fernán- 
dez Chavarria. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
auimula:  Licenciado  Don  Alfonso  Gálvez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Es- 
cuintla:  Licenciado  Don  Eugenio  Nuila. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Hue- 
huetenango:  Licenciado  Don  J.  Arturo  Ruano 
Mejia. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Iza- 
bal:  Licenciado  Don  rtrturo  Herbruger  As- 
turias. 


Juez  Propietario  del  Departamento  de  Jala- 
pa: Licenciado  Don  José  Leandro  Rodas. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Ju- 
tiapa:  Licenciado  Don  Haroldo  Sarillas. 

Juez  Propiciarlo  del  D;partamento  del  Pe- 
tén:  Licenciado  Don  Fausto  Antonio  Enríquez. 

Juez  1?  Propietario  del  Departamento  de 
Quezalíenango:  Licenciado  Don  José  Vicente 
Rodríguez  h. 

Juez  29  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  Francisco 
Rendón. 

Juez  Propietario  del  Departamento  del 
Quiche:  Licenciado  Don  Oscar  Paiz. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Re- 
talhuleu:  Licenciado  Don  José  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Sa- 
ca tepéquez:  Licenciado  Don  Gonzalo  Menén- 
dez  de  la  Riva. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  San 
Marcos:  Licenciado  Don  Alberto  Herrarte. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Santa 
Rosa:   Licenciado   Don  Ricardo  Marroquín. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  So- 
lolá: Licenciado  Don  Ismael  Ortiz  Orellana. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Suchi- 
tepéquez:  Licenciado  Don  Humberto  Robles. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  To- 
tonicapán;  Licenciado   Don  Carlos  Villela  R. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Za- 
capa:  Licenciado  Don  Justo  Rufino  Morales. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  El 
Progreso:  Licenciado  don  José  María  Grajeda 
S. 
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COMANDANTES   DE  ARMAS 


Comandante  de  Ai-mas  del  Departamento 
de  Guatemala :  General  don  Juan  B.  Alonso. 

Comandante  de  Ai-mas  del  Departamento 
de  Alta  Verapaz,  Coronel  don  Fidel  Torres. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Baja  Verapaz,  Coronel  don  Mario  Ochoa 
Méndez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Chimaltenango  Coronel  don  Ramón  Gro- 
tewóld. 

comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Chiquimula,  General  don  Daniel  Monte- 
negro. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Escuintla,  Coronel  don  J.  Domingo  Juárez  A. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Kuehuetenango,  Coronel  don  Isidoro  Mo- 
rales. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Izabal,  General  don  Buenaventura  Pineda. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jalapa,  General  don  Rafael  Aldana. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jutiapa,  General  don  Sarbelloi  Castillo. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
del  Fetén,  Coronel  don  Federico  Ponce. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Quezaltenango,  Coronel  don  Carlos  Enrí- 
quez  Barrios. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Quiché,  General  don  Daniel  Corado  R. 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Retalhuleu,  General  don  Ciríaco  Antonio 
Urrutia. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sacatepéquez,  General  don  Manuel  J.  Ve- 
lásquez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  San  Marcos,  General  don  Miguel  Idígoras 
Puentes. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Santa  Rosa,  Coronel  don  Gustavo  Alfaro. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Solóla,  Coronel  don  Artemio  E,  Ruiz. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Suchitepéquez,  General  don  Nicolás  de 
León. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Totonicapán,  Teniente  Coronel  don  Carlos 
Cipriani. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Zacapa,  Coronel  don  Rodolfo  García  Ma- 
rroquin. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Progreso,  Cbronel  don  Oscar  H,  Peralta. 

Auditor  General  de  Guerra:  Licenciado  Don  ■ 
Eliseo  Soüís,  Avenida  Central  N9  10. 

Auditor  de  Guerra  del  Departamento  de 
Guatemala:  Licenciado  don  Guillermo  Cabre- 
ra Martínez:  3^  Avenida  Sur,  N?  48. 

Fiscal  Militar:  Bachiller  Don  Urbano  Gra- 
majo.  Ciudad. 


JUECES   DE  PAZ 

DE  LA  CAPITAL 

Juez  I"?  Licenciado  Don  Oliverio  Garcia  A.,  Ciudad. 

Juez  29  Licenciado  Don  Laureano  Torres  Lorenzana,  Ciudad 

Juez      Br.  Don  Francisco  Perdomo,  San  Pedrito. 

Juez  49  Bir.  Don  Cecilio  Mayorga  Cordón,  Ciudad. 

Juez  59  Br.  Don  Alberto  Portillo,  Ciudad. 

Juez  69  Sr.  Don  Basilio  Ramírez,  7*  Avenida  Norte,  N9  81. 

Juez  79  Licenciado  don  Isauro  Berganza,  Ciudad. 

Juez  de  Listrucclón,  Br.  Don  Humberto  Solís  Gallardo,  Ciudad. 
Juez  del  Tránsito:  Lic.  Don  Rafael  Antonio  Gordillo  Macias, 

Avenida  Elena  Sur,  N9  17-A. 
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JURISDICCION   DE  LOS  TRIBUNALES 

SALA  PRIMERA 

Juzgados  19  y  6'?  de      Instancia  de    G^iatemala 

Juzgado  de  !?■  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Petén 

Juzgado  de  l'^  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Sacatepéquez 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    El  Progreso 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Suchitepéquez 

SALA  SEGUNDA 

Juzgado  2?  y  4?  de  1*  Instancia  de    Guatemala 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Chimaltenango 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Alta  Verapaz 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Ai-mas  de    Escuintla 

SALA  TERCERA 

Juzgado  39  y  5?  de  1^  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Guatemala 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Ai-mas  de    Santa  Rosa 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Baja  Verapaz 

Juzgado  de      Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Retalhuleu 

SALA  CUARTA 

Juzgados  19  y  29  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Quezaltenango 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    San  Marcos 

Juagado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Totonicapán 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Sololá 

Juzgado  de  1?  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    El  Quiché 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Huehuetenango 

SALA  QUINTA 

Juzgado  de  1^  Instancia  y  Comandancia  de  Ai-mas  de    Jalapa 

Juzgado  de  I'*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Jutiapa 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Chiquimula 

Juzgado  de  1'^  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   Izabal 

Juzgado  de      Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Zacapa 

RAMO  CIVIL 

Juzgado  1^  d-  Paz    (  j^^GADO  1°  DE  1=^  INSTANCIA. 


Juzgado  49  de  1*  Instancia:  Juzgado  39  de  Paz  y  municipios. 


Juzgado  59  de  Paz    í 

Juzgado  69  de  Paz    }  JUZGADO  39  DE  1^  IN! 

Municipios  de  este  Departamento    ( 

RAMO  PENAL 

Juzgado  49  de  1*  Instancia:  Juzgado  39  de  Paz  y  munic: 
Juzgado  59  de  I?  Instancia:  Juzgado  29  y  49  de  Paz. 
Juzgado  69  de  1?  Instancia:  Juzgado  19,  59  y  69  de  Paz. 
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GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


DIRECTORIO  JUDICIAL 


Presidencia  del  Poder  Judicial 
Corte  Suprema  de  Justicia 
Salas  1%  2?  y  3»  de  Apelaciones 
Archivo  G-eneral  de  Protocolos 
Archivo  General  de  Tribunales 
Tesorería  de  Fondos  de  Justicia 
Estadística  Judicial. 
Biblioteca  del  Poder  Judicial. 


PALACIO  DE  JUSTICIA 

(9?'  Avenida  Sur  entre  14  Calle  y  Callejón 
del  Carrocero). 


Juzgados  19,  29  y  3<?  de  1?  Instancia:  9'^  C.  O.  41. 
Juzgado  4?  de  1*  Instancia:  7*  Av.  S.  72. 
Juzgado  59  y  6?  dei  1»  Instancia:  1^  Av.  Sur  70. 
Comandancia  de  Armas  y  Fiscalía  Militar:  13  Av.,  y  7*  Calle. 
Juzgado  1?  de  Paz:  Cuartel  de  Policía  N<?  1. 
Juzgado  2<?  de  Paz:  3»  Calle  Oriente  15. 
Juzgado  3?  de  Paz:  Avenida  Los  Arboles  139. 
Juzgado  4?  de  Paz:  7*  Avenida  Sur  72. 
Juzgado  5?  de  Paz:  Avenida  Bolívar  154. 

Juzgado  69  de  Paz:  2*  Av.  del  Cantón  La  Independencia,  San  Pedrito 
Juzgado  79  de  Paz:  Lavarreda. 


PERMANENTE 

Se  ruega  poner  en  conocimiento  de  la 
Presidencia  del  Poder  Judicial,  cual- 
quier anomalía  que  se  advierta  en  la 
administración  de  justicia,  a  fin  de 
seguii  la  investigación  que  corresponda 
y  dictar  las  medidas  que  el  caso  requiera 


A  LOS  SEÑORES 
ABOGADOS  Y  NOTARIOS 

inscritos  en  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
se  les  ruega  pasar  a  la  Secretaría  de  dicho 
Tribunal  a  registrar  su  sello  y  firma  en 
los  nuevos  libros  que  al  efecto  se  llevan. 


